LA ESPAÑA 
INVENTADA 


Francisco Marco 
Manuel Bravo Pérez 


TRAS LOS PASOS DE VILLAREJO 


* l; * 
MMNICINAK 


LA ESPAÑA INVENTADA 


LA ESPAÑA INVENTADA 
TRAS LOS PASOS DE VILLAREJO 


Argentina-Chile-Colombia—España 


Estados Unidos-México-Perú—Uruguay 


1.2 edición Noviembre 2020 


Reservados todos los derechos. Queda rigurosamente prohibida, 
sin la autorización escrita de los titulares del copyright, bajo las 
sanciones establecidas en las leyes, la reproducción parcial o 
total de esta obra por cualquier medio o procedimiento, 
incluidos la reprografía y el tratamiento informático, así como la 
distribución de ejemplares mediante alquiler o préstamo 
público. 


Copyright O 2020 by Francisco Marco — Manuel Bravo Pérez 
All Rights Reserved 
Copyright O 2020 by Ediciones Urano, S.A.U. 
Plaza de los Reyes Magos, 8, piso 1.2? C y D - 28007 Madrid 
www.indicioseditores.com 


ISBN: 978-84-18259-48-7 


Fotocomposición: Ediciones Urano, S.A.U. 


A todas las víctimas de las cloacas. En especial a mi madre, mi mujer, mis hijos, 
mis amigos y clientes que sufrieron las andanadas del sistema sabiendo que tarde 


o temprano descubriría la verdad. 


Francisco Marco 


A Sara, por ser la razón de toda una década. A mis padres y a mi hermana, por 
ser la razón de toda una vida. A María y Fernando, por regalarme un hogar 


lleno de libros. 


Manuel Bravo Pérez 


Nada teme más el hombre que ser tocado por lo desconocido. Desea saber quién 
es el que le agarra; le quiere reconocer o, al menos, poder clasificar. El hombre 
elude siempre el contacto con lo extraño. De noche o a oscuras, el terror ante un 
contacto inesperado puede llegar a convertirse en pánico. Ni siquiera la ropa 
ofrece suficiente seguridad: qué fácil es desgarrarla, qué fácil penetrar hasta la 


carne desnuda, tersa e indefensa del agredido. 


Masa y poder, de Elías Canetti (libro preferido de José Manuel Villarejo) 


A los lectores 


Para realizar este libro se han hecho multitud de entrevistas con 
policías, políticos, agentes de inteligencia, fiscales, empresarios y 
periodistas. También con personas del entorno del comisario Villarejo. 
Todas las reflexiones y pensamientos derivados de estas entrevistas, 
sean a favor o en contra del personaje, se han citado en el libro. 

Los hechos que se reflejan aquí proceden de documentos, agendas, 
memorias USB, correos electrónicos, audios, causas judiciales y libros. 
Los pensamientos y diálogos son tal cual los reflejaron las fuentes que, 
en casi todos los casos, nos permitieron grabarles. 

El comisario Villarejo no quiso dar su versión, aunque le enviamos 
una carta a prisión solicitándole una entrevista. 
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Notas de los autores: 


De Manuel Bravo Pérez: 


Este libro comenzó la primera vez que me negué a escribirlo. Fue una 
madrugada en la que los sonidos humanos permanecían en pausa y 
solo se oía el trasiego intermitente de taxis y autobuses. La flama que 
alfombraba las calles de Madrid era tan intensa que reblandecía el 
asfalto y devoraba la suela de los zapatos. Llegué a casa tras un largo 
paseo, preparé un té helado y abrí una ventana por donde se coló el 
aroma arrebatado que en esa época del año tienen las flores 
trasnochadas del parque del Retiro. Era el único momento del día en 
el que se podía respirar sin sensación de asfixia y aprovechaba para 
escrutar los mumerosos partes de guerra que descansaban en mi 
habitación desde hacía meses, documentos que habían permanecido a 
la sombra de la historia durante más de ochenta años hasta que una 
suerte de historiador policiaco los puso entre mis manos. Incapaz de 
dormir a pesar del cansancio, abrí el ordenador y empecé a concretar 
en escritura las notas que había tomado en las noches anteriores. 

Diez hombres acababan de escapar de un camión que los llevaba 
de camino a la muerte. Corrían por un campo extremeño que olía a 
humedad y candela. El estruendo de pisadas y jadeos sobre la tierra 
descarnada se confundía con los ladridos de algunos perros que 
protestaban a lo lejos. El vehículo había quedado atrás, pero su 
trampilla de metal aún oscilaba con un balanceo reumático. Dos 
militares tenían a tiro a los fugados. Podían hacer blanco sin dificultad 
bajo el foco de un cielo sembrado de estrellas, pero miraron a otro 
lado, bajaron los fusiles y permitieron que aquellos hombres tuvieran 
otra oportunidad en un mundo sin remedio. Fue entonces, con la vida 
y la muerte en plena disputa sobre el terruño de una España 
carcomida por la violencia, cuando una llamada de teléfono me 


devolvió de súbito a 2018. 

Los diez fugitivos quedaron inmóviles en el folio. Apenas tuvieron 
tiempo de mirar hacia atrás y clavar sus ojos en los míos como 
diciendo: «¿Y ahora qué?». Cuando vi el nombre de Paco en la 
pantalla del móvil, guardé el documento en el que trabajaba y 
descolgué: «Si no es algo muy urgente, llamar a estas horas es de mala 
educación, señor detective». De todos mis amigos, Francisco Marco es 
al que menos le gusta hablar por teléfono. Su incomodidad se contagia 
de un lado a otro de la línea y las conversaciones se convierten en una 
suerte de yincana compuesta por palabras e ideas en clave. Aquella 
madrugada, sin embargo, el dueño de la agencia Método 3 concedió 
una tregua a sus hábitos. Paco citó con calma una lista de hechos 
ocultos que habían cambiado la historia reciente de España. Su relato 
siempre desembocaba en la misma persona: el excomisario José 
Manuel Villarejo. Poco antes del final de su parlamento, compuso la 
frase que yo estaba esperando desde que comenzó a explicarme todas 
las pruebas y documentos que había recopilado durante años, las que 
había descubierto recientemente y las que podríamos conseguir tras 
decenas de entrevistas con fuentes de las más altas instituciones del 
Estado: «Tenemos que hacer un libro sobre este tío y tenemos que 
hacerlo ya...». Permanecí en silencio al otro lado del auricular, con la 
respiración como única respuesta a sus palabras. Tras detener el 
soliloquio, concentró todo su entusiasmo en una última frase: «¡Venga, 
coño, dime algo!». «No, Paco. Lo siento, pero no voy a hacer ese 
libro», contesté. 

El detective siguió insistiendo y la conversación se convirtió en un 
partido de tenis en el que los argumentos cruzados se extendieron 
hasta los confines de la madrugada. En honor a la síntesis, no quería 
participar en una diatriba contra Villarejo ni estaba dispuesto a 
sacrificar dos años de vida y escritura en un proyecto que tenía 
muchos visos de quedarse en el cajón de las editoriales. No obstante, 
Francisco Marco es campeón mundial en insistencia. A lo largo de las 
siguientes semanas, siempre encontraba una excusa para hablarme del 
proyecto. Me mandó varios documentos que no leí hasta que una 
mañana de sábado, tras ver un reportaje de Equipo de Investigación, lo 
llamé para comentarle: «Oye, Billy el Niño y Villarejo debieron de 


trabajar juntos, ¿verdad?». Contestó rápido: «Si te hubieras leído lo 
que te mandé, no solo sabrías eso, sino algo mucho más importante 
sobre aquella época...». Respondí: «Muy bien, imagina que acepto... 
¿Qué vamos a ofrecer de nuevo con todo lo que ya se sabe?». Paco 
tenía preparada la respuesta desde la primera conversación: «Manu, 
hablamos de la historia de corrupción más importante de nuestro país. 
Tengo más datos de los que querría. En cualquier nación provocaría 
muchas explicaciones, detenciones... Hablamos de una mafia 
incrustada en la Policía Nacional, de unos políticos que han usado a 
ciertos mandos de esa Policía para investigar a sus contrincantes, de 
unos policías que consintieron las peores prácticas de la Brigada 
Político-Social, que se vendieron a los militares del 23-F y facilitaron 
la libertad a traficantes de drogas y armas». 

«La Policía Nacional es de las mejores instituciones que tenemos en 
nuestro país, Paco, no voy a participar en un libro que convierta una 
parte en el todo», repliqué. «Yo tampoco. Te lo garantizo, porque 
pienso igual que tú, pero tenemos la oportunidad de contar lo que 
hizo esa minoría... no solo dañó la reputación de un cuerpo que se 
encuentra entre las mejores fuerzas de seguridad del mundo, sino que 
ha condicionado la estabilidad de nuestro país desde la Transición 
hasta nuestros días. No son más de 60 entre 60.000, pero son los más 
condecorados y han conseguido que los derechos y garantías de todos 
nosotros avancen mucho más despacio». 

Le pedí más tiempo para pensarlo. ¿Qué ganábamos con descubrir 
secretos que habían marcado nuestro camino como nación? ¿Cuál era 
nuestro respectivo deber como investigador y periodista? ¿Callar y 
seguir? ¿Escribir y arriesgar? ¿La gente quería saber la verdad o solo 
aquella realidad aparente más cómoda, aséptica y superficial? Unos 
días después, marqué su número: «Oye, Paco... Mira tío, es una 
historia de indudable interés, pero ¿quién me dice a mí que esto no es 
un ajuste de cuentas por lo que Villarejo y otros policías intentaron 
contra ti? No quiero formar parte de eso. No se trata de temor o 
inquietud, se trata de que, si hacemos un trabajo periodístico de esta 
densidad, quiero que tenga calidad y recorrido, que no sea una mera 
diatriba». El detective fue claro: «Yo tampoco quiero eso, porque, ante 
todo, me juego mi credibilidad y prestigio como investigador. Te doy 


mi palabra de que no será así». 

Nuestras conversaciones seguían teniendo el ritmo de un partido 
de tenis: «Solo haré este libro si los hechos son los que marcan la 
pauta narrativa. Tenemos que mostrar, no decir, que sean los 
protagonistas los que cuenten con sus acciones los años que van desde 
antes de la Transición hasta nuestros días y que sea el lector el que 
juzgue y evalúe». Marco me aseguró: «Acepto, te doy mi palabra: me 
distanciaré de mí mismo y dejaré en un segundo plano los recuerdos 
de cuando me detuvieron ilegalmente». Tras unas cuantas 
conversaciones más, llegamos a un acuerdo. Decidí entonces dejar en 
estado de catalepsia la historia de los fugitivos que huían de la muerte 
en un campo de Extremadura. Me involucré en este libro en el que 
descubrirán secretos nunca contados sobre el golpe de Estado del 23 
de febrero de 1983, de la caída en desgracia de Jesús Gil o de la 
corrupción que, aún hoy, sigue siendo noticia de portada en 
periódicos e informativos de todo signo político. Este libro, por tanto, 
no necesita más explicación ni contexto por mi parte. Es el momento 
de que ustedes pasen las hojas y descubran una historia de España 
jamás contada. La historia de una España inventada a base de 
mentiras y medias verdades, que al final consiguieron modificar la 
realidad en la que hemos vivido a lo largo de estos años. 

Ahora solo queda que se atrevan a afrontar el reto. Cave canem, 
decían los latinos. «Cuidado con el perro», pero no por las puertas y 
los umbrales que se traspasan, sino por el desafío que supone 
adentrarse en la auténtica verdad de lo desconocido. Bienvenidos a la 
historia secreta de su país. Bienvenidos a su propia vida. Adelante. 


De Francisco Marco: 


Esta es la historia de un grupo de policías que medraron durante 
cuarenta años para mantener su poder y ganar dinero. Es la historia de 
un pequeño núcleo de altos cargos que han ensuciado el nombre del 
Cuerpo Nacional de Policía, a cuya mayoría de agentes le debemos 
vivir tranquilos y seguros. Es la historia de cómo un grupo de políticos 
han cambiado la historia de España. Es la historia de la Corrupción 


con mayúsculas. La historia de una España inventada que he podido 
conocer, principalmente, gracias a una fuente de información. 

«Si buscas la verdad, escríbeme». Ese fue el primer correo 
electrónico que recibí de la persona que me ha permitido conocer una 
gran parte de las andanzas de Pepe Villarejo, alias Pepe Villar, Manuel 
Pérez Villar, Javier Hidalgo, el Técnico, Pepe la Gorda o el Cirujano. 

Fue a principios del año 2017 y el comisario, recién jubilado, 
todavía estaba en libertad generando rumores por Madrid: 
infidelidades de la realeza, hijos secretos e ilegítimos de ministros y 
presidentes de comunidades autónomas, contactos homosexuales de 
políticos, líos empresariales... y así hasta el infinito. Los bulos han 
formado parte de las notas informativas secretas que han salido de la 
imaginación del que se ha considerado jefe de la inteligencia policial 
de nuestro país. Pero tenía poder y todo lo que eso significa. Al poco 
llegaron otros correos electrónicos que me pusieron sobre la pista de 
sus tropelías. 

Conozco lo que Villarejo representa desde que, a finales de los 
años 90, le investigamos por su relación con un fraude contra una 
compañía de seguros. Años más tarde, desvelé sus identidades en el 
libro «El Método Confidencial» y lo vinculé a las investigaciones ilegales 
que un consorcio criminal, liderado por él y enclavado en la cúpula de 
la Dirección General Operativa (DAO) del Cuerpo Nacional de Policía, 
estaba llevando a cabo en Cataluña. Luego llegaron las amenazas y los 
ataques de Villarejo y su entorno. Quien me escribía aquellos correos 
electrónicos lo sabía y buscaba a alguien que no se amedrentase y que 
tuviese los contactos para bucear en la vida del policía. 

Un mes después de aquella relación epistolar, descolgué el teléfono 
y llamé al número que aparecía en la antefirma del correo a través del 
que me había contactado la primera vez. Al otro lado de la línea, una 
locución automática me dijo que el número que había utilizado días 
antes ya no existía. Con todo escribí: «¿Tienes pruebas de todo lo que 
me dices?». El correo volvió a mi bandeja de entrada. La dirección de 
email había sido eliminada. 

Luego telefoneé a otra fuente y le pregunté si era posible que 
Villarejo estuviese en el punto de mira de la justicia y que hubiera 
policías que le estuviesen investigando. Esta persona me dijo: 


—El año 2015, el CNI envió una nota secreta al Gobierno 
advirtiéndole de que Villarejo era una bomba de relojería. Están 
cansados de que ataque por su propio interés económico a las 
instituciones del Estado. 

—¿Qué ha hecho esta vez? —le pregunté. 

—Grabar a Corinna... ya sabes, la amiga del rey Juan Carlos. 

Me explicó que el comisario se había inventado un supuesto plan 
del CNI para detener a Corinna zu Sayn-Wittgenstein. Luego, la había 
convencido para hablar frente a su grabadora y, según mi interlocutor, 
mentir leyendo un guion. 

—-¿Estás seguro de que era un guion? 

—Ella no sabe mantener una conversación en español usando bien 
los tiempos verbales:. Creó un guion para ella haciéndole creer que el 
CNI la iba a detener y que él la iba a ayudar. —El 3 de enero de 2019 
me entrevisté con un parlamentario miembro de la Comisión de 
Secretos Oficiales que me confirmó esta información—. Además, le 
enseñó un documento con el logo del CNI falsificado. Ante sus dudas, 
le mostró un contrato que ella conocía bien. A partir de esos 
momentos unieron sus intereses y se convirtió en su monigote para 
atacar al CNI y al Rey. Además, lo acompañaba Juan Villalonga, el 
expresidente de Telefónica, que fue quien dio la cara por Pepe. 

Colgué intentando procesar lo que me acababan de contar. No era 
la primera vez que el CNI advertía al Gobierno sobre el policía. «En 
una ocasión me llamó Pilar Cernuda echando pestes contra Villarejo 
—me confió un ex alto cargo del CESID—. Yo, a su vez, me puse en 
contacto con Margarita Robles, que puso firme al policía». Robles, 
poco después, había suspendido a Villarejo que intentó vengarse 
facilitando información a los enemigos del Estado. Aquello ocurrió en 
1994 y ahora volvía a repetirse. Empecé a creer en mi comunicante 
anónimo, aunque desapareció. Al cabo de un mes recibí un nuevo 
correo electrónico: «Perdona, he cambiado de teléfono y de correo 
electrónico por seguridad. Villarejo ha metido a inocentes en la cárcel 
y ha sacado a delincuentes de prisión a cambio de dinero. Fue a por ti 
porque le molestabas y aquí están las pruebas. Pronto acabará en 
prisión». 

Sabía que Villarejo tenía tras de sí los asuntos más escabrosos de la 


política española y que su figura no dejaba indiferente a nadie. Para 
algunos es un héroe que cumple con las órdenes de los mandos para 
realizar lo que nadie se atreve a hacer. Para otros es el rey de la 
fontanería policial y, según esta segunda corriente, no le importa ni el 
procedimiento ni las reglas, siempre y cuando consiga sus objetivos. 
Para mí es la persona que intentó matarme civilmente. 

Tras ese correo electrónico recibí muchos desde diferentes 
direcciones y países. Más tarde supe, de viva voz, que mi fuente había 
sido un policía que quería limpiar el nombre del Cuerpo y demostrar 
que ese grupúsculo de policías solo se representaba a ellos mismos». 
Decidí poner en marcha el expediente Villarejo y empecé a profundizar 
en la figura del excomisario. Tiempo después, con la investigación en 
marcha y decidido a descubrir quién era realmente, le escribí una 
carta: 


José Manuel Villarejo Pérez 

Centro Penitenciario Madrid VII, Estremera 
Ctra. M-241, km 5750 

28595 Estremera 

Madrid 

Hola, Pepe: 


Hace pocos días, estuve con un amigo tuyo. Convine con él que tu 
estado de salud es, cuando menos, preocupante para tu familia. Más 
con un menor a tu cargo. Por eso deseo que te mejores pronto y que así 
puedas afrontar con fuerzas los meses que están por venir. Oirás que 
me estoy planteando escribir un libro sobre ti. Si finalmente lo hago, 
será ecuánime. Explicará tus luces, pero también tus sombras. Pretendo 
desentrañar la trayectoria de aquel joven cordobés que llegó a Madrid 
en los años 70 vestido con trajes claros y se convirtió en el «hombre de 
negro», en el «comisario más oscuro». 

Deseo saber más de ti, de tu vida. De cómo pasaste de luchar en el 
Norte, de arriesgar tu vida en los días que cruzaste desarmado la 
frontera para entrevistarte con el cónsul de Bayona, a liderar el búnker 
policial franquista en las luchas sindicales. Necesito entender cómo 
protegías a tu país a la vez que te hacías millonario con tus casos 


privados defendiendo a narcotraficantes, corruptores y traficantes de 
armas. Por eso, me gustaría visitarte en prisión para escuchar tu 
versión de los hechos. Como sabes, soy abogado y podrías llamarme 
para hacerlo. 

En caso contrario, fiaré a tus amigos, socios, empleados y familia la 
versión de la realidad que te ha acompañado en estas últimas décadas. 
Por otro lado, quiero pedirte que me facilites la información que me 
permita acabar de limpiar el nombre de Método 3, la empresa que tú 
intentaste destruir sin conseguirlo. Nuestra historia en común se 
remonta a los años 90, bien lo sabes. Entonces, mi madre, realizando 
una investigación sobre diversos fraudes a aseguradoras, encontró tu 
longa manus protegiendo y coadyuvando a aquellos defraudadores. 

Intentaste que mi madre eliminase tu rastro de aquello sin saber 
que es la mujer más tenaz con sus clientes y menos sensible con los 
delincuentes. Muy a tu pesar, solo conseguiste que ella incrementara su 
investigación. A partir de entonces, nos convertiste en los antagonistas 
de tus casos. Siempre estaba Método 3 o Kroll en frente de tus clientes. 
Tú les vendías protección contra unos «enemigos» que solo existían en 
tu cabeza. Ambos sabemos que a menudo has ficcionado la realidad 
para progresar en los negocios. En 2005, intentaste, a través de tu socio 
Antonio Giménez, pacificar esa relación sin que fuese posible. Frente a 
mi negativa, trasladaste tu inquina hacia mí. Tú, tan protector de tu 
familia, espero que comprendas que no podía perdonar los insultos que 
ibas deslizando sobre mi madre, las mentiras que contabas sobre ella 
(incluidas esas relaciones extramaritales con Alejandro Pérez 
Rubalcaba que tanto tú como yo sabemos son falsas). Ni ella ni yo 
hemos necesitado a ningún embajador ni introductor porque lo único 
que sabemos es trabajar y desentrañar la verdad para nuestros clientes. 

Ahora he sabido —y tengo las pruebas— que en el año 2013 
propiciasteis un operativo ilegal (Operación Josep) de entrada y 
registro ilegal en mis oficinas, amén de un ataque en los medios para 
intentar mi destrucción civil. Algo que, obviamente, no has conseguido. 
Meses después, Antonio Giménez me grabó y se me hicieron 
seguimientos ilegales por Barcelona cuando supisteis que estaba 
escribiendo el libro «El Método», donde te desenmascaré como la 
persona que estaba captando a testigos falsos en Barcelona. 


Posteriormente, en 2014, se me volvió a seguir, esta vez por Madrid, 
por la creencia de que escribía un nuevo libro en el que salía Alicia 
Sánchez Camacho. En aquella ocasión, se te «escucha» recomendarle a 
otro policía pagar a dos de mis exempleados para que me denunciaran 
con el fin de tener una excusa para volver a detenerme. También que 
me querías «pegar dos hostias». Conseguisteis la denuncia, pero tu 
mano no llegaba a la misma Fiscalía que hoy te investiga a ti. Conmigo 
fueron técnicos y justos. Aquella denuncia no tenía fundamento. Sé que 
contigo también lo serán. 

Por eso, yo te acuso, sí pero como la vida es una sucesión de 
paradojas, también te pido que me des las pruebas de todo aquello que 
demuestra que aquel operativo en contra mia era falso y que lo único 
que se buscaba era conseguir información sobre mis investigaciones. 
Gracias a Dios no se encontró nada porque yo, siguiendo las 
enseñanzas de mi madre, había destruido toda la información sobre 
mis clientes y mis investigaciones. Quiero saber qué político dio la 
orden y qué policías autorizaron y pagaron con fondos reservados por 
esos ataques. Con tu ayuda o sin ella, procederé judicialmente contra 
todos aquellos que intentaron destruirme. No obstante, quiero hacerlo 
atendiendo, escuchando, todas las voces que nacen de la realidad. 
También la tuya. Si escribiera un libro sobre ti sin contar con tus 
palabras, sería como tú y eso es lo último que pretendo. Esa es mi 
acusación, pero también mi oferta. Tú mueves. 


Desde que esta carta salió de mi oficina de Barcelona, supe que 
Villarejo no me contestaría. Otros lo han hecho por él. 


1. Una periodista que conoce personalmente a Corinna niega esta versión y 
señala que con ella siempre ha hablado en un buen español. 


Prólogo 


Una historia por contar 


Papá, los 90 se acabaron. La vieja identidad hay que actualizarla. Ahora ya no 


te reconocería nadie. 


(El hijo de Villarejo a su padre2) 


Era septiembre de 2016. José Manuel Villarejo viajaba a bordo de su 
Range Rover camino de Madrid. El calor de un verano en prórroga 
retorcía el asfalto de la carretera que une la sierra con el centro de la 
ciudad. El excomisario encendió la radio, que le devolvió los 
pormenores de una crónica que anticipaba su muerte civil. Un locutor 
que tropezaba constantemente con la erre contaba que el PSOE 
forzaba «una comisión en el Congreso sobre la utilización con fines 
partidistas de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado». 
Villarejo tenía una alerta instalada en la memoria. Un amigo le había 
advertido de que Asuntos Internos poseía pruebas contra él. Así que 
interpretó la noticia como un mensaje en clave de sus enemigos más 
poderosos. 

El excomisario farfulló en el interior del vehículo, indignado 
porque hablaban «de él como si tal cosa, como si nunca hubiese 
realizado grandes servicios por la patria». Consciente de que su final 
podía tener forma de cárcel, recordó que siempre había pensado que 
sería diferente. Quizá una huida, incluso un disparo, pero «no hubiera 
podido imaginar» que pasaría los años de su vejez tras los barrotes de 
la prisión de Estremera. A pesar de sus constantes problemas con el 
Centro Nacional de Inteligencia (CND, de la guerra soterrada con el 
comisario Marcelino Martín Blas o de la supuesta cuchillada a la 
doctora Pinto, siempre había salido ileso de su propio destino. Estaba 


habituado al funambulismo kamikaze de quien se siente seguro al 
transitar por campos minados. 

Los periodistas seguían hablando de él en la tertulia de la radio. Lo 
acusaban de haberse hecho millonario con investigaciones ilegales. 
Mientras conducía, la incomodidad cerril que le provocaba el estrés se 
adueñó de su espalda y un hormigueo persistente se instaló en sus 
manos. Llevaba filtrando información desde sus inicios como policía, 
pero detestaba ser el protagonista de las portadas. El primer golpe 
público se lo dio El País en 2015 cuando publicó un listado de sus 
empresas. Después llegaron las noticias sobre el expediente 
administrativo que le abrieron por llamar mierda, basura y cobarde a 
un comisario que lo había denunciado. Villarejo supo entonces que no 
eran casos aislados, sino el principio de una operación para acabar con 
él. 

Su reacción fue inmediata y, como siempre había hecho en los 
momentos de crisis, buscó y preparó información sensible para, 
llegado el caso, guarecerse tras los gruesos muros del chantaje. Viajó 
hasta Londres para visitar a Corinna zu Sayn-Wittgenstein, la amiga 
íntima de Juan Carlos I. Grabó la conversación como había hecho con 
la práctica totalidad de sus interlocutores, convencido de que cada 
audio era una suerte de cota de malla que lo hacía intocable ante las 
acometidas de sus adversarios. En esos audios se podían encontrar 
reflexiones como esta: «Cuando han visto que yo he mantenido mi 
puesto y le he cortado la cabeza a todos lo que se han enfrentado a mí, 
pues han dicho: oye, pues este tipo debe tener mejor información, 
mejores contactos. Y ya han pedido una reunión con el director del 
CNI que la voy a tener dentro de unos días». 

La reunión con el CNI nunca se produjo. Por cada petición obtuvo 
una negativa. Villarejo pensaba que tenía suficiente información 
falseada para chantajear al Rey y a los dirigentes del Centro Nacional 
de Inteligencia: «Ni el 10% han descubierto, son muy tontos 
afortunadamente», le había confesado a la propia Corinna zu Sayn- 
Wittgenstein durante su encuentro. «Yo, como tú, trabajo. Algo habrás 
intuido que no soy tan tonto como aparento. Yo el tema lo tengo muy 
resuelto», le dijo a la amiga del rey emérito en presencia de Juan 
Villalonga, amigo de ambos y expresidente de Telefónica. Villarejo 


confiaba su entera supervivencia a la información que atesoraba. 
Pensaba que ni las grandes empresas para las que había investigado ni 
los políticos a los que había informado se atreverían a ir contra él. 

Entre recuerdo y recuerdo, llegó a Torre Picasso, epicentro de su 
holding empresarial, el Grupo Cenyt. Aparcó en los bajos. Salió del 
coche. Tomó una decisión: filtrar información sobre Cataluña para 
intentar detener los ataques que estaba recibiendo. Subió en el 
ascensor hasta la planta nueve del edificio. Caminaba encorvado y con 
la cabeza en posición de avance debido a unos dolores prehistóricos 
que carcomían las vértebras de su espalda. Llegó a la puerta donde 
una serigrafía resaltaba el nombre de la empresa. Recorrió el pasillo 
principal hasta su despacho y se quitó la americana y reposó su cuerpo 
sobre el sillón de piel negra que adornaba la estancia. Con unas 
pequeñas gafas de metal sobre la punta de la nariz, levantó la pantalla 
de su ordenador portátil Lenovo y tecleó la clave personal: Gorgorito. 

Villarejo buscó unos audios en los que implicaba al anterior jefe de 
la Unidad de Asuntos Internos, Marcelino Martín Blas, en las 
investigaciones ilegales sobre dirigentes del independentismo catalán. 
Cuando dio con ellos, los trasladó a una memoria externa. Estaba 
convencido de que, igual que había sucedido en tantas ocasiones a lo 
largo de las últimas décadas, la simple amenaza de una filtración 
detendría los golpes que recibía día tras día: «Pensaba recopilar datos 
relevantes de sus investigaciones y dejarlos plantados en su despacho 
y su vivienda. Creía que cuando los policías y los jueces los 
escuchasen se acojonarían y lo dejarían en paz», recuerdan en su 
entorno. 

En medio del silencio, el teléfono sonó con la fuerza de las 
llamadas que no se esperan. Era su «compadre», su «tronco», el 
comisario Enrique García Castaño. Villarejo buscó con afán en el 
bolsillo interior de la chaqueta que se acababa de quitar. Los segundos 
pasaban y el teléfono seguía sonando. Encontró la grabadora Sony 
protegida bajo una funda de piel. Descolgó y grabó. Tras las frases de 
saludo y la cortesía mecánica, precisó: «Yo estoy deseando que 
registren mi casa, como la registren... Tú has visto el plan de trabajo: 
registro de mi casa y detención mía y de mi mujer. Espera cualquier 
actuación de estos locos. Esta mañana estoy oyendo, porque me pongo 


la radio en el coche cuando vengo a trabajar, y escucho que el Estado 
ya está tomando medidas, va a poner orden en esto de las cloacas de 
Interior y va a poner orden por fin». 

Tras colgar, Villarejo miró con calma las maderas nobles que 
recubrían su despacho. Se detuvo en las metopas donde reposaban las 
distinciones y medallas que había coleccionado con profusa asiduidad 
a lo largo de su carrera. La apariencia había sido una parte esencial en 
su vida. Un cuadro de Tamara de Lempicka enmarcado en pan de oro 
repujado presidía la pared del despacho. Nadie sabía si era original o 
una mera falsificación, pero formaba parte de la puesta en escena que 
le había permitido cobrar millones por informes que apenas valían 
unos pocos miles de euros. 

Era consciente de que lo podía perder todo. Le había confesado a 
uno de sus pocos amigos que el CNI le había mandado un mensaje: 
«Me han ofrecido tres posibilidades: huir de España, pegarme un tiro o 
que les entregue la documentación». José Manuel llevaba tanto tiempo 
haciendo de Villarejo que desde hacía muchos años la desconfianza 
ensombrecía cada una de sus palabras. 

Intentaba erguirse sobre el sillón de piel negra, pero los huesos de 
su espalda rechinaban. Apretó los dientes, sacudió ligeramente la 
cabeza y logró concentrarse a pesar del dolor. Colocó de nuevo la 
memoria externa en el ordenador y escuchó el archivo «Marcelino. 24. 
4. 14». 


Su archienemigo Martín Blas 


Villarejo tenía claras sus dos principales líneas de investigación en 
Cataluña: líderes independentistas y familia Pujol. El objetivo era 
parar en seco cualquier intento de sedición, sin reparar en medios ni 
en métodos. El excomisario empezó con el trabajo en 2012. Cumplía 
órdenes del entonces director adjunto operativo (DAO) de la Policía, 
Eugenio Pino. El mismo que a la postre lo desautorizó hasta el punto 
de obligarlo a ceder información e informantes al comisario Marcelino 
Martín Blas. 

Ambos tuvieron una conversación cuando estaba a punto de 


consumarse el relevo: 


—¿Cómo lo llevas? ¿Sigues en Barna o te volviste ya? —le 
preguntó Villarejo. 

—-¿Eh? No te he entendido. Es que estoy en la calle. 

—Que digo que si sigues en Barna o ya te has vuelto. 

—¿En Parla? 

—En Barna, Barna. Barcelona, coño. Barna. 

—Que no joder, que me volví anoche. ¡Si anoche dormí aquí, 
en Madrid! 


Martín Blas negó su participación en lo que se conoce como 
Operación Cataluña. El Gobierno del Partido Popular, con Jorge 
Fernández Díaz al frente del Ministerio del Interior, hizo lo propio y se 
desmarcó de cualquier investigación ilegal sobre dirigentes 
independentistas o sobre el expresidente de la Generalitat, Jordi Pujol: 
«Si por policía patriótica entendemos un grupo de policías que tenían 
por encargo investigar especialmente a dirigentes independentistas y, 
además, tuvieran o no tuvieran eventuales informaciones de que 
hubieran cometido actos ilegales, incriminarlos, eso es rotundamente 
falso. Nunca, nunca». 

«La bomba esa que van a sacar: ¡Villarejo y la Operación Cataluña! 
Pero si la Operación Cataluña la has pagado tú [Marcelino Martín 
Blas], tonto. Si yo no he pagado una cala, si tú me has pagado a mí... 
A mí me han pagado con “fondos reservados”, que me han dejado un 
zurrón a deber. Que aún me deben 50 o 60 mil pavos. El que tenía los 
fondos reservados era Marcelino y yo lo denuncié», le había dicho —y 
grabado— Villarejo a un conocido. «En cualquier momento se 
buscarán a un juez para justificar un registro en mi casa. A ver qué 
encuentran. Ya tengo preparadas dos o tres cosas para que no las 
tengan que buscar. Le diré al secretario, tome nota: una declaración 
jurada de una señora que se llama Corinna. Entonces, ¿qué van a 
hacer? Hacer un registro para taparlo, que es lo que pretendía. Pero 
tonto, si tengo siete copias». Yo mientras me dejen tranquilo, no me 
gustan los combates, pero no rehúyo ninguna pelea. Si a mí me tocan 
los cojones...». 


A pesar de que «nunca existió», Villarejo y Marcelino Martín Blass 
volvieron a hablar varias veces sobre la Operación Cataluña a lo largo 
de aquellos días en los que la guerra entre ambos aún era más muda 
que evidente: 


—-Oye, mira, he estado con Melli y me dijo que vieron al chico este 
con un Lamborghini y con una periquita. La foto esa, se la he 
enseñado a mi prima [Victoria Álvarez, exnovia de Jordi Pujol 
Ferrusola] y dice que es la argentina. 

—¿La chica? 

—Sí, la pava con la que iba él es la hija puta de la argentina. 
Sería bueno hacer gestiones... 

—A ver quién es, ¿no? —se aseguró Martín Blas—. Estaba yo 
preguntando por ella porque no sabía quién era. 

—Hay que hacer las fotos más grandes. 

—Si se ven de puta madre... 

—He estado con ella y me dice que es la que fue la novieta, que 
me dijo que era una hija puta. Eso es que le ha soltado. 

—La que hablaba ella. 

—Eso es. Esto es que le ha soltado tela y se la ha traído p'acá. 
Es que él tiene una oficina allí al lado [dice la dirección], donde lo 
han visto. Lo han visto en un bar que se llama [dice el nombre]. 
Eso quiere decir que han estado en la oficina haciendo algo. Es un 
Lamborghini que conoce ella —señala Villarejo. 

—Si cuando me lo dicen... Yo no voy a tener en el coco todo. 
Pero después al mirar aquí, sí. 

—Entonces le he dicho a ella que se ponga las pilas, que haga 
algunas gestioncitas porque ella conoce a alguno de los mecánicos 
que le trabajaban a él, y a ver si podemos y tal. Pero, no obstante, 
como tenemos el nombre de la chica, a lo mejor sería bueno que se 
hicieran algunas gestiones en El Prat o en Barajas por dónde ha 
entrado, cómo ha entrado... 

—Sí, en cuanto... Ya, cuando venga el Melli, el lunes me 
parece. 

—Ya, ya. Pero los datos de la pava esa los tenemos, la 


argentina, ¿te acuerdas?, que está..., pero, en fin. Que la pava me 
ha dicho que es la argentina. Me dice que al 90 y tantos por cien es 
esta tía. Y dice, qué hija puta, que a ella le paga y a mí no. [Se 
ríe]. Tú es que eres más auténtica. 

—Es que está mejor que ella. 

—Y que además la otra tendrá más datos pá joderlo. A ver si un 
día, ya... Nos vemos la semana que viene para lo del alemán. 

—La semana que viene hemos quedado para lo otro. 


Villarejo apagó el audio y volvió al presente. En 2012 se creía 
invencible. Cuatro años después, dudaba de todo, incluso de sí mismo. 
El sol rabioso de un otoño veraniego hacía que el blanco exterior de 
Torre Picasso brillara como plata recién fundida. Dentro de su 
despacho, sin embargo, el comisario vislumbró su porvenir de un color 
muy oscuro. Llamó a su abogado. Le explicó que la Unidad de Asuntos 
Internos de la Policía lo había puesto en el centro de la diana: «Si me 
detienen, pon el ventilador». Colgó y trató de tranquilizarse. Sin 
embargo, el dolor de su espalda no entendía de disimulos cuando se 
acentuaban la ansiedad y el estrés. Los pensamientos y los recuerdos 
se sucedían sin pausa. Su mente quedó varada en un laberinto de 
repeticiones que le impedían vislumbrar una solución. Alguien lo 
había traicionado. La Policía estaba al tanto de que era el testaferro de 
un banquero relacionado con el narcotráfico internacional. 


El origen del lado oscuro: el banquero del narco 


«Sigue el rastro del dinero». Fue la frase que le dijo «garganta 
profunda» al periodista del Washington Post, Bob Woodward, en la 
película Todos los hombres del presidente, la recreación del caso 
Watergate que hizo dimitir al presidente de Estados Unidos, Richard 
Nixon. Seguir el rastro del dinero es también la máxima que utiliza la 
Policía cuando investiga los orígenes de mafias y organizaciones 
criminales. En 1989, José Manuel Villarejo creó las sociedades 
Financiera Omerán y Financiera Uruplán en Uruguay, que entonces 
funcionaba como paraíso fiscal. Lo hizo con fondos de «origen 


desconocido». A partir de ellas, constituyó una estructura en la que 
una sociedad protegía a otra hasta llegar a España. 

«Cuando se traen los 800.000 euros que tienen en Uruguay, hacen 
la siguiente jugada: nacionalizan las sociedades y así evitan pagar el 
10% de la ya de por sí generosa amnistía fiscal de Cristóbal Montoro. 
Además, Villarejo alcanza un acuerdo con el arquitecto Adrián Beloso- 
Baker, por el que se intercambian posesiones inmobiliarias y Beloso- 
Baker queda, además, en darle 1.350.000 euros. De ese dinero solo le 
da 350.000 euros porque Villarejo entra en prisión», nos informaron 
desde el entorno del expolicía. 

José Manuel Villarejo es, directa o indirectamente, el titular de una 
veintena de sociedades con un capital social desembolsado de 
veinticinco millones de euros, además de propietario de noventa y dos 
inmuebles repartidos por toda España. Al frente del entramado se 
encuentra una parte importante de su familia. «Principalmente su hijo 
José Manuel y su abogado Rafael Redondo, a quienes además otorgó 
poderes para manejar cuentas en Reino Unido y Suiza», recuerda la 
Fiscalía. «A finales de 2015 se observa cómo [la mujer de Villarejo] 
cesa en esos cargos, coincidiendo con la época en la que se publica por 
primera vez en los medios de comunicación su implicación en la 
estructura empresarial». 

Villarejo pensaba que su gran tesoro estaba a salvo de 
investigaciones «inoportunas» y rastreos profesionales desde que en 
2006 ayudó a un narcotraficante a blanquear su dinero. Desconoce 
que uno de los autores de este libro le había descubierto 2.400.000 
euros en diversos paraísos fiscales, así como cuentas en Panamá, Suiza 
y Uruguay. También ignora que estas páginas descubrirán los detalles 
más secretos de su relación con el narco José María Clemente Marcet. 


Era septiembre de 2006. Una máquina de contar billetes presidía la 
sala de juntas del bufete panameño Ballard 8: Ballard. José Manuel 
Villarejo, su hijo y su socio Rafael Redondo permanecían sentados a 
un lado de la mesa principal. Bebían «café con azúcar» mientras 
esperaban al dueño, Richard Ballard. 

—El licenciado está de camino. Llega tarde. ¿Están ustedes bien? 
—preguntó una asistente. 


—Para una sala de interrogatorios, está bien —contestó caustico el 


comisario Y ambos rieron. 
Los panameños desconocían que Villarejo había movido dinero 
desde principios de año a través de diversos paraísos fiscales y que 


estaba enfadado con sus banqueros suizos. 
Querido primo Pepe: 


He recibido tu mensaje. 

Me sorprende que no te hayan llegado los 120 libros de literatura 
americana que te envié. 

Haré mis averiguaciones y volveré a ponerme en contacto contigo. 


Un abrazo y mis mejores deseos para este año 2006 que comienza. 


Héctor DÍAZ-BASTIEN 


Villarejo contestó a Héctor Díaz-Bastién, abogado y amigo desde 
que su hermano Ernesto consiguió la absolución de Villarejo tras una 


acusación de secuestro: 


De: José Villar - Cenyt [mailto:jose.villar(D] 
Enviado el: sábado, 14 de enero de 2006 20:35 


Asunto: Re: Biblioteca americana aún vacía 


Querido Primo: 

Gracias por tu rápida contestación. 

Quedo a la espera de tus noticias y cuando queráis organizamos la 
comida pendiente. 


La respuesta motivó que Villarejo buscase en Panamá lo que no 


había encontrado en Suiza: 
Querido primo: 


He hecho las averiguaciones precisas y me comentan que el dinero está 
en tu cuenta desde el pasado 6 de enero. 

El Sr. Mc Cormick (debe ser alguien que trabaja en tu banco) no te está 
pasando bien la información. 

He pedido que me investiguen el circuito de pago para poder mandarte 


un justificante con el que reclames en tu banco. 


Mi querido Primo he de decirte que este colaborador tuyo (tu banquero) 
no está al nivel de eficacia que tú tienes ni al servicio que tu provees con 
otros colaboradores de tu equipo. 

Si no un cambio al menos un tirón de orejas se merece. 


Un abrazo cordial. 
Héctor DÍAZ-BASTIEN 


Villarejo hacía un repaso ensimismado de sus recuerdos cuando la 
asistente del bufete panameño lo devolvió a la realidad: 
—La ejecutiva del banco ya está aquí. Hemos conseguido que 


venga para que no se tengan que desplazar. 


La firma panameña Ballard €: Ballard se había fundado en 20014. 
Ubicada en el número 53 de la calle Obarrio, hoy cuenta con una 
veintena de trabajadores entre socios, abogados y personal 
administrativo. Están acostumbrados al trato con clientes vip; la 
misma consideración que le dieron a Villarejo en septiembre de 2006. 
El excomisario quería abrir seis cuentas bancarias en dólares y euros 
con unos 40.000 euros en metálico que traía desde España. Había 
llegado un día antes a Ciudad de Panamá a bordo de un vuelo de la 
compañía Copa que hizo escala en Santo Domingo. 

La ruta no era casualidad. El narcotraficante José María Clemente 
Marcet poseía en República Dominicana un terreno que quería vender 
de forma opaca a la mercantil española Procisa. Rafael Redondo había 
recibido un fax que decía: «Confirmando nuestras conversaciones, por 
el presente le manifiesto el interés de esta compañía en adquirir a su 
actual propietario las parcelas denominadas BARRANCA 16 y +17 
de 12.206 m2, sitas en La Romana, República Dominicana, en el precio 
de CUATRO MILLONES SETECIENTOS MIL DÓLARES U.S.A. 
($4.700.000)». En la actualidad, una de las hijas del fundador de 
Procisa señala: «De hecho, la mansión que el grupo societario 
mantiene en la República Dominicana se construyó sobre las parcelas 
ofertadas por Rafael Redondo en el citado telefax y que, por aquel 
entonces, pertenecían a un conocido delincuente internacional que, al 
cabo, y merced a la mediación que ilustra el susodicho documento, 
logró desprenderse de los referidos inmuebles». Villarejo lo desmiente 


en un audio: «Casi nos compran una propiedad en Dominicana —le 
dice a un empleado de la sociedad compradora. Mandó una chica de 
su confianza. Menuda jaca. Menudo pibón. Estaba muy buena. Muy 
crecida, mandando». La operación nunca se llevó a cabo. 

Villarejo diseñó un plan para ocultar el dinero de la operación a la 
justicia y al fisco. Ballard € Ballard había creado las estructuras 
societarias que necesitaban para blanquear el dinero de la venta de ese 
terreno. Además, era importante que la banquera que esperaba en la 
sala anexa no hiciera demasiadas preguntas. 

El tiempo pasaba y crecía la impaciencia. Villarejo nunca se había 
llevado bien con las demoras. Apuraba el café con azúcar y escrutaba 
cada uno de los detalles de la sala. Miraba el reloj y masticaba 
onomatopeyas inteligibles que rozaban sin conseguirlo el sentido 
completo de las palabras. Con la grabadora en marcha, recordó a su 
hijo y a Rafael Redondo la clave de aquella reunión: pasar todos los 
controles de la entidad bancaria con la que querían abrir una cuenta 
corriente. Les recordó también que Richard Ballard vivía «de la 
discreción. De cobrar 1000 dólares por cada una de las sociedades que 
constituye y controla. Tiene 4 o 5 mil sociedades». 

Tras unos minutos más de espera, se abrió la puerta de la 
habitación y entró el dueño del bufete. Richard Ballard (Panamá, 
1956) había estudiado Derecho en la Universidad de Panamá. Vivió en 
Suiza de 1984 a 1997, donde se especializó en estructuras off shore. 
Sabía lo que hacía y, legal o no, sabía hacerlo bien. Villarejo lo 
consideraba «su hombre» y, aunque las esperas son el talón de Aquiles 
de su mal humor, se levantó con la sonrisa de quien antepone el 
resultado final a las molestias circunstanciales. 

—Te has recortado la barba, pareces más jovenzuelo y malvado — 
le dijo el expolicía. 

Los comentarios jocosos se extendieron hasta que el abogado 
aconsejó a Villarejo que lo mejor era usar un banco con corresponsalía 
en Suiza. El excomisario no quiso. «Dos o tres cosas que hemos hecho 
con Suiza hemos tenido malas experiencias. Para cosas delicadas es 
mejor dar el salto a Panamá», reconoció este último en alguna 
ocasión. De hecho, su propio hijo, presente en aquella reunión, había 
tenido varios contactos con un trabajador del Banco HSBC ubicado en 


el país helvético. 


José Manuel <josevillarejo(0.com> on 13 Jul 2006 12:55 
To: Pat E WHITE/HBEU/HSBCO 
Subject: Numbers of the new account FINANCIERA OMERAN 


Hello Pat, 


This is Jose M. Villarejo Gil from FINANCIERA URUPLAN and FINANCIERA 
OMERAN. I sent you already the fax to your attention a few minutes ago at your 
branch, fax number: + 44207707xxxx If you want I can also send you the same fax 
indemnity for the new account FINANCIERA OMERAN SA, and like that we can 
work in the same way with this new account. 1 am still waiting for the call from the 
HSBC NET department, if you want I don*t have any problem calling them for that 
and I dont want to make you pressure with this, just to inform you that nobody 
called me jet. Thanks a lot for all your attention with us and Itis always a pleasure to 
talk to you. Kind regards and have a good day. 


José M. Villarejo Gil 


If you need to contact me you can call me at + 3491598xxxx or to my 
mobilephone: + 346291 1xxxx (See attached file: C.htm) 


From: patwhite(0.com 

To: José Manuel 

Sent: Friday, July 14, 2006 10:33 AM 

Subject: Memo: Re: Numbers of the new account FINANCIERA OMERAN 


Dear José, 


Many thanks for your email I can confirm the accounts are open and the 
numbers are: 

sterling current account 400522 31478796 

sterling savings account 400522 01478818 

us dollar account 400515 60325605 

euro account 400515 60326416 


T must apologise as I haven't had the chance to speak to the manager from hsbc 
net but that is on my to do list, I promise. I did get the fax for the transfer and the one 


faxed the afternoon before so don't worry it hasnt been duplicated. Can I give your 
email address to the manager at hsbcnet if he asks for it, so that he can email you 


terms and conditions etc?? 


Have a lovely weekend 
Regards 
Pat 


El hijo de Villarejo volvió a contestar días después: 
Dear Pat, 


Thanks a lot for your email too, finally we know the new account numbers. 

TI can suppose the transfer was already done and I can confirm it to the 
beneficiary (If you dont say the opposite). 

Of course, you can give my email address to him and you can contact me there in 
case you would need to. 

I will call you next week because we should receive some money in the next few 
days (URUPLAN account) 


Have a lovely weekend you too. 
Kind regards, 


José 


La reunión en Panamá tenía un objetivo primordial para Villarejo 
y su equipo: mover el dinero de Centroamérica a Europa para proteger 
el capital que Clemente Marcet había ocultado a la justicia tras su 
detención por narcotráfico. Explicó cómo veía la situación: 

—En este caso [la acusación sobre Clemente Marcet] los 
americanos habían presionado y eso. Todo fue un montaje. 
Afortunadamente, el pleito de Suiza se ha desbaratado. Fíjate que 
hasta el extremo de tenerlo todo embargado. Hasta ese extremo ha 
sido un burdo montaje. Estos chicos de la DEA... quieren mandar en 
todos sitios. El pie en el cuello, eso molesta sobre todo cuando uno 
suda. Tu amiga [la abogada testaferro de Clemente] me gustó mucho. 
Le abrieron el despacho y ella mantuvo el tipo. Por eso ella sigue con 
José María que es un buen amigo. Vamos a comprar la sociedad 
dominicana y la consiguiente propiedad. Ya lo hemos establecido con 
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él. 

Ballard asintió, pero Villarejo le ocultó que los jueces de España y 
Francia también estaban investigando a Clemente Marcet. De hecho, 
en 2014 sería condenado en la Corte de Casación Criminal de París 
por asociación criminal para el contrabando de sustancias prohibidas 
(cocaína). Le caerían cinco años de prisión y dos millones de euros de 
multa. La sentencia consideró probado que Clemente se había servido 
de una sociedad suiza llamada Bamer Financial Trading Corporation 
para mover el dinero vinculado con el envío de diez toneladas de 
cocaína a territorio europeo. El propio Clemente Marcet escribió un 
correo electrónico a Rafael Redondo sobre ese particular: «Buenas 
noches, Rafael. Muchísimas gracias por ocuparos de nuevo de este 
último fleco de mi caso en París». 

Los socios de Marcet acabaron condenados en Estados Unidos a 
veinticuatro años de cárcel por tráfico de drogas con las pruebas de la 
DEA que Villarejo intentó desbaratar. 

—De las tres sociedades que tenemos contigo, dos son nuestras y 
una es suya [de Clemente Marcet]. Esa sociedad es la que absorbe 
Stab. 

Se refería entonces a Stab Internacional S. A., una sociedad que 
Clemente Marcet constituyó el 22 de junio de 1998. El 26 de abril de 
2006 apoderó a Rafael Redondo para realizar todos los actos de 
disposición que quisiese. A partir de ahí, juntos crearon una maraña 
de sociedades que continuó con Valle Luna Consultores S. A. en abril 
de 2006 y que a la postre se llamaría Eucalypyus Forest S. A. Ese 
mismo día constituyeron también Microspermum S. A., que después se 
llamó Participaciones Marvila S. A. En toda esa congestión de nombres 
y siglas, la sociedad más relevante que conformaron fue Ashbury 
Consulting Inc., una nueva sociedad del narco José María Clemente 
Marcet controlada por Villarejo. 

—Valle Luna Consultores S. A. compra las participaciones de 
Caunoa (sociedad dominicana) que tiene un terreno allís. Valle Luna 
pagará a Ashbury 3.100.000 US$. Asbury Consulting Inc. es la 
sucesora de Stab. Valle Luna pagará a Ashbury el precio. Entonces, de 
esta manera, nuestro amigo José María recibirá el pago del dinero de 
lo que ha vendido —explicó Villarejo. 


—-¿Y por qué no liquidar Stab? —preguntó el abogado panameño. 

—Mejor así, para que no se pongan a buscar otra cosa. Una vez 
hayamos hecho el traspaso de fondos a Ashbury, y en cuanto José 
María [Clemente Marcet] tenga el dinero, desmontamos la empresa. 

La operación era sencilla: una sociedad de Villarejo adquiría una 
sociedad de Clemente para vender un terreno. Los rendimientos del 
dinero se traspasaban desde una cuenta bancaria de Villarejo a una 
sociedad de Clemente, que también protegía y controlaba el 
comisario. La documentación estaba preparada en Ballard € Ballard, 
incluido un mandato de José María Clemente a la gente de Villarejo. 

Ballard se ausentó durante un instante y entró en escena la 
ejecutiva del banco Banvivienda. 

—Somos un grupo de análisis y asesoramiento en inversiones —se 
presentó Villarejo—. Fundamentalmente del sector hotelero, 
geriátricos y, por supuesto, centros de ocio. Queremos expandirnos y 
vamos a adquirir unos terrenos y propiedades. Y de lo que se trataría 
por un tema fiscal es no rendir tributos en nuestro país. Yo entiendo 
que ustedes, por la presión de los temas de blanqueo de capitales que 
se han inventado los gringos para seguir controlando el mundo, 
tengan que controlar. Les hemos preparado toda la documentación y 
queremos abrir seis cuentas con ustedes. 

—¿En metálico? —preguntó la ejecutiva del banco. 

—Sí. Abrimos todas las cuentas con el mismo efectivo. La de 
Ashbury con el mínimo. El resto, unos 20.000 [euros) en metálico. 

—Esta apertura en los negocios nos puede dar a seis o siete años 
mucho grupo —habían dicho en la reunión a espaldas de la abogada. 

Villarejo y su equipo querían dedicarse a los negocios mientras 
otro policía, Antonio Giménez Raso, se ocupaba de las investigaciones 
privadas que vendían impunidad y secretos. El 24 de abril de 2007 
sellaron el pacto a su manera: 

—El [dinero] negro lo repartimos con todo el cariño del mundo — 
le dijo Villarejo a Giménez Raso—. A esos [a los policías que usaban 
bajo cuerda] hay que pagarles en negro. Ya nos buscamos la vida 
todos para conseguir negro. Lo que te hemos pagado a ti. Negro. Y no 
ha habido más cojones —informó Villarejo—. Sabemos conseguir 
negro cuando no lo hay. 


Giménez Raso era la persona que Marcelino Martín Blas había 
heredado de Villarejo para realizar las operaciones en Cataluña, tal y 
como aparece en los siguientes audios que grabó para posteriormente 
hacerlos públicos: 


—¿Qué tal, Marcelino? 

—Estoy aquí con... Ahora va para allá Antonio. ¿Le verás, no? 

—Sí, sí. Le veré un momentito, no mucho porque ya le he dicho 
que todas las cosas te las comente a ti, que a mí ya no tiene porqué. 

—Sí, bueno, no. Es que estaba viendo, porque me ha llamado 
Eugenio. Vamos a ver, habla con Antonio que lo ha oído. 

—Vale, perfecto. No, es que me ha sorprendido... Yo se lo he dicho 
a Eugenio. Oye, si no estáis a gusto conmigo... 

—¿Estás dentro del despacho?, ¿no estás ahí en la Dirección 
General? 

—Sí, estoy ahora mismo aquí. 


—Pues ponte por el otro teléfono, por el fijo. 


El 16 de noviembre de 2009, tres años después del viaje a Panamá, 
Villarejo hablaba con Giménez Raso frente al Hotel Catalonia. 


—Yo debo ser el cordobés más aburrido de toda España porque no me 
gusta el flamenco ni el palmeo —iba diciendo Villarejo mientras 
descendía del coche. Abrió el maletero, tomó una pequeña maleta y su 
ordenador portátil blanco lleno de adhesivos de Bambi y mariquitas 
que había decorado su hija pequeña y ordenó—: Aparca. Yo subo a la 
habitación y bajo. 

Vestido con una americana de confección intrascendente, se llevó 
la mano al bolsillo interior y presionó una tecla. Tenía instaladas dos 
aplicaciones en el teléfono móvil: una grababa las llamadas y la otra 
sus propias conversaciones personales. Cinco minutos después, 
descendió al recibidor donde le esperaba Giménez Raso. En el ascensor 
puso de nuevo la grabadora en marcha. Salieron a la calle y, de 
repente, se empezó a escuchar de fondo una conversación ya 
registrada. Tosió, se detuvo en medio de la calle y giró su cuerpo hacia 
la puerta del hotel. 

—Un segundo, que me he dejado... 


—Joder —protestó mientras cogía el teléfono y lo manipulaba. 


—¿Qué pasa? 

—No nada, que tenía aquí un aviso. Menos mal —dijo. 

De fondo se seguía escuchando su voz. Echó a andar y tomó el 
teléfono. Habló para disimular: 

—¿Sí? 

Finalmente, consiguió parar el rumor de fondo y volvió sobre sus 
pasos para inventar una justificación: 

—Que tengo a la parienta mosqueá. Ahora he desviado la llamada y 
me ha dicho: te llamo al hotel y tal. ¿Sabes lo que pasa? Que está 
mosqueá, bueno historietas, afortunadamente con las parientas hay que 
mantener el equilibrio y la mía es que es larga como la madre que la 
parió. Vivimos de puta madre, muy equilibrados en el matrimonio. 
Estoy muy a gusto. Perdona, ¿eh? Es que es lo único que me altera, con 
lo demás soy frío como un témpano. Con la parienta me cago, macho. 

Caminaban por Rambla de Cataluña casi en silencio. Se sentaron 
en una terraza circundada por la arquitectura del modernismo catalán. 
Le había hecho un encargo a Giménez y le reclamaba soluciones: 
vender una propiedad de Clemente Marcet que estaba a nombre de una 
sociedad de Villarejo. El comisario pretendía que Marcet hiciera una 
hipoteca sobre su vivienda mientras éste buscaba una alternativa para 
pagarle los dos millones y medio de euros que le debía. «Necesito 
liquidez», le explicó. Tres años después de viajar a Panamá para 
proteger al narco, dejaba de interesarle y quería deshacerse de él. 
Quería echar a Clemente del piso y cobrarse la deuda: 

—Yo lo que quiero es que se pire. Yo, por deferencia, le he dejado 


vivir ahí. 


Giménez había contactado con unos rusos que no querían pagar la 
cifra que Villarejo exigía: tres millones y medio. 
—Diles que te den un millón en negro. A él le viene como Dios y yo 


lo que quiero es que el pollo se vaya. 


En 2009 Villarejo todavía se consideraba invencible. Faltaban tres 
años para que, en ese mismo hotel y en esa misma ciudad, se volviera 
a reunir con Giménez Raso para poner en marcha la Operación 
Cataluña. Siete años para que filtrara los audios contra Marcelino 
Martín Blas con el objetivo de hacerle entender que tenía todas las de 
perder si mantenía una guerra contra él. 


Gabinete de crisis 


A solo cuatro meses de su detención, José Manuel Villarejo y Rafael 
Redondo estaban obsesionados con una notificación que tenía que 
llegar a la oficina principal de Grupo Cenyt. Adelantaron las 
vacaciones de toda la plantilla y les regalaron diez días. Si 
normalmente las disfrutaban a principios de agosto, en 2017 se fueron 
desde el 20 de julio. El objetivo era que nadie recibiera la notificación 
judicial. 

«Son como una hermandad», confiesan antiguos trabajadores de 
Cenyt. Antes de irse de vacaciones se reunieron en un nuevo gabinete 
de crisis. Era el tercero en poco tiempo. Redondo y Villarejo sabían 
que el dinero estaba a buen recaudo en Panamá, Uruguay y Suiza, 
pero el resto solo sabía lo que leía en la prensa. 

Villarejo preveía una reunión tensa. Alrededor de una mesa se 
sentaron los más allegados. Entre ellos, su hijo José Manuel y su mano 
derecha, Rafael Redondo. «Villarejo es un hombre muy inteligente, 
camaleónico. Puede ser empático y amable si tiene un interés común 
contigo o terrible si considera que eres su enemigo», cuentan algunos 
asistentes a aquellas reuniones. 

Las cosas no iban bien para el excomisario, ni en lo personal ni en 
lo profesional. «Gemma Alcalá, su mujer, tenía unos celos tremendos 
de Rafa Redondo e intentaba acabar con él dentro de Cenyt. Villarejo 
no lo consintió y, con el tiempo, la apartó. La mandó a casa con un 
sueldo de 4.000 euros al mes, lo que ella se tomó muy mal. Tiene un 
problema de ego y quiere imponer su criterio», confiesa alguien del 
entorno cercano del policía. 

Villarejo apareció en esa reunión con camisa de manga corta, sin 
corbata y con un pantalón oscuro. Afligido frente a la mesa de 
madera, dio la palabra a su mujer, que planteaba la necesidad de 
«defenderse en los medios de comunicación» antes de «irse de 
vacaciones a la carrera». Ninguno de los asistentes entendía el motivo. 
Villarejo no lo dijo, tampoco Redondo, pero querían evitar a toda 
costa una rueda de reconocimiento en el caso de la doctora Pinto. Si 
recibían la notificación en la sede de Grupo Cenyt, tendrían que 
asistir. 


Elisa Pinto había acusado a Villarejo de ser el autor de uno de los 
dos apuñalamientos que sufrió, en concreto el del 10 de abril de 2014. 
Fue en un reconocimiento fotográfico practicado el 19 de mayo de 
2015 en sede policial cuando la doctora vio «con toda seguridad y sin 
ningún género de dudas» a la persona que acompañó al empresario 
Javier López Madrid en la visita a su despacho el 10 de diciembre de 
2013, la misma persona que supuestamente la apuñaló ese 10 de abril 
de 2014. Villarejo fue citado el 26 de mayo. Logró aplazar la rueda 
por tercera vez argumentando que no disponía de tiempo suficiente 
para encontrar al resto de las personas —debían ser parecidas a él— 
que se sometieran al reconocimiento. 

—Tienes que hacer la entrevista con Jordi Évole —planteó Gemma 
Alcalá durante la reunión de crisis. 

El director de contenidos del programa de televisión Salvados lo 
había perseguido desde hacía mucho tiempo para que le concediera 
una entrevista. Incluso llegaron a reunirse en una ocasión en el bar del 
Hotel Holiday Inn que hay cerca de Torre Picasso. «Siempre se 
desechó la idea de hacer la entrevista, pero su mujer estaba 
convencida de que había llegado el momento de callar bocas», 
aseguran desde el corazón de Cenyt. 

A medida que pasaban los minutos, la tensión crecía dentro de la 
sala: «Va a ser una escabechina». «No hay que hacerla». Los asistentes 
estaban convencidos de que se impondría el criterio de Rafael 
Redondo. «Villarejo era la locura, el impulso y la visión en Cenyt. 
Rafael Redondo era la visión profesional, la asepsia y el análisis 
concienzudo. Un muy buen profesional al que el comisario jubilado 
hacía caso la mayoría de las veces», señalan extrabajadores de Cenyt. 
No obstante, fue la palabra de Gemma Alcalá la que dictó sentencia. 
«Poseía un ego desmesurado. Ella ha sido la perdición de Villarejo», 
dice una conocida del excomisario. Los expertos de Grupo Cenyt 
temían que la prisión fuera inevitable tras la entrevista con Jordi 
Évole. 

«Me hizo mucha gracia el día que fuimos con el director de 
contenidos a verle al bar de un hotel —cuenta Jordi Évole— y nada 
más llegar ya me sorprendió que nos dijera: “Hombre, troncos”, con 
una familiaridad con nosotros... Y lo primero que nos dijo fue: 


“Bueno, esto es una conversación entre troncos, somos colegas”. Que 
yo pensé, nos acabamos de conocer, ¿no?, aquí no... Y añadió: espero 
que no lo estéis grabando. Y, claro, yo añadí: “Lo que espero es que tú 
sí, porque si no me decepcionarías, me sentiría muy poco importante 
si no estuvieses grabando esto”. Y él se rio y dijo: “Qué cabrón eres, 
qué hijoputa”. Y siguió hablando como no negando que lo estuviese 
grabando», admitió Jordi Évoles. 

El 25 de junio, la profesión periodística se detuvo ante La Sexta. 
Villarejo apareció en antena. 

—Llevábamos casi un año detrás de conseguir una entrevista con 
usted... ¿por qué ahora, comisario Villarejo? —se oye decir a Jordi 
Évole. 

—Asumo el riesgo de contar mi versión —contestó el excomisario. 

Al salir del programa, llamó a un conocido y le dijo: «Si la Policía 
va a entrar en mi casa que miren bien porque he dejado un pen drive 
encriptado con una sorpresa para Martín Blas». Todavía hoy, las 
autoridades no han conseguido desencriptar el material completo y la 
información sobre Clemente Marcet está oculta en la caja fuerte de un 
juzgado con el marchamo de Secreto Oficial. Sin embargo, poco antes 
de que este libro se publique, uno de los autores de esta obra recibió 
un anónimo con los audios y los informes que Villarejo pretendía 
utilizar para salvarse de la cárcel. 


2. Grabación de audio exclusiva entre José Manuel Villarejo y su hijo. 


3. Marcelino Martín Blas manifestó judicial y mediáticamente que la 
Operación Cataluña nunca había existido, o que al menos él nunca había 
formado parte de ella. 


4. Otra de las sociedades panameñas que se fundó en Ballard 8: Ballard los 
investigadores españoles vinculaban a Villarejo desde el inicio de las 
pesquisas era Stanstead Advisors Corp., constituida el 7 de febrero de 2012 
con un capital social de 10.000 dólares y dedicada a la «compra, venta, 
permuta, manejo, comercio, tenencia de, e inversión en toda clase de bienes 
muebles o inmuebles, mercancías, materias de consumo, efectos, productos y 
otros bienes de cualquier clase, naturaleza o descripción». El único accionista 
de dicha sociedad era Tide Spirit Ltd, una sociedad radicada en las Islas 
Marshall. 


5. Investigaciones policiales indican que el único activo de Stanstead Advisors 
era el apartamento número 102 del Edificio Bavaro White Sands, ubicado en 
el municipio de Higitey (La Altagracia, República Dominicana). 


6. Entrevista a Jordi Évole en Liarla Pardo (LaSexta). 


Capítulo 1 
La caída 


Me han hecho putadas y yo también las he hecho. Pero yo siempre por encargo. 


Si fuera verdad [de todo lo que se me acusa] ya tendría que estar detenido. 


José Villarejo 


Viernes, 3 de noviembre de 2017. Villarejo descubrió ese día que el 
tiempo no espera a nadie. Lo tenía todo preparado para huir de 
España: dinero, pasaportes en blanco y un plan diseñado al detalle que 
incluía los lugares de salida y destino. No lo consiguió. En los 
alrededores de su finca de 10.000 metros cuadrados diez agentes de 
Asuntos Internos esperaban la orden precisa para detenerlo. El 
dispositivo estaba concebido para evitar filtraciones. Los fiscales 
Miguel Serrano e Ignacio Stampa controlaban in situ hasta el último 
detalle. Los policías, apostados en el perímetro exterior de la casa, 
llevaban dos perros especializados en olfatear billetes a muchos 
metros de profundidad. Unos pocos periodistas, escogidos con sumo 
cuidado, aguardaban en sus respectivas redacciones para comenzar a 
escribir. Nadie podía fallar. Todo era confidencial. Cualquier descuido 
en la operación y Villarejo desaparecería. 

La jornada empezó temprano para el expolicía, que vestido con 
ropa de deporte estiró la espalda frente al gran ventanal de su 
mansión. Los dolores mortifican su día a día. Demasiadas décadas de 
tensión, demasiado estrés acumulado entre grabaciones, filtraciones y 
trabajos de alto riesgo. Pasados ya los 65 años, su cuerpo era solo un 
vestigio de la naturaleza rotunda que poseía aquel joven que llegó a 
Madrid procedente de Córdoba. Una arquitectura que se derrumbaba 
poco a poco al tiempo que los huesos se le deshacían por dentro. 
Acababa de ser operado de la columna en su clínica de Estepona. Cada 


vez más encorvado, su cabeza siempre iba por delante de los pies. 
Desde hacía tiempo, además, sus arterias no conectaban bien con el 
corazón. «Vive a dieta», comentan en su entorno. La ingesta de 
proteínas que hacía en aquellos momentos lo desesperaba. El peso de 
la vida se había impuesto con saña al recuerdo de su juventud. 

El día de su detención era claro y, por un instante, el excomisario 
sintió alivio al exponer su anatomía al sol. Un alivio que desapareció 
cuando terminó los ejercicios y encendió el televisor de la estancia. A 
través de las cámaras de seguridad observó cómo varios agentes de la 
Policía Nacional esperaban para entrar al lugar donde guardaba la 
mayor parte de sus archivos confidenciales. 

El primer paso hacia la detención de José Manuel Villarejo se 
había dado un par de semanas antes. El 23 de octubre de 2017, dos 
policías de Asuntos Internos madrugaron para vigilar la vivienda de su 
socio Rafael Redondo en la población madrileña de Galapagar. 
Buscaban algún despacho perteneciente a Villarejo. También el rastro 
de su dinero. La espera fue corta. Redondo salió de su domicilio a las 
08.15 horas al volante de un Chrysler C de color negro. Media hora 
después, aparcó en la calle Convento de Boadilla del Monte. Vestía 
americana y llevaba un maletín en la mano. Caminó tranquilo hasta el 
número 9 de la calle Mártires. Una vez allí, permaneció en el interior 
hasta las 11.15 horas. Después, volvió a montarse en su coche y 
recorrió los 23 kilómetros que lo separaban de la sede del Grupo 
Cenyt, epicentro del emporio construido durante años por Villarejo y 
ubicado en el corazón financiero de Madrid. 

Rafael Redondo repitió procedimiento y destino en los días 
posteriores. Los dos policías de Asuntos Internos miraban sin ser vistos 
y anotaban cada paso y cada detalle del hombre de confianza del 
comisario más temido de España. El 24 de octubre salió de su casa a 
las 09.05 horas y, como el día anterior, llegó poco después al número 
9 de calle Mártires de Boadilla del Monte. Una vía residencial de la 
sierra norte de Madrid en la que los adoquines asfaltan la calzada y 
donde pinos y cipreses dan testimonio del paso tranquilo de las horas. 
Un oasis de naturaleza sin los excesos contaminantes de la capital ni la 
fanfarria de sus ruidos urbanos. 

Redondo también repitió itinerario el día 30 de octubre, pero esta 


vez paró en un bar cercano y escogió un Range Rover negro para el 
viaje. El número 9 de la calle Mártires resultaría a la postre una mina 
de información y dinero para la Policía Nacional, ya que encontraron 
miles de euros escondidos. Sin embargo, aquel hallazgo no colmó las 
expectativas de los agentes. Iban tras la pista de más de un millón y 
medio de euros. Villarejo se había hecho rico y querían saber cómo. 


El ADN de la rana 


Un agente traspasó el perímetro de seguridad horas antes de que el 
resto del dispositivo rodeara la entrada principal de la casa de 
Villarejo. En el interior de la finca había un San Bernardo de 60 kilos 
encerrado en su caseta. Dentro de la casa, otro perro correteaba de un 
lado para otro. Era pequeño, blanco y portaba sobre sus patas un 
ademán inofensivo, casi pueril, que lo convertía en mera decoración 
animada. La mansión era el «bien más preciado» del excomisario. En 
1995, la salvó de una expropiación forzosa y de un embargo cuando el 
notario Facundo Sancho tramitó una ejecución hipotecaria del Abbey 
National Bank contra él y contra su exmujer F. G. C. En la subasta, 
Villarejo se presentó como el mejor postor y de nuevo la puso bajo su 
propiedad. 

Ese día, rodeada por los agentes de Asuntos Internos, su suerte y la 
de esa casa de lujo iban de la mano. No había marcha atrás. Él caería 
ante la justicia. También caerían toneladas de información que, fecha 
a fecha, caso a caso y nombre a nombre, sacudirían los cimientos 
sobre los que descansaba la estabilidad del país. Los policías 
mantenían el tipo frente a la jamba de piedra que daba paso al interior 
de la finca «El Montecillo». Estaban tensos, concentrados e 
impertérritos a pesar de que imaginaban que Villarejo ya sabía que 
estaban allí. Así lo reconocería después uno de los agentes que entró 
en el domicilio: «El tiempo jugaba en nuestra contra. Alguien podía 
filtrar el operativo y Villarejo es todo lo que siempre hemos 
despreciado los policías de verdad». Nadie lo mostraba, pero los 
minutos pesaban e incrementaban las ganas de intervenir. Uno de los 
policías hizo un gesto con la cabeza que acompañó con una leve 


oscilación de los hombros. Su lenguaje corporal evocaba una pregunta 
muda que esperaba respuesta. Su superior se mostraba sereno, pero 
también expeditivo. Le bastaba con mirar para decir sin necesidad de 
hablar: «Nadie mueve un músculo sin la orden del juez». 

Los agentes que esperaban frente a la casa no perdonaban que el 
excomisario vendiera impunidad policial: «Cuando un delincuente 
tenía un problema, Villarejo le cobraba para ofrecerle un 
salvoconducto de impunidad», han manifestado. Casi todos acabaron 
en la cárcel. Ahora entraría él. «A Villarejo le pagaban un sueldo de 
funcionario por levantarse cada mañana y abrir su despacho de Torre 
Picasso. Ahí es donde lo quería el Ministerio del Interior: trabajando 
como detective ful a tiempo completo, mientras conocía secretos 
privados e informaba al Gobierno», asegura uno de los escasos amigos 
que aún lo defiende. 

Algunas de las personas que tuvieron relación con él insisten en 
que «usa información real para luego introducir mentiras que 
interesan a sus clientes. Finalmente, añade una conspiración del 
Centro Nacional de Inteligencia (CND) y presenta sus resultados». 
Según estos testimonios, el ADN de la rana de Villarejo, como lo 
conocían sus propios hombres de confianza, consistía en deslizar 
pinceladas de ficción y teatro hasta crear una verdad distinta al 
riguroso desempeño de los hechos. Y esa fue la información que 
suministró a los políticos durante más de treinta años. Información de 
Inteligencia, pero una Inteligencia dopada por falsedades cuyo valor y 
ética eran cercanos a la nada. 

Dopaje informativo que, según los pocos periodistas que se han 
atrevido a radiografiarlo, extrapolaba a su propia figura al hablar de 
los supuestos servicios arriesgados que había realizado para el Estado 
y que incluían detenciones a etarras, tiroteos en pleno desierto de 
Irak, infiltración en grupos terroristas vascos e islámicos y en redes 
mafiosas. Para esos periodistas son puras invenciones. No hay 
invención, sin embargo, en la relación que Villarejo mantuvo con 
numerosos políticos de distintos signos e ideologías. Padrinos a 
cambio de favores que le permitieron convertirse en uno de los 
funcionarios públicos más poderosos del país. Aquella protección 
cambió la historia de España. Todos aquellos hechos, manipulaciones 


e invenciones estaban a punto de salir a la superficie. Audios, notas 
manuscritas, archivos informáticos... la Policía no podía ni siquiera 
intuir lo que iba a encontrar en la finca «El Montecillo» de Boadilla del 
Monte. 


Gemma Alcalá, el apoyo incierto 


En el momento de su detención, la agenda de José Manuel Villarejo 
era un cementerio. Su principal salvoconducto durante las últimas 
décadas se había convertido en una reverberación de eco a finales de 
2017. Una persona que lo conocía bien afirmaba que «ni siquiera sus 
colaboradores más cercanos, sus troncos, como suele decir, confían en 
él». Solo le quedaba el apoyo de su actual mujer, Gemma Alcalá. 
Generosa y atenta con las personas que colaboran con ellos, llegó a 
acompañar al aeropuerto a una chica rumana que trabajaba en la casa 
de Boadilla del Monte. Su madre acababa de morir en su país de 
origen y Alcalá quiso estar con ella hasta que saliera el avión con 
destino a Bucarest. Otros, sin embargo, dicen lo contrario: «Es lo peor 
que le ha podido pasar a Pepe en su vida». 

Gemma Alcalá recordaba así que el día que detuvieron a su marido 
«Pepe había amanecido tranquilo». No obstante, no eran los mejores 
tiempos para la pareja. Desde que Villarejo había pasado a ser 
objetivo público y preferencial de los medios de comunicación, la 
relación se había deteriorado hasta bordear la frontera que separa la 
convivencia del divorcio. Villarejo estaba desesperado. A pesar de que 
siempre habían tenido una relación de idas y venidas, no concebia el 
resto de su vida sin aquella mujer esbelta, de cabello oscuro, ojos 
rasgados y cara angulosa. Pocos meses antes había manifestado a un 
conocido: «Gemma está muy fuerte. Es una tía brillante. Estoy 
deseando hablar. Voy a derrotar. Voy a hablar de temas muy 
nucleares. Soy incombustible». 

Cuando los agentes de Asuntos Internos se lo llevaban, su principal 
preocupación, por delante incluso de las explicaciones que tenía que 
dar en la Audiencia Nacional, era dejarla a ella atrás; dejar a su hija 
pequeña, cuyos dibujos y pegatinas tienen un lugar de preferencia en 


el despacho del excomisario; dejar la casa por la que tanto había 
luchado. Una casa que iba más allá del lujo. Una casa donde, sobre 
todo, había construido un hogar. Aquel sitio era el único en el que 
Villarejo podía despojarse de sus trajes oscuros, olvidarlos en el 
armario y, por unas horas, algunos días, ser otra vez simplemente 
Pepe, el aspirante a policía que llegó de Córdoba vestido con trajes de 
color pastel y un acento que acabaría diluido entre su personalísima 
jerga de hombre con gran influencia. 

En días claros como aquel 3 de noviembre de 2017, miraba el sol 
que entraba por el ventanal con el recuerdo de la persona que fue 
antes de dejarse seducir por las sombras que habitan en la trastienda 
del poder. 

La jueza Carmen Lamela dio luz verde a la operación desde la 
Audiencia Nacional. Los diez agentes recibieron la orden de 
inmediato. Tragaron saliva, tensionaron los músculos, agudizaron la 
mirada y se dirigieron al unísono hacia la puerta principal de la finca. 
Villarejo los vio por el panel donde controlaba las distintas cámaras. 
No tenía tiempo para maniobrar. Solo le quedaba secarse el sudor, 
atusarse el cabello e ir a recibirlos. 

El excomisario atravesó la planta baja de su casa con cara de 
cárcel. Dejó atrás una mesa baja de cristal y el sofá color hueso con 
chaise longue que había junto a una inmensa pantalla de 
retroproyección. Los nervios acentuaban la curvatura de su espalda. 
Su cabeza oscilaba levemente hacia delante y hacia atrás. Paso a paso, 
caminaba como si su cuerpo hubiera adquirido la forma de una 
interrogación. A lo largo del trayecto, pasó cerca de la mesa de su 
despacho y de la biblioteca donde guardaba las libretas con sus 
investigaciones. Recorrió los últimos metros del pasillo que, asfaltados 
de terrazo, desembocaban en el recibidor. 

Al abrir la puerta, escuchó antes de hablar: 

—Buenos días, ¿el señor José Manuel Villarejo Pérez? 

—SÍ. 

—Venimos de la Audiencia Nacional. 

—¿Qué quieren? 

—Tenemos una orden de entrada y registro de su domicilio. 

Villarejo alzó las cejas y levantó la mirada. Lanzó sus ojos a los de 


la secretaria judicial, quien le dio el auto que permitía a los policías de 
Asuntos Internos registrar cada uno de los recovecos de su centro de 
operaciones. Leyó el papel y volvió a mirar a cada uno de los 
miembros del dispositivo. La jueza Carmen Lamela lo acusaba de 
delitos contra los derechos de los trabajadores, cohecho, pertenencia a 
organización y blanqueo de capitales. 

—¿Qué buscan? —preguntó Villarejo tras la pausa. 

—Todos los documentos empresariales y las grabaciones que 
sabemos que atesora. Tiene usted derecho a no declarar contra sí 
mismo, a no confesarse culpable, a callar, a no declarar, a no... 

—Conozco mis derechos, joder. Pero se dan cuenta de lo que 
hacen, ¿verdad? 

—Yo no estoy aquí para discutir con usted, señor Villarejo — 
contestó uno de los miembros de la comitiva—. Simplemente, le 
solicito que nos facilite el trabajo y nos indique si tiene aquí archivos 
profesionales. 

José Manuel Villarejo escuchaba cada una de las palabras sin bajar 
la mirada. Movió la mandíbula de derecha a izquierda y de izquierda 
a derecha como si masticara las palabras que no decía. Tomó uno de 
sus seis móviles. En silencio, sin mediar más conversación que las 
frases cortas pronunciadas hasta el momento, llamó a su abogado: 
Ernesto Díaz-Bastien. Mientras Villarejo esperaba a que llegara el 
letrado, los policías empezaron con el registro. El objetivo era claro: 
encontrar los originales de los audios que Villarejo había grabado 
durante una década y evitar que salieran a la luz los secretos oficiales 
que pudieran contener. Secretos que podrían afectar a la lucha contra 
el terrorismo o a los asuntos más sensibles y esenciales del Estado. 
Villarejo aún se guardaba un as en la manga: todos los archivos que 
pudiera encontrar la Policía estaban duplicados. Se sentía seguro con 
el control de las grabaciones. Entendía que, con ellas en su poder, era 
un hombre a salvo de cualquier rigor judicial. 

Minutos después de que empezara el registro, el abogado de 
Gemma Alcalá, Javier Iglesias, llegó a la casa de El Montecillo. 
Encontró a su clienta agitada por los nervios. 

—¡Que me quiten las esposas! —gritaba desesperada. 

—Por favor, agentes, quíntenle las esposas. No supone ningún 


peligro —intercedió Iglesias. 

El abogado, al que apodaban El Largo por su 1,90 de estatura, 
consiguió que los agentes liberaran las manos de Gemma Alcalá. La 
mujer de Villarejo estaba abatida. Jamás hubiera imaginado un 
momento así a pesar de las advertencias de su marido: «Me ha dicho 
un coronel del CNI que me pegue un tiro o que me vaya del país, 
porque si no van a venir a por mí y a por vosotros. Solo quiero que lo 
sepas por si pasa algo»s. 

Gemma Alcalá es hija de un carnicero. Licenciada en Ciencias de 
Información, fue redactora de la revista Systemas Unix. Conoció a José 
Manuel Villarejo en 1998, cuando trabajaba en el departamento de 
comunicación de un bufete de abogados. El entonces todopoderoso 
comisario le sacaba veinte años. Ella quedó fascinada de inmediato 
por las historias policíacas que él le contaba. Se casaron y tuvieron 
una hija. Desde entonces, ejercía como pareja y administradora de 
muchas de las sociedades del grupo empresarial de su marido. 


Su socio Rafael Redondo y los archivos secretos 


El sonido del teléfono reverberaba sin pausa rompiendo el silencio 
absoluto de la noche en un hotel de Guatemala. Rafael Redondo 
despertó aturdido. El socio de Villarejo descolgó y atendió la llamada. 
Estaba allí para ayudar a los navieros españoles de la familia Pérez- 
Maura. Las autoridades centroamericanas habían pedido en abril de 
2016 la entrega del empresario español Ángel Pérez-Maura. Lo 
acusaban de pagar comisiones ilegales por valor de 30 millones de 
dólares al expresidente y ex vicepresidenta de la República de 
Guatemala —Otto Pérez Molina y Roxana Baldetti—, entre los años 
2012 y 2015 a cambio de que le adjudicaran a su filial —Terminal de 
Contenedores Quetzal S. A.—, la construcción y explotación de una 
terminal privada de contenedores en Puerto Quetzal. Los navieros 
decidieron entonces recurrir a Villarejo. 

El 28 de abril de 2016, Villarejo emitió una primera factura a su 
cliente a través de su empresa Stuart € Mckenzie por un montante de 
1.452.000 euros —incluido el 21% de IVA—. El concepto de esa 


factura fue «defensa legal ante procedimiento judicial en Guatemala 
de TCQ de conformidad con hoja de encargo de 28 de abril de 2016». 
El total de esa defensa superó los siete millones de euros. 

Rafael Redondo escuchó la voz de su abogado al otro lado de la 
línea al descolgar el teléfono: «Tienes que presentarte en España. 
Están haciendo entradas y registros en todos lados». Redondo paladeó 
la aspereza de sus propias palabras antes de pronunciarlas, pero no 
dudó: «Habla con los fiscales y prepara mi entrega». Colgó el teléfono 
y se pasó el resto de la noche en vela. Era abogado desde 1988, 
cuando empezó a trabajar para las empresas de Villarejo. 

«Empecé a trabajar con él de becario y casi ininterrumpidamente 
he trabajado con él hasta que fui detenido», señala Redondo. La 
Fiscalía cree que es el testaferro del excomisario, algo que él niega. 
«Hacia el año 2007, el señor Villarejo me dijo que me gratificaría con 
unas participaciones de aquellos negocios que se fuesen generando a 
partir de aquella fecha. Finalmente, eso se ha formalizado en 
2016-2017, en el que me concedieron algunas participaciones. En todo 
caso, no llega al 5% en algunas sociedades. El señor Villarejo es el 
titular último del grupo de sociedades». 

Redondo era el director general del grupo Cenyt: «Coordino todos 
los departamentos», aseguró ante el juez. «Me llamaron por teléfono el 
viernes por la mañana, de madrugada allí. Inmediatamente hablé con 
mi letrado, que se lo comunicó a los fiscales. Mi intención era 
entregarme». 

Horas después de la llamada de su abogado, Rafael Redondo 
llegaba al aeropuerto de Ciudad de Guatemala con el teléfono móvil 
en la mano y una maleta con poca ropa. Sabía que no podía llevar con 
él ningún dispositivo electrónico si, como sospechaba la Policía, 
«quiere proteger a sus amigos y colaboradores». 

Cuando el avión aterrizó en el aeropuerto Adolfo Suárez Madrid- 
Barajas, un grupo de policías nacionales se acercó a los pasajeros. 
Redondo se adelantó y se dirigió a ellos: 

—Soy la persona a la que buscan. 

«Cuando yo fui detenido se me llevó a la comisaría de Rafael Calvo 
y se me intervino la maleta de viaje que yo llevaba», relató él mismo 
en sede judicial. 


La policía buscó su teléfono y un agente le preguntó: 

—«¿Dónde está su teléfono? 

—No lo he traído. Estaba nervioso y lo dejé en la sala vip del 
aeropuerto. 

Ese día acabó en prisión, pues la Fiscalía consideró que existía un 
riesgo evidente de destrucción de pruebas. 

Mientras, los agentes de Asuntos Internos se afanaban en el 
registro de la casa de Villarejo, con especial cuidado en su despacho. 
Al final, se llevarían de allí varias cajas de cintas con grabaciones, 
teléfonos móviles, tablets, ordenadores portátiles, numerosos pen 
drives, discos duros... Al mismo tiempo, se sucedían numerosos 
registros en otros puntos de la Comunidad de Madrid. Como 
consecuencia, la Policía detuvo a Rafael Redondo y al comisario 
Carlos Salamanca, jefe de la Unidad Central de Redes de Inmigración 
Ilegal y que durante años había controlado la Comisaría del 
Aeropuerto de Barajas. 

La capital de España fue un ir y venir de Policía Nacional en esos 
días, de indicios que daban una nueva dimensión a la historia reciente 
de nuestro país. En casa de Villarejo encontraron un sótano con más 
información. El agente que lideraba el dispositivo se desplazaba de un 
lado para otro. No le valía con la vista, caminaba despacio para que 
sus pies identificaran cualquier anomalía que pudiera esconder un 
compartimento secreto. Delante de un cuadro del artista chino Zhang 
Li, hizo una llamada: 

—Hemos encontrado información. Dinero aún no. 

—Seguid buscando. Tiene que haber algún pasadizo escondido —le 
respondieron al otro lado de la línea. 

Los mandos policiales sabían lo que buscaban, ya que conocían las 
grabaciones de Villarejo: «Punto uno: en el futuro, obviamente, 
cualquier cliente que nos recomendéis, menos de 150 o 200 papeles 
(150.000 o 200.000 euros) no se cobran por esos curros, porque el 
tema del baño... son cosas de alto riesgo. Si te pillan, te comes cuatro 
años por lo de descubrimiento y revelación de secretos», le había 
dicho el 23 de mayo de 2017 a uno de sus clientes. 

Villarejo seguía con atención el registro. No quitaba ojo a cada uno 
de los movimientos de los agentes. Comprobaba cómo enumeraban y 


archivaban las libretas, los documentos y los lápices de memoria. 
Estaba tranquilo. Se mantenía «callado y discreto», a pesar de que era 
una actitud que no casaba con su forma de ser. Lo había comentado 
varias veces a lo largo de los años el periodista Alfonso Rojo: «La 
gente confunde estar callado con ser débil. A la vista de la campaña 
brutal que hay contra mí, que ha convertido el apellido Villarejo en el 
paradigma de todos los horrores, quiero contar mi versión». 

De repente, empezó a gritar señalando a un agente de la Agencia 
Tributaria asignado a la Unidad de Apoyo de la Fiscalía 
Anticorrupción cuando comprendió que había descubierto el lugar 
donde guardaba el dinero. 

—¡Este señor no es policía! ¡No sé lo que es, pero policía les 
aseguro que no! 

Villarejo acabó en el hospital con un cuadro de ansiedad y 
arritmias. 

Cuando el abogado Javier Iglesias llegó a la casa, no solo reparó en 
Gemma Alcalá, esposada y con los nervios en estampida, sino que 
dirigió su mirada por toda la estancia. Entre la estupefacción y el 
asombro, observó en silencio la cantidad de libretas Moleskine con 
todo tipo de detalles que almacenaba José Manuel Villarejo. «Siempre 
lo apuntaba todo en libretas», reconocería después. 

Los apuntes que había tomado a lo largo de las últimas décadas 
estaban en la biblioteca, a la vista de todos. Los policías se miraron 
unos a otros, sorprendidos por la facilidad con la que hasta el 
momento se estaba desarrollando el registro. 

Uno de los agentes cogió una libreta y leyó por encima. Encontró 
una anotación con las letras «PIT». Se trataba de las siglas de un 
proyecto para evitar la extradición del empresario español Ángel 
Pérez-Maura, que estaba acusado de pagar presuntamente 30 millones 
de dólares en sobornos al expresidente del Gobierno de Guatemala. El 
policía siguió leyendo las notas. Villarejo escribió una fecha en una de 
ellas: 5 de septiembre de 2017. De su puño y letra puso también: 
«Felipe González lobby Guatemala». Una línea más abajo: «Antonio 
Guterres», en referencia al que fuera primer ministro de Portugal entre 
1995 y 2002. Ahora Guterres es secretario general de Naciones 
Unidas, organismo del que dependía la Fiscalía especial que ejercía la 


acusación en Guatemala contra Pérez-Maura y su empresa naviera. 

Encontraron muchas más libretas. Las ojearon, las separaron y las 
guardaron. Una estaba identificada con las letras BE y el número 46. 
Sus páginas describían el inicio de la corrupción policial en la 
dictadura de Francisco Franco. Un mal que llega hasta nuestros días. 
Una historia jamás contada con un aspecto destacado por encima de 
cualquier otro: el espionaje. La libreta incluía apuntes de Villarejo 
sobre una supuesta reunión que habría mantenido con el exjefe de la 
Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF), José Luis Olivera, 
y en la que hablaron de que otro mando policial, Enrique García 
Castaño, habría instalado un micrófono en el despacho del entonces 
comisario general de Información, Enrique Barón. 

El abogado Javier Iglesias vio cómo uno de los agentes de Asuntos 
Internos comentaba algo con los fiscales. Terminaron de hablar y 
apilaron todas las libretas en una caja. Las apuntaron en la lista de 
objetos decomisados para identificarlas después. Mientras tanto, a 
Villarejo se le escuchó decir: «Esto es pura fachada. Esta noche 
duermo en casa». Sin embargo, la noche acabaría con Villarejo en 
prisión, previa parada en el Hospital Universitario de Móstoles, ya que 
a las 23.00 horas de ese 3 de noviembre sufrió un desvanecimiento a 
causa de una arritmia ventricular. Se mostraba consciente, 
colaborador, bien orientado en tiempo y espacio, así que fue dado de 
alta cuando los médicos del servicio de urgencias certificaron que el 
electrocardiograma y la troponina eran normales. Descartaron, pues, 
que la patología cardiológica fuera aguda. El excomisario volvería más 
veces al hospital en los siguientes meses. 

Los nervios y la ansiedad se instalarían junto a él como 
compañeros de celda. Las debilidades de la mente sometieron poco a 
poco un cuerpo cada vez más débil. La mole de granito embrutecido 
que era cuando llegó a Madrid se fue convirtiendo año tras año en una 
estructura carcomida por los temores. La cárcel aceleró el proceso y la 
primera vez que los barrotes de la celda sonaron a cerrado tras su 
espalda, encontró en el silencio a su peor enemigo. 


De la guarida secreta a la Audiencia Nacional 


El 4 de noviembre, efectivos de la Unidad de Asuntos Internos 
trasladaron a José Manuel Villarejo a su «casa secreta». En cuanto 
entraron, el inspector de Hacienda que los acompañaba dio la orden: 
«Levanten esa alfombra». Debajo encontraron una caja fuerte. Durante 
las investigaciones previas, los policías habían detectado que «el 
comisario estaba teniendo reuniones secretas en otro domicilio de 
Boadilla del Monte. Una propiedad aislada en medio de un paraje 
natural en la que era más fácil evitar los seguimientos». Un informe de 
Asuntos Internos apunta que Villarejo poseía siete inmuebles en 
Boadilla del Monte, donde los alquileres y el valor del metro cuadrado 
son de los más altos del país. 

La caja fuerte situada bajo la alfombra no era la única: «En una de 
las habitaciones de paredes blancas había una librería. El responsable 
de la Agencia Tributaria ordenó retirar el mueble», señala la periodista 
de Público Patricia Lópezio. Detrás del mueble, que albergaba docenas 
de libros, estaba la puerta de otra caja con una altura de metro y 
medio. Los agentes encontraron allí un arsenal de información: «Había 
desde vídeos betacam a cedés y mucho papel», señaló López. 

El registro duró hasta las 05.30 horas. Al mismo tiempo, otros 
policías se trasladaron a la vivienda que el excomisario tenía en 
Estepona. En el último piso de la Residencia Mirador de la Cala, 
localizaron una nueva caja fuerte escondida estratégicamente tras un 
zapatero. Contenía 109.000 euros en metálico —«son unos ahorros de 
mi madre», justificará—, varios discos repletos de información, 
lingotes de oro y pasaportes en blanco. 

José Manuel Villarejo pasó el fin de semana en la comisaría de 
Chamberí. La noche del 5 de noviembre, vestido con traje azul oscuro, 
lo trasladaron a la Audiencia Nacional. 

—Perdone, señoría, es que tengo reseca la boca, ¿podría beber un 
poco de agua? —preguntó Villarejo sentado frente a la magistrada. 

Al ver la cara de la juez Carmen Lamela se imaginó lo peor. Sus 
colegas de profesión definen a la magistrada como «serena, metódica y 
progresista». Proyecta aspecto de fragilidad debido a su delgadez, pero 
tiene fama de dispensar un trato delicado a los más débiles y de ser 
dura con los poderosos. 

—No. Aquí eso no es posible —le contestó. 


El abogado de Villarejo, Ernesto Díaz-Bastien, permanecía sentado 
en la mesa de la defensa, a la derecha de la jueza. Al escuchar a su 
cliente, se ofreció a ir a la máquina expendedora de botellas de agua. 
Conocía a Villarejo desde los años 90. Habían compartido muchos 
casos y muchas investigaciones, incluso habían trabajado de forma 
conjunta para defender a uno de los mayores traficantes de armas del 
mundo, Monzer Al Kassar. 

—El interrogatorio proseguirá en su ausencia —contestó Lamela al 
abogado Díaz-Bastien. 

El fiscal Ignacio Stampa —que fue fiscal de Medio Ambiente en la 
isla de Lanzarote desde 2004 a 2016 y después destinado a la Fiscalía 
Anticorrupción de Madrid— pensó en pedir que se suspendiera la 
declaración durante el tiempo que el letrado necesitara para encontrar 
una botella de agua. La Fiscalía sabía que no se podía jugar una 
nulidad en el proceso por esa nimiedad. 

En julio de 2017, Stampa se había reencontrado con Miguel 
Serrano, al que conoció en su periplo isleño. Juntos iniciaron la 
investigación sobre Villarejo. «No conocían al comisario, no tenían 
relación con los hechos y eran dos grandes profesionales», asegura un 
fiscal. «Al principio, cuando les encargaron el tema, dudaron cómo 
afrontar una investigación como aquella, pero cuando supieron quién 
era Villarejo y qué había hecho asumieron que estaban frente a una 
mafia policial incrustada en la sociedad civil española», indica la 
misma fuente. Durante su comparecencia, Villarejo miró con picardía 
a su abogado. Creía que el fiscal era su aliado, como antaño lo fue 
Manuel Moix o el fiscal general del Estado José Manuel Maza. Se 
equivocaba. 

«Si al final sale Moix, eso me tranquiliza mucho. (...) Teniendo al 
fiscal Anticorrupción y al fiscal general, ya por lo menos equilibramos 
un poco toda la debacle que tiene el (...) el Gato [Félix Sanz Roldán] 
(...). Ya nos gustaría a nosotros, la que podríamos liar. Se quedaría 
España como un serial», había dicho Villarejo semanas atrás a sus 
amigos mientras intentaba certificar sus sospechas de que la Fiscalía 
andaba tras él. Se reunió con policías y periodistas para saber qué 
ocurría, si alguien lo investigaba o existía alguna denuncia contra él 
en la Fiscalía Anticorrupción: «Sobre todo, se interesaba por el fiscal 


José Grinda», confesó una de las personas con las que habló el 
excomisario. 

Villarejo había investigado a Grinda para intentar destruirlo con 
pruebas falsas, como revelaremos más adelante. Por eso «creyó que 
iba a ser Grinda quien promocionase una instrucción contra él, y se 
equivocó, porque Pepe [Grinda] se ha mantenido al margen del 
proceso», señala un abogado de la acusación particular contra 
Villarejo. 

Finalmente, una oficial consiguió el botellín de agua y el fiscal 
Ignacio Stampa esperó a que Villarejo bebiera. Entonces, arrancó la 
pieza principal, llamada King, de la causa 96/2017. Es decir, la causa 
Tándem. 


El denunciante 


—¿Quién le contrató para investigar a Gabriel Obiang? —preguntó el 
fiscal a Villarejo. 

—La persona que se puso en contacto conmigo era un abogado, no 
recuerdo su nombre, un señor un poco gordito al que solo vi en pocas 
ocasiones —respondió Villarejo cayendo en su propia trampa. 

El excomisario no sabía que Francisco Menéndez, su cliente en el 
informe King, era el denunciante, ni que había reconocido a los 
fiscales los pagos. Incluso les había facilitado un extracto de 
movimientos de una cuenta abierta en el CBH Bank de Suiza a nombre 
de la sociedad Boway Holdings Limited —con sede en Hong Kong— 
que acreditaba la existencia de tres transferencias por un importe total 
de 990.203,90 euros con destino a otras dos cuentas. En ambas rezaba 
como beneficiaria la sociedad panameña Participaciones Marvila (hoy 
Microspermum) —una en un banco panameño y otra en una oficina 
del BBVA en Uruguay— entre el 27 de febrero y el 8 de mayo de 
2012. Son las mismas sociedades que Villarejo había abierto en la sede 
de Ballard €: Ballard en aquel viaje panameño. 

Para entender esta historia hay que remontarse a 2012. Menéndez 
tenía entonces cincuenta y dos años. Contaba con una larga 
trayectoria como responsable en España de la petrolera estatal de 


Guinea Ecuatorial Gepetrol. Cobraba ocho mil euros al mes y se movía 
por Madrid con un chófer uniformado en un Chevrolet de color negro. 
Un empresario lo puso en contacto con el comisario Carlos Salamanca 
—alias Charly o Carlitos—, un policía muy bien relacionado. 
Simpático, dicharachero y siempre vestido con ropa de marca, 
Salamanca controló primero el aeropuerto de Barajas y luego la 
Unidad Central de Fronteras de nuestro país. Amante de los buenos 
vinos, el flamenco, los puros y las comidas en Casa Piluca, enseguida 
entablaron amistad. Menéndez pasó a ser conocido entre los 
investigadores como el «pagafantas», al pagar con regalos los favores 
que le hacía Salamanca. 

El abogado, por su parte, «vio en Salamanca la figura idónea para 
impresionar a sus clientes», señalan los investigadores policiales, a los 
que el comisario hacía recoger en la pista del aeropuerto como si 
fuesen jefes de Estado. A cambio, lo inundaba de regalos. Le dio 
«30.000 euros en efectivo para la boda de su hijo en El Escorial. Le 
compró tres relojes de 80.000 euros de las marcas Rolex y Hublot. Le 
dejó un Porsche Panamera y otro Cayenne. Le cedió durante 2012 y 
2013 un palco del Real Madrid de más de 600.000 euros». Pagaba 
Guinea. 

Todo iba perfectamente para los intereses de ambos hasta que 
empezaron las guerras por la sucesión de Teodoro Obiang. Menéndez 
le explicó a Salamanca que los hijos del dictador se disputaban la 
vicepresidencia del país y Salamanca le recomendó que contratara a 
Villarejo para desprestigiar a Gabriel Obiang. Menéndez invitó a 
Salamanca a un viaje a Londres: 

—Joé, macho, estuve en Londres en el hotel de justo al lado de la 
embajada de Guinea —decía Menéndez en una grabación de Villarejo 
—. En el Saint James and Clark. 

—;¡Ah, precioso hotel! Muy bonito. Es un hotel boutique de esos... 
—afirmaba Villarejo—. ¿Qué te dije? ¿Has visto Carlitos [Salamanca] 
qué divertido es para viajar con él? Es muy buena gente y además es 
un tío mu... Palomita —apelativo para referirse a la mujer de 
Salamanca—, es muy buena gente. 

—Sí, muy buena gente. Lo pasamos muy bien. Se pasaron los días 
rápido —contestó Menéndez que centró la conversación: —Me llamó 


allí el Billy [apelativo que usaban para referirse al cliente guineano!... 
Oye, es que me han llamado, eh... que están presionando, que... 
que... que a ver cuándo se acaba... Y le digo: mira, estoy en ello; y 
Carlos, Carlos me escuchó y dice, déjamelos, pásamelos... Y le estuvo 
contando la parábola del cochinillo cuando se hace... Esto, Billy, para 
que lo entiendas, es como un cochinillo. Tú lo compras, pero no te lo 
puedes comer. Tienes que asarlo, condimentarlo, esto lleva tiempo y 
tal. A ver si me entiendes. 

Empezaba 2015 y Francisco Menéndez tenía problemas para pagar 
los últimos plazos del informe. Le contó a Villarejo que Billy se había 
apropiado de un millón y medio del presupuesto. El comisario no le 
creyó y le hizo saber las consecuencias de no pagar. El miedo hizo que 
Menéndez pusiera el dinero que faltaba de su propio bolsillo. 
Gespetrol lo despidió y cayó en desgracia. Durante mucho tiempo, 
nadie lo ayudó. El 25 de abril de 2017, sin embargo, la Unidad Central 
Operativa (UCO) de la Guardia Civil llamó a su puerta. 

Una denuncia anónima vinculaba al abogado Francisco Menéndez 
con la contratación de Villarejo. Esa denuncia señalaba que lo 
contrató para investigar a la familia Obiang. Poco después, los mismos 
agentes visitaron el despacho de Menéndez en la calle Velázquez de 
Madrid. Sin embargo, el abogado estaba en Ecuador y no pudo 
atenderlos. Dos meses después, se repitió la escena, esta vez es 
Asuntos Internos de la Policía Nacional. La investigación de la Fiscalía 
ya había comenzado y el que fuera hombre de Gespetrol en España 
durante años decidió colaborar. 

Cuando llegó la denuncia a la Fiscalía Anticorrupción y 
comprobaron a quien implicaba, los responsables de la investigación 
decidieron mantener un riguroso secreto de sumario. «Levantar el 
secreto de sumario del caso Villarejo pondría en riesgo la seguridad 
del Estado», señalaron entonces los fiscales Stampa y Serrano. 

Interrogaron a Francisco Menéndez y este no se dejó ni un solo 
detalle sobre su relación con Villarejo: 


—T[Le entregaba el dinero a Villarejo] directamente en mano yo 
mismo. Yo tenía que traerlo de fuera [de una cuenta en Suiza] y se lo 


daba en mano donde comíamos habitualmente, en el restaurante Casa 


Piluca, todo el mundo lo conoce. 

—¿Desde dónde hacía las transferencias? ¿Desde el mismo banco 
de Ginebra? —le preguntaron los fiscales. 

—Sí, porque es en la que los guineanos me depositaban la 
cantidad, porque yo se lo pedí a ellos y ellos me lo depositaron ahí: 
Banco de Guinea Ecuatorial. 

—¿Usted tiene conocimiento de si el señor Villarejo Pérez tiene el 
control de alguna sociedad paralela, gemela de Uruplan, no de 
Marvila, la sociedad panameña destinataria de sus fondos? 

—Creo que lo tiene con personas interpuestas porque el que iba a 
estos países era Rafael Redondo, no iba él. 

—Ese informe King, o ese proyecto King, además de este papel, es 
un proyecto que iba a llevar unos meses... ¿sabe si ese proyecto se 
realizó? 

Menéndez lo confirmó y les entregó los documentos de dicho 
proyecto. Los fiscales los examinaron y preguntaron con sorpresa: 

—¿Esto es lo que cuesta: 4,5 millones de euros? 

—Sí, esto es lo que él dice que vale, 4,5 millones de euros. 
Seguramente me engañó, pero causó su efecto. 

—A usted no le engañó, no le pagó usted, engañaría a su cliente. 


¿De qué manera concreta le hizo entrega de ese informe? 


Menéndez acabó ahí su declaración. Manifestó que tenía miedo. 
«Villarejo es un personaje siniestro y me lo ha demostrado muchas 
veces. Rafael Redondo me dijo: «No, no lo tengas en cuenta que está 
bajo los efectos de la medicación, porque se operó de la espalda. El 
dinero le priva». 

Al tiempo que Villarejo contestaba las preguntas de los fiscales en 
la Audiencia Nacional, en la sede del Centro Nacional de Inteligencia 
(CND, su director, el general del Ejército Félix Sanz Roldán, era 
informado puntualmente de su declaración. Ese 5 de noviembre de 
2017, el excomisario se refirió a su trabajo sobre la familia de Teodoro 
Obiang y dejó una confesión que destacaba por encima de todas las 
demás: «La investigación me la contrató el CNL». 
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Capítulo 2 
El pie en el cuello molesta 
sobre todo cuando uno suda 


Villarejo no reparte [dinero] ni con su madre. 


Adrián de la Joya 


No había pausa en la cueva secreta de los espías españoles. Menos aún 
con José Manuel Villarejo declarando en la Audiencia Nacional. En 
torno a una gran mesa ovalada de madera oscura, varios analistas 
observaban distintos documentos e intercambiaban impresiones. 
Estaban en una de las salas principales del Centro Nacional de 
Inteligencia (CND y la tensión era máxima. Más allá de los muros de 
la Audiencia, solo ellos conocían al instante cada palabra y cada gesto 
del excomisario en sede judicial. En los últimos años, Villarejo había 
convertido al director de La Casa, Félix Sanz Roldán, en su 
archienemigo. A sus setenta y cuatro años, llevaba más de quince 
como secretario de Estado, primero como jefe de la cúpula militar y 
luego del servicio secreto. Dos reyes y tres gobiernos de dos partidos 
distintos habían confiado en él. Cuando entró en la sala donde se 
encontraban los analistas, un silencio respetuoso pobló el interior. 

Durante unos instantes, solo se escuchó el tintineo de las lámparas 
led que parcheaban el techo e iluminaban una sala donde había cuatro 
pantallas gigantes de televisión distribuidas en dos columnas. Uno de 
los agentes se levantó y le dio una nota con la declaración de 
Villarejo. El general la leyó sin emoción en el rostro. 

La relación con el excomisario era tensa y este insistía en 
victimizarse. «Desde hace unos años, el director del CNI ha querido 
absolutamente destruirme civilmente con esa campaña brutal de 


prensa como si fuera el más malo del mundo», dice Villarejo. A lo 
largo de ese tiempo, el policía no escatimó en adjetivos contra Sanz 
Roldán. Generalísimo era el más suave, pero hubo muchos más. Jamás 
se habían conocido en persona. Por su parte, Sanz Roldán, al que sus 
hombres definen como «carismático y con capacidad de seducción», 
reprochaba el nulo sentido de Estado del expolicía. Consideraba que 
había utilizado su posición como servidor público para acumular 
información que «usa para sus propios intereses y pone en riesgo la 
seguridad nacional... o el Estado somete a Villarejo o Villarejo 
someterá al Estado», dijo en unas declaraciones a El Mundo. 

Ante los adjetivos atacantes de Villarejo, Félix Sanz Roldán optó 
por los argumentos: «Es una de las estrategias del comisario: decir que 
los demás hacen lo que en realidad él oculta». Las respuestas del 
general eran calmadas, pero también contundentes: «Cuando el CNI 
recibe un órdago, el CNI siempre responde diciendo “quiero”». Así 
explicó la postura de la Inteligencia española al periodista Esteban 
Urreiztieta1: ante los informes confidenciales que Villarejo elaboró 
sobre Cataluña, en los que intentaba que desapareciera el trabajo de 
muchos años contra la independencia de la región. Villarejo acusó 
después a Sanz Roldán y a sus hombres de espiar a políticos en 
prostíbulos, de robar fondos reservados y de amenazar de muerte en 
2015 a la entonces amiga íntima del rey emérito Juan Carlos I, Corina 
zu Sayn-Wittgenstein, que supuestamente estaba al tanto de las 
presuntas irregularidades cometidas por el monarca. 

El filósofo griego Epicuro resumía la esencia de su pensamiento en 
una frase: «También en la moderación hay un término medio y quien 
no da con él es víctima de un error parecido al de quien se excede por 
desenfreno». Esa fue la postura de Sanz Roldán, que jamás mostró ni 
un ápice de ira, a pesar de que sus más estrechos colaboradores le 
pedían que actuase contra Villarejo. Se mantuvo férreo en la ataraxia 
hasta que un día de marzo de 2017 recibió un informe que 
relacionaba al comisario «con servicios secretos de países extranjeros a 
través de Adrián de la Joya». 


Adrián de la Joya 


Hasta que los escándalos marcaron su nombre y los medios de 
comunicación empezaron a relacionarlo con las corruptelas del 
expresidente de la Comunidad de Madrid Ignacio González, Adrián de 
la Joya era un personaje discreto por partida doble. A pesar de que 
varios de sus negocios traspasaban las fronteras de la legalidad, su 
físico enjuto y sus maneras contenidas le habían permitido pasar tan 
desapercibido como le convenía: «Estoy vivo gracias a que nadie, 
jamás, habla de mí», reconoció. Era bajo, portaba un rictus con las 
facciones marcadas, pelo largo y labios finos que al reír terminaban en 
dos hoyuelos que parecían cortarle la cara. Tenía el aspecto de un 
hombre cualquiera bien tratado por la vida, poco castigado por las 
pesadumbres del tiempo. Siempre presente en fiestas donde no se 
podía vestir de cualquier manera, impulsó sus actividades cuando 
empezó a codearse en Marbella con los amigos de su cuñado Abdul 
Rahman El Assier, de profesión traficante de armas. 

Residía de forma habitual en Suiza, donde el vértigo de los 
negocios estaba compensado por las bondades del aire sin polución y 
una vida a cámara lenta. Tan pocas fotos había de él, que la mayoría 
estaban pixeladas. Por eso, los agentes del CNI fueron especialmente 
cuidadosos al fotografiarlo en la zona vip del aeropuerto de Dubái. 
«Estoy de secano desde hace ocho años y estoy con muchas 
preocupaciones. Y estoy hasta la polla. O sea, yo quiero volver a 
forrarme otra vez», reconoció el propio De la Joya en uno de los 
audios de Villarejo. Este le había pagado un año 45.000 euros y 
24.200 euros otro, pero necesitaba más. 

De la Joya iba camino de China en un viaje organizado por 
Villarejo cuando pasó por delante de la cámara que había colocado el 
CNI en el aeropuerto dubaití. «Entre abril de 2017 —especialmente— 
y agosto de 2017, Redondo, José Villarejo hijo —un chico que solo 
tiene buen corazón— y Adrián de la Joya viajaron repetidamente a 
Londres. En Suiza también podría quedar algo», señaló un empleado 
de Villarejo. El excomisario no preparó ese viaje con mucha discreción 
a pesar de su experiencia como jefe de la Brigada de Inteligencia de la 
Policía Nacional. En el avión privado donde viajaba De la Joya 
destacaba la belleza de las azafatas y la opulencia de los cuidados y 
atenciones. Pistas y evidencias que allanaron el camino de los 


profesionales del Centro Nacional de Inteligencia. 

Adrián de la Joya pasó rápido por la terminal. Tenía el tiempo 
justo y la escala no era una parada de placer. En un hotel cercano al 
aeropuerto lo esperaban el ex presidente de Telefónica Juan Villalonga 
y Oleg Devifaska, un empresario ruso del aluminio con importantes 
intereses en Irán. Devifaska iba por la vida con amigos muy notorios. 
A su estrecha relación con el presidente Vladimir Putin había que unir 
la que tenía con su socia preferencial, la hija del expresidente chino 
Hu Yin Tao. 

Un año antes, Villarejo se había empeñado en conocer a Paul 
Manafort, ex jefe de campaña del presidente de Estados Unidos 
Donald Trump. El encuentro en Dubai entre De la Joya, Villalonga y 
Devifaska lo preparó el propio Manafort. Villarejo y él se habían 
conocido por primera vez en persona el 7 de febrero de 2017. Fue en 
un hotel de Manhattan. Al día siguiente, se volvieron a encontrar en la 
casa del socio de Manafort, Víctor Hoyos. Allí pusieron en marcha la 
estrategia para vender un software de encriptación. Los detalles más 
íntimos de la velada quedaron recogidos en la cintoteca de Villarejo 
en la que, alternando el inglés y el español, hablaron de los cuadros 
que Hoyos tenía en propiedad: Teddy Roosevelt, Andy Warhol o Stan 
Lee. Villarejo, por su parte, contó cómo trabajó en 2003 para la 
Inteligencia en Irak, Líbano y Jordania y apoyó a Estados Unidos con 
la CIA y el FBI: «Fue un error de los americanos disolver el Ejército de 
Irak para volver a crearlo después. De ahí salió ISIS», dijo el 
excomisario. 

Manafort fue arrestado meses después, pero antes tuvo tiempo de 
organizar la reunión en el hotel de Dubái para cerrar así la venta del 
software de encriptación a la empresa SAE Electronic, vinculada a los 
servicios secretos orientales. El ruso Deripaska tenía los medios para 
fabricar equipos de alta tecnología en China, la licencia era cosa de 
Manafort y de Héctor Hoyos. Si trabajaban en equipo, poseían los 
medios para montar también un sistema de exportación a otros países, 
incluido Irán. Los responsables del Centro Nacional de Inteligencia 
(CND reaccionaron: «No podíamos permitir que aquel negocio se 
materializase», señalaron fuentes de la propia Casa. Al volver del viaje 
a China, Villalonga dejó el negocio al comprobar las consecuencias 


diplomáticas que podría tener la venta de una licencia estadounidense 
a empresas de China e Irán. 

El propio CNI informó a Asuntos Internos de la Policía Nacional de 
las posibles consecuencias de que un miembro de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado se vinculase con miembros de los 
servicios secretos de países no alineados con España. Los agentes de 
Asuntos Internos confirmaron que llevaban meses investigando a 
Villarejo, pero necesitaban varias semanas más para detenerlo. 
Semanas en las que Adrián de la Joya tuvo tiempo de confesarle a 
Villarejo: «Yo quiero morir rico y la única forma de morir rico es con 
un tema como el que tú tienes entre manos. Eso lo tengo yo más claro 
que la hostia». 

Hoy Adrián de la Joya está muy enfadado con Villarejo. De hecho, 
«si De la Joya lo encuentra por la calle, lo mata», señalaba un 
exempleado del comisario. 


Auto de prisión 


La jueza Carmen Lamela tardó cincuenta minutos en interrogar a José 
Manuel Villarejo y decretar el auto de ingreso en prisión. La realidad 
había podido con las expectativas del excomisario, que nunca imaginó 
que acabaría entre rejas. Contestó a las preguntas de su abogado, 
también a las de la Fiscalía, pero no le creyeron. 

Los fiscales hicieron especial énfasis en las sociedades que 
mantenía en el extranjero. La investigación había seguido un rastro de 
quince millones de euros que el comisario había ocultado 
supuestamente en Uruguay a través de Panamá. Los agentes del 
Centro Nacional de Inteligencia (CND siguieron con especial atención 
cada una de las palabras sobre este tema. Entre otras cosas, porque 
Villarejo los había nombrado en repetidas ocasiones. 


Que hable Villarejo 


—No he constituido ninguna sociedad en Panamá. En ocasiones, sí me 
han pedido ellos [el CNI] que les ayudara a pagar a alguna fuente — 


aseguró sentado en una silla frente a la juez Lamela, con dos policías 


custodiando su espalda. 

—¿Y Rafael Redondo? —inquirió el fiscal. 

—Si nos lo pidieron, probablemente sí. Probablemente lo haya 
hecho. Tengo muy mala memoria. 

Los fiscales también le preguntaron por qué no constaba que 
hubiera solicitado autorización de compatibilidad de sus funciones con 
la gestión de sus empresas privadas. 

—Si a mí el ministro de Interior me dice «te necesitamos,» y 
distintos ministros de distintos gobiernos me vuelven a solicitar... en 
ningún momento me preocupo —respondió. 

—+¿Cobró usted del Ministerio del Interior? —le preguntó el fiscal. 

—Jamás cobré nada —contestó rotundo—. Mi estructura 
empresarial estaba a disposición del Ministerio del Interior y del CNI 
cuando la necesitaban, y eso lo hacía equivocadamente, ahora lo veo, 
porque creía que esa era mi obligación... El director del CNI ha 
querido destruirme civilmente con esa campaña de prensa como si 
fuera el más malo del mundo. Y con falsedades como las del pequeño 
Nicolás y la doctora Pinto ha pretendido aniquilarme, destruirme y 
arruinarme a mí y a mi familia. Y no entiendo que sea justo solo por 
no haber estado de acuerdo con él en algunas cosas. No se puede 
utilizar el poder para destruir a una persona y que esa persona sea 
ejemplo de todo aquel... 

—Hable de casos concretos, pero mítines, no —ordenó Lamela. 

—He estado destinado como agente encubierto o agente infiltrado 
asignándome o bien en la Comisaría General de Información, en la 
Comisaría General de la Policía Judicial o en la Dirección Adjunta 
Operativa, pero nunca ni teniendo despacho oficial, ni teniendo 
destino en sí. Era un trabajo de nomenclatura. Yo estuve diez años 
excedente donde articulé una serie de sociedades y actividades y me 
pidieron que volviera para trabajar en determinadas operaciones 
especiales, pero siempre ocultando mi condición de policía. 

—Cuando usted se reincorpora, ¿pide la compatibilidad con su 
actividad privada? 

—No la pido, me la dan. Cuando yo me voy, de la Policía, en el año 
83, constituyo una serie de sociedades, de empresas y a raíz de que 
periódicamente el Ministerio del Interior me pedía trabajos, ayuda, 
estando yo excedente, pues en una ocasión el señor ministro de la 
época me dijo: para nosotros es muy importante que tus informes 


tengan el estatus de «activo» porque el de agente encubierto solo se 


puede dar si están en activo, «sigue con tus empresas». Y así lo hice. 
De vez en cuando me llamaban y me decían: hazte pasar por traficante 
de drogas, hazte pasar por traficante de armas, infíltrate en tal grupo, 
haz no sé qué, consigue... Mi eficacia es que nadie sabía que yo estaba 
en activo. 

A continuación, con la mirada alta y la voz tensa, Villarejo 
contestó «no» a cada una de las preguntas de los fiscales: 

—¿Contenía su informe información de unas diligencias previas? 
¿Contenía información de inteligencia financiera del SEPBLAC? 
¿Accedió usted a bases de datos policiales y aportó los datos a sus 
informes? 

—NOo. 

—¿Cuánto recibió Cenyt (su empresa) por ese informe? 

—No tengo ni idea. 

—El informe valía cinco millones de euros —señaló el fiscal. 

—Probablemente, señor fiscal, pero no lo recuerdo. 

—¿Se dieron indicaciones de que esos pagos se debían realizar a 
unas empresas radicadas en Panamá y Uruguay? 

—Si se hicieron esas indicaciones es porque así nos lo dijeron. 

—¿Tiene usted vinculación con alguna sociedad constituida en 
Panamá? 

—e¿Yo personalmente? No he constituido yo personalmente 


ninguna sociedad en Panamá. 


Eran preguntas retóricas porque los fiscales conocían algunas 
respuestas, solo algunas. El resto las tenía la grabadora de Villarejo... 
y las investigaciones que durante años ha realizado uno de los autores 
de este libro. 

Cuando el excomisario Villarejo entró en prisión mantenía intacta 
su fama de intocable. Su nombre, sin embargo, se diluyó de inmediato 
en una secuencia numérica inacabable. En sólo unas horas pasó de ser 
Villarejo, el hombre que creía manejar a su merced la estabilidad del 
Estado, al preso 2017014718 de Estremera. Junto a él, entraron «su 
amigo» Carlos Salamanca y su hombre de confianza, Rafael Redondo. 
Para entonces, los investigadores ya sabían que Villarejo había 
visitado Panamá y que había mentido al negar que abrió una cuenta 
bancaria como testaferro de un narcotraficante al que había protegido 
durante años. Su nombre: José María Clemente Marcet. 


11. Urreiztieta, Esteban. «Policías implican al Rey en el caso Pujol». El Mundo 
(30 de enero de 2017). 


Capítulo 3 
Las tres vidas de 
José Manuel Villarejo Pérez 


Antes de entregarse, se pegó un tiro. A otros [etarras] les ayudamos. Este se lo 
pegó. 


José Manuel Villarejo12 


05.00 horas del 3 de mayo de 2018. José Manuel Villarejo gritaba 
desde su celda: «¡Me muero! ¡Me muero!». La llamada fue un trueno 
en la noche callada de la prisión de Estremera. «Un lujo sin libertad», 
decían algunos reclusos cuando hablaban del centro penitenciario. 
«Pero sin libertad, ¿cómo va a haber lujo», contestaban otros. Lujo o 
no, la ansiedad del comisario mutó en pánico y el pánico en un 
quejido que se ahogó en la oscuridad. 

Villarejo volvió a gritar alertando a los servicios médicos del 
centro, que lo trasladaron rápidamente a la enfermería. De ahí, al 
Hospital Gregorio Marañón de Madrid. El trayecto se complicó. Perdió 
el pulso. Un shock anafiláctico anticipó el colapso general. La vida 
puso en jaque al hombre que había creído poner en jaque al Estado. 
En cuanto llegó al hospital, lo sedaron. Finalmente, se estabilizó. Fue 
el final de una jornada en la que Villarejo había almorzado con la 
noticia de que la Fiscalía se había opuesto a su salida de prisión. 

«Recordar es vivir». La frase la pronunció un amigo de Villarejo 
cuando se enteró del percance en el hospital. «Recordar es vivir», 
repetía alargando la mirada hacia nada en concreto. Y recuerda. Y 
vive. Y rebobina su memoria más de medio siglo atrás. En aquella 
época, Villarejo no era Villarejo, sino simplemente Pepe. Hijo de doña 
Ángela, la matrona del pueblo. Hijo de don Pedro, el dueño de una 


droguería ubicada en los bajos de su casa. El pueblo cordobés de El 
Carpio contaba entonces con poco más de 4000 habitantes y una 
amplia colección de fincas insignes. Allí se crio Pepe junto a sus 
hermanos: Beatriz, Pedro el Cura y Antonio; entre paredes encaladas y 
una humedad proyectada desde el cauce del Guadalquivir que calaba 
las entrañas. 

Pepe nació débil y enfermizo el 3 de agosto de 1951, aunque según 
cuenta su entorno tuvo una infancia feliz. Lo crio la Tata Concha. Una 
mujer vestida de negro inquebrantable que se desvivía por limpiar los 
eczemas que llenaban una piel demasiado joven y blanda para 
aguantar el sudor sin sufrir. 

Los padres de Pepe trabajaban sin pausa para que la escasez que 
colonizaba España no entrara en su hogar. Doña Ángela, la partera, 
tenía un trabajo a deshoras que la obligaba a salir de casa mucho más 
de lo que deseaba. Hacía tiempo que quería dejar El Carpio. Creyente 
por tradición y convicción, en cada nuevo parto se encomendaba a 
Dios. Tanto creía que siempre tuvo debilidad por su hijo mayor, Pedro 
Villarejo, quien a la postre se ordenaría sacerdote. Hombre culto, 
lector de filosofía y escritor, era la antítesis de su hermano Pepe, al 
que sus allegados recuerdan como «tirado hacia delante y vividor, 
pero también protector». De hecho, ya en su época de comisario, 
reivindicó varias veces que había renunciado a la herencia de sus 
padres en favor de sus hermanos. 

Pepe Villarejo era el hijo pequeño. Con sus padres mayores y el 
camino abierto por sus hermanos, disfrutó de una posición de 
privilegio en aquella casa alquilada por 300 pesetas al mes donde 
regían el principio del deber y los valores cristianos al modo de la 
dictadura de Francisco Franco. Cuando Villarejo era simplemente 
Pepe, jugaba vestido de romano mientras sus hermanos aprendían 
ajedrez. Nunca pasaron apreturas. La droguería que estaba instalada 
en los bajos de la casa aseguraba lo esencial y con lo esencial 
crecieron los cuatro hermanos, entre colonias a granel, pintura de 
uñas y aguas de sol para blanquear la ropa. Los días en El Carpio 
quedaron atrás cuando el azar entró en escena. Las bondades de la 
lotería llegaron al pueblo en 1962 y tuvieron un efecto expansivo. A la 
familia de los Claritos le solucionaron la vida hasta el punto de pagar 


300.000 pesetas «en billetes» por la droguería de la familia Villarejo. 
La madre del futuro agente, por su parte, tuvo al fin la oportunidad de 
empezar una nueva vida en Córdoba. 

El hijo mayor, Pedro el Cura, recuerda que «entonces se contaban 
los billetes a mano»13. Fueron aquellos billetes extendidos sobre la 
mesa del salón los que propiciaron que empaquetaran su vida y 
pusiera rumbo a la capital cordobesa. Villarejo seguía siendo 
simplemente Pepe cuando sus padres llegaron a Córdoba y compraron 
un piso en la planta baja de la calle Marquesa Valdeiglesias 3. Costó 
250.000 pesetas en una España donde el ladrillo distaba mucho de ser 
El Dorado en el que se convertiría después. 

Los problemas tardaron en llegar lo que tardó en comenzar la 
nueva etapa. El edificio donde se ubicaba el piso era como La Colmena 
de Cela. Doña Antonia era una vecina a modo de vigilante. Mitad por 
deber, mitad por la afición al comentario ocioso, residía en el rellano 
para poder controlar quién entraba y quién salía de la pensión que 
había instalado en la primera planta. Pepe, por su parte, comenzaba 
poco a poco a convertirse en Villarejo. Su fuente de inspiración en la 
vida de ciudad se llamaba don Mariano, un vecino exlegionario 
metido a Policía Nacional que intentaba mantener el orden en aquel 
edificio donde vivía Teresa López, protagonista del cuadro La chiquita 
piconera que pintó Julio Romero de Torres y que durante un tiempo 
adornó los billetes de 100 pesetas. 

Pepe encontró la liberad en Córdoba, una libertad torpe y 
atolondrada. Descubrió los primeros cigarrillos y las primeras salidas 
nocturnas. Subía a la azotea del edificio en el que vivía varias tardes a 
la semana para practicar con un palo distintos movimientos karatekas. 
En aquella España, sudado bajo el sol salvaje del Sur y con las manos 
amoratadas por la falta de pericia, aquellas prácticas lo alejaban de los 
chicos del barrio. Le tenían miedo a pesar de que sus gafas 
decimonónicas, el pelo rubio y unos mofletes repletos de carne le 
conferían un estricto halo de torpeza. «Lo consideraban un matón, un 
chulito de barrio», cuenta su amigo mientras se afana en recordar sus 
historias con el joven Villarejo. Fue sobre aquella azotea donde Pepe 
organizó, en compañía de los hijos de don Mariano, la salida nocturna 
que cambiaría su vida. 


Tenía 17 años y había renunciado a cualquier posibilidad de pasar 
desapercibido. La Nochevieja de 1968 se puso al volante del vehículo 
que su madre había pagado mensualmente con cuotas de 152 pesetas. 
Conducía aquel coche como si no tuviera nada que perder. Su amigo 
recuerda que llovía en Córdoba. Recuerda también que Pepe pasó a 
toda velocidad y sin considerar el freno por delante de la casa 
modernista donde habían vivido José Ortega y Gasset y el torero 
Manolete. En su carrera a ninguna parte, no miró a los lados. No miró 
atrás. Entre bandazos, derrapes y gritos de alegría, no pudo ver cómo 
se le acercaba un coche por la avenida América. Cuando quiso 
reaccionar, ambos vehículos eran uno solo. Sin saberlo entonces, había 
empezado su carrera en la Policía Nacional. 

Al año siguiente, marcado aún por el accidente, alguien le dijo que 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado iban a sacar a concurso 
numerosas plazas. A partir de entonces, dejó la vida disipada y se 
convirtió en un hombre pegado a un libro. Día tras día, caminaba 
desde su casa a Ciudad Jardín con los ojos sellados en las páginas del 
temario. No tenía otra distracción ni más labor o preocupación 
alternativa. Aprobó las oposiciones y el 14 de septiembre de 1972 
ingresó en la Escuela de Policía. Un año después, pisó su primera 
comisaría. Pepe había dejado de ser simplemente Pepe y se había 
hecho mayor. A sus 21 años, el niño débil de El Carpio, el joven 
karateka de Córdoba, era un servidor público a las órdenes del Estado. 

José Manuel Villarejo llegó a Madrid ataviado con un traje de 
color claro y una pequeña maleta donde cabían todas sus 
pertenencias. Comenzaba así el camino hacia el hombre que acabaría 
vistiendo trajes oscuros durante más de veinte años. 


El puño de hierro del franquismo 


El mundo brillaba bajo el halo incandescente de Elvis Presley. Ya no 
era tan joven ni liviano como en sus inicios, pero en el primer 
concierto vía satélite de la historia logró concitar ante la televisión a 
más de mil millones de personas. El trabajo musical que resultó de 
Aloha from Hawaii Via Satellit copó el número uno en las listas de 


ventas de Reino Unido, Canadá y Estados Unidos. Su traje blanco y la 
corona de flores hawaiana que le rodeaba el cuello elevaban su figura 
de ídolo a mito. En los días de mediados de enero de 1973, mientras 
los melómanos de todo el mundo chapuceaban con sus ojos en la 
avalancha de colores que llegaba del Pacífico, España vivía instalada 
en un gris permanente. 

La fortaleza de la dictadura se deterioraba en paralelo al deterioro 
de la salud de Francisco Franco. La década había comenzado con un 
Estado de Excepción en Guipúzcoa, huelgas obreras con varios 
muertos e incontables revueltas estudiantiles. El nuevo año también 
heredó de los anteriores el gusto creciente de ETA por el asesinato. Bajo 
esa convulsión constante, llegó a Madrid el aspirante a policía José 
Manuel Villarejo. 

La dictadura necesitaba más control y los españoles necesitaban 
trabajo. La convocatoria masiva de plazas al Cuerpo General de 
Policía (CGP) era una jugada de doble efecto: por un lado, trataba de 
fortalecer las estructuras de un Estado con aluminosis; por otro, 
fidelizar a cientos de españoles que no encontrarían mejor opción 
laboral: «500 plazas, más vacantes, en el Cuerpo General de Policía. 
Sólo varones de 18 a 30 años, con talla entre 1,62 y 1,89 m. Título de 
Bachiller Superior, Magisterio o cualquiera otro equivalente o 
superior. Es la oposición de título medio con mayor coeficiente 
retributivo». 

Cuando la salud de Franco empeoró, añadieron otras cien plazas al 
cupo: «En la Policía había dos partes, el Cuerpo General de Policía 
(CGP), donde investigábamos los crímenes y a la oposición, y la 
Policía Armada, que se encargaba del orden público», cuenta un 
agente de la época. José Manuel Villarejo optó al primer grupo con el 
objetivo de integrarse en la policía secreta de la dictadura. Aprobó el 
examen después de subir por la cuerda, saltar 1,1 metro de altura, 
correr los 100 metros lisos, realizar un comentario de texto y un 
examen sobre condiciones jurídicas. Consiguió el puesto 263 de 587 
candidatos, según la resolución de la Dirección General de Seguridad 
que se publicó el 1 de agosto de 1972. El documento estaba firmado 
por Eduardo Blanco, director general inmovilista de los últimos años 
del franquismo. Los 587 aprobados, vestidos con traje y corbata, 


tenían una consigna por encima de cualquier otra: mano dura y 
represión. 

España carecía de casi todo en sus estructuras públicas, también de 
policías. Villarejo pasó directamente a la categoría de subinspector, a 
pesar de estar como funcionario en prácticas del Cuerpo General de 
Policía y de percibir un sueldo de 12.000 pesetas al mes: «Su 
promoción fue un coladero de gente que nunca debería haber sido 
policía. Llegó a Madrid en la peor época para unirse al Cuerpo. Nos 
mataban como moscas», señala un viejo comisario hoy retirado. 

El metro cuadrado aún no se pagaba a precio de oro en Madrid. El 
sueldo le daba a Villarejo para alquilarse un piso en la calle Miguel 
Ángel, zona a la que décadas después solo podrían acceder los bolsillos 
acostumbrados al lujo. Al lado tenía la Escuela General de Policía, 
ubicada en un palacete de principios del siglo xx que el arquitecto 
Joaquín Saldaña había construido para la duquesa de Andría. Allí se 
formaban a los hombres de la unidad más temida: la Brigada Político- 
Social (BPS). 

En los primeros meses de 1973, Madrid se debatía entre la moral 
pecaminosa heredada del nacionalcatolicismo y el impulso de una 
generación impaciente que quería alcanzar el futuro y vivir una nueva 
época. Los agentes recién estrenados utilizaban las noches para 
canjear disciplina por diversión. Al caer el sol, se paseaban por la 
capital con la placa en la mano a modo de salvoconducto: 
«Enseñábamos nuestra placa dorada, con el águila en el centro y un 
ribete en forma de medio círculo de color verde, y se producía la 
magia». Así lo resume un policía retirado que, como Villarejo y sus 
compañeros, siempre llevaba la chapa en el bolsillo interior de su 
americana para entrar en discotecas de moda como Cerebro. 

Por las mañanas, sin embargo, el escenario era muy diferente... 
Foto de Franco. Atril de madera. Sonido áspero de tiza sobre la 
pizarra. Los profesores de la Escuela General de Policía no necesitaban 
más para transmitir «las ideas del movimiento». Así lo recuerda un 
alto mando de la Policía que se formó allí: «En el cuarto del crimen se 
recreaba un homicidio y había que aclarar el crimen y realizar un 
informe». Entre los profesores destacaba el director del centro, 
Eduardo Comín: «Ameno. Todos nos veíamos reflejados en él». Comín 


hablaba sin papeles con un verbo florido de narrador del NODO, 
prolijo en historias y adjetivos. Transmitía con ritmo la práctica y la 
teoría que había aprendido durante años en la Brigada Político-Social, 
el puño de hierro del franquismo. 

Alumnos como Villarejo recibían lecciones sobre los Boletines de 
Información Antimarxista, en los que se integraban los departamentos 
de Masonería y Judaísmo, dependientes de la Dirección General de 
Seguridad del Ministerio de la Gobernación. La Brigada Político-Social 
no entendía de matices. Creada en 1941, sus orígenes se inspiraban en 
la policía nazi. Entre sus objetivos, exterminar cualquier expresión 
contraria al régimen a base de represión y confesiones. Para 
conseguirlo, los métodos eran simples: si hay que torturar, se tortura. 
Si hay que aniquilar, se aniquila. Entre sus más ínclitos dirigentes se 
encontraban Roberto Conesa al mando, Eduardo Quintela, Pedro Polo 
y Antonio Juan Creix en Barcelona; Manuel Ballesteros en Valencia; 
Jesús Martínez en Zaragoza; José María Escudero en Madrid y, hasta 
su asesinato en 1968 a manos de la banda terrorista ETA, Melitón 
Manzanas en Guipúzcoa, quien décadas atrás había colaborado con la 
Gestapo durante la Segunda Guerra Mundial. 


Que hable Villarejo 


Sus inicios en la Policía 


El excomisario recuerda aquel tiempo a través de la figura de un 
compañero de promoción: «Lo recuerdo de los viejos tiempos de la 
Escuela, que nos reímos mucho. Un tontopollas, mierdas, que le he 
hecho mil favores. Un día le voy a dar información de lujo auténtica de 
la Casa Real de Arabia Saudí. Fui a ver al comisario general de 
Información y le dije que le llamase y el hijo de puta hace una nota 
informativa diciendo que no se fía de mí. Él no sabía que yo estaba en 
activo y claro cuando a los pocos días hablé con él le dije que era el 
soplapollas de toda la vida. Al año pide la excedencia y entonces hablo 
con el Oli [José Luis Olivera] y le jodemos el tema. Hablé con el DAO, 
con el secretario de Estado, y le arruinamos el proyecto. Le puteé que 
te cagas. Luego, me lo volví a encontrar, intentaba entrar en Canillas y 


se había olvidado el carné. Le pedí al de la puerta que lo dejase entrar. 


A él le dije: «Yo no soy como tú, “chiquitín”». 

Algunos que le conocieron hablan así de él: «Era uno de los que 
destacaba. Se hacía ver y escuchar, sobre todo en la cafetería 
Rolando», contaba un comisario. El comisario Andrés Díazi4 añade: 
«Enseñando el carné de subinspector alumno, podíamos comer en el 
restaurante instalado en los bajos de la Dirección General de 
Seguridad, situada en la Puerta del Sol, con unos precios módicos, 
acordes con nuestros presupuestos». 

«Le encantaban las armas», señala otro compañero. 

Uno de sus audios deja constancia de ello: 

—Voy a ir y lo voy a matar. Es lo que tenía que haber... Matar al 
hijo de puta ese... —se escucha decir a Manuel G., refiriéndose a la 
persona que había denunciado el amaño de contratosi5 en la propia 
Policía y por la que le habían detenido semanas atrás. 

—Bueno, algún recado se le puede mandar llegado el momento, 
porque menudo hijo de puta. Lo que hay que hacer es desacreditarlo. 
Ahí te podemos hacer nosotros un informe como Dios manda, para 
ponerlo patas arriba —le dijo Villarejo para añadir—: Ninguna fusca 
[pistola], menos mal que no tenías ni una sin papeles por ahí. 

—Tenía dos. Yo te la doy porque estoy deseando deshacerme de 
ella. Si la quieres, te la doy. 

—Si es sin papeles, me das una —le dice Villarejo. 

—¿Sabes de quién es? De un tío de ETA. 


—Ah, coño. De los viejos tiempos. 


José Manuel Villarejo terminó su etapa en la Escuela General de 
Policía cuando el Boletín Oficial del Estado (BOE) publicó su 
nombramiento como subinspector de segunda el 26 abril de 1973. Su 
número de agente era el A12GO10854. Mientras él y sus compañeros 
lo celebraban en un bar, a los mandos les esperaba un menú de boda 
en el Hotel Luz Palacio: canapés selectos, croquetas del chef, 
entremeses, cóctel de langostinos, pierna de jamón de Praga, omelette 
surprise al ron, café, licores, vinos blanco y tinto, cava Interhotel y 
champán semiseco. 

Pocos días después, miembros de la incipiente disidencia 
comunista celebraban una manifestación prohibida por el Gobierno. 
Un centenar de personas se encontraron en la calle Santa Isabel 
esquina con Doctor Mata, cerca del epicentro universitario de Madrid. 


Un pequeño grupo de policías los controlaba en la distancia. Al frente 
estaba el subinspector Juan Antonio Fernández, de 21 años. Al 
acercarse a dispersar la concentración, Fernández cayó apuñalado. 
Murió horas después en la Ciudad Sanitaria Francisco Franco de la 
capital de España. Se responsabilizó a la banda terrorista Frente de 
Liberación Popular (FRAP), que había irrumpido con fuerza y 
acompañaba a ETA en una escalada criminal que aumentó al final del 
franquismo. Se celebró un funeral de Estado. Hubo cincuenta 
detenidos y decenas de heridos por las protestas del 1 de mayo de 
1973. El vicepresidente del Gobierno, Luis Carrero Blanco, escuchó 
cómo los agentes que habían acudido al sepelio hablaban de guerra. 
En respuesta, la Brigada Político-Social aumentó las detenciones, los 
interrogatorios y las torturas. 


Lluvia de plomo en San Sebastián 


José Manuel Villarejo encontró su primer destino como policía en la 
Comisaría Provincial de San Sebastián: «Trabajé en el Grupo 
Antiterrorista, participando en numerosas detenciones de miembros de 
ETA. Entre algunas significativas, a los que atentaron en la cafetería 
Rolando en 1973; el enfrentamiento posterior y muerte en Alza del 
transportista de explosivos de la Operación Ogro (asesinato de Carrero 
Blanco); enfrentamiento y detención, gravemente heridos, de Tupa y 
Tanke en San Sebastián; enfrentamiento en Pasajes resultando muertos 
miembros de ETA y heridos Goyerri y otros, así como miembros 
policiales. Enlace en Bayona, efectuando numerosos viajes a Francia 
sin apoyo formal francés, desarmado e incluso usando el vehículo 
propio». 

Villarejo se presentó voluntario para trabajar en contraterrorismo 
dentro de la Brigada Político-Social: «Entonces obviamente nunca los 
largaban (a los etarras). Afortunadamente, se ha evolucionado. Pero 
en aquella época a los que trabajábamos en los grupos antiterroristas 
nos decían: «Chavales, en media hora como no diga la cita de 
seguridad te vas a la calle... Y algunas veces les dábamos... Yo sería 
gilipollas si dijera que algunas veces no di hostias y tal. Además, 


estaba comprometido y creía que estaba haciendo bien», confesaría 
décadas después al periodista Carlos Enrique Bayo. 

Villarejo llegó a la región donde ETA era implacable. Solo en 1973, 
sus pistoleros habían matado a seis personas entre los que había un 
policía, un parado, un empleado de una empresa de transportes, un 
empleado de una empresa de aduanas, un conductor de automóviles y 
el recién designado presidente del Gobierno, Luis Carrero Blanco. No 
había más criterio que la muerte por la muerte y los agentes allí 
destinados tenían la moral por el subsuelo: «Si te portas mal, leña al 
mono... En este tipo de trabajos no se puede ser timorato. No se 
puede...», ha dicho muchas veces Villarejo. Fue la filosofía que aplicó 
durante su estancia en el País Vasco. Allí encontró a un jefe que lo 
inspiraría: José Sáinz González, más conocido como Pepe el Secreta o 
Pepe el Gordo. 

Sáinz era una mole cántabra de dos metros con cuello de 
contrafuerte catedralicio. Sobre su cara ancha, unas gafas opacas que, 
de tan grandes, parecían un escudo más que una herramienta para 
mejorar la visión. Llegó al País Vasco en 1968 procedente de La 
Coruña para investigar el asesinato de Melitón Manzanas, jefe de la 
Brigada Político-Social en Guipúzcoa y primer mando policial 
asesinado por ETA. Lo primero que hizo fue un llamamiento al 
Gobierno, que por entonces consideraba a ETA un problema menor: 
«Me permito, una vez más, llamar la atención de los más altos poderes 
del país sobre el latente problema separatista y terrorista en las 
provincias de la región vasco-navarra, esperando no suceda como en 
anteriores ocasiones en que, al producirse un período de calma o de 
tranquilidad a raíz de una intervención policial eficaz, o tras breves 
periodo de toma de unas insignificantes medidas por las autoridades 
francesas se presuma que el problema ya está resuelto». 

Sáinz nació en 1917 y juró los Principios Básicos del Movimiento 
junto a Roberto Conesa, famoso por su maestría tanto para la tortura 
como para formar a otros torturadores, caso de Antonio González 
Pacheco, alias Billy el Niño. Ninguno de ellos era ajeno a los gritos, las 
amenazas, las porras, los látigos de cuero con bolas de plomo y, por 
supuesto, los puñetazos. Sin embargo, José Sáinz estaba obsesionado 
con modernizar la Policía para poder trabajar de un modo más 


profesional. Villarejo conectó rápidamente con él. Simbolizaba todo lo 
que soñaba cuando era solo un adolescente que practicaba artes 
marciales en la azotea de Córdoba. Entró en su equipo de veinte 
inspectores, equipados con cuatro coches y cinco metralletas. Sáinz 
empezó a infiltrarse en los ambientes más radicales y a reclutar a 
hombres como Mikel Legarza el Lobo. 

«El Lobo me contó cómo le habían reclutado un par de policías de 
la Brigada Político-Social, Juan Antonio Linares —un inspector 
jovencísimo, recién destinado en el Norte y que, años más tarde llegó 
a ser jefe de Prensa en el Ministerio de Interior— y Francisco Gómez, 
un veterano en el Grupo 11 de la Jefatura de Bilbao que se hacía 
denominar Koldo y trabajaba de decorador de tiendas», narra el 
periodista Xavier Vinader en Memorias de un infiltrado1s. 

José Sáinz dio manga ancha a sus hombres para vigilar, controlar e 
infiltrarse en los grupos secesionistas del País Vasco. No pedían 
autorización gubernamental. Trataban de parecer muchos más de los 
que eran: «Con estas medidas se pretendía sobre todo conseguir un 
efecto psicológico, dando la sensación de que eran cien hombres», 
reconoce el propio Sáinzi7. Los seis estados de excepción decretados 
de 1967 a 1971 no tuvieron el efecto esperado por la dictadura de 
Franco. Tampoco la repetida suspensión de los derechos de los 
ciudadanos o la prohibición de circular a partir de las 22.00 horas en 
grupos de más de tres personas... Nada fue como esperaban. Lejos de 
atemorizar, espolearon. 

La violencia en el País Vasco se convirtió en el principal problema 
del Estado. Los agentes de la Brigada Político-Social se emplearon a 
fondo. Amparados por la permisividad del Gobierno, podían retener a 
cualquier persona sin justificación durante más de 72 horas en las 
comisarías o cuarteles de la Guardia Civil. Una vez dentro, las 
detenciones devenían en torturas con asiduidad. El catálogo era 
variado: la cigiieña (en cuclillas y con las muñecas esposadas a los 
tobillos hasta caer al suelo, el detenido recibía numerosas patadas en 
el cuerpo); la bañera (ahogamiento programado hasta rozar la asfixia); 
o la ruleta rusa. Se trataba de quebrar la voluntad de los detenidos con 
el objetivo de sacar información. Sáinz, con la ayuda del equipo donde 
estaba integrado Villarejo, recopiló cientos de fichas personales de 


vascos antifranquistas. Escuchó y controló a decenas de personas 
contrarias al Régimen. 

A pesar de la escasez de hombres y medios otorgados por la 
dictadura, Sáinz no estaba solo en su actividad en el País Vasco:1s. El 
servicio de Inteligencia (CESED) atisbó un problema creciente en la 
región. Elaboraron un documento llamado «Plan  Udaberri» 
(“primavera” en vasco) que dirigía José Ignacio San Martín: «La 
cuestión vasca ha adquirido una seria envergadura (...). El Gobierno 
tiene sobrados medios para, conjuntándolos, eliminar una subversión 
que se encuentra en las primeras etapas de su desarrollo». 

Los espías del Estado tenían claro que debían controlar a los 
etarras. No querían que la información se manejara desde el Cuerpo 
General de Policía. Juan María de Peñaranda (Palencia, 1933), general 
del Ejército de Tierra en la reserva y hombre fuerte de los servicios 
secretos durante dos décadas, señala que en «aquella primavera de 
1973, varios informadores de los espías españoles habían advertido de 
la intención de ETA de actuar contra una alta personalidad del 
Estado»19. Como consecuencia, se decidió que los hombres de Sáinz se 
limitaran a encontrar a disidentes que quisieran ayudar. Esta decisión 
supuso el inicio histórico de la lucha entre los servicios secretos del 
Estado y algunos mandos de la Policía. Esas disputas supondrían 
también el inicio del principal problema que arrastró José Manuel 
Villarejo durante toda su carrera y que al final lo llevó a la prisión de 
Estremera: «Villarejo perdió a su primer confidente en manos de los 
servicios secretos, a los que no perdonó nunca», cuenta una persona 
con voz y mando en el Centro Nacional de Inteligencia. 


Último tango en París 


José Sáinz y sus hombres estaban en pie de guerra tras la incursión de 
la Inteligencia española en su campo de trabajo. El Gobierno reforzó la 
rama más dura de la Policía. Roberto Conesa y su discípulo Antonio 
Gómez Pacheco, alias Billy el Niño, se situaban en el centro de la 
escena. Cada ataque terrorista obtenía una respuesta contundente por 
parte de la Brigada Político-Social. Los periódicos comenzaron a llenar 


sus portadas de muertos: ciudadanos, policías... Según avanzaba 1973 
la violencia aumentaba. Sáinz elevó el fondo y la forma de su discurso: 
«Si se cuenta con el personal debidamente preparado y adecuado, con 
capacidad para realizar una acción de comando, podría ser lo 
definitivo. Esta gente (los comandos) no debería estar nunca ligada a 
la Policía ni a otro organismo del Gobierno». Esa apelación al inicio de 
una guerra sucia situaba el radio de acción más allá de nuestras 
fronteras, en Francia. 

ETA fortalecía sus estructuras día tras día al tiempo que el dictador 
Francisco Franco preparaba un cambio de Gobierno para final de año. 
El contexto no solo era convulso en España, a nivel mundial, la mayor 
crisis del petróleo conocida hasta el momento amenazaba la viabilidad 
económica de Estados Unidos y Europa Occidental por su fuerte efecto 
inflacionista. Ajenos a los problemas internos y externos, O 
precisamente a causa de las preocupaciones que generaban, muchos 
españoles de la cada vez más asentada clase media cruzaban la 
frontera con Francia para ver a Marlon Brando y Maria Schneider en 
El último tango en París. José Manuel Villarejo siguió la misma ruta, 
pero sin expectativas de evasión erótica. Desarmado, su misión 
principal era conseguir información de los etarras escondidos en 
Bayona, transmitirla después a su equipo y servir de enlace con los 
gendarmes franceses. 

«Nunca creyó que las cosas iban a ser así cuando aceptó aquel 
destino. Pero con la primera muerte cerca a manos de la banda 
terrorista ETA, su forma de ver la vida cambió», recuerda una de las 
pocas personas que no oculta su amistad con Villarejo. «Algunos dicen 
que su papel en el País Vasco fue menor. Un simple agente que, como 
mucho, se había dedicado a hacer recados para el jefe. Otros, sin 
embargo, lo pintan como un idealista; un joven cordobés que iba para 
abogado, pero que se había hecho policía contra la voluntad de sus 
padres», señala el periodista Álvaro de Cózar en el podcast V, las 
cloacas del Estado»0. 

Sáinz ordenó a Villarejo que se entrevistara con su primer 
confidente y le pidió que tuviera cuidado. Era el máximo responsable 
del dispositivo y conocía bien la mortífera capacidad de los terroristas. 
El confidente era Ignacio Iturbe Alkain, alias Pitiz1. Nacido en 1949 en 


una familia vasca muy respetada, llevaba años vinculado a personas 
de extrema derecha. En especial, a Jesús Arrondo, Cocoliso, 
informador policial: «Cocoliso introdujo a Piti en los ambientes 
policiales». Allí conoció a Villarejo. 

La Policía buscaba gente joven que se integrara en los entornos 
abertzales para obtener información. Villarejo eligió el primero de la 
larga lista de alias que utilizaría a lo largo de su trayectoria: José 
Villar. No obstante, tenía un problema. Su sonoro acento sureño lo 
señalaba como sospechoso en el País Vasco Francés. Allí pertenecía al 
equipo Azteca, un grupo integrado por nueve hombres del que, según 
él mismo, era el jefe: «Pepito Losada y Julito Corrochano fueron mis 
alumnos», asegura en sus audios. 

Villarejo se dirigió al Hotel Monbar de la rue Pannecau, una calle 
estrecha de Bayona donde había varios locales frecuentados a diario, y 
casi en exclusiva, por miembros de la banda terrorista ETA. El País 
Vasco Francés era un lugar seguro para ellos. Allí se movían con 
libertad a la espera de tener que entrar en España para realizar 
«acciones fuertes». Era la segunda vez que Villarejo visitaba el lugar. 
Semanas atrás había ido con su jefe, José Sáinz, para entrevistar a un 
confidente que les había informado sobre Txomin, uno de los 
dirigentes etarras. Tenía orden de pagar tres mil pesetas a Piti a 
cambio de información sobre refugiados, posibles atentados, zulos y 
escondites. 

Los bares de la Petit Bayonne estaban repletos de etarras. No se 
escondían. Villarejo no era el único agente del Estado español que 
estaba por allí. Servicios secretos, guardias civiles y otros policías se 
empleaban a fondo para establecer contactos fructíferos con 
confidentes y agentes encubierto: «Hace poco paseé cerca del Monbar 
y entre aquellas paredes se produjeron muchas historias que solo hoy 
son confesables», recuerda el delegado de la Generalitat de Cataluña 
en Madrid Gorka Knór, ex vicepresidente del Parlamento Vasco y 
secretario general de Eusko Alkartasuna. Villarejo tuvo que ofrecer 
más dinero a Piti para que siguiera como su confidente. 

José Sáinz premió la tenacidad de Villarejo. «Los que más 
destacaban frente a sus mandos se disputaban la protección de los 
entonces príncipes Juan Carlos y Sofía», señala un agente. «Atraído 


por las buenas dietas y porque le molaba pasarse el verano mamoneando 
en Palma, solicitó el destino y se lo concedieron», cuenta la periodista 
Ana Romero22. José Manuel Villarejo tenía entonces 23 años. 


Dudosa vinculación con la Casa Real 


En el verano de 1973 salió el primer número de Popular 1, una revista 
musical que llevaba en portada a Marisol con una camisa ibicenca y 
un culote negro bajo el título de «Futura mamá». España caminaba 
despacio hacia la modernidad. Esa temporada, la canción más 
escuchada era Eva María, de Fórmula V, que competía en popularidad 
con Give me love, del ex-Beatle George Harrison. No obstante, el 
régimen estaba para poca música. Obligados por la endeble salud de 
Francisco Franco, nombraron presidente del Gobierno a Luis Carrero 
Blanco con la intención de que se convirtiera en el hombre fuerte del 
Estado y asentara los ideales del franquismo tras la muerte del 
dictador. Carrero Blanco tenía sesenta y nueve años y estaba 
designado para ser el puente que con los años condujera de Franco al 
príncipe Juan Carlos. 

La familia real llegó a la base aérea mallorquina de Son Sant Joan 
al mediodía del 7 de agosto. Viajaban por separado en dos aviones 
militares. El primero trasladaba al príncipe junto a sus hijas, el 
segundo, a la princesa y al infante Felipe. Antes de ir al palacio de 
Marivent, fueron recibidos por las autoridades provinciales y el 
director general de Seguridad. 

José Manuel Villarejo llevaba tiempo en la isla. Aún hoy dice 
haber recorrido «pueblos y ciudades antes de que llegara el príncipe», 
según la periodista Ana Romero. El agente recordaría años después 
que el dispositivo de seguridad «no era tan sofisticado como el de 
ahora, pero ya había dos bucles, uno con la escolta estrictamente 
personal —él lo llama ojos crueles— y otro de agentes camuflados en el 
Club Náutico o en donde estuvieran los príncipes». 

Actualmente no existen documentos que prueben que Villarejo 
trabajara directamente en el dispositivo de seguridad de la Casa Real. 
De hecho, algunas voces lo desmienten: «Villarejo jamás ha trabajado 


en el entorno de seguridad de la Casa de su Majestad el Rey. Ni de 
lejos ni de cerca. Nunca lo hubiésemos permitido. Ni siquiera en los 
años 70 y 80», dice un exdirectivo del antiguo Centro Superior de 
Información de la Defensa (CESID). 

Nadie que haya formado parte de la Inteligencia española consigue 
explicarse cómo el Estado se ha prestado durante más de cuarenta 
años a las acciones de Villarejo: «No me merece ningún respeto nada 
de lo que dice Villarejo», llegó a señalar Jorge Dezcallar2x, director del 
Centro Nacional de Inteligencia de 2002 a 2004. 

Fuera o no parte de la escolta del príncipe Juan Carlos, «Villarejo 
asume que arrimándose a los mandos del Cuerpo puede escalar más 
rápido, ganar algo de dinero y codearse con los ricos». Ese será el 
modus operandi de sus siguientes años. Pero no corramos tanto, antes 
de que acabara 1973, el terror pronunciaría la última palabra. 


La Operación Ogro y las represalias 


Un coche cayó del cielo para quedar destrozado en su quietud sobre el 
patio de la iglesia de San Francisco de Borja. Dentro iba el presidente 
del Gobierno. Era la víspera de Navidad. Los 100 kilos de Goma 2 
hicieron que el Dodge Dart 3700 donde viajaba Luis Carrero Blanco 
saltara por los aires. Franco se quedó sin sucesor y la dictadura sin 
futuro. La sociedad española, conmocionada. Un runrún de 
enfrentamiento civil recorrió las calles durante horas de acérrima 
tensión. Los terroristas habían culminado la Operación Ogro. España 
se encogió aterida ante un futuro incierto con vistas al pasado. La 
palabra «venganza» volvió a escucharse con fuerza en todos los 
rincones donde había algún ápice de autoridad. 

La respuesta del Régimen fue inmediata: detenciones, palizas... Los 
grupos antiterroristas tenían vía libre para obtener información. José 
Manuel Villarejo adoptó los métodos de sus compañeros de la Brigada 
Político-Social: «Antes de entregarse, se pegó un tiro. A otros (etarras) 
les ayudamos», confesó muchos años después a Carlos Enrique Bayo, 
hijo de Lidia Falcón. 

«¡Ahora ya no parirás más, puta!». Lidia Falcón temía morir sin 


haber terminado de gritar. Era una líder feminista a la que la Brigada 
Político-Social detuvo seis veces entre 1960 y 1973. 

Las secuelas de la séptima vez le impedirán dormir bien de por 
vida. Las palabras del principio son de Antonio González Pacheco, 
alias Billy el Niño, quien en su último encuentro le aseguró 
personalmente que no volvería a ser madre. «Billy el Niño y Conesa 
me golpearon en el estómago y en el hígado. Me tiraban de los brazos 
que parecía que se me salían. Así durante tres horas. Sin comer ni 
dormir ni beber». También la colgaron de unos grilletes y le 
propinaron puñetazos en el abdomen, estómago e hígado. Intentaban 
que asumiera un atentado que no había cometido. 

Para entender mejor estos hechos, primero hay que conocer la 
historia de Tupa y Tanke. La Guardia Civil hizo un control rutinario a 
la entrada del barrio antiguo de San Sebastián. Era un 28 de agosto de 
1974 y la ciudad estaba llena de gente. En un coche circulaban los 
etarras José María Arruabarrena Esnaola, alias Tanke, y Garmendia 
Artola, alias Tupa, cuando se vieron obligados a parar. A Tupa lo 
buscaban por participar en los asesinatos del presidente del Gobierno, 
Luis Carrero Blanco, y del cabo de la Guardia Civil Gregorio Posadas 
Zurrán. 

Arrinconados y sin escapatoria aparente, Tupa y Tanke sacaron las 
pistolas y consiguieron huir a tiros. Condujeron hasta la playa de 
Ondarreta y dejaron las armas en el interior del vehículo frente a la 
facultad de Derecho de San Sebastián. Algunos testigos que se 
encontraban en la avenida de Zumalacárregui miraban aquel trasiego 
con estupor. Los agentes de la Guardia Civil les seguían de cerca. La 
persecución continuó. Empezó un nuevo tiroteo. Uno de los disparos 
entró y salió de la cabeza de Tupa, que quedó tumbado, moribundo, 
con los sesos esparcidos por el suelo. 

La Guardia Civil encontró una anotación en la agenda de Tanke a 
la que no le dio importancia: «Rolando 2.15-2.45». Cada asesinato de 
ETA era contestado por el Gobierno y cada respuesta encontraba una 
réplica de los etarras. Envueltos en esa espiral, la banda terrorista dio 
un paso más en su escalada de crímenes y preparó la operación de la 
calle del Correo. 

Eran las 14.35 horas del 13 de septiembre de 1974. Hierro y fuego 


terrorista reventaron la cafetería Ronaldo. Los 35 kilos de dinamita 
pusieron del revés el centro de Madrid. En la calle del Correo, a 
escasos metros de la Puerta del Sol, los pisos vibraron como si 
estuvieran hechos de cartón piedra. Los terroristas buscaban dar un 
golpe en el epicentro operativo policial, en el mismo lugar donde 
Villarejo y sus compañeros de promoción solían almorzar en los 
tiempos de la Escuela General de Policía. 

El semanario Cambio 16 publicó en su número 150 un párrafo 
nunca desmentido: «Fuentes relacionadas con la DGS confirmaron los 
rumores según los cuales días antes del atentado se habían dictado 
normas a los funcionarios policiales en el sentido de que se 
abstuvieran de pararse junto a las fachadas del edificio, y de que 
tratasen de no circular ante la puerta principal y no frecuentasen la 
cafetería Rolando». 

Pepe el Secreta informó a los medios de comunicación: «Según 
nuestros informes, el grave atentado del restaurante cafetería Rolando, 
producido el pasado día 13, fue estudiado y programado de antemano 
por el Frente Militar de ETA (Quinta Asamblea), y sin duda los últimos 
acontecimientos en el norte de España lo precipitaron (...). En 
Rentería (Guipúzcoa), la Guardia Civil intervino diversa 
documentación que envió desde Francia José Ignacio Múgica Arregui, 
alias Ezquerra, a José Miguel Goiburu Mendizábal, alias Goyerri, 
responsable de dicha organización en el interior. En ella se 
mencionaban nombres y algunas acciones a realizar en Madrid. 
También la Guardia Civil de la misma provincia, el 28 de agosto 
pasado, detuvo a José María Arruabarrena, alias Tanke, y a José 
Antonio Garmendia Artola, alias Tupa, después de un tiroteo, del que 
ambos resultaron heridos. De Tanke se conocían muchos datos en 
cuanto a su actividad terrorista y se consideraba del mayor interés su 
interrogatorio». 

Miembros del equipo en el que estaba integrado Villarejo 
recordaron las anotaciones de la agenda de Tanke y se desplazaron al 
Hospital Provincial de San Sebastián. José Antonio Garmendia Artola, 
alias Tupa, llevaba ingresado desde su detención. Estuvo quince días 
en coma hasta que lo intervinieron para colocarle una prótesis 
craneal. El político nacionalista vasco Juan Mari Bandrés recordaba 


que el etarra «queda vivo de milagro, pero en un estado humano 
lamentable, con incapacidad total tanto psíquica como fisiológica». 
No obstante, los hombres de Sáinz le sacaron una confesión. Les ayudó 
una monja que le susurraba al etarra que si no colaboraba acabaría en 
el infierno. Tupa mencionó a Genoveva Forest, esposa del escritor 
Alfonso Sastre, que acabó detenido junto a Mari Luz Fernández y 
algunos familiares; también a Vicente Sáinz de la Peña, director de 
teatro; a Antonio Durán, obrero de la construcción; a Bernardo Badell, 
piloto de Iberia, y a su esposa Carmen Nadal; a María Paz Ballesteros, 
actriz; a Lidia Falcón, abogada, y a Eliseo Bayo, escritor. 


Que hable Villarejo 


Detenciones por el atentado de la calle del Correo 


«Lo de la calle del Correo lo supimos nosotros en unas anotaciones... 
Nosotros pillamos al comando que trajo los explosivos para Carrero. El 
grupo Azteca. Éramos nueve, además, y solamente a cuatro les dieron 
matarile... Éramos no más que cinco en aquella época. Y había unas 
anotaciones que ponía: Rolando 2.15-2.45. Era la hora en la que los 
policías iban a tomar copas allí». 

Esto se lo cuenta al periodista Carlos Enrique Bayo, hijo de Lidia 
Falcón y Eliseo Bayo25: «Villarejo no tuvo ningún tipo de pudor en 
hacerme creer que él detuvo a mi madre y a mi padre», asegura Bayo, 
que también acabó detenido junto a sus padres a causa de aquel 
dispositivo policial. Y esto es lo que el excomisario le cuenta al 
periodista: 

—Yo tuve el honor de conocerle [a su padre]. Yo lo detuve. Pero 
me costó, me costó... Yo estaba en los grupos antiterroristas. Yo estuve 
en la Brigada Social, actuando en los grupos antiterroristas. Desde que 
ingresé en la Policía fui voluntario en contraterrorista, que estuve en 
el... [inaudible]. Y cuando hubo el tema del atentado de Correo y tal y 
cual... 

El periodista precisa con sangre fría: 

—A mi padre y a mí nos detuvieron juntos en Barcelona. 
Estábamos los dos en la casa. 

—¿Pero cuándo lo de la calle del Correo? No. 


—;¡Sí! Lo que pasa es que luego a él lo trajeron aquí... 


—Es que fue en Madrid... —contesta Villarejo. 
—Claro. Trasladaron aquí a mi madre, a mi hermana y a mi padre, 
pero es que yo todavía no era mayor de edad y me soltaron al cabo de 


unos días de... y no me enviaron a Madrid. 


Lidia Falcón rememora el momento en el que la detiene la Policía: 
«El 16 de septiembre, tras interrogar a los etarras, la policía detuvo a 
Eva Forest. Le abrieron el bolso y, entre otras muchas, sacaron las 
llaves de mi casa. «Son de la casa de Lidia Falcón y Eliseo Bayo», 
contestó. Inmediatamente llamaron a la Jefatura de Barcelona para 
que nos detuvieran. Después de registrar mi despacho sin encontrar 
nada, a la una de la madrugada nos metieron en dos coches. Eliseo y 
mi hija en uno. A mí en otro. Mi hijo, que tenía 16 años, lo detuvieron 
y lo tuvieron tres días en la Jefatura de Barcelona. No nos dijeron 
adónde nos llevaban ni porqué. Condujeron toda la noche y casi a las 
10 de la mañana llegamos a Madrid, a la Dirección General de 
Seguridad. Como entrabas por la calle del Correo, vi la cafetería 
destrozada. El edificio estaba en ruinas. Entonces sí que pensé que nos 
matarían»os. 

Los hechos contrastados dicen que Villarejo no participó en la 
detención de Eliseo Bayo y Lidia Falcón. Sin embargo, formaba parte 
del equipo de agentes que obtuvieron la información sobre ambos. 
Información que, a la postre, llevaría a Lidia Falcón al borde de la 
muerte tras sufrir durante horas las torturas de Roberto Conesa y Billy 
el Niño. 

Después del atentado en la cafetería Rolando, José Manuel 
Villarejo dejó el País Vasco y volvió a Madrid para quedarse. El 
periodista Carlos Enrique Bayo acabaría grabado en los audios 
secretos del excomisario. La encargada de hacerlo fue Victoria 
Álvarez, una de las agentes civiles que usaba para investigar a 
cualquiera que no fuera de su agrado. Los motivos eran sencillos: Bayo 
se convirtió en uno de los primeros periodistas que se atrevió a sacar a 
la luz sus trapos sucios. 
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Capítulo 4 
Dolorosamente hartos 


A lo mejor soy un poquito hijo de perra con los enemigos... 


José Manuel Villarejo27 


El olor a desinfectante impregnó las fosas nasales de José Manuel 
Villarejo cuando entró en la prisión de Estremera. El primer destino 
del excomisario fue la enfermería. Nadie quería arriesgar con un 
corazón maltrecho. La cárcel se levanta como una ciudad fortificada 
en medio de la nada. Es el centro penitenciario más moderno de 
España. Lujoso en atenciones y equipamiento, los reclusos tienen 
clases de spinning, ping pong y otros deportes en el polideportivo; hay 
actividades culturales, cursos de inglés y un centro de estudios 
universitarios. Algunos presos insisten en que es un lujo sin libertad. 
Sin embargo, el tiempo, que parece detenido en las 1214 celdas del 
centro, corre a la velocidad de la luz más allá de sus muros. 

La vida pasa a toda prisa y con ella se lleva el tiempo, que no 
vuelve. Cuantos más años tiene el recluso, más despacio recorre la 
distancia que lo separa de la libertad y más aguda es la ansiedad por 
estar allí encerrado. Así lo reconocen los más veteranos. Así lo siente 
también Villarejo, cuya disciplina diaria encuentra un enemigo 
pertinaz: el tiempo libre. Su jornada empieza a las 08.00 horas. Tras el 
aseo y el desayuno, emplea gran parte del día en leer, escribir y 
estudiar. Así, una mañana tras otra. Una tarde tras otra. Una noche 
tras otra. Y vuelta a empezar sin horizonte fijo ni fecha definida. Sin 
descanso en la guerra por no venirse abajo. 

El excomisario quiere licenciarse en Ciencias Políticas. Lo ha dicho 
en alguna ocasión: «Me apasiona la manipulación de masas». La 
mayoría de los reclusos que comparten espacio con él resumen su 


actividad en dos acciones: «Siempre está leyendo la prensa y oyendo la 
radio». Ha dejado crecer el vello de su perilla y se ha afeitado la 
cabeza. Es un líder para muchos presidiarios, que lo conocen como 
Breaking Bad por su parecido con el protagonista de la famosa serie de 
televisión. Incluso su núcleo más íntimo de abogados y familiares ha 
hecho un grupo de Whatsapp con ese nombre. 

Villarejo comparte celda con su sombra protectora, un guardia 
civil de mediana edad que estuvo destinado en el País Vasco cuando 
ETA solo aceptaba dos opciones: impuesto revolucionario o asesinato. 
Plata o plomo. En Estremera se ha convertido en el mejor amigo del 
excomisario. Una suerte de asistente que incluso hace labores de 
entrenador personal: «Le pone las pesas en el gimnasio, le hace la 
cama y los recados». 

Villarejo jamás se hubiera imaginado en semejantes circunstancias 
cuando el entonces ministro del Interior, Alfredo Pérez Rubalcaba, 
inauguró la prisión de Estremera en julio de 2008. Nunca perdonó al 
político que no quisiera saber nada de él: «Rubalcaba es un genio de la 
estrategia y de los que, en el último momento, si va perdiendo, te 
apuñala. Es un tío al que no le gusta la atención porque ahí no está 
cómodo. A él le gusta pasar desapercibido, ser malandrín, pero en el 
último momento», le confesó a la dirigente del Partido Popular, María 
Dolores de Cospedal. 

Rubalcaba siempre fue consciente de que estaba en la diana del 
expolicía: «Siento mucho lo que Villarejo dijo sobre tu madre y mi 
hermano. Villarejo me atacaba a mí, no a ti», le confesó a Francisco 
Marco en la estación de Atocha pocos días antes de morir. «Nunca 
saldrá una grabación mía con Villarejo. Jamás lo conocí», añadió en 
aquel encuentro. 

Villarejo es un líder respetado dentro del módulo cuatro de 
Estremera, especialmente por los policías, guardias civiles y 
funcionarios de prisiones que cumplen condena con él. Son cuarenta y 
siete en total. En el módulo hay dos grupos: los más jóvenes, que 
hacen deporte; y los más maduros, que leen, escriben y comentan las 
noticias. Villarejo se apoya en Carlos Salamanca, su antiguo 
compañero de Cuerpo y negocios. También en Cristóbal Sánchez 
Fornieles, antiguo brigada del Ejército cuya experiencia conmueve a 


Villarejo. 

Cristóbal Sánchez Fornieles había llegado a Estremera tras pasar 
cuarenta y tres días incomunicado en la prisión malagueña de 
Alhaurín de la Torre. Durante ese tiempo, tuvo una única hora de luz 
al día, no pudo hablar con nadie y, para evitar las tentaciones aciagas 
que provoca el exceso de ansiedad, permaneció sin cordones en los 
zapatos. Su historia empezó en 2014. Tiempo atrás, había dejado las 
Fuerzas Armadas para dedicarse a la agricultura. Ese año, junto con 
un socio, compró las 1.750 hectáreas de un terreno en Guinea-Bisáu 
donde estaban las instalaciones de un viejo proyecto del Banco 
Mundial. Las arreglaron y empezaron a cultivar cajú (anacardo). 
«Dábamos de comer a trescientos vecinos del pueblo y en 2017 el 
negocio empezaba a despegar». 

El mejor momento de la sociedad empresarial supuso el principio 
del fin para la propia sociedad empresarial. Un día recibió la llamada 
de su hijo: habían detenido a su hermano Francisco y a su socio en 
África, Juan Carlos Cervera. Agentes de la Policía Nacional habían 
descubierto un contenedor con novecientos kilos de cocaína en el 
puerto de Algeciras. Sánchez Fornieles trató de arreglar la situación y 
dos días después del aviso, se personó en la embajada de España en 
Guinea-Bisáu: «Ante el desconocimiento del inspector jefe de la 
embajada, viajé al día siguiente para presentarme voluntario. En 
cuanto aterricé en el aeropuerto de Málaga, sin tomar ni un café, 
comparecí en la comisaría de Torremolinos... No tenía nada que 
ocultar, pero los policías ni me quisieron escuchar». 

Lo encerraron e incomunicaron en Alhaurín de la Torre. Solo su 
pasado militar permitió que Instituciones Penitenciarias lo separara de 
los presos comunes y pudiera llegar a Estremera con plaza en el 
pabellón de exmilitares y expolicías. Su cara desencajada, el silencioso 
estruendo de sus ojos y la falta de ánimo conmueven a Villarejo y 
Salamanca. Este segundo le da dinero para un café. Villarejo empatiza 
con él rápidamente, pero al mismo tiempo desconfía, teme que sea 
una trampa preparada por el Centro Nacional de Inteligencia (CND): 
«Villarejo era muy reservado conmigo, siempre miraba a su alrededor 
y analizaba cada uno de los rincones en su celda y de la prisión...». 

Villarejo temía que alguien grabara sus conversaciones: «Hombre, 


es muy fácil ponerte un micrófono de ambiente; hay muchas formas. 
Hay enchufes que son enchufes con micrófono, mmm... Entonces, te 
pones en un cuarto a veinte y treinta metros y los tienes dentro de un 
cajón y te están chupando todo lo que hablas... Si hay algún 
traidorzuelo lo tiene a huevo», había dicho poco antes de entrar en 
prisión. 

No obstante, Villarejo fue olvidando poco a poco sus temores y 
comenzó a ayudar a los presos que lo necesitaban. Lo hizo con 
Cristóbal Sánchez Fornieles, pero también con aquellos que requerían 
de sus conocimientos sobre recursos judiciales: «Villarejo está mucho 
más preparado que el resto de los reclusos, es buena gente...», 
reconoce el propio Sánchez, a quien el excomisario ayuda a preparar 
su defensa cuando una providencia del juzgado le marca lugar y hora 
para declarar. 

De sus días en prisión, Cristóbal Sánchez también tiene buenas 
palabras para la mujer de Villarejo, Gemma Alcalá, que «ayudó a mi 
hija a entender el sistema penitenciario». Cristóbal Sánchez dejó la 
prisión de Estremera pocos días después de declarar: «Las conclusiones 
—del informe policial — son todas erróneas e inducen a error a la 
Fiscalía... Pepe —Villarejo— enseguida lo vio». El empresario obtuvo 
la libertad al tiempo que se abrió un informe en el que se detallaba 
que la Policía se había equivocado con él y que era un grupo de 
narcotraficantes el que había introducido la cocaína a través del 
puerto de Algeciras. 


El principal trabajo de José Manuel Villarejo en prisión es preparar su 
defensa. Pasa gran parte del día dedicado a ello: lee los autos, los 
subraya y, cuando quiere, escribe al juez: «Me permito dirigirme a 
usted para manifestarle una honda preocupación que tengo...». Así 
arranca una de las misivas que acaba diciendo: «Le ruego que tome 
muy en consideración lo que aquí le expreso...». 

Una misiva. Otra misiva. Y vuelta a empezar: «En los registros 
practicados en mis distintos domicilios se han intervenido abundante 
material electrónico, incluido teléfonos móviles, ordenadores, cedés, 
tablets, pen drives, discos duros externos e incluso microcintas con una 


antigúedad de más de veinte años, en desuso desde hace mucho 
tiempo. Todos esos elementos digitales o informáticos contienen datos 
y elementos de especial sensibilidad para los intereses del Estado, 
razón por la cual le pido a usted que tome todas las medidas 
necesarias para evitar su conocimiento, examen o difusión por terceras 
personas». 

El interés del Estado y de la seguridad de los ciudadanos es un 
argumento común en las explicaciones de Villarejo, pero sus actos a lo 
largo de las últimas décadas demuestran lo contrario. El excomisario 
es el particular efecto mariposa de nuestra historia reciente: cada vez 
que pestañea dentro de la celda de Estremera, aparece una víctima a 
causa de sus grabaciones. Da igual el ámbito social. Da igual si es solo 
una persona o un grupo. Empresas, instituciones o el Centro Nacional 
de Inteligencia. Si Villarejo hace un leve gesto, un nombre hasta 
entonces secreto se revela como parte de alguna trama que remueve 
los cimientos del país. Las miradas se vuelven otra vez hacia 
Estremera. Villarejo pestañea de nuevo. Y vuelta a empezar. 

El efecto Villarejo activa un motor que adelanta y atrasa, mezcla y 
remueve el pasado y el presente en la batidora espacio temporal de 
sus grabaciones y notas. Cuando termina el centrifugado, los hechos 
conocidos hasta ahora quedan embadurnados por la sospecha, con la 
apariencia de ser una realidad a medio contar. La España inventada 
para, sigue y retrocede. No hay más lógica que la arbitrariedad 
alimentada por un bucle de mentiras y medias verdades. Pirotecnia 
que juega con un presente falseado en el que no se sabe si la verdad es 
lo que sucede ahora o debemos esperar primero a saber lo que se 
desconoce del pasado para intuir qué puede venir en el futuro 
inmediato. 

La historia sigue y por pura necesidad narrativa volvemos a 1975, 
sumidos en los caprichos cronológicos que propone el efecto mariposa 
de José Manuel Villarejo. Aparecerán nuevos nombres en las 
siguientes páginas, otras tramas que ordenarán nuestro presente a 
través del pasado. Incluso Villarejo sabrá más de Villarejo si sigue 
descontando reglones a este libro. 


Brigada Especial Operativa y la llegada de nuevos 
tiempos 


Carlos Arias Navarro gimoteaba frente a la cámara de Televisión 
Española: «Españoles... Franco ha muerto». El presidente del Gobierno 
solo dejaba una certeza a la sociedad española tras su alocución del 25 
de noviembre de 1975: nadie sabía qué iba a pasar. Esa incertidumbre 
suponía una amenaza en la Comisaría General de Investigación Social 
de Madrid. Los llamados «chicos Conesa» escuchaban en grave silencio 
las palabras de Arias Navarro, conscientes de que se acercaba un 
cambio de época que los podía comprometer. Entre ellos estaba José 
Manuel Villarejo, que en 1974 se había incorporado a uno de los 
grupos policiales más temidos de la dictadura. Con el comisario 
Roberto Conesa al frente, la historia de la unidad tornó en mito con el 
paso de los años, pero el mito quedó en nada si lo comparamos con la 
realidad: palizas, torturas, vejaciones... cualquier disidente político 
era susceptible de padecerlas. 

La brigada contaba con doscientos hombres, que dirigía Juan 
Antonio González Pacheco, alias Billy el Niño, director y número dos 
de Conesa. Hombre enjuto de cara inflada por unos mofletes que 
parecían picaduras de araña, llevaba alzas en sus zapatos porque no 
llega al 1,60 de estatura. Lucía una melena plagada de caracoles y 
según los testimonios postreros de sus víctimas: «Era un sádico que 
disfrutaba torturando, especialmente a las mujeres». En 1969, fue 
relacionado con el asesinato de Enrique Ruano, estudiante de Derecho 
y militante del Frente de Liberación Popular. Ruano murió bajo la 
custodia de la Policía secreta de Franco. La dictadura habló de 
suicidio. En la estrategia de comunicación participó el ministro de 
Información y Turismo, Manuel Fraga. El movimiento antifranquista 
lo consideró un crimen político y los incidentes colonizaron las 
universidades a pesar de la represión de agentes como González 
Pacheco. 

Cuando Villarejo se puso bajo sus órdenes, encontró un Cuerpo 
donde todos obedecían sin la más mínima sutileza ni opción a réplica: 
«De las cuestiones principales solo se enteraban Conesa, Pacheco y 
pocos más», señala un funcionario que trabajó a las órdenes de 


Conesa. De aquellos tiempos, recuerda a Villarejo «como un joven 
apegado al poder que lucha por hacerse ver y siempre se presenta 
voluntario en las detenciones». 

Villarejo no tardó en hacerse «muy amigo» de Billy el Niño, según 
el comisario Enrique García Castaño. Ambos compartían una 
procedencia geográfica cercana: Villarejo nació en el pequeño pueblo 
cordobés de El Carpio; González Pacheco, en una aldea de seiscientos 
habitantes perteneciente a la mancomunidad cacereña de Montánchez. 
Muchos años después, Pacheco le facilitaría información confidencial 
a través de uno de los policías investigado en la causa Tándem. A su 
lado, Villarejo aprendió lo que más tarde diría con recurrente 
asiduidad para referirse a ciertas personas que considera enemigas: 
«Como lo vea, le doy dos hostias... Le voy a partir las dos piernas y la 
mano con la que escribe pa” jodida, para que tenga que aprender el 
(ininteligible)... y la cara se la van a cortar, ya con eso... Con eso es 
suficiente, ¿sabes? (...) En septiembre, eso... va en marcha». 

Al morir Francisco Franco cayó un dique y España comenzó a 
abrirse. Sin embargo, no se acuesta uno en dictadura y se levanta en 
democracia. La vigencia de lo primero aún se imponía con claridad a 
la ilusión por lo segundo. Enero de 1976 nació envuelto en una mezcla 
de incertidumbre e inestabilidad que se extendió por todo el país. Con 
el dictador enterrado en el Valle de los Caídos, sus acólitos trataban de 
perpetuar el Régimen, pero no tardaron en aflorar profundas 
disensiones. Los más cercanos a Franco, denominados el «búnker» y 
liderados por Blas Piñar y José Antonio Girón de Velasco, chocaban 
con los «aperturistas». El nudo estatal que sostenía la fortaleza del 
célebre «atado y bien atado» comenzó a desbaratarse a medida que 
figuras como la de Adolfo Suárez ganaban fuerza. A él se unieron 
Manuel Fraga o José María de Areilza en la voluntad de dar comienzo 
a una nueva época. 

Mientras los políticos hablaban, la Policía franquista temía que un 
día cualquiera llegara el futuro y los pusiera frente al espejo de su 
pasado. Así que empezaron a filtrar información sobre atentados y 
asesinatos. Querían que el Gobierno mantuviera su forma de trabajar. 
El ministro de Relaciones Sindicales, Rodolfo Martín Villa, recuperó a 
José Sáinz, antiguo jefe de Villarejo en el País Vasco, como 


subdirector general de Policía. Su voluntad era calmar los ánimos, 
pero los sucesos de Vitoria, también conocidos como la «Matanza del 3 
de marzo», desencadenaron una de las mayores crisis políticas de la 
Transición, hasta el punto de ponerla en jaque. 

Ese día, la Policía Armada desalojó a 4000 trabajadores que hacían 
huelga dentro de la iglesia vitoriana de San Francisco de Asís. Los 
agentes lanzaron gases lacrimógenos al interior del templo y 
dispararon con fuego real y pelotas de goma a los que salían del 
recinto. Mataron a cinco personas e hirieron a más de ciento 
cincuenta. Pero no acabó ahí. Durante los actos de protesta que se 
desarrollaron después, fallecieron otras dos personas. La Policía quedó 
en entredicho y la tragedia desencadenó el cambio de Gobierno. El 
hombre que lloraba a Franco, Carlos Arias Navarro, dejó la 
presidencia a Adolfo Suárez por orden del rey Juan Carlos 1. 

España cada vez se distanciaba más del franquismo y el temor 
sacudía a los viejos mandos policiales. El principio del fin real del 
antiguo Régimen se acercaba. El 18 de noviembre de 1976, Adolfo 
Suárez y Torcuato Fernández-Miranda consiguieron que unas Cortes 
aún franquistas aprobaran la ley para la Reforma Política. Comenzaba 
el camino hacia unas elecciones democráticas y un periodo 
constituyente. Los aperturistas se imponían al Búnker. 

La Policía posfranquista adaptó su aspecto público al son de la 
modernidad que marcaban los nuevos tiempos. Donde antes había 
imposición, ahora había consultas. Donde mandaban unos pocos, 
ahora se requería la fuerza del grupo. El 14 de noviembre de 1977, 
José Sáinz, alias Pepe el Secreta, convocó de urgencia a sus hombres en 
la Escuela Superior de Policía de Madrid. Quería saber qué les 
preocupaba, qué pensaban. Quería transmitirles la necesidad de 
sindicarse para seguir siendo fuertes en la España que estaba por 
venir. Entre los asistentes a la reunión estaba José Manuel Villarejo. 
Sáinz recuerda: «Me limité a aconsejarlos en aquello que mi 
experiencia profesional me lo permitía»zs. Villarejo se posicionó como 
líder sindical y persona que se enfrentaría a los nuevos dirigentes 
políticos, uniéndose al núcleo de los policías que representaban el 
inmovilismo aún candente de la ultraderecha. 

Los rumores sobre las fuerzas de Seguridad del Estado eran 


constantes en Madrid. Algunos decían que la Brigada Político-Social 
estaba a punto de desaparecer y sus integrantes no eran ajenos a los 
comentarios, por lo que empezaron a mover ficha para hacerse con el 
control sindical. El 28 de noviembre había elecciones en todas las 
dependencias del entonces Cuerpo General de Policía. Los sectores 
más progresistas entre los agentes comenzaron a ser amenazados y el 
proceso acabó con el director de la Policía, Carlos Cabrerizo, — 
hombre cercano a José Sainz— como presidente nacional del sindicato 
policial. Mientras tanto, Villarejo se posicionaba y ganaba poder y 
contactos. «Villarejo utiliza su presencia sindical como campo de 
pruebas para sus negocios posteriores. Se da cuenta que de sindicalista 
se gana más y se vive mejor que de policía y por eso trata de hacerse 
un hombre fuerte ahí. Villarejo no era un idealista de la Policía, era un 
idealista del propio Villarejo y de su bienestar. De ahí que use esos 
sindicatos para practicar lo que a la postre sería su perfil más 
pronunciado: el de empresario que se sirve de las estructuras públicas 
del Estado y de su condición de expolicía para beneficio privado», 
señalaba uno de sus empleados. 

Los terroristas de ETA y Grapo siguieron asesinando a civiles y 
policías a lo largo de 1978. El 30 de agosto de ese año, Villarejo 
lideraba el manifiesto policial «Estamos dolorosamente hartos». Los 
agentes exigían a los políticos que dejaran las declaraciones públicas y 
actuaran contra el terrorismo. Villarejo y sus partidarios se acercaron 
a la prensa, conscientes de que necesitaban apoyo. El excomisario lo 
ha comentado más de una vez: «Yo fui el primer expedientado por 
hablar con periodistas». Se refiere a los expedientes 13.508 y 14.332. 
El primero, por filtrar información sobre el asesinato de un mecánico 
de automóviles; el segundo, por realizar declaraciones públicas sobre 
investigaciones y el envío por escrito a los medios de comunicación 
sobre la autoría de diversos hechos delictivos. Pero habrá más 
expedientes: por realizar una asamblea ilegal en la discoteca 
Disparate, por no acudir a una reunión a la que lo convocó el director 
general de la Policía o por el atropello de un peatón. 

No obstante, nada ni nadie lo paraba. A pesar de que el Gobierno 
acabó disolviendo la Brigada Político-Social el 4 de diciembre de 
1978, él terminó ese año como dirigente de la Asociación de 


Funcionarios del Cuerpo General de Policía. Una «especie de sindicato 
que agrupaba a los polis de la Social en la época de Franco», precisa el 
periodista Mariano Guindal. Empezó así, desde un poder pequeño, su 
senda hacia el gran poder. Siempre con el apoyo de Roberto Conesa y 
Antonio González Pacheco, alias Billy el Niño, que consiguieron que lo 
destinaran a la Comisaría de El Retiro, donde se infiltró en una banda 
de atracadores de peleterías. El Ministerio de Interior lo condecoró por 
primera vez. Pero antes de eso detuvo al asesino de el Jaro. 


Que hable Villarejo 


Sobre el Jaro 


El 3 de diciembre de 2009, Villarejo se encontraba la salida de un 
restaurante madrileño: 

—Me he quedado tirado, me he quedado sin coche —le decía a su 
hijo José Manuel—. Habla luego con Gemma y que vaya a recoger mi 
maletín a la oficina y me recoja a mí donde me vas a dejar tú. Si no 
puede, que me envíe un coche. 

Abrió la puerta del copiloto mientras el policía Antonio Giménez 
Raso se sentaba en la parte de atrás. Su hijo encendió el contacto del 
vehículo y al instante comenzó a atronar la música de Gloria Gaynor. 
Pero se apresuró a bajar el volumen mientras hacía maniobras para 
iniciar la marcha. 

—Si no va a venir a recogerme, no le digas donde estoy. Es para 
ahorrarme información gratuita. 

—Nunca se da información —intercedió Giménez—. Por cierto, 
Rafa [Rafael Redondo] ya ha enviado la factura a Londres. 

—Pues cuando hagan la transferencia les dedicamos tiempo. 
Mientras tanto, a meditar —señaló Villarejo. 

—¿Para el Complejo Canillas? —preguntó el hijo. 

—SÍ. 

—Cómo te cuesta soltar información. 

A partir de ese momento Villarejo dirigió a su hijo: «Derecha, 
izquierda. ¡Cuidado con el peseto! Todo recto. Carril del centro». 

—No vayas tan rápido, aunque conduces bien. 

—No soy tan temerario como tú. 


—¿Ves esa tienda? —le señaló Villarejo a Giménez—, ahí estuve a 


punto de comprarme un Hummer. No lo compré porque no hay parking 
donde dejarlo. 

—Yo una vez conocí a Eto'o porque le amenazaron y yo hice la 
investigación —señaló el expolicía barcelonés. 

—Los negros lo único que quieren es poder. No me fío de ningún 
negro. Por cierto, mira ahí, en esa esquina [calle Veracruz, antes 
llamada Toribio Pollán] hicimos una intervención a raíz del Jaro. Aquí 
mataron al Jaro. Lo mató un tío que vivía aquí y que ve que están 
atracando a un amigo suyo, baja a la calle con una escopeta de caza y 
le da un buchante [tiro] que se le veía el agujero. Y en esos momentos 
aparecimos nosotros... 

José Joaquín Sánchez Frutos, alias el Jaro, nació el 3 de noviembre 
de 1962 en un pueblo de Toledo. Cumplió con la máxima de una 
generación perdida por la heroína: vivió rápido, murió joven y dejó un 
bonito cadáver. En solo 16 años, con un currículo delictivo como para 
tres vidas, incluso le dio tiempo a que Joaquín Sabina le hiciera una 
canción: Macarra de ceñido pantalón/Pandillero tatuado y suburbial/ 
Hijo de la derrota y el alcohol1/Sobrino del dolor/Primo hermano de la 
necesidad/Tuviste por escuela una prisión/Por maestra una mesa de 
billar/Te lo montas de guapo y de matón/De golfo y de ladrón/Y de 
darle al canuto cantidad/Aún no tienes años pa votar/Y ya pasas del 
rollo de vivir/Chorizo y delincuente habitual/Contra la propiedad/De 
los que no te dejan elegir/La muerte en una esquina te esperó/Te 
pegaron seis descaraos/Y luego desangrao/Te ingresaron en el 
piramidón/Pero antes de palmarla se te oyó/Decir: «Qué demasiado/ 
De esta me sacan en televisión». 

El Jaro nació en el lado oscuro de la vida. A los ocho años, su 
madre lo encerraba en casa mientras ella hacía del alcohol su única 
disciplina. La policía detuvo a su padre cuando él era un niño. 
Entonces, la familia dejó Toledo y se fue a Madrid. A su llegada sufrió 
constantes palizas. Un día, vio Perros callejeros con sus amigos e, 
inspirados por la película de José Antonio de la Loma, adaptaron la 
forma de actuar de los protagonistas. Se convirtieron en los 
pandilleros más jóvenes de Madrid. Dejaron de ser ladrones para 
convertirse en tironeros. De tirón en tirón, sus nombres se hicieron un 
hueco destacado en todas las comisarías y en la propia mitología de la 
ciudad: el Guille, el Melones, el Payaso, el Taxista... y, por supuesto, el 
Jaro, al que la vida se le apagó de un escopetazo la noche del 24 de 


febrero de 1979. Fue en la calle Toribio Pollán, a menos de 250 metros 


del Paseo de la Castellana. Un hombre vio desde el balcón como un 
niño trataba de atracar a uno de sus amigos. Tomó la escopeta de caza, 
bajo a la calle y con el primer disparo llegó el final del Jaro. Fundido a 
negro de una película breve y convulsa. 

Cuando llegaron los policías, el Jaro llevaba en un bolsillo la 
cartera de plástico en la que guardaba un puñado de recortes de 
periódico sobre sus hazañas: tirones, tiroteos y detenciones. Solía 
enseñarlos con orgullo a quien quería oírle. El vecino de Madrid que lo 
había asesinado estaba allí cuando Villarejo se le acercó: 

—Se te ha aparecido la Virgen, tronco. 

—¿Qué he hecho? 

—Se te ha aparecido la Virgen porque yo soy quien voy a escribir 
(el atestado). 

Escribí una novela por entregas y el tío no pasó ni un día en el 
carambuco (calabozo). Era un tipo de buena familia y cada vez que me 
ve, me recuerda como el tipo que le salvó la vida, relataba Villarejo 
cuarenta años después de la muerte del Jaro mientras su hijo conducía 


camino del complejo policial de Canillas. 


Madrid la nuit: secretos de puticlub 


Madrid, ciudad de la acción. La democracia emergía entre los 
rescoldos de la dictadura cuando el periodista Mariano Guindal 
publicó una noticia que estuvo a punto de desatar una guerra civil en 
el seno de la Policía: «El sindicato de los policías fachas va a ser 
disuelto porque el Gobierno de Suárez está harto de aquellos golpistas 
en potencia». 

Sonó el teléfono de Guindal. Al otro lado de la línea se encontraba 
José Manuel Villarejo. El policía amenazó. Guindal se parapetó tras el 
silencio. Villarejo quería el nombre de la fuente. El periodista no dijo 
nada. 

— ¡No me jodas! Me presento allí y te doy un par de hostias. 

Finalmente, Guindal cedió. Confesó que el confidente era Manolo 
Novás, presidente del Sindicato Profesional de Policía. Rival de 
Villarejo por el control interno del Cuerpo. 

Todo empezó un par de días antes, cuando Guindal y Villarejo 
pasaron buena parte de la noche en un puticlub. 


—¡Tú, niña, ponnos unas copas! —le voceó Villarejo a una 
camarera con poco abrigo más allá de su propia piel. 

Durante aquellos años, Villarejo comenzó a relacionarse con los 
periodistas más influyentes de la capital. Aprovechaba para deslizar 
sus mensajes. A veces reales; otras, no. Mariano Guindal, de la 
Agencia Colpisa, era uno de ellos. 

—-¿Cuánto es, señorita? —preguntó el periodista a la camarera. 

—Deja, aquí nos invitan —replicó el joven Villarejo al tiempo que 
dejaba una generosa propina—. Es que soy un señor —añadió. 

Los intereses de cada uno estaban claros. Guindal quería un 
confidente dentro de la Policía; Villarejo, un periodista al que colarle 
la información que necesitaba transmitir. Ambos caminaban con la 
copa en la mano hacia el reservado del burdel. Por el camino, Guindal 
reconoció a un juez que transpiraba alcohol. 

—Ese es el que nos quita los «marrones» —susurró Villarejo—. 
Tenemos una ley no escrita: cuando un policía ha cometido un 
tropiezo, los jueces hacen la vista gorda y cuando un juez se pasa de la 
raya, nosotros hacemos lo propio. 

Guindal hizo un signo de contrariedad con la cabeza y le preguntó: 

—¿De qué querías hablar? 

—De los sindicatos —respondió lacónico Villarejo para después 
explicarle que había varios bandos. De un lado, «los buenos», según 
Villarejo; del otro, el Sindicato Profesional del Cuerpo Superior de 
Policía que dirigía Manolo Novás, supuestamente progresistas y 
demócratas. Villarejo tenía claro el objetivo: quería desprestigiarlos y 
que los medios hablaran bien de él. 

Ambos terminaron por hacer un pacto de colaboración antes de 
dejar el lupanar y despedirse. «Al filo de las cuatro de la madrugada 
—recuerda Guindal en su biografía—=> íbamos eufóricos por la 
avenida del Generalísimo, que es como se llamaba antes el paseo de la 
Castellana. Un deportivo nos adelantó a toda leche. Villarejo se picó y 
pisó el acelerador. El deportivo se saltó semáforos y no respetó 
señales, como si estuviera en un circuito de Fórmula 1. Por fin paró y 
salió un pijo guapetón con una barra de hierro en la mano». 

Villarejo respondió a la provocación. Salió del coche, se llevó la 
mano a la cartuchera y, cuando iba a apuntar, la pistola se le escurrió 


quedando muerta sobre el pavés de la principal arteria de Madrid. El 
joven, al ver el arma sobre el asfalto, entró en su coche y huyó de allí 
como huyen las personas que creen haberse cruzado con la muerte. 

—Llévame a casa —le pidió Guindal. 

Cuando pocos días después publicó aquella noticia y Villarejo lo 
amenazó, sabía que no era un farol o, al menos, así lo sentía. Revelar 
el nombre de su informador era el precio que pagaba por salir 
indemne de la guerra sindical entre policías que estaba por venir. 


27. Confesión de Villarejo a uno de sus clientes. Sumario de la causa Tándem. 


28. Sainz, José Op. Cit. 


29. Guindal, Mariano (2018), Un hombre con buena suerte. Edit. Península, 
España. 


Capítulo 5 
Guerra sindical 


[Rubalcaba] Es de los peores ministros que tienen feeling con el gremio [policial]. 


Es super rojo. Si pudiera lo colgaría de los pulgares. 


José Manuel Villarejo30 


El camino hacia la democracia se ganó palmo a palmo, pero en un 
país inexperto como España, habituado a los automatismos de la 
dictadura, la Transición fue una constante lucha entre una voluntad de 
futuro y libertad y la tendencia natural, casi instintiva, de volver a los 
viejos vicios que habían marcado las últimas cuatro décadas. Francisco 
Franco llevaba casi cinco años enterrado en el Valle de los Caídos, 
pero su foto aún colgaba sobre la pared de multitud de comisarías. 

Por aquel entonces, un joven político socialista renunció al 
marxismo y abrazó la socialdemocracia para recortar los prejuicios 
que lo alejaban de La Moncloa. Se llamaba Felipe González y a finales 
de mayo de 1980 presentó una moción de censura para sacar de la 
Presidencia del Gobierno a Adolfo Suárez. Aunque la perdió, dejó muy 
tocado al presidente tras un debate de piel áspera y verbo fuerte 
donde seguridad y terrorismo coparon el tiempo de las intervenciones. 

España era un país en el que aparecía un nuevo asesinado cada 
sesenta horas. Si ETA mató a setenta y seis personas en 1979, en 1980 
fue aún peor. La violencia terrorista se llevó por delante más de 
noventa vidas. Sus asesinatos tenían como objetivo a policías, guardias 
civiles, comerciantes, mecánicos, taxistas, camareros, marmolistas, 
relojeros... Y como la violencia engendra violencia, surgió un grupo 
parapolicial de extrema derecha, el Batallón Vasco-Español, que 
también hizo de la sangre su ley y elevó el balance total de asesinados 
por encima del centenar. Tanta violencia, tanto descontrol, tanta 


incapacidad para seducir con la cordura en un contexto tan dislocado 
provocó que la imagen de Adolfo Suárez cotizara en negativo. 

Al tiempo que el clima de incertidumbre y tensión persistían, se 
recrudeció la guerra interna entre las distintas facciones de la Policía. 
Los sindicatos más progresistas denunciaban públicamente que sus 
teléfonos estaban pinchados: «El propio Manuel Novas asegura haber 
usado un aparato especial» para saber si su teléfono personal estaba 
intervenido»31. Las sospechas apuntaban al Sindicato Profesional del 
Cuerpo Superior de Policía (SPCSP), controlado por José Manuel 
Villarejo y sus compañeros afines. 

El control de la Policía era un premio demasiado suculento y 
Villarejo trató de hacerse fuerte para fortalecer al colectivo que 
representaba. España, además, estaba en plena apertura internacional 
y preparaba su ingreso en la Unión Internacional de Sindicatos de 
Policía, colectivo afín al Partido Socialista. Ante la colección de 
frentes abiertos, Adolfo Suárez nombró ministro del Interior a Juan 
José Rosón en sustitución de Rodolfo Martín Villa. «Era un hombre 
duro que se negó a aceptar chantajes y revueltas en las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado», dirían con el tiempo de Rosón. 
Desde el principio, intentó hacer frente a la revuelta soterrada de los 
mandos policiales, pero al final no tuvo más remedio que lidiar con 
José Manuel Villarejo, que peleó hasta el final por la preponderancia 
de su sindicato dentro del Cuerpo. 


Cloroformo en las pistolas 


La guerra policial se libraba en los medios de comunicación. Villarejo 
filtró que su sindicato «pactaría con el mismísimo diablo para ser 
oídos por las fuerzas políticas del país». Amenazaron con una huelga 
de «pistolas caídas» en el año más sangriento de ETA. Sus superiores 
recibieron el órdago como una conspiración para sacudir los cimientos 
aún tiernos de la democracia. Villarejo no se detuvo y fue más allá: 
solicitó un referéndum en el País Vasco que en realidad escondía una 
sugerencia bélica: «En caso de que el pueblo no nos admitiera, 
solicitaríamos del Gobierno que tomara una decisión sobre nuestra 


permanencia en la región vasco-navarra... Es necesario que el 
Gobierno se defina sobre el tema conflictivo de Euskadi, pues si este 
conflicto es de guerra, la Policía no tiene por qué estar allí, pues no es 
misión suya, y en caso contrario son necesarias medidas policiales 
concretas». 

Las autoridades políticas y policiales actuaron de inmediato. Ni 
querían ni podían permitir que Villarejo y sus compañeros alentaran 
los deseos de la extrema derecha de lograr una intervención del 
Ejército en la comunidad autónoma vasca, pues eran conscientes de 
que sería el principio del fin para la España recién nacida. La mañana 
del 18 de octubre de 1980, Villarejo estuvo a punto de echar a perder 
su carrera por primera vez. Reunido con el núcleo duro de su sindicato 
en el número 10 de la calle Fernán Flor de Madrid, pretendían 
empezar la huelga. Fuera, muy cerca del Congreso de los Diputados, 
Tomás Astilleros, jefe superior de Policía, aguardaba acompañado por 
setenta y cinco agentes dispuestos a cargar contra sus propios 
compañeros con porras, gases lacrimógenos y pelotas de gomas». 

—¡Desalojen o mando cargar a la fuerza pública! —gritó Astilleros 
desde la calle. Sus hombres estaban detrás de él. Tensos. A la espera. 
Conscientes de la determinación de su jefe, rara avis en aquel Cuerpo 
posfranquista. Astilleros era soltero, licenciado en Derecho y políglota. 
Un experto en relaciones internacionales que había sido jefe de la 
Interpol en España. No estaba dispuesto a permitir que los hombres de 
un personaje tan siniestro como Roberto Conesa le hicieran la vida 
imposible. 

Ante las advertencias que llegaban a voz en grito desde la calle, los 
policías que acompañaban a Villarejo en el interior de la primera 
planta de Fernán Flor 10 decidieron amartillar las pistolas. Estaban 
listos para disparar, inflamados después de escuchar una grabación de 
Villarejo en la que el periodista Mariano Guindal reconocía que había 
sido Manolo Novás el que había acusado al Sindicato Profesional de 
instigar la guerra sucia entre policías. 

Villarejo y sus compañeros estaban pegados a las ventanas. Veían 
sin ser vistos. Escuchaban el movimiento de los agentes que esperaban 
en el exterior. Atenazados por el momento, el dedo les bailaba sobre el 
gatillo de unas pistolas preparadas para abrir fuego. De repente, otra 


ráfaga de palabras agujereó el silencio. Astilleros volvió a la carga. 

—No lo repetiré. Desalojen o me los llevo por delante... Yo 
represento aquí a la autoridad. Y es vergonzoso que ustedes, 
funcionarios del Cuerpo Superior de Policía, cuestionen a la autoridad. 
¡Desalojen! 


El policía más famoso de España y un robo 
sospechoso 


El director general de la Policía, Manuel Blanco Benítez, esperaba en 
su despacho a José Manuel Villarejo veinticuatro horas después de los 
altercados en la calle Fernán Flor de Madrid. El policía llegó con tres 
representantes más de su sindicato. Nadie se sorprendió. Escucharon 
lo que esperaban escuchar. 

—¡Señores, se han pasado! Tienen tres horas para elaborar una 
nota de rectificación. 

Los miembros del sindicato rebelde se reunieron de urgencia. Dos 
horas después, echaron el freno de mano a su comportamiento de los 
últimos días y se retractaron parcialmente de las declaraciones que 
habían incendiado el papel de los periódicos: «De lo que no nos 
volvimos atrás —confesó entonces Villarejo a Cambio 16— fue de la 
declaración que hicimos señalando que los tres compañeros de 
Durango fueron asesinados por ETA por negligencia de los jefes». Con 
ello se refería al atentado del 3 de octubre en la localidad vizcaína 
donde un comando de ETA había asesinado a dos inspectores de 
policía y a un agente mientras se dirigían a Bilbao en un coche no 
oficial. Todos ellos habían sido ametrallados y rematados con sendos 
disparos en la cabeza. 

Manuel Blanco Benítez se mostró implacable a pesar del frenazo 
sindical. Expedientó a Villarejo y le obligó a entregarle la placa y la 
pistola. Instantes después, el ministro del Interior, Juan José Rosón, 
envió un télex secreto a todos los jefes superiores que había en 
España: «Proceda a clausurar todos los locales del SPCSP. Prohíba toda 
reunión de miembros o afiliados de este sindicato. Aplique 
rigurosamente el reglamento en materias de reunión y asociación. No 


permita desplazamientos de representantes sindicales bajo ningún 
pretexto y si algún funcionario cuestiona sus órdenes, instrúyale 
diligencias, trasládelo al Juzgado de Guardia y sustitúyalo por un 
policía nacional». 

A pesar del comunicado, Villarejo y sus compañeros del sindicato 
decidieron aprovechar la debilidad del Gobierno de Adolfo Suárez y 
pusieron en marcha el Plan Alfa y Beta: «El objetivo no es otro que el 
de demostrar al público la nefasta infraestructura de los servicios 
policiales». Así, planearon una huelga de cinco días con la intención 
de paralizar la expedición de los DNI y pasaportes. 

Se echaron a la calle, pero sus expectativas descarrilaron ante la 
realidad: «Dos centenares escasos de manifestantes y la mínima 
audiencia hallada por la convocatoria de la huelga de celo lanzada por 
el SPCSP demuestran la escasa capacidad de arrastre y adhesión que 
tienen los sancionados dirigentes», indicaban en el medio de 
comunicación La Calle. Otros medios abundaron en el fracaso de la 
huelga debido al «escaso prestigio de algunos de los expedientados, 
por sus vinculaciones con la Brigada de los superpolicías de Billy el 
Niño». Esos mismos medios definían a Villarejo como «hombre de la 
antigua Brigada Social en el Norte, muy ligado a Sáinz». 

Al tiempo que la huelga coleccionaba intrascendencia, un sindicato 
minoritario, la Unión Sindical de Policía (USP), se alineaba con el 
PSOE de Felipe González y Alfonso Guerra. Villarejo no tardó en 
responder y unió sus fuerzas con Manolo Novás. La ambición hace 
extraños compañeros de partida. Antes enemigos, después aliados, 
ambos agentes querían sacar de circulación al sindicato progresista de 
la USP. Los anónimos contra los policías de izquierda se convirtieron 
en parte del menú diario de todas las comisarías: «Maricones de 
celdas, cabrones de interrogatorio, chulos de puta nocturnos». Estos 
contratacaron con fuerza y pusieron la diana en Villarejo, que se había 
convertido ya en el «policía más famoso de España» y que contestaba 
con su jerga particular: «Quien posiblemente en el momento de autos 
realizase cualquier labor de enjuague, escurre o cualquier otra próxima 
a la taza del inodoro y que en los movimientos de fatiga uno agradece 
no sabe hasta qué punto». 

Por todo ello, José Manuel Villarejo y sus compañeros estaban 


revueltos. No había director general de Policía ni ministro del Interior 
que frenara sus impulsos. Sentían que el Gobierno era incapaz de 
controlarlos. 

Pocas semanas después de fracasar con su movilización callejera, 
con las comisarías y los medios de comunicación rebosantes de 
confidenciales y anónimos con los que cada una de las facciones 
policiales atacaba a las otras, algunos miembros del sindicato de 
Villarejo irrumpieron en su antigua sede, donde tenían prohibida la 
entrada. 

«Al parecer, dichos funcionarios forzaron la puerta de entrada al 
local y, argumentando que la Audiencia Nacional les permitía la 
reapertura del mismo como legítimos representantes sindicales, 
expulsaron del inmueble a dos de los inspectores que forman ahora 
parte de la nueva Junta Nacional y a una secretaria», informaba el 
desaparecido diario Ya. 

Otros medios de comunicación ampliaban: «Revolvieron el 
mobiliario de la sede sindical y argumentaron que habían 
desaparecido 150.000 pesetas propiedad de José Villarejo, que 
ocupaba el cargo de secretario de coordinación hasta que fue cesado 
por la nueva Junta Nacional, a cuyo frente se encuentra actualmente 
un “triunvirato de inspectores”». 

A pesar de su reciente sanción, Villarejo escribió una carta abierta 
a El Paíss3: «La disciplina coercitiva ejercida hasta ahora hacia todo lo 
que supusiese el cuestionar, analizar o considerar las órdenes, el 
método o el sistema llevado a cabo por la Administración, sosteniendo 
siempre sobre la cabeza de los funcionarios contestarios la espada de 
Damocles que constituye el expediente disciplinario dimanante de la 
aplicación de ese cuaternario reglamento tan caduco y trasnochado, 
más bien propio de estar en sitio preferente de sala de museo 
recordatorio de Torquemada, la torre nona o todo terror inquisitorial». 

Empeñados en luchas internas, buena parte de los agentes 
policiales persistieron en su actitud de brazos caídos mientras el 
teniente coronel Antonio Tejero preparaba un golpe de Estado. 


Habla Villarejo: 


Cuando yo era Secretario General del sindicato y monto una huelga 
que paralizo el país... Era el año 80-81, una época dura. Monto 
controles en todo el país y pedíamos los papeles a todos y nos 
tirábamos media hora, a la japonesa. Paralicé el país. Al día siguiente 
Rosón me suspendió de empleo y sueldo. Insinuó que era un golpe de 
estado. Tuve la suerte que Javier González Ferrari que entonces 
trabajaba en Hora 25 me dijo lo del golpe de estado y que éramos un 
grupo comprometido con el anterior régimen. Me lo dijo a las diez y a 
las diez y cinco llamé a Santiago Carrillo. Entonces me llamó Enrique 
Curiel y me dijo: ¿qué quieres que diga? Que apoyes la huelga. 

Al día siguiente me llamó Felipe González y me dijo: paisano. Le 
contesté: ¿qué querías que llamase a Blas Piñar para que me apoyara? 


Cachondo, le dije. Yo tenía con él esa complicidad. 


La verdad del 23-F: cambio de guion 


Muchos ya conocen el inicio de esta historia, así que empecemos por 
lo que nadie ha contado aún. No se preocupe, habrá tiros al cielo 
abovedado del Congreso, estará la valentía desarmada de Adolfo 
Suárez y Manuel Gutiérrez Mellado ante los figurones de gatillo en 
mano. También el casposo «todo el mundo al suelo» del golpista con 
bigote. Todo eso y más. Pero para contar la historia de nuestra 
Historia, lo que usted desconoce, debemos llevar la cinta hacia delante 
para después volver atrás. 

En las horas en las que Antonio Tejero y el resto de los golpistas 
oscilaban entre el ridículo y el esperpento, José Manuel Villarejo se 
unió a la fiesta. Llamó al periodista Mariano Guindal para decirle que 
Juan Carlos I estaba implicado en el golpe de Estado y que la familia 
real había sido trasladada en helicóptero a Portugal. 

Guindal habló de inmediato con el secretario general de la Casa 
del Rey, Sabino Fernández Campos, que negó tajantemente esa 
información y lo achacó a «un intento de desestabilización por parte 
de los golpistas». El artículo de Guindal nunca llegó a publicarse. 
Horas después, Villarejo volvió a llamarlo con acusaciones 
exclamativas: «¡Eres un hijo de puta, todo lo que te he contado está en 
la mesa del Rey!»34. 


Antes de esto, Antonio Tejero llegó al Congreso de los Diputados 
con doscientos guardias civiles. El 23 de febrero de 1981 empezó para 
la historia a las 18.23 horas. En ese momento, Tejero y sus hombres 
interrumpieron la votación para investir presidente a Leopoldo Calvo 
Sotelo tras la dimisión de Adolfo Suárez. 

—¿Qué pasa? —preguntó Suárez. 

—Quítate de ahí. ¡Al suelo, al suelo, quieto todo el mundo! — 
contestó Tejeross. 

Acto seguido empezaron a entrar guardias civiles en el hemiciclo y 
Tejero chilló: 

—¡Alto! ¡Todo el mundo quieto! ¡Quieto todo el mundo!... 
¡Silencio! ¡Quieto todo el mundo! ¡Al suelo! ¡Al suelo todo el mundo! 
¡Todo el mundo al suelo! ¡Al suelo! ¡Al suelo! ¡Al suelo! ¡Al suelo! ¡Se 
sienten, coño! 

Se sucedieron los gritos y empujones. El ruido de las armas 
adquirió el protagonismo en la sede de la soberanía nacional. Adolfo 
Suárez se quedó sentado en su escaño mientras gran parte de los 
diputados trataban de guarecerse en el suelo. Gutiérrez Mellado se 
enfrentó a los golpistas, que dispararon varias veces al techo del 
hemiciclo y contra las paredes de las tribunas destinadas a los medios 
de comunicación. 

De repente, una voz anónima destacó sobre las demás: 

—¡Quietos! ¡Para, para! ¡Que vais a dar a alguien de los nuestros! 

Los tiros cesaron, pero el caos no había hecho más que comenzar. 
El presidente del Gobierno en funciones, Francisco Laina, abandonó el 
banco azul y se dirigió a los asaltantes: 

—Quiero hablar con el que manda la fuerza. 

Eran las 19.35 horas y, de repente, un silencio de velatorio sin 
muerto se extendió por toda la Carrera de San Jerónimo. 

Mientras tanto, Villarejo se reunía con sus compañeros en la sede 
del sindicato SPCSP. Esperaban la orden cuando llamaron a la puerta. 
Se miraron en silencio, preparados para cualquier cosa. Entonces, un 
capitán golpista les pidió algo que no esperaban: «Buenas noches, 
señores, necesito ir al servicio. ¿Me dejan pasar?». 

Villarejo lo dejó pasar y la publicación La Calle interpretó la 
escena: «Los presentes en la sede del SPCSP le dieron permiso y no 


hicieron ninguna intención de detenerle, como era su obligación». 

Las horas pasaron y el golpe se desinfló. La tensión pesaba, pero 
pesaba más la incertidumbre. Antes de medianoche, un miembro del 
sindicato progresista USP se reunió con Villarejo para exigirle que 
hiciera un comunicado rechazando el golpe de Estado: «Los 
representantes del sindicato profesional (Villarejo y Ramos) se 
negaron a ello, diciendo que la situación no estaba clara, que 
posiblemente el golpe triunfara y ellos tenían que esperar para 
definirse en favor de los ganadores. Por su parte, la USP lanzó un 
comunicado antes de la medianoche (cuando se pudieron reunir), en 
el que ratificaron su fidelidad a la Constitución y expresaron el deber 
de todo miembro de los Cuerpos de Seguridad de oponerse a cualquier 
orden que vulnerara el orden establecido, aun a riesgo de la vida». 

Con el golpe fracasado, con el Rey en España, de quien nunca salió 
tal acción, con los golpistas apresados y la democracia en proceso de 
consolidación, Villarejo dio tan pronto como pudo una nueva versión 
de los hechos en La Calle: «Sorprendido de la puntualización que hace 
con respecto a la falsedad de que los miembros de la Guardia Civil no 
entraron violentamente en nuestra sede sindical, constatando 
fehacientemente que estos solo lo hicieron para “hacer pis”. Esta 
aclaración no quiero suponer que fuese refrendada por usted mismo, 
sino más bien por un testigo excepcional, su informador supongo, 
quien posiblemente en el momento de autos realizase cualquier labor 
de “enjuague”, “escurre” o cualquier otra próxima a la taza del 
“inodoro” y que en los movimientos de fatiga uno agradece no sabe 
usted hasta qué punto. Ni siquiera he llegado a pensar en ese extremo, 
pero desde luego me ha sorprendido con qué firmeza, ¡oiga!, 
aseguraba usted tal situación «estéril»; me sorprendió también que 
apareciese el término “clausura” de nuestra sede según nuestro 
comunicado oficial. Debe usted dejar a un lado su exceso de 
imaginación... o de otra cosa. Nunca se dijo eso... y usted lo sabe». 

José Luis López Esteban, secretario de prensa del sindicato 
progresista del UPS, declaró al respecto: «Finalmente, si el señor 
Villarejo tiene que falsear la realidad para “justificar” unos 
comportamientos injustificables, debe procurar que al menos tengan 
visos de realidad». 


Mientras España vivía una grave emergencia sanitaria debido al 
torrente de muertes que provocaba un aceite adulterado, Villarejo 
aprovechó el verano de 1981 para insistir en su versión pública sobre 
el golpe de Estado. El policía acudió la noche del 2 de julio al 
programa Esta noche fiesta de Televisión Española. Allí apareció con la 
cantante Grey Jones sobre su regazo durante la entrevista que le hizo 
la actriz Carmen Maura y el periodista Jesús de las Heras: «El policía 
no es el brazo armado del poder. El policía está para hacer cumplir la 
norma. Cualquier otra cosa prostituye la imagen de la Policía y nos 
deja en entredicho». Además, añadió: «En cuanto al golpe del 23 de 
febrero yo particularmente lo seguí muy de lleno porque estoy en la 
comisaría de distrito donde se llevó a efecto esta alteración del 
proceso democrático... Tardamos en emitir un comunicado porque 
creímos que era nuestra obligación, primero, trabajar como policías y 
luego, como miembros de un sindicato». 

Muchos años después, ante estas palabras, un exdirectivo del 
Centro Superior de Información de la Defensa (CESID) reconoce que 
«aquello fue una advertencia que no supimos ver. Un policía que 
mentía sobre la implicación del Rey en el golpe de Estado, ¿cómo no 
iba a mentir en un informe sobre delincuentes? Jamás debió haber 
hecho carrera en la Policía. Menos gestionando información. Debería 
haberse quedado para abrir y cerrar las puertas». 
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Capítulo 6 
Guerra policial de dosieres 


Al colega le guardamos un 5%. Y así saben que, si nos traen temas, yo les doy 


una buena vida de la polla. 


José Manuel Villarejo 


In memorian de Jesús del Olmo (ex secretario general del CESID) 


Marzo de 1981. España incubaba todos los gérmenes para que se 
produjera un nuevo golpe de Estado: ETA asesinaban sin pausa, la tasa 
de inflación rondaba el 16% y casi dos millones de españoles estaban 
en el paro. No habían pasado ni dos semanas desde la intentona de 
Antonio Tejero en el Congreso, pero el rumor de conspiración era 
incesante en las principales ciudades del país. El Gobierno asentaba su 
escasa solidez sobre cimientos de cristal. De nada había servido la 
dimisión de Adolfo Suárez y la Presidencia por designación de 
Leopoldo Calvo Sotelo. La aluminosis que carcomía las estructuras del 
Estado tenía su epicentro en la debilidad institucional. La necesidad de 
unas nuevas elecciones generales era acuciante. 

Sin embargo, ciertas pasiones siempre sobreviven en contextos 
inciertos. El fútbol funcionaba como analgésico social ante la ansiedad 
que provocaba una Transición que avanzaba a trompicones. El mejor 
jugador del momento era Enrique Castro, Quini, delantero ovetense 
que jugaba su primera temporada en el Fútbol Club Barcelona. Una 
esperanza para los barcelonistas, huérfanos de títulos ligueros desde 
1974, y para el resto de los aficionados, deseosos de una delantera 
formada por él y por el madridista Juan Gómez, Juanito, de cara al 
Mundial de Fútbol que se celebraría en España en 1982. El primer 
gran evento deportivo desde que el país mudara la piel de dictadura a 


democracia. 

El 1 de marzo, Quini jugó un partido memorable en el Camp Nou 
ante el Hércules de Alicante. El Barcelona ganó 6 goles a O y él marcó 
dos de esos tantos. El delantero asturiano pugnaba con el propio 
Juanito por ser el máximo goleador del campeonato. Estaba en el 
mejor momento de su carrera cuando, al salir del estadio, dos 
individuos lo abordaron a punta de pistola, lo metieron en una 
furgoneta y desaparecieron. El mundo del fútbol enmudeció, pero ese 
silencio se llenó de preguntas sin respuestas. El país enmudeció, pero 
la inquietud fue un trueno que recorrió calles, plazas y bares. La 
sensación de inseguridad se agravaba al personificarse en alguien que 
parecía intocable. 

Mientras esta nueva sacudida zarandeaba la confianza de todo un 
país, algunos policías empleaban su tiempo en encontrar la manera de 
situarse lo más cerca posible del nuevo poder. José Manuel Villarejo 
se reunió con gobernadores civiles, políticos y cuadros policiales para 
conseguir que la ley de Policía que tramitaba el Gobierno fuera 
favorable a los intereses de su sindicato. Para meter más presión, 
amenazaban otra vez con una huelga. En aquellos días, el policía 
conoció al joven gobernador civil de Toledo, Ignacio López del Hierro, 
que años después se casaría con la secretaria general del Partido 
Popular, María Dolores de Cospedal. «Nos conocimos siendo yo 
gobernador», reconoce hoy López del Hierro. «Y tardamos muchos 
años en volver a vernos...». 

Tanto Manuel Novás, presidente regional del sindicato, como 
Villarejo negaron haber puesto sobre la mesa la palabra «huelga». 
Coincidieron en calificar la noticia de «falsa y sin fundamento». Y 
Novás añadió: «En ningún momento de nuestras últimas reuniones se 
ha planteado la palabra huelga, que está prohibida, y menos cuando 
aún no existe un borrador definitivo»ss. 

Esta polémica surgió un día después de que el secretario general de 
la Unión Sindical de Policía (USP), Modesto García, denunciara que el 
Cuerpo Superior se encontraba relegado por otros cuerpos 
militarizados como la Guardia Civil o la Policía Nacional. Las 
declaraciones provocaron una rápida respuesta del Gobierno de la 
UCD y algunos responsables del Ministerio del Interior lo calificaron 


como «militante del PSOE». Incluso, lo amenazaron con poner los 
hechos en conocimiento de la Fiscalía. 

La guerra entre las distintas facciones de la Policía era soterrada, 
pero no invisible. Si Villarejo y sus compañeros movieron ficha, el 
sindicato minoritario de tendencia socialista dirigido por Modesto 
García respondió al instante. Sin embargo, Villarejo y Novás habían 
ganado terreno y se guardaban un as bajo la manga del uniforme. La 
presión a los políticos y los constantes encuentros con los responsables 
del Estado habían dado sus frutos. 

El mes de marzo de 1981 terminó con una buena noticia. La 
Policía rescató a Enrique Castro, Quini, tras veinticinco días de 
cautiverio en el sótano de un taller de coches de Zaragoza. Cuando los 
agentes llegaron al lugar, encontraron al futbolista en un zulo de 3,5 
metros de largo y 2,5 de ancho. La humedad tapizaba las paredes de 
un espacio carente de ventilación y totalmente incomunicado. Quini 
disponía de un colchón de gomaespuma para reposar la arquitectura 
menguante de su cuerpo, una palangana para la escasa higiene que le 
permitía el contexto y unas cuantas revistas donde su propio rostro 
aparecía en una de las portadas. 

Los secuestradores habían pedido cien millones de pesetas, que 
debían ser depositados en un banco de Suiza. La urgencia que provocó 
la ambición desesperada supuso el principio del fin para aquel plan. El 
primer error de los secuestradores fue utilizar una cabina telefónica. 
La Brigada de Investigación Criminal de Barcelona, con un equipo de 
diez policías, entre los que se encontraban Francisco Álvarez y 
Constancio Riaño, geolocalizó todas las cabinas de la ciudad. Luego 
ubicaron las que podían controlar fácilmente y las otras las 
«inutilizaron» colocando clips para sujetar papeles en el depósito de 
monedas. Uno de los secuestradores fue identificado cuando retiraba 
el dinero. De la detención a la confesión hubo solo un paso y la Policía 
pudo liberar a Quini. 

Después de casi un mes de cautiverio, el futbolista asturiano 
recibió el primer abrazo en las dependencias de la Jefatura Superior 
de Policía de Barcelona. Su esposa, María Nieves, lo esperaba allí. 
Cuando se encontraron, ella rodeó la nuca de su marido con sus 
manos abiertas mientras ambos apoyaban con suavidad frente con 


frente. La emoción del instante los dejó mudos. Hablaban en silencio 
con las bocas separadas por apenas unos milímetros. Esa quietud 
suponía un calmante para los ciudadanos que, acostumbrados a la 
convulsión constante de los últimos años, recibían el final feliz del 
secuestro como una alegría propia. El jefe de aquel grupo de policías 
recuerda «ver aceras llenas de gente aplaudiendo a la Policía» 
mientras sus compañeros ascendían en el Cuerpo como «técnicos». 
Constancio Riaño no sabía entonces que, para su desgracia, Villarejo 
se acabaría cruzando en su camino. 

Quini retiró la acusación sobre sus secuestradores y se convirtió en 
un fenómeno social. Rechazó además el dinero al que tenía derecho 
como víctima del rapto. El futbolista se limitó a decir: «Eran gentes 
sencillas, sin grandes posibilidades. Me alimentaban con bocadillos, 
pues no les daba para más»37. Los tres secuestradores no eran de ETA 
ni de los GRAPO. Solo tres jóvenes parados sin antecedentes a los que 
la precariedad los había llevado a ejecutar un dislate sin salida. 

Quini volvió a jugar de inmediato. Al final de aquella temporada 
fue el máximo goleador de la Liga con veinte goles en treinta partidos. 
Resultó clave para que el Fútbol Club Barcelona ganara la Copa del 
Rey al marcar dos de los tres goles del equipo en la final ante sus 
antiguos compañeros del Sporting de Gijón. El secuestro quedó atrás. 
Un obstáculo más convertido en pasado. España se encaminaba entre 
dudas a 1982. 


Felipe González 


El triunfo y el fracaso suelen ser vasos comunicantes. Según Rudyard 
Kipling «dos impostores a los que hay que tratar de la misma manera». 
Los 202 diputados del Partido Socialista Obrero Español (PSOE) en las 
elecciones de octubre de 1982 no se entienden sin la descomposición 
acelerada de la Unión de Centro Democrático (UCD). Nunca un 
partido tan útil había desaparecido tan rápido, aunque quizá ese había 
sido el plan desde el principio: dejar atrás la dictadura lo antes 
posible, a pesar de que el desgaste por lograr el objetivo borrara por 
siempre y para siempre las siglas del partido que lo intentara. 


La Transición hacia la democracia empezó realmente a finales de 
septiembre de 1979, cuando Felipe González renunció al marxismo y, 
con su renuncia, desbrozó la tupida senda de prejuicios que lo 
alejaban de La Moncloa. Esa es la fecha en la que el PSOE empezó a 
ganar las elecciones generales, por mucho que no se materializara 
hasta el 28 de octubre de tres años después. 

Durante el verano de 1982, los ciudadanos repartían su atención 
entre el Mundial de Fútbol, el concierto de los Rolling Stones en el 
Bernabéu y la situación política. En lo deportivo, el fracaso fue 
rotundo: España cayó en la segunda fase de su torneo con una sola 
victoria en cinco partidos. A nivel organizativo, nuestro país demostró 
que estaba listo para afrontar el futuro tras la exitosa celebración del 
primer gran evento deportivo en más de cuarenta años. Italia se 
proclamó campeón cuatro días después de que Jagger, Richards, 
Wood, Wyman y Watts bailaran bajo la lluvia de Madrid en uno de los 
mejores conciertos que se han visto en nuestro país. Esa noche 
tormentosa de verano, y su posterior epílogo con la final del Mundial, 
hicieron que más allá de nuestras fronteras España pareciera una casa 
con las puertas abiertas. 

Sin embargo, la ilusión de un país con relevancia internacional se 
apagaría de súbito cuando el protagonismo volvió a recaer sobre el 
precario día a día. La sensación de cambio político de cara a las 
elecciones de otoño era general, sobre todo por pura necesidad. El 
sueño de unas cuantas noches de verano había hecho que España 
volviera a creerse un país más allá de sí mismo, pero la inestabilidad 
social y económica dominaba cualquier intento de progreso. 

Los políticos eran conscientes y las reuniones entre representantes 
de UCD y PSOE se sucedían mientras el verano permitía poco a poco 
que se instalara el otoño. El entonces ministro del Interior, Juan José 
Rosón, y el más que probable próximo presidente del Gobierno, Felipe 
González, se reunieron en el restaurante El Parrillón para asentar las 
bases del nuevo Gobiernos. España se jugaba el ser o no ser de la 
nueva monarquía parlamentaria. No obstante, aún había demasiados 
elementos del pasado que condicionaban las aspiraciones de futuro. 

En esos días, Antonio Plaza, fundador del sindicato progresista USP 
extravió una cartera con numerosos documentos confidenciales, entre 


los que figuraban fichas personales sobre decenas de inspectores y 
comisarios que habían elaborado policías próximos al PSOE. El ladrón 
de aquel objeto lanzó el rumor de que había un plan para purgar a los 
agentes de extrema derecha que lideraba José Manuel Villarejo. «No 
era una purga. Simplemente, se preparaba la transmisión de poderes 
antes de las elecciones», precisa uno de los dirigentes de aquella 
época. 

Los dirigentes del PSOE se veían ganadores por anticipado. 
Pensaban incluso en la confección del Gobierno, conscientes de que no 
había tiempo que perder. La lucha interna entre las distintas facciones 
de la Policía era uno de los temas más preocupantes. Una Policía 
desunida genera un país desunido, lo último que necesitaba España 
dada la debilidad que habitaba en sus instituciones. La elección del 
máximo responsable policial, por tanto, era delicada. 

Algunos dirigentes socialistas querían que el diputado por Málaga 
Carlos Sanjuán fuera el nuevo ministro del Interior. Años después 
reconocerían que «si Sanjuán se hacía con la cartera de Interior 
sabíamos que se limpiaría la Policía de los dirigentes que no 
comulgasen con las ideas progresistas de la USP». De hecho, «el 
sindicato USP había informado a Alfonso Guerra en quién se podía 
confiar y en quién no para hacer el cambio en las Fuerzas de 
Seguridad». 

—No boicotearemos al nuevo ministro del Interior, si no ponéis a 
Carlos Sanjuán al frente. Es muy importante que no hagáis cambios 
profundos en la Policía, no se lo tomarán a bien y tienen mucho poder 
—aconsejó Juan José Rosón a Felipe González. 

Rosón estaba seguro de haber convencido a González. Dado el 
perfil que había esbozado del candidato idóneo, solo había dos 
nombres posibles como alternativa a Carlos Sanjuán: Narcís Serra, 
alcalde de Barcelona, o José Barrionuevo, segundo teniente de alcalde 
y responsable de la Policía Municipal de Madrid. 


En septiembre de 1982, faltaba apenas un mes para las segundas 
elecciones generales después de la muerte de Francisco Franco. Carlos 
Sanjuán se reunió con representantes del sindicato donde se integraba 


José Manuel Villarejo. Conocían el contenido de las fichas robadas a 
Antonio Plaza y le advirtieron: todos los dirigentes socialistas han sido 
investigados de manera pormenorizada por la «Brigada de Interior. Si 
a partir de octubre hay purga policial, la información obtenida saldrá 
a la luz». 

Sanjuán no cedió y Villarejo actuó por su cuenta para «conseguir 
una entrevista con Felipe González». Un detective de Sevilla, a través 
de Juan Guerra, le consiguió el encuentro con el líder socialista. 
González los citó en la sede que el PSOE tiene en la calle Santa 
Engracia de Madrid. Asistieron Villarejo y Antonio Yébenes, 
responsable de asuntos legales del sindicato policial. 

La reunión fue tensa. El paso de los años ha dado lugar a dos 
versiones: 

—Felipe, si el nuevo ministro es Sanjuán pondremos el país patas 
arriba —habrían amenazado los dirigentes policiales. 

Otras fuentes señalan que Villarejo le dijo a González: 

—Tenga usted cuidado, que sus escoltas llevan pistolas —algo que 
el secretario general del PSOE tomó como una amenaza. 

En cualquier caso, el hombre al que todos situaban en La Moncloa 
antes incluso de que los españoles votaran escribió una notass: 
«Entrevista con el sindicato profesional de policías: renovación del 
sindicato... respetar la Constitución». 

Tras el tenso encuentro con el líder socialista, José Manuel 
Villarejo se reunió con el director general de la Policía, José Luis 
Fernández Dopico, para firmar un documento en el que la institución 
se comprometía a tener en cuenta los intereses sindicales y negociar su 
salida del Cuerpo. Felipe González, por su parte, «pide el cese de 
Villarejo como agente de campo»4o. Mucho tiempo después, el propio 
Villarejo reconoce a su entorno que salió «tan quemado de aquella 
etapa que optó por la empresa privada». 

Sanjuán, por su parte, recuerda a la perfección aquellos años en los 
que estuvo tan cerca y tan lejos del excomisario: «Se tenía que 
expulsar a todos los Villarejos de la Policía. Yo le llamaba el Villarejo 
malo, para diferenciarlo del fiscal Jiménez Villarejo»41. 

Villarejo y sus compañeros sindicales jugaron bien sus cartas. 
España era un país por construir y el principio o el final de cualquier 


partido, asociación o sindicato era tan arbitrario como la propia vida. 
Antes, durante y después, los políticos con poder fueron conscientes 
de la necesidad de sacar a la extrema derecha de la Policía. Sin 
embargo, cayó Franco, nació la democracia, España caminó hacia la 
modernidad y, a pesar de todo ello, las huellas del franquismo dentro 
del Cuerpo parecían imborrables. De aquellos polvos indelebles, queda 
el lodo de la corrupción que durante décadas ha hecho que una 
pequeña parte de la Policía manche el nombre de un Cuerpo ejemplar. 


El archivo JANO 


Al llegar el otoño de 1982, los ciudadanos estaban convencidos de que 
el cambio político sería grande, pero pocas veces unas convicciones 
arraigaron con tanta fuerza en España. Al final del recuento de las 
elecciones generales, la realidad de los resultados empequeñeció las 
expectativas más osadas. El PSOE consiguió más de diez millones de 
votos, 202 diputados, 134 senadores y la sensación de que González 
sería presidente hasta que quisiera. 

Fue una jornada histórica. La participación rozó el 80%. Los 
cláxones desatados se mezclaron con gritos casi unánimes en las calles 
de Madrid: «¡Felipe, Felipe! ¡Presidente! ¡Presidente!». La noche del 28 
de octubre de 1982, Felipe González y Alfonso Guerra saludaron desde 
el balcón de la suite 110 del Hotel Palace. La formación del puño y la 
rosa tenía entre sus manos el futuro de España y un poder casi 
omnímodo para moldearlo a su antojo. El nuevo presidente trató de 
ser cauto: «No queremos que el pueblo español se cree ilusiones por 
encima de la realidad en la que estamos». 

No obstante, sobre su espalda recaía la responsabilidad de un 
doble reto difícil de conciliar: gobernar un país que estaba por edificar 
y gestionar unas expectativas desatadas que a ojos de la gente le 
conferían un aura de santidad laica. González insistió en que «la paz y 
la libertad de los españoles era la base común. Gracias por levantar la 
bandera de la Constitución, esa bandera que ya hemos conquistado 
para todos y que ya es patrimonio de todos los españoles y no 
patrimonio de grupos sectarios». Cuando confeccionó su primer 


Ejecutivo, se olvidó de Carlos Sanjuán y nombró a José Barrionuevo 
como ministro del Interior, el hombre que prefería el sindicato de 
extrema derecha que comandaba José Manuel Villarejo. 

El sindicato progresista de la USP, por su parte, propuso como 
director general del Cuerpo a Rafael del Río, jefe superior de Policía 
en Barcelona. Su juventud, 41 años, su carácter apolítico y 
profesional, y el hecho de que hubiera desarrollado su carrera en la 
Policía Judicial jugaban a su favor. 

Cuando el nuevo equipo del Ministerio del Interior desembarcó en 
los puestos de responsabilidad de la Policía descubrió que habían 
desaparecido 5000 expedientes policiales: «La documentación 
sustraída corresponde a actividades de partidos políticos y fichas 
personales de determinados dirigentes, entre las que se podría 
encontrar una correspondiente al ministro José Barrionuevo»+2. Lo que 
quedaba del antiguo búnker quería protegerse de los políticos 
socialistas y habían decidido conocer hasta el más mínimo detalle de 
sus interioridades. Información es poder. La guerra soterrada por 
obtenerla y utilizarla no cesaba. 

El jefe de la Brigada de Interior, Mariano Baniandrés, denunció a 
Sebastián Fernández Dopico por la sustracción de los documentos. 
Sebastián era hermano del exdirector general de la Policía, José Luis 
Fernández Dopico. No obstante, un tercer hombre será acusado, 
juzgado y absuelto. Los informes contenían información confidencial 
sobre el golpe de Estado del 23-F, así como fichas sobre políticos, 
empresarios y altas instancias de la sociedad española. Poco después 
de este extraño suceso en el que los responsables parecían haberse 
evaporado, Sebastián Fernández Dopico comenzó a trabajar con Mario 
Conde y con Villarejo, aunque este último difundiría sobre sí mismo 
que en ese periodo se infiltó «en círculos periodísticos 
independentistas, lo que permitió la desarticulación de comandos de 
ETA, preparados para atentar en el extranjero», señala Públicoss. 

Algunos de los documentos con información sensible fueron 
devueltos poco después a la Policía. Al mismo tiempo, miembros de la 
Brigada de Interior filtraron que el Centro Superior de Información de 
la Defensa (CESID) poseía un archivo sobre las más altas 
personalidades del Estado: el Archivo Jano. «Aquello era un archivo 


con los datos, sin Inteligencia ni estudio. Es la diferencia entre los 
servicios de Inteligencia del CNI y los de la Policía Nacional. Ellos solo 
saben recopilar datos. En el CNI hacemos información», asegura varias 
décadas después un ex alto cargo del CESID. 

La misma fuente señala que «Felipe González me pidió su 
expediente. Lo conseguí y aquello era de risa, cuatro informaciones sin 
estudio... Villarejo siempre ha cebado la existencia de un archivo 
sobre personalidades, cuando las únicas fichas son las que sus 
compañeros habían robado y devuelto al Ministerio del Interior». 

«El problema con la Policía es que Felipe González no la limpió 
como a las Fuerzas Armadas. Después del 23-F todo general que 
llevase más de diez años al servicio se fue a casa. Con la Policía no se 
hizo lo mismo», completa un ex alto mando del Ministerio de Defensa. 


Desfalco y excedencia 


El sindicato policial de extrema derecha SPP amenazó con una huelga 
cuando Barrionuevo se puso a los mandos del Ministerio del Interior. 
El secretario general de Comunicación del PSOE, Guillermo Galeote, y 
el responsable del partido en las Fuerzas de Seguridad, Manuel 
Chaves, negociaron con Manolo Novás algunas mejoras en el estatuto 
de la Policía a cambio de paz social. 

Poco después, miembros de la ejecutiva nacional del SPP 
detuvieron al propio Novás en su despacho de la sede sindical. Lo 
acusaban de un presunto delito de malversación de fondos públicos y 
estafa. Todo ello, relacionado con la gestión económica de ciertos 
anuncios publicitarios de la revista Policía del Estado, órgano de 
difusión de este sindicato. Además de detenerlo, llamaron a Televisión 
Española y a la Agencia EFE para que informaran del momento. 

El inspector Serrano, uno de los policías que participó en la 
detención de Manolo Novas, declaró a El País que la operación había 
sido llevada a cabo exclusivamente por el comité nacional del 
sindicato. La justicia puso en libertad a Novás, a pesar de que Serrano 
insistía en que «las pruebas eran contundentes y que allá cada uno con 
su conciencia». Lo acusaban de la apropiación indebida de 14 millones 


de pesetas que la revista había generado en concepto de publicidad. 

Policía del Estado era una publicación de nuevo cuño que la 
dirección del SPP había creado tras el cierre de Tribuna Policial. Según 
Interviú: «Villarejo y Novás habían tenido notables diferencias que 
desembocaron en las acusaciones mutuas de apropiación indebida de 
fondos que, según Villarejo, habrían servido a Novás para comprarse 
el barco, y según Novás propiciaron la adquisición, por parte de 
Villarejo, de otras propiedades». 

El Periódico abunda en esto: «El SPP siempre ha estado relacionado 
con irregularidades económicas, sobre todo en temas relacionados con 
la revista del sindicato. Cuando Novás accedió a la presidencia, 
faltaban 17 millones de pesetas de la revista Tribuna Policíal que nadie 
supo decir dónde estaban». Entonces, aquella revista la dirigía José 
Manuel Villarejo. 

Hoy Novas descarta que Villarejo tuviese algo que ver con su 
detención: «José Villarejo ya no estaba en el sindicato [de la Policía] 
cuando ocurrieron los hechos desgraciados tanto para la Policía como 
para mi persona, incluso para la sociedad en su momento. Cuando me 
nombraron presidente nacional Villarejo ya no estaba conmigo porque 
elegí al equipo que consideraba», añade desvinculando al excomisario 
de la componenda que lo llevó a la cárcel que hoy ocupa el propio 
Villarejo. «Por la información que yo tengo, él no estaba involucrado 
en los hechos que me jodieron la vida y de los que ya hace décadas 
que he resucitado», concluye Novás, letrado jubilado de gran 
prestigio. 

2 de agosto de 1983. Ese día el director general de la Policía, 
Rafael del Río, declaró la guerra a los agentes que controlaban 
puticlubs y discotecas. Solo en la ciudad de Barcelona, expedientó a 
treinta y ocho funcionarios. Un día después, el 3 de agosto, Villarejo 
solicitó la excedencia. El periodista Mariano Guindal señala que 
Villarejo usaría medio millón de pesetas para comprar una acción del 
exclusivo Real Club de la Puerta de Hierro. Siempre se ha 
caracterizado por acudir donde hay dinero para ofrecerse como 
solucionador de problemas. 

En aquellos días murió el agente y nació el empresario. Dejó 
colgado el uniforme en el armario y comenzó a vestir el color negro de 


unos trajes que año tras año se adueñaría de su identidad. 
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Capítulo 7 


1983-1993 Detective privado ful 


Todo el mundo habla de mí, pero no me conocen. 


José Manuel Villarejo44 


Que hable Villarejo 


Ante el juez 


Detenido y frente al juez, el abogado del excomisario le pregunta: 

—¿Usted cuando estuvo excedente a qué se dedicó? 

—A múltiples actividades. Monté una empresa de análisis de 
información, monté una empresa para detectar fraudes a compañías de 
seguros, monté una empresa de música, otra de ocio... de todo tipo. 

—¿Ganó usted dinero? 

—No me fue mal. 

—¿Y qué hizo usted con ese dinero cuando volvió a la policía en el 
93? 

La pregunta queda suspendida en el aire, envuelta por el silencio 
que amueblaba la sala. Villarejo calla, pero sabe que la Policía conoce 
la respuesta tan bien como él. Ha recibido una carta en prisión. Todos 
sus movimientos saldrán a la luz. La mayoría de ellos se conocerán en 


este libro. 


¿Cómo un policía ha podido amasar la fortuna que anhelaría cualquier 
empresario de éxito? El origen de su imperio económico radica en una 
imponderable habilidad desarrollada durante décadas para cohabitar 
entre lo público y lo privado. Una habilidad que ha necesitado el 
insoslayable consentimiento de sus superiores, ya fueran mandos 
policiales o responsables políticos. 

Villarejo nunca abandonó del todo el uniforme. Ni siquiera cuando 


su armario se llenó de trajes oscuros y sus investigaciones fueron las 
de un detective privado. Un detective ful, como le gustaba decir a él a 
modo despectivo, que convirtió la venganza en un anzuelo infalible 
para captar nuevos clientes. Una máquina registradora perfectamente 
engrasada. Implacable en sus investigaciones a jueces, políticos, 
periodistas, empresarios e hijos de dictadores... Capaz de unir dos 
conceptos tan distantes como la empatía y la amenaza para encontrar 
el camino hacia su personalísima idea de persuasión. 

Con el paso de los años, Villarejo amontonó los millones con la 
misma soltura que era condecorado. El Ministerio del Interior de 
distintas épocas y signos políticos distinguió sus servicios hasta en seis 
ocasiones. Daba igual que el Gobierno estuviera presidido por Carlos 
Arias Navarro, José Luis Rodríguez Zapatero o Mariano Rajoy Brey. 
España pagaba bien los servicios de Villarejo, aunque nadie supiera a 
ciencia cierta en qué consistían. 


ADN de la rana y victoria sobre ETA 


El ADN de la rana, ese sistema para crear realidades paralelas tan 
propio de Villarejo, mo solo sirvió para aderezar informes e 
investigaciones hasta cambiar con medias verdades la naturaleza 
original de los hechos: «La historia es esta, macho, después le 
ponemos un poquito de ADN de la rana y lista y preparada», 
recuerdan algunas personas que trabajaron con él. El método también 
hizo que Villarejo aliñara su propio currículo hasta convertirlo en una 
ensalada de éxitos. 

Antes de entrar en prisión, dejó una hoja de servicios acorde a la 
imagen impoluta que quiere transmitir a la opinión pública. Así, contó 
que tras solicitar una excedencia en 1983 «realizó numerosos trabajos 
de manera totalmente desinteresada, tanto para la Jefatura Superior 
de Policía de Madrid como para la Comisaría General de Policía 
Judicial sobre investigaciones relacionadas con el tráfico de drogas, 
contrabando de oro, brillantes y otras piedras preciosas, corrupción en 
la Guardia Civil y Servicio Fiscal por complicidad en el contrabando 
de tabaco y otros». También dijo que había realizado labores para la 


«Comisaría General de Información, consiguiendo infiltraciones en 
círculos periodísticos independentistas que permitieron la 
desarticulación de comandos de ETA preparados para atentar en el 
extranjero, así como para la Subdirección General Operativa con otras 
tareas significativas». 

Sin embargo, al recibir nuestra carta en la prisión de Estremera 
descubrió que La España Inventada iba a poner negro sobre blanco 
todos los detalles que los españoles desconocían: atropellos, teléfonos 
pinchados a jueces, amenazas a ciudadanos, detención y 
encarcelamiento de inocentes... En esa carta aún había una 
oportunidad para él: decir lo que quisiera en este libro. Sin censuras ni 
ediciones ni recortes. La palabra era el arma que le quedaba 
disponible, pero contestó con el silencio. El día que Villarejo recibió la 
misiva, la leyó con tranquilidad y después, sin mediar palabra, se 
dirigió a su celda tras recoger el diario El Mundo en la biblioteca de la 
prisión. No quería voces ajenas ni aire libre ni patio ni deporte ni 
cursos... nada. Sólo silencio y soledad. Sólo la quietud obsesiva que lo 
esperaba más allá de los barrotes. Una colección de recuerdos mudos 
que hoy en día se repiten en su cabeza de la mañana a la noche a 
modo de penitencia. 

De camino a su habitáculo saludó a varios reclusos. Fuera de 
Estremera, cada vez tenía más problemas; dentro, su carisma crecía 
día a día. 

—¿Todo bien jefe? —le preguntó un preso. 

—Tirando, tronco, aunque hoy no estoy muy fino. 

—Quiero comentarle una cosa de mi caso. 

La fama de Villarejo aumentaba entre los convictos por tener 
rudimentos jurídicos. 

—Luego, si te parece —contestó mientras camina con el humor 
contrariado. 

Una vez dentro de la celda, cerró los ojos mientras esparcía su 
anatomía sobre el catre. Se concentró en respirar con calma y alejar 
así la ansiedad que consumía su cuerpo. Pasaron los minutos y poco a 
poco volvió la tranquilidad. Se incorporó sobre sí mismo. Los dolores 
apuñalaban su espalda en derrumbe. Conectó dos aparatos de radio y 
enchufó la televisión. Pulsaba cada botón como si preparara un 


conjuro contra la soledad. 

Las imágenes de la pantalla mostraban a dos encapuchados 
anunciando la disolución total de la banda terrorista ETA: «ETA, 
organización socialista revolucionaria vasca de liberación nacional, 
quiere informar al Pueblo Vasco del final de su trayectoria, después de 
que su militancia haya ratificado la propuesta de dar por concluidos el 
ciclo histórico y la función de la organización». 

Villarejo sonrió. Se sentía partícipe del desarme de los terroristas. 
En las notas secretas que tenía guardadas había una del 8 de 
noviembre del 2000 que decía: «BLAS [el comisario Enrique García 
Castaño] coincide conmigo (durante la comida del 17-8 con PINTOR) 
en que la “electrónica agresiva” es fundamental. Cada vez que surge 
un atentado existe un tiempo fundamental de rastreo de los móviles, 
ya que hay llamadas de confirmación, de reivindicación...». Hablaba 
de cómo acabar con ETA. Sin embargo, su compañero desconocía 
entonces que Villarejo tenía un interés adicional hacia los terroristas: 
«Respecto a compras de material sensible a X, hay un supuesto general 
del Líbano, llamado YS, que está interesado en adquirir material para 
pinchar los teléfonos. También aparecen otros sujetos relacionados 
con el anterior, que pueden resultar igualmente interesantes, como AA 
— AL y SAH». 

El recuerdo de los buenos días despertó el ánimo del excomisario. 
La melancolía mutó en entusiasmo y «decidió defender su honor», 
según confesó después a sus compañeros de cárcel. Sentado frente al 
escritorio de metal examinó los últimos documentos judiciales que le 
habían enviado sus abogados. En ellos descubrió que Asuntos Internos 
seguía escrutando cada uno de sus movimientos pasados. 

Agentes de la Policía habían detenido a cuatro abogados acusados 
de cohecho. Tiempo atrás recurrieron a Villarejo, previo pago de 
300.000 euros, para que investigase a unos compañeros que 
abandonaron el despacho en el que trabajaban juntos para montar uno 
propio. Los abogados detenidos querían acabar con la nueva 
competencia mediante la información que les proporcionara el 
excomisario. Entre los servicios contratados estaba el análisis de 
información de Hacienda, tráfico de llamadas y movimientos de 
cuentas bancarias obtenidos de manera irregular por sus contactos 


dentro y fuera de la Policía. De nuevo, la habilidad de Villarejo para 
cohabitar entre lo público y lo privado, su tendencia a servirse de lo 
primero para alimentar lo segundo. 

Villarejo siguió tomando notas y escrutando cada detalle de la 
información recibida. Elevó el ritmo de trabajo. Se concentró tanto 
que un reguero de sudor brotó de su frente despoblada, recorrió el 
pómulo izquierdo y cayó en forma de gota pesada sobre uno de los 
folios. De repente, una presión intensa se adueñó de su pecho mientras 
leía la transcripción de los audios que tiene en su poder la Fiscalía: 
«Me dice, este es el 347 de Hacienda y tal y cual, y digo: sí, tronco, 
consíguelo tú... Digo: ya sabes que los últimos que tuvieron ese 
problema, al que le cortaron la cabeza le han metido dos años de 
cárcel, a dos de Hacienda y a dos detectives los han metido palante... 
No están las cosas...». 

En la pieza separada Iron, se explica cómo Villarejo convence a un 
inspector de Hacienda de que la información obtenida no va a ser 
entregada a un juzgado, sino que será utilizada con fines privados: «A 
este inspector... tío, te vamos a estructurar todo menos estas pruebas 
que las estamos consiguiendo ilegalmente. No, no te las vamos a 
presentar en un juzgado, ya veremos cómo. Diremos: creemos que tal. 
Y es el juez el que va a pedir, pero claro el juez va a pedir algo que ya 
sabemos que tienen y que está, no va a pedir algo que no existe, por lo 
tanto, es la forma simple de trabajar, ¿me entiendes? Y cuanto antes, 
que lo he notado un poco reticente». 

Hizo una pausa en la lectura. Sentía en el pecho el agotamiento 
previo a una explosión. A pesar del pálpito acelerado de sus entrañas, 
tuvo ánimo y fuerzas para leer un escrito en el que la Fiscalía se 
oponía a su salida de prisión: «Los servicios desarrollados en su 
ámbito empresarial» no le hubieran sido «previamente encomendados 
por los servicios policiales ni por los servicios secretos del Estado y, 
sin embargo, las diligencias practicadas reflejan el cobro de esos 
servicios y la incorporación de esos fondos a su patrimonio mediante 
una compleja estructura societaria y de titularidades bancarias, tanto 
en España como en el extranjero». 

Cuando terminó con el escrutinio de la última palabra del último 
reglón de la última hoja, dejó los documentos a un lado y se pasó 


tumbado el resto de la tarde. Sabía que más allá de esos muros ya 
había sido condenado: «Hasta el presidente del Gobierno. Soy 
culpable, no tengo solución. Mejor que me manden a Guantánamo», 
escribió después sentado sobre la silla donde reposaba presa su vejez. 

Los funcionarios de prisiones apagaron las luces a las 20.00 horas. 
La sensación de asfixia puso sede en su cuerpo. Un calor incesante 
subía y bajaba sin pausa del estómago a la garganta. A cada poco se 
incorporaba sobre su espalda maltrecha para convencerse de que 
seguía vivo. Cerró los ojos, respiró hondo, pero fue incapaz de 
conciliar el sueño. 

No era la primera vez que lo detenían, tampoco era la primera 
toma de contacto con el confort esquivo del banquillo de los acusados. 
Su primer millón de pesetas (6.000 euros) provocó que la Justicia lo 
investigara durante años. Entonces, logró sortear la situación a bordo 
de un Porsche y con la ayuda de algunos compañeros de la Policía. 
Uno de ellos, Jesús Martínez Torres. 


Espionaje político 


La cúpula policial emparentó los primeros años del Gobierno de Felipe 
González con los últimos de la dictadura de Francisco Franco. El 
dirigente socialista no solo dejó pasar la ocasión histórica de rediseñar 
un Cuerpo acorde con la democracia, sino que permitió que el modo 
de actuar fuera muy parecido al del franquismo. A finales de 
diciembre de 1982, el comisario Jesús Martínez Torres sustituyó a 
Manuel Ballesteros al frente de la Comisaría General de Información. 
Llegó con alzas en los zapatos, patillas desbordadas y una fama de 
torturador adquirida durante sus años de servicio en el País Vasco. 

España terminaba y empezaba el año con idéntico protagonista: el 
terrorismo. Los asesinatos de ETA no cesaban y a la barbarie abertzale 
se unía la amenaza de los GRAPO, que perseveraban en su senda de 
extorsión y muerte. El Ejecutivo del PSOE pasó a la acción. Las calles 
del país estaban plagadas de exagentes de los servicios secretos de la 
dictadura (CESED), de la Guardia Civil y de la Policía Nacional a la 
caza y captura de información sensible. 


El director general de la Policía, Rafael del Pino, exigió que toda la 
información pasase por su despacho. Trasladó a algunos miembros de 
la extinta Brigada Político-Social a Movimientos Sociológicos, una 
nueva sección integrada en la Brigada de Información Interior. Dentro 
de la Policía la conocían como «brigada antigolpe». Al mando estaba 
el comisario Alberto Elías, quien junto a Jesús Martínez Torres puso 
en marcha un departamento para controlar la oposición política a base 
de espionaje. 

Elías ordenó a los agentes FG y JJM que pincharan los teléfonos de 
Alianza Popular —actual Partido Popular— y del Partido Comunista 
de España. Estos cumplieron con su cometido, aunque fuera sin 
mandamiento judicial, según confesaron a la postre ellos mismos. Se 
amparaban en «las peticiones en causas falsas e inexistentes». Las 
investigaciones de la brigada antigolpe llegaron a ocupar «seis legajos 
de más de cien documentos cada uno». Algunos de esos informes 
recogieron la crisis interna del Partido Comunista, las reuniones entre 
los altos cargos de Alianza Popular o su lista de militantes. 

La información confidencial provenía «de colaboradores próximos 
o integrantes» de los propios partidos que, a cambio de dinero 
procedente de los fondos reservados, filtraron esos datos. Otras veces, 
eran simples transcripciones de pinchazos telefónicos. Pero con el paso 
de los meses, estas prácticas se volvieron indiscretas y las redacciones 
de los periódicos comenzaron a interesarse por ellas. Algunos 
periodistas de El País empezaron a indagar sobre el tema. Rafael del 
Pino respondió con una amenaza al redactor Javier García: «La Policía 
tiene paciencia y sabe esperar. Vamos a cazaros. Tened cuidado». 

El grupo que dirigía Jesús Martínez Torres y Alberto Elías 
aprovechó el vacío legal existente sobre las investigaciones que la 
Policía podía hacer a los partidos políticos. El propio Martínez Torrez 
se justificaba: «Lo que necesito es que alguien diga qué se puede hacer 
y qué no se puede hacer, que nos digan dónde está el límite». 

Ese límite lo pondría el juez José María Vázquez Honrubia, que los 
procesó después de ordenar una entrada y registro en la brigada. «Del 
Río acudió a la brigada al enterarse de que allí estaba el juez». 
Vázquez Honrubia tomó declaración a dos periodistas de El País y a 
«los jefes de Brigada de Interior y de la Comisaría General de 


Información, Alberto Elías y Jesús Martínez Torres, respectivamente». 

El magistrado tenía claro que la Brigada de Interior se había 
utilizado para realizar espionaje político: «Aunque no les pudo 
condenar, lo intentó», señala un policía que trabajó en aquella época 
para esa brigada. «Pero puso fin a los desmanes», añade. Vázquez 
Honrubia acabó con el espionaje del búnker policial. Sin embargo, 
tiempo después se convertiría en objetivo de las investigaciones de un 
José Manuel Villarejo reconvertido en detective privado. 


Atropello 


En 1983, Villarejo estaba fuera de la Policía. No solo necesitaba 
dinero, también quería fama. Buscó clientes, socios e inversores para 
conformar la idea de negocio que había en su cabeza. Con dos hijos, y 
al igual que sucede con algunos aristócratas y grandes empresarios, 
deseaba que las novedades de su familia aparecieran en las páginas de 
sociedad del ABC. Por ello comunicó a distintos medios, incluido el 
periódico fundado por Torcuato Luca de Tena, que «la señora de 
Villarejo (don José Manuel) de soltera FGC, ha dado a luz a una niña, 
tercera de sus hijos, que en el bautismo recibirá el nombre de B.». 

Entonces ya hacía labores de detective privado, pero necesitaba a 
sus excompañeros. El 20 abril de abril de 1983 atropelló a un peatón y 
le expedientaron (expediente 15019). En ese momento recuperó el 
contacto con agentes de la Policía: «Continúo muy vinculado a la 
Dirección General de la Policía en numerosas actividades y 
colaboraciones con diferentes máximos responsables de esta (Rafael 
del Río, Manuel Ballesteros...). Esas relaciones se veían facilitadas, en 
gran medida, por la facilidad en la obtención de información a través 
de una empresa dedicada fundamentalmente a la captación y análisis 
de información básicamente económica», reconoce Villarejo cuando 
recuerda aquella época. 

«Tenía enemigos en la Policía, aunque sabía que podían ser sus 
mejores aliados», apunta un agente de su entorno. Un exempleado 
señala: «Si Pepe Villarejo tiene algún cadáver en el armario, el caso 
que más lo propicia es el de la Cienciología y los suicidios por resolver 


que hay por ahí». 


Cienciología 


25 de mayo de 1984. 15.00 horas. Aeropuerto de Madrid Barajas. 
Villarejo accedió al recinto con la placa de policía en el bolsillo de la 
americana a pesar de que ya no estaba en activo. Lo acompañaba una 
mujer. Él parecía tranquilo; ella, nerviosa. Se trataba de Marta 
Montserrat Aguilera, presidenta de Dianética España, institución que 
albergaba la mayor parte de los cienciólogos que hay en nuestro país. 
Villarejo le prestaba sus servicios para intentar desprestigiar a uno de 
sus miembros. El objetivo era Pedro Lerma, alias Petrus, con quien la 
organización quería acabar. 

Lerma se había desintoxicado en un centro Narconon ubicado en el 
extranjero. Narconon International desarrollaba un programa de 
tratamiento y rehabilitación al que acudían adictos a las drogas. 
Creado por Lafayette Ronald Hubbard, fundador de la Iglesia de la 
Cienciología, era una extremidad más de esta confesión. Lerma 
comenzó a tener problemas cuando fundó uno de esos centros en 
España y trató de hacerlo al margen de la organización. 

Responsables de la Iglesia de la Cienciología intentaban 
«reconducirlo» a través de varios contactos, pero tras ser incapaces de 
lograrlo, optaron por «eliminarle». Dos personas con nombres en 
clave, Judit y Greg, se apoyaron en Villarejo para poner en marcha 
una operación de desprestigio contra Lerma. Villarejo infiltró en 
Narconon a uno de sus cuñados, el Pitrancas, quien con el nombre en 
clave de Hero difamó al propio Lerma. 

Al no encontrar delitos objetivos sobre los que cimentar sus 
ataques, dieron otro paso más en un plan que tenía como objetivo que 
Lerma acabara en la cárcel. Presionaron a un toxicómano con los 
datos que conocían de él y lo obligaron a presentar una denuncia falsa 
contra Lerma o Petrus en la que se le señala como «director del centro 
de rehabilitación de toxicómanos donde trabaja». Luego, controlado 
por Villarejo, compareció en la comisaría madrileña de Ventas para 
autoinculparse en dos atracos: uno, que en realidad había cometido en 


1979, y otro en la sede de la Iglesia de la Cienciología. Y declaró ante 
los excompañeros de Villarejo que Pedro Lerma lo indujo a cometer 
esos robos. Era el plan con el que trataban de darle verosimilitud al 
caso. 

Los policías, «influenciados» y «sirviendo a los intereses de su 
amigo Villarejo»4s, detuvieron a Lerma mientras el juez ordenaba su 
ingreso en prisión, según un documento judicial que, además, indicaba 
que la organización de la Cienciología había puesto en marcha 
acciones como «soborno, extorsión, raptos y secuestros, robos de 
documentos, estafas, falsificaciones y denuncias falsas» a través de 
Villarejo. El tribunal expresaba «su gravísima preocupación al apreciar 
que la organización ha tenido acceso a altos organismos de esta 
nación, lo que representa una amenaza peligrosa» y constataba el plan 
de la Cienciología para establecerse en España. 

Además, la Audiencia Provincial estableció que «con la ayuda de 
José Manuel Villarejo consiguen lavar el cerebro de un drogadicto 
llamado J. C. B, con antecedentes penales por atracos, que había sido 
tratado en Narconon para que se autoinculpe de un robo en la sede de 
Dianética e implique en el delito a Pedro Lerma». El fiscal del caso 
añadió que Villarejo «previa una labor de desprestigio del centro, para 
lo que incluso llegaron a infiltrar en él a alguna persona, logra que 
buena parte de los colaboradores e internos lo abandonen, creando 
después con ellos otros dos centros». 

El plan terminó en fracaso: Villarejo señalado y Pedro Lerma en la 
calle. El juez lo puso en libertad al comprobar que todo había sido un 
montaje. No obstante, la relación del excomisario con la Iglesia de la 
Cienciología no acabó ahí. Cuando llegó al aeropuerto de Barajas en 
compañía de la presidenta de Dianética, Marta Montserrat Aguilera, 
los pies de su objetivo habían tocado tierra. Se llamaba Ake Gadstrom, 
directivo de la organización en España, que viajaba desde Dinamarca. 

Gadstrom salió de la zona de viajeros y se dirigió con paso firme al 
espacio común del aeropuerto. Sonrió al ver a María Luisa Pons, la 
mujer de otro directivo cienciólogo llamado John Paul Caban. Habían 
quedado unos días antes para intercambiar unos documentos 
comprometedores para la organización. Villarejo vio sin ser visto en 
compañía de la presidenta de Dianéticass. 


Paul Caban recibió entonces una advertencia telefónica durante un 
viaje en Alemania. Desde el otro lado de la línea escuchó que «ellos 
habían metido en la cárcel a Petrus y que cuando él regresara a 
España le esperaría una sorpresa». Los dirigentes de la Iglesia de la 
Cienciología ni olvidan ni perdonan. Al tiempo que la mujer de Caban 
charlaba con Per Ake Gadstrom en el aeropuerto de Barajas, apareció 
Villarejo con Marta Montserrat Aguilera. A pesar de que estaba fuera 
de la Policía, sacó su placa del bolsillo de la americana y detuvo a 
Ake. Después, se giró hacia la esposa de Caban y le dijo: 

— Identifíquese. 

—¿Me puede usted decir a qué viene este secuestro? —preguntó 
ella. 

Según el ministerio fiscal, Villarejo solicitó «a María Luisa su 
documentación al preguntar esta por las razones de tal secuestro», y le 
manifestó «que conducen a Per Ake a la comisaría, lo que no es cierto, 
ya que solo quieren amedrentarle». 

—Después de Petrus, será su esposo, al que se cargarán. 

Villarejo introdujo a Per Ake en su automóvil y «ya fuera de la 
vista de María Luisa, estuvieron haciendo tiempo, dando vueltas en 
dicho vehículo alrededor del aeropuerto, hasta que, sobre las 16.30 
horas del mismo día, Kurt y Per Ake abandonaron España, en otro 
vuelo, con dirección de Dinamarca». 

El plan de Villarejo y la presidenta de Dianética para asustar a 
Caban a través de su mujer acabó en esperpento. Sin embargo, el 
ridículo ilegal no disuadió a Villarejo, quien usaría el mismo modus 
operandi en numerosas ocasiones y acabaría juzgado por ello. 


Falso detective privado 


El 30 de julio de 1984, José Manuel Villarejo se encontraba en la 
notaría madrileña de don Javier Gaspar. Desechó el boli BIC que le 
ofreció el notario y sacó de la chaqueta de su traje marrón una 
estilográfica de suculento valor. El dinero que había ganado con los 
cienciólogos le servía para constituir la sociedad R Y V 
CONSULTORES INVESTIGACIÓN S. A., que domicilió primero en la 


calle de Recoletos, número 29, y un año después, en la Avenida de San 
Luis, 93 bajo. 

Aunque los detectives privados están regulados por ley, Villarejo se 
estableció en un vacío legal. «En esta protección del vacío es donde 
nuestra empresa R € V Consultores tiene su área de actuación», 
informaba un tríptico de la empresa de Villarejo con su fotografía, su 
nombre y su firma. «Un equipo de profesionales especializados en 
análisis de información se pone a disposición de aseguradoras y otras 
empresas para colaborar en todos los proyectos de su interés». 

En la década de los 80, los detectives privados se dedicaban 
principalmente a las investigaciones familiares y laborales. Las 
excepciones a esta dinámica las marcaban dos agencias de Barcelona: 
Método 3 y Winterman, especializadas en fraudes de compañías de 
seguros y fugas de información empresarial. Villarejo comenzó a 
competir contra ellas de un modo muy particular. 

«Los detectives investigábamos fraudes y con nuestros informes las 
compañías de seguros se defendían en los tribunales. Los ex 
(expolicías, exespías) espiaban a los asegurados y sus informes no 
valían para nada. Solo para chantajear», señala Marita Fernández, 
fundadora de Método 3. 

El periodista Alfonso Rojo rememora la principal tarea de su amigo 
Villarejo en aquella época: «Consistía en investigar a sospechosos de 
intentar estafar a las aseguradoras. Para ello, sometían al beneficiario 
de la póliza a un escrutinio feroz, que incluía desde pinchazos de sus 
teléfonos a la colocación de micrófonos o cámaras en su despacho, su 
coche o su domicilio para descubrir si el incendio de la fábrica había 
sido provocado o si el robo de la mercancía era simulado. Las 
evidencias obtenidas ilegalmente carecían de fuerza probatoria en un 
juzgado, pero eran suficientes para compeler al defraudador a aceptar 
una sustanciosa rebaja o a renunciar a la compensación»47. 

José Manuel Villarejo se adelantó al resto de investigadores 
privados al vislumbrar un filón en la tecnología. La revista 
estadounidense American Radio History señalaba que en agosto de 
1987 se instaló el primer laboratorio de sonido con calidad digital en 
España. Estaba en la Avenida de San Luis, 93 bajo, donde se 
encontraba la empresa Prosound S. A. fundada el 23 de septiembre de 


1986 por el propio Villarejo. 

En esa época, la Policía carecía de medios técnicos avanzados y 
Villarejo se los proporcionaba. Empezaba a poner un pie en el sector 
privado, pero sin dejar de tener la suela bien metida en el ámbito 
público. Este doble aspecto lanzó su negocio. Él se vanagloriaba de los 
servicios que ofrecía: «Equipos de captación activa de información, de 
intervención de las comunicaciones, de contramedidas de intervención 
de las comunicaciones, vehículos base para comunicaciones, coches y 
motos para vigilancia, equipos de captación de audio en ambientes 
hostiles...». 

También compró cámaras de vídeo camufladas a la empresa ATG 
con sede en Tel Aviv. Sus investigaciones eran cada vez más 
sofisticadas. Sus medios evolucionaban, cambiaban, mejoraban... y no 
dudó en ponerlos al servicio de una secta. 


Proyecto Tenaza: su primera conspiración 


El 29 de noviembre de 1985 uno de los escritores españoles con más 
éxito de las últimas décadas recibía el Premio Miguel de Cervantes en 
Alcalá de Henares. España se abría poco a poco al mundo y este 
galardón se convertía en la referencia de las letras hispanoamericanas. 
En su discurso, Gonzalo Torrente Ballester elogió la figura de 
Cervantes y analizó la decepción vital que sintió el genio alcalaíno con 
la realidad de su tiempo: «Solo el hombre complejo adivina la 
complejidad de la vida», precisó Torrente Ballester en su alocución. 

La complejidad vital para Villarejo a lo largo de esos años radicaba 
en ganar más y más dinero, concentrar poder y adquirir influencia. Si 
bien contaba con medios de última generación para realizar sus 
investigaciones, sus formas seguían ancladas en el tardofranquismo. El 
23 de diciembre de 1985 recibió una llamada de teléfono. Al otro lado 
de la línea estaban los dirigentes de la Iglesia de la Cienciología: 

—Han desaparecido algunos documentos del Proyecto Tenaza —le 
comunicaron. 

Entre 1984 y 1987, los directivos de la secta estuvieron 
obsesionados con la idea de que la Brigada de Información Interior 


quería desmantelar su negocio en España. Por ello pretendían 
infiltrarse en los organismos de la Administración para poder 
reaccionar mejor ante los movimientos de la Policía. Villarejo los 
ayudó y así nació una conspiración llamada «Proyecto Tenaza». 

La Iglesia de la Cienciología libraba dos batallas para ganar una 
guerra que le permitiera perpetuar su negocio en nuestro país. Por un 
lado, la judicial; por el otro, la de la opinión pública. Los jefes de la 
secta eran conscientes de que perder España era perder la base de su 
imperio en Europa. Por eso organizaron un departamento para la 
realización de «trabajos especiales» denominado OSA (Oficina de 
Asuntos Especiales). 

En España operaban desde el Departamento 20 de la Asociación 
Civil de Dianética, pero las órdenes partían de su sede central, OSA 
INT, en Estados Unidos. De ahí llegaba a OSA EU, ubicado en su 
cuartel europeo de Copenhague. Posteriormente, se transmitían al 
resto de puntos del continente. Había un grupo de «misioneros» 
encargados de ejecutarlas que eliminaban de la forma que fuera, sin 
límites legales ni éticos, a sus oponentesa4s. 

José Manuel Villarejo hizo un informe sobre la situación la misma 
mañana del 23 de diciembre de 1985. El periodista Pepe Rodríguez 
concluyó sobre dicho documento: «Inventó una inexistente 
conspiración del Ministerio del Interior y el de Justicia en la que 
mezclan a periodistas tan prestigiosos como Luis del Olmo, Jesús 
Hermida, Antonio José Ales, José Luis Morales, Santiago Aroca, 
Fernando Ónega y Díez Herrera». Todo ellos, totalmente ajenos a esta 
historia. 

Villarejo vendió a los cienciólogos la idea de que tenían «diversos 
equipos de cuatro agentes para vigilar a oponentes de la secta y para 
intentar descubrir el “complot gubernamental” contra ellos»49. Fue la 
primera vez que creó una brigada parapolicial para ayudar a 
empresarios privados. Cobraba 375.000 pesetas semanales por equipo. 
El Proyecto Tenaza costó más de diez millones de pesetas. En él se 
incluyó la detención de un inocente, Petrus, así como su ingreso en 
prisión. Pero no sirvió de nada. 

El 20 de noviembre de 1988, durante una reunión internacional de 
la Iglesia de la Cienciología en Madrid, la policía detuvo a 73 


cienciólogos —incluido el líder mundial Heber Jentzsch—, a muchos 
de los cuales se les acusó de graves delitos. 

El juicio por todo este caso estuvo condicionado por numerosos 
retrasos. Al final, la mayoría de los acusados fueron declarados 
inocentes. El juez que los detuvo fue José María Vázquez Honrubia, el 
mismo que había desmantelado el centro policial de espionaje contra 
la oposición política. 


Amenazas a periodistas y espionaje a jueces 


El periodista Pepe Rodríguez recibió unos documentos sobre la Iglesia 
de la Cienciología en la sede de Interviú. Así descubrió que los 
dirigentes de la secta tenían un plan para investigar la vida privada de 
sus oponentes y que entre los señalados estaba él. En la lista negra 
también había políticos como la diputada Pilar Salarrullana, miembro 
de la comisión parlamentaria para el estudio de las sectas, así como el 
juez José María Vázquez Honrubia, instructor de la causa judicial 
contra la organización. 

Pepe Rodríguez tenía en sus manos documentos internos de los 
cienciólogos donde se evidenciaba «que Villarejo, a sueldo de la secta, 
se hizo pasar por policía en activo en el aeropuerto de Barajas, en un 
caso que originó una denuncia por secuestro». El periodista señalaba 
en su artículo que se trataba de «un policía en excedencia que ejerce 
como investigador privado para clientes de alto nivel económico». 

Villarejo no perdió el tiempo para poder cumplir con su cliente. Se 
reunió con un funcionario de la Brigada de Información de Interior — 
donde se ubica el equipo especializado en sectas— e intentó obtener 
bajo mano la investigación que la Policía había llevado a cabo sobre la 
Iglesia de la Cienciología. Poco después, recibió la llamada de Pepe 
Rodríguez quien le propuso un encuentro. «Casi llegamos a las 
manos», cuenta Rodríguez. Villarejo lo amenazó dentro de un coche y 
el periodista envió los documentos al juez Vázquez Honrubia. 

«Me enteré del espionaje porque vino a contármelo un arrepentido. 
Me acuerdo de que era un chico que representaba perfectamente el 
perfil de lo que la secta buscaba, aunque en el caso la caricatura se les 


desdibujara. Un joven altruista, entregado, voluntario de la Cruz Roja, 
dispuesto a salvar el mundo él solito, un alma solidaria de las que 
enternecen. Llegó a hipotecar su casa para financiar los cursos 
mentales que organizaban. Pero en un momento determinado vio, 
hablando en plata, que le estaban tomando el pelo soberanamente y 
pensó: “Voy a contarle al juez todo lo que sé de una vez por todas.” Y 
como él seguía trabajando para ellos, pues se vino a verme en plan 
topo y me dijo: “Tenemos contratado a un detective que le está 
investigando a usted, a Pepe Rodríguez que está en Interviú, y a una 
diputada conservadora que se llama Pilar Salarrullana”», confesó el 
juez al periodista Fernando Ruedaso. 

Villarejo, por su parte, defendía los intereses de la Cienciología a 
su manera. Acusó sin pruebas a Vázquez Honrubia de ser un juez 
«corrupto que había comprado por entero al tribunal de oposición a 
judicatura». El juez recuerda que Villarejo decía de él que «tenía una 
hija de 17 años que había muerto de sobredosis, cuando yo en aquel 
momento tenía 35 años, o sea que debía ser un enano cuando la 
engendré, la tuve y la mantuve». 

El juez Vázquez Honrubia confesó a Fernando Rueda que «el tema 
del espionaje me molestó más por mis hijos pequeños, porque ya 
sabían el colegio en el que estudiaban, su horario de entrada y 
salida... y vete tú a saber. Te crea cierta inquietud y el mencionado 
cabreo profesional subiendo al potro. Ahora que, personalmente te 
dices “que hagan lo que quieran”, porque es inhumano vivir con esa 
intranquilidad. A mi mujer también la espiaron. Cuando ella me lo 
contó, pensé que estaba un poco nerviosa y obsesionada por el tema, 
como por otro lado era de esperar. Sostenía a rajatabla que durante 
dos días el mismo señor, con una gabardina extraña y un coche, la 
estuvo siguiendo y que lo hacía muy mal». 
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Capítulo 8 
Tabaco, whisky, putas 
y espionaje internacional 


[Villarejo] instaló más de 50 sistemas de alarma en las viviendas de los magnates 
árabes que, además de protegerles de los ladrones, captaban todas sus 


conversaciones y las transmitían por radio a Tel Aviv. 


Isabel Durán y José Díaz, Los secretos del poder51 


Felipe González viajó a Japón en 1985 y allí se enamoró del arte que 
moldea la vida de los bonsáis. El gran maestro en el cuidado de estos 
árboles, John Yoshio Naka, solía decir: «No hagas que tus árboles 
parezcan bonsáis: haz que tus bonsáis parezcan árboles». González 
aplicó esta filosofía en La Moncloa y no hizo del palacio un jardín, 
sino que convirtió los jardines en un palacio. Su propio fortín dentro 
de la residencia presidencial. 

Cuando el primer ministro japonés, Yasuhiro Nakasone, visitó 
España en 1987, regaló un bonsái al presidente. Fue el primero de 
muchos. González comenzó a coleccionarlos de tal manera que incluso 
contrató al mejor maestro español en la especialidad para que los 
cuidara: Luis Vallejo. Poco a poco, los jardines de La Moncloa 
adquirieron parte del profuso exotismo nipón. El jefe del Ejecutivo 
quería acercarse al país asiático: «Con plena participación en la 
revolución tecnológica, España considera su cooperación con Japón 
un elemento clave», declaró durante la visita de Nakasone. 

En los meses sucesivos, algunas de las reuniones más 
confidenciales del presidente se celebraron entre piedras orientales y 
un centenar de bonsáis. Tanto González como los miembros de su 
equipo tenían «pánico a ser espiados». España era entonces un país 


donde fluía el dinero, fluían los intereses y empezaban a arreciar las 
guerras empresariales. Atrás quedaba la crisis de las materias primas y 
el petróleo, la devaluación de la peseta o el alza de los tipos de 
interés. 

Empresas que eran una ruina a principios de los años 80 se 
convirtieron en locomotoras de sus respectivos sectores a finales de la 
década. El ministro de Economía, Carlos Solchaga, dio el pistoletazo 
de salida a la ambición colectiva: «España es uno de los países del 
mundo donde es más fácil hacerse rico rápidamente». Cientos de 
empresarios e inversores buscaron el «pelotazo». No obstante, los 
caminos que se transitan demasiado rápido suelen ser escurridizos. 

Las calles de las principales ciudades apestaban a tabaco de 
contrabando y sabían a whisky extranjero. El espectro de la heroína 
vagaba por los portales de toda clase y condición. La cocaína era la 
invitada de honor a las fiestas donde los miembros de la beautiful 
people hacían y deshacían los negocios que daban forma al país. El 
dinero corría rápido por noches que pasaban deprisa. El poder llamaba 
al poder. El pastel de la economía no dejaba de crecer y la pelea por 
ocupar los primeros puestos en la parrilla de salida se volvió 
descarnada. 

Una especie de psicosis brotó en las entrañas de los despachos más 
selectos. La empresaria Alicia Koplowitz denunció en la Comisaría 
General de Policía Judicial un pinchazo telefónico en su vivienda. Los 
grandes empresarios empezaron a contratar sistemas antiescuchas por 
temor a que los policías corruptos pudieran intentar chantajearlos con 
información ilegal. 

José Manuel Villarejo estaba atento. Nada de lo que ocurría le era 
ajeno. Su actividad sindical le había dado trazas de empresario. «Ser 
policía era solo el medio para hacerse millonario», señalan en su 
entorno. 


Contrabando y tabaco 


En aquellos años, el tráfico de productos en el mercado negro movía 
100.000 millones de pesetas. Los policías incautaron 5.000 millones 


en droga y 3.000 en tabaco rubio americano, la mayoría de las 
operaciones se efectuaron en el aeropuerto de Barajas. España tenía 
las puertas abiertas de par en par a través de Galicia, la costa de 
Cantabria y la Costa Brava. 

La corrupción era una pandemia asociada al poder que se 
propagaba con especial virulencia en los contextos de crecimiento 
rápido, sobre todo tras años de escasez. No era ajena a nadie, tampoco 
a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad: «Cien guardias civiles son 
privados cada año de su especialidad o trasladados de destino por su 
presunta implicación en contrabando», publicó El País en 1983. 

El jefe del Servicio Fiscal de la Guardia Civil, Arsenio Ayuso, 
precisó en esos días: «El nivel de información que los contrabandistas 
tienen de la Guardia Civil costera es tal que incluso se sabe qué 
funcionarios tienen una peor situación económica o un problema 
financiero grave o aquellos a los que es más fácil tentar. Estas 
organizaciones funcionan como auténticas mafias y, además, se 
prestan apoyo unas a otras». 


El 30 de enero de 1986, en la carretera de Logroño a Zaragoza, un 
grupo de delincuentes aprovechó la noche para asaltar el camión de 
Transportes Santamaría, que tenía la exclusiva casi total del transporte 
de tabaco desde la fábrica de Tabacalera en La Rioja hasta los 
distintos puntos de venta en todo el país. El vehículo llevaba cuarenta 
millones de pesetas en cajetillas de cigarrillos rubios norteamericanos. 
El conductor lo contó así ante la Policía: «Transcurrió el viaje por 
carretera nacional, pasando por  Zaragoza-circunvalación, sin 
detenerme hasta el lugar donde paré para comer y para dormir. 
Recuerdo que eran las diez menos diez de la noche. Seguidamente 
bajé para cerrar las baldillas del radiador y, en aquel momento, salió 
delante del camión, del lado derecho, un hombre de unos treinta años 
y 1,60 metros de estatura aproximadamente. Llevaba una escopeta de 
caños gruesos y cortos». 

Como este tipo de robos se hizo cada vez más frecuente, 
Tabacalera intentó acabar con esta dinámica que estaba destrozando 
su negocio. Para ello, contrató a la agencia de detectives Winterman 


para que investigara la desaparición de mercancía. Los detectives 
hicieron multitud de seguimientos. Controlaron los camiones e 
investigaron a fondo el contexto. De repente, se filtró información 
adicional a los medios de comunicación. Interviú publicó que una de 
las empresas contratadas por Tabacalera era RV Consultores, que 
«formada por antiguos policías, se dedica a la investigación y al 
análisis de los delitos económicos y financieros». 

Villarejo confirmó a la revista que estaba investigando el tema y a 
continuación se negó «a hacer más comentarios, argumentando que 
los datos que ellos obtenían eran de naturaleza confidencial». Aquella 
investigación se usaría a la postre para desmantelar diversos negocios 
de contrabando de oro vinculados con la propia Policía Nacional, así 
como con la Guardia Civil. «Villarejo se convirtió en uno de los 
primeros agentes de Asuntos Internos del Cuerpo, mientras trabajaba 
para la empresa privada». 


El Nani 


El 17 de septiembre de 1986, el periodista José Díaz Herrera se dirigió 
a sus compañeros Miguel Ángel Liso y Rafael Cid en la sede del 
semanario Cambio 16: «¡Callad! Quiero escuchar qué dice Barrionuevo 
en el Congreso». 

Los tres escucharon la comparecencia en silencio frente a la tele 
que presidía la redacción. Cambio 16 había publicado cuatro meses 
antes un reportaje titulado «Dossier negro de la Policía: inspectores y 
comisarios implicados en el atraco de Banesto, distribución de droga, 
venta de armas y protección de asesinos». Los dirigentes del Ministerio 
del Interior habían intentado sin éxito parar esa información. 

José Barrionuevo, titular de Interior, compareció en el Congreso 
para explicar lo sucedido: «Es posible que al ministro le hayan metido 
un gol», confesó. Barrionuevo asumió la responsabilidad en la Cámara 
Baja hablando de sí mismo en tercera persona. Lo acusaban, entre 
otras cosas, de aplicar la legislación antiterrorista a un preso común 
como Santiago Corella Ruiz, alias el Nani. 

El Nani era un delincuente especializado en el robo de joyas que 


había desaparecido en noviembre de 1983 tras ser víctima de torturas 
policiales durante un interrogatorio en la Dirección General de 
Seguridad (DGS), ubicada en la madrileña Puerta del Sol. Tenía 
veintinueve años y su caso supuso una importante grieta en la manera 
de proceder de los policías corruptos. En su mayoría, procedentes del 
búnker policial que marcó el paso de la Brigada Político-Social en los 
últimos años del franquismo. El año en que desapareció el Nani esos 
agentes habían aplicado la legislación antiterrorista a 128 
delincuentes comunes. 

«Canta, Nani. ¿Dónde está el oro?», le gritaban los policías que lo 
interrogaban. «Sus gritos los tengo grabados en la cabeza. Es algo que 
no se me va a olvidar nunca. Siempre pienso en lo que debió sufrir... 
Quizá sea eso lo que nos movió a poner la denuncia», explicó 
Consuelo Corella, hermana de el Nani, a El Paíss». 

La información oficial facilitada por los organismos de Seguridad 
del Estado aseguró que varios agentes habían trasladado al Nani hasta 
un descampado a las afueras de Madrid para que localizara el zulo en 
el que teóricamente se encontraban escondidas las armas utilizadas en 
el atraco de la Joyería Paymer, ubicada en la calle Tribulete de 
Madrid, en el que resultó muerto su propietario. Esa misma 
información explicó que el Nani hubiera conseguido huir tras quitarse 
las esposas y que, aprovechando la oscuridad, dejara atrás a los 
agentes en el descampado. 

Las autoridades del Ministerio del Interior encargaron el 
esclarecimiento del atraco a funcionarios de la Brigada Regional de 
Madrid, pertenecientes a la Policía Judicial. Era un grupo de agentes 
famoso por la brillantez, eficacia y prontitud a la hora de resolver los 
asuntos más complejos. 

Esta unidad anunció que tenía resuelto el caso solo quince días 
después de recibir el encargo. Acusaron a un delincuente llamado 
Ángel Manzano y al matrimonio formado por Soledad Montero y 
Santiago Corella, el Nani. Manzano y Montero pasaron a disposición 
judicial. El Nani fue dado por desaparecido tras su supuesta huida del 
descampado de Vicálvaro. 

La historia quedó en estado de catalepsia durante tres años, hasta 
el momento en que José Díaz, Rafael Cid y Ángel Liso comenzaron la 


investigación por una mera rutina periodista: «Recibimos algunos 
indicios —afirman al diario El País— de que podía haber policías 
implicados en lo que más tarde resultó ser un caso de corrupción 
policial. Cuando las fuentes oficiales nos cerraron las puertas a cal y 
canto, pensamos que íbamos por el buen camino. Logramos enterarnos 
de que se estaba llevando a cabo una investigación secreta. Lo primero 
que hicimos fue viajar a Santander, que era de dónde venían los 
primeros datos. Después, los viajes a Santander se hicieron 
habituales». 

Los periodistas de Cambio 16 publicaron varias informaciones que 
cuestionaban la versión oficial de los hechos. Ángel Manzano y 
Soledad Montero fueron puestos en libertad sin cargos en pocos meses. 
Funcionarios de la comisaría madrileña de La Estrella detuvieron a 
Manuel Pulido y Luisa Pérez como auténticos autores del atraco a la 
joyería de la calle Tribulete, aunque los tribunales los absolvieron a 
posteriori de toda responsabilidad en los hechos. 

El primer «error policial» le costó dieciocho puntos de sutura a 
Ángel Madrazo como consecuencia del interrogatorio al que fue 
sometido. A Soledad Montero le supuso dos meses en la prisión de 
Yeserías. El Nani, por su parte, continuó en paradero desconocido. Sus 
familiares denunciaron que no se había escapado, sino que había 
muerto debido a las palizas que recibió en dependencias policiales. 

Las investigaciones periodísticas pusieron negro sobre blanco las 
actuaciones de un grupo de funcionarios policiales que aparecían 
implicados en atracos, tráfico de drogas e incluso en la eliminación de 
algún delincuente considerado «incómodo», como podría serlo El 
Nani. Los policías acusados en el reportaje de Cambio 16 fueron 
apartados inmediatamente del servicio. El jefe de la brigada regional 
de la Policía Judicial de Madrid evitó el cese al presentar su dimisión. 
Las responsables del Ministerio del Interior abrieron una investigación 
interna y el propio general de la Policía afirmó que llegarían hasta el 
final «cayera quien cayera». 

Los tres periodistas se habían repartido el trabajo y tenían los 
datos bien contrastados, pero se les presentaba una dificultad, quizá la 
más compleja, en opinión de Rafael Cid. Una impresión que era 
compartida por sus dos compañeros: la presión policial. Sin embargo, 


al poco tiempo se dieron cuenta de que no les influía y que, de hecho: 
«Los funcionarios de la propia Administración aprovecharon la línea 
de investigación que nosotros habíamos abierto». 

José Manuel Villarejo se encargó de hacer «el trabajo sucio que no 
se podía hacer oficialmente»ss, señala Díaz Herrera. Uno de los 
cometidos destinados a Villarejo era el de seguir a los tres periodistas 
que investigaban la corrupción policial. Años después, éste tendría «la 
desfachatez de mostrar una copia de su informe a Liso y Díaz Herrera, 
que comprobaron que afortunadamente todo era completamente 
falso»54. 

No sería la última vez que pondría su interés en ellos. 


«Soy paciente, he aprendido, ahora hago caja» 


José Manuel Villarejo fue oscureciendo paulatinamente el color de sus 
trajes. El uniforme de policía era solo un recuerdo que colgaba del 
perchero. Él se presentaba a las empresas como consejero delegado de 
RV Consultores. Cambió la sede de su compañía y la instaló en un 
chalé de Boadilla del Monte, en el número 20 de la calle Gómez 
Tejedor. Tenía fama de ser implacable con sus enemigos: poseía una 
amplia experiencia como policía, buenos contactos dentro del Cuerpo, 
los medios públicos a su disposición y una gran ambición como 
empresario privado. 

Disfrutaba y exhibía un nivel de vida que formaba parte de su 
tarjeta de visita. Pensaba que proyectar una imagen de éxito era 
fundamental para atraer la atención de personas con éxito. Al menos, 
su particular idea de éxito. Una idea con destino fijo: el dinero. 
Conducía un Porsche, paseaba con mujeres atractivas, vivía en una 
casa de lujo y frecuentaba los mejores restaurantes de Madrid. 

Su puesta en escena llamó la atención de sus antiguos compañeros 
del Cuerpo. Villarejo decía que trabajaba para Mario Conde, recién 
nombrado presidente de Banesto en 1987. Fue entonces cuando el 
policía empezó su vida como infiltrado, un largo periplo en el que 
haría malabares con la ilegalidad hasta acabar en la cárcel décadas 
después. Siempre en una zona fronteriza, siempre con un pie en los 


negocios privados y otro en las estructuras del Estado. 

El periodista Fernando Rueda conoció a Villarejo durante aquellos 
años y lo define como «un detective privado joven, robusto y fornido, 
guaperas él, y con una pinta de empresario con pelas que echa para 
atrás, de lo mejor que se puede encontrar en España en circunstancias 
apuradas. Un modelo de investigador que va como anillo al dedo para 
quienes todavía sienten deseos de aventura por mucho que estén con 
el agua al cuello y que podría responder a la internacional noción de 
mercenario»ss. 

La Policía solicitó a Villarejo que usara «su cobertura de 
empresario para que haga lo que ellos no pueden hacer», informa 
Álvaro de Cózarss. Otro periodista, Ernesto Ekaizer, cree que existen 
dos razones para esa petición: «Primera, porque a medida que los 
clientes particulares o privados iban disponiendo de información 
sensible y susceptible de ser utilizada con éxito contra un rival, 
comenzaron a trasvasarla a los medios de comunicación; segunda, 
porque los propios medios comenzaron a ser clientes de ese mercado». 

El empresario Javier de la Rosa y el banquero Mario Conde serán 
los principales exponentes de esa guerra de informes. 


Agencia Kroll 


D. S. eran las iniciales del director londinense de la agencia de 
detectives Kroll. El traje azul de tres piezas y una corbata 
perfectamente anudada le conferían el aspecto de un abogado de 
negocios. Había citado a Villarejo en un restaurante madrileño. El 
expolicía apareció con una camisa de seda marrón. 

—Bueno, me imagino que no has quedado solo para conocerme, 
¿verdad? —le preguntó Villarejo al detective inglés. 

—Tienes que investigar cómo invierte una empresa extranjera en 
España. Algo más profundo que lo que te pedimos la anterior ocasión. 

—Soy caro, pero el mejor. 

«Villarejo estaba loco de alegría cuando lo contrataron desde la 
agencia internacional de detectives Kroll», nos informa un exmiembro 
de la agencia de detectives norteamericana. «Se reunió a comer con 


nuestro director —señalan antiguos empleados de la agencia—. Fue la 
peor decisión de D. S.» 

Villarejo empezó a presentarse como el hombre de Kroll en 
España. «Nos filtraba sus informaciones para darse importancia, se 
presentaba como el detective especialista en investigaciones 
económicas», recuerda un periodista de Cambio 16. Para realizar sus 
encargos, utilizaba métodos eminentemente policiales y se centraba en 
estudios socioeconómicos de personas y empresas, según esta fuente. 

«Tronco, vosotros sois ricos... mosotros no nos dedicamos a 
subvencionar a todos los que tienen problemas. La provisión de fondos 
es fundamental porque ¿qué te crees, que el de Hacienda nos lo da 
gratis? Los rastreos que estamos haciendo de tráfico de llamadas y las 
cosas delicadas, tío... la gente se la juega y a cambio hay que untarlos, 
el de... la persona que estamos seduciendo para que nos cuente 
cosas... todo Eso vale pasta», ha dejado registrado Villarejo en uno de 
los audios que los investigadores de la causa Tándem han manejado. 

Los dos informes que realizó Villarejo para Kroll se llaman 
Operación Lenon y Operación África. Algunos se los atribuyeron a 
KIO, pero la empresa lo negó. En marzo de 1989, Javier de la Rosa 
lanzó una Oferta Pública de Adquisición (OPA) sobre la empresa vasca 
Aristain S. A. en la que tenía una opción de compra. La empresa 
siderúrgica se iba a convertir en una nueva sociedad holding que daría 
soporte jurídico a las inversiones que De la Rosa pretendía llevar a 
cabo en distintos sectores industriales. Su deseo era aglutinar los 
intereses de otros potenciales inversores que deseaban incorporarse a 
su proyecto en calidad de socios. 

Kroll solicitó a Villarejo que investigara las causas civiles y penales 
que pudiera tener De la Rosa en España. Se centraron en «la imagen 
pública del financiero y su capacidad de llegada a la pomada 
empresarial y política». Era la Operación Lenon. Meses después 
llegaría la Operación África, una ampliación de la anterior. 


Un país de oportunidades: contraespionaje 


España era un semillero fecundo para el negocio de Villarejo. 


Empresas como KIO o Carnegie International, uno de los principales 
operadores de Bolsa de Londres, centraban su interés estratégico en 
nuestro país. El ministro de Economía y Hacienda, Carlos Solchaga, 
puso en duda a Javier de la Rosa en un par de ocasiones. La primera, 
el 30 de septiembre de 1987 durante una conversación con un 
ministro kuwaití en Washington; la segunda, un mes después a lo 
largo de un encuentro con el representante de KIO: «Hizo conocer a 
los responsables de ambos cargos que la persona que parecía ser su 
asociado y principal director de operaciones en España, el financiero 
catalán Javier de la Rosa, tenía problemas que en aquel momento 
estaban sub judice, y eso hacía que no pudiera ser un interlocutor 
válido con el Gobierno»»,. 

La hoja de ruta existencial de Javier de la Rosa está 
permanentemente asociada a la mentira. Villarejo descubrió esa grieta 
e incidió sobre ella una y otra vez: «Me da la impresión de que Javier 
de la Rosa es una persona poco imaginativa, le puedo decir que este 
señor me contaba unas historias... historietas». 

Las operaciones de Carnegie en España cada vez eran más 
cuantiosas. Canalizaba las inversiones desde Reino Unido y se erigía 
en uno de los mejores clientes de los intermediarios bursátiles 
españoles a finales de los 80. La entidad tenía un plan adicional: 
quería constituir una sociedad de valores que estuviera en sintonía con 
la reforma de la Bolsa española. El proyecto debía ser presentado en la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) para su 
aprobación formal. Antes de eso, los responsables de Carnegie querían 
vender otras posiciones empresariales. 

Tenían el 10% de Dragados y Construcciones, porcentaje que le 
ofrecieron a Javier de la Rosa y a KIO. Los segundos no tenían nada en 
Dragados y querían averiguar si De la Rosa poseía intereses ahí o no. 
Mientras tanto, Carnegie se planteaba hacer otra inversión en 
Explosivos Río Tinto, que estaba saliendo de una suspensión de pagos 
extrajudicial pactada con los bancos en 1982. 

El grupo kuwaití KIO y Javier de la Rosa compraron Explosivos Río 
Tinto en 1988 tras la renegociación de la deuda y la reestructuración 
del grupo. Fusionaron esta empresa con Cros y la firma Torras para 
dar forma a una nueva compañía: Ercros. En paralelo a todos estos 


movimientos empresariales, síntesis de la realidad económica de 
España, la agencia de detectives Kroll solicitó a Villarejo que 
investigara «todas las inversiones de Javier de la Rosa para detectar si 
las operaciones financieras eran en su propio nombre o si, por el 
contrario, se trataban de inversiones de KIO»ss. 

El excomisario no era el único que investigaba. Al mismo tiempo, 
los servicios de Inteligencia hacían su trabajo. El negocio era de 
interés nacional y obligó al Gobierno a intervenir: «La fabricación de 
explosivos no podía estar en manos de una sociedad controlada por 
Kuwait, un país no aliado. Se produce la segregación de la fabricación 
militar de Ercros, que pronto pasaría a protagonizar la mayor 
suspensión de pagos de la historia económica española»so. 

«Villarejo filtra a los medios que Kroll le había encargado 
investigar a Al Faisal Abdullah, un posible intermediario de Hussein 
que intentaba entrar en el capital de Banesto», señala un periodista. 
Diario 16 indicaba en un artículo que aquel proyecto se denominó 
«Árabe» y que escarbaba en posibles investigaciones a empresas 
textiles de la Comunidad Valenciana. 

El diario Levante entrevistó al presidente de la asociación textil, 
que negó dichas informaciones. La prensa nacional, por boca de 
Villarejo, señalaba que este había «trabajado para la agencia 
norteamericana Kroll en la investigación de las cuentas de Sadam 
Hussein en España». «Todo lo que Pepe filtraba a la prensa era falso», 
relatan desde el entorno del comisario Enrique García Castaño. «Lo 
que cuenta Pepe es en un 90% falso. Es un mentiroso compulsivo. Su 
única virtud era escuchar y luego hacerse protagonista de una historia 
que no había vivido». 

Kroll reaccionó negando su vinculación con Villarejo. Lo acusaban 
de arrogarse la representación de Kroll en España. Villarejo, por su 
parte, que nunca dejaba un ataque sin respuesta, se defendió en el 
tabloide Claro: «Los gringos de Kroll no se enteran de nada». «Esas 
desafortunadas manifestaciones solo son explicables a ciertos 
problemas neuronales que el calor excesivo les ha podido producir en 
la guerra del Golfo o a un extraño sentido del humor». 

Un ejecutivo de Kroll en Europa difundió a su vez que «las 
investigaciones referentes a los bienes iraquíes comenzaron en octubre 


de 1990». Kroll insistía en que era «totalmente falso que se hayan 
investigado algunas de las compañías o personas mencionadas o que 
haya sugerido o sospechado que cualquiera de estas compañías o 
personas sean objeto o estén envueltas en las inversiones de fondos 
dudosos de procedencia iraquí». 

La nota de Kroll es taxativa respecto a De la Rosa: «Es falso que 
Kroll Associates haya sospechado o sugerido que Javier de la Rosa 
haya sido activo de ese contexto. Esta última sugerencia es 
especialmente absurda teniendo en cuenta la conexión que tiene el 
señor De la Rosa con Kuwait Investment Office (KIO)». Sobre la 
empresa española de detectives R. V. Consultores de Investigación, la 
misma nota señala que Villarejo «está empleando métodos de 
investigación que no son legales o de dudosa legalidad». 

Villarejo contrataca con un desmentido en El Mundo: «Sin perjuicio 
de la interpretación periodística que en su día se realizó por parte de 
determinados medios, deseamos remitirnos a la aclaración concreta 
que realizó nuestro consejero delegado, que consistía en: 1. Reconocer 
nuestras relaciones comerciales con la firma Kroll una vez que ésta las 
hizo públicas. 2. Que nuestro trabajo se ha concretado en estudios 
socioeconómicos y jurídicos sobre posibles inversiones de capital 
extranjero en España y aspectos colaterales. 3. Que nuestro cliente es 
Kroll y que no nos informó en ningún momento del alcance, 
importancia y fin último que perseguían dichos servicios. 4. Que R. V. 
Consultores de Investigación no puede revelar el contenido de los 
trabajos realizados por obviar razones de discreción y eficacia». 

Kroll prescindió de José Manuel Villarejo por filtrar información. 
Alguien le dijo al policía que la agencia americana con sede en 
Londres había confiado sus investigaciones a Método 3: «Aquello 
nunca lo perdonó —señala la fundadora de la agencia, Marita 
Fernández—. Y la venganza no se hizo esperar». No obstante, antes de 
consumarla, Villarejo volvió a trabajar para el Gobierno español. 


Dosieres falsos 


En esos días, El Periódico de Cataluña publicó un titular que se propagó 


como un incendio desbocado: «Agentes israelíes y expolicías españoles 
trafican con dosieres». En él decían: «Los espías confeccionan 
informes, algunos convenientemente manipulados, para Javier de la 
Rosa, Mario Conde, José María Ruiz-Mateos, abogados y otros 
personajes a cambio de cantidades que oscilan entre 2 y 70 millones 
de pesetas. La información está siendo utilizada para erosionar al 
Gobierno, y para chantajear a empresarios y dirigentes del PSOE, CiU 
y PP». 

El abogado de la familia Ruiz-Mateos, Joaquín Yvancos, y uno de 
los hijos del patriarca acudieron al hotel Villamagna para entrevistarse 
con el directivo de una entidad bancaria. «En el maletín de Yvancos, 
supuestamente, había documentos de la Agencia Tributaria que 
detallaban las liquidaciones de impuestos del banco. La delegación de 
Hacienda donde se guardaban tales documentos, en la calle Velázquez 
número 50, había sido asaltada apenas un mes antes». El expresidente 
de Rumasa, José María Ruiz-Mateos, «es responsable, o cuando menos 
depositario, de grabaciones telefónicas ilegales. Dispone 
presuntamente de documentos robados a la Agencia Tributaria y está 
acusado de fabricar pruebas falsas contra ex altos cargos del 
Gobierno», informaba entonces El País. Uno de sus antiguos 
empleados, José Manuel Scharff, admitiría años después que fue 
«contratado por Ruiz-Mateos para intervenir teléfonos móviles a través 
de un ordenador». 

Scharff declaró ante el juez de instrucción del Juzgado n.* 25 de 
Madrid que él no había confeccionado los documentos, pero sí había 
presenciado su elaboración. En concreto, aseguró que toda la 
operación se había realizado en el hotel Playa Victoria de Cádiz y 
«posteriormente en un piso alquilado en el edificio Alfa, siendo su 
autor material José Antonio Hurtado —supuesto colaborador de Ruiz- 
Mateos— y estando presente el declarante y el señor Yvancos». 
Además, puntualizaba que su colaboración con Ruiz-Mateos consiste 
en facilitar «unos informes referentes a un asunto de Felipe González 
en Venezuela». 

El Periódico de Cataluña informaba de que José María Ruiz-Mateos 
contaba con un equipo integrado por antiguos guardias civiles: «Entre 
ellos, el sargento Romero y el cabo Quintas». A los espías los apoyaba 


«el técnico de telecomunicación José María Schaff», según añadía la 
publicación. Ruiz-Mateos les encargó la fabricación masiva de dosieres 
sobre Felipe González, Miguel Boyer y Mariano Rubio. Entre las 
personas que trabajaban para el expropietario de Rumasa también 
estaba Villarejo en representación de la Agencia RV Consultores. 

Madrid era un hervidero de dosieres falsos. Documentos con la 
vida privada y los supuestos negocios de algunas de las personalidades 
más relevantes de la nación se amontonaban en las redacciones 
periodísticas. Era un arma envenenada, ya que publicar un informe 
falso haría más daño al medio que a la persona de la que hablaba. Los 
periodistas verificaban cada detalle y la conclusión se resumía en una 
palabra en la práctica totalidad de los casos: falso. Según publicaban 
entonces los medios, Javier de la Rosa contaba con un personaje 
especialmente siniestro para confeccionar los dosieres contra sus 
enemigos: Juan Antonio González Pacheco, alias Billy el Niño. 

El periodista de investigación Francisco Mercado precisa mucho 
tiempo después la identidad de algunas personas incluidas en los 
dosieres parapoliciales: «El primer objetivo fue el exministro de 
Economía y Hacienda Miguel Boyer y su mujer, Isabel Preysler. Pero 
sus blancos se han ampliado. Además de personarse como acción 
popular en sumarios como el de las cesiones de crédito del Banco 
Santander, el caso Juan Guerra o el caso Roldán, desde principios de 
año la ofensiva del hombre que perdió el imperio de la abeja afectaba 
a los bancos que, en su opinión, se beneficiaron de la expropiación, a 
periodistas críticos con su trayectoria y, en general, a políticos que 
considera enemigos. Periodistas como Pilar Cernuda o Fernando 
Jáuregui han recibido cartas amenazadoras e insultantes firmadas por 
Ruiz-Mateos, marqués de Olivara, amén de dosieres que confirman la 
intervención ilegal de sus conversaciones privadas. El empresario, 
sobre el que pendían en febrero ocho órdenes de búsqueda y captura 
de diversos juzgados de Madrid, Granada y de la Audiencia Nacional, 
actúa con una audacia absoluta». 


La seguridad de Mario Conde 


Mario Conde llegó a la presidencia de Banesto en 1987. Era el hombre 
del momento. Un icono de la cultura popular en una España donde la 
nueva sociedad aún era tierna e impresionable. Había alcanzado la 
cima empresarial con menos de cuarenta años. Su nombre era 
sinónimo de triunfo y poder, pero el triunfo y el poder suelen ser 
productores de envidias al por mayor. Sostenerse en la cima requiere 
de precauciones extremas más allá de los focos, además de una 
habilidad de funambulista. 

El comisario jefe del distrito de Chamartín, Sebastián Fernández 
Dopico, entró un día en el despacho del banquero. Aún resonaba su 
implicación en casos de espionaje político y en la desaparición de 
fichas de la Brigada de Información. 

—Mario, me han dicho que Javier de la Rosa ha solicitado un 
dosier sobre ti. 

Fernández Dopico había diseñado un plan personal de seguridad 
para Mario Conde porque lo asesoraba desde hacía algunos añosso. 
Según publicó Cambio 16, el agente «no duda en ponerse a las órdenes 
de Conde al abandonar el Cuerpo policial tras descubrirse que había 
robado determinadas carpetas de los archivos oficiales». 

Conde no tardó en tener entre sus manos el informe que De la Rosa 
había solicitado contra él, que le facilitó el director general de la 
Policía, José María Rodríguez Colorado. El presidente de Banesto leyó 
los folios con atención y los calificó de «lastimosos y carentes del 
mínimo rigor... Un estudio elaborado contra mi persona, bien leído no 
deja de ser elogioso para conmigo, mis contactos, mis capacidades 
intelectuales, mis relaciones político-sociales. Incluso describía, 
penetrando en la esfera de la intimidad, que mantenía relaciones con 
una italiana estupenda a la que visitaba en una calle de Madrid. 
Ciertamente, en la dirección suministrada por los supuestos espías 
americanos no vivía ninguna italiana ni yo jamás traspasé las puertas 
de la casa donde vivía»o1. 

Mario Conde había solicitado un informe interno sobre la situación 
del Banco Garriga Nogués, una entidad filial de Banesto que había 
sufrido una quiebra patrimonial de 98.326 millones de pesetas. Javier 
de la Rosa había sido vicepresidente de ese banco hasta 1985. Conde 
le achacó la quiebra y, al enterarse, De la Rosa contraatacó y encargó 


un informe a la agencia Kroll sobre «la trayectoria empresarial y 
bancaria de Conde, de sus antiguos socios, como Juan Abelló». 

Kroll encargó ese informe a José Manuel Villarejo. Cambio 16 
destaparía la finalidad última del documento: «Tapar el agujero que 
De la Rosa dejó en Garriga Nogués». Años después, Villarejo utilizará 
una de sus identidades ficticias, Manuel Pérez Villar, para captar como 
informador a Javier de la Rosa e investigar de nuevo a Juan Abelló. 
Un comportamiento que el comisario Enrique García Castaño le 
reprochará calificando sus técnicas de poco profesionales: «Hay que 
ser serios, joder, en estos temas... ¡Que trabajas en plan pardillo! Yo 
no sé cómo no te han pillado. Es que no lo entiendo. A mí me 
encargan un tema de esos, y en tres días te pillo, hombre». 


Mario Conde se consolidó al frente de Banesto con el paso de los 
meses, pero su obsesión por la seguridad era cada vez mayor. Según 
Fernando Ruedasz, llegó a mantener reuniones con De la Rosa «en 
bolas, cubiertos por un fino albornoz de rizo debido al fresco y al 
lógico pudor. De esta forma evitaban definitivamente el mutuo 
espionaje». 

Conde reforzó todos los sistemas para proteger su intimidad y la de 
su familia, más cuando se enteró de que ETA tenía un plan secreto 
para secuestrar a su hija mayor. Entonces fichó a Jacques Hachuel, 
antiguo espía del Mossad, para hacer sus propios dosieres. Este, a su 
vez, contrató a Villarejo. El periodista Fernando Rueda narró la 
conversación entre Mario Conde y Hachuel: 

—Tengo lo que necesitas para solucionar ese tema de una vez por 
todas y olvidarte —le dijo Hachuel—. Se trata de gente que perteneció 
al Mossad y en temas de seguridad, como comprenderás, nadie les 
gana. 

—Mira, necesito a los mejores, no me basta con menos. 

—¡Qué dices! ¡Por supuesto, hombre! Te estoy hablando de lo 
mejor de lo mejor a nivel internacional. Se lo hacen bien y, claro, se lo 
cobran muy bien, pero te darán todas las garantías. Chico, como que 
entre ellos está el que fue jefe de antena del Mossad en España, que se 
conoce el terreno, ¿eh? Relájate y disfruta. 


—Sí, estoy yo para eso... Oye, que el precio, como te puedes 
imaginar, no me importa. Habla con ellos y que vengan a verme 
inmediatamente, así como ayer. 

Mario Conde los tuvo pronto a su disposición. Los hombres de 
Hachuel montaron contravigilancias, barrieron los despachos en busca 
de micrófonos y protegieron a la familia del presidente de Banesto. 
Fernando Rueda precisa: «Conde condujo a su incondicional equipo 
del Mossad hacia el espionaje total. El mismo Yosef Aroch, que 
encabezaba el camuflado conjunto, era el jefe de un reducidísimo 
número de asesores de seguridad de élite». 

Conde desconocía entonces que Villarejo realizaba los informes de 
Kroll en España y que también los estaba realizando para él. 


El caso Juan Guerra 


En la primavera de 1989, Berlín vivía el preludio de una fiesta 
contenida. El muro que partía Alemania en dos caería en unos meses. 
En España, el empresario José María Ruiz-Mateos golpeaba al ministro 
de Economía, Miguel Boyer, al grito de «¡Que te pego, leche!». Felipe 
González estaba a punto de ganar sus terceras elecciones consecutivas. 
Sería con una mayoría raquítica: 175 diputados. El Partido Socialista 
ya no era la fuerza monolítica que arrasó en las elecciones generales 
de 1982 con 202 escaños. Los problemas con los sindicatos debido a 
una reforma laboral que introducía contratos temporales, facilitaba el 
despido y reducía al mínimo los derechos de los menores de 25 años 
provocaría una huelga general que zarandearía la credibilidad del 
Ejecutivo. González se vio obligado a adelantar nueve meses los 
comicios. En el horizonte político del país asomaba un joven 
candidato de treinta y seis años que acababa de refundar el principal 
partido de la oposición: José María Aznar traía de su mano el Partido 
Popular. 

Los periodistas recibían diariamente multitud de dosieres en las 
redacciones. Espionaje y contraespionaje eran dos caras de la misma 
moneda. Dos rayos que no cesaban a finales de la década de las 80. 
Algunas informaciones eran falsas; otras, muy falsas. Rara vez llegaba 


material de primera calidad, pero cuando aparecía un dosier bueno, 
destacaba con rapidez sobre el resto. 

El PSOE había modernizado España en temas sociales, sanitarios y 
educativos, pero al igual que en la Dinamarca de William 
Shakespeare, el olor a podrido comenzaba a adueñarse de la nación. 
La corrupción era una sombra cada vez más densa y visible: 
acusaciones de cohecho, fraude fiscal, tráfico de influencias, 
prevaricación, malversación de fondos públicos o usurpación de 
funciones. Los investigadores dieron un nombre y una comunidad 
autónoma como epicentro de la tormenta que estaba por venir: Juan 
Guerra, hermano del vicepresidente del Gobierno Alfonso Guerra y 
asesor en la Junta de Andalucía. 

Los periodistas de la revista Tiempo, Ramón Tijeras y José Díaz 
Herrera poseían una ingente cantidad de información que relacionaba 
a Juan Guerra con empresas, negocios, propiedades y beneficios 
obtenidos gracias a lo que empezaba a denominarse como «tráfico de 
influencias», un delito hasta entonces inexistente en el Código Penal 
que consiste en que «el funcionario público o la autoridad influye en 
otro funcionario público o autoridad, prevaliéndose del ejercicio de las 
facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su 
relación jerárquica con este o con otro funcionario o autoridad, para 
conseguir una resolución que le pueda generar directa O 
indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero». 

Tijeras y Díaz Herrera visitaron el Registro Mercantil, escrutaron 
las propiedades que tenía Juan Guerra y obtuvieron una información 
impagable. No obstante, la revista Tiempo les impidió publicar la 
información. Los periodistas decidieron enviársela a la exmujer de 
Guerra. «Mantuvo dos conversaciones telefónicas con Juan Luis 
Muriel, entonces presidente provincial del PP en Sevilla, quien le 
organizó una cita con el secretario general del partido en Andalucía, 
Juan de Dios Martínez, con quien se entrevistó en una cafetería de 
Sevilla. Le enseñó diversos documentos comprometedores para su 
marido, pero no le permitió quedarse con ellos, ya que insistió en 
entregárselos personalmente a Manuel Fraga, cosa que hizo poco 
después»e3z 

El 30 de diciembre de 1989, con Felipe González estrenando su 


tercer mandato, la revista Época publicaba «El caso Juan Guerra». 
España cambiaba de década sumida en el escándalo. El vicepresidente 
del Gobierno y hermano del propio Juan Guerra salió a dar 
explicaciones el 1 de febrero de 1990 en una comisión de control. 
Alfonso Guerra arremetió entonces contra el PP: «Debo decir que yo 
he recibido peticiones, al margen de las solicitudes reglamentarias, 
cartas de empresas que han explicado que han pedido oficialmente 
concesiones de tal o cual cuestión y que solicitan que se les atienda 
especialmente y que se les conceda lo que se pide. He recibido 
llamadas telefónicas y he recibido también visitas, y debo decir que en 
este tema de canales de televisión yo creía no estar facilitando ningún 
tráfico de influencias de quien venía a verme...». 

Ese mismo día, el presidente González añadía: «Estoy 
absolutamente seguro de la honorabilidad y honradez del 
vicepresidente. Si en algún momento siente la tentación, porque se 
cuestiona su honorabilidad, de presentar la dimisión, o el Parlamento, 
mayoritariamente por esa razón de cuestionamiento de su honradez 
que he visto en grandes titulares, le forzara a dimitir, habría ganado 
dos batallas». 

Los periodistas José Díaz Herrera y Ramón Tijeras tomaron nota 
del debate desde un piso que habían alquilado para escribir sin 
interferencias el libro El dinero del poder. La obra iba a tener un 
personaje central: Juan Guerra. No obstante, ampliaron el foco hasta 
explicar en detalle las idas y venidas del dinero que se generaba 
alrededor del poder. Un manual sobre cómo se habían enriquecido 
empresarios y políticos durante la etapa del Ejecutivo socialista: el 
negocio de las armas, las comisiones del petróleo, las empresas que 
controlan el comercio de Estado y las comisiones de los convenios 
económicos internacionales. Los pactos secretos entre empresarios de 
los medios de comunicación y el PSOE, así como la red financiera que 
algunos socialistas habían tejido en los últimos años... 

El Gobierno quería parar el libro o, al menos, conocer su contenido 
y sus avances. Según un periodista que en aquellos años se relacionaba 
con Villarejo, este alquiló un piso anexo a donde estaban trabajando 
Díaz y Tijeras. Hizo un agujero y desde allí tomó nota de los avances 
de estoss4. Aquel libro se convirtió en el más vendido del año. 


Intruso 


Mientras tanto, José Manuel Villarejo vio una oportunidad de negocio 
en la Barcelona de 1989. Una extraña oleada de incendios quemó diez 
fábricas en un mes y el policía reconvertido en detective se presentó 
como el salvador de las compañías aseguradoras. Los intereses de 
Villarejo colisionaron con la actividad de los detectives privados. En 
concreto, con la de José María Vilamajó, propietario de la agencia de 
detectives Winterman y presidente de la Asociación Catalano Balear 
de Detectives Privados, un especialista en el fraude del sector 
asegurador. Pronto se cansaría de escuchar las justificaciones de sus 
clientes para contratar a Villarejo: «Es que forma parte del colectivo 
policial», le decían. «Les hacía ver que tenía todas las comisarías a su 
disposición y los clientes lo contrataban a él», explica Vilamajó. 

El sistema de Villarejo era sencillo: captaba los posibles fraudes de 
las aseguradoras y cobraba por la investigación que por ley le estaba 
vetada al no ser detective. Luego iba a una comisaría y ponía una 
denuncia. 


Que hable Villarejo 


Un modelo de negocio casi infalible que recuerda en sus grabaciones: 
«Aquello estaba todo trincado por Winterman. Los hijos de puta 
[de los empresarios del textil] quemaban todo para que las compañías 
de seguros lo pagasen. A mí me contrataban las compañías y yo lo que 
hago es que todas [las investigaciones] que estaban investigando los 
picos (guardias civiles), canalizarlo todo por la poli. Y [da el nombre de 
un policía] me dice: ¿qué lo están denunciando todo por la poli? Claro 
estoy barriendo para casa, gilipollas. Y me dice: lo que tú quieres es 
que te hagamos el curro y tú lo cobras. Y le digo: ¿tú qué quieres 
cobrar conmigo? ¿Qué quieres que reparta contigo? Si es curiosidad, 
que te den por el culo. Si quieres que reparta, me dices cuánto quieres, 
tronco. No, no, me dijo. Y al final me echaron allí entre todos. Y por 
eso antes de irme hablé con mi tronco Agustinito Linares y le dije: 


mira la que tienes aquí liada en Barcelona». 


Villarejo no se fue. La verdad es que lo echaron los detectives 


privados de la capital catalana: «Visité a Villarejo en Madrid y me dijo 
que le denunciase si me atrevía —explica Vilamajó—. Luego me 
entrevisté con la Unidad de Seguridad Privada [unidad policial que 
controla a los detectives privados]». 

Juan de Dios Vargas, detective valenciano que se ocupaba de 
controlar el intrusismo en el sector de los detectives, recopiló 
información sobre Villarejo y lo denunció en el verano de 1989: 
«Villarejo actuaba como detective privado y no lo era. Por eso lo 
denuncié», señala el detective. 

El excomisario acabó expedientado por intrusismo profesional. El 
número de su expediente: 31.315. Cuando comprobó que no tenían 
nada que hacer en Barcelona, se mudó a Marbella. Empezaba así la 
década de los años 90, una etapa esencial en la historia reciente de 
España. 
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Capítulo 9 
Trabajos políticos contra 
periodistas 


Vale, sí, yo me voy de la poli pero pagarme mis 80 kilos. ¿Cómo no? Hago una 
relación de todo lo que he hecho: pinchazos a Pedro J. ¡pinchazos a Pedro J., 


eh!, picotazos a Melchor Miralles... 


José Manuel Villarejo 


6 de diciembre de 1987. En el Congreso de los Diputados el dedo 
acusador de Felipe González señalaba el camino al periodista Pedro J. 
Ramírez y lo empujaba a fundar un nuevo periódico. El Gobierno del 
PSOE, apoyado por gran parte de la beautiful people española, presionó 
al joven director de Diario 16 para que su periódico dejara de informar 
sobre la guerra sucia contra ETA. El reportero Melchor Miralles había 
descubierto un zulo de los Grupos Antiterroristas de Liberación (GAL) 
en el sur de Francia con pruebas que unían a los autores de dos 
docenas de asesinatos con el Ministerio del Interior. Una herida 
informativa en la que incidió Ramírez cuando, una semana antes de su 
encuentro con el jefe del Ejecutivo, escribió un artículo titulado «Un 
presidente que no nos merecemos». 

González, con el dedo a escasos centímetros de la cara de Ramírez, 
lo acusó encolerizado: «Lo que estáis publicando es terrible, lo que 
está publicando Miralles es horrible... Y si quieres que te lo diga por 
escrito, te lo diré por escrito. Lo único que tengo que negociar con 
ETA es que, si ellos dejan de matarnos a nosotros, nosotros dejaremos 
de matarlos a ellos». 

El director de Diario 16 continuó con las publicaciones sobre los 
GAL. Los periodistas Manuel Cerdán, Antonio Rubio, Ricardo Arqués y 


el propio Melchor Miralles perseveraron día tras día en sus 
investigaciones. Casi un año después, el 17 de noviembre de 1988, las 
palabras de González tuvieron continuidad con una frase a modo de 
amenaza y sentencia que el ministro del Interior, José Luis Corcuera, 
dedicó a Ramírez en un debate televisivo sobre cómo debe informarse 
del terrorismo en los medios de comunicación: «Puedes dejar de ser 
director muy pronto», le dijo. 

El presidente de Diario 16, Juan Tomás de Salas, despidió a Pedro 
J. el 8 de marzo de 1989 tras casi nueve años como director. Se lo 
comunicó por escrito: «Amedo: este asunto lo hemos discutido tantas 
veces que ya se me agotaron argumentos y ganas de usarlos. Ni los 
consejeros ni yo creemos que la investigación sobre los GAL reúne las 
condiciones de imparcialidad y veracidad propias de un gran 
periódico. Sentimos que Diario 16 anda a la búsqueda de su Watergate 
particular. Hemos condenado a Amedo sin juzgarle. El asunto legal es 
tan impopular que solo derrochando seriedad, imparcialidad y 
veracidad lograrás que nuestros lectores nos entiendan en lugar de 
detestarnos. Y ello exige una imparcialidad que Melchor Miralles no 
está en condiciones de ofrecer. Amedo parece su batalla». 

El Mundo nació el 23 de octubre de 1989. Pedro J. Ramírez estaba 
al frente. Lo acompañaba una nómina de periodistas, escritores e 
intelectuales que pronto convertirían ese diario en el más abierto, 
singular y heterodoxo de la prensa española: Manuel Cerdán, Antonio 
Rubio, Casimiro García-Abadillo, Francisco Umbral, Raúl del Pozo o 
Pedro García Cuartango, entre otros muchos. 

Felipe González revalidó su tercera mayoría absoluta una semana 
después, pero al armazón del otrora trasatlántico socialista se le 
abrieron enormes vías de agua. La palabra «corrupción» comenzaba a 
ser la imagen de marca del PSOE. El Mundo hizo del periodismo de 
investigación la suya. Fueron tiempos de grandes reportajes e 
investigaciones, escándalos y gargantas profundas que tenían réplica a 
nivel internacional. El dictador iraquí, Sadam Husein, invadió y 
anexionó Kuwait el 2 de agosto de 1990 en lo que denominó como «la 
madre de todas las batallas». Una coalición de treinta y cuatro países 
autorizada por Naciones Unidas y liderada por Estados Unidos le dio 
la réplica a partir del 16 de enero de 1991. Cayeron más de 3.000 


bombas sobre las defensas iraquíes para obligar a Husein a desocupar 
Kuwait. Soldados españoles también intervinieron en la Operación 
Tormenta del Desierto. Las Fuerzas Armadas cedieron sus bases 
militares en nuestro país y las pusieron a disposición de la coalición 
internacional. La guerra de Irak captó la atención de los ciudadanos 
que, al mismo tiempo, observaban cómo crecía la hostilidad entre el 
Gobierno de Felipe González y los medios de comunicación. 

El Ejecutivo socialista trató de controlar a los periodistas. El 
abismo electoral que los separaba del recién nacido Partido Popular 
cada vez era más estrecho. Incluso había banqueros que, como Mario 
Conde, parecían dispuestos a disputarles el poder. Camuflado entre la 
convulsión del contexto, José Manuel Villarejo se acercó a los 
periodistas de El Mundo en su sede madrileña de la calle Padrillo 
número 42: «Nos ofrecía, a través de un compañero de la redacción, 
comprar acciones de un banco a finales de año con la promesa de que 
la entidad las recompraba dos meses después multiplicadas por diez», 
explica uno de aquellos redactores. 

Villarejo utilizó prebendas e informaciones confidenciales para 
ganarse su confianza: «Pepe filtró a Alfonso Rojo que el CESID estaba 
investigando a Melchor Miralles a cuenta de los GAL», señala el 
entorno de Villarejo. Melchor Miralles desmiente esta afirmación y 
explica al final de este capítulo cómo se enteró de que lo estaban 
espiando: «Nunca he conocido a Villarejo», concluye. Tiempo después 
se sabrá que es el propio Villarejo el que los está espiando. 


Operación Tormenta del Desierto 


El enviado especial de El Mundo, Alfonso Rojo, fue el único 
corresponsal de la prensa española que consiguió entrar en Bagdad 
tras el bombardeo americano. En ese momento, el embajador iraquí en 
España, Arshad Tawfiq Ismail, estaba a punto de desertar. Pedro J. 
Ramírez se reunió con él el 24 de enero de 1991, cuando Ramírez ya 
sabía que Rojo estaba bien. Había recibido una nota en la que su 
reportero le aseguraba que su intención era continuar en el hotel Al 
Rashid de Bagdad. Añadía que «ya es imposible mandar ninguna 


historia... he decidido permanecer en la capital iraquí hasta que 
finalice la guerra». 

Dos meses después de su reunión con Pedro J. Ramírez, el 
embajador iraquí solicitó asilo político en España y se reunió con 
diversos altos cargos de los ministerios de Asuntos Exteriores e 
Interior: «Temía por la seguridad de su mujer y de sus cuatro hijos», 
señalan algunos policías que coordinaban el operativo. «Conocedor de 
las rencillas que enfrentan a la policía con el CESID, preparó su 
entrega con cuidado. Limpió de papeles comprometedores la 
embajada, sobre todo los que podían hacer referencia a comisiones 
pagadas por empresas españolas para exportar a Irak y armas», señaló 
el diario El Mundo. 


Alto secreto: corrupción en el PSOE 


El 10 de marzo de 1991, el comisario Enrique García Castaño recorría 
el corazón de Madrid en misión confidencial a bordo de una furgoneta 
camuflada. Se dirigía a la embajada de Irak. Cuando llegó a su 
destino, se presentó al embajador y a su familia. 

—Señor embajador, está todo coordinado con el Ministerio del 
Interior. Nos tenemos que marchar. ¿Ha preparado lo que le pedí? 

El embajador le tendió una bolsa con el logotipo de Asuntos 
Exteriores de Irak. Dentro había tres fusiles Kalashnikov, una 
metralleta Heclker con silenciador, dos pistolas Beretta, tres pistolas 
CZ y otras armas junto a unos documentos del Frente Andaluz de 
Liberación (FAL). «No quería que aquellas armas fuesen usadas con 
fines terroristas», señalan desde el entorno de García Castaño. Esa 
noche se lo llevaron a dormir al Parador Nacional de Ávila. 

Al día siguiente, un avión fletado por Arabia Saudí aterrizó en 
Madrid. Los servicios secretos de ese país querían que el embajador 
Arshad Tawfiq Ismail dirigiera la oposición contra Sadam Hussein. 
Ante de irse, la Policía «lo vació de información». «Queríamos 
asegurarnos de que no tuviese nada que afectase a España», confiesan 
desde el entorno de uno de los agentes que formaron parte del 
operativo. 


Los periodistas de El Mundo conocieron estas informaciones desde 
el entorno de José Manuel Villarejo, que en ese instante odiaba al 
comisario García Castaño. Villarejo desarrollaba un rol de doble 
agente con los periodistas, ya que mientras les daba información 
conocía las investigaciones que estaban realizando El Mundo sobre el 
PSOE. Todo ello dejó un agujero en los servicios de Inteligencia del 
país. 

«Embajador: siento mucho no haberte despedido. No quise 
fomentar más mentiras de la prensa. Guardo un gran recuerdo. Me 
gustaría que no perdiéramos el contacto. Si algo puedo hacer, estoy 
dispuesto a todo. Os deseo lo mejor a toda la familia. Un abrazo». Esta 
tarjeta, con otros mensajes de similar contenido, fueron despachados 
con un enviado especial del CESID a Arabia Saudí. El coronel L., 
responsable en el CESID del área de Oriente Medio, prefería enviarlos 
con un correo secreto para evitar que los servicios de información 
saudíes y la CIA se sintieran «puenteados». 

En otro de sus mensajes L. dice: «Si cuando decidiste pedir asilo 
me lo hubieras dicho, no habrías tenido el menor problema, incluido 
el control de la prensa. Me sorprendió las salvajadas de la prensa y, 
por discreción, di orden a mis hombres de no acercarse a ti para evitar 
mayores problemas». 

Los ataques al embajador y al CESID por parte del Ministerio del 
Interior formaban parte de una cortina de humo que usó el Gobierno 
para tapar la realidad: la corrupción era una ola imparable que 
amenazaba con derruir la estructura del PSOE. Intentaban controlar el 
desempeño investigativo de los medios, pero por cada presión salía un 
nuevo reportaje que mostraba la verdad que había más allá de la 
realidad aparente. 

«Había que terminar con Felipe González, esa era la cuestión. Al 
subir el listón de la crítica se llegó a tal extremo que en muchos 
momentos se rozó la estabilidad del propio Estado. Eso es verdad. 
Tenía razón González cuando denunció ese peligro... pero era la única 
forma de sacarlo de ahí», afirma Luis María Ansón, exdirector del 
periódico ABC, en una entrevista a la revista Tiempo. «La Policía 
intenta impedir que el caso FILESA, el mayor caso de corrupción del 
PSOE, llegue a las portadas de los diarios». El arma secreta para 


intentar conseguirlo se llamaba José Manuel Villarejo. 


Agustín Linares 


El subdirector general operativo de la Policía, Agustín Linares, 
cumplía con su ritual diario de leer y releer las notas confidenciales 
que le enviaba Villarejo. Al otro lado de su mesa, el director de 
Seguridad del Estado, Rafael Vera, observaba en silencio. 

Linares aún era joven, pero tenía sobrada experiencia. Nació en 
Córdoba y llegó a Madrid procedente de la Jefatura Superior de 
Policía de Barcelona. Licenciado en Derecho, apareció en la 
Subdirección General del Cuerpo de Policía en 1986 con 43 años. 
Rodeado siempre por gente de confianza es «la persona que mayor 
poder ha tenido en la Policía Nacional y la que más secretos ha 
atesorado». Villarejo era su paisano y protegido: «Juntos forman parte 
del clan de los cordobeses», señala un periodista que los conoció al 
mismo tiempo. 

—Imagino que ya lo sabes... —dijo al fin Vera con tono de 
preocupación. 

—Sí, los Grapo controlan mis movimientos. He vendido mi casa de 
Córdoba y, aunque he perdido mucho dinero, lo prefiero así. Mis hijos 
irán a Barcelona... 

—Lo sé. Por eso hemos decidido ayudarte. Aquí tienes seis 
millones de pesetasos. 

—¿Fondos reservados? —Vera asintió. 

Linares «no se extrañó de recibir seis millones de pesetas por su 
dedicación en cuerpo y alma al trabajo, sin disfrutar de vacaciones y 
por el esfuerzo dedicado a reestructurar la Dirección General de 
Policía». Cuando Rafael Vera dejó su despacho, volvió al trabajo. Esa 
mañana había citado a José Manuel Villarejo, que llegó puntual al 
volante de su Porsche. En aquellos años derrochaba dinero en coches, 
ropa, restaurantes... Una reverberación de lujo pagado con dinero 
público. 

—¿Cómo va Pepe? 

—Bien, joder. Trabajando como un loco para vosotros, pero sin ver 


un duro vuestro. Me debéis ya ochenta millones de pesetas. (Tiempo 

después confesaría: «A mí me dejaron de la época ochenta millones de 

los fondos reservados sin pagarme. Una fortuna, yo había pactado con 

ellos y de repente: No sé, espérate un poco, tal y cual.... Y ahí es 

cuando a los dos meses a Agustín [Linares] le cortan la cabeza»). 
—Necesito que me hagas un trabajo. 


Villarejo contó: «Desde hace bastantes años y por tener un gran nivel 
de confianza con el subdirector general de Operaciones, Agustín 
Linares, incrementé estas relaciones con el Ministerio del Interior con 
actividades solicitadas que en muy escasas ocasiones fueron 
retribuidas». Y se explicó también en una grabación, conocida gracias 
a Vozpópuliss: «Me quedé solo y tuve que sacar los dientes. El único al 
que sabía que yo no iba a derrotar nunca era Agustín [Linares]; 
porque yo me pongo a hablar y los meto a todos presos, ¿entiendes?». 
Al mismo tiempo el excomisario no solo enumeraba más trabajos 
realizados a cargo de los fondos reservados, sino que citaba al juez 
Baltasar Garzón y se jactaba de haber tenido que barrer para casa. 

El periodista Fernando Rueda señala en su libro Espías que 
«personas cercanas al que fuera subdirector general operativo de la 
Policía [Agustín Linares] niegan que Villarejo, alias Villar, trabajara 
para ellos durante la década de los 80, pero sí reconocen que les 
facilitó información muy valiosa. El policía-detective, por el contrario, 
mantiene que es un agente encubierto que nunca ha dejado de ser 
policía». 

La verdad surgirá, muchos años después, con Villarejo detenido. 
Habla Agustín Linares: «Villarejo no era agente encubierto. Un agente 
encubierto no se presenta a exámenes, ni asciende a comisario, ni 
participa en cursos. A un agente encubierto lo conocen las personas 
que lo tienen que conocer, pero no todo el mundo». Villarejo vuelve a 
la policía, según Linares, «porque el mundo del que él venía después 
del tiempo que había estado excedente le facilitaba el conocimiento de 
una serie de estamentos que normalmente no están al alcance de un 
funcionario de policía normal». 


—Del tema de Matesa, ¿cómo se llama?, de Time Export, yo lo supe 
diez días antes por un picotazo que teníamos en otro tema —le 
comentaba a García Castaño. —Coño, Cacho, han picado a Cacho, que 
luego después se cabreó ¿te acuerdas? La policía había enviado a dos 
tontos del distrito a trincar al argentino [chileno] para echarlo de 
España, y se equivocaron y se fueron al piso de arriba: el tío se 
acojona, se pierde, y se va por la noche a hablar con una abogada, y a 
partir de ahí ya... 

El comisario Enrique García Castaño completa la frase: a partir de 


ahí ya... «la bronca». 


Un escándalo llamado Filesa 


El 23 de mayo de 1991, en la sede de El Mundo, Pedro J. Ramírez y su 
equipo preparaban un suplemento especial con motivo de las 
elecciones autonómicas y municipales que se celebrarían tres días más 
tarde. El PSOE se jugaba mucho, sobre todo en las grandes ciudades, 
donde se calibraba hasta qué punto había perdido el favor de los 
ciudadanos tras los casos de corrupción. 

Sobre las 18.00 horas de ese 23 de mayo, Ana Aguirre, 
colaboradora del diario en Barcelona, subió al sistema interno del 
periódico una información que hizo saltar todas las alarmaso7. Varias 
personas del PSOE y de su entorno habían puesto en marcha una 
«trama empresarial para financiar al partido a través de las sociedades 
Filesa, Malesa y Time Export». Dichas empresas, con solo seis personas 
en plantilla, habían elaborado informes sobre las más diversas 
materias cobrando millones de pesetas a bancos y petroleras. 

Pedro J. tomó el teléfono y la llamó: 

—Oye, Ana, ¿la fuente es fiable? 

—Creo que sí. Me ha venido a ver un tal Carlos van Schouwen, que 
ha sido el contable de las empresas con las que el PSOE ha financiado 
su última campaña electoral y le deben dinero. 

—¿Quiere dinero? —le preguntó el director de El Mundo. 

—No me ha pedido nada, habla de justicia y dice que tiene miedo. 

—De acuerdo, vamos a estudiar el tema con Cacho y con Casimiro 
y te decimos algo. 


Ramírez intuía que la noticia era importante, pero quería tomar 
precauciones. A tres días de los comicios y con el caso Casinoses en 
Cataluña, le preocupaba que alguien quisiera intoxicarlos. Finalmente, 
decidió que Casimiro García-Abadillo y Jesús Cacho se fueran a 
Barcelona esa misma noche. 

A las 09.00 horas del día siguiente quedaron con el contable y su 
abogada cerca de la avenida de Sarriá. Cuando llegaron al punto de 
encuentro en compañía de Ana Aguirre creyeron que todo era una 
farsa. El supuesto despacho estaba compuesto por dos pisos precarios. 
En apariencia, allí dentro se podía encontrar cualquier cosa menos un 
secreto de Estado. A los pocos minutos apareció Carlos van Schouwen, 
un hombre de 46 años con más bigote que cara. Había nacido en 
Chile, aunque la dictadura de Augusto Pinochet le hizo exiliarse a 
México en 1973. Entre exilio o muerte, eligió nostalgia. En territorio 
mexicano conoció a Luis Oliveró, uno de los principales conseguidores 
de los fondos económicos que sirvieron para sufragar las campañas 
electorales que llevaron al PSOE hasta la cima del poder. 

Carlos van Schouwen informó a los periodistas de El Mundo que 
Oliveró, administrador de Filesa, lo había usado en aquella trama para 
luego despedirlo, de ahí que presentara una demanda. El PSOE no 
reaccionó y le debían veinticinco millones de pesetas. 

—¿Qué puedes ofrecernos? —le preguntó Cacho. 

—-Copia de todas las facturas. 

—¿A cambio de qué? 

—De protección. Hace unos días me detuvieron y me amenazaron 
con deportarme. Esto ya ha dejado de ser una cuestión de dinero. 

Les aseguró que un abogado de Madrid se había puesto en contacto 
con su abogada. La oferta había sido clara: «Pagarían lo que se dijera y 
dónde se dijera» a cambio de que no se publicara nada del caso. En la 
operación, según les explicaría Van Schouwen a los periodistas «yo 
podría designar al interlocutor del nivel que quisiera. La contrapartida 
era mi silencio». 

—Te ayudaremos —le prometió Cacho. 

—Estoy seguro, como tú —prosiguió Van Schouwen—, que tarde o 
temprano aparecerá alguien del PSOE con dos dedos de frente y 
obligará a Oliveró a que me paguen el dinero que me deben. Pero ya 


es demasiado tarde. Tengo miedo, mucho miedo. Oliveró dijo que 
pagaría los veinticinco millones que me deben si me marchaba al 
extranjero. ¿Quién me asegura que cumplirá su palabra? Nadie. 
¿Quién me asegura que, una vez fuera de España, no sufriré un 
accidente amañado o que no me asesinarán de dos tiros en la nuca? 6s 

Cacho y García-Abadillo volvieron a Madrid con la copia de 
numerosas facturas. No pasaron por sus casas, sino que se 
encaminaron directamente a la sede de El Mundo en Padrillo 42, 
donde los recibió Pedro J. Ramírez. Tenían las pruebas definitivas 
sobre la financiación ilegal del PSOE. En unos días, los rumores se 
convertirían en información, las sospechas, en certezas y el PSOE, en 
una formación carcomida por la corrupción. Negro sobre blanco, 
España iba a dar un vuelco. La sombra del delito sería tan alargada 
que cubrirá la trayectoria del Partido Socialista durante años. 

—«¿Estamos seguros de que todo esto es verdad? 

—Sí, Pedro. Hay un chileno que tiene todos los documentos y me 
los ha dado. Está muy claro, tenemos entera la financiación de la 
campaña electoral. Pero el tío está acojonado y pide protección — 
contestó Cacho. 

—Pues vamos allá. 

Los últimos días de ese mes de mayo fueron frenéticos. Mientras El 
Mundo preparaba nuevas informaciones, el domingo 26 se celebraron 
los comicios locales y regionales. La corrupción socialista comenzaba a 
hastiar a los españoles. Aunque el Partido Socialista seguía siendo la 
fuerza más votada, perdió la posibilidad de gobernar en algunas de las 
grandes capitales. El Partido Popular, sin embargo, subió de manera 
significativa y se hizo con una plaza clave: Madrid. Izquierda Unida, 
por su parte, se consolidó como tercera fuerza nacional mientras que 
la UCD desapareció, lo que provocó la dimisión de Adolfo Suárez 
como líder del partido. El PSOE sufrió su primer aviso serio. Un PP 
casi recién nacido se había convertido en una amenaza real. 

Tres días después del recuento de votos, El Mundo y El Periódico de 
Cataluña sacaron a la luz el caso Filesa: bancos y empresas habían 
pagado a las sociedades Filesa, Malesa y Time Export, que se 
transformaron «en el vehículo de captación de unas comisiones cuyo 
valor ascendió a más de 1.000 millones de pesetas, parte de los cuales 


fueron destinado a sufragar los gastos de las distintas elecciones 
celebradas en 1989». 

«Sociedades del PSOE cobran cientos de millones a grandes 
empresas y luego pagan gastos electorales», tituló El Mundo en su 
portada a cinco columnas. «Sociedades ligadas al PSOE cobran cientos 
de millones por asesorar a empresas y bancos con informes 
inexistentes», se leía en otro titular en páginas interiores. El artículo lo 
firmaban Jesús Cacho y Casimiro García-Abadillo. Ese 29 de mayo de 
1991, algunos dirigentes socialistas se echaron a temblar cuando 
vieron la portada que había salido de Pradillo 42. 

Otros, simplemente, se limitaron a descalificar al rotativo 
madrileño. Sabían de antemano que Pedro J. Ramírez lo iba a 
publicar. Villarejo había filtrado la intención del medio. Se inició 
entonces un proceso judicial que culminaría seis años después. Un 
proceso que se fue desinflando a medida que pasó el tiempo. 

Antes de viajar a Barcelona en compañía de Casimiro García- 
Abadillo, Jesús Cacho había hecho un par de llamadas mientras 
preparaba la maleta en su vivienda. Ignoraba que el teléfono estaba 
pinchado por Villarejo a causa de otra investigación que perseguía el 
periodista: Ibercorp. 


Que hable Villarejo 


Las grabaciones a El Mundo 


«Del picotazo [grabación ilegal] de Cacho [Jesús Cacho, actual editor y 
director de Vozpópulil hemos sabido que hay por ahí un chileno que 
está hablando con El Mundo». (...) «Cacho llamó a Pedro J. porque 
había un argentino, que me acuerdo que el Corcu [José Luis 
Corcuera7o, ministro del Interior desde el 7 de julio de 1988 al 24 de 
noviembre de 1993] llamó a no sé quién o su puta madre y me dijo: 


“Me han dicho que no tiene importancia”». 


Robo en Ibercorp 


El abogado Juan Peláez llamó a Jesús Cacho: «Te han pinchado el 


teléfono». Cacho lo confirma: «En efecto, en aquellos días recibí una 
llamada de Juan Peláez». Diario 16 se hizo eco de aquella llamada y 
publicó la siguiente información: «Un abogado de Javier de la Rosa 
informa y asesora a El Mundo en los pasos a dar en el caso Ibercorp». 
El titular principal llevaba el siguiente subtítulo: «Juan Peláez era el 
secretario de Sistemas Financieros hasta 1990». 

Sistemas Financieros era una sociedad controlada por el Grupo 
Financiero Ibercorp. Sus propietarios, Manuel de la Concha y Jaime 
Soto, manejaban desde 1987 los ahorros de una parte importante de la 
beautiful people. Los problemas para estos dos hombres llegaron 
cuando la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) 
descubrió que las pérdidas se habían ocultado tras empresas pantalla. 
La CNMV solicitó entonces una relación de los ordenantes finales en 
las transacciones realizadas con acciones de Sistemas Financieros para 
su autocartera. 

Casimiro García-Abadillo, compañero de investigaciones de Jesús 
Cacho, descubrió que «De la Concha confeccionó una lista en la que el 
gobernador del Banco de España, Mariano Rubio, y el exministro de 
Economía y Hacienda, Miguel Boyer, eran, respectivamente M. 
Jiménez y Miguel Salvador». El 12 de febrero de 1992, El Mundo acusó 
a Rubio y Boyer de ser socios de Ibercorp. Unos días antes, y como 
pistoletazo de salida al caso, el periódico de Pedro J. había titulado en 
portada: “De la Concha engañó a la Comisión de Valores para encubrir 
a Rubio y Boyer”». 

El periodista Jesús Cacho hizo un barrido de sus teléfonos tras la 
conversación con Juan Peláez hasta localizar un micrófono7.. Estaba 
investigando con una pesada mochila sobre la espalda. Alguien 
conocía sus pasos antes incluso que él mismo. Tras saber los 
resultados, Cacho no dudó y apuntó a Villarejo: «Era claramente una 
anomalía consentida por la consolidación de esa baja calidad 
democrática de nuestro país». Cacho publicó el nombre del expolicía, 
quien decidió «colocarse fuera de la circulación y pasar una 
temporada en casa de sus familiares cordobeses». 

El periodista fue más allá e indicó que Villarejo era propietario de 
RV Consultores de Investigación y que poseía «una serie de empresas 
pantalla o de cobertura cuya titularidad corresponde a testaferros de 


su entorno como Visound, Prosound o Vilper Consulting». Cacho 
defendía que había investigadores provenientes de Interior que se 
ganaban «la vida de esa manera (pinchando ilegalmente teléfonos) 
ante la indiferencia de las autoridades». El periodista definió las 
acciones de Villarejo como «el caso de corrupción más grave de los 
ocurridos en democracia» porque «engloba en sí mismo todas las 
corrupciones posibles, y porque afecta de forma tan directa como fatal 
a la Corona, la justicia, la seguridad del Estado, la clase política y 
empresarial y, naturalmente, la periodística». 

Tiempo después, un personaje siniestro que aparece y desaparece 
en la historia reciente de España asomará de nuevo en esta 
investigación. Su alias es Billy el Niño. 


El 5 de abril de 1994, El Mundo reveló la existencia de una cuenta 
secreta del exgobernador del Banco de España, Mariano Rubio, en 
Ibercorp. Supuestamente, tenía dinero negro. El jefe del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid, Mariano Fernández Bermejo, ordenó 
el ingreso en Carabanchel de Rubio y De la Concha. En octubre de 
1994, una comisión parlamentaria de investigación consideró probado 
que Rubio había «hecho uso de su cargo en beneficio propio». 

Rubio había ocultado durante dos años la cuenta secreta 4310 
7MM en Ibercorp por valor de 130 millones de pesetas de la época. 
Mariano Fernández Bermejo abrió una investigación y, un mes 
después, Rubio ingresó en la prisión de Alcalá Meco junto a Manuel de 
la Concha por presuntos delitos contra la Hacienda Pública y falsedad. 
Salió 12 días después en libertad condicional. Según los medios de 
comunicación «Manuel de la Concha, presidente de Ibercorp, sospechó 
siempre que el expolicía Antonio González Pacheco —Billy el Niño— y 
Javier de la Rosa habían filtrado la información, pero nunca pudo 
probarlo». 

Billy el Niño era entonces el jefe de seguridad de Renault España y 
tenía vínculos indirectos con Javier de la Rosa. A ambos se les 
relacionaba con el robo de un ordenador en agosto de 1991, cuya 
información acabó en manos de un periódico. Sin embargo, no fueron 
ellos. El ordenador había sido robado por los servicios de Inteligencia 


del Ministerio del Interior, que hicieron llegar su contenido al 
periódico que estaba dispuesto a publicarlo. 


La verdad sobre Método 3 


El 4 de abril de 1994, en la sede barcelonesa de Método, un cliente — 
abogado retirado— había citado a un exempleado de la empresa que 
había formado parte de las estructuras de Interior y de la Inteligencia 
del Estado. Tenía un objetivo muy concreto: averiguar quién era el 
titular de una cuenta de Ibercorp. El exagente hizo una llamada. 

—¿Qué necesitas? Tú solo llamas cuando necesitas algo —contestó 
Billy el Niño al otro lado de la línea. 

—Necesito que me confirmes el titular de la cuenta 4310 7MM de 
Ibercorp. 

En ese momento, sonaron todas las alarmas en Ibercorp. 

La mañana del 18 de noviembre de 1995, un estruendo de pisadas 
y uniformes invadió la sede de Método 3. Antonio Giménez Raso 
encabezaba la comitiva. Junto a su padre y sus dos hermanos formaba 
parte de una saga policial que había controlado con determinación la 
Jefatura de Policía de Barcelona a lo largo de esa década. 

Su cara estaba tiznada por un bigote oscuro. El pelo le clareaba 
tanto que por momentos parecía inexistente. Tenía el cuerpo curtido 
por el trabajo y los años. La espalda ancha. Los brazos fornidos. La 
expresión de su cara denotaba poca afición a la empatía. Sus maneras 
contenían ADN del búnker franquista: mal hablado, con frases a medio 
terminar y tendencia a bajar la voz cuando la conversación alcanzaba 
el clímax. 

Giménez Raso era la persona de confianza de Villarejo en 
Barcelona. Tras años de encuentros y desencuentros, jurará venganza 
contra el director de Método 3, Francisco Marco: «Tengo muchas 
ganas de actuar contra él», confiesa alguien muy próximo al 
excomisario Villarejo. 

Los teléfonos de la agencia no dejaban de sonar mientras Giménez 
Raso y sus hombres paseaban botas y miradas por las distintas 
estancias. Carlos Rubio, primo del ex jefe superior de Policía y persona 


que corroboraría los datos del Informe Veritas (véase capítulo 10 de 
este libro), dirigió desde la Jefatura Provincial de Barcelona en Vía 
Layetana a sus agentes allí destinados. 

—¡¿Dónde están las grabaciones?! ¡¿Dónde están las grabaciones?! 
—gritaban los policías mientras un fotógrafo de El Periódico, al que 
Rubio había llamado para filtrar la noticia, esperaba pacientemente 
para hacer una foto. 

El Periódico, inmerso en plenas elecciones catalanas, abrió su 
portada con el siguiente titular: «Cae una red de escuchas ilegales. 
Redada contra el espionaje en Barcelona». El diario precisaba que «en 
una espectacular redada, la policía detuvo a siete personas bajo la 
acusación de intervenir teléfonos ilegalmente y elaborar dosieres sobre 
importantes políticos y empresarios». Y añadía: «La policía atribuye al 
grupo de María Fernández, Marita, el 90% de los pinchazos telefónicos 
detectados en Barcelona en los últimos años y algunos de los 
descubiertos en otros puntos de España. Entre estos últimos, se 
encontraría el realizado en Sevilla a Juan Guerra, hermano del 
exvicepresidente del Gobierno. Los investigadores vinculan a la red 
con las intervenciones ilegales a dirigentes políticos y miembros de la 
judicatura». 

Los policías hicieron una entrada y un registro. Levantaron acta de 
los pocos documentos que se llevaron. Sin embargo, en el juzgado 
apareció como por arte de magia un dosier sobre la causa Ibercorp. Un 
documento que jamás se compuso ni se guardó en la agencia de 
detectives Método 3. Francisco Marco, con 23 años, acabó detenido 
junto a sus padres, acusado de delito de escuchas ilegales. El juez de 
guardia los puso en libertad con una frase dirigida a la fundadora de 
Método 3: 

—Señora, usted no ha hecho nada. Lo siento, la policía me ha 
engañado. Pocos meses después, el juzgado instructor sobreseyó la 
causa. Los directivos de Método 3 se querellaron contra el policía 
Carlos Rubio y contra El Periódico. La querella contra Rubio fue por 
colocar documentos en el registro y por detención ilegal. No prosperó. 
Sin embargo, muchos años después, la causa Tándem descubriría la 
verdad sobre aquellos días y sobre aquel registro. 


Que hable Villarejo 


El 9 de septiembre de 2009, en una cafetería de Madrid, se reunieron 
José Manuel Villarejo y Antonio Giménez Raso. No dudaron en repetir 
las ganas que le tenían a Paco Marco, según insisten desde el entorno 
de ambos policías. Los dos hablaban en los siguientes términos frente a 
un poleo de menta y un cortado: 

—Y lo del pinchazo, ¿quién estaba? ¿El CNI? ¿Y el CESID les 
encarga a estos tíos [Método 3] un pinchazo? —preguntó extrañado 
Villarejo—. La sudaca... [Marita Fernández, fundadora de la agencia]. 

—No es sudaca, es gallega —aclaró Giménez—. No, no fue el CNI. 
Allí en Método 3 estaba un compañero trabajando, que el Oli [el 
comisario José Luis Olivera] conoce. Ese colega tenía relaciones con 
Billy el Niño, que solicitó una información bancaria a alguien de muy 
arriba. Y ahí revienta el tema. 

Villarejo asintió en silencio. Giménez Raso le explicó que Carlos 
Rubio era jefe del Grupo Primero de Delincuencia cuando su primo 
Túbal llegó a jefe superior. 

—El tío, el hijo de la gran... de Rubio, que le voy a dar una 
paliza... solo hizo que utilizarnos porque yo daba la cara. Rubio lleva 
los temas delicados, además del pasteleo de la estadística, que para 
eso reventaba cincuenta puticlubs, decía que había hecho doscientos 
detenidos y nada, [detenía] hasta a los que estaban de copas —añadió 
Giménez, que se puso a arremeter contra su exjefe. 

—¿Cómo viene lo del tema de Método 3? —dijo Villarejo para 
centrar de nuevo la conversación. 

—Viene de un tema de espías, segurísimo, por un tema de Estado 
con un rollo, y llega directamente de arriba. ¿Qué es lo que hace 
Rubio? Hace un escrito montando un dispositivo policial que yo no 
había visto en mi vida, menos en aquella época. Buscan un gancho 
para que vaya a Método 3 y les pida un pinchazo. 

—Un delito provocado —concluyó Villarejo refiriéndose a crear un 
delito cuando no se ha producido. Como necesitaban entrar en la sede 
de Método 3 con un auto judicial de entrada y registro, y no existía 
motivo, entonces lo crearon. 

—Sí, por eso se va a tomar por culo. Alquilamos nosotros, la 
Policía, un despacho, y fueron a pinchar. Este [Rubio] envió a los de 
sistemas especiales y pusieron unas cámaras. Total, que después de 
todas las vigilancias y seguimientos llega un día Rubio y me dice que 


hay que tirar del tema. Nos cuenta que después de la detención hay 


que hacer unas entradas y registros en la sede y el domicilio de ellos. 
Luego me nombra a mi jefe de grupo. 

En la secuencia de detenciones de la familia Marco Fernández, los 
policías apresaron primero a la fundadora de Método 3, Marita 
Fernández. Giménez Raso rememora: 

—Del coche a jefatura en Vía Layetana me monta un pollo... 
Barbaridades y yo a todo esto que no sabía prácticamente de qué iba el 
tema, que eso es lo que me jode del cobarde de Rubio. En el registro 
no sabía lo que tenía que buscar. Aquello es una locura. Hoy en día 
casi han hecho 19.000 expedientes. 

—Sí que han currado esta gente —dijo Villarejo. 

—Sí, mucho —contestaba Giménez—. Y hago el registro y no sale 
nada. En la prensa una bronca de tres pares de cojones. El juzgado lo 


archiva. 


Lo que no explican es que la entrada y registro de Método 3 se 
provoca para dejar allí el informe de Ibercorp y culpar así a la agencia 
de detectives de las actividades que los policías estaban desarrollando. 


Informe Crillón 


Finales de 1991. En el madrileño restaurante Cuatro Estaciones, el 
director general de Seguridad del Estado, Julián Sancristóbal, y el 
director general de la Guardia Civil, Luis Roldán, se reunieron con 
José Manuel Villarejo. Querían investigar a Mario Conde con el 
objetivo de destruirlo, algo que se conocerá como el Informe Crillón. 
Necesitaban «un informe con sus datos personales, profesionales, con 
el propósito de conseguir someterlo en el futuro a determinadas 
imposiciones» que se llamará Informe Crillón. 

Conde tenía aspiraciones políticas, pero los letrados del banquero 
señalaron que se pretendía «impedir eventualmente a la víctima el 
ejercicio de derechos políticos en su país o frustrar sus planes para el 
desenvolvimiento del grupo financiero e industrial que presidía». 

Sancristóbal sabía que Villarejo había colaborado con Kroll y se lo 
contó en voz alta a Roldán: 

—Oye, que Pepe ha colaborado con Kroll en muchas ocasiones — 


comentó Sancristóbal recordando una foto de Villarejo con camisa 
marrón y casi sin pelo en Cambio 16 bajo el titular: «Kroll nos marcó 
el objetivo». 

—Mira —añadió Luis Roldán—, queremos hacer una investigación 
exhaustiva sobre los negocios de Mario Conde y Julián me ha hablado 
de ti. Es un trabajo que nada tiene que ver con mi cargo ni con la 
Guardia Civil. Tómalo como un encargo personal. 

El olfato de Villarejo le decía que podía ser interesante, pero que 
para esa investigación se necesitaba mucho dinero, señalan los 
periodistas Antonio Rubio y Manuel Cerdán en su libro El Caso 
Interior. «No llegaron a un acuerdo por diferencias económicas». Una 
vez rotas las negociaciones, Roldán y Sancristóbal decidieron que 
finalmente serían los hombres de la sucursal londinense Kroll quienes 
harían el trabajo. Aquel informe llegó finalmente a la mesa de Roldán 
en 1992. Por él pagaron sesenta y siete millones de euros «con cargo a 
fondos reservados del Ministerio del Interior». 

La Justicia arrancó entonces una batalla sin concesiones contra los 
políticos del Ministerio del Interior que usaban sin control los fondos 
públicos. Lo llamaron el caso de los Fondos Reservados. 


Los GAL 


El periodista Melchor Miralles, que dirigió la investigación de los GAL 
en Diario 16 y después en El Mundo, recuerda aquellos días: «Yo iba 
conduciendo hacia la redacción cuando me doy cuenta de que un 
coche igual que el mío, un Volkswagen GTI, me estaba siguiendo. 
Entro en la redacción y le pido a un fotógrafo que tome fotos de la 
matrícula». El CESID lo tenía controlado. 

Mientras Miralles trabajaba afanado en la investigación, pero ajeno 
al espionaje que estaba sufriendo, Villarejo le intervino el teléfono: 
«Pinchazos a Pedro J., ¿eh? A Pedro J., a este... ¿cómo se llama?, 
Melchor Miralles, con toda la movilidad y tal, pinchazos a toda la 
movida de Barcelona con la financiación, ya te digo, te cagas», 
confiesa Villarejo a un compañero policía frente a su propio 
micrófono. Yo llegaba por las mañanas la la Subdirección General] 


dos veces a la semana, con un par de cintas y algunas cosas las oíamos 
ahí en el despacho, ¿y esto qué te parece?». 

Pocos periódicos más allá del diario El Mundo han despertado 
desde su nacimiento tanto interés por parte de la Policía. Algunos 
mandos querían conocer al instante cada uno de los pasos de sus 
periodistas más importantes. José Manuel Villarejo fue el espía con 
traje de amigo encargado de realizar gran parte de esas operaciones. 


65. Linares reconoció en sede judicial que recibió seis millones de pesetas 
como recompensa por su dedicación a la reestructuración y organización de 
la Policía, cantidad que le entregó el ex secretario de Estado para la 
Seguridad Rafael Vera. Linares declaró como imputado en el sumario sobre 
uso irregular de fondos reservados que instruye la juez Ana María Pérez 
Marugán. Agustín Linares reconoció que, de los seis millones recibidos, tres 
los invirtió en un piso y los otros tres los ingresó en una cuenta y no los 
declaró a Hacienda. La declaración de Linares se produjo a raíz de que un 
testigo declarase-en la causa que el exsubdirector de la Policía le pagó con un 
cheque la compra de un piso en Madrid. 


66. Calleja, Tono; Requeijo, Alejandro. «Las grabaciones del comisario». En: 
www.vozpopuli.com. (30 de octubre de 2018). 


67. Esa misma mañana Carlos van Schouwen se había entrevistado con ella 
en la delegación de El Mundo en Barcelona, señala Esther Esteban en su obra 
El tercer hombre. 


68. El caso Casinos, fue el primer escándalo de financiación ilegal de un 
partido político. Estalló en 1989 y consistía en la inyección de dinero a CIU a 
través del consorcio empresarial Inverama-Casinos de Cataluña. 


69. Galiacho, Juan Luis; Berbell, Carlos. Filesa, Ediciones Temas de Hoy, 
1995, España. 


70. A preguntas de Vozpópuli, José Luis Corcuera recordó que Villarejo 
«volvió un poco antes o un poco después de haberme ido yo, por lo que no 
tengo nada que decir de él». 


71. Cacho, Jesús; García Abadillo, Casimiro (1992). La estafa. Ibercorp y el fin 
de una era, Temas de Hoy, España. 


Capítulo 10 
Tiempos de cólera 


Con todo lo de Veritas me querían colgar por los pulgares. 


José Manuel Villarejo 


La música de Joaquín Sabina se instaló en las calles de España durante 
los años 80. Su Princesa se convirtió en el himno sin bandera de una 
generación: «Entre la cirrosis y la sobredosis / Andas siempre, 
muñeca». Solo en 1983 murieron más de cien personas a causa de las 
drogas. La prensa activó el resorte de la alarma social. El diario ABC 
aseguró que el 91% de los jóvenes españoles había probado «algún 
tipo de estupefaciente». Sabina sacó su disco Juez y parte en el 85 y 
rápidamente se convirtió en el rosario ateo que rezaron de memoria 
miles de jóvenes que nacieron entre los barrotes de la dictadura y 
después intentaron amoldarse sin traumas al campo abierto de la 
democracia. 

Las adicciones marcaron aquellos años de libertad salvaje. Para 
unos, supuso una nueva forma de estar en el mundo; para otros, el 
remedio ante la ansiedad que generaba el paro, el miedo y la desazón 
que habitaba entre lo viejo y lo nuevo. El problema devino en una 
pandemia de la que se beneficiaron los traficantes. Fueron los tiempos 
en los que personajes como Laureano Oubiña, Sito Miñanco y sus 
narcoabogados marcaban el ritmo del partido que se jugaba entre las 
sombras más lóbregas de pueblos y ciudades. 

El consumo de drogas no solo provocó la muerte en vida de los 
adictos. Los daños colaterales destruyeron familias enteras a base de 
sufrimiento. La delincuencia creció un 106% entre 1976 y 1982 hasta 
convertirse en una de las mayores preocupaciones de los ciudadanos. 
Las armas y los enfrentamientos pusieron sede en cualquier parte. Los 


agentes de policía se vieron desbordados hasta el punto de detener a 
uno de cada ciento cincuenta traficantes. En este contexto, se inició la 
Operación Nécora. Fue un antes y un después en la lucha contra el 
narcotráfico tanto en Galicia como en el resto de España. 


Operación Nécora 


El 12 de junio de 1990, los vecinos de Vilagarcía de Arousa 
despertaron con un traqueteo en espiral sobrevolando el tejado de sus 
casas. El helicóptero policial transportaba al juez Baltasar Garzón. El 
destino era el Pazo Baión, resumen de una época y símbolo del poder 
del narcotraficante Laureano Oubiña. Esa misma noche, el siseo de los 
cohetes pirotécnicos celebraría la detención de dieciséis capos de la 
droga. Entre ellos también estaba Oubiña, que había recibido a Garzón 
en su casa con un pijama de rayas antes de ser arrestado. 

Había fiesta en las calles. Una fiesta contenida que pretendía 
ahuyentar las meigas para siempre. Las meigas en la Galicia de aquella 
época eran blancas, tiznaban como el polvo y respondían al nombre 
común de «cocaína». La misma que se había extendido como la peste 
por la región. La misma contra la que luchaban, protestaban y 
reivindicaban las madres-coraje de los jóvenes echados a perder. Esas 
a las que Oubiña denominó «locas borrachas». 

El jolgorio se hizo fuerte en Vilagarcía de Arousa y en los pueblos 
de alrededor a medida que pasaron las horas. Sin embargo, la alegría 
no podía ocultar la realidad: el peligro persistía y las raíces del crimen 
tocaban las tripas mismas de la tierra. Más de trescientos agentes 
estaban desplegados en Galicia. Al final de la operación, había 
cuarenta y ocho imputados y, aunque quince quedaron en libertad, el 
90% acabó siendo encarcelado en otras operaciones. Muchos agentes 
se concienciaron para dar lo mejor de sí mismos en la lucha contra la 
droga. Por el contrario, y en paralelo, Villarejo vivía aquellos años 
decisivos para España con un único pensamiento: hacer negocio. 


Asesinatos en Marbella 


El 28 de septiembre de 1992, Ismail Khalil El Kchoure murió en 
extrañas circunstancias. Era un exempleado y testigo de cargo contra 
el traficante de armas Monzer Al Kassar. La versión oficial dijo que 
«cayó accidentalmente» desde el cuarto piso de un edificio de 
Marbella. Casualidades del destino, esa caída impidió que declarase al 
día siguiente contra su patrón en la Audiencia Nacional. 

El examen forense del cadáver fue pormenorizado y determinó que 
El Kchoure estaba en coma etílico dos horas antes de caer al vacío. No 
fue la última muerte en extrañas circunstancias que se dio alrededor 
de Al Kassar, cliente, amigo y confidente de José Manuel Villarejo 
desde los últimos años de la década de los 80. 

En esos días, la Costa del Sol era un far west barnizado por la 
persistencia del lujo: los ajustes de cuentas y las cuentas pendientes se 
mezclaban con playas de ensueño, joyerías, firmas exclusivas de ropa, 
hoteles boutique y alfombras inmaculadas en forma de campos de 
golf. 

La villa romana de Río Verde era al mismo tiempo historia, 
patrimonio y tranquilidad. Un lugar como respuesta a por qué los 
aristócratas europeos o los miembros de la realeza saudí elegían 
Marbella para divertirse e incluso, a veces, para retirarse. Además de 
reyes, príncipes y condes, a la ciudad llegaban traficantes de armas 
como Adnan Khashoggi, Raymond Nakachian o Monzer Al Kassar. 
Todos ellos utilizaban las revistas del corazón para lavar su imagen. Se 
presentaban en sus páginas con una copa de champán en la mano y 
mujeres despampanantes agarradas del brazo. 

El ecosistema marbellí se completaba con gigolós, prostitutas, 
traficantes de droga y curiosos que se acercaban a ver las maravillas 
prohibidas que exhibían las tiendas en sus escaparates de Puerto 
Banús. Desapercibido entre el ir y venir de las personas que 
peregrinan hasta allí como quien peregrina a un sueño que no se 
puede permitir, Villarejo se convirtió en el manijero de gran parte de 
la información confidencial de la zona. Trataba de ganar su primer 
millón de dólares cuando el juez Baltasar Garzón puso el foco en los 
traficantes que poblaban Marbella. 

José Manuel Villarejo llegó a la ciudad andaluza con la confianza 
de quien jugaba en casa. Nada tenía que ver aquel lugar con su pueblo 


natal de El Carpio, pero sentía que era territorio conocido. Se 
encontraba bien y trataba de jugar las mejores cartas para hacerse 
rico. Pretendía montar una empresa de alarmas y contraespionaje. 
Para ello, compró las primeras cámaras de vídeo camufladas que hubo 
en España. No obstante, era consciente de que eso solo le valdría para 
espiar a los «enemigos» de la Iglesia de la Cienciología. Si quería 
impresionar a alguien como Al Kassar, tendría que ser mucho más 
persuasivo y, sobre todo, ofrecer una mercancía de mayor impacto. 

Con ese objetivo se reunió con un agente del Mossad, Avner 
Azulay, en el Hotel Palace de Madrid. Le encargó los mejores 
micrófonos con sistema de transmisión láser, fabricados por la 
empresa israelí Koor Corporation. Unos micrófonos que servían tanto 
para «proteger las viviendas como para controlar a sus propietarios»72 
y, de paso, con ellos se publicitaba por la Marbella del lujo y la 
opulencia, de los ajustes de cuentas y del miedo. Fue precisamente a 
partir del miedo como construyó su negocio al instalar «más de 50 
sistemas de alarma en las viviendas de los magnates árabes que, 
además de protegerles de los ladrones, captaban todas sus 
conversaciones y las transmitían por radio a Tel Aviv»7s. 

La revista Tiempo publicó que las cámaras de Villarejo se utilizaban 
«en clubes y discotecas de Marbella por agentes femeninos israelíes 
para grabar sus encuentros con jeques y príncipes árabes 
pertenecientes a la familia del rey Fad de Arabia Saudí y conocer sus 
debilidades amorosas». 

Villarejo se vanagloriaba de saber todo lo que pasaba en la ciudad 
de moda gracias a su relación con Monzer Al Kassar, conocido como el 
«Príncipe de Marbella». El traficante se convirtió en el gran protector 
de Villarejo. 


Que hable Villarejo 
Sus compañeros y Al Kassar 
Años después, Villarejo hablaba del Príncipe de Marbella con el 


comisario Marcelino Martín mientras iban en coche. Martín le informa 


al chófer de que Villarejo «se queda ahí, a la altura del paseo de la 


Habana». Entonces eran amigos, tiempo después, archienemigos. El 
mundo de las ambiciones y el poder es tan cambiante como la propia 
vida. 

—...porque, además, tienen ese discurso monótono —va diciendo 
Villarejo—, ni suben ni bajan. Lamentablemente, no tienen nivel para 
que nos guíen estos capullos, tronco. Pero están acostumbrados a lo 
que diga el juez, se ha perdido la creatividad, es un acto funcionarial 
puro... 

—Encima con iniciativa. Te meten a un tío en el talego por toda la 
cara —comenta Martín Blas cuando el coche pasa frente al paseo de la 
Castellana. 

—Ahí vivía Al Kassar —señala el excomisario. 

—Yo lo investigué cuando la época del Achille Lauro —rememora 
Martín Blas. 

—Cuando le echaron la culpa. No tiene nada que ver. Yo estuve en 
Argelia hablando con Abu Abbas. 

—El lío que tenían los hermanos, el mayor [Ghassan Emir Al 
Kassar]... 

—Ese es más malo que el sebo —apostilla Villarejo. 

—El Ghassan ese andaba con la droga. 

—Ese era la polla. 

—Pero aquellos tíos eran listos... —dice Martín Blas. 

—Monzer, las veces que se metió en algo de droga es porque le 
pedimos nosotros para darnos el queo [avisar]. Él no tocaba droga. 
Ellos iban a las armas y además lo contrataban países. Uno de ellos 
cuando le metieron el gol los americanos. Mira que regaló información 
ese hombre, por la cara, además. Voy a aprovechar a bajarme aquí, 
tronco. Hasta luego, gracias, hablamos, niño—se despide Villarejo de 
su compañero mientras se adentra en las calles de Madrid para 
continuar con sus negocios de espionaje, los mismos que inició a 
finales de los 80 en Marbella. 


Los moritos de Al Kassar 


Monzer Al Kassar tenía el pelo ensortijado, una nariz de yunque y 
facciones rotundas recubiertas por una piel dura como el mármol. 
Mármol marrón cocido bajo el sol sirio de An-Nabek, una ciudad 
ubicada a 80 kilómetros al norte de la legendaria Damasco. Empezó su 


carrera criminal como crupier en un casino del Líbano, donde conoció 
al terrorista Abu Abbas, máximo dirigente del Frente de Liberación de 
Palestina (FLP). «Condujo una furgoneta de sus hermanos con armas 
del terrorista y a partir de esos momentos se hizo rico», señala un 
comisario de la Policía Nacional que conoció bien a Al Kassar y que 
reconoce que al traficante de armas siempre se le ha vinculado con 
pagos bajo cuerda a los policías de confianza. 

Al Kassar dominaba Marbella. Nunca le faltaba una mujer hermosa 
pegada a su poder, siempre en silencio, siempre sonriendo, siempre a 
la sombra de la sombra del traficante sirio. Su sola presencia resultaba 
una advertencia intimidante. En cada fiesta o recepción era el 
epicentro de la escena. Sabía moverse con la misma naturalidad a 
cualquier nivel y en cualquier escala social. No había información de 
los bajos fondos de la que no estuviera informado. Parecía vivir en un 
mundo propio sin más reglas que él mismo. Al menos, así fue hasta 
que se enteró de que la CIA andaba tras sus pasos y que Rifaat al Asad, 
hermano del entonces presidente de Siria, había llegado a la ciudad 
andaluza. Sintió peligrar su título de Príncipe de Marbella. «[Al 
Kassar] buscaba inmunidad. Sabía que por culpa de las armas que 
había vendido casi muere un agente de la CIA: Elías Awad7+». 

Monzer Al Kassar era consciente de que agentes de numerosos 
países seguían su rastro. Un informe de treinta páginas de la Oficina 
Federal de Investigación Criminal de Alemania, fechado el 20 de junio 
de 1986 (16/86) y reenviado a los servicios de información de todas 
las policías europeas, señalaba que los hermanos Al Kassar, Monzer, 
Ghassan, Haithan y Mazen «muestran una profunda imbricación con 
agrupaciones terroristas de Oriente Medio, tráfico internacional de 
armas y drogas y comercio mundial de coches de lujo robados»7». 

Pocos días después de la redacción de ese informe, la Interpol, en 
un documento confidencial, aseguró que se debían investigar más a 
fondo «las actividades de los hermanos Al Kassar y que se fundaría 
una comisión especial internacional to bring them to justice». Con esas 
premisas apuntadas en la memoria, viajó el policía español G. M. a 
Francia el 16 de enero de 1987. Allí tuvo una reunión con policías de 
la DEA, la BKA alemana y agentes secretos de Italia y de la propia 
Francia. Todo ellos esperaban «con interés y gran expectación la 


ponencia del colega español», que comenzó a hablar a las 15.00 horas 
mientras el resto de los policías le ponían en cuestión: «No quiere 
decirnos nada». Pero G. M., que trabaja en la sección primera de la 
Brigada de Información Exterior, Puerta del Sol 7, informó a sus 
colegas en la lengua común de todos ellos: No evidence could be found 
to directly implicate Monzer Al Kassar (sic). 


Tierra impune 


Al Kassar creía que España era el mejor lugar para maniobrar con 
absoluta impunidad y pronto contactó con Ramón Lillo, un policía 
destinado en la Audiencia Nacional desde 1977. Alto y rubio, Lillo 
parecía alemán a pesar de haber nacido en Miajadas, Cáceres. Antes 
de llegar a la Audiencia, había dirigido un comando en el País Vasco. 
No obstante, su gran pasión estaba lejos de las instituciones del 
Estado: siempre había querido ser actor y para matar el gusanillo 
hacía cameos con el pseudónimo de Ray Nolan. Al Kassar y él se 
conocieron a través de Yusef, un colaborador de la policía y amigo 
personal del traficante que llevaba tiempo asentado en España e 
incluso tenía un restaurante en Madrid. 

Las primeras informaciones que solicitó Al Kassar iban contra Al 
Assad, su enemigo. Al conseguir que la Policía lo investigara, reforzó 
su posición de preponderancia, además de lograr la impunidad 
deseada. Mientras tanto, los países europeos no descansaban y 
empezaron a dictar condenas contra el traficante. No obstante, en 
España, el Ministerio del Interior había «dado instrucciones [al policía 
G. M.] de no decir nada sobre Al Kassar que la Interpol no supiese». 
Según el secretario de Estado para la Seguridad, Rafael Vera, «el sirio 
Al Kassar era una persona de vital importancia» para los intereses 
políticos españoles por sus excelentes relaciones en Oriente Medio. 

Monzer Al Kassar volvió a respirar tranquilo, pero por poco 
tiempo. Ramón Lillo, su hombre de confianza dentro de las estructuras 
del Estado cayó en desgracia. Sin embargo, de manera inmediata entró 
en escena José Manuel Villarejo: «Se pone en marcha un dispositivo 
para desprestigiar al único amigo y valedor ante el Ministerio de 


Interior, Ramón Lillo (RL). El CESID es intoxicado con que Ramón 
Lillo está a sueldo de AK [Al Kassar] y que ello es notorio; llegándose 
incluso a afirmar que trabaja como topo de Al Kassar dentro de 
Interior». 

Cuando José María Ruiz-Mateos se fugó de la Audiencia Nacional, 
al director general de la Policía, José María Rodríguez Colorado, se le 
acabó la paciencia y despidió de manera fulminante a Lillo como 
responsable de seguridad de la institución. Este hecho, unido al 
deterioro de su reputación, convirtió a Lillo en una pieza inservible 
para los intereses de Al Kassar. En ese momento, el sirio comenzó a 
fortalecer su nexo con Villarejo: «Son amigos desde comienzos de los 
90, desde que se conocieron en esa Marbella de la jet en la que la 
Policía tenía fuentes confidenciales», explica en su libro el periodista 
David López por boca del propio Al Kassars. 

La vida de Villarejo cambió al vincularse con el traficante de 
armas. Sus sentimientos eran ambivalentes. Por una parte, se sentía 
más poderoso; por otra, creía que su propia seguridad estaba 
amenazada. El entorno de la Audiencia Nacional comenzó a mirarlo 
con recelo: «Garzón lo odiaba —señalan personas muy cercanas al 
comisario Enrique García Castaño—. Y eso que ni se conocían 
personalmente». 

Villarejo no volvería a estar tranquilo. De hecho, hoy en día, dos 
motivos explican su obsesión por ocultar su cara en los medios: el 
momento en el que la Audiencia Nacional ordenó la detención de Al 
Kassar y la guerra entre las distintas castas policiales. Muchos años 
después, una frase de José Manuel Villarejo hijo incidiría en esta 
cuestión: «Papá, los 90 se acabaron. La vieja identidad hay que 
actualizarla». 


Dinero en tráfico de armas 


El 3 de junio de 1992 la Policía arrestó a Monzer Al Kassar en el 
aeropuerto de Madrid Barajas. Según informó El País, su detención se 
debió a «actividades terroristas con resultado de muerte». Al mismo 
tiempo, las finanzas de Villarejo encallaron. El Juzgado de Primera 


Instancia n.2 6 de Córdoba lo apremió (procedimiento 624.993) a 
instancias del Banco Español de Crédito. Como resultado se subastaron 
dos terrenos y dos locales de su propiedad en Boadilla del Monte. 
También se siguieron procedimientos de impago en el Juzgado de 
Primera Instancia n.* 2 (670/1993). El Abbey National Bank subastó 
la finca El Montecillo. Paradójicamente, Villarejo soslayaría la ruina 
económica gracias a la detención de su amigo Al Kassar. Un exagente 
de la DEA lo explicaba: «Villarejo jamás tendrá ayuda del Gobierno de 
mi país, ayudó a Al Kassar a cambio de dinero». 

El juez Baltasar Garzón acusó al traficante de armas de 
falsificación documental, tráfico ilícito de vehículos y terrorismo. Lo 
envió a la cárcel tras tomarle declaración. Televisión Española 
informó sobre ello citando fuentes policiales: «Al Kassar puede ser 
acusado de colaborar con el comando de Abu Abbas que en octubre de 
1985 secuestró en aguas de Egipto el barco de pasajeros Achille Lauro, 
de bandera italiana». En aquel altercado murió un ciudadano 
norteamericano. Ante la situación que se le venía encima, Villarejo 
ofreció a Al Kassar una «solución a su problema». 

«El acoso continuo que previsiblemente se acentuará a medida que 
se acerque el día del juicio va a generar en una guerra de nervios a fin 
de evitar una adecuada y tranquila defensa. Disponer de alguna carga 
de profundidad con la suficiente importancia como para sorprender de 
manera brutal puede ser definitiva o, al menos, contrarrestar en gran 
medida todos los preparativos que se están organizando», sugirió por 
escrito Villarejo a Al Kassar en su plan de negocio para salvar al 
traficante de armas. 

El policía tenía un objetivo: «Eliminar de manera absoluta las 
amenazas y coacciones que actualmente sufre y padece Al Kassar, así 
como algunas de las personas que trabajan a su servicio. Diseñar la 
adecuada denuncia de hechos que permita dejar en evidencia la 
referida actitud coactiva, tanto directamente por parte de los 
mafiosos, como indirecta e inducida». 

Tras el planteamiento de esta estrategia, aparecieron varios 
muertos en las calles de Marbella. Le preguntamos al exagente de la 
DEA si podía probar que Al Kassar pagase a Villarejo. La respuesta fue 
negativa. Del mismo modo, los periodistas que conocían tanto al 


policía como al traficante no ofrecían nada más sólido que meras 
insinuaciones. Si atendemos a las palabras de Villarejo, este siempre 
ha justificado su relación de la misma manera: «Al Kassar facilita 
información al Ministerio del Interior y yo le protejo». 

El periodista Fernando Rueda asegura que Villarejo fue contratado 
«para buscar datos comprometedores que demostrasen una vez más 
que el juez (Baltasar Garzón) estaba actuando contra el sirio por 
intereses ocultos, instado por algún servicio secreto con ganas de 
chantajearle vilmente o azuzado por los deseos de venganza de alguno 
de los integrantes de su interminable lista de enemigos acérrimos»77. 

De mismo modo, el periodista Pepe Rei también vincula a Villarejo 
con el intento de chantaje a Garzón. Rei califica al policía como «un 
hombre con tan pocos escrúpulos como buena reputación 
profesional»7s. Según los también periodistas Antonio Rubio y Manolo 
Cerdán, Villarejo es «un hombre agresivo e individualista que fue 
captado por Interior para que se dedicara a elaborar “información 
pura”»7o. De él apuntan que trabajaba «con total autonomía y solo 
daba cuenta de sus pesquisas a Agustín Linares». 

Entre hipótesis, cábalas y opiniones, lo que nadie sabe hasta este 
momento es que Villarejo pidió a Al Kassar entre 750 y 900 mil 
dólares argumentando «que veía difícil remontar una opinión tan 
generalizadamente negativa» sobre él. Para comenzar a trabajar le 
solicitó «previa provisión de fondos que oscilan entre los 750 y los 900 
mil dólares». Las cantidades referidas eran por adelantado. 


Salvar al traficante 


José Manuel Villarejo diseñó un plan para contrarrestar un «duro 
ataque personal» contra Al Kassar. Como «el lado caliente de un 
personaje son sus anécdotas», Villarejo las desgranó para que la prensa 
y la Policía se hicieran eco de ellas: «El famoso traficante... que fue 
compañero de estudios de Gadafi, en una ocasión hizo pruebas de una 
metralleta contra... para demostrar que no se encasquillaba nunca...». 
Villarejo creía que «cualquier falsa anécdota puede servir... para darle 
más verosimilitud al ataque». Por eso, recomendaba: «Es fundamental 


un Gabinete que analice (sic), sopese y en función de datos e informes 
realice (sic) la estrategia más adecuada para que el Gabinete de 
Imagen la proyecte hacia el exterior». 

Además, como solución a sus problemas, le ofertó unas 
«contramedidas judiciales (...) sin perjuicio de las que habitualmente 
realiza ED [su abogado Ernesto Díaz Bastién], resulta de especial 
importancia también los que a modo de contactos, relaciones y 
entrevistas de manera más personal y extrajudicial está llevando a 
cabo con RALI [el policía Ramón Lillo]. Proseguía: «Resulta vital a 
medida que se acercan las fechas, acentuar dichos contactos, potenciar 
las visitas a los órganos judiciales competentes y familiarizarse aún 
más con quienes de una u otra manera van a relacionarse con quienes 
[van a] decidir. Relacionadas con las actuaciones anteriores, amén de 
acercamiento a elementos «directamente relacionados» a fin de 
conocer otros aspectos en el complot además de los estrictamente 
judiciales». 

El plan de Villarejo se completaba con un acercamiento a la 
judicatura y un ataque contra los policías que habían investigado a Al 
Kassar, amén de contrarrestar las pruebas y los testigos que había en 
su contra. No obstante, la parte más complicada del plan era conseguir 
una declaración del terrorista que secuestró el Achille Lauro y cuyas 
armas había vendido Al Kassar. «Los abogados de Al Kassar creían que 
si Abu Abbas declaraba a su favor jamás podría ser condenado, pero se 
daba la paradoja de que Al Kassar estaba en prisión y era el único que 
podía localizar al terrorista». 

Empezaba el plan para librar de la prisión a un traficante de armas 
al que la justicia acusaba de terrorismo internacional. 


Abu Abbas 


El 28 de abril de 1993 se confirmó el salto a la política del juez 
Baltasar Garzón como número dos del PSOE por Madrid. Justo detrás 
de Felipe González y por delante de Javier Solana. Los socialistas 
trataban de sacudirse la pesada sombra de la corrupción con el fichaje 
del magistrado más carismático del momento. No obstante, el 


movimiento de Garzón dejó vía libre para que el subdirector general 
operativo, Agustín Linares, junto a Jesús Martínez Torres y Ramón 
Lillo se entrevistasen con los jueces de la Audiencia Nacional con el 
objetivo de interceder por Monzer Al Kassar. 

«Los policías expusieron al magistrado que se trataba de una 
operación avalada por el Gobierno que proporcionaría importante 
información antiterrorista. El juez se mostró reticente y le remitió al 
fiscal jefe, José Aranda, también esquivo. Ambos, finalmente, se 
negaron»so. Aranda llamó al secretario de Estado de Seguridad 
Nacional, Rafael Vera, quien le comunicó que no tenía noticias de esa 
operación. Fuentes del entorno de Vera aseguraron después que solo 
pretendía no implicar al Ministerio, más que negar que realmente no 
hubiera operación como tal. 

Finalmente, los policías consiguieron la excarcelación del 
traficante de armas. José Manuel Villarejo se vanagloriaba de haber 
realizado grandes labores de investigación para el Estado en su propio 
currículo: «Viajes a Argelia en plena crisis de asesinatos a extranjeros 
(1994) para contactar y recabar información de atentados en Europa 
con el líder palestino Abu Abbas». No obstante, este libro aporta la 
información que le da la vuelta a la historia: lo que Villarejo 
consideraba trabajo de Estado fue en realidad un servicio a Al Kassar. 

Villarejo y Al Kassar volaron juntos a Argelia en el avión privado 
del sirio. El policía «viajaba como mensajero de la Policía y del 
Gobierno». Querían establecer de nuevo relaciones. Querían saber en 
qué punto estaban los palestinos y, sobre todo, mantener ese canal 
abierto de información. Al Kassar le trasladó el mensaje y trajo de 
vuelta una carta firmada por Abbas y dirigida a Linares. «Me gustaría 
dar las gracias al Gobierno español y al pueblo español a través de 
usted por la buena iniciativa que ha tenido, para poder tener un 
entendimiento mejor y una amistad más fuerte entre las naciones 
españolas y palestinas», comenzaba, según el extracto que me envía Al 
Kassar. Después se concretaban futuras reuniones entre ambas partes, 
ya sin el sirio como intermediario»s1. 

Una vez que Al Kassar conoció el paradero de Abu Abbas, Villarejo 
llamó al periodista Alfonso Rojo, amigo íntimo, y lo convenció para 
viajar a entrevistarse con el traficante. El propio Rojo señala en su 


libro Al filo de la navaja que «a través de un amigo de la infancia y 
compañero de innumerables tropelías, que se llama Pepe Villarejo... 
logré que Monzer Al Kassar, multimillonario traficante de armas sirio 
afincado en España, me gestionara un salvoconducto con los siniestros 
generales del régimen de Bashar Al Assad». Rojo define a Villarejo 
como «un tipo muy especial, único al que no dejaría nunca dinero a 
deber durante mucho tiempo, ni haría negocios con él, pero cuando he 
necesitado algo realmente importante, desde un chaleco antibalas o un 
contacto para entrevistar al escurridizo Abu Abbas, me ha 
respondido». 

Alfonso Rojo logró entrevistar a Abu Abbas, que «se presentó 
sudoroso, en mangas de camisa y con gesto cansado. Pidió café y 
admitió con voz ronca que nunca ha puesto los pies en la aldea de sus 
padres, aunque sí la ha vislumbrado desde el mar. El líder del FLP ha 
ganado peso con los años. Le sobran unos kilos en la cintura y peina 
bastantes canas. Habla despacio, eligiendo cada palabra como si fuera 
atravesando un campo de minas y da la impresión de ser un personaje 
más reflexivo y académico que el rimbombante Yaser Arafat, con 
quien mantiene relaciones cordiales, aunque ambiguas y de doble 
filo»s2. 

Abbu Abbas hablaba así para el periodista español: «Como 
comprenderá es un poco ridículo pensar que para conseguir cuatro 
AK-47, meterlos clandestinamente en un trasatlántico que apenas 
disponía de medida de seguridad alguna, tuvimos que recurrir a un 
millonario [Al Kassar] que suele comerciar con millones de dólares y 
mover toneladas de armamento». Años después, Rojo señalará en ABC: 
«Hace ya bastante, me encontré a escondidas con Abu Abbas. El 
palestino también se había puesto gordo. Seguía siendo igual de malo, 
pero tuvo dos gestos que casi me conmovieron. Uno fue suplicar que 
no revelase que nos veíamos en Argel. El otro, confesar que se 
arrepentía de haber arrojado al mar, con silla de ruedas, al inválido 
norteamericano León Klinghoffer, durante el secuestro del paquebote 
Aquille Lauro. No sentí emoción alguna cuando los marines lo 
capturaron en Bagdad, el 14 de abril de 2003 y ni siquiera suspiré 
cuando la palmó, de un misterioso ataque al corazón, un año 
después». 


Rojo desconoce algo esencial: Villarejo había firmado un contrato 
con Al Kassar para limpiar su imagen. En 1995, Al Kassar celebra su 
salida de prisión con Lillo y Villarejo en un restaurante. Empieza la 
guerra contra el juez Baltasar Garzón: el proyecto Veritas. 


Baltasar Garzón 


El 28 de marzo de 1995, la periodista y escritora Rosa Montero 
publicó una columna en El País titulada «Garzón» que empieza así: 
«Garzón debe ser un señor aburridísimo, porque todos los 
sinvergitenzas de este país llevan meses intentando encontrarle alguna 
porquería personal con la que hundirlo y no sacan nada. Aun así, le 
critican con saña: que si era inadmisible que volviera a ser juez tras 
ser político (fue una ley del PSOE la que lo permitió), que si es una 
vergiienza que deje libres a Amedo y Domínguez (fue Belloch quien 
los sacó a la calle), que si es un tipejo narcisista que solo busca 
notoriedad (no le he visto dar una entrevista todavía)». 

En ese contexto, Garzón investigaba dos casos de sensibilidad 
extrema: GAL y fondos reservados: «Intervinieron mis teléfonos, 
entraron en mi casa, intentaron sustraerme el sumario, me mandaban 
las cintas grabadas con las conversaciones que me habían intervenido, 
envenenaron a mi perro, al más puro estilo mafioso», confiesa el 
magistrado al programa Salvados. Varias agencias de detectives 
empezaron a investigar su vida privada. Por las calles de Madrid 
circulaba un álbum de fotos clandestino donde se podía ver a Garzón 
frente a la puerta del Hotel Miguel Ángel y frente al restaurante 
Zacarías. Incluso, a su mujer bailando sevillanas. 

Al tiempo que las instantáneas comenzaban a llegar a las 
redacciones de los medios, alguien entró en el despacho del 
magistrado y sustrajo documentos con las notas sobre la dirección del 
sumario contra Al Kassar. Ernesto Díaz Bastién, abogado de Al Kassar 
y también de Villarejo, presentó una denuncia contra el juez por 
prevaricación aportando dichas notas. 

«Muchos años después, Villarejo me dijo que a él le habían pedido 
hacer un informe sobre mí. Y yo no sé ni siquiera si llegó a 


desarrollarla (la investigación). Lo que sí recuerdo que me ha dicho 
alguna vez: “Me pidieron que la hiciera, pero rápidamente me di 
cuenta de que usted era de los buenos y entonces me negué a seguir”», 
contaba Baltasar Garzón en el programa de televisión Salvados. «En 
esta película hay muchos malos y buenos. No creo que Villarejo sea el 
malo. Puede ser un actor más, pero quienes diseñan esas películas sí 
son malos o por lo menos juegan sucio», añadió Garzón ante Jordi 
Évole. 

Villarejo, por su parte, explicaba: «Yo lo que hice fue comprobar o 
sea verificar una serie de informaciones que se tenían, que habían sido 
facilitadas por colaboradores de la Policía para ver si era cierto o no 
que este señor [Baltasar Garzón] hacía determinadas cosas. Parte de 
esos datos que figuraban en ese informe efectivamente yo los aporté 
como aporté lo del famoso borrador de la UDEF, pero una vez que 
verifiqué que no era cierto, dejé de hacerlo y se lo comuniqué a él. 
Pero yo no lo hice». 


Media verdad es una mentira 


Oye solo a medias el que oye solo una parte. Villarejo mintió a Garzón 
y a los espectadores del programa de televisión Salvados. «¿Quién le 
dio la orden [de confeccionar el informe Veritas]?», preguntó Évole a 
Villarejo. «Margarita Robles», contestó el expolicía. García Castaño 
dijo en sede judicial: «Este señor [Villarejo] trabajando no sé para 
quién, porque aún no se ha sabido para quién, se inventó el informe 
Veritas en el que nos acusaba a mí y a otros policías de que le 
proporcionábamos [determinadas cuestiones personales] y no sé qué 
más a Baltasar Garzón. Ahí fue cuando le conocí». 

Siempre se ha creído que el Proyecto Veritas fue una investigación 
sobre Baltasar Garzón, pero realmente era una investigación de 
Villarejo sobre Garzón y sus compañeros policías. Fue el informe que 
se desarrolló tras la aceptación del plan de trabajo que había diseñado 
para el traficante de armas. Era un proyecto para demostrar que la 
investigación sobre Al Kassar fue una conspiración de «un grupito 
aparentemente de osados policías españoles, contando con confidentes 


y traficantes que habían tenido la inestimable ayuda de un ingenuo 
juez (atrapado por no calcular el peligro de las malas compañías) que 
había conseguido inventar una sórdida leyenda negra y, a posteriori, 
detener nada menos que al poderoso Al Kassar con la única pieza de 
convicción de la versión aportada en prueba testifical de un camello 
de media estofa al que se le prometió dinero y libertad a cambio de 
acusar falsamente a su antiguo jefe», según relata el propio Villarejo. 

«Quería destruir a Garzón y casi lo consigue», comentan fuentes 
policiales. En 1995, los periodistas Manolo Cerdán y Antonio Rubio 
dieron una noticia significativa: «Interior elaboró durante 1994 y 1995 
un informe secreto en el que figuran datos sobre la vida privada de 
jueces, políticos de la oposición, periodistas y empresarios». Este 
dosier que recibía el nombre en clave de Veritas, fue elaborado por los 
agentes de la Comisaría de Policía Judicial. Contaba con el visto 
bueno del propio director de la Policía, Ángel Olivares que, según El 
Mundo, quiso «zanjar el escándalo de la utilización de fondos del 
Estado para investigar la intimidad de personas como Baltasar Garzón, 
Luis Ramallo, Javier de la Rosa, Luis del Olmo y varios periodistas de 
El Mundo». La Dirección de la Policía únicamente difundió una nota 
informativa negando la existencia del dosier secreto sobre Garzón y 
sus colaboradores policiales. 

Villarejo accedió a unas notas manuscritas que alguien había 
robado del despacho del juez: «Garzón explica a [Alberto] Elías 
[policía de confianza de aquell cómo manipular fechas y cambiar 
atestados», señala Villarejo en una nota informativa. Aquellos 
documentos robados aparecen, supuestamente, con un anónimo que 
firma El duende del Portón, nombre del restaurante madrileño que 
frecuentaba el magistrado. No será el primer anónimo que recibe o 
envía Villarejo para justificar el acceso a documentos comprometidos. 
No obstante, hay una pregunta importante sin resolver: ¿Cómo 
desaparecen esos documentos del despacho de Garzón? 

Según la versión del narcotraficante Laureano Oubiña, unas 
semanas antes de la aparición de esos documentos, a petición de Al 
Kassar, en una de sus comparecencias semanales ante Baltasar Garzón, 
entró en el despacho del magistrado y preguntó al oficial del juzgado: 

—¿Puedes abrir la caja fuerte? 


—Acaba de salir el juez, dejo las llaves encima de la mesa—le 
respondió el oficial. 

Oubiña no pudo acceder a los documentos, pero «dos semanas 
después, el empleado público logró ver las diligencias y me comentó el 
contenido», recuerda Oubiñass. Posteriormente, el narcotraficante le 
facilitó la información a Al Kassar y este a Villarejo, quien redactó el 
informe Veritas contra el magistrado soltando el infundio de que 
«Garzón tenía relaciones con miembros de una organización de 
narcotraficantes» y diversas acusaciones de cariz sexual. Villarejo hizo 
llegar esas informaciones a sus mandos que, a su vez, pusieron a un 
grupo de policías a comprobar si eran ciertas. 


Que hable Villarejo 


Sobre el informe Veritas 


Los bares se convirtieron en territorio policial. Algunos agentes 
encontraban más intimidad en una barra que en sus propios 
despachos. El Indiano es uno de los principales lugares de encuentro. 
Acompañado de un exmilitar Villarejo le cuenta en un bar: 

—-Con el Oli [José Luis Olivera] ya han reculado todos. Cuando le 
hicieron el vacío, el tío, con dos cojones, iba cada día a tomar copas al 
Indiano. Parecía que iba a tirar córneres (sic). Estaba él en un rincón y 
yo con él. Se tomaba sus cañas y yo le decía a Pepito Losada, que era 
un buen tío: todo es por el Gabi [Gabriel Fuentes]. Tenían sus clanes. 
Carlitos [Salamanca] tenía mal feeling con el Oli y ahora son troncos 
totales. Tú lo sabes. Carlitos era del Gordo [Enrique García Castaño] y 
el Gordo era de Gabi. Carlitos era del clan duro. Era el enemigo 
público. 

En la misma época le pregunta a su socio Antonio Giménez: 

—Eso lo hizo Carlos Rubio, ¿después de lo de Veritas? 

—El hijo de la gran puta de Rubio, que le voy a dar una paliza, 
solo hizo que utilizarnos. Sí, y como este vendía lo invendible, no te lo 


voy a decir a ti como te respondió en el informe Veritas. 


El clan duro y el informe Veritas 


Que hable Villarejo sobre el falso informe de Garzón 


«Es un tema de interés policial el verificar si un juez tan importante 
como el señor Garzón está frecuentando a personas vinculadas al 
narcotráfico. Eso no resultó ser cierto, pero es la información que nos 
vino a nosotros». El expolicía prosigue: «Yo lo que hice fue verificar 
una serie de informaciones que se tenían, y facilitadas por 
colaboradores de la policía, para saber si era cierto o no. Parte de esos 
datos que figuraban en ese informe [Veritas] efectivamente yo los 
aporté, pero una vez que verifiqué que eso no era cierto, se lo 
comuniqué a él [Garzón] ». 

Tiempo antes, el 23 de noviembre de 2009, un abogado le 
preguntó: ¿cómo acabó el tema Veritas? Villarejo fiel a si mismo le 
contestó frente a su grabadora en marcha: «De puta madre. Me 
comieron la polla y sólo les amenacé. A mí me acusaron de investigar 


a Garzón y me cortaron la cabeza». 


La versión de Villarejo sobre el inicio del Informe Veritas consta por 
escrito en una nota informativa inédita: «Una vez en libertad [Al 
Kassar], a través de RL [Ramón Lillo] se inicia una maniobra de 
acercamiento del Ministerio del Interior utilizando a Villar [Villarejo] 
bajo la cobertura de «profesional de seguridad», comprobando el 
propio subdirector general operativo [Agustín Linares] que los 
informes que existían no correspondían con la personalidad de AK [Al 
Kassar], que se mostraba totalmente colaborador con la Justicia y con 
Interior, como se demostró en su conducta a posteriori. (A pesar de 
contar con el continuo entorpecimiento por alguna parte del propio 
Ministerio de Interior y por supuesto del CESID)». 

Villarejo prosigue en su nota informativa: «El detonante que inicia 
el desmantelamiento del GM [Grupo Mafioso] surge, cuando varias 
personas que colaboran con ellos se sienten utilizadas y despreciadas; 
deciden contactar con los abogados de AK para explicarle todos los 
detalles que le pueden afectar a su cliente. Estos, que recelan en 
principio de la veracidad de las afirmaciones, deciden contactar con 
Villar [Villarejo] quien a su vez informa al comisario general de 
Policía Judicial [Enrique de Federico] (EF), dado que teme que 
además de Blasillo [Enrique García Castaño] el propio comisario 
general de Información [Gabriel Fuentes, Gabi conozca los 


pormenores toda vez que sustituyó a Elías [Alberto Elías] al frente de 
la Brigada de Interior y el propio BG. [Baltasar Garzón] se lo llevó de 
jefe de su Gabinete cuando pasó al M. de Interior. Dada la gravedad 
de lo denunciado, EF [Enrique de Federico] decide utilizar personal 
ajeno] a los servicios de Madrid, al menos hasta comprobar la 
veracidad de las acusaciones y es con el responsable de este Grupo de 
Investigación [Carlos Rubio] (CR). con quien contacta Villar; le pasa 
los datos obtenidos y los posibles colaboradores, apartándose de las 
gestiones indagatorias salvo cuando es reclamado para alguna 
información puntual cerca del círculo de AK (Véase SD5 Notas Villar)». 

En él participaron veinte inspectores coordinados por el comisario 
Carlos Rubio. Los policías fueron trasladados a Madrid desde la 
Ciudad Condal y Zaragoza. El objetivo era evitar filtraciones. 
«Repartidos en varios pisos y apartamento comenzaron a hacer un 
trabajo sigiloso y meticuloso», apunta el periodista Díaz Herrerasa. 
Siguieron a sus compañeros Alberto Elías, Enrique García Castaño y al 
juez Baltasar Garzón, que entonces acudía todas las mañanas al 
gimnasio de la calle O'Donnell de Madrid. Poco después de ese 
informe de Villarejo, hubo una reunión en un Novotel de la capital de 
España. Comparecieron Carlos Rubio y el arrepentido del caso Al 
Kassar, Abu Siad, quien facilitaría información sobre el entorno de 
Garzón. Años después, aún había gente que mantenía en su poder una 
nota manuscrita que Rubio entregó al arrepentido con un número de 
teléfono y una extensión de las dependencias de Canillas. En el 
expediente policial de Villarejo consta un documento firmado en 
enero de 1995 en el que este señala que fue el «propio comisario 
general de Policía Judicial quien me dio instrucciones precisas y me 
contactó con el jefe del dispositivo que se iba a montar al efecto 
(Carlos Rubio) y este comenzó a iniciar las investigaciones a partir de 
las primeras notas informativas que le confeccioné con el alias de 
Villar, que era con el que habitualmente identificaba mis trabajos». 

No obstante, aquel equipo consideró que las acusaciones realizadas 
por Villarejo no eran reales. Las mujeres a las que este vinculó con el 
magistrado terminaron reconociendo que habían cobrado una 
suculenta suma por declarar que el juez había tenido relaciones 
sexuales con ellas. «Eran unas tías que había contratado el propio Al 


Kassar», según señala el entorno de García Castaño. Parte de ese 
informe fue remitido al Juzgado de Instrucción n.* 46 de Madrid, que 
abrió las diligencias 7214 al tiempo que demostraba que las 
informaciones sobre el juez Garzón eran falsas. Este libro descubrirá el 
contenido completo del informe que redactó Villarejo, sin embargo, 
antes debemos conocer qué ocurrió con los testigos contra Al Kassar y 
cómo Villarejo intentó usarlos contra el magistrado y los policías que 
trabajaban investigando al traficante de armas. 

Villarejo siguió su modus operandi habitual: si su plan fallaba, 
buscaría una plataforma efectiva en los medios para filtrar la 
información que creyera pertinente. En este caso, su informe. El 
Mundo publicó la existencia de un documento realizado por «un 
equipo de policías creado por Olivares y coordinado por el “equipo de 
Barcelona” con el policía Carlos Rubio a la cabeza». 

En su entrevista para Salvados, Jordi Évole le comentó a Villarejo: 
«A mí lo que me sorprende es que este tipo de informaciones de la 
vida privada de alguien, que si participa en orgías o si consume 
cocaína, que no es delito, acabe apareciendo en informes policiales». 
El comisario jubilado respondió convencido: «No se trata de la vida 
privada. Se trata de verificar si este señor participa en orgías con 
moritas que son camellos de tal o cual. Por cierto, camellos de un 
señor que luego terminó con un tiro en la cabeza». Évole insistió: 
«Pero el informe siguió adelante, el informe se publicó». Villarejo no 
dejó pregunta, frase o insinuación sin respuesta: «Lo único que se hizo 
fue comprobar si determinadas chicas tenían relaciones con 
narcotraficantes». 

El periodista de investigación Antonio Rubio, que seguía la 
entrevista en paralelo, dio su impresión ante las cámaras de La Sexta: 
«Buscan la debilidad para hacer el chantaje... Cuando no encuentran 
nada en tu vida profesional, entran a fondo en la vida privada». 


Proyecto sin cimientos 


En enero de 1995 rusos y chechenos recibían los primeros días del año 
matándose en Grozni. La presión internacional crecía y el presidente 


del Gobierno alemán, Helmut Kohl, pedía al presidente ruso, Boris 
Yeltsin, que detuviera la masacre en Chechenia. En España, mientras 
Mario Conde pasaba sus primeras semanas en la cárcel, el exministro 
del Interior José Barrionuevo criticaba al juez Baltasar Garzón por sus 
investigaciones sobre los Grupos Antiterroristas de Liberación (GAL). 

El día que un pistolero encapuchado de ETA asesinó al presidente 
del Partido Popular en Guipúzcoa, Gregorio Ordoñez, Villarejo 
escribió uno de sus informes más controvertidos: «Proyecto Veritas. 
Nota Informativa (NI 51). 23.1.1995. Fuente: Villar. Asunto Garzón. 
Claves del conflicto: Un grupo de policías, de confidentes e 
importantes narcotraficantes se organizan para corromper y controlar 
a determinados jueces, políticos, empresarios, periodistas y policías». 
Es el texto del documento que Villarejo inventó para proteger al 
traficante de armas Monzer Al Kassar. 

Así empezaba la campaña de desprestigio contra Baltasar Garzón: 
«Un reducido grupo de policías, junto a confidentes y conocidos 
relacionados con el narcotráfico, algunos de ellos, incluso, prestando 
labores de intérpretes de lengua árabe en temas de terrorismo 
islámico, se organizan con el fin de corromper y, consecuentemente, 
controlar a determinados jueces, políticos, empresarios e incluso 
algunos policías. Se relacionan con Javier de la Rosa —y le asesoran a 
cambio de dinero y le chantajean al hacer por encargo de él asuntos 
sucios— a L. R. (prestándole incluso dinero para que este pueda 
satisfacer su afición enfermiza al juego en los casinos), (...) a policías 
como P. y S. a quienes controlan con procedimientos similares». 

El documento proseguía: «Uno de los jueces a los que consiguen 
corromper es a don Baltasar Garzón (B. G.), conocedores de su 
obsesión por (...Jss y por la buena vida. No les resulta difícil irlo 
introduciendo... Champagne francés. Como era habitual en este Grupo 
Mafioso (GM), en más de una fiesta se hacen filmaciones en vídeo y 
fotografías aprovechando el estado de ánimo desenfadado de los 
participantes. El director organizativo del GM (Alberto Elías) se 
encarga de filtrar los detalles menores e incluso Blasillo (Enrique 
García Castaño) hace notas informativas dirigidas al comisario G. de 
Interior (Jesús Martínez), en donde se hacen alusiones a fiestas y 
anécdotas, que son presentadas como ajenas a los informantes. Con 


ello se refuerzan frente a la cúpula policial, ya que les considera muy 
introducidos en círculos de los que interesa el máximo de datos, 
especialmente después del conflicto de B. G. con el asunto GAL». 

Villarejo actuaba contra Garzón como si fuera su enemigo, a pesar 
de que el paso del tiempo y el pertinaz empeño del excomisario por 
cambiar su versión de los hechos los acabó acercando hasta el punto 
de bordear las siempre difusas fronteras de una amistad asentada en el 
interés. 

El expolicía aún dice más de aquella época: «Entre los objetivos 
que se había fijado el GM para obtener abultados beneficios 
económicos estaba AK (Al Kassar). Se han chequeado datos a través de 
colegas amigos en cinco departamentos de información policial o 
inteligencia occidentales y en ninguno hay constancia cierta de las 
noticias que se transmite sobre AK, remitiéndose siempre a fuentes 
fiables». 

José Manuel Villarejo niega la investigación de las policías de 
Suiza y Alemania, así como la condena de Al Kassar en Francia. En su 
enmienda a la totalidad, niega incluso algo que La España Inventada 
puede demostrar: ataca a los investigadores, a sus propios 
compañeros. 

«Elías es informado por el CESID de que Al Kassar está realizando 
importantes operaciones de compraventa de armas que le reportan 
importantes beneficios, puntualizándose que desprecia los servicios 
secretos españoles, habiéndose negado a colaborar en solicitudes 
cursadas por el propio Manglano sobre contactos de acercamiento a 
Siria y otros países árabes... En reunión secreta se reúnen Elías y 
García Castaño con dos miembros del CESID (señala los nombres). En 
dicha reunión se decide que hay que terminar con la campaña en la 
que se presenta al Gobierno socialista como fabricante de armas (...). 
Deciden un diseño de campaña con el objetivo claro y determinante 
de presentar a Al Kassar como un terrible traficante de armas y 
(quizás drogas) que tiene la culpa del mercado de armas mundial». 

La guerra entre policías fue incesante en ese contexto. Agustín 
Linares trató de echar varias veces a García Castaño de la Comisaría 
General de Información. Todas ellas, sin éxito. Villarejo lo resumía así: 
«Esquema del procedimiento: EN TODOS LOS CASOS HABLAN DE 


DATOS «MUY FIABLES» POR SER FUENTES DEL ENTORNO DE AK LA 
RUMOROLOGÍA Y NOTAS SIN COMPROBAR LA DISPERSAN EN 
ORÍGENES DISPARES CON LA EXCUSA DE PRESERVAR EL 
INFORMADOR QUE SIEMPRE ES EL MISMO: BRIG. INTERIOR DE 
ESPAÑA». 

Comparado con el plan de trabajo que desarrolló previo pago para 
Al Kassar, las palabras son similares: «Ya no sorprende a nadie que 
existe un complot que pudo iniciarse en cualquier momento y por 
cualquier causa —nos inclinamos hacia un conflicto de intereses en el 
mismo sector— y que partiendo de una banal excusa, jueces, policías, 
testigos y terceros interesados han generado una perfecta trama de la 
que resulta difícil librarse a pesar de tener incluso gran parte de razón. 
Después de toda una serie de trampas y argucias judiciales que lo han 
intentado enturbiar todo, objetivamente, la opinión pública no conoce 
la verdadera realidad, ni se imaginan nada de todos estos manejos y 
sigue a pie juntillas lo que puntual e interesadamente le filtran fuentes 
judiciales y policiales. Además de una continua y desesperada pelea 
por parte de E. D. (Ernesto Díaz Bastién) es necesario contrarrestar 
esas filtraciones. De no hacerse así, se puede presentar que la 
absolución de AK era «en pago» a favores inconfesables». 

El intento manipulador del Informe Veritas resultó finalmente un 
fracaso. Entonces Villarejo y los abogados de Al Kassar trataron de 
abrir otro camino para llegar a la impunidad. 


La denuncia 


Ese mismo enero de 1995, Monzer Al Kassar sonreía y tomaba notas 
en un cuaderno mientras permanecía en una sala de la Audiencia 
Nacional. No era fácil descifrar la mueca de su cara. ¿Relajación? 
¿Temor? ¿Desafío? De vez en cuando, detenía el bolígrafo y levantaba 
la cabeza. Observaba y escuchaba con aparente indiferencia a Ahmed 
Boumershed, que testificaba contra él y lo acusaba de haber entregado 
fusiles y granadas a los terroristas que secuestraron el buque Achille 
Lauro en 1985. Lo interrogaban el fiscal Eduardo Fungairiño y el 
abogado José Luis Sanz Arribas, socio del también abogado Ernesto 


Díaz-Bastien. 

Boumershed había denunciado a Al Kassar y posteriormente se 
había desdicho mediante un escrito que envió al juez en junio de 
1993. En un ir y venir de cambios de parecer, dos meses después 
insistió en sus acusaciones y argumentó que las había negado debido a 
las presiones: «Y todavía recibido amenazas», dijo en la Audiencia 
Nacional. Al Kassar se enfrentaba a una petición del ministerio fiscal 
de veintinueve años de cárcel y 226 millones de pesetas 
indemnización por un delito de piratería con resultado de muerte. 

—¿Y le explicó por qué lo hacía? —le preguntó el fiscal. 

—Sí —respondió Boumershed. 

—¿Qué detalles le dio? —insistió el fiscal Fungairiño. 

—Me dijo que era una operación por la causa, y etcétera, etcétera 
—contestó Boumersed. 

—Pero ¿no era peligroso que Al Kassar le confesara esa operación? 

—No, porque ya habíamos hecho otras cosas. 

El testigo también explicaría que Al Kassar abrió una cuenta 
corriente en un banco de Marbella para el palestino Abu Abbas 
utilizando una identidad falsa. Relató cómo la pistola empleada en el 
atentado contra el exagente de la CIA Elias Awad, una Sig Sauer con 
silenciador del calibre nueve milímetros cortos, era también propiedad 
del traficante. 

Al Kassar seguía tomando notas en su cuaderno, pero la sonrisa 
que cortaba su cara se había apagado poco a poco hasta quedar 
reducida al rescoldo de una mueca forzada. Entre el público había 
agentes norteamericanos. La declaración de Boumershed podía 
significar el inicio de su fin. Así que el sirio no tenía más salida que 
atacar a Garzón: «Unos policías, en nombre de Garzón, me pidieron 
cien millones de dólares para salir de prisión. Esto se me trasladó a 
través de mi mujer y de mi cuñado, que consiguió una grabación». 
(...) El traficante sirio exhibió un casete mientras hablaba y añadió 
que esa cantidad se rebajó posteriormente hasta los treinta millones de 
dólares: «Quince por adelantado y quince cuando estuviese en 
libertad». Luego manifestó que fue tras negarse a pagar esa cantidad 
cuando empezó su «tortura, el traslado de la cárcel de Meco a la de 
Herrera de la Mancha, donde lo tuvieron sin reloj y con un pantalón 


corto por toda vestimenta»ss. Un periodo que duró dos semanas según 
el traficante y que terminó cuando sus abogados dieron con él. 

Las acusaciones en la sala de vistas se convirtieron en querellas 
tiempo después. Querellas que Al Kassar dirigió contra el comisario 
Enrique García Castaño quien, según sus propias palabras, tenía al 
juez Baltasar Garzón «cogido por los testículos»s y le acusó de 
intentar chantajearlo junto al narcotraficante libanés Mustafá Nasimi. 
La querella de Díaz Bastien, sustentada con información de Villarejo, 
señalaba que «Raghid Habbal (cuñado de Al Kassar) había entregado a 
Nasimi en el Novotel, y en presencia de García Castaño, un cheque 
bancario de diez millones de pesetas como primer pago para conseguir 
la libertad del sirio». García Castaño declaró en el Juzgado de 
Instrucción 7 de Madrid que «Nasimi me facilitó la información 
contenida en una nota policial sobre una presunta operación de tráfico 
de armas que, con el tiempo, se reveló como una mera suposición, 
pero que en su momento sirvió para iniciar el proceso contra Al Kassar 
y derivarlo hacia el secuestro del Achille Lauro». El comisario 
admitiría que «meses antes se había reunido con Abou Merched 
(antiguo empleado de Al Kassar que se convirtió en testigo de cargo) y 
aceptó que él y Nasimi visitaron a Merched en la prisión de Brieva, 
donde le facilitaron un estatus de privilegiado». Nasimi, por su parte, 
declaró que Alberto Elías le había presentado a García Castaño en 
1987 y que este le facilitó la obtención del permiso de residencia en 
España al darle de alta en una empresa de su esposa. Empresa en la 
que Nasimi nunca trabajó. 

A la postre, todas las denuncias fueron desestimadas. No obstante, 
Villarejo y Al Kassar siguieron con su diatriba contra Garzón. La 
prueba es la nota informativa, inédita hasta el día de hoy, que 
incluimos más adelante. 


Muertes paralelas y revelaciones inéditas 
El 20 de junio de 1998, Mustafá Nasimi cumplió su primer año en 


libertad. Se había establecido en Marbella tras pagar la fianza por 
haber estado vinculado con un alijo de cocaína interceptado por la 


Guardia Civil. En aquel momento podía ir y venir a donde quisiera, 
pero desde hacía tiempo sabía que su cabeza tenía precio: «La peor 
época de mi vida empezó cuando me atreví a enfrentarme a Al Kassar 
y convertirme en testigo protegido del juez Baltasar Garzón», 
confesaría a El Mundo. 

Vivía con la pesadumbre de quien llevaba una mochila sobre la 
espalda que, de tan cargada, era invisible. Cuando asomaba a la 
puerta de su casa, siempre miraba alrededor. Esa mañana cumplió con 
la rutina, igual que hizo el día anterior y los anteriores desde que 
saliera de prisión. No vio a nadie. Miró hacia su coche, ubicado en un 
punto ciego donde no llegaban las cámaras de seguridad, apenas a tres 
metros de donde se encontraba. Fue hacia él, pero no le dio tiempo a 
dar tres pasos seguidos. Su cuerpo cayó sin hacer ruido sobre el asfalto 
marbellí. La muerte por sorpresa siempre es muda. 

Alguien le había disparado en la nuca con una pistola de origen 
checo que iba equipada con un silenciador. Nadie vio nada. Nadie 
escuchó nada. El último testigo contra el traficante de armas Monzer 
Al Kassar murió desangrado. Apenas diez minutos después, llegaron al 
lugar varios miembros del Grupo de Homicidios del Cuerpo Nacional 
de Policía y una ambulancia. Los forenses declararon la defunción de 
Nasimi en la Clínica de Nuestra Señora de América. 

El juez Baltasar Garzón recibió una llamada. Al otro lado de la 
línea oyó la voz del jefe de la Brigada de la Policía Judicial: «Buenos 
días, señoría. Acaban de disparar en la cabeza a Mustafá Nasimi en la 
puerta de su casa». Así acabó la vida de un hombre que tenía escrito el 
día de su final desde hacía mucho antes. 

Si la muerte de El Kchoure tornó todas las miradas hacia Al Kassar, 
las presiones a Nasimi para que no hablase parecían sacadas de una 
novela sobre la mafia: «Las informaciones aparecidas en su diario con 
fecha 30 de septiembre, páginas 1 y 17, en que dando cuenta de la 
muerte de D. Ismail Khadil El Kchoure, se me vincula a mí como 
aparente beneficiario de la misma por tratarse de un importante 
testigo de cargo en la causa por la que injustamente me encuentro en 
prisión, son gravemente erróneas y manifiestamente perjudiciales. 
Atentan de plano contra la verdad e implican una auténtica 
difamación pública como instrumento de una maquinación que cada 


vez con más intensidad vengo sufriendo, con la abierta complicidad de 
algunos y la ingenuidad de muchos. Me encuentro víctima, casi 
impotente, de una verdadera conspiración contra mí que trata de 
destruir mi nombre y mi persona, mi familia y todos los que me 
rodean. El Sr. El Kchoure, antiguo empleado doméstico de mi casa que 
fue despedido hace tiempo por justificadas razones que no son del 
caso exponer ahora, prestó testimonio en la causa judicial que se 
tramita contra mí. Su testimonio no supuso imputación o acusación 
alguna en relación con mi supuesta y totalmente carente de veracidad 
participación en el atentado que sufrió en Madrid D. Ellas Awad, 
igualmente falso como la supuesta venta de armas para el secuestro 
del buque, Aquille Lauro, que son la causa de que me encuentre en 
prisión». 

En marzo de 1995, la Audiencia Nacional absolvió a Al Kassar de 
todos los cargos que había contra él por el secuestro del Aquille Lauro. 
Entre ellos, destacaba una petición de veintinueve años de cárcel. El 
traficante comenzó al alternar sus estancias en Marbella con viajes a 
Argentina, donde residía durante meses. Allí vivió en la provincia de 
Mendoza, donde aún conserva tres familiares. 

Fuentes policiales aseguraron a la Opinión de Málaga que aquellos 
viajes de ida y vuelta tenían una finalidad muy concreta para Al 
Kassar: «Fraguó su venganza contra Nasimi desde Argentina». Las 
mismas fuentes lo señalaron «como presunto inductor del asesinato del 
francés de origen argelino Patrick Zurita», hijo del histórico 
mercenario de los GAL, Joseph Zurita y, a su vez, antiguo socio de 
Nasimi. Zurita sería abatido un año después de la muerte del propio 
Nasimi en el restaurante El Zoco de la urbanización Calahonda, en 
Mijas-Costa. 

Con Mustafá Nasimi y su socio Patrick Zurita asesinados en un año, 
parecía que este drama criminal estaba casi resuelto y la venganza 
consumada. No obstante, como otras tantas veces, la realidad aparente 
apenas dejaba ver un atisbo de la verdad completa. Tras fallar en su 
estrategia de acoso y derribo contra el juez Baltasar Garzón, José 
Manuel Villarejo realizó un nuevo informe que se presenta a 
continuación. 


Volvamos a 1997, justo cuando la Guardia Civil detuvo a 
Nasimi: «Con ocasión de un servicio montado por 
miembros antidroga de la GC, se han detenido en los 
últimos días en Las Islas Canarias (Tenerife), un total de 
ONCE miembros, todos ellos integrantes de un grupo 
organizado al que se le ha incautado una importante 
cantidad de cocaína (aproximadamente TRESCIENTOS 
KILOS). El dispositivo montado por espacio de UN año, con 
intervenciones telefónicas y continuos seguimientos, ha 
permitido acumular una cantidad importante de piezas de 
convicción, entre las que destacan numerosas 
conversaciones comprometidas amén de pruebas 
documentales en soporte fotográfico y de vídeo. El servicio 
realizado no pasaría de ser una más de las importantes 
aprehensiones de cocaína realizadas últimamente si no 
fuera por el hecho de que entre los ONCE detenidos figuran 
DOS de nacionalidad siria, siendo uno de ellos el que 
figura encausado como “jefe de la Organización” un 
conocido “supuesto colaborador” de la Comisaría G. de 
Información, Mustafá NASIMI (MN)», explicaba Villarejo en 
su informe. 

Nasimi proclamó su inocencia y señaló que cuando se 
produjo la aprehensión de la droga él estaba en Alemania 
para realizar «un trabajo de infiltración» encargado por la 
CIA y autorizado por la Comisaría General de Información. 
Según Villarejo, «el trabajo que desempeñaba en Alemania 
estaba relacionado con tráfico de drogas y de armas, 
siguiendo un encargo de la Comisaría General de 
Información que le pidió que conectara con responsables 
de bandas organizadas que operan en IRAK. Lo que parece 
ser que interesó especialmente a los responsables de la G. 
C. es el comentario que Nasimi les hizo en cuanto al curioso 
encargo de buscar y reclutar en dicho país árabe algún 
miembro con quien poder contar “en caso de reiniciarse la 


guerra sucia contra ETA”». 

Villarejo aprovechó este nuevo informe no solo para 
atacar a Nasimi, sino también a sus compañeros y al 
propio Garzón: «Les hablaba de que se trataba de un trabajo 
encargado por altos mandos policiales, refiriéndose a ellos 
como “Mafia Policial” (mencionó a Gabriel Fuentes y a 
Enrique Castaño entre otros), contando dichos policías con 
el beneplácito del Juez de la Audiencia Nacional, Baltasar 
Garzón». Añadía que la Guardia Civil se había entrevistado 
con Nasimi en la cárcel de Carabanchel «para conseguir 
colaboración del referido MN, haciéndole partícipe de una 
considerable reducción de la posible condena (se apuntan 
VEINTE años) si explica detalladamente la “supuesta” 
participación en hechos delictivos de los aludidos 
Responsables Policiales y del Juez de la A. Nacional». 

Villarejo incidía en la mafia policial y señalaba que el 
abogado de Nasimi era hijo de su compañero Ramón Lillo, 
que lleva la defensa del narcotraficante por petición 
expresa de Julio Corrochano y Enrique Castaño. Y 
proseguía: «El importante favor (el joven abogado se 
oponía abiertamente) sería a cambio de supuestas 
gestiones realizadas en el pasado ante la policía francesa 
por el referido Mustafá Nasimi y por los policías aludidos, 
que alegaron viajar a París (al parecer con dinero de 
Nasimi) precisamente para favorecer al hijo de Lillo ante 
una grave e infundada acusación por (...)ss». 

El policía-empresario añadía que «la mayor 
trascendencia del relato de hechos realizado durante la 
declaración del capitán fue cuando habló del “miedo 
insuperable” que sentía al temerse lo peor contra su 
persona por la connivencia de una “supuesta mafia 
policial. En un relato similar (aunque por ahora no lo ha 
declarado oficialmente), ha coincidido otro de los 
implicados, un tal Patrick Zurita. Al parecer dicho sujeto 


pretende llegar a algún tipo de acuerdo con miembros de 
la G. C. que se han comprometido a ayudarle a cambio de 
información relevante que pueda relacionar a funcionarios 
policiales con el tráfico de drogas». 

«El referido sumario contra Nasimi y sus DIEZ 
cómplices con alusiones a la “mafia policial”, cobra el 
máximo interés al haberse detectado contactos entre 
Galindo, responsable de la Guardia Civil y Rafael Vera. 
Dichos contactos tienen al parecer el objetivo de conocer 
el máximo posible de datos significativos que obren en la 
investigación que se sigue en Tenerife y que pueda 
demostrar connivencia entre Garzón y policías corruptos. 
Tanto Vera como Galindo están convencidos de la 
existencia de una “trama policial corrupta” que sigue 
protegiendo a Garzón y esperan conseguir datos suficientes 
para poder filtrarlos a los medios de comunicación con los 
que mantienen relaciones. Consideran muy significativo, 
que aun cuando han trascendido las declaraciones sobre 
“mafia policial” y de haberse quejado el propio juez 
instructor de las continuas llamadas por las que se siente 
presionado, de responsables policiales; aún no se ha 
iniciado la apertura de información o expediente, por si de 
alguna de estas conductas denunciadas, se pudieran 
derivar como mínimo responsabilidad administrativa. 
DIFUSIÓN RESTRINGIDA. Más ampliación verbal», 
finalizaba José Manuel Villarejo. 


Tras estas revelaciones, no era de extrañar que Mustafá Nasimi 
sintiera que el final de su existencia estaba escrito. Antes de caer a 
plomo sobre el asfalto marbellí con una bala alojada en su cabeza ya 
había muerto en la vida pública, que es como morir dos veces. Su 
último año de vida no fue la crónica de una muerte anunciada, sino 
un epitafio que anticipaba el punto y aparte. 


La CIA 


En Madrid, el 20 de mayo de 1999, Kamal Hamudi Abdul Gawad 
Ghazoul se entregó voluntariamente en la Audiencia Nacional para 
confesar que había sido uno de los autores materiales del atentado 
cometido por el grupo radical de Abu Abbas en la capital de España en 
1984. El agente de la CIA Elias Awad quedó parapléjico a causa del 
ataque perpetrado el 3 de noviembre de ese año en el Paseo de la 
Castellana, a la altura de la Plaza de Cuzco. Ghazoul explicó al juez 
Juan del Olmo que Al Kassar también intervino. 

La declaración de Gawad Ghazoul comenzó a las 12.00 horas y se 
prolongó durante más de siete horas. Ghazoul relató cómo huyó a 
Francia después del atentado contra Elias Awad. La odisea lo llevó de 
Francia a Holanda, de Holanda a Italia y de Italia a Ecuador. Tiempo 
después volvería a España donde se instaló en el municipio madrileño 
de Majadahonda, zona pudiente de la sierra norte. Allí vivió 
escondido, ajeno a la vida de la calle. Protagonista de un día a día 
discreto. 

Sin embargo, la venganza nunca descansa. Según declaró: «Desde 
hace quince días, las amenazas a él y a su familia, tanto por correo 
como por teléfono se intensificaron, aunque finalmente ha decidido 
acudir a la Audiencia e implicar a su nuevo jefe». Esta declaración 
judicial fue la perdición de Al Kassar. Todavía quedaban unos años 
para su caída definitiva, pero como escribió Esquilo: «Cuando uno 
mismo se afana en su perdición, los dioses colaboran con él». 
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Capítulo 11 


1993-1994 Putas y políticos 


No creo que exista la policía patriótica o política, aunque es cierto que algún 


político ha intentado manejar ciertos grupos de policías con fines políticos. 


José Manuel Villarejog9 


26 de noviembre de 2018. José Manuel Villarejo hablaba por teléfono 
con su mujer desde la prisión de Estremera: «Me repugnan los 
miserables cobardes que quieren utilizar a unos pocos de esos 
funcionarios para hacer el trabajo sucio al que ellos no se atreven». 
Las horas en la cárcel, su espalda quebrada, los nervios en 
estampida... la cabeza del excomisario se había convertido en una olla 
a presión donde se cocían las tribulaciones de toda una vida. En el 
relato de sus pensamientos, entonces y ahora, siempre desempeña el 
mismo rol: víctima. 

Voltaire escribió: «La pasión por dominar es la más terrible de 
todas las enfermedades del espíritu humano». Villarejo siente que paga 
en carne propia las consecuencias de órdenes ajenas. Hechos que le 
han dejado como herencia la enfermedad de la que habló Voltaire. 
Cada vez más convencido de que era un servidor del Estado, se siente 
un juguete del destino. Sus razones siempre encuentran el mismo 
camino hacia la excusa: todo lo que hizo tuvo la autorización y el 
consentimiento de los mandos policiales y políticos. Cierto es que 
Gobiernos tan dispares como los de Carlos Arias Navarro, José Luis 
Rodríguez Zapatero o Mariano Rajoy condecoraron y enaltecieron su 
hoja de méritos, pero este libro demuestra y seguirá demostrando que 
Villarejo era mucho más que un bienmandado. 

Tras un año en prisión, el excomisario confesó a su familia que no 
podía más. Fue en un «vis a vis» y alguien muy cercano a él nos 


confiesa que no supieron si tomarlo como ruego, advertencia, 
amenaza... O todo a la vez. El excomisario era y es consciente de todo 
lo que sucede fuera del presidio. La presión mediática sobre su 
nombre ahonda en la desesperación que lo acompañaba a todas horas. 
Alguien está filtrando grabaciones y datos que parten de sus archivos 
personales. Material que causó enormes dificultades a la actual fiscal 
general del Estado, Dolores Delgado, así como la súbita retirada 
política de la ex secretaria general del PP María Dolores de Cospedal. 

Al final de la visita, un funcionario entró en la estancia equipado 
con un dispositivo especial para comprobar si los visitantes le habían 
pasado algún tipo de micrófono o grabadora. 

—Al cuarto de cacheo —le conminaron. 

Uno de los funcionarios se colocó guantes de látex —según la 
versión del excomisario— y le obligó a desnudarse para registrar todo 
su cuerpo. 

—Venga, hay que pasarle la raqueta —le dijo un funcionario a 
otro, refiriéndose a un detector de metales con la forma de ese 
instrumento deportivo. 

En esos momentos, Villarejo perdió la templanza y empezó a 
gritar: 

—¡Esto es humillante, que venga Marlaska! —reclamó a gritos 
refiriéndose al actual ministro del Interior y golpeando la pared con la 
cabeza. 

Los funcionarios cumplían con el protocolo penitenciario: deben 
controlar a los internos tras cada visita por si han intercambiado 
material prohibido por el reglamento como teléfonos móviles, 
micrófonos, grabadoras o dinero. Villarejo se negó al registro y 
denunció días después: «Al hacerme entrar en la sala de cacheo, uno 
de los funcionarios se dirigió a mí con mirada retadora a escasos 
centímetros de mi cara mientras otro, más corpulento, abría un 
paquete de pañuelos y los tiraba uno a uno sobre la mesita donde 
estaban mis objetos personales mientras me susurraba, en tono 
amenazante y agresivo, que a partir de ahora lo iba «a pasar muy 
mal», que «gente muy importante había pedido al director» que me 
sacara «el lugar donde tenía una copia de todo, y que si no cooperaba, 
iban a ponerme un compañero conflictivo en la celda y a los pocos 


días iba a estar aislado, incomunicado, solo». 

Tras este incidente, la dirección del centro penitenciario de 
Estremera decidió intervenir todas sus comunicaciones con el exterior. 
Temían que hiciera «uso fraudulento de las mismas» y filtrara datos 
que pusieran en riesgo la seguridad del Estado. Villarejo estuvo rápido 
y olvidó el ojo por ojo. Consciente de sus circunstancias desfavorables, 
dejó aparcada la ley del Talión que había marcado su carrera y 
presentó una instancia de disculpa ante el director de la cárcel. Sin 
embargo, insistió en que no había filtrado nada a los medios. 


Devorado por su personaje 


Villarejo pierde la partida en su propio juego. Las filtraciones de sus 
archivos personales se han convertido en el epitafio definitivo de su 
trayectoria. En nada han quedado los argumentos para justificar que 
hiciera negocios privados gracias a las estructuras públicas del Estado. 
Desde hace 30 años siempre ha sostenido una versión que, por 
incompleta y tergiversada, cada vez se hace más inverosímil. «Estaba 
en activo, destinado en la UCI (Unidad Central de Inteligencia)», decía 
en la década de los 90. Añadía que «enclavado en el concepto del 
departamento de liberados con cobertura, incluso, ante los demás 
funcionarios, al dedicarse a actividades privadas y sin la obligación de 
concurrir a dependencias oficiales en horario normal». «Toda 
actividad se llevaba a cabo con autorización expresa del subdirector 
general operativo (Agustín Linares)», precisa el excomisario. La 
«consigna fundamental era «no informar absolutamente a nadie, ni 
siquiera a los compañeros». 

Villarejo volvió oficialmente a la Policía por la precaria situación 
de sus finanzas. Su retorno a la Comisaría General de Información fue 
problemático y desde el principio provocó reticencias entre sus 
compañeros: «Se creía Tom Banacek», señala un amigo del 
excomisario en referencia al protagonista de la famosa serie de 
policías que emitió la NBC americana en los primeros años de la 
década de los 70. El personaje de Banacek era un policía de origen 
polaco que trabajaba como investigador privado y resolvía casos en 


apariencia imposibles. 

En el Ministerio del Interior estaba el socialista José Luis Corcuera, 
que consideraba que el Cuerpo debía copiar el modo de investigación 
estadounidense: «Utilizar empresas privadas ajenas a la Policía como 
pantalla para “trabajos delicados”», confiesa uno de los periodistas 
que mejor conoce a Villarejo. Fue en esa época cuando se enfadó con 
su compañero Enrique García Castaño, amigo de ida y vuelta y una de 
las personas que mejor lo conocen. En esos días, Villarejo acababa de 
separase de su primera mujer. Con ella había comprado la finca El 
Montecillo y varios terrenos y locales en Boadilla del Monte, uno de 
los sitios más exclusivos de la zona norte de Madrid. Tras la ruptura, 
persistió en su vida de lujo, pero sin hacer frente a las letras bancarias 
que estaban a su nombre. Hacienda le seguía el rastro mediante el 
expediente 6399/93. 


Que hablen Villarejo y Cospedal 


En conversación con María Dolores de Cospedalso el excomisario 
cuenta: 

«Entonces me llama Corcuera y me dice estás trabajando... porque 
yo trabajaba con cosas delicadas en el Norte, controles de teléfonos, en 
fin, maldades del tema, y [Corcuera] me dijo, yo no puedo... un tío 
que esté fuera que me haga informes y me pide, ¿por qué no vuelves 
como agente encubierto?». Y prosiguió: «Existe un proyecto de 
creación de la Brigada Central de Inteligencia encargada de la 
captación y análisis de información pura, se me planteó la integración 
de dicho proyecto ya que era de interés disponer de personal de la más 
absoluta confianza que realizara actividades aparentemente al margen 
de la Comisaría de Información y que dispusiera de infraestructura en 
funcionamiento, empresas o negocios dedicados a las más diversas 


actividades». 


Villarejo cobraba de los fondos reservados, aunque con el tiempo 
se quejó por escrito de que le debían mucho dinero: «Con esta oferta 
(dirigir la supuesta Brigada de Inteligencia) se pretendía 
compensarme, en parte, una importante deuda nunca abonada y, en 
cierta medida, institucionalizar a partir de ese momento la ambigua 


relación mantenida en la que ni cobraba por sus servicios ni se me 
compensaba de ninguna manera el tiempo, la dedicación y el empleo 
de medios privados (personales y medios técnicos)». 


Aunque descontento, siguió con un pie en el sector privado 
y con otro en las instituciones públicas. La aseguradora La 
Estrella lo contrató para que investigara el extraño robo de 
una administración de lotería: «A requerimiento de La 
Estrella, personal de RV Consultores ha realizado el 
análisis previo de urgencia tendente a analizar las 
características y circunstancias concurrentes en el siniestro 
acaecido a su asegurado VSM». Con el número de 
referencia 941205, Villarejo completó su informe: «Nuestro 
Gabinete ha iniciado actuaciones y, de acuerdo con lo 
expuesto, se ha establecido una adecuada colaboración y 
coordinación con la Policía Judicial encargada 
oficialmente del caso, informándole de cuantas gestiones 
resulte conveniente [a] su conocimiento o intervención, 
máxime teniendo en cuenta que la recuperación del dinero 
deberá efectuarse, por imperativo legal, a través de ella». 
Villarejo requirió «material óptico y de comunicaciones» 
para la siguiente fase de la investigación, así como un 
«dispositivo de control interno de comunicaciones», amén 
de «tres equipos de vigilancia directa». Además, exigió un 
millón y medio de pesetas. Sus compañeros de la Policía 
empezaron a investigar sus movimientos. 


El peligro de ser honesto 


La Policía Judicial informó al Juzgado de Instrucción 18 de Madrid de 
que el informe de «RV Consultores de Investigación fue cobrado por 
talón 7.089.542 cuando el señor Villarejo “se encontraba activo” en la 
Policía. Que dicho informe no se analizó en las diligencias policiales 
“por ser irrelevante para la investigación”, no así de su director, “que 


por ser inspector jefe del Cuerpo Nacional de Policía en activo cuando 
confeccionó y cobró los honorarios de este, pudiera haber incurrido en 
posibles responsabilidades a determinar, bien penales, por la 
autoridad judicial que entiende del asunto, bien disciplinarias». 

Mientras tanto, nadie entendía por qué no se actuaba 
disciplinariamente contra él. Lo cierto es que Villarejo estaba rodeado 
de una especie de aura protectora. Todos los policías que intentaban 
investigarlo acababan expedientados o expulsados. «En mis 40 años de 
policía, en mi vida había visto, o había sospechado, que un grupo de 
policías se dedicara a proteger a los malos en contra de las víctimas de 
los delitos», señala un comisario en el documental Las cloacas de 
Interioro1. Y precisaba: «A la mano negra yo le pongo un nombre: 
Villarejo». 


La habilidad del recolector 


Villarejo cobraba de la Policía, de las empresas privadas y defendía a 
Al Kassar en notas informativas como esta: 


Los colaboradores habituales de la Comisaría General de Información de la 
Policía manifiestan que en dicha Unidad Policial continúan recibiendo datos 
sobre operaciones de blanqueo y estafa bancaria. En reunión urgente con los 
comisarios y jefes de sección, han analizado los datos recibidos que son los 
siguientes: 

Un grupo de individuos de cierto nivel socioeconómico formado por 
George S (al parecer jefe de la estructura que opera en Oriente Medio, 
puede ser jefe del siguiente); Alireza M (al parecer un miembro muy activo 
del servicio de inteligencia de la G. Republicana de Irán, conocido como 
«Sepah»); un tal Francisco (miembro del Arabic Banc) y el traficante de 
armas Monzer Al Kassar captan a una determinada «víctima» alegando que 
una importante cantidad de dinero debe ser cobrada por alguien ajeno a 
ellos, ya que se trata de detraer dicho efectivo de una cuenta en la que no 
deben aparecer directamente relacionados. 

En el periodo de 50 días, confeccionan un cheque bancario y so pretexto 
de que es falso al ir a cobrarse se pierde el mismo no sin antes sufrir graves 


contratiempos durante el proceso de hacerse efectivo. Cuando la «víctima» 


explica a quienes le facilitaron el cheque todo el proceso de percances 
sufridos, simulan sentirse engañados, alegan dudas y sospechas de que el 
cheque fue cobrado y como consecuencia de ello exigen el dinero o la 
devolución del cheque (posibilidades ambas imposibles de cumplir). 

Tales hechos y circunstancias han cobrado especial significación al 
conocerse todos los pormenores de dicha operación a través de una nota 
informativa elaborada con carácter urgente y entregada de manera 


reservada al parecer por alguno de los integrantes de dicho grupo. 


Información vaginal 


El año 1992 fue de exhibición y desarrollo en España. Nuestro país 
mostró su atractivo al mundo como sede de los Juegos Olímpicos de 
Barcelona. Deportistas como Michael Jordan, Magic Johnson o Carl 
Lewis propiciaron el mejor evento deportivo de la historia moderna. 
La Exposición Universal de Sevilla también fue un éxito. Trajo el tren 
de Alta Velocidad Española (AVE) y superó todas las expectativas en 
número de participantes, visitantes y patrocinios. Por los 650.000 
metros cuadrados del recinto pasearon más de 238.000 personas al 
día. Entre ellas, celebridades como Lady Di, Carlos de Inglaterra o el 
presidente de la República Francesa, Francois Mitterrand, que rompió 
el protocolo y dio un paseo a pie reforzando la imagen de eficiencia y 
seguridad de la capital andaluza. 

Villarejo no era ajeno a los nuevos tiempos. Trabajaba sin pausa 
para ocupar una posición que le permitiera llegar al futuro antes que 
los demás. A pesar de las amenazas de los bancos y de los 
procedimientos judiciales abiertos en su contra, fundó la sociedad Top 
Hépoca S. L. con un capital de cien millones de pesetas (seiscientos 
mil euros). El periodista Fernando Rueda indicaba: «Se dice y se 
comenta por parte de antiguos compañeros suyos que llegó a montar 
una sospechosa agencia de modelos, que disfrutaba presumiendo de 
cochazo y de otras cosas, y que en algunos momentos ha flirteado 
abiertamente con los servicios secretos de Manglano»o». 

«La agencia de modelos de Villarejo estaba en Arturo Soria», señala 
un amigo del excomisario. Según El Español: «La empresa de modelos 
y representación artística abierta por el excomisario José Manuel 


Villarejo, según sus propias palabras, servía para obtener “información 
vaginal” sobre objetivos sensibles: datos confidenciales extraídos por 
mujeres que trabajaban como modelos en su empresa, pero que se 
acostaban con personas de alta responsabilidad política o empresarial 
del país para obtener sus revelaciones»os. 

El propio Villarejo presumía de ello: «Ponías una chorbita, se la 
tiraban y (...) contaban las cosas para que las chicas se sintieran 
cautivadas... Humildemente, al gremio le dimos buenas satisfacciones, 
le dimos buena información... ¿Sabes lo que hice para llevarme al 
huerto a todo el mundo? Montar una agencia de modelos... 
Organizábamos desfiles de ropa. Enseñaban a las chicas a andar por la 
pasarela, a cómo posar ante los fotógrafos. Sobre todo, cuando se 
cambiaban de ropa y no quedaban contentas»o. El nuevo plan 
empresarial de Villarejo requería de una inversión sostenida en el 
tiempo. Pero sus aspiraciones chocaban con la realidad de unas 
cuentas personales al borde del colapso. Necesitaba que alguien lo 
ayudara... lo hicieron algunos políticos con el dinero de todos los 
ciudadanos. 


Severo Moto 


José Manuel Villarejo empezó a defender los intereses de la oposición 
política a la dictadura de Guinea Ecuatorial en aquella época. El líder 
del movimiento era Severo Moto: «Pepe Villarejo era nuestro enlace 
con el Ministerio del Interior y nos daba cobertura de seguridad. En 
realidad, él era un agente encubierto del Gobierno español». El 
entorno de Moto recuerda «la agencia de modelos. Era otro negocio de 
Villarejo. Nosotros no preguntábamos y nadie preguntaba por 
nosotros. Esas eran las reglas». Explican que el expolicía «se 
presentaba como empresario. Tenía sus negocios, aunque nosotros 
conocíamos su relación con el Ministerio del Interior de José Luis 
Corcuera. Siempre lo entendimos como una cobertura política y de 
seguridad»os. 

El Gobierno socialista de Felipe González decidió apoyar a los 
opositores contra el régimen de Teodoro Obiang e impulsó la creación 


de la Asociación para la Solidaridad Democrática con Guinea 
Ecuatorial. Además, respaldó con dinero, medios materiales y 
cobertura política al Partido del Progreso del país africano. El 
periodista Fernando Muniesa relata en el libro Espías de Madera que 
cuando supo que Villarejo protegía a Severo Moto habló con un 
miembro del CESID: «Oye, ¿y no te suena mal que Pepe Villarejo le 
pague el alquiler de su casa y tenga trabajando con él a una hija suya? 
Ya sabes que de mecenas Pepe tiene muy poco, así que al final os lo 
sacará a vosotros con creces o puede que al Ministerio del Interior». 

El secretario general del Partido del Progreso de Guinea Ecuatorial, 
Armengol Engonga, recuerda que «en el año 96, con la llegada de José 
María Aznar a la presidencia del Gobierno se nos terminó la cobertura 
oficial y se desmanteló toda la ayuda que nos proporcionaba el Estado 
español. Pepe Villarejo no volvió a aparecer». 


Florentino Pérez e Iberdrola 


«Villarejo le tiene manía persecutoria a Florentino Pérez», confiesa un 
exempleado del policía. El excomisario y el empresario se conocen 
desde hace al menos 40 años y sus vidas han trascurrido en paralelo. 
En los primeros años de la Transición, Villarejo campaba a sus anchas 
como directivo del sindicato mayoritario de la policía mientras que 
Florentino sacaba rédito a su nombramiento como concejal de Madrid 
por parte del último alcalde franquista, Juan de Arespaochaga, y 
desarrollaba una breve carrera política en el ministerio de Industria y 
Energía y en el de Transportes bajo el paraguas de la extinta Unión de 
Centro Democrático (UCD). 

Ambos internacionalizaron su actividad y su primer encuentro se 
produjo en tierras africanas. Cuando Villarejo se enteró de que 
Florentino estaba interesado en Severo Moto vio peligrar sus intereses 
económicos, motor que ha impulsado su existencia, y empezó una 
guerra contra él. «Florentino Pérez ha venido financiando a Moto 
desde 1998, aumentando la ayuda a partir de que consiguió una 
importante suma del Ayuntamiento de Madrid en 2008», relata uno de 
los informes de Villarejo. Además, añade que Pérez ha financiado al 


partido de Moto con «la misma infraestructura con la que 
habitualmente soborna a políticos en Sudamérica, esto es el despacho 
llamado X [anonimizado por los autores] de Panamá» y ha nombrado a 
«un tal Fernando Muniesa» como asesor para materializar este tipo de 
operaciones. Muniesa había sustituido a Villarejo como asesor de la 
Cienciología, algo que no estaba dispuesto a perdonar. 

El documento de Villarejo alude al propio Florentino Pérez e 
indica también que el hijo del dictador guineano, Gabriel Mbega 
Obiang, contó con la ayuda del presidente del Real Madrid para «tejer 
una peligrosa alianza con Severo Moto». Vínculo que, siempre bajo la 
personalísima visión de Villarejo, consiste «en un pacto de no 
agresión». Los partidarios de Severo Moto no atacaban a Gabriel 
Mbega Obiang con la condición de que cuando este llegase al poder 
«le dará un lugar en el Gobierno», indica Villarejo en sus informes. 
Años después, Severo Moto denunciará por terrorismo a Teodoro 
Obiang. Baltasar Garzón archivará la causa y José Manuel Villarejo 
expandirá sus negocios hacia Uruguay. 

Desde el primer enfrentamiento, Villarejo «jamás olvidó a 
Florentino Pérez y en cuanto tuvo la oportunidad colocó sus insidias 
contra este en sus informes», señalan los investigadores de la causa 
Tándem. Hoy en día, las investigaciones policiales apuntan a que 
Villarejo intentó perjudicar al actual presidente del Real Madrid con 
información engañosa y que, presuntamente, lo hizo por iniciativa 
propia, sin que ninguna empresa o corporación lo contratara. 

No obstante, los intereses de Florentino Pérez y José Manuel 
Villarejo se han cruzado en más de una ocasión. La más llamativa 
tiene nombre y apellidos: Manuel Delgado Solís. Este abogado, nacido 
en Trujillo (Cáceres) en 1948, entró en el consejo de administración 
de la constructora ACS en 2004 en representación de «Los Albertos», 
Cortina y Alcocer, y desde entonces se convirtió en uno de los 
consejeros de máxima confianza del presidente, Florentino Pérez. Este 
lo ha mantenido tanto en el consejo de ACS como en el de la filial 
Dragados durante más de 15 años a pesar de que Delgado Solís era 
uno de los primeros imputados en el Caso  Giirtelos por, 
presuntamente, diseñar una trama de testaferros para ocultar en el 
extranjero el dinero del cabecilla de la organización, Francisco Correa. 


Según declara el propio Villarejo en uno de los audios incluidos en 
el Caso Tándem, el expolicía grabó decenas de reuniones con Delgado 
Solís, con el que entabló una relación que se alargó, al menos, hasta 
2015. Conversaciones en las que Villarejo se autogrababa desde mayo 
de 2009 y en las que se le escucha cómo trataba de vender a Iberdrola 
la información que durante años había recopilado contra Florentino 
Pérez. Para ello, intentaba convencer al jefe de seguridad de la 
eléctrica de que eran charlas espontáneas grabadas de forma oculta en 
las que Villarejo se ganaba la confianza de Delgado Solís con la 
promesa de arreglar su imputación en Gúrtel y en las que, a cambio de 
ese «arreglo», el consejero de ACS le revelaba interioridades de 
Florentino Pérez y de su estrategia para entrar en el consejo de 
Iberdrola. Sin embargo, dada «la relación extensa de Villarejo con 
Delgado Solís y de éste con Florentino Pérez, es probable que tanto los 
audios como el ofrecimiento fuesen una trampa: un audio guionizado 
para confundir a Iberdrola con información falsa», señala una fuente 
cercana a la eléctrica. Una argucia más en la trayectoria del expolicía. 
De hecho, Iberdrola ha negado rotundamente haber contratado 
grabación o investigación alguna contra Florentino Pérez y destaca 
que esas grabaciones, iniciadas como se ha dicho en mayo de 2009, 
son posteriores a las dos únicas facturas que Iberdrola abonó a 
Villarejo ese año, desembolsadas además en el mes de marzo. 

A lo largo de su vida, Villarejo ha repetido reiteradamente sus 
modus operandi: elaboraba informes preliminares confeccionados con 
información pública y salpicados de leyendas urbanas que circulan por 
Internet y de una buena dosis de «ADN de la rana». En esos informes 
preliminares, que le han servido para comercializar sus servicios y 
pescar clientes, se pintaba al enemigo a batir como un ser poderoso, 
con gran presencia en los medios de comunicación, con fuertes apoyos 
en la Administración y mucha capacidad para lograr información y 
utilizarla en contra de su potencial cliente. El Informe Posys7, que 
figura en el Caso Tándem, es un ejemplo de ese tipo de trabajos que el 
expolicía utilizaba como cebo. 

Sea como fuere, Florentino aprovechó la filtración de esas 
grabaciones para solicitar al juez de la Audiencia Nacional el secuestro 
de estas y, en una decisión judicial con muy pocos precedentes, 


impedir su publicación en los medios de comunicación. «El presidente 
de ACS consiguió presentarse como víctima, neutralizar las 
grabaciones y responsabilizar de las mismas a una empresa 
competidora, Iberdrola», señala uno de los abogados de la causa 
Tándem. Añade: «El sacrificado fue Delgado Solís, que se vio obligado 
a dimitir del consejo de ACS por su supuesta traición, aunque 
Florentino lo mantiene como vocal de libre designación en la junta del 
Real Madrid que él mismo preside». 

La segunda gran «coincidencia» entre Florentino y Villarejo tiene 
nombre de banquero: Donato González. El responsable de Soiciété 
Générale en España, banco de cabecera de ACS, fue a su vez el room 
mate de Villarejo, ya que ambos compartieron la planta novena de 
Torre Picasso en Madrid. Donato González no solo es un habitual del 
palco del Santiago Bernabéu, sino que fue el «salvador» de Florentino 
cuando este fracasó en sus intentos de controlar Iberdrolaos. En el 
verano de 2012, ACS tuvo que salir del capital de la eléctrica con unas 
minusvalías que provocaron un agujero de más de 2.000 millones de 
euros. Los bancos le dieron la espalda y, cuando BBVA fue a ejecutar 
las garantías, Société Générale refinanció la operación. 

Donato González se inició en el mundo de la banca en Banesto, 
donde fue colocado por el entonces directivo de seguridad de la 
entidad Marcos Peña, otro excompañero de Villarejo. Peña era primo 
del padre de Donato, al que también le proporcionó un empleo de 
chófer, y durante su etapa en Banesto vio como Mario Conde contrató 
los servicios de Villarejo. Posteriormente, Peña pasó a Iberdrola y la 
eléctrica también contrató al excomisario, especialmente entre 2004 y 
2007. Tras ser despedido de Iberdrola, Donato le devolvió el favor a 
Peña, que en 2008 entró a formar parte del universo del ex secretario 
general del PP en Madrid y exconsejero de Presidencia, Justicia e 
Interior de la Comunidad de Madrid, Francisco Granados. Donato 
González y Francisco Granados trabajaron juntos en Société Générale 
durante la década de los 90. Cuando Granados fue apartado de la 
política, Donato lo reincorporó al banco. «Peña salió de Iberdrola con 
sed de venganza», señalan fuentes de la eléctrica. Esas mismas fuentes 
añaden: «Y con copias de algunas facturas presuntamente pagadas a 
Villarejo que le fueron facilitadas por el excontroller de Iberdrola José 


Antonio del Olmo. Peña, Del Olmo y Ángel Zarabozo, mano derecha 
de Peña en la compañía, acudieron juntos a la notaria del exdiputado 
del PP, Luis Ramallo». Este, amigo íntimo de Peña, fue suspendido de 
militancia en el partido por recibir regalos millonarios de Antonio 
Camacho, dueño de Gescartera y protagonista en Bolsa de una estafa 
piramidal de mil millones de pesetas, mientras Ramallo era 
vicepresidente de la Comisión Nacional del Mercado de Valores 
(CNMV). 

Otra de las personas cercanas a Donato González y a Villarejo es 
Ignacio López del Hierro, marido de la exministra de Defensa y 
secretaria general del Partido Popular, María Dolores de Cospedal. 
López del Hierro, que aparecerá en capítulos subsiguientes, fue senior 
advisor de Société Générale en España durante más de 10 años y 
amigo de Donato, quien empleó a su primogénito en el banco entre los 
años 2003 y 2007. Sin embargo, en octubre de 2018, Donato se vio 
obligado a prescindir de él después de la revelación de los audios en 
los que se escuchaba a López del Hierro negociar con Villarejo sobre 
información del caso Giirtel. Curiosamente, desde 2012, López del 
Hierro compatibilizó su cargo en el banco de cabecera de ACS con su 
pertenencia a dos consejos de filiales de Iberdrola, de las que también 
se vio obligado a dimitir al aparecer sus grabaciones con Villarejo. 

Finalmente, se da una última coincidencia comprobada y conocida. 
Florentino Pérez mantiene una sociedad en la Operación Chamartín 
con la familia del último alcalde franquista de Madrid, Juan de 
Arespacochaga. El final de las historias siempre vuelve al principio: 
Pérez y De Arespacochaga se conocieron a finales de los 70 y el 
alcalde nombró a Florentino concejal de Saneamiento y Medio 
Ambiente del Ayuntamiento de Madrid. El exalcalde ha sido clave en 
la carrera del empresario, ya que lo aupó a la presidencia de ACS. La 
curiosidad es que un hijo de Juan de Arespacochaga, Joaquín, está 
acusado de «tejer una maraña» de sociedades en paraísos fiscalesoo 
además de estar muy vinculado a Villarejo y a su socio Adrián de la 
Joya («uno que lleva blanqueando toda la vida», señala de sí mismo en 
uno de los audios de la causa Tándem), hasta el punto de viajar con 
ellos a Arabia Saudí por negocios compartidos. Pero antes de darse un 
baño de oropel saudí, Villarejo viajó a Uruguay donde comenzó su 


propia andadura en el mundo de los paraísos fiscales. 


Deber y negocios en el paraíso... fiscal 


Los primeros etarras habían llegado a Uruguay en 1986. Un militar 
español reconoció a algunos de ellos mientras trabajaban en el 
restaurante Boga de Montevideo y lo comunicó de forma inmediata a 
Madrid. Desde los primeros meses de 1987 los servicios de inteligencia 
y el Ejército uruguayo siguieron sus movimientos y la acción 
antiterrorista del Ejecutivo español se intensificó en el país 
suramericano. En julio de 1989, el secretario de Estado para la 
Seguridad, Rafael Vera, desembarcó allí para «desbaratar una especie 
de statu quo que protegía a unos quince etarras afincados en Uruguay, 
donde habían llegado con documentación falsa huyendo de la 
Inteligencia española»wo. En contraste, el ministro del Interior, 
Antonio Marchesano, declaró al periódico El Observador: «Nosotros 
sabíamos de la presencia de esa gente. Lo único que puedo decir es 
que, durante el Gobierno de Sanguinetti, España nunca nos pidió su 
extradición». 

Villarejo no tardaría en llegar. El excomisario aterrizó en 
Montevideo en diciembre de 1989. En la capital uruguaya puso en 
marcha una empresa de distribución de bebidas con un doble objetivo: 
a nivel de Estado, atacar el corazón de ETA sobre el terreno; a nivel 
personal, ocultar a Hacienda los beneficios que había obtenido en 
España a través de las sociedades Financiera Omerán y Financiera 
Uruplan. Los gobernantes españoles pusieron cuantiosos medios a 
disposición de Villarejo: «De acuerdo con lo expresado, hay bastante 
dinero para volcar en la operación de ETA», señaló un informante 
policial apodado Diego en un documento confidencial fechado meses 
antes de la llegada de Villarejo a Uruguay, concretamente, el 21 de 
agosto de 1989. «Vera hizo entrega a la Policía uruguaya de una 
donación de 4000 revólveres, pero no solicitó la captura de los 
vascos». Según cuenta el prestigioso periodista Samuel Blixen: «Traía 
unos vídeos y muchas pesetas». 

El Gobierno de Felipe González pagó «generosos sobornos a los 


principales jerarcas de la Dirección Nacional de Información e 
Inteligencia (DNID de la Policía de Uruguay». En uno de los 
documentos divulgados por Bliexen, un agente secreto que se 
identifica como Fabián revela: «Se volcaron todos los medios a esta 
operación porque hay un importante aliciente económico de parte de 
los españoles. Esto ha creado discusiones a nivel personal, ya que no 
hay acuerdo entre quienes se reparten las cantidades disponibles». El 
periodista continúa: «Fabián explicó que todo aquel dinero era guita 
extra y que hubo un gran puterío por el reparto, son trece sueldos y 
agrégale un viaje de tanto en tanto para un jefe de grupo». 

Muchos años después, Villarejo daría su versión de esa época en el 
programa Salvados: «Han utilizado mis empresas en lugares donde el 
Estado hubiera provocado que la investigación no llegara a buen 
término. Por ejemplo, en Uruguay en los años 80, que yo estaba 
excedente, me pidió Manuel Ballesteros, entonces Comisario 
Antiterrorista, que preparara una infraestructura empresarial en 
Uruguay porque ETA se había instalado en una colonia muy 
importante y durante muchos años las que servían coca-colas y 
cervezas a los restaurantes de los etarras eran empresas mías». 

El 8 de abril de 1992, el presidente de Uruguay, Luis Alberto 
Lacalle, visitó España. El propósito era la firma de un acuerdo con el 
Gobierno de Felipe González que concedió al país sudamericano un 
crédito por encima de los treinta mil millones de pesetas, unos 
trescientos millones de dólares al cambio. Parte de ese dinero permitió 
remontar a Villarejo, plenamente instalado ya como empresario en 
España y plenamente instalado también como empresario en Uruguay. 

Cinco semanas después de la visita presidencial, la Policía 
uruguaya, en colaboración con la española, puso en marcha la mayor 
operación policial desde el final de la dictadura en 1985. El objetivo 
era apresar a varios etarras residentes en el país desde hacía varios 
años, así como a sus colaboradores. Las operaciones se cerraron con el 
registro de siete viviendas, un conocido restaurante y la detención de 
treinta personas, cuatro de ellas, menores de edad. De manera 
simultánea, las autoridades de Uruguay clausuraron fronteras y 
aduanas para evitar que alguno de los sospechosos pudiera escapar. 
Los agentes trasladaron a los arrestados a la sede de Información e 


Inteligencia, situada entre las calles de Maldonado y Paraguay, en 
Montevideo, donde fueron incomunicados. El sábado 16 de mayo de 
1992, los arrestados, divididos en dos grupos según la nacionalidad, 
fueron conducidos en un autobús del grupo de Coraceros al Juzgado 
n.2 9. Al frente estaba la jueza Mika Núñez. La mayoría de los 
uruguayos que había entre los detenidos fueron puestos en libertad en 
la primera instancia, según cuenta el libro de Jon Mintegiaga El Filtro. 
Memoria de los refugiados vascos en Uruguay. 

El Gobierno español logró que agentes de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado participaran en los interrogatorios realizados a 
los vascos capturados en Montevideo. En un acta de aquellos días 
perteneciente a la Inteligencia uruguaya, consta que al menos uno de 
los agentes que interrogó a Josu Lariz —uno de los detenidos en la 
operación— utilizó un lenguaje propio del español que se habla en la 
Península Ibérica. «No conozco a policías (uruguayos) tan castizos que 
hablen en segunda persona del plural. Eso demuestra que había 
policías españoles», denunció algunos años después el parlamentario 
del Frente Amplio —coalición de izquierdas que hoy en día está en el 
Gobierno— Guillermo Chifflet. 


Negocios en Uruguay 


Ciertos magnicidios nunca se olvidan. Era un día cualquiera de 1897 
en Montevideo. Un hombre cualquiera con un nombre concreto, 
Avelino Arredondo, se dirigió a la Plaza Matriz y preguntó: «¿Quién es 
el presidente de Uruguay?» La pregunta dejó extrañados a los que 
estaban alrededor. ¿Quién es ese tipo? ¿Cómo que quién es el 
presidente de Uruguay? ¿Quién va a ser, si lo conoce todo el mundo, 
pues ese que está ahí? 

Cuando Arredondo lo identificó y lo tuvo lo bastante cerca como 
para no errar, «sacó el revolver e hizo fuego. Iriarte Borda dio unos 
pasos, cayó de bruces». Aún dicen que los testigos creyeron escuchar 
un lacónico anticipo del más allá en boca del presidente: «Estoy 
muerto». Jamás pudo disfrutar del suntuoso palacio que acababa de 
construir en la calle Lezica 5912. Más de cien años después, José 


Manuel Villarejo puso los ojos y el dinero suficiente para hacerse con 
ese edificio cuyo valor se estimaba en 700.000 euros. La compra del 
palacio no era la primera operación inmobiliaria que acometía el 
policíazo1. La bandera de España y el nombre de Villarejo presidían un 
hotel llamado Don Pepe que compró mediante la sociedad Pierre S. R. 
L. Estaba ubicado en Punta del Este, la zona balneario más grande de 
Uruguay y puso al frente del negocio a su hija. La explotación era 
ruinosa, pero a Villarejo «le compensaba perder 50.000 euros al año 
con tal de separar a su hija de un novio que había conocido en 
Londres mientras estudiaba Turismo y que al policía no le gustaba 
absolutamente nada», señala alguien del entorno familiar. 

El programa Andaluces por el mundo hizo un reportaje muchos años 
después sobre los paisanos que vivían lejos de la región y pasaron por 
el complejo turístico del comisario. Allí encontraron a la hija de 
Villarejo, quien explicaba: «La idea vino de mi padre. Él estuvo en 
Marbella y le gustó muchísimo lo que es el Don Pepe del Gran Meliá. 
Como él también se llama Pepe, pues la idea era traer un poquito del 
aire andaluz. Yo estaba por aquel entonces trabajando en Suiza, me 
llamó mi padre y me dijo que le debía unos cuantos favorcillos y aquí 
estoy». Poco después de aquella emisión, Villarejo se deshizo del hotel. 

«Las empresas creadas por el comisario José Manuel Villarejo 
Pérez y su entorno han recibido 20,42 millones de euros desde 1993 a 
través de diferentes conceptos y movimientos, algunos de ellos 
procedentes de Uruguay», señalan los investigadores de la causa 
Tándem. Ese país figuró hasta 2011 en la lista de paraísos fiscales de 
la Organización y el Desarrollo Económico (OCDE). No obstante, a 
pesar de haber salido de ese grupo, hoy en día sigue estando 
considerado como un país poco colaborador en materia de 
información bancaria. 

Durante su excedencia del Cuerpo Nacional de Policía (CNP), 
Villarejo constituyó allí la sociedad Financiera Omeran S. A. Una 
firma que permaneció activa hasta 2011, fecha en la que el agente 
trasladó la mercantil a España coincidiendo con la salida de Uruguay 
de la lista negra de paraísos fiscales. La gestión de las sociedades las 
realizaba Mariana Bofill (Estudio Bofill), quien escribió al socio de 
Villarejo, Rafael Redondo: «Adjunto unos breves comentarios sobre lo 


que pasará en el futuro con las sociedades anónimas financieras de 
inversión, que hasta la fecha has estado utilizando». Concluye con un 
«esperar tranquilos». 

A pesar de la sugerencia, tanto Villarejo como su socio se pusieron 
nerviosos. Cambiaron la gestión a España y vendieron el hotel. El 
diario uruguayo Caras y Caretas informó de que «el hotel Saint Pierre 
en Punta del Este era parte de una de las sociedades con las que 
operaban en Latinoamérica y que usaban para el blanqueo de 
capitales». Fue el 11 de septiembre de 2013 cuando Villarejo encontró 
compradores para el Don Pepe. El agente les aseguró que con la 
explotación de aquel negocio conseguirían sin problema unos 150.000 
dólares anuales de beneficios, ocultándoles que el hotel siempre había 
dado pérdidas y «... la justicia de Uruguay fue clara: los compradores 
fueron víctimas de una mentira de José Manuel Villarejo y su familia, 
quienes a través de su sociedad Cenyt Consultoría Organizacional S. L. 
y Topy S. A. les hicieron creer que podrían realizar una excelente 
inversión en Uruguay, y les vendieron un hotel contra la entrega de 
bienes inmuebles en España por un valor cercano al millón de dólares 
y con un saldo de precio que supuestamente iban a poder pagar con 
los rendimientos de la propia explotación, cuando el vendedor — 
Villarejo en este caso— sabía que eso era imposible porque el hotel 
daba pérdidas desde hacía años y sus instalaciones estaban en estado 
ruinoso»1o2. 

El arquitecto argentino Adrián Beloso y su esposa, compradores del 
Don Pepe, declararían años después a El Independiente que fueron 
«víctimas de una mentira. Nos vendieron un hotel contra la entrega de 
bienes en España por un valor cercano al millón de dólares y con un 
saldo de precio que supuestamente íbamos a poder pagar con los 
rendimientos de la propia explotación, cuando el vendedor sabía que 
eso era imposible porque el hotel daba pérdidas desde hacía años y 
sus instalaciones estaban en estado ruinoso. Fuimos engañados». Hasta 
la consumación de aquel negocio, Beloso tenía una relación muy 
estrecha con la familia Villarejo, asentada sobre la amistad que lo unía 
con el hermano del comisario, el provincial de la Orden de los 
Carmelitas que ejerció el sacerdocio en Buenos Aires durante la 
década de los 80. 


Villarejo había llegado a Uruguay con la ayuda del Gobierno, el 
mismo Gobierno que después renegaría de él. «Vale, sí, yo me voy de 
la poli, pero pagarme mis ochenta kilos», dijo como requisito y 
advertencia a sus mandos... de lo contrario, se vengaría. 
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Capítulo 12 
Expediente disciplinario y 
venganza 


Hay mucha información de muchos medios de comunicación, de muchos 
periodistas, que no podían publicar y me la han dado. Igual que yo les he 


confirmado algún dato, alguna cosa a muchos periodistas. 


José Manuel Villarejo103 


Pasarán mil años y nadie podrá asegurar si existió de verdad el 
Caballo de Troya. Vendrán y se irán los nietos de los nietos de 
nuestros nietos sin encontrar la evidencia definitiva de que el Cid 
Campeador montara sobre Babieca o que don Diego de la Vega, el 
Zorro, recorriera la Baja California a lomos de Tornado. Resulta 
ingrata la vida de los caballos de leyenda, siglo tras siglo a galope 
tendido sobre el inacabable limbo que se extiende entre realidad y 
mitología. Sin embargo, lo que sí es seguro es que José Manuel 
Villarejo tuvo un caballo llamado Golfo. Un animal de noble linaje, 
hijo de Centinela II y de Golfa. 

Golfo IX nació el 6 de enero de 1995. Procedente de la ganadería 
de Agustín Ruiz Rosales, el caballo tuvo un único descendiente: 
Bulería 44. Villarejo depositó muchas esperanzas en Golfo, pero no le 
salió rápido ni fuerte. No conoció mayor gloria competitiva que un 
quinto puesto en una carrera que ganó Bronco, seguido de Eleboro, 
Alcalareño y Cariñoso. No obstante, poco le importaba a Villarejo que 
el caballo fuera bueno, regular o malo. Sus esperanzas, como otras 
tantas veces, tenían que ver con cuestiones más propias que ajenas. 
Golfo IX le permitió usar la identidad de «tratante de caballos», algo 
que intentó rentabilizar mucho más allá de los propios animales. 


Que hable Villarejo 


Dinero para caballos 


«Al final se me cruzaron los cables, me fui a Suiza y me traje la pasta 
en crudo», le explicó en el año 2009 a su amigo José Luis Olivera. El 
policía relataba al entonces jefe de la Unidad de Delincuencia 
Económica y Fiscal (UDEF) que había cobrado en el país helvético 
varios trabajos que realizó para Instituto de Inteligencia y Operaciones 
Especiales de Israel, el Mossad. 

Una nota informativa inédita hasta el momento relata su 
acercamiento a diferentes servicios secretos extranjeros: «En sentido 
similar están actuando algunos miembros del Servicio Secreto de Israel 
que pretenden un acercamiento a AK [Al Kassar] a espaldas de las 
autoridades españoles. Agentes del Mossad tantearon la posibilidad de 
una relación «directa» con AK para conocer datos sobre grupos 
fundamentalistas. En su momento se les ofreció tal ayuda, pero estos 
exigieron que los contactos fueran a través del CESID y nunca del CNP. 
AK nunca colaborará con ellos, menos aún si no se sigue enlazando a 
través de la línea abierta con algunos funcionarios del CNP». 

Villarejo recibió cuarenta millones de pesetas —hoy unos 240.000 
euros—de los que lamenta que se le queden en treinta millones porque 
el resto va para «los suizos». «Entonces tenía caballos», dice, por lo que 
usa el dinero para comprar más porque los caballos «se compran en 
crudo». Así se convierten en una manera más de poner en circulación 


el dinero opaco proveniente de los fondos reservados. 


Fondos reservados 


Un comisario de Policía, que prefiere guardar su anonimato, recibió 
cientos de miles de euros «por sus servicios a España» explica cómo 
funcionaba el sistema de los Fondos Reservados: «Ponte en este tema: 
10.000 euros... Eso me decían los directores operativos de la Policía y 
con eso pagaba a confidentes, putas o lo que fuese necesario». Y 
describe así la mecánica: «Mensualmente o en función de la situación 
de las diferentes cajas, el titular del Gabinete del Ministerio o el 
responsable de la Secretaría de Estado hacen una propuesta de 
disposición de una cuenta corriente en el Banco de España y el 


ministro da la orden de pago oportuna, pudiendo delegar en la 
Secretaría de Estado de Interior». Con cada una de esas órdenes de 
pago como referencia «se expide un cheque contra la cuenta corriente 
en el Banco de España, el cual va firmado necesariamente por dos de 
las tres personas que tienen reconocida su firma en dicha cuenta... La 
retirada del dinero se hace en metálico y se ingresa en la caja del 
ministro o en la caja de la Secretaría de Estado». 

Este mismo comisario continúa explicando que el dinero se 
repartía después en función de las solicitudes de la Policía Nacional, la 
Guardia Civil y el Plan Nacional sobre Drogas: «A la solicitud que 
efectúe cada centro se habrá de acompañar la justificación de la 
aplicación dada a los fondos recibidos en la anterior entrega. La salida 
del dinero de la caja del ministro o secretario de Estado debe quedar 
reflejada en un registro y el ingreso en las nuevas cajas, también». 

Todos esos criterios entraron en vigor a partir de 1995, cuando el 
Gobierno de Felipe González se vio cercado por una innumerable 
sucesión de escándalos. Hasta entonces, los fondos reservados «no 
requerían justificación documental». El descontrol y los abusos habían 
llegado a tal punto que se consideró «necesario diseñar un sistema de 
control interno específico» para evitar los desmanes de aquellos años. 

La sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid sobre la 
corrupción de los fondos reservados, ratificada después por el Tribunal 
Supremo en 2004, condenó a siete años de prisión al ex secretario de 
Estado de Seguridad Rafael Vera. También condenó al ex director 
general de la Policía José María Rodríguez Colorado y al ex director 
de la Seguridad del Estado Julián Sancristóbal. Los jueces 
establecieron que había tres cuentas del Banco de España con una 
dotación presupuestaria destinada a los «gastos especiales» del 
Ministerio del Interior y que, sobre todo, de la cuenta destinada a la 
secretaría del Estado «se sustraía dinero para el enriquecimiento 
personal de los altos cargos del Ministerio». 

Este tipo de conductas se desarrollaron con asiduidad porque «no 
existía control real externo por parte de los órganos fiscalizadores o 
interventores». Se consideró probado que este dinero se utilizaba para 
pagar gratificaciones o retribuciones, al margen de la nómina, «a una 
pluralidad de funcionaros» destinados en la Dirección de la Seguridad 


Social del Estado, aunque esta circunstancia concreta no fue objeto de 
acusación. Esos pagos se iniciaron en la etapa de José Barrionuevo 
como ministro del Interior (1982-1987) y generalizaron y aumentaron 
su cuantía bajo el mandato de José Luis Corcuera (1987-1993). 

El Ejecutivo socialista nombró ministro del Interior a Antonio 
Asunción el 24 de noviembre de 1993. Su antecesor, José Luis 
Corcuera, había dimitido después de que el Tribunal Constitucional 
anulara algunos artículos de la ley de Seguridad Ciudadana. Ese 
mismo año, antes de que González rectificara y tratara de organizar el 
reparto de esos fondos a través de un reglamento, El Mundo publicó el 
9 y el 11 de marzo una información de impacto: «Roldán y otros 
mandos de Interior cobraban un sobresueldo a costa de los fondos 
reservados». Los autores de la exclusiva fueron los periodistas Manuel 
Cerdán y Antonio Rubio. 

Las presiones no se hicieron esperar, tampoco las justificaciones 
desde el Ministerio del Interior: se trataba de gratificaciones a 
funcionarios por su dedicación al Cuerpo de Policía. A partir de ese 
momento, los servicios de información de la Policía Nacional 
marcaron con aprensión cada paso de los periodistas: «Veinte agentes 
y treinta y seis coches se repartían el trabajo durante los meses que se 
mantuvo la vigilancia», confiesan muchos años después Cerdán y 
Rubio. Los policías completaron su despliegue con escuchas y 
confidentes. 

Sin embargo, la información siguió adelante. Aparecieron noticias 
sobre el patrimonio del director de la Guardia Civil, Luis Roldán 
Ibáñez. El 26 de abril de 1994, este se fugó con 1700 millones de 
pesetas, unos diez millones de euros, pertenecientes a las arcas del 
Estado. Los españoles lo volverían a ver unos días más tarde. El 9 de 
mayo apareció semidesnudo en la portada de la revista Interviú 
rodeado de objetos hinchables, putas y cocaína. 


Luis Roldán 


En la película El hombre de las mil caras de Alberto Rodríguez, el 
personaje de Luis Roldán formula una pregunta a Francisco Paesa que 


bien podría funcionar como respuesta: «¿Se fiaría usted de una 
persona como yo?». Roldán tenía cincuenta años cuando decidió 
utilizar su puesto como máximo responsable de la Guardia Civil para 
forrarse a costa del dinero público. A medio camino entra esa imagen 
de José Luis Torrente que proyecta en las fotos de la orgía y el 
melómano empedernido por el que quiere pasar delante de sus 
colaboradores más cercanos, Roldán se afilió al Partido Socialista en 
1976 con la voluntad de quien compra un billete de ida, pero sin 
vuelta, hacia un futuro mejor. 

Carecía de título universitario en una España en la que eso aún 
tenía algún valor, así que inventó su biografía y en su currículo 
apareció un título superior. En 1979, entró como concejal en su 
ciudad, Zaragoza. Varios puestos burocráticos después, el Ejecutivo de 
Felipe González puso la Guardia Civil en sus manos, convirtiéndolo en 
el primer director civil de la institución. La veleidad de su carácter y 
el rápido aumento de su patrimonio provocaron que los periodistas 
pusieran sus ojos sobre él. Diario 16 inició una investigación en 1993 
que dio lugar al trabajo del periodista José María Irujo publicado el 23 
de noviembre: «El patrimonio de Roldán se incrementó en 400 
millones desde que es jefe de la Guardia Civil». 

Mientras los periodistas escribían y acumulaban páginas sobre 
Roldán, José Manuel Villarejo los atacaba en notas inéditas hasta hoy: 
«Discrepancia entre los actuales y provisionales directivos de D16 
(periódico en profunda crisis que presumiblemente termine en cierre) 
y algunos periodistas de este medio. Tanto Cervero como Irujo 
(descubridores del asunto Roldán) han recibido instrucciones para 
apoyar a Galindo y atacar continua y solapadamente al Cuerpo Nal. de 
Policía. Al chocar frontalmente con la línea editorial que los futuros 
propietarios (J. T. de Salas, entre otros) quieren dar al periódico, están 
planteándose el “vender” las supuestas exclusivas de que disponen a 
otros profesionales para conseguir su publicación. Sorprende la 
postura de dichos periodistas, máxime cuando supuestamente 
“colaboran” con determinados funcionarios de la Com-is. Gral. de 
Información del CNP». 

A pesar de los intentos de Villarejo, Roldán cada vez estaba más 
acorralado por la actualidad informativa y decidió viajar a Ginebra 


para ocultar su patrimonio. Él mismo explicaría que se encontró «con 
que el banco suizo no permite el cambio de titularidad de la cuenta. 
Entonces recurro a [Francisco] Paesa [espía y traficante de armas]. Y 
él dice que lo que hay que hacer es abrir una cuenta en otro banco 
suizo. Las cosas estaban ya muy jodidas, pero todavía teníamos 
confianza. Yo todavía pensaba que todo podía acabar bien»104. 

Francisco Paesa era un colaborador de Interior vinculado al tráfico 
de armas. Una suerte de Gran Gatsby que había sido condenado por 
estafa en Suiza, pero que tras un tiempo ya trabajaba para el Gobierno 
español. «El espía más famoso de España, protagonista de una vida de 
película» llegó a fingir su muerte. El País, incluso, publicó su esquela, 
aunque años después la agencia de detectives Método 3 lo localizó 
vivo y en plenitud de facultades en Luxemburgo. 

Entre todos los escándalos que definen al Gobierno socialista de la 
década de los 90, la fuga de Luis Roldán es, sin duda, uno de los que 
más resuena. Entre otras consecuencias, provocó la caída de Antonio 
Asunción: «El ministro del Interior presenta su dimisión en pago por la 
fuga de Roldán», titulaba El País. Felipe González reaccionó rápido 
agradeciendo la responsabilidad política de Asunción y le pidió que 
permaneciera en su puesto para dirigir la búsqueda del fugado. Pero 
Asunción no dio marcha atrás y su puesto fue ocupado por Juan 
Alberto Belloch. El Gobierno comunicó entonces a todos sus mandos 
que la captura de Luis Roldán era una prioridad absoluta: «Gastad lo 
que sea, pero que aparezca». Una noticia oficial señaló que el fugado 
estaba en Laos: «Soy el capitán Khan, su hombre está en Laos». Este 
supuesto capitán se había presentado en Tailandia ante el jefe de 
Brigada de la Policía Judicial de Madrid, que se encontraba de viaje 
alrededor del mundo inmerso en la búsqueda de Roldán. Poco tiempo 
después, El Mundo demostraría que el capitán Khan no era nadie y 
localizarían al ex director de la Guardia Civil. 


¿Dónde está Roldán? 


Los periodistas de El Mundo, Antonio Rubio y Manuel Cerdán, 
localizaron a Roldán en París: «A las tres en punto de la tarde del 29 


de abril de 1994, Luis Roldán, acompañado de un empleado de 
Francisco Paesa, llama a la puerta de la habitación 208 de un hotel 
donde esperan los periodistas. (...) Fueron cinco extraordinarias horas 
en las que el ex director de la Guardia Civil fue desgranando, una a 
una, todas las incógnitas que había sobre el Ministerio del Interior 
durante los 12 años de poder del PSOE: fondos reservados, guerra 
sucia contra ETA, secuestros de terroristas y un largo etcétera», relató 
el diario dirigido por Pedro J. Ramírez. 

Roldán confirmó a El Mundo que «Rafael Vera era el que me 
mandaba dinero de los fondos reservados. En metálico o en talones del 
Banco de España. No he cogido nada más que lo que me dieron». 
Todos los altos cargos del Interior recibían la misma suma mensual 
extra: cinco millones de pesetas, unos treinta mil euros hoy en día. 

Después del encuentro parisino con el huido Roldán, los 
periodistas volvieron a Madrid con la prudencia como contención y el 
ansia por publicar como impulso. Trabajaron cada dato hasta que la 
noche del 3 de mayo de 1994 finalmente dejaron escrita y maquetada 
la bomba informativa: «No me van a engañar como Amedo; si voy a la 
cárcel, no iré yo solo... tengo dos alternativas: pegarme un tiro o tirar 
de la manta y contar la verdad». En la sede de El Mundo sabían que 
esos dos titulares abrirían en canal la credibilidad del PSOE. 

El miedo a que la información se filtrara antes de que los 
ejemplares llegaran a los quioscos aumentaba a medida que pasaban 
las horas. De repente, el busca de los periodistas recibió un mensaje: 
«Necesito hablar con vosotros. Es urgente», escribió alguien al que se 
refieren con un nombre en clave: Eduardo. En realidad, el autor del 
mensaje era José Manuel Villarejo, al que habían llamado sus 
superiores en el Ministerio del Interior para que se pusiera en contacto 
con Rubio y Cerdán. «Móntatelo como quieras, pero sácales a esos 
bastardos dónde y cómo se han entrevistado con Roldán y qué van a 
sacar mañana en el diario», fue la orden que recibió. Sin embargo, 
Villarejo no consiguió parar la información. En las altas esferas del 
Estado pasaron la noche en vela a la espera de que las páginas del 
periódico les sirvieran un desayuno indigesto. 


Juan Alberto Belloch 


El 5 de mayo de 1994 la cartera de Interior pasó a manos de Juan 
Alberto Belloch. Luis Roldán Ibáñez hizo de su ausencia la presencia 
más destacada en los medios de comunicación. Tras su entrevista en El 
Mundo, periodistas, detectives, fotógrafos y un aluvión silencioso de 
policías que trabajaban a destajo lo buscaron por todo el mundo. Ese 
mismo día, Baltasar Garzón ahondó en la crisis gubernamental. 
Despechado por no ser el nuevo ministro del Interior, rompió con la 
política y volvió a la judicatura, dejando su puesto de diputado en el 
PSOE y también el de secretario de Estado del Plan Nacional sobre 
Drogas. Su paso por las filas socialistas no le impidió volver de 
inmediato a la Audiencia y reabrir los sumarios archivados 
pertenecientes a los GAL. 

Por su parte, Belloch continuaba con el control a periodistas y 
policías que había distinguido a sus predecesores. El 9 de mayo, 
Villarejo volvió al centro de la escena: «Nos había pinchado el 
teléfono», cuentan dos veteranos de los periódicos y recuerdan que 
este «continúa presionándonos para que le facilitemos cualquier 
información, cualquier dato que, por mínimo que sea, ofrezca a 
Interior una pista sobre el paradero del huido Luis Roldán». 


Días después, Villarejo se reunió con Manuel Cerdán y 
Antonio Rubio en el Club Abasota, edificio anexo a la 
redacción de El Mundo. 

—Me han pedido que haga unas gestiones ante 
vosotros. Me conocéis bien, siempre me he portado y 
nunca os he engañado. Están muy preocupados con el 
asunto de Roldán y piensan que los únicos que sabéis 
dónde está sois vosotros. Están dispuestos a negociar. 

—No os diremos dónde está Roldán, pero lo mínimo 
que podéis hacer es dejar de vigilarnos personal y 
telefónicamente. 

—Hablaré con Agustín [Linares] —les prometió 
Villarejo—. Pero al menos decidme quién es el fotógrafo 


que os ha acompañado. 

Cerdán y Rubio se miran sonrientes. Las fotografías de 
Roldán las había firmado Alenda Campaña. 

—Saca tu DNI —le pidió Rubio a Cerdán. 

Ambos pusieron sus documentos sobre la mesa y 
Villarejo comprobó que el segundo apellido de Manuel 
Cardán era Alenda y el de Antonio Rubio, Campa. Villarejo 
rompió a reír y los periodistas le insistieron en que dejara 
de vigilarlos de forma personal y telefónica. No obstante, 
cuando Villarejo habló con Agustín Linares, este le ordenó 
insistir. Los periodistas de investigación recuerdan: «Hasta 
29 coches nos siguieron... y obviamente lo denunciamos». 
El hijo de Ramón Lillo defendió la determinación de 
Agustín Linares. La información continuó, los 
seguimientos, también. 


La entrega 


El 27 de febrero de 1995, Francisco Paesa lo tenía todo dispuesto en el 
aeropuerto de Bangkok. Era el hombre preciso para trabajos complejos 
siempre que hubiera una buena suma monetaria detrás. Si antes 
colaboraba con los GAL, entre otros asuntos, ahora iba a tratar de 
conseguir que Luis Roldán regresara a España arrestado por la Policía. 
El mérito público, para los otros; el esplendor del dinero, para él. 

El comisario Juan Antonio González fue el encargado de llevar al 
ex director general de la Guardia Civil hasta España. El policía 
consiguió así el reconocimiento del ministro Juan Alberto Belloch y de 
todo el Ejecutivo socialista. Un año después de aquella operación, lo 
recompensaron con un ascenso a la dirección de la Unidad Central de 
la Policía Judicial, especializada en la lucha contra el Crimen 
Organizado y la Delincuencia Económica y Tecnológica. 

Roldán regresó a España para entrar en prisión. Años después, será 
condenado a pasar veintiocho años entre rejas. El juez Baltasar Garzón 
precisó: «La sentencia no dudó de que Roldán lo había transferido —el 


dinero— durante su mandato. Cuando las autoridades le solicitaron su 
devolución, Luis Roldán realizó supuestamente las gestiones indicadas 
por las autoridades, pero la devolución de los fondos nunca llegó a 
producirse, pues Roldán consiguió transferir los saldos de las cuentas 
en Suiza mediante las operaciones y sociedades fiduciarias ya 
relacionadas a una entidad bancaria de Singapur, sin que se pudiera 
localizar desde entonces, dado que la Comisión Rogatoria enviada a 
tal país, de 15 de octubre de 1994, fue contestada negativamente en 
virtud de las leyes existentes en dicha nación sobre secreto 
bancario»10s. 


Que hable Villarejo 


Sobre Paesa 


Roldán acusó a Francisco Paesa de quedarse con el dinero en sus 
declaraciones a Garzón. Pero ¿cuál es la realidad? 

Según confiesa García Castaño a Villarejo en un audio descubierto 
por Públicoi0ó, Interior ofreció a Paesa impunidad y le dijeron: «Mira, 
vamos a arreglar este tema y a ti te interesa y no sé qué... Hazle llegar 
el mensaje de que este delito no es delito, no es delito; vamos a hacer 
de que está en tal sitio; porque un avión pallá, otro avión pacá, una 
sala internacional y salimos. Y así pasó: un avión pallá, otro avión 
pacá, sale a internacional, coinciden allí y entonces le engañan. 
Porque le engañan. ¡Los 1500 millones no han aparecido! Eso es lo que 
yo tengo firmado por Asunción. Que es cuando dimite Asunción; 
cuando llega Belloch», 

La policía lo estaba controlando y también a Paesa. Villarejo lo 
contaba así: «Y en una cita me dice [Paesa]: «Oye, me están siguiendo, 
estos no juegan limpio, no sé cuántos y tal y cual...». Mira, y me 
enseña una foto de un Apolo [furgoneta camuflada de seguimiento], 
de unos tíos. Entonces yo cojo a Julito [Julio Corrochano] le digo: 
«Oye, yo hago una nota». Que fue a raíz de ahí cuando a mí Gabi 


[Gabriel Fuentes] me corta la cabeza». 


Cartas ganadoras 


Francisco Paesa siempre se las agenciaba para jugar cualquier partida 
con cartas ganadoras. Días antes de entregar a Roldán a los agentes 
españoles desplazados a Bangkok, había pasado por Madrid para 
cerrar los detalles de su tarifa. Recibió los trescientos millones de 
pesetas que había acordado con el ministro Belloch a mediados de 
diciembre. «El pacto fue de cuatro entregas de setenta y cinco 
millones, en dólares, pero finalmente el dinero lo recibe de una sola 
tacada. Los billetes son de diez mil pesetas, obtenidos de la partida de 
los fondos reservados que hay en el Banco de España. Paesa quería 
dólares, pero la Policía se negó a cumplir la orden de Belloch de 
cambiar las pesetas a dólares estadounidenses en el mercado negro o 
en Andorra», explica Manuel Cerdán:o7. 

Por su parte, Villarejo se vanagloriaba de haber llevado ese dinero 
a Paesa: «La pasta, los 200 kilos... que le pagan al hijoputa [Paesa]. Le 
pagan 250 kilos... Esa pasta se la pongo yo en Andorra. Esa pasta la 
comí yo. Porque a mí me dijeron: “Oye... la pasta del hijoputa”». Sin 
embargo, esa versión poco tiene que ver con la realidad. El pago a 
Paesa lo efectuó M. H., un detective privado de Madrid. La cantidad 
fue trescientos millones, Paesa retiró el 20% para pagar a sus 
colaboradores. La mitad, treinta millones, fue a parar al despacho de 
su abogado Manuel Cobo, ubicado en el número 38 de la madrileña 
calle de José Abascal. Los otros treinta los cobró el detective como 
pago a colaboradores y gastos operativos. El reparto de ese 10% se 
tradujo en diez millones para el detective y diez para el piloto de 
confianza y mano derecha de Paesa, Jesús Guimerá. Al comisario de 
Policía Juan Antonio González quisieron darle otros diez millones, 
pero los rechazó. 

Esos diez millones permanecieron durante meses en la caja fuerte 
de una de las personas más cercanas a Paesa. Los millones restantes se 
trasladaron al domicilio de Paesa en Las Rozas, municipio madrileño 
ubicado en una de las zonas más pudientes de la región. Tiempo 
después, Paesa movió ese dinero en pequeñas partidas para que no 
levantara sospechas a través del Aresbank de Madrid, según el 
periodista Manuel Cerdán. 

Por su parte, Villarejo seguía empeñado en ostentar el 
protagonismo ejecutivo de una historia que le era ajena: «Pues la 


pasta... 50 kilos se quedaron el este y Cobo del Rosal... 50 kilos el 
despacho, en crudo, y 200 kilos... Yo fui uno de... vamos, yo le llevé 
parte de la pasta a París. Y además a la vuelta me acojoné porque en 
ese viaje a la vuelta... yo coincido, a la vuelta, con Emilio Rodríguez 
Menéndez, macho. Me cagué... Lo había mandado Cobo del Rosal de 
apoyo. Que era tronco de Cobo del Rosal, que luego se descubrió al 
cabo del tiempo». 

Se refería al abogado Emilio Rodríguez Menéndez, que había 
trabajado como asesor jurídico del sindicato liderado por el policía, el 
SPP. Rodríguez Menéndez sería procesado en 1984 por el Juzgado de 
Instrucción n.2 1 de Madrid «debido a que «durante largo tiempo 
ejerció la profesión de abogado sin tener tal condición y percibiendo 
por ello fuertes sumas de dinero. Menéndez fingía frente a sus clientes 
tener la calidad de letrado y disfrutar de grandes influencias en 
determinadas esferas del poder político, en concreto en el entorno del 
expresidente Adolfo Suárez»108. 

Villarejo recordaba así el encuentro: «El tío me vio, yo le vi, nos 
metimos en el baño —a mí me tiene pánico, el tív— y le dije: “Tronco, 
como yo me enteré de que yo he viajado en este vuelo, el único que lo 
puede haber dicho eres tú y yo no volveré a hablar más contigo; 
hablaré con tu viuda. Y el tío [riendo] se lo debió de creer, porque 
nunca me delató. Pero fue así...». 

La verdad del proceso terminó con Paesa falsificando unos 
documentos laosianos para dar aspecto de verosimilitud al paripé de 
que Roldán había estado refugiado en aquel país asiático durante su 
huida: «La misma mañana del 28 de febrero, con Roldán a disposición 
judicial y Paesa contando los billetes de la traición, el ministro de 
Justicia e Interior monta una rueda de prensa en el edificio del 
ministerio», narra Cerdán. 

El Mundo descubrió la Operación Laos y publicó los documentos 
que Paesa e Interior falsificaron para engañar al ex director de la 
Guardia Civil. Belloch rectificó y asumió que «Roldán había sido 
engañado» y que esos servicios se pagaron con dinero de los fondos 
reservados. Paesa, además de llevarse 1,8 millones de euros por sus 
gestiones, se quedó con la mayoría del dinero que Luis Roldán logró 
sustraer durante su etapa al frente de la Benemérita. En total, unos 


1700 millones de pesetas (10,2 millones de euros). 

La Sala Sexta de la Audiencia Nacional solicitó la búsqueda de 
Paesa para que declarara en el juicio contra Luis Roldán y otros siete 
procesados. La Interpol lo buscó, pero sin éxito. Sus oficinas centrales 
en Washington (EE. UU.), Lyon (Francia) y Wiesbaden (Alemania) 
fueron incapaces de dar una respuesta sobre su paradero. La agencia 
de detectives Método 3 lo encontró años después. 


Margarita Robles: con todo y contra todos 


El 14 de mayo de 1994, Belloch nombró secretaria de Estado de 
Interior a la magistrada Margarita Robles. Llegaba al ministerio con la 
misión de limpiarlo. Robles tenía 38 años y había pasado los últimos 
365 días en la Subsecretaría de Justicia. A pesar de su juventud, su 
currículo era extenso. Con solo veinticinco años ya había ingresado en 
la carrera judicial como número uno de su promoción. Antes que ella, 
solo tres mujeres habían sido juezas en España. Altos mandos de la 
Dirección General de la Policía recuerdan la primera frase que 
pronunció a su llegada: «Solo lo ético es práctico». Robles tenía el reto 
de poner orden en un lugar donde se financiaba la guerra sucia de los 
GAL con dinero de los fondos reservados. Una de sus primeras 
medidas consistió en impulsar una investigación sobre los asesinatos 
de José Antonio Lasa y José Ignacio Zabala. El caso acabó con cuatro 
guardias civiles condenados. Entre ellos, el general Enrique Rodríguez 
Galindo. También el ex gobernador civil de Guipúzcoa, Julen 
Elgorriaga. En esos días surgiría una íntima enemistad entre Margarita 
Robles y Baltasar Garzón. 

En menos de un mes, Belloch y Robles hicieron una profunda 
renovación en Interior. El subdirector general operativo de la Policía y 
valedor de José Manuel Villarejo, Agustín Linares, fue relevado de su 
cargo. Algunos miembros policiales decían de él que había realizado 
una gestión nefasta y que era «la mano negra de la Policía». También 
destituyeron al responsable de la lucha antiterrorista, Jesús Martínez 
Torres, y al de delincuencia común, Manuel Reverte. En el lugar de 
Linares entró Miguel Ángel Alonso, de 47 años, quien trabajaba como 


secretario general del gabinete técnico de la Dirección General de la 
Policía, a las órdenes de José Soleto. Había sido escolta del presidente 
del Gobierno Luis Carrero Blanco, asesinado por ETA en 1973. 

En una grabación Villarejo definió a Robles como «la tía más 
chunga, inútil y perniciosa» que había conocido. Robles, por su parte, 
contestará a esas palabras con ironía mucho tiempo después y las 
calificaría de «elogios por venir de dónde vienen», añadiendo: «Lo que 
no es aceptable es que nadie, porque al final es un deshonor para las 
Fuerzas de Seguridad del Estado y para los miembros del cuerpo 
policial, pueda creerse que pone en jaque al Estado de Derecho. Mire, 
al Estado de Derecho no le chantajea nadie, y el que se cree que lo 
hace está tremendamente equivocado». 

De ahí que las palabras que años después dijo Villarejo sobre ella 
en el programa Salvados no le extrañaron: «Margarita Robles me dio la 
orden para hacer el informe contra Baltasar Garzón». Aunque ahora se 
sabe que la orden y el pago corrió a cargo del traficante de armas 
Monzer Al Kassar. 

Por su parte, Margarita Robles encontró en Ángel Olivares a uno 
de sus hombres de confianza y le encomendó la Dirección General de 
la Policía. Villarejo lo acusó de haberle encargado y pagado por espiar 
e investigar a José María Aznar durante su etapa como presidente de 
la Junta de Castilla y León: «Y, claro, llego aquí [al Ministerio del 
Interior] y ¡me lo encuentro de director, macho! Y digo, oye, pues qué 
bien, coño, es un tronquete, ¿no? Y claro, el otro sacó el crucifijo y 
dijo: Este hijoputa, testigo negativo, y a partir de ahí, ruina. Y claro, 
yo me quedé alucinado... Agustín fue a buscar el apoyo de [Ángel] 
Olivares y le dijo: Y una polla como una olla, y se quitó de en medio. 
Fue a Enrique [De Federico] y Enrique se quitó de en medio, 
Margarita [Robles] dijo: “Quítate, quítate”. Tuve que sacar los dientes 
yo solo»109. 

Olivares no quiere saber nada de Villarejo y desmintió las palabras 
del excomisario ante el Congreso en 2018: «Yo no he conocido a 
Villarejo en mi vida. No he hablado nunca con él». El entorno de 
propio Villarejo confirma las palabras de Olivares quien, junto con 
Margarita Robles, cesaría al excomisario aquel año: «En 1994 
entendimos que él y otros policías no cumplían estándares de lo que 


debe ser un servidor público y, junto al entonces director de la Policía, 
prescindimos de sus servicios», recuerda Robles. Además, añadió: «Un 
país no merece estar sometido al chantaje de las cloacas». 


Expulsión 


En agosto de 1994 José Manuel Villarejo llegó al despacho del nuevo 
subdirector general operativo, Miguel Ángel Alonso, quien le 
transmitió que «conocía en líneas generales las actividades que había 
realizado por medio de su antecesor y que se iba a replantear mi 
colaboración en el futuro, por lo que en los días siguientes sería 
llamado por el nuevo comisario general de Información y que en el 
caso de que no considerase el mantenimiento de mi actividad, al igual 
que otros liberados, se me permitiría la salida a través de permisos de 
meses sin sueldo, acumulación de permisos pendientes... hasta que 
alcanzase los dos años de activo y pudiera volver a pedir la 
excedencia». 

Como Villarejo se negó a firmar su cese, le abrieron un expediente 
disciplinario. En él consta un escrito en el que el propio Villarejo 
supone que su suspensión se debe al hecho de haber informado sobre 
una «organización mafiosa» de la que formaba parte «un liberado de la 
Comisaría General de Información (Enrique García Castaño)». Añadía 
que «al principio se me apuntó que era una “rabieta” del jefe de 
personal por las sucesivas altas y bajas que al parecer últimamente 
había recibido sobre mi persona y más tarde que era consecuencia de 
que “Blasillo” (García Castaño) había detectado mi participación en la 
investigación de referencia y dada la amistad personal que parece ser 
mantiene con el comisario general de Información (Gabriel Fuentes) 
había convencido a este de que me cesara». 


Gabriel Fuentes 


Según unas grabaciones efectuadas a Villarejo, Gabriel Fuentes entró 
en pánicoi:o al comprobar los movimientos del nuevo equipo de 


Margarita Robles y lo citó en su despacho: «Dame algo para esta 
gente». Luego le preguntó a otro policía (a Julio Corrochano): «Oye, 
¿y a este tío quién lo controla? Claro, porque yo di dos o tres temas 
nucleares de la época. Y dice: “Pues a este tío no lo controla nadie”. Y, 
claro, le entró pánico y dijo: “A este tío, quítamelo de aquí”». 

Un mes después, la cúpula policial comunicaba a Villarejo su baja 
automática, lo que él consideró como una «persecución kafkiana e 
intolerable» y advirtió por escrito: «Dado mi grado de responsabilidad 
no deseo, en principio, dar cuenta ni publicidad de todos y cada uno 
de los trabajos que antes excedente y después en la situación atípica 
en activo he realizado para el Ministerio del Interior, dada la 
naturaleza reservada y delicada de los mismos y por encontrarse estos 
clasificados, pero bajo ningún concepto voy a permitir que sobre mi 
persona se viertan todo tipo de infundios, se realicen operaciones de 
intoxicación a la prensa donde se ve afectado el crédito y honor y se 
me expulse de mi actividad sin ninguna explicación y sometido a todo 
tipo de sospechas». 

Años después, Villarejo confesaba cuál había sido su mayor dolor: 
«Para mí, la gran decepción fue que, cuando me dieron hostias, me 
quedé solo». A pesar de todo, él intentó que no lo destituyeran. Para 
ello preparó «tres notas [informativas] de tres asuntos: uno de ellos lo 
de los canutos famosos... [Y les doy] lo del comandante Benavente, 
que además le di una cinta, una grabación que me había pasado. Otro 
de ellos, de otro tema, y otro de los de Roldán»111. Finalmente, no fue 
expulsado, pero sí salió de la Comisaría General de Información en 
1995 y lo destinaron a la Jefatura Superior de Policía de Madrid. 

José Manuel Villarejo y Gabriel Fuentes volverían a ser amigos con 
el paso del tiempo. En una conversación grabada entre este y el 
comisario García Castaño, Villarejo dice: «Porque, claro, aparte del 
enfrentamiento soterrado que él tenía con el mamón de 
Federico [Enrique de Federico, alto mando de la Policía Nacional en los 
90], le identificaba como un hombre del clan de los cordobeses de Agustín 
Linares». Y García Castaño le informa: «Gabi te identificaba a ti como 
un hombre de De Federico... Era su tronco, a través de Gabi había 
vivido todo lo anterior, con De Federico y la movida de Roldán». 

El entorno de García Castaño alerta: «Villarejo usaba siempre la 


misma técnica. Hacía notas informativas con bulos y realidades y las 
daba para sellar. Con eso ya tenía un documento oficial con el que 
defenderse». 

Nadie sabía entonces que Gabriel Fuentes también fue víctima de 
esas notas. Villarejo lo entregó a cambio de permanecer en la Policía. 
El ADN de la rana volvía a retorcer la realidad hasta convertirla en 
una verdad relativa o, lo que es lo mismo, en una nueva sucesión de 
mentiras. 
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Capítulo 13 


1995-2000 Venganza 


Yo nunca chantajeo al CNI. Jamás. Nunca. Es más, ¿cómo es posible que un 
señor que tiene 3600 agentes, toda la electrónica del mundo dice que yo le 


chantajeo? Si fuera verdad eso, ya tendría que estar detenido. 


José Manuel Villarejo112 


En la prisión de Estremera los días no entienden de celebraciones ni 
fiestas tras el rigor de los barrotes. El 23 de diciembre de 2018, José 
Manuel Villarejo se revolvía asfixiado ante la redundante monotonía 
de las paredes de su celda. El tiempo pasa y, sin embargo, cada 
mañana parece una copia de la mañana anterior. Sus nervios cabalgan 
sobre un potro de tortura, sometidos a la sacudida sin tregua que 
empieza en su espalda y acaba en su mente. «Solo aguanto por mi 
hija», confiesa a sus más allegados. 

Esa mañana cercana a Navidad solicitó una llamada al exterior. 
Cuando se la concedieron, pidió a su mujer, Gemma Alcalá, que 
grabara lo que tenía que decir y lo filtrara a La Sexta: «Quiero ejercer 
mi derecho de rectificación para que todos puedan oír por primera vez 
mi versión». Un amigo del excomisario señala que Alcalá siempre ha 
sido su gran punto de apoyo. Otros, no obstante, dicen que «ella es lo 
peor que le ha pasado nunca, su perdición». Villarejo amagó el golpe 
con aquel mensaje, pero como otras tantas veces, no lo dio: «Me niego 
a revelar, por muchas presiones que he sufrido, información sensible 
relativa al rey emérito». 

Más allá de los muros del presidio, el campo amanece encogido 
bajo la sombra que extiende el silencio gélido del invierno. El límite 
que separa las provincias de Madrid y Cuenca es el epicentro de la 
actualidad informativa. Pese a ello, Villarejo nunca se ha sentido tan 


ajeno al mundo. Algunos dicen que «por fortuna para él, porque tiene 
muchos enemigos y lo están esperando en las calles...». Las mismas 
que tan bien conoció durante su época de policía y que en estas fechas 
se llenan de auspicios sin sitio, noches de cartones largos, pesadillas al 
raso y escaparates que enmascaran el quiero y no puedo en el que la 
mayoría de la población vive instalada el resto del año. 


Guerra en la Audiencia Nacional 


El 12 de diciembre de 2018, el juez instructor de la causa Tándem, 
Diego de Egea, renunció a su puesto en la Audiencia Nacional por 
motivos personales. Había desestimado la última solicitud de libertad 
propuesta por los abogados de Villarejo, pero con él fuera del Juzgado 
Central de Instrucción n.? 6, una sombra de duda oscurece el futuro 
del caso. Los fiscales anticorrupción alertaron del riesgo de fuga, 
reiteración delictiva y destrucción de pruebas si Villarejo era liberado. 

La relación entre el juez Diego de Egea y los fiscales Ignacio 
Stampa y Miguel Serrano era una guerra sin fin. Todo había empezado 
el 28 de mayo de 2018, cuando el comisario Enrique García Castaño 
acudió al despacho del magistrado en la Audiencia Nacional a 
preguntarle si le estaban investigando. De Egea lo envió a la Fiscalía a 
demandar esa información y los fiscales dieron el silencio por 
respuesta. «La iniciativa del juez no gustó a los representantes del 
Ministerio Público»i13. 

Según fuentes judiciales, De Egea era partidario de abrir pocas 
piezas del caso Tándem y «destruir el resto del material intervenido». 
En su opinión, el asunto era difícil de manejar y podría atascar la 
Audiencia Nacional debido a la ingente cantidad de material 
informático intervenido al comisario: cuatrocientas carpetas de más de 
veinte terabytes susceptibles de convertirse en decenas de piezas 
separadas del caso principal. 

El magistrado admite que contempló la posibilidad de poner en 
libertad provisional a Villarejo poco después de que se hicieran 
públicas sus grabaciones a Corinna Larsen: «Incluso llegó a sondear al 
entonces letrado del excomisario sobre si su cliente aceptaría llevar 


una pulsera electrónica», aseguran fuentes de la investigación. 


Que hable Villarejo 


Desde la cárcel 


En diciembre de 2018 Villarejo grabó en la cárcel el siguiente mensaje 


para que fuera hecho público a través de La Sexta. 


Soy José Manuel Villarejo y en defensa del honor de mi familia y del mío 


propio quiero ejercer por primera vez desde que estoy preso mi derecho de 


rectificación para que todos puedan oír también mi versión. 


Me mantienen preso para impedir que pueda hablar y me defienda de 


tanto bulo y tantas mentiras. Es rotundamente falso que mandara a nadie a 


ver a ningún fiscal. Fue desde Fiscalía que pidieron hablar con mi abogado y 


ante su negativa se lo pidieron al de mi esposa. Mi abogado se negó porque 


ponía como condición que estuviera presente el juez De Egea, al que han 


echado porque quería ponerme en libertad. 


Me enteré de la reunión con los fiscales cuando el abogado de mi mujer 


vino a contármelo una vez que ya se había visto con estos fiscales. Tal y 


como lo han filtrado, no tengo duda de que fue una trampa para justificar 


que fue legal una investigación inquisitorial de toda medida porque soy para 


ellos un chantajista peligroso. 


Ante esta campaña tan brutal contra mí poco puedo hacer, hasta el 


presidente del Gobierno ya me había condenado. Soy culpable y no tengo 


solución, mejor que me mandaran a Guantánamo. Pero al menos déjenme 


contarles lo que a mí me han pedido esos fiscales. 


Me dijeron que si quería estar libre tendría que colaborar totalmente y 


contarles a ellos todo sobre las personas de nivel con las que tuve relación; y 


esto incluía todo lo que conociera sobre cuentas y sociedades de nuestro rey 


emérito. 


No tenían interés en conocer comidas y reuniones con otros jueces y 


fiscales, tampoco les interesaban mis actuaciones como encubierto ni mis 


informaciones sobre terrorismo, narcotráfico... Claro, ahora pensarán que 


les estoy mintiendo. Claro, ¿qué va a decir Villarejo? Pero se puede 


comprobar fácilmente; solo oigan mis declaraciones en la Audiencia, las que 


han desaparecido. Ni siquiera las tiene mi abogado para que pueda 


defenderme. En ellas se ve claramente cómo me interrogan para que cuente 


cosas contra nuestro rey y cómo me niego en redondo. 


Es kafkiano que me acusen de no colaborar con los fiscales porque no 
les digo nada del rey y al mismo tiempo me acusen de chantajista porque 
están los datos que me negué a decir en sede judicial. 

Si alguien quiere hacer daño a la monarquía son los que se abrazan con 
los abogados de Podemos cada vez que coinciden con ellos. Conmigo no 
cuenten. Allá ellos y su conciencia. Esta secta de illuminatis solo busca 
destruir a la Corona a cualquier precio. 

Sobre filtraciones de otros personajes, los que me señalan como 
responsable están admitiendo que el CNI no sirve para nada, al permitir que 
un jubilado en prisión pueda poner en jaque al Estado y nadie pueda 
impedírselo. ¿Quién se cree eso? 

¿Félix? [Félix Sanz Roldán] sabe y tiene controlado quién está 
filtrando y solo le colaron la charla con la princesa Corinna porque se 
confió con lo de los abrazos pensando que los tenía controlados. 

Él deja que filtren porque se alegra del daño que me hacen 
apareciendo yo como un chantajista al que todos temen, pero, aunque 
Félix quiera destruirme y sea mi mayor enemigo, por él yo estoy en la 
cárcel, por encima de todo creo que es un patriota y asume que todo se 
le ha descontrolado dañando a quien debería haber protegido primero. 

Por eso espero que en algún momento pondrá orden a este despropósito 
que solo beneficia a populistas, independentistas, a los que solo quieren 
hacer daño a España. 

También estoy viendo atónito cómo una vez más el PP se va a dejar 
montar una segunda Giirtel con el tema «kitchen». No se dan cuenta de que 
desde junio quien encontró para el PSOE mi sumario es Marlaska y es un 
auténtico trilero manipulando causas; recuerden el «Faisán». 

Respecto a mi seguridad, hasta hace poco el trato fue normal y correcto 
como a otros presos, nunca me había sentido amenazado hasta ahora. Por 
eso al cambiar mis condiciones en prisión informé al subdirector y a mi 
abogado de que estoy preparado para lo peor. 

Creo que la sociedad española es ingrata con los funcionarios de 
prisiones: sueldos bajos frente a un trabajo duro, peligroso y estresante, por 
eso me repugnan los miserables cobardes que quieren utilizar a unos pocos 
funcionarios de prisiones para hacer el trabajo sucio que ellos no se atreven. 

Solo pido a todos los que hablan sin conocerme que oigan mis 
declaraciones en la Audiencia Nacional y verán quién dice la verdad y quién 
miente en esta historia. 


Feliz Navidad tengan todos. 


No es la primera vez que Villarejo utiliza sus declaraciones 
públicas con la voluntad escapista de Harry Houdini. Ante cada 
problema, una amenaza velada, una insinuación de tener más de lo 
que dice, de callar más de lo que sabe. Lo hizo en 1995, cuando lo 
amenazaron con expulsarlo de la Policía tras filtrar los datos del 
Informe Veritas y otro sobre la existencia de una cintoteca en el 
antiguo Centro Superior de Informaciones de la Defensa (CESID), hoy 
Centro Nacional de Inteligencia (CND. 


La fama del desconocido 


El 12 de junio de 1995 en Madrid, el trasiego entremezclado de coches 
y personas encendía el pavimento de la calle de Velázquez en su salida 
hacia el parque del Retiro. En esa primavera sin chaquetas ni descanso 
que anticipaba un verano en estampida, llegó José Manuel Villarejo al 
Hotel Wellington con el paso del tiempo evidenciado en su físico. 
Carecía de cabello en la frente, le sobraba lastre en la barriga y sobre 
su pecho lucía una corbata anacrónica, como vomitada por el pincel 
de Vicent van Gogh en un día de resaca. 

Villarejo se sentó en la terraza del hotel, pidió un café con hielo y 
mientras esperaba llamó al limpiabotas. El hombre puso sus manos 
recias sobre los zapatos del entonces inspector y las movió de un lado 
a otro con certero efectismo. El policía parecía absorto en la habilidad 
de la persona que permanecía arrodillado ante él, pero en realidad 
tenía pegado el oído a las palabras de tres empresarios que hablaban 
sin tapujos sobre el CNI en la mesa de al lado. Mientras el limpiabotas 
se afanaba en su labor, tomó una servilleta coronada por la W que 
distingue al establecimiento y apuntó sobre ella unos datos 
inteligibles. La plegó y la guardó en el bolsillo interior de su 
americana azul noche. Luego abrió El Mundo, en cuyo titular de 
portada había tenido mucho que ver: «El CESID lleva más de 10 años 
espiando y grabando a políticos, empresarios y periodistas». 

El rotativo había publicado una serie de informaciones en las que 
denunciaba que el CESID grabó y archivó durante años las 
conversaciones privadas del rey Juan Carlos con algunos de sus 


amigos, así como de notorios personajes de la época, como los 
ministros Francisco Fernández Ordoñez (1990), José Barrionuevo 
(1990), el parlamentario socialista Enrique Múgica Herzog (1986), el 
vocal del Consejo General del Poder Judicial Pablo Castellano (1986), 
el presidente del Real Madrid Ramón Mendoza (1990), el empresario 
José María Ruiz Mateos (1990) y responsables de la Asociación Civil 
de Dianética (Cienciología), entre otros. A raíz de esas informaciones, 
el fiscal general del Estado, Carlos Granados, había abierto una 
investigación. Villarejo creía que había conseguido así vengarse de 
Margarita Robles y de los dirigentes del CESID. 

Cuando el limpiabotas terminó su trabajo, el policía pagó lo 
acordado y giró la cabeza con un ademán que mezclaba gratitud y 
despedida. Entonces vio aproximarse al director de la revista Tiempo, 
Pedro Páramo, que iba acompañado por otro hombre. 

—Hola, Pepe. Si no te importa, le he dicho a nuestro fotógrafo que 
venga. Así te hacemos unas fotografías para el reportaje. 

Villarejo asintió y se dejó tomar varias fotos andando por la calle. 
En cuanto el reportero se marchó, Páramo le preguntó: 

—«¿Existe el informe Veritas y tiene algo que ver con él? 

—No tengo constancia de que exista el informe Veritas con el 
nombre de «informe Veritas», por lo menos yo no lo he visto nunca. 
Nunca he trabajado sobre jueces, políticos o periodistas en lo que se 
refiere a su vida pública. Mis investigaciones como inspector de 
Policía han sido en función de hechos presumiblemente delictivos de 
determinadas personas. 

Villarejo le explicó que su función en la Policía era de «análisis de 
información». 

—¿Ha hecho trabajos para Mario Conde o Javier de la Rosa? 

—Digamos que, por cuestión deontológica, no puedo revelar cuáles 
son mis clientes, pero lo que sí puedo revelarle es quiénes nunca lo 
han sido. El señor De la Rosa jamás ha sido mi cliente. 

Luego reconoció haber realizado labores de información durante la 
fuga de Luis Roldán como agente encubierto. Días después, bajo el 
titular «José Villarejo: el policía acusado de espiar a jueces, políticos y 
periodistas», Tiempo señala: «Puede haber una trama de drogas que 
intente implicar al juez Garzón». 


La cintoteca del CESID 


Villarejo firmó un documento inédito hasta ahora que envió al 
comisario de Información Gabriel Fuentes para tratar de evitar su 
destitución. 


Difusión Restringida. 5 de diciembre de 1994. Nota informativa. En relación 
con las informaciones ya avanzadas en días anteriores, sobre el riesgo que 
existe ante una posible fuga de información de Vital Importancia, incluso 
para la Seguridad Nacional, se puntualizan los extremos ya adelantados. 

Un comandante del Ejército [José Manuel Navarro Benavente, el 
teléfono y dirección se informan verbalmente], responsable de un 
Departamento de Escuchas del CESID, se encuentra en la actualidad 
hostigado por distintos «intermediarios», a fin de que facilite soporte 
documental, escrito y sonoro que evidencie la existencia de dicho «Centro 
de Escuchas» de carácter absolutamente ilegal y la utilización 
eminentemente privada de los controles que allí se realizaban. 

El referido comandante, (responsable operativo del dispositivo de 
escuchas), se encuentra anímicamente en una situación débil, ya que se le 
ha acusado entre otras cosas de utilizar dicho dispositivo técnico para fines 
privados e incluso de quedarse con comisiones a consecuencia de la compra 
de material de la Unidad de Intervención Telefónica que controla. Por ello 
ha sido expulsado del CESID junto con varios subordinados suyos sin darle 
explicación alguna. 

El Centro de Control aludido, con posibilidad para introducir hasta 999 
números de teléfono en memoria, (se llegaron a plantear la posibilidad 
técnica de 1.500 controles), cuenta en la actualidad con unos 145 a 150 
equipos de recepción de audio en frecuencia 450 o 900 de telefonía móvil 
en escucha diaria las 24 horas en grabación automática. 

Según la información aportada por una Fuente de Absoluta Solvencia 
del propio Centro, (que en los próximos días puede que aporte un soporte 
sonoro de un control al parecer accidental, realizado a un desembarco de 
droga, utilizando telefonía móvil y que fue detectado muy recientemente en 
la Costa del Sol cuando se controlaba a grupos de terrorismo árabe), el 
referido control diario de los 150 móviles se dirigía fundamentalmente a los 
Directores de medios de comunicación, a Presidentes de Bancos, 
responsables civiles y militares susceptibles de disponer de información 


(Guardia Civil, Policía...), a responsables políticos y a figuras de notoriedad 


nacional. 

En tal sentido, me aconsejó que era conveniente para mi seguridad que 
cambiase de móvil ya que el mío «estaba metido en la memoria». Al mostrar 
mi extrañeza y restarle credibilidad por darle tanta importancia a mi móvil 
se me argumentó el nivel de «trabajos delicados que realizaba para Interior» 
y sobre todo el último en que se relacionaban mis actividades con AK (AL 
KASSAR) y con el Juez G. (BALTASAR GARZÓN) y la investigación que 
actualmente se realiza sobre el Grupo Mafioso (GM). 

En los próximos días puede que continúe el flujo informativo, aunque 
dada la gravedad de los hechos denunciados sería conveniente verificar los 
datos e informar al Centro aunque las relaciones no sean especialmente 
cordiales. Una investigación para demostrar los hechos va a ser muy difícil, 
pero se debe intentar, y es igualmente grave que determinados «Secretos 


Oficiales» puedan salir a la luz. 


Filtraciones en el CESID 


Los pasos que van hacia el futuro siempre transitan por las huellas del 
pasado. En el caso del CESID no hay excepción. Para entender la 
historia completa debemos remontarnos a 1993. El comandante José 
Manuel Navarro Benavente, ex jefe del Servicio de Escuchas del 
CESID, recibió en esa época un encargo de su antiguo jefe, Juan 
Alberto Perote «para trabajar en escuchas telefónicas a título privado». 
La gestión, según la periodista Pilar Urbano114, la realizó el espía 
Francisco Paesa en el Hotel Meliá Princesa de Madrid a través de un 
excomisario de Bilbao. 

En junio de 1995, Perote fue detenido y acusado de robar material 
secreto. Seis meses antes de abandonar el CESID, grabó en microfichas 
multitud de documentos que luego no pasaron por el archivo. Poco 
después, destruyó los originales. Aquellos documentos confidenciales 
acabaron en manos del banquero Mario Conde, que se alió con él en 
contra del Gobierno de Felipe González. 

Perote llevaba una larga trayectoria en el CESID al que había 
ingresado en 1982. El entonces presidente del Ejecutivo, Leopoldo 
Calvo-Sotelo, nombró al general Emilio Alonso Manglano jefe de los 
servicios secretos españoles para evitar cualquier atisbo de intentona 


golpista. Entre 1983 y 1991, Perote había sido el jefe de la Agrupación 
Operativa de Medios Especiales (AOME), así pues, se le consideraba el 
número dos del CESID y el lugarteniente de Manglano. Sin embargo, 
en noviembre de 1991, este expulsó a Perote por irregularidades 
económicas en una empresa que los servicios secretos usaban de 
tapadera. A pesar de ello, los propios responsables del CESID 
remitieron unos informes favorables hacia su labor que le permitieron 
ser asesor de seguridad de Repsol. 

Ya asentado en su nuevo puesto dentro la petrolera, Perote citó en 
su despacho a Navarro Benavente: 

—Quiero crear un gabinete de escuchas privado. Idéntico al que 
has dirigido en el CESID —le confió. 

Pretendía crear en Madrid una agencia de detectives para realizar 
trabajos de investigación para Repsol y Tabacalera, según señalaba El 
Paísi15, pero Navarro rechazó la oferta. 


Espías purgados 


Entre finales de los 80 y principios de los 90 el Gobierno purgó a 
numerosos agentes de los servicios secretos. El CESID detectó que el 
Cuerpo Nacional de Policía tenía un gabinete de escuchas mediante el 
que habían pinchado el teléfono del juez Baltasar Garzón. Los 
empresarios observaban sus movimientos. Tener un espía con 
experiencia como asesor se convirtió en una de las máximas 
prioridades para numerosas compañías. 

Un documento de los servicios secretos alertó «a nivel interno» de 
las gestiones que un departamento de la Policía estaba realizando para 
adquirir material sofisticado con el que realizar escuchas telefónicas. 
En él se indicaba que la Policía pretendía conseguir trescientos 
auriculares de inducción, treinta receptores de escucha, tres 
transmisores de vídeo modelo TRV-4, ocho telemandos de activación y 
dos detectores de micrófonos, entre otros aparatos. El informe estaba 
elaborado por el propio CESID. Sobre las personas encargadas de 
elaborar esa lista decían: «... tienen información actual de los 
materiales que se emplean en estas funciones (...), 30 receptores de 


escucha en un solo pedido representan un importante potencial en 
este campo». 

En el punto álgido de un escándalo con varios años de recorrido, 
Villarejo filtró la información. El 25 de julio de 1995, El País publicó 
que el propio Villarejo «tiene abierto un expediente disciplinario por 
presunta violación del secreto profesional». El diario sugiere que el 
comandante José Manuel Navarro Benavente pudo ser quien facilitara 
a El Mundo la información sobre el escándalo. Se dice que «Villarejo 
informó hace seis meses a sus jefes que tenía noticias confidenciales 
de que El Mundo estaba investigando escuchas ilegales del CESID 
sobre 1.300 o 1.500 teléfonos». Las sospechas de José Manuel 
Villarejo en torno al comandante Navarro coinciden con lo publicado 
por El Mundo. Esas notas son la base de la información: «Villarejo fue 
quien filtró al diario la información», aseguran fuentes periodísticas. 
Hoy, sabemos que es verdad. 


Que hable Villarejo 


Una filtración 


En una nota interna Villarejo señalaba: «La investigación del referido 
diario pudiera haber sido provocada por la información facilitada por 
un comandante, al parecer llamado Navarro Benavente, quien en la 
actualidad está en situación de disponible y que perteneció al CESID 
en el Servicio de Escuchas, si bien fue expulsado del mismo por 
realizar trabajos de carácter privado, y que pudiera tener en su poder 


cantidad importante de grabaciones y pruebas del referido centro». 


Con posterioridad a esta nota, Villarejo envió a Carlos Corrales un 
escrito, cuando este era jefe de policía de Madrid. En él consideraba 
«urgente aclarar por qué no se investigó su denuncia» y se quejaba de 
su situación. El comisario general de Información, Gabriel Fuentes, 
sostiene en otro escrito remitido a la dirección de la Policía que «dado 
que no se pudo contrastar la información ni obtener otros indicios 
sobre su veracidad, se procedió a su archivo provisional en tanto se 
pudiera aportar alguna prueba». 

Posteriormente, durante el juicio de las escuchas ilegales, el 


abogado del excoronel Juan Alberto Perote, Jesús Santaella, aportó 
para su incorporación a la causa dos documentos: un informe 
elaborado en diciembre de 1994 y una denuncia presentada en junio 
de 1995. Ambos demuestran, según su criterio, que el ex jefe del 
Gabinete de Escuchas del CESID, Juan Manuel Benavente, fue 
presionado para que divulgase las actividades del servicio secreto. El 
País señaló que los documentos aportados por Santaella «fueron 
elaborados por el policía José Villarejo, quien trabajó como detective 
privado para el exbanquero Mario Conde, entre otros. Su objetivo era 
desviar hacia Navarro Benavente, fallecido recientemente, las 
sospechas de haber filtrado al diario El Mundo las escuchas». 116 

De acuerdo con fuentes judiciales «la existencia de un acto, tácito e 
implícito, entre todos los acusados para atribuir al fallecido la mayor 
responsabilidad en el funcionamiento del Gabinete de Escuchas está 
haciendo que el juicio no solo no esté arrojando luz sobre lo sucedido, 
sino que confunda incluso lo que parecía claro durante la instrucción». 


Información con engaño 


La realidad ha permanecido oculta veinticinco años, pero el tiempo ha 
dejado las suficientes pistas como para que hoy conozcamos la 
motivación de Villarejo en aquella cintoteca secreta. En una de sus 
Notas Informativas, Villarejo se intentó cubrir porque fue él quien 
filtró los documentos. El Ministerio del Interior lo desenmascaró 
después con su respuesta: «La nota informativa confeccionada por el 
inspector jefe Sr. Villarejo es una manipulación de la realidad... La 
mencionada nota, ni existe ni consta en los archivos policiales. (...) 
Puede deducirse que existe una clara voluntad intoxicadora por parte 
de los que vienen facilitando a los medios de comunicación este tipo 
de información». 

Villarejo utilizaba esas cintas grabadas por el CESID para actuar 
contra la Iglesia de la Cienciología. Una de sus notas informativas 
secretas contiene todas las respuestas: 


19 de junio de 1995. 


Excelentísimo señor. El funcionario que suscribe, en la actualidad 
destinado en la Comisaría del Distrito de Retiro de la Jefatura Superior de 
Policía de Madrid, con todo respeto y subordinación, tiene el honor de 
participarle: 

Que siente escribir de nuevo, a pesar de haber prometido a distintos 
superiores, en los últimos días, que iba a dejar de enviarle escritos de 
denuncia a V. E.; no por el miedo a que se puedan cumplir las amenazas 
veladas recibidas de diferentes fuentes donde se me insinúa una inminente 
suspensión de empleo y sueldo si continúo con mi actitud, sino porque 
confío en su buen hacer y entender. 

Que la razón de continuar en la desagradable tarea de distraerle de sus 
numerosas obligaciones es porque el hecho que nos ocupa resulta de todo 
punto gravísimo. 

Que como me consta, fue informado en su día de una Nota Informativa 
que realicé con fecha 5 de diciembre de 1994 donde denunciaba la 
existencia de un Centro de Escuchas Ilegales del CESID, advirtiendo que el 
contenido de este podía saltar a la opinión pública al expulsar al 
responsable de dicho Centro (comandante Navarro). Que, en días sucesivos, 
añadí más datos a los ya aportados, e incluso señalé el rumor «en medios 
periodísticos» de la contratación por parte del ministro del Interior de un 
Gabinete Privado de Investigación para seguir los pasos de Roldán, toda vez 
que (según las fuentes) el propio titular del Ministerio desconfiaba de los 
responsables de Policía y Guardia Civil ante las numerosas fugas de 
información detectadas cada vez que se iba a proceder a la detención del 
referido Roldán. 

Que, aun cuando el propio responsable de la UCI (mi jefe inmediato), 
me felicitó por la importancia de las referidas notas, de manera sorpresiva y 
sin explicación alguna fui cesado de dicha unidad y aún continúo esperando 
explicaciones de tal circunstancia y de las que sucedieron en los meses 
siguientes. 

Que, en los últimos días, he detectado que en algunos medios de 
comunicación se había filtrado que la existencia de las escuchas del CESID 
eran conocidas por la Policía. Estos hechos, a pesar de estar disfrutando un 
permiso sin sueldo, lo he puesto en conocimiento de mis Superiores. 

Que como ya se me ha instruido en días pasados una información 
reservada sobre una supuesta fuga de información al diario El Mundo, desea 
dejar patente que bajo ningún concepto deseo conculcar mi obligación de 


guardar el Secreto Profesional. 


Que, dada la gravedad de los hechos, considera urgente aclarar las 
razones por las que en lugar de investigar los hechos denunciados por el 
dicente con Nota Informativa de fecha 5 de diciembre de 1994 y siguientes 
informes, fue cesado fulminantemente en su puesto. Al tiempo que aconseja 
que la Superioridad ponga los datos aportados en su día, en conocimiento 
de la Autoridad Judicial. 


Cienciología 


En el juicio de las escuchas del CESID uno de los inculpados dijo: 
«Trabajé en el gabinete desde el 89 al 91. Solo me daba órdenes el 
señor Navarro. Mi trabajo era de carácter operativo, sobre todo 
proteger las comunicaciones del propio centro. La selección de lo 
grabado correspondía al señor Navarro, a quien se entregaban las 
cintas grabadas de las que realizó el estadillo que luego apareció 
publicado en la prensa. La orden de elaborar un estadillo procedió del 
señor Perote. Había un armario con clave que conocía el señor 
Navarro, en él había cintas vírgenes y grabadas». Y continuó: «El señor 
pidió cintas que estaban en el listado, así como el propio listado». Más 
adelante añadió algo clave para comprender la implicación de 
Villarejo y su amistad con Navarro: «No tengo explicación para el 
hecho de que en el listado aparezcan relacionadas cintas recopilatorias 
de ocho o más conversaciones con el nombre de Dianética. Nunca 
recibí una orden del director del centro, no me solicitó ninguna cinta. 
Las dos cintas incorporadas a la causa no fueron grabadas por mí. No 
se me planteó nunca duda alguna sobre la legalidad de lo que 
hacíamos». 

La presidenta de la Asociación Civil de Dianética declaró en el 
proceso que «en la época por la que se le pregunta no había ningún 
teléfono móvil en la asociación y que yo sepa ningún miembro tenía 
teléfono móvil. Los primeros aparecieron en el 92 o 93 y eran 
personales de miembros de la asociación». 

A instancia del fiscal, y también de otras partes, se dio lectura a las 
tres declaraciones prestadas en el curso de la investigación por el 
entonces inculpado, y ya fallecido en el momento del juicio, José 


Manuel Navarro Benavente: «He intervenido en operaciones 
relacionadas con la secta Dianética». 

¿Qué interés tenía el CESID en esta agrupación? Mark Petrus 
Eeraerts, presidente en España de la Iglesia de la Cienciología, declaró 
a Ojo Crítico117 que «tal como declaramos en el juicio de las escuchas 
del CESID en los años que nos grabaron las conversaciones, en 1987 y 
1988, no teníamos teléfonos móviles ninguno de los miembros de 
Dianética, por lo que los pinchazos debieron realizarse a los teléfonos 
fijos de nuestra sede. Esto contrasta con la versión que dieron los 
agentes del CESID en el juicio, que aseguraron que las grabaciones 
fueron debidas a barridos aleatorios del espacio radioeléctrico». 

Así pues, la Policía investigó durante esos años a la Iglesia de la 
Cienciología y Villarejo trabajó para ellos. Años más tarde, en el juicio 
contra esta organización, los abogados defensores solicitaron la 
nulidad de la causa porque, entre otras cuestiones, las intervenciones 
telefónicas habían sido ilegales. Villarejo estaba a punto de ser 
juzgado por el secuestro de un miembro de esa secta. 

Tiempo después el excomisario le pediría a un periodista de El 
Mundo la copia de la portada que leyó aquella mañana en la terraza 
del Hotel Wellington para enmarcarla en su oficina. «Estaba orgulloso 
de haber desvelado información del CESID». Hoy, ya en la cárcel, 
sigue usando el nombre de los servicios secretos para tapar su propia 
realidad. 
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Capítulo 14 
Narcos, políticos e infidelidades 


Ya te digo, te cagas. ¡La gente que trabajaba para mí no tenía ni puta idea para 


quién estaba trabajando! 


José Manuel Villarejo 


18 de diciembre de 2018. El abogado de Gemma Alcalá, Javier 
Iglesias, caminaba por Madrid hacia el número 4 de la calle de Manuel 
Silvela, donde se encuentra la Fiscalía Anticorrupción. Iglesias 
acababa de visitar en Estremera a Villarejo, quien le había dado un 
mensaje para los fiscales Miguel Serrano e Ignacio Stampa: «Si 
Villarejo queda en libertad, no verán la luz más documentos sensibles 
para los cimientos del Estado de Derecho». La Fiscalía no aceptó el 
trato. «El Estado no se vende», fue la respuesta que algunos periodistas 
ponen en boca de Serrano y Stampa. No obstante, el rumor sobre la 
inminente libertad de Villarejo ya estaba en la calle. Incluso desde la 
cárcel, el ADN de la rana inoculaba su capacidad de rápida expansión 
y en cuestión de días podía convertir cualquier media verdad en un 
potente desestabilizador social. 

Nadie puede asegurar que el rumor fuera cierto. Nadie se atrevía a 
desmentirlo, pero recorría las calles y las redacciones de los periódicos 
a la velocidad de la luz. Subía desde los estratos más bajos del 
subsuelo hasta los últimos pisos de los edificios más altos. Los 
directivos de las empresas del Ibex 35 contenían la respiración. Sus 
jefes de seguridad empapaban el cuello de la camisa. Las corbatas 
apretaban. Los pañuelos desteñían. La Bolsa tropezaba entre bandazos 
mecida por la incertidumbre. Si Villarejo callaba, la vida seguiría 
como si nunca hubiera pasado nada. Si hablaba, una procesión 
interminable de trajes a medida haría estación de penitencia en la 


Audiencia Nacional. 

Los clientes de Villarejo creían estar protegidos. Pero «al contrario, 
cometían cohecho al pagar a un funcionario para solventar sus 
problemas privados. Si hubiesen contratado a un detective privado 
habilitado nunca hubiesen acabado imputados», señala un abogado 
defensor de la causa Tándem. Una tensión pocas veces vista en 
democracia alfombraba las dependencias de los juzgados. Las aducidas 
razones personales del juez Diego de Egea lo llevaron fuera del caso. 
Las instancias superiores revocaron algunas de sus decisiones más 
controvertidas. Por ejemplo, mantener a un investigado clave en 
diligencias aparte o archivar dos de las piezas de la investigación sin 
terminar las pesquisas. 


García Castellón a escena 


Su nombre completo es Manuel María García Castellón García Lomas, 
licenciado en Derecho y miembro de la carrera judicial española desde 
1977. Ha instruido casos de terrorismo, como el atentado de ETA 
contra José María Aznar o el asesinato del concejal de Ermua Miguel 
Ángel Blanco, así como otros de tipo financiero como la querella de la 
Fiscalía contra Mario Conde por el caso Banesto. Su pensamiento 
como magistrado es claro y conciso: «Un juez debe realizar su trabajo 
sin tener que ser noticia permanente». 

Sin embargo, en enero de 2019 este juez se situó en el epicentro 
mediático al hacerse cargo de la causa protagonizada por José Manuel 
Villarejo. Empezó de manera expeditiva ordenando a los funcionarios 
que los documentos se guardaran en una planta distinta a la que 
alberga el juzgado y en un cuarto separado y protegido. Sabía que 
entre los legajos de Villarejo se escondían recibís de los fondos 
reservados, contratos con delincuentes y facturas con clientes, además 
de horas de grabación donde aparecen grabadas las voces de personas 
de toda índole e influencia. 

El rumor sobre la supuesta libertad de Villarejo se fue evaporando, 
sobre todo porque seguía entre rejas. García Castellón pidió al Centro 
Nacional de Inteligencia (CNI) que descifrara todo el material 


intervenido al expolicía. Incorporó también nuevas pruebas a las 
piezas que estaban en fase de investigación. A medida que pasaron las 
primeras semanas, y con ellas los primeros meses del año, la causa 
96/2017, más conocida como Operación Tándem o caso Villarejo, se 
convirtió en una macrocausa con múltiples piezas separadas. 

La información policial avanzaba y el número de imputados 
ascendía a cincuenta. Según los fiscales anticorrupción, existían 
suficientes indicios como para considerar que todos ellos colaboraron 
con la organización «parapolicial». Esos mismos fiscales sitúan a 
Villarejo como líder de la trama y al abogado Rafael Redondo como su 
persona de máxima confianza. La pieza principal dentro de la causa se 
denomina King, en ella se investiga la organización criminal a 
propósito de unos trabajos en Guinea Ecuatorial. Hay más: la Pieza 1 
implica al comisario Carlos Salamanca; la denominada Iron trata sobre 
el espionaje a un bufete de abogados; Land abarca la herencia de la 
familia García Cereceda, promotores de la lujosa urbanización 
madrileña La Finca; Pit recoge una extradición a Guatemala; Cinco 
contiene los audios sobre Corinna; Pintor, la extorsión al juez Urquía; 
Kitchen, el espionaje al tesorero del Partido Popular, Luis Bárcenas; 
Marbella habla sobre un empresario de la zona; BBVA trata de los 
encargos del banco a Villarejo y la Pieza 10 sobre la revelación de 
secretos con el secretario general de Podemos, Pablo Iglesias, como 
afectado. Con el tiempo se añadieron más piezas, como Comisarios, 
sobre la revelación de secretos de funcionarios policiales, que fue 
sobreseída; Dolset, que trata de distintas disputas empresariales; 
Zenyt, sobre los delitos fiscales de las empresas de Villarejo y otras 
acerca de sus relaciones con Iberdrola, Caixabank, Mutua Madrileña o 
sus investigaciones contra ACS y Florentino Pérez. 

Ante el tsunami judicial que se avecinaba, Villarejo decidió escribir 
al presidente del Gobierno, Pedro Sánchez: «Señor presidente, en mi 
defensa no tendré más remedio de forma inminente (...) que explicar 
por qué se ha permitido que se amenace a determinados jueces de la 
Audiencia Nacional con datos de su intimidad para que dejen de 
investigar temas que afecten al CND». Y anunciaba que, dada su 
situación de «desesperación», se verá obligado a relatar por qué se ha 
autorizado que el director del CNI, Félix Sanz Roldán, «trabaje en 


contra de los intereses nacionales y a favor de potencias extranjeras 
como Venezuela», o por qué se ha consentido «que se filtren datos 
contra nuestros monarcas». 

Asimismo, aseguraba «conocer por parte de quienes presumen de 
amistad conmigo en el CNI que su director ha procurado mi 
destrucción por todos los medios. No puede resultar más doloroso para 
quien ha entregado su vida entera al servicio de España, su seguridad, 
sus intereses y la libertad de sus ciudadanos. Y lo peor es el daño que 
la obsesión, diría que enfermiza del general Sanz Roldán, a mi persona 
ya ha causado y seguirá causando a las altas instituciones del Estado». 
Villarejo reprochaba que durante una comparecencia pública se le 
había presentado como a un «delincuente que chantajea al Estado» y 
le informaba: «No pretendo mejorar mi imagen ante usted, porque en 
alguna ocasión se ha pronunciado sobre los hechos que se investigan 
en mi caso, fijando por anticipado, y tengo que revelarle que para mí 
de una forma incomprensible y decepcionante, una sentencia 
condenatoria». 

Villarejo le recordaba a Sánchez que sus trabajos para los servicios 
secretos del Estado comenzaron en 1972, que se infiltró en las 
finanzas de ETA en América Latina o en el mundo de traficantes de 
drogas y armas, para lo que «se ganó la confianza de Al Kassar, 
Oubiña, Khashoggi o Vioque». Es obvio que quería usar el pasado para 
defender el presente. No era la primera vez que lo intentaba. 
«Examinad bien lo que hizo en la guerra sucia contra ETA», nos dijo 
un periodista que conoce bien al policía. «En este caso es de los 
buenos. O eso dice él», añadía. 


Extraños compañeros de cama 


El poder hace extraños compañeros de cama que antes o después se 
dejan llevar por la infidelidad. El 3 de marzo de 1996 el PSOE perdió 
las elecciones generales tras catorce años al frente del Gobierno. La 
relación que los unía con Convergéncia i Unió (CIU) había saltado por 
los aires meses antes, lo que les obligó, sin presupuestos ni apoyos, a 
convocar nuevos comicios a nivel nacional cuando aún no habían 


pasado ni tres años de los anteriores. Un joven con bigote en el verbo 
y sin encanto en la cara llamado José María Aznar llegó a La Moncloa 
con solo quince escaños más que Felipe González. El pujolismo de CIU 
sacó la caja registradora y lo apoyó tras el Pacto del Majestic a cambio 
de ceder más competencias a Cataluña. Al PP le bastó que su líder 
hablase «catalán en la intimidad», como confesó en TV3, y lograr un 
acuerdo con los regionalistas de Coalición Canaria para llegar por 
primera vez en su historia a la Jefatura del Ejecutivo. 

Los españoles aún estaban aprendiendo los nombres y apellidos de 
los nuevos mandatarios políticos cuando se produjo un extraño robo 
en la oficina privada del presidente del Comité Nacional de Conflictos 
del Partido Popular, Félix Pastor Ridruejo, uno de los antiguos 
fundadores de Alianza Popular al que todos consideran padre político 
de Aznar y uno de los grandes popes de la derecha española en 
democracia. José Manuel Villarejo explicó el suceso en una de sus 
notas informativas inéditas: «Resultan muy extrañas las circunstancias 
[del robo en sus oficinas particulares], simulando la entrada a través 
de una ventana (practicando un orificio donde no cabe la mano para 
abrir esta). No es la primera vez que este político ha sufrido 
allanamientos similares. En otra ocasión desaparecieron documentos 
que los ladrones interpretaron como interesantes desde el punto de 
vista político. En uno de los robos, al parecer confidencialmente, el 
antiguo jefe de los Grupos Omega de la GC le reconoció que hizo el 
trabajo cumpliendo órdenes. En el PP se baraja la hipótesis de que 
intentan encontrar documentación comprometedora al partido toda 
vez que a través de este político se dirimen los posibles trapos sucios 
del PP». 

Villarejo aprovechó el hurto para acercarse a la nueva formación 
dirigente y empezó a atacar al PSOE, donde durante años había 
encontrado apoyo, negocio y valedores. «Siempre se lo he dicho a 
Félix, yo tengo la cartera de un lado y el corazón en el otro. El 
corazón es vuestro. Siempre que gobernáis vosotros (el PP) nunca he 
ganado dinero, pero siempre que está el PSOE, son tan desastres, pues 
siempre me encargan cosas», aseguró Villarejo. 


Que ataque Villarejo a su antiguo valedor: el PSOE 


Sus ataques se recrudecieron y no sólo atañían a la formación 
socialista en su conjunto, sino que se centraron en el propio Felipe 
González y en Izquierda Unida: «NOTA INFORMATIVA N.?* 88; F/V NI88; 
M.E. 16.9.96 LÍNEAS DE INFORMACIÓN SOBRE LAS QUE SE TRABAJA 
ACTUALMENTE: Periodistas italianos que han contactado con dirigente de IU al 
objeto de informar de la presencia en España de Grupo Mafioso. El objeto de tal 
encuentro sería informar de que actualmente hay en España varios funcionarios 
del S. Secretos Italianos comprobando “Si como afirman los propios mafiosos, se 
encuentran en nuestro País organizando tramas económicas opacas y de 
distribución de drogas gozando de apoyo institucional (en su momento dado por 
dirigentes socialistas, uno de ellos TB (anonimizado por los autores). Algunas de 
estas informaciones pueden haber determinado la actual estrategia “agresiva” 


demostrada por Anguita en sus últimas declaraciones contra la Monarquía». 


El día anterior, Julio Anguita había convocado una rueda de 
prensa como secretario general del Partido Comunista y coordinador 
de Izquierda Unida con el fin de denunciar la existencia de una 
conjura de los poderes fácticos para imponer una Constitución 
antisocial. Anguita reivindicó el derecho a criticar al rey. «Se ha 
extralimitado al hablar de la OTAN», diría, y reiteró su deseo de 
reclamar la autodeterminación, el Estado federal y la república. 

Mientras tanto, el socio y pretoriano de Villarejo, Rafael Redondo, 
firmó las cuentas de la sociedad Hípica Andaluza S. L. en la notaría de 
Pastor Ridruejo. Villarejo asentó allí sus negocios hípicos de Córdoba. 
Sin embargo, no fue un registro societario más, sino el modo de 
acercarse de forma decisiva al partido que ostentaba el poder. 
Villarejo dio otra vuelta de tuerca a su personaje: si de joven había 
pasado de policía a sindicalista avezado y de la Brigada Político Social 
a los servicios como agente doble para el PSOE, ahora, con el PP en el 
poder, vio más cerca su gran meta existencial: convertirse en 
millonario. Para ello, no reparó en rumores y medias verdades 
siempre aderezadas con su «ADN de la rana». 

El tiempo pasaba y José Manuel Villarejo cada vez tenía menos 
nombre y más apellido. Nada quedaba de Pepe, el chico que nació en 
el seno de una familia humilde de El Carpio. En 1996, la gente lo 
enunciaba con una sola palabra: Villarejo... Los trajes negros, los 
zapatos de cordones, la espalda en descomposición, la vida como 


constante huida hacia la difusa frontera que separa verdad de mentira. 
Tras varias décadas de aquí para allá como un juguete del destino, 
empezó a pensar por primera vez que era capaz de fabricar, moldear y 
definir el futuro no solo de su propia persona, no ya de la Policía, de 
la política, de la empresa, de los negocios, de la Corona o del poder... 
sino de todo el país. Serán los años que marquen su futuro. Los años 
que recordará mucho tiempo después en la prisión de Estremera. 


Acoso y derribo al PSOE, defensa del PP 


Cuando el Partido Popular llegó al poder de la mano de José María 
Aznar, Felipe González se hallaba en el centro de la diana a la que 
apuntaba Villarejo: «Diversos periodistas se están intercambiando 
datos “calientes” sobre cuentas corrientes y otros datos oficiales de 
interés que se están “comprando” en Panamá y que entre otras altas 
personalidades podría afectar al ex-Presidente de Gobierno y algunos 
amigos o allegados (Sarasola entre otros)». La información, según 
Villarejo, «podría partir de antiguos militantes y colaboradores del 
PSOE desencantados por sentirse descolgados en la actualidad». 

El excomisario extendió su ataque de González al PSOE y acusó a 
la formación del puño y la rosa de «aumentar parcelas de poder en el 
control de medios de comunicación y de opinión. Empresas como 
Demoscopia y Sigma 2, dedicadas a la elaboración de censos, 
estadísticas, encuestas y otros muestreos de opinión y conducta se 
encuentran incursas en una guerra soterrada donde no son ajenos 
incluso las peores técnicas de intoxicación y sabotaje. En tal sentido, 
este verano, con ocasión de elaborar Sigma 2 el padrón municipal de 
Madrid sufrió una huelga “espontánea” que tuvo una inusitada 
proyección en medios de comunicación». 

El PSOE había caído, pero sus escándalos seguían vigentes: el 
rastro aún visible de los Grupos Antiterroristas de Liberación (GAL) y 
las andanzas del ex director general de la Guardia Civil, Luis Roldán, 
acaparaban portadas de periódicos y minutos en radio y televisión. El 
nuevo presidente del Gobierno, José María Aznar, no solo quería 
distanciarse de su antecesor en lo ideológico, lo que resulta evidente, 


sino también en la forma de gestionar. Para ello, una de sus primeras 
decisiones se centró en renovar la cúpula de la Policía. Por su parte, 
Baltasar Garzón, al frente de su juzgado en la Audiencia Nacional, 
inculpó a los generales Enrique Rodríguez Galindo, Andrés Cassinello 
y José Antonio Sáenz de Santamaría en el asesinato del etarra Ramón 
Oñaederra, alias Kattu, primer crimen de los GAL. 

El ex ministro del Interior José Barrionuevo aseguró en el 
Congreso de los Diputados que las acusaciones formuladas contra los 
tres generales eran «injustas», fruto del «sectarismo y de pasiones 
humanas» que no tenían nada que ver con la administración «recta» de 
la justicia, sino con «llenar de porquería». Las palabras de Barrionuevo 
encontraron respuesta en el nuevo ministro del Interior, Jaime Mayor 
Oreja, que destacó en el Congreso «la preocupación y tristeza» del 
Gobierno por la situación del caso GAL. También lamentó la 
inculpación de los tres generales en el asesinato de Oñaederra: «No 
sólo por la situación de los generales imputados, sino por los que se 
puedan producir sobre los responsables anteriores de la seguridad del 
Estado». Mayor Oreja reiteró que el Gobierno «prestará todo su apoyo 
a la justicia» y, preguntado sobre la posible desclasificación de 
documentos secretos, aseguró que «aquellos que no afecten a la 
seguridad del Estado dejarán de ser secretos». No obstante, la 
aseveración llevaba un matiz, ya que precisó que sería «una decisión 
del Consejo de Ministros». 

Algunos sectores políticos, militares, policiales y económicos 
vieron a Jaime Mayor Oreja como el enemigo a batir y se esforzaron 
en conocer y airear sus trapos sucios. Lo hicieron atacando a su 
hermano José, ingeniero de caminos que destacaba en el mundo de la 
construcción. A pesar de su juventud, 39 años, era uno de los 
principales directivos de Cobra, una empresa dedicada a la gestión de 
infraestructuras perteneciente al Grupo AGS, presidido por Florentino 
Pérez. 


Que hable Villarejo para proteger a Mayor Oreja: 


«Filtraciones interesadas que parten del Sindicato de Seguridad (Aprodex), donde 


genéricamente relacionan a José M.O. (hermano del actual M. De Interior) con 


pagos de comisiones diversas, algunas de ellas vinculadas con L. Roldan en la 
época en que éste ostentaba la Dirección de la G. Civil. Empresas como Cobra y 
Protecsa aparecen relacionadas con pagos sobre la autopista de Leizarán y los 
cuarteles de la GC en el Norte, donde se contrataba la limpieza y se pagaba a las 


mujeres de los GC que hicieran el trabajo a cambio de pagos en B». 


Villarejo trataba de posicionarse con la nueva cúpula de Interior 
utilizando a conocidos personajes públicos como Francisco Paesa o 
Javier de la Rosa: «Tanteos colaboracionistas que están recibiendo 
tanto Paesa como Javier de la Rosa por parte de servicios de 
información (ajenos al CNP). Tales contactos se están produciendo al 
interpretar estos servicios que tanto uno como otro “se han quedado 
huérfanos” con la reestructuración sufrida en la Cúpula Policial. 

A Paesa se le prometió respuesta rápida a unos proyectos que 
planteó antes del verano. Estos servicios de información le han 
prometido apoyo “al más alto nivel” si en el futuro las relaciones las 
mantiene con ellos. A J. de la Rosa le sorprende que los responsables 
de KIO estén negociando “su silencio” al margen de los “contactos 
oficiales” con que contaba con el anterior comisario de Información. 
La “colaboración” sería facilitándole una salida legal a su conflicto 
“controlada”, con aportación incluso de algunos documentos (confort 
letter y otros avales similares) que serían “fabricados” o en su defecto 
“retocados” otros ya existentes. Con ello se daría “cobertura” a su 
estrategia de defensa”, [sic]. 

Por otro lado, Villarejo siguió empeñado en la defensa del 
traficante de armas Monzer Al Kassar: «Continuo movimiento por 
parte de determinados miembros de los servicios de inteligencia 
alemanes para obtener información sobre “fundamentalismo 
islámico”. Un conocido “comerciante de armas sirio (AK) está siendo 
presionado para que colabore con estos servicios al margen de las 
Autoridades Españolas. En el pasado mes de julio AK recibió diversas 
llamadas entre ellas la de un “supuesto periodista”. El referido sujeto 
decía colaborar en nombre de los SS alemanes y pidió colaboración y 
dinero para evitar una “nueva campaña de prensa contra AK”. AK le 
dio excusas para alargar la respuesta y espera que en septiembre 
reanude los contactos y las presiones, incluso espera que este sujeto se 


desplace a España» [sic]. Villarejo no solo intrigó en esos años. 
Además, prestó servicios al Estado, según señala el entorno de José 
Luis Olivera. 


Hachís y evasión: los miedos de Oubiña 


En el año 2000, los efectos devastadores de un tsunami silencioso se 
cernían sobre Grecia con la llegada del nuevo siglo. Atenas era un 
paisaje inabarcable de grúas, excavadoras y nuevos cimientos. 
Llevaban casi tres años trabajando a destajo para construir numerosas 
instalaciones deportivas. En concreto, desde que el Comité Olímpico 
Internacional les concediera en Lausana la organización de los xxviii 
Juegos Olímpicos el 5 de septiembre de 1997. Este esfuerzo 
económico empezó a estrangular las cuentas del país. La deuda 
soberana aumentaba sin descanso para poder afrontar la entrada en la 
zona euro, prevista para 2001, y la celebración de los Juegos de 2004. 
El Gobierno griego falseó las cuentas con la complicidad de la entidad 
financiera Goldman Sachs. Mientras los inquilinos de los más 
distinguidos despachos proyectaban una imagen de euforia inventada, 
los ciudadanos comenzaban a sufrir los efectos de la crisis a pie de 
calle. Aún era casi imperceptible, pero los años previos a los Juegos 
Olímpicos quedaron para la historia como el pistoletazo de salida a 
dos décadas de ruina griega. 

En ese contexto, José Manuel Villarejo aterrizó en Atenas tras la 
pista del narco Laureano Oubiña, fugado y escondido de la justicia 
española. Villarejo consiguió su detención y la noticia apareció de 
inmediato en los periódicos: «Se acabó el periplo. El más célebre de 
los narcotraficantes gallegos ya durmió ayer entre rejas, en una cárcel 
ateniense. La policía griega lo detuvo en un hotel de la isla de Eubea 
con papeles falsos. El capo gallego no estaba solo. Le acompañaba su 
hijastro David Pérez Lago, actualmente en situación de libertad 
provisional bajo fianza de 25 millones de pesetas por su presunta 
implicación en la organización del transporte de 15 toneladas de 
hachís por el que la Policía pretendía detener a Oubiña cuando huyó 
de su domicilio, hace ahora 13 años», informaba La Voz de Galicia. 


Pocos días después de la detención, la mujer de Laureano Oubiña, 
Esther Lago, depositó una declaración jurada en una notaría de 
Madrid en la que indicaba que si le ocurría algo a su marido «el 
primer responsable es Monzer Al Kassar y, en segundo lugar, el Estado 
español». Ahora sabemos el porqué de aquel temor. 

Oubiña había huido de España en octubre de 1999 tras la 
Operación Ocaso, que supuso la incautación de quince toneladas de 
hachís y la detención de los seis tripulantes del barco con bandera 
hondureña Regina Maris. La Audiencia Nacional dictó una orden 
internacional de busca y captura contra él. Su detención era una 
prioridad para el Ejecutivo de José María Aznar y el Ministerio del 
Interior encargó la misión a Villarejo. 


Que hable Villarejo sobre Oubiña: 


«Una vez en libertad [Al Kassar] se inicia una maniobra de 
acercamiento del Ministerio del Interior utilizando a Villar [escribe 
sobre sí mismo en tercera personal bajo la cobertura de profesional de 
seguridad, comprobando que se mostraba totalmente colaborador con 


la justicia y con Interior». 


El policía sabía que Oubiña y Al Kassar habían coincidido en la 
prisión de Alcalá Meco en 1992. El traficante de armas estuvo en el 
módulo 6 de aislamiento y Oubiña en el 4. El narco gallego compraba 
fruta, salmón ahumado, conservas en fiambrera y otras viandas en el 
economato y se las pasaba a Al Kassar: «Con ese inocente trapicheo 
comenzó nuestra relación», recuerda el propio Oubiña.118 

A finales de 1994, Al Kassar invitó a cenar a Oubiña por 
sugerencia de Villarejo. En esa época ya eran dos hombres libres y 
seguían instalados en la idea de que el mundo de los negocios opacos 
estaba a sus pies: «Aquella noche fue cuando mi excompañero de asilo 
en Meco me ofreció participar en el tráfico de armas. Había comprado 
millones de toneladas de la antigua Unión Soviética y me preguntó si 
quería entrar en eso, me ofreció un porcentaje, unas condiciones muy 
buenas para él...», cuenta Oubiña, quien se negó. 

Al tiempo que Villarejo recibía la orden de la Dirección General 
Operativa para encontrar al narco gallego, él insistía a Al Kassar para 


que diera con el gallego, pero la respuesta nunca llegaba. Al Kassar 
intentó llegar a Oubiña a través de su familia, sin embargo, todos los 
esfuerzos fueron infructuosos porque las personas con las que contactó 
decían desconocer dónde estaba. El gallego siempre había desconfiado 
del sirio. 

Oubiña, por su parte, también recuerda aquellos días: «En julio de 
1999, [Monzer Al Kassar] me pidió participar en los beneficios de un 
alijo de hachís. Los propietarios del cargamento aceptaron y se 
descargó en dos lugares distintos de Francia. El dinero lo adelanté yo 
por él, que no terminó de pagar la cantidad completa. Me quedó a 
deber 2,5 millones de florines (unos 175 millones de pesetas). La 
mercancía no era mía, los propietarios me la cobraron a mí. Tuve que 
pagar aquella cantidad que correspondía al sirio a mediados del año 
2000 cuando me encontraba refugiado en Grecia»119. 

Al final, el tedio de una vida a la sombra de la propia vida hizo 
que Laureano Oubiña relajara las precauciones. Se dejó llevar por la 
curiosidad de lo que le podía ofrecer Monzer Al Kassar y pidió a un 
familiar que le entregara un número de teléfono y un mensaje: 
«Cuando llegues a Atenas, llama». 

Villarejo, agazapado en la espesura del doble juego, actuaba con el 
sigilo de un francotirador paciente. Cuando se produjo el movimiento 
de Oubiña, aprovechó para escribir un informe confidencial: «LUIS [Al 
Kassar] llamó (1-9) para confirmar que la mujer de OU [Oubiña] le 
había emplazado para un encuentro el próximo martes. Aviso 
consecuente con TRIGO, estando pendiente ahora de detalles de la 
entrevista en cuestión. Confirmada reunión el martes 5 con el hijo de 
OU. Se mantuvo puntualmente informado a TRIGO, incluso de los 
datos del vehículo utilizado (Audi gris matrícula C-99...-CH). Se 
acuerda una posible cita con OU entre el 15 y el 30 de este mes, 
presumiblemente en Grecia». 

El resto es historia publicada: Oubiña estaba en el vestíbulo del 
Hotel Pelagos cuando Al Kassar entró y fue hacia él. «Me dio un 
abrazo y sentí en el pecho el peso de su chaleco antibalas», rememora 
Oubiña en su biografía. 

—Vamos a cenar, traigo hambre —fue lo primero que Al Kassar le 
dijo a Oubiña. 


Aquellas palabras fueron una pasarela hacia la cárcel. Dos policías 
griegos detuvieron a Oubiña de inmediato. Villarejo lo vio todo desde 
lejos: «Con el tiempo [Al Kassar] me pagaría ese favor con las mismas 
monedas que Judas cobró para entregar a Jesucristo», sentenciaría 
después Oubiña. 


Pablo Vioque 


Cuando la ambición se vuelve debilidad, los buitres acuden con 
babero al festín. Pablo Vioque se pasó de frenada en sus aspiraciones 
materiales el día que intentó engañar a unos capos colombianos de la 
droga. Perdió la mano derecha como escarmiento. A cambio, 
consiguió que Villarejo se interesara por él. Corrían los primeros años 
de la década de los 90. 

«Soy confidente de la policía desde septiembre de 1995», reconoció 
Pablo Vioque en sede judicial a preguntas de la Fiscalía. Había nacido 
en 1953 en Cáceres. Según el libro Fariña, obra del periodista Nacho 
Carretero, antes de dedicarse a la narcoabogacía en Galicia Vioque 
había llegado a Vilagarcía de Arousa en 1975. El marido de una de sus 
hermanas le había prometido trabajo en la Cámara de Comercio si 
acababa Derecho. Con esa promesa en la cabeza y mucha ambición en 
la maleta, empezó en esta institución como secretario después de 
licenciarse. 

El letrado no tardó en extender sus actividades y ponerlas al 
servicio del mejor postor. Además de abogado hizo de asesor, 
bróker... de manera que en cinco años ya era uno de los amos de la 
ría de Arousa. Iba de aquí para allá con un Porsche rojo, vehículo muy 
por encima de las posibilidades que daban las 150.000 pesetas que 
ganaba en la Cámara de Comercio. En la cartera de clientes que 
mantenía gracias a sus ocupaciones fuera del trabajo había nombres 
como Sito Miñanco o Laureano Oubiña. Aquellos negocios daban 
mucho más dinero que la formalidad institucional o la rigidez de la 
toga. 

Sin embargo, los golpes de suerte tienen algo en común con el 
mar: las resacas que dejan tras de sí pueden ser muy peligrosas. Los 


narcotraficantes colombianos perdieron la mayoría de sus fardos en el 
desembarco de 2000 kilos de cocaína en la costa coruñesa de Cedeira. 
Vioque controlaba la operación y puso como excusa las diabluras que 
suele hacer la marea cuando el tiempo está contrariado. En aquella 
operación se salvaron 300 kilos que Vioque envió a Valencia a 
espaldas de los narcos sudamericanos. Fueron decomisados. Los fardos 
salieron en el Telediario con el símbolo del dólar impreso, distintivo 
que solo conocía Vioque... y los propietarios de mercancía. 


Que hable Villarejo sobre el narco colombiano: 


Los traficantes colombianos tardaron muy poco en ponerse en contacto 
con Vioque para solicitarle una reunión. Poco después, Villarejo lo 
captó como confidente: «Infiltración en entorno del abogado-traficante Pablo 
Bioque (sic), para ganar su confianza, durante meses previos a su detención 
definitiva». 

Villarejo puso las cosas claras desde el principio: colaboración o 
cárcel. El policía registró sus planes en un informe inédito: 
«Profesionales del Derecho que estarían dispuestos a colaborar con el CNP 
aportando datos confidenciales sobre organizaciones criminales internacionales 
(básicamente mafias rusas y árabes). Estos datos se refieren fundamentalmente a 
gestiones para constituir sociedades y “coberturas legales” para operar en España 
(preferentemente Mallorca y Costa del Sol). Exigen el máximo de cautela en el 
manejo de estos datos ya que incluso algunos podrían afectar a actividades de 
sus propios clientes. DIFUSIÓN RESTRINGIDA M.E. 16.9.96» 


Vioque colaboró de forma decisiva en algunos éxitos de Villarejo. 
Por ejemplo, en la Operación Santo, donde el narcoabogado facilitó 
los datos de José Luis Orbáiz —cliente de su despacho profesional y ex 
guardia civil— y, como consecuencia, cayó con casi 1000 kilos de 
cocaína en 1996. Un año después, Vioque no tenía nada que ofrecer. 
Baltasar Garzón ordenó su detención después de tomar declaración a 
Manuel Vázquez, un «segundón» de la droga apodado Piturro, que 
señaló a Vioque como «el jefe de la organización contrabandista». 
Vioque afirmó que «los Piturros se convirtieron en testigos protegidos 
cuando la Guardia Civil ya los había implicado en todo tipo de 
pruebas». 


Garzón recordó aquel caso en su libro El punto de mira: «...Asesor 
de los narcos Pablo Vioque, vinculado a algunos políticos del Partido 
Popular de Galicia y que hacía campañas de regalos de Navidad, al 
que detuve en 1997 por una operación de blanqueo y por su 
participación en un alijo de dos mil kilos de cocaína en virtud de las 
declaraciones de dos arrepentidos. Tras ser puesto en libertad por el 
juez Gómez de Liaño, fue preso por orden mía y posteriormente 
condenado en dos ocasiones, la última por urdir la trama para asesinar 
al fiscal Zaragoza». 


Operación Avispa 


El 20 de junio de 2005 se inició la primera fase de la Operación 
Avispa, una de las más importantes tanto en España como en el resto 
de Europa contra las mafias de origen ruso. La Policía detuvo a 
veintiocho personas en una operación que se desarrolló de manera 
coordinada en Cataluña, Murcia, Málaga y Alicante. Muchos de ellos 
fueron acusados de asociación ilícita, blanqueo de capitales y quiebra 
fraudulenta. Sin embargo, los agentes no pudieron conseguir el 
objetivo principal: poner ante un juez a Zakhar Kalashov. 

Al tiempo que se desarrollaba la Operación Avispa, Pablo Vioque 
salió de la cárcel. Días después de pisar suelo libre, le propusieron el 
primer negocio turbio. Así lo declaró el 3 de julio de 2008 ante el juez 
de la Audiencia Nacional Fernando Andreu: «En abril de 2007 una 
persona que no es española me ofreció que trasladara 300 millones de 
euros de Kalashov a un paraíso fiscal. Me ofrecieron el 10% de esa 
cantidad para mí y el 2% para la persona que me hizo la oferta». 

Poco después, Kalashov empezó a ver pasar su vida tras los 
barrotes: «No es un preso cualquiera. Ocupa una celda de 10 metros 
cuadrados que es revisada diariamente y de la que le cambian cada 
cierto tiempo. Transcurridos unos meses, le trasladan de cárcel. A 
derecha e izquierda no tiene vecinos: esas celdas están 
permanentemente vacías por precaución. Cada día se le permite el 
acceso a un pequeño patio dos horas por la mañana y dos por la tarde. 
Algunas veces pasea solo. Nunca le acompañarán más de dos presos. 


El hombre que en su día fue conocido como el Invisible es hoy el preso 
más valioso y protegido en una cárcel española», publicó El País en 
2007.120 

Según la documentación de la causa contra Kalashov, Vioque se 
convirtió en el principal testigo de la acusación: «En las 
conversaciones que tuvimos [se refiere a los contactos que mantuvo 
con el supuesto intermediario de Kalashov] me dijo que el dinero 
procedía de actividades ilegales y que por eso cobraban buenas 
comisiones (...) Esa información me fue confirmada después por otras 
personas que habían efectuado una operación de blanqueo para 
Kalashov de 20 millones de euros (...), que ingresaron en unas cuentas 
corrientes de Gibraltar». 

El fiscal Anticorrupción José Grinda lideró aquella causa sin saber 
que Villarejo uniría sus intereses a los de la mafia rusa para intentar 
destruirlo. Poco después, el cáncer devoró los últimos días de Vioque 
hasta llevarlo a la muerte. 


Guerra sucia contra ETA 


En marzo de 1995, El Mundo dio una de sus grandes exclusivas: 
«Aparecen los cadáveres de Lasa y Zabala tras haber sido torturados y 
enterrados en cal viva». Años atrás, los restos de dos hombres habían 
aparecido en el cementerio alicantino de Busot. Una vez reveladas sus 
identidades, se supo también que fueron asesinados por los Grupos 
Antiterroristas de Liberación (GAL) durante la Presidencia de Felipe 
González. 

Pocos días después de que los nombres de José Antonio Lasa y José 
Ignacio Zabala sacudiesen la conciencia del país, el comisario de la 
Policía Judicial, Enrique de Federico, esperó en el aeropuerto de 
Barajas la llegada de un avión en el que viajaba la secretaria de Estado 
de Interior, Margarita Robles. Después de aterrizar, se dirigieron a 
Madrid. Conducía De Federico, quien entró en un aparcamiento 
público y se dirigió hacia la última planta. 

—Marga, ¿sabes dónde nos estamos metiendo? ¿Vamos hasta el 
final? Si no, no entro. 


—Enrique, vamos hasta el final, ya me conoces. A por ellos, caiga 
quien caiga. 

—Entonces, quiero protección para mi familia. Como siempre 
Marga, a tus órdenes. 

Margarita Robles encargó a Enrique de Federico una misión 
complicada: investigar a la Guardia Civil. Sabedor de las dificultades, 
el mando policial se apoyó en la Brigada de Información. Las rencillas 
entre la Benemérita y la Policía Nacional se volvieron tensas como un 
alambre de espinos. 

De Federico tenía por delante una labor ingente, ya que dirigía 
todos los sumarios abiertos en la Audiencia Nacional. Entre otros, 
estaban implicados presuntamente los guardias civiles del cuartel de 
Intxaurrondo, situado a las afueras de San Sebastián. Centro de 
torturas para unos, de vigilancia contra ETA para otros. Al poco de 
comenzar su labor, recibió las primeras amenazas, cartas anónimas, 
llamadas, controles y pinchazos telefónicos. Sin embargo, a pesar de 
esta presión, Enrique de Federico logró las declaraciones de dos 
testigos que permitieron a los jueces de la Audiencia Nacional 
mantener abiertos los sumarios de los GAL: «El testimonio de estos dos 
testigos, localizados por Enrique de Federico, ha permitido al juez 
adoptar medidas cautelares contra los exagentes de Intxaurrondo, 
Enrique Dorado Villalobos y Felipe Bayo Leal, el teniente de este 
Cuerpo, Pedro Gómez Nieto, y el general de brigada Enrique 
Rodríguez Galindo», señaló el diario El Mundo. 

Mientras Enrique de Federico avanzaba en el cometido que le 
había encargado Margarita Robles, comenzaron las filtraciones a los 
diarios. José Manuel Villarejo entró en acción para bucear en la 
historia oculta de la guerra sucia. El primer caso en el que se detuvo 
fue la muerte de Mikel Zabalza, un conductor vasco de autobuses. 
Zabalza fue detenido en 1985 por agentes de Intxaurrondo como 
presunto colaborador de un comando de ETA. La versión que facilitó 
entonces el Gobierno Civil de Guipúzcoa señalaba que «Zabalza se 
fugó cuando era conducido esposado por la Guardia Civil hacia el ya 
abandonado cuartel de Endarlaza para descubrir un zulo de ETA». La 
misma versión oficial precisaba que el presunto etarra se arrojó al río 
Bidasoa durante su huida para escapar de los cuatro agentes que lo 


custodiaban y que por ello murió ahogado. Lo cierto es que su cuerpo 
sin vida aparecería veinte días más tarde. 


La bañera 


«Guardias civiles del cuartel de Intxaurrondo (San Sebastián) 
ahogaron en una bañera al presunto colaborador de ETA Mikel 
Zabalza durante una sesión de interrogatorio en 1985, y 
posteriormente le inyectaron en los pulmones agua del Bidasoa y 
arrojaron su cadáver al río, para simular que había perecido ahogado 
en sus aguas», informó Fernando Lázaro en El Mundo. La Audiencia 
Provincial de San Sebastián archivó el caso tres años después por falta 
de pruebas. Dio por buena la versión oficial de la Guardia Civil, cuyos 
responsables aseguraron que el presunto etarra falleció en el Bidasoa 
al intentar huir de un grupo de agentes. 

La investigación paralela de Enrique de Federico, sin embargo, 
concluyó de otra forma: «Zabalza fue torturado y muerto por guardias 
civiles de Intxaurrondo, algunos de los cuales participaron también en 
el secuestro y asesinato de los etarras José Antonio Lasa y José Ignacio 
Zabalza». Según los testimonios recogidos por El Mundo entre agentes 
destinados en Intxaurrondo: «Zabalza fue interrogado y torturado en 
las dependencias de aquella comandancia para arrancarle toda la 
información que tuviera en su poder de la organización terrorista... A 
los torturadores se les fue la mano y Zabalza falleció ahogado». 

Esas mismas fuentes aseguran que sus últimas horas fueron un 
calvario. El presunto etarra fue «crucificado» sobre una puerta de 
madera, así llamaban al ritual por el que colocaban el cuerpo de un 
hombre en esa superficie con los brazos extendidos y las muñecas y 
los tobillos sujetos con argollas. Los verdugos inclinaban la puerta con 
el cuerpo inmovilizado sobre una bañera rebosante de agua. 
Introducían la cabeza y el cuerpo. Lo mantenían hasta que la asfixia se 
adueñaba de sus pulmones. En ese momento, vigilantes ante el riesgo 
de sobrepasar la difusa línea que separa la vida de la muerte, extraían 
la cabeza del torturado y volvían a colocar la puerta en posición 
vertical. Repetían la misma operación una y otra vez. En una de las 


inmersiones, los espasmos de Zabalza fueron especialmente abruptos 
y, de repente, se hizo el silencio pesado que precede a la muerte. Dejó 
de gritar. Dejó de moverse. Dejó de respirar para siempre. 

Cuando pusieron la puerta en posición vertical y observaron el 
cuerpo sin vida de Mikel Zabalza, los torturadores comprendieron las 
consecuencias de sus actos: «Con el fin de evitar que se supiera que 
Zabalza había muerto durante los interrogatorios a que fue sometido 
en Intxaurrondo, los agentes que le torturaron ordenaron a un 
compañero ATS que se encontraba en ese momento en el 
acuartelamiento que le inyectase en los pulmones, con ayuda de una 
jeringuilla, agua previamente extraída del Bidasoa, con el objetivo de 
aparentar que el presunto activista había perecido ahogado en el río, 
al que posteriormente arrojaron su cadáver», cuenta Fernando Lázaro. 
Según el testimonio de un ex guardia civil destinado en aquella época 
en Intxaurrondo, el entonces comandante Rodríguez Galindo hizo su 
aparición en la sala de interrogatorios visiblemente excitado. En 
cuanto fue informado por uno de sus hombres de que Zabalza gritó: 
«¡Me habéis hundido!». Aquel grito se oyó en todo el cuartel. Fue la 
réplica que su desesperación dio al grito previo del sargento Fabián 
Dorado, quien al ver el cuerpo sin vida de Zabalza solo alcanzó a 
chillar: «¡Buscad un médico, buscad un médico!». 

Al día siguiente, los tenientes Espejo y Gonzalo, presentes en el 
interrogatorio, fueron convocados de urgencia a la Dirección General 
de la Guardia Civil. Allí se cocinó una versión falsa que sirvió después 
a los medios de comunicación. El presunto etarra estuvo desparecido 
durante veinte días después de ser detenido. Durante los primeros 
quince, submarinistas de la Cruz Roja rastrearon sin éxito el cauce del 
río Bidasoa. Horas después de que la Cruz Roja abandonara la 
búsqueda, efectivos de la Guardia Civil localizaron el cadáver de 
Zabalza a 200 metros del lugar en el que los agentes habían situado su 
huida durante la primera declaración. 

La autopsia fue clara: Mikel Zabalza falleció asfixiado por 
inmersión, pero su muerte se produjo quince o veinte días antes de 
que apareciera. Su cuerpo había permanecido en el agua durante todo 
ese tiempo. Villarejo localizó a un testigo: Vicente Soria, un guardia 
civil que se encargó de dar su nombre a los medios de comunicación. 


Empezó entonces la batalla entre periódicos por conseguir la 
declaración definitiva. 


En los juzgados 


El 16 de julio de 1999, en el Juzgado de Instrucción n.” 1 de San 
Sebastián, el comisario Enrique de Federico, ex responsable de la 
Policía Judicial, declaró ante el magistrado Fernando Andreu sobre la 
muerte del conductor de autobuses Mikel Zabalza, detenido el 26 de 
noviembre de 1985 por la Guardia Civil y cuyo cadáver apareció el 15 
de diciembre del mismo año en el río Bidasoa, a la altura de la 
población navarra de Endarlaza. 

El juez Andreu reabrió el caso después de las informaciones que 
achacaban la muerte de Zabalza a las torturas que sufrió por parte de 
unos guardias civiles. En todo este proceso hubo un nombre clave: 
Vicente Soria. Este ex guardia civil aseguró que vio el cadáver de 
Mikel Zabalza en el cuartel de Intxaurrondo mientras trataban de 
reanimarlo. También declaró el «agente infiltrado» José Luis Cervero, 
una suerte de Villarejo de la Guardia Civil que, en vez de hacerse pasar 
por detective privado, trabajaba como periodista y firmaba con el 
seudónimo de Jesús Mendoza. 

Cervero informó en 1993 al teniente coronel Jorge Marín que tenía 
en su poder el número de la matrícula y el modelo del vehículo con el 
que trasladaron a Mikel Zabalza desde Intxaurrondo al río Bidasoa. 
Por su parte, Jorge Marín recogió la confidencia del entonces ex 
guardia civil en una «nota interna» que decía: «Fecha: 21. Sep. 03; 
Asunto: entrevista con el exsargento Cervero». 

La prueba de cargo era una cinta magnetofónica que el diario El 
Mundo había entregado en el Juzgado n.” 1 de Instrucción de San 
Sebastián en junio de 1996. En ella, el guardia civil Vicente Soria 
relataba quiénes, cuándo y cómo asesinaron a Mikel Zabalza. Vicente 
Soria manifestó en 1996 en El Mundo que vio el cadáver de Zabalza 
vestido con un mono azul, en un ascensor del acuartelamiento de San 
Sebastián y que luego comprobó cómo lo trasladaban en la ronda — 
término con el que los guardias civiles se refieren a los automóviles— 


hasta una pequeña piscina que utilizaban los buceadores de aquella 
comandancia. 

Los periodistas trataban este caso con mucha cautela. Preguntaban, 
apuntaban y contrastaban los detalles de cada información. No 
obstante, Vicente Soria, presionado por sus antiguos compañeros y 
jefes de cuartel, pactó unas declaraciones con un periódico nacional y 
dijo: «Los periodistas me han presionado y ofrecido dinero para que 
ataque a [Enrique Rodríguez] Galindo». Inmediatamente después, la 
cinta magnetofónica salió a la luz pública y Soria se retractó. Aseguró 
que los periodistas nunca lo habían presionado y que tampoco le 
habían ofrecido nada a cambio de la información. 
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Capítulo 15 
Jesús Gil 


Asistí en 1996 a un espectáculo lamentable, cuando algunos mandos policiales, 
viendo que iba a ganar el PP las elecciones, pasaban información con el ánimo 


de medrar en los nuevos puestos. 


Margarita Robles 


«Villarejo espió a tu padre a través de Juan Antonio Roca. El Gobierno 
de José María Aznar aprovechó su mala salud para atacarle», 
informamos a uno de los hijos de Jesús Gil en un hotel de Barcelona. 
«No me extraña», nos respondió lacónico el hijo de Gil, que se 
deshacía en buenas palabras hacia su progenitor. Cuando sus ojos 
perdieron el brillo de la nostalgia y empezaron a mostrar tristeza, 
empezamos a contarle la siguiente historia: 

El 7 de enero de 1999, el alcalde de Marbella y presidente del 
Atlético de Madrid, Jesús Gil, entró enfermo en la cárcel de Alhaurín 
de la Torre. El titular del Juzgado n.” 7 de Marbella, Santiago Torres, 
decidió su ingreso en prisión por el llamado caso Camisetas. En 
aquella época, los jugadores del Atlético de Madrid lucían publicidad 
de la ciudad de Marbella en sus equipaciones. Con aquel nombre 
serigrafiado sobre el pecho, habían conseguido el histórico doblete de 
Liga y Copa en 1996. Tres años después de aquel hito deportivo, a Gil 
se le imputaban los delitos de malversación de caudales públicos — 
desvío de cuatrocientos cincuenta millones de pesetas del 
Ayuntamiento al Atlético—, falsedad (en documento público y 
contable) y prevaricación.121 La conmoción fue inmediata. Los 
marbellíes se lanzaron a la calle para pedir la libertad de su primer 
edil y organizaron manifestaciones en la puerta de la cárcel provincial. 
Todos los días acudían miles de personas al mismo sitio y a la misma 


hora sin que existiesen WhatsApp o Twitter para coordinar las 
movilizaciones. Entre ellos estaba uno de los concejales más 
destacados del Grupo Independiente Liberal (GIL), Julián Muñoz. 

Jesús Gil apenas durmió tres noches en el centro penitenciario. Un 
cuadro severo de arritmia e hipertensión durante la madrugada del 11 
de enero provocó que lo trasladasen de urgencia al Hospital Clínico 
Universitario de Málaga, donde pasó tres días ingresado. Finalmente, 
un informe médico convenció al juez Torres, que decretó su libertad 
bajo fianza de cien millones de pesetas. Gil salió escoltado del hospital 
por un coche de la policía. 

La historia de Jesús Gil es la historia de la España de la Transición. 
Después de cuarenta años bajo un statu quo casi monolítico, 
empezaron a democratizarse los proyectos económicos y, con ellos, 
apareció una nueva clase social de aventureros y oportunistas que 
querían hacer negocio con las divisas del instinto y la osadía. Gil era 
el primogénito de un matrimonio humilde. Destacó por su capacidad 
emprendedora, como demuestra la urbanización que promovió en Los 
Ángeles de San Rafael durante la década de los 60. En 1969, cedió el 
techo de un restaurante de la urbanización y murieron cincuenta y 
ocho personas. Gil, que además de promotor también era propietario, 
fue juzgado y encarcelado por homicidio involuntario. Con una 
condena a cuestas de cinco años, prometió indemnizar con un millón 
de pesetas a cada una de las familias de los fallecidos. El Gobierno 
dictatorial de Francisco Franco lo indultó tras cumplir dieciocho meses 
de cárcel y pagar cuatrocientos millones de pesetas. 

Después del trágico desastre de Los Ángeles de San Rafael, Gil 
prosiguió con sus negocios, pero alejado de los medios de 
comunicación. Años después, empezó a dar los primeros pasos de su 
carrera política a través del deporte de masas. La década de los 90 
revolucionó el fútbol profesional en todo el mundo. Los jugadores 
pasaron a ser grandes celebridades a nivel global; los clubes, 
empresas; sus presidentes, hombres con gran popularidad y poder. 
Jesús Gil vislumbró esa transformación antes de que se produjese y, 
consciente de los beneficios que le podía generar, en 1987 se presentó 
como candidato a la presidencia del Atlético de Madrid. Rivalizó con 
el empresario Salvador Santos y con los exministros Agustín 


Cotorruelo y Enrique Sánchez de León, pero salió victorioso cuando 
solo llevaba seis años como socio del club. 

En paralelo, Gil llegó a Marbella con la intención de convertirse en 
un constructor de referencia. No obstante, el Ayuntamiento de la 
ciudad andaluza frenó una y otra vez sus planes de expansión 
inmobiliaria. Gil no desistió hasta que concretó sus proyectos. Los 
primeros años al frente del Atlético de Madrid dimensionaron su 
figura pública, circunstancia que aprovechó para presentarse a las 
elecciones municipales de Marbella. El negocio pasaba por la política 
y Gil no quería que se le escapase ese tren. El 26 de mayo de 1991, el 
presidente del Atlético se convirtió también en alcalde Marbella. El 
Grupo Independiente Liberal (GIL) se impuso por mayoría absoluta 
tras conseguir diecinueve de los veinticinco ediles que conformaron el 
consistorio marbellí. 

«¡El pueblo estaba cabreado y dijo basta!», gritó Gil para resumir 
su victoria, pionero también en perfilar los discursos políticos con el 
trazo grueso del populismo. Sus pensamiento políticos y económicos 
se resumían en unas cuantas soflamas: «Las calles de Marbella están 
llenas de prostitutas, lesbianas y drogadictos», «Si los negocios de Gil 
van bien, Marbella va bien». 

Sin ningún tipo de complejo, mientras compaginaba la dirección 
política de Marbella y la Presidencia del Atlético, ese verano presentó 
Las noches de tal y tal, un programa emitido por Telecinco, donde Gil 
opinaba sobre distintos temas de actualidad metido dentro de un 
jacuzzi y rodeado de mujeres en biquini. El estreno en pantalla arrasó, 
alcanzando una cuota de audiencia que sobrepasó el 40% de los 
telespectadores. 


Segunda oportunidad 


El 17 de abril de 1994, el Gobierno del Partido Socialista, con Juan 
Alberto Belloch al frente del Ministerio de Justicia, indultó a Jesús Gil. 
Estaba condenado por un delito de estafa a dos meses de arresto 
mayor y suspensión de cargo público tras vender una parcela 
embargada en Los Ángeles de San Rafael. Era la segunda vez que un 


indulto libraba a Gil de los rigores de la ley. Primero, fue Franco en 
1969; después, el PSOE. Esta concesión le permitió revalidar su triunfo 
en las elecciones municipales de 1995. El GIL dio un doble golpe: 
afianzó la mayoría absoluta en Marbella y la extendió también a 
Estepona, donde Jesús Gil hijo se hizo con la alcaldía. 

Nada ni nadie frenó a Gil. En política, su partido creció en votos 
con cada nueva legislatura. Parecía no tener techo en el sur de España. 
A nivel deportivo, el Atlético de Madrid ganó fortaleza año tras año. 
La inestabilidad social dentro del club, con un desfile interminable de 
entrenadores, no fue óbice para que el equipo levantase títulos 
importantes: en 1991 y 1992, la Copa del Rey; en 1996, Liga y Copa. 
Poseía uno de los mejores conjuntos de su historia con jugadores como 
Kiko, Pantic, Caminero o Simeone. Jugó la Champions League y miró 
de tú a tú a Real Madrid y Barcelona. 

Sumido en esa espiral de euforia, popularidad y éxito que creció 
sin pausa durante varios años, Jesús Gil decidió dar un paso más en 
los comicios autonómicos y municipales de 1999. El Grupo 
Independiente Liberal (GIL) presentó candidatos en Ceuta y Melilla. 
En pleno éxtasis populista, Gil pronunció una frase que supuso su 
sentencia: «Quiero ser presidente del Gobierno para limpiar España». 
En Madrid, alguien dijo ¡basta! Aquella osadía precipitó su entrada en 
la prisión de Alhaurín de la Torre. Ante la aparición de un político 
populista que podía comerse parte del pastel a nivel nacional, los 
mecanismos internos del Estado dictaron sentencia y apuntaron contra 
cualquier debilidad. 

Dentro del Ministerio del Interior que encabezaba Jaime Mayor 
Oreja designaron a José Manuel Villarejo para que terminase con la 
carrera política de Jesús Gil. Algo que, por supuesto, ignoraba el 
afectado, del mismo modo que lo ignoraba la Fiscalía Anticorrupción, 
que simplemente recibió informes que demostraban el desvío de 
cuatrocientos millones de pesetas del Ayuntamiento marbellí al 
Atlético de Madrid. «Presentarnos en Ceuta y Melilla fue nuestra 
sentencia de muerte», diría Gil años después. Es la tesis que mantuvo 
su entorno. La forma en la que explicaban la rápida caída a los 
infiernos de alguien que, como en las tragedias griegas, se creyó 
invencible hasta que el destino le paró los pies en seco. 


Aquellas sospechas fueron certezas sin confirmar. No obstante, 
Jesús Gil, patriarca monolítico, nunca hubiera imaginado que dos de 
sus hombres más cercanos serían los traidores. El último año del siglo 
xx y el primero del siglo xxi fueron nefastos para Gil. El Atlético de 
Madrid bajó a Segunda División por primera vez desde 1934 y él fue 
condenado a veintiocho años de inhabilitación y a seis meses de 
arresto. El Tribunal Supremo confirmó la sentencia el 5 de abril de 
2002. El día 24 de ese mismo mes, débil y cansado, Gil dimitió como 
alcalde y renunció a su acta de concejal. Así acabaron los días de 
gloria de un icono de la cultura popular española de la década de los 
90. 


El delator y el confidente de Villarejo 


La caída de Jesús Gil tuvo varios protagonistas que, por miedo o 
ambición, traicionaron a su mentor para sobrevivir en el océano 
oscuro de la política. Para derrocar a alguien se requiere información, 
pocos escrúpulos, confidencias y una orden política, algo que sabía 
muy bien Villarejo cuando asumió la tarea de llevarse por delante a 
Gil. Dos fechas y dos protagonistas fueron clave en esta historia. 

El 15 de enero de 1999, Jesús Gil no entró solo en la prisión de 
Alhaurín de la Torre. Días después lo hizo su abogado personal, José 
Luis Sierra. Cuando salió de prisión al cabo de un mes, Sierra lo hizo 
resentido: «He servido a Jesús Gil durante 19 años y he estado callado, 
pero me han abandonado en el campo de batalla», aseguró. Había sido 
la mano derecha de Jesús Gil, la persona que preparó su desembarco 
en Marbella en 1991. Gil, siempre fiel a su estilo, alardeaba de tener 
en nómina al mejor abogado de España. 

«Además de diseñar el entramado de empresas municipales en las 
que se descargó el grueso de la gestión municipal y desde las que se 
desviaron los fondos públicos, el letrado madrileño ideó también las 
recalificaciones para incrementar la edificabilidad a cambio de que la 
mitad de la plusvalía fuera para el municipio»:22. Sierra nunca hubiera 
imaginado que sus creaciones financieras lo llevarían a la cárcel. Pocos 
días antes de entrar en Alhaurín, la mujer del letrado, Miriam 


Martínez, recibió un mensaje: «Que el GIL retire sus candidaturas en 
las poblaciones de Ceuta y Melilla y todo será más benévolo». 

La presencia del partido en ambas regiones había creado un 
problema de Estado, «como tantas veces y tan importantes personas 
nos anunciaron», señala el entorno de Sierra. Siempre creyeron que la 
dureza con la que fueron tratados por parte de los fiscales se debió a 
que se habían presentado en el norte de África. 

En febrero de 1999, Juan Antonio Roca, gerente de urbanismo del 
Ayuntamiento de Marbella y hombre de confianza de Jesús Gil, llegó a 
la sede del Partido Popular para informar de los planes del alcalde en 
las siguientes elecciones autonómicas. Oculto entre las sombras que 
proyectaba el aparcamiento de la calle Génova, tomó el ascensor 
privado hacia la planta noble del edificio junto con Luis Vicente Moro, 
delegado del Gobierno en Ceuta y persona cercana al presidente José 
María Aznar. 

Roca iba a traicionar a Jesús Gil, a pesar de que a su lado había 
conseguido una fortuna de más de doscientos cincuenta millones de 
euros entre coches de lujo, propiedades y obras de arte. El gestor 
había constituido una sociedad, Planeamiento 2000 S. L. y había 
puesto su oficina en frente del Club Financiero de Marbella. Por aquel 
lugar, una especie de segundo gobierno de la ciudad, debía pasar a 
pagar cualquier persona que deseara realizar una actividad 
empresarial en Marbella. Villarejo lo había captado poco antes de que 
el imperio Gil saltara por los aires. Le había prometido que si 
«ayudaba», los populares podían concederle «impunidad». 

Con esa frase grabada en la mente, Juan Antonio Roca se reunió 
con la cúpula del Partido Popular. Los máximos representantes del 
partido a nivel interno le trasladaron una profunda preocupación «por 
la creciente expansión de Gil y su temor por la posible conquista de 
las ciudades de Ceuta y Melilla». Hubo otras tres reuniones de ese 
tipo. Sin embargo, no pudieron parar la llegada del GIL a Ceuta y 
Melilla en 1999 con Antonio Sampietro y Cris Lozano como cabezas 
de cartel respectivamente en cada ciudad. El programa electoral de 
ambos era una copia del que había llevado a Jesús Gil a la alcaldía en 
Marbella: policías en cada esquina, limpieza en las calles, obras 
faraónicas y desprecio a la clase política. 


«La información aportada por Roca sirvió para quebrar el gobierno 
municipal del GIL en ambas ciudades autónomas», señala un 
periodista que conoce bien a Villarejo, aunque «la identidad del 
informante quedó siempre bajo un absoluto anonimato». Hasta hoy. 


Que hable Villarejo 


Juan Antonio Roca y el PP 


«Salvo el crucial contacto que este GIA propició en Madrid entre K 
[Juan Antonio Roca] y un destacado miembro del Gobierno Central 
[Luis Vicente Moro], en los últimos tiempos, se ha carecido de los 
mínimos interlocutores de peso, para negociar propuestas y en la 
medida de lo posible salvar verdaderas situaciones de crisis, como al 
que ahora nos ocupa. 

Aun cuando a este GIA le constan otros contactos «básicamente 
comerciales» sería de especial interés que las relaciones a nivel 
político se fueran potenciando día a día. Una de las funciones de este 
GIA será precisamente la potenciación de tales contactos, al menos en 
lo que a K se refiere, sin perjuicio de ayudar colateralmente al resto 


del Grupo Político ahora afectado por dicho aislamiento». 


La mafia 


En julio de 1999, el Ministerio de Hacienda abrió una investigación 
sobre el patrimonio y las sociedades de Jesús Gil y «sus conexiones 
con los miembros de la mafia italiana que residen en la Costa del Sol», 
informó El Mundo. Días antes, la Fiscalía Anticorrupción había 
remitido un escrito al Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) 
donde denunciaba las relaciones de Gil con el clan Santapaola, una 
supuesta organización criminal que operaba desde la Costa del Sol. En 
el marco de esta operación, el fiscal jefe, Carlos Jiménez Villarejo, se 
había entrevistado con Jaime Mayor Oreja, quien le ofreció «toda la 
colaboración de su departamento en cuanto a los medios materiales y 
humanos que necesitara». 

El Estado también investigaba a una jueza que era sospechosa de 


parar todas las investigaciones judiciales dirigidas contra Gil. El fiscal 
Jiménez Villarejo remitió un escrito a un miembro del Consejo 
General del Poder Judicial en el que destacaba: «Jesús Gil y Gil ha 
mantenido importantes relaciones con el hermano y el padre de la 
señora Ramírez —la juez de Marbella a la que el CGPJ ha abierto 
varios expedientes—, también con los clientes y socios de éstos, y 
precisamente con los italianos vinculados a la mafia». 

Mientras tanto, José Manuel Villarejo preparaba un plan de trabajo 
para salvar a su confidente. A Juan Antonio Roca le indicó que se 
buscaba «dar una imagen de grupo mafioso de Gil y su equipo». El 
propio policía desmenuzaba los perfiles de los hombres de Gil. Así, del 
concejal de urbanismo decía: «Recalifica terrenos y recauda dinero» y 
seguía con el resto de la supuesta organización: José Luis Jiménez 
«mueve los maletines»; Pedro Román, ex primer teniente de alcalde, 
«se encarga de poner cara al régimen y llevar famosos a Marbella»; 
Antonio Sampietro, que recala en Ceuta, «busca nuevos inversores»; 
Crispín Lozano «hace lo propio» en Melilla, Juan Ramírez «hace de 
padre de juez y de puente con la Mafia». Manuel Castel «arregla las 
cuentas y la caja B del Ayuntamiento». Por último, José Luis Sierra es, 
según el policía, «el auténtico cerebro del equipo: el abogado». En 
realidad, es mucho más que eso: es la primera fuente de información 
de la Policía. La primera persona que traicionó a Jesús Gil. 


Caso Saqueo 


El 11 de octubre de 1999 a las 06.00 horas, el día aún dormía; los 
periodistas Antonio Rubio y Manuel Cerdán, no. Una hora después 
aterrizaron en Málaga. Allí los recogió el abogado José Luis Sierra y 
juntos recorrieron los 60 kilómetros que había hasta Marbella. 

La cárcel derrumba la mayor parte de las lealtades. A veces, 
incluso, la que uno tiene consigo mismo. Sierra no fue una excepción. 
Después de pasar un mes entre rejas, sintió que no había nada que le 
uniese a Gil. Denunció ante los periodistas que le habían robado «unos 
documentos» de su despacho y que «como son tan listos los publican 
en su periódico, son así». A continuación, puso en mano de los 


escribientes los documentos que demostraban cómo las personas de 
confianza del alcalde estaban vaciando las arcas del Consistorio. 

Rubio y Cerdán ignoraban que Villarejo había vendido la 
información a Roca a través de un informe en el que escribió: 


«A primeros del presente año, cuando el periodista José Carlos 
Villanueva recibió instrucciones para visitar en la cárcel al abogado JL 
Sierra (S). En la entrevista que se publicó en el Mundo, edición de 
Andalucía del 10 de febrero, el referido S mandaba un mensaje 
inequívoco a G2 [Jesús Gil] para que «no le abandonara», aunque el 
propio periodista había recibido instrucciones de que deslizara en el 
ánimo de S el término «traición», con mayor intensidad que el 
abandono. Desgraciadamente cuando Mirian (esposa de S) intentó que 
G2 le prestara ayuda, sus propios hijos la trataron de manera 
despreciativa, alegando que en el importante sueldo que percibía su 
marido, estaba el pago de los meses de cárcel. Cuando S recibió este 
mensaje, inició a través del propio Villanueva el acercamiento a 
aquellos que deseaban a toda costa la cabeza de G2. Lamentablemente 
consiguieron su objetivo meses después, la separación total y 


traumática entre G2 y S, ya era un hecho irreversible». 


Los periodistas de El Mundo hicieron lo que debían: informar. El 
caso Saqueo se inició con el siguiente titular a cinco columnas que 
encabezó la portada del periódico: «Gil se apropió de 4.442 millones 
de Marbella con facturas falsas». En el artículo se leía: 


«El alcalde de Marbella, Jesús Gil y Gil, se apropió entre 1991 y 1995 
de, al menos, 4.442 millones de pesetas de dinero negro generado a 
través de las sociedades municipales del Ayuntamiento marbellí, 
principalmente de Contratas 2.000, según se refleja en una 
contabilidad paralela que El Mundo tiene en su poder. Sociedades 
fantasmas controladas por una persona de su plena confianza 
emitieron cientos de facturas falsas para justificar las espectaculares 


salidas de fondos municipales». 


Acusaban a Roca de diseñar las treinta y una empresas municipales 
que conformaban Contratas 2000 a modo de gobierno paralelo. El 
sistema era aparentemente sencillo: unas compañías ficticias libraban 


tantas facturas como fueran necesarias para dar apariencia de 
legalidad y veracidad al saqueo sistemático de las arcas públicas. El 
antiguo contable personal de Jesús Gil, Manuel Castel, ex ejecutivo de 
Rumasa, facilitó los justificantes precisos para cuadrar las cuentas. 

Unos días después de la publicación de El Mundo, la Fiscalía 
Anticorrupción abrió las diligencias 24/99. Pretendían determinar si 
«Gil y su equipo se habían apropiado de 4.442 millones de pesetas de 
las arcas municipales por medio de facturas falsas». Los documentos 
que José Luis Sierra aportó al rotativo fueron requeridos judicialmente 
por la Fiscalía Anticorrupción, cuyos especialistas se planteaban 
presentar una querella contra Gil y sus colaboradores. 

El alcalde de Marbella y presidente del Atlético se desmoronó. 
Juan Antonio Roca consumó la traición. «Filtrar información a cambio 
de su indemnidad», señala Juan Luis Galiacho, primer periodista que 
pone en duda el gilismo y biógrafo de su fundador. Nadie sabe que las 
filtraciones que dieron una teórica inmunidad a Juan Antonio Roca 
fueron obra de José Manuel Villarejo. No obstante, el mayor problema 
de Villarejo es su propia obra. Sus informes son la antítesis de la 
buena Inteligencia, carentes de las dos grandes uves sobre las que 
debe asentarse una investigación seria: veracidad y verosimilitud. 


Espionaje a Gil 


El 28 de octubre de 1999, Villarejo escribió una carta «confidencial» 
dirigida al subdirector general Operativo. Pedro Díaz Pintado ocupaba 
ese cargo desde que el Partido Popular había llegado al poder. Su 
currículo era amplio: jefe de la Brigada Provincial de Información de 
Madrid en 1988, subjefe de la Jefatura Superior de Policía de Madrid 
en 1990 y subdirector general del Gabinete de Evaluación y 
Seguimiento del Plan Nacional sobre Droga en 1994. Cuando Mayor 
Oreja se hizo cargo de la cartera de Interior, situó a Díaz Pintado en el 
máximo órgano de la Policía. 

El Ministerio del Interior necesitaba conocer la reacción de Jesús 
Gil ante la apertura de las nuevas diligencias previas. Querían prever 
sus movimientos, pero sin que hubiese documentos oficiales de las 


gestiones: «Díaz Pintado le pidió a Villarejo labores de Inteligencia 
policial», señalan fuentes del entorno de Villarejo. El subdirector 
general Operativo confió en él. Consideró que servía para dar 
«cobertura» a «las labores de investigación e información que venía 
realizando» para este Cuerpo policial. Díaz Pintado definió a Villarejo 
como un «agente policial encubierto», argumento con el que justificó 
que el comisario no dispusiera «de medios oficiales, con el fin de 
preservar con la máxima discreción su actividad policial». 

«Las empresas del Sr. Villarejo Pérez nunca recibieron emolumento 
o cantidad alguna por parte de la Dirección General, sino más bien al 
contrario, sirvieron a los intereses de la Policía sin percibir 
contraprestación por ello», escribirá tiempo después Díaz Pintado para 
la defensa del comisario en la causa Tándem. Este antiguo DAO 
sostuvo en sede judicial que «el inspector jefe Villarejo Pérez no tenía 
acceso a las bases policiales de información». Posteriormente se 
desdijo frente al magistrado: «Lo miré [el documento] y lo firmé». «La 
carta [de intento de descargo sobre las actividades de Villarejo] no la 
he escrito yo. No sé cómo explicárselo. No le sé decir», señaló. «Era un 
liberado. Cinco o seis veces me dio información. Alguna era osada, 
como pretender investigar a Herri Batasuna. Le dije “mira eso es 
meterse en temas que no te corresponden”. No oficialicé ninguna de 
las propuestas». Una de aquellas informaciones fue sobre Juan 
Antonio Roca. 

Hay que recordar que Roca no era concejal del GIL ni ocupaba un 
cargo político en el organigrama del partido, pero era el auténtico 
poder municipal en la sombra. Desde la caída en desgracia de Sierra, 
fue el hombre de máxima confianza de Gil. Villarejo le llamaba el 
Boxeador, como también le apodó la policía por el parecido de su 
apellido con el nombre de Rocky Marciano (Rocco). La misión 
fundamental de Roca era conocer si existía alguna posibilidad para 
una negociación con Gil, cuya finalidad era que abandonase sus 
intención política de extenderse por España. Villarejo lo plasmó en sus 
notas informativas: «Una fuente de absoluta solvencia ha confirmado 
una reunión en la tarde de ayer de gran parte de los asesores y 
personal de confianza de Jesús Gil». 

Según narra Roca, Gil se encontraba mal. Su entorno hablaba de 


depresión. Villarejo creía que había que aprovechar la enfermedad 
para derrotarlo: «Es criterio de las fuentes consultadas, que el cuadro 
anímico de Gil (con fuerte “depresión compulsiva”) podría 
aprovecharse de manera positiva en un plazo corto (24 — 48 horas), 
consiguiéndose con una adecuada negociación, el que finalmente 
abandone las pretensiones políticas en el ámbito nacional, si a cambio 
tiene la mínima convicción de que se le quiere dar una retirada 
honrosa». La decisión, continúa el informe, «en uno u otro sentido, 
puede producirse en breves horas, toda vez que Gil debe tomar una 
decisión inminente, ante la presión que está recibiendo de su equipo 
de Marbella y la rotunda oposición (de sus propios hijos), a que 
abandone Madrid para ejercer como alcalde en el momento actual». 
Villarejo narra así los hechos: 


«Fundamentalmente han participado sus hijos, asesores y 
abogados, entre ellos Horacio Oliva así como algunos de 
los hombres de confianza de Gil en Marbella. (...) Se han 
manifestado dos posturas totalmente contrarias, unos 
partidarios de una guerra total contra “el sistema” 
(contando con el apoyo de Mario Conde), poniendo en 
marcha todos los medios posibles para causar el máximo 
daño, y otros partidarios de buscar una línea de 
negociación que permita la salida de la crisis a cambio de 
abandonar el proyecto de presentarse a las Elecciones 
Generales. 

La dificultad de que prospere la segunda vía sería el 
encontrar un interlocutor válido que les garantizara el fin 
de las “hostilidades” a cambio del anuncio oficial de dicha 
retirada. El propio Gil sería quien anunciara tal decisión 
alegando que los motivos serían por prescripción 
facultativa, presentando incluso la acreditación de graves 
problemas de salud. Anoche estaba sedado y muy tocado 
psicológicamente. 

A última hora de ayer se planteaba la posibilidad de 
buscar el apoyo del Presidente Autonómico Juan José 


Lucas como valedor ante el propio Gobierno de la Nación. 

Los partidarios de la guerra total, plantean una 
estrategia similar a la que intentó sin éxito Mario Conde, 
en el sentido de ir soltando escalonadamente una serie de 
informaciones que actualmente tienen guardadas a buen 
recaudo. Precisamente dichos partidarios hostiles, han 
trasladado de lugar documentación sensible e incluso 
cierta infraestructura electrónica que podría servir como 
“control agresivo de terminales de GSM”, la cual según 
ellos correría peligro, al haber conocido que el ex abogado 
Sierra, había dado detalles sobre la existencia de tales 
dispositivos». 


El cliente de Villarejo: Juan Antonio Roca 


La apariencia de trabajo gubernamental con la que Villarejo narra sus 
investigaciones tamiza su mayor ambición: ganar dinero. Tras el 
ataque a Gil está el interés particular del excomisario. El suyo y el de 
su nuevo cliente: Juan Antonio Roca. A pesar de que «la realidad es 
que las evidencias indiciarias contra K [Juan Antonio Roca] le señalan 
como el verdadero cerebro de todo el Grupo ahora investigado» le 
vende al propio Roca que puede conseguirle inmunidad judicial. Para 
ello es necesario buscar alguien con mayor interés para la Policía: 
Jesús Gil. 


«Proyecto Roky. Informe de análisis e inteligencia con tareas de 
información e investigación. 20. 11. 99. Informe estructural». «A 
requerimiento de JUAN ANTONIO ROCA NICOLAS (en el futuro 
CLIENTE -K-), personal de este GABINETE de INVESTIGACION Y 
ANALISIS (GIA), se ha desplazado a diferentes lugares, contactado con 
diversas personas y consultados determinados bancos de datos a fin de 
recabar la información precisa para valorar si el Proyecto 
encomendado (a partir de ahora ROKY), pueda conseguirse con los 


procedimientos concertados y los plazos previstos de ejecución». 


El mencionado proyecto tenía como objetivo salvaguardar los 
intereses de Juan Antonio Roca de los «ataques en medios de prensa 
así como intervenciones judiciales injustificadas» que había recibido 
desde la explosión mediática del caso Saqueo. Villarejo proporcionaba 
a Roca los datos que estaban manejando sus compañeros en la 
investigación policial: 


«Fundamentalmente las actuaciones están dirigidas hacia la 
comprobación del supuesto «enriquecimiento ilícito», siendo por ahora 
el trabajo fundamental tanto judicial como policial, la verificación de 
los datos que están aportando los antiguos miembros del Grupo 
Analizado (GA) en lo referido a operaciones supuestamente irregulares 
(caso Olivo entre otros), la constitución de sociedades extranjeras para 
hacer opacos los activos bancarios, el uso de fiduciarios para ocultar 


patrimonio, así como otras actuaciones en proceso». 


Para conseguir sus objetivos, el policía no dudó en atacar a sus 
compañeros y al fiscal Castresana: «En todo este proceso investigativo, 
se aprecia una serie de turbios e impresentables manejos que 
pretenden manipular parte de la verdad, para después 
malintencionadamente filtrarlos de forma interesada a la opinión 
pública». Perfectamente instrumentalizada, presentan al GA (donde 
está integrado K) como una Organización «mafiosa» que en ocasiones 
«hizo favores hasta a delincuentes relacionados con la Droga» y que 
por sus grandes influencias, se va a salvar de crímenes horrendos, 
descubiertos por un «honorable Fiscal libre de toda sospecha». Y 
continuaba describiendo su plan de acción: «Se debe por tanto insistir 
una vez más por parte de este GIA, que una retirada es una táctica 
más de guerra, estudiándose y planificándose por tanto, todos y cada 
uno de sus movimientos». A cambio de este trabajo, eso sí, Villarejo le 
pedía a Juan Antonio Roca «entre 1 y 3 millones de dólares». 


Blindar al soldado Roca 


José Manuel Villarejo proseguía en el mencionado informe: 


«A pesar de la consiguiente dificultad, este GIA se introdujo en el 
corazón del Complot organizado, recabando datos de todos los sectores 
afectados: Políticos, Jueces, Fiscales, Policías, Abogados, Testigos y 
Terceros interesados. Mediante una adecuada estrategia de 
infiltración, se ha podido conocer con la debida antelación los 
distintos movimientos tanto de los diferentes equipos de investigación, 
como de las decisiones judiciales que afectaban a K [Juan Antonio 
Roca]. Este control se ha extendido a medios de comunicación, que 
pudieran acelerar y/o propiciar alguna de estas actuaciones. La base 
fundamental de la labor de este GIA ha sido conocer (y en la medida 
de lo posible controlar), la evolución de las actuaciones de este 
complot, para que en el futuro afectara lo menos posible a la situación 
judicial y personal de K. También se iba a intentar preservar su imagen 


pública, evitando ataques a través de los medios de comunicación». 


Al informarle a Roca sobre el avance de las actuaciones policiales, 
Villarejo también le indicaba los puntos débiles de la investigación 
judicial: «Blindar en la medida de lo posible las actuaciones del 
fiduciario de Roca, especialmente en lo relativo a su relación con las 
sociedades que actualmente son investigadas». El agente detallaba una 
a una las sociedades que la Policía estaba investigando: 


«Como parte «débil de la justificación» respecto a las relaciones [de ese 
fiduciario con Roca], existe el riesgo de que pueda ser detectado el 
«acta de declaración de voluntad» que el primero hizo respecto de su 
actuación como fiduciario del segundo. Procede por tanto diseñar la 
neutralización de dicha acta, ante la posibilidad de que esta 
declaración pueda caer en manos de terceros... El interés de los 
investigadores se centra en DK, por los datos aportados por parte de 
Sierra (S), que señala a dicha firma como una de las que 
preferentemente aportaron facturas falsas (FF) a las contabilidades de 
las sociedades municipales (...) En relación a las investigaciones que se 
siguen sobre DK, se han conocido entre otros, los contactos 
mantenidos con [cita a diversas personas], los primeros 
Administradores que constan en el Registro de Sociedades. (...) Dichos 
sujetos, aparentemente por ahora, desconocen el proceso seguido con 
dicha sociedad, no recordando siquiera las personas que adquirieron 


las acciones, así como el Despacho del Fedatario Público donde tal 


operación se llevó a cabo (al menos esto es lo que han declarado). No 
obstante, lo anterior, sería muy importante intentar que este riesgo 
desaparezca, analizando la posibilidad de que se neutralice la copia 


que pueda relacionar a K, que aún esté en poder de terceros». 


El Mundo 


El 20 de septiembre del año 2000 el Atlético de Madrid comenzaba la 
temporada en Segunda División. El proyecto propagandístico de Jesús 
Gil se había desmoronado. Su prevalencia política, también. 

José Manuel Villarejo organizó una entrevista con Manuel Cerdán, 
Antonio Rubio y un joven Eduardo Inda, que se incorporó al equipo de 
investigadores: «Fue en un hotel de Marbella y allí nos esperaba 
Villarejo, que nos presentó a Juan Antonio Rocax, relata uno de los 
periodistas. La intención de Villarejo era parar la investigación que los 
reporteros de El Mundo tenían entre manos. Pero ninguno reculó, 
aunque todos desconocían que el policía hacía de «agente de prensa» 
del propio Roca. 

Villarejo, siempre con su particular versión de los hechos, escribió: 
«Pedro J. Ramírez ha presionado a sus redactores para que se publique 
todo lo relacionado con Roca». Añade: «Después de varios cambios se 
decidió el miércoles 20, a las 9.30 horas. Durante el martes se 
detectan contactos de los periodistas con el responsable del PA 
[Partido Andalucista] y la del PSOE local». Villarejo advierte a Roca 
de que los periodistas no ceden y «le aconseja tener una cita previa 
media hora antes para preparar dicho encuentro». 

Villarejo prosiguió con su personalísimo relato de los hechos: «En 
la noche del martes se intenta un contacto telefónico con K y no se 
puede llevar a cabo ya que no se dispone del privado, tampoco se 
puede advertir por la mañana toda vez que K llega tarde a la cita, 
cuando ya lleva este GIA un buen rato reunido con los periodistas». 

Por su parte, Roca desoyó los consejos del policía y habló con 
ellos: «Esa misma noche (23.30 horas), este GIA mantuvo una larga 
conversación telefónica con K donde éste mostró su preocupación por 
el resultado de la entrevista e insistió en la importancia que tendría el 


retrasar cualquier publicación, al menos hasta que se hubiera 
presentado el informe al T. de Cuentas». 

El 30 de octubre del año 2000, un mes después del encuentro, los 
periodistas del diario madrileño publicaron: «Más picaresca de Gil: 
una octogenaria era su tapadera». La información contaba que las 
sociedades con las que saqueaban el dinero de todos los marbellíes 
estaban a nombre de la madre de Juan Antonio Roca. 


Investigación policial 


El 8 de noviembre del año 2000 Villarejo señala que ha conseguido 
parar la investigación policial: 


Cuando se encomendó el Proyecto ROKY, por parte de K se analizó su 
situación asumiendo incluso como parte del riesgo, una breve 
«estancia preventiva» en prisión, dado el alto índice de gravedad DEL 
PROBLEMA y de la tensión que se observaba en esos momentos. No 
obstante, la gravedad de la situación, este GIA garantizó que nunca 
existiría condena en firme y que en último extremo esta sería tan leve 


que no se cumpliría». 


Según contó a sus compañeros, había parado esa investigación en 
contra de lo que se ordenaba desde la Fiscalía Anticorrupción: 


«Durante los meses de junio-julio, este GIA transmitió la preocupación 
que tenía ante la actitud de V, que había acusado a su equipo de 
asesores policiales, por no haber encontrado nada que implicara a K. 
Esta actitud y el ambiente casi irrespirable, se había solventado 
provisionalmente, con un «plante» y la advertencia de los responsables 
de la investigación, de abandonar este destino, si no se probaban las 
acusaciones que de forma velada, el propio V había hecho en la tensa 
reunión mantenida. Los informes policiales que se habían enviado a 
los Juzgados respectivos no podían ser más desalentadores para V 
[fiscal Jiménez Villarejo], ya que se desdecían de las conclusiones del 
año anterior y retiraban todas y cada una de las sospechas. Para 
justificar esta «marcha atrás», se alegaba que en ningún momento se 


había podido verificar ninguna prueba, ni siquiera indiciaria, que 


pudiera relacionar a K en las acusaciones. Incluso se había debilitado 
hasta los máximos extremos, el conjunto de acusaciones contra el resto 


del Grupo Político investigado». 


Ante estos hechos, el fiscal Carlos Jiménez Villarejo encargó una 
investigación paralela a la Guardia Civil. El otro Villarejo, el policía, 
explicó sus impresiones al respecto: 


«Se comentó a K la preocupación sobre un rumor que apuntaba a que 
V estaba utilizando a un supuesto «testigo protegido» que ayudara a 
miembros de GC (ante la sospecha que tenía V de que los otros 
investigadores estaban boicoteando el trabajo del año anterior). 
Incluso se transmitía el temor de que ya había datos que relacionaban 
a K con las sociedades investigadas, a lo que K se mostró muy 
tranquilo, insistiendo en la imposibilidad de que esto se hubiera 
podido conseguir, porque el vínculo con los vendedores y él se había 
roto de manera definitiva. En nuevo contacto con K (miércoles 6-9), se 
le advierte de que los rumores sobre datos que reservadamente maneja 
V, le vinculan con las sociedades, K se sigue mostrándose tranquilo y 
niega la mínima posibilidad de que sea posible que se le relacione. 
También se tranquiliza a K en el sentido de que se ha terminado un 
exhaustivo informe que será entregado a V7 [policía encargado de la 
investigación] en los próximos días, donde no se encuentran se pone 
de manifiesto de que no se han encontrado ni siquiera indicios para 
poder acusar a alguno de los responsables del Grupo Político y por 


ende al propio K». 


El relato de Villarejo prosigue: 


«Era consciente de que este GIA no solo había vaciado de 
acusaciones los informes policiales, sino que le había 
conseguido el importante plazo de UN AÑO, durante el 
cual se habían sustituido todas y cada una de las facturas 
por otras nuevas, por lo que resultaba imposible que le 
pudieran demostrar nada en el futuro». Sin embargo, Juan 
Antonio Roca dejó de fiarse de Villarejo. No le quería 


pagar. La reacción por parte del agente no se hizo esperar. 

«Cualquier atisbo de desconfianza de K hacia este GIA 
debe ser aclarado de manera definitiva, toda vez que la 
confianza mutua debe ser total, sin poder albergar el 
mínimo atisbo de recelo, por pequeño que este sea. 
Finalmente se deben de atender los compromisos 
adquiridos por K con relación a este GIA, garantizando su 
cumplimiento, fijando al menos un calendario cierto, que 
después se cumpla, con planteamientos incluso 
alternativos, si existe la posibilidad de un aplazamiento no 
previsto ni deseado». 


Roca no pagó la cantidad que le adeudaba a Villarejo y el policía 
no tardó en vengarse. El gran cerebro en la sombra del Ayuntamiento 
de Marbella acabó en prisión por la archiconocida Operación Malaya. 
«En mi vida he visto más joyas escondidas en un zulo que en aquella 
operación», confesó un policía nacional que estuvo en los registros y 
que ahora trabaja en una embajada a varios miles de kilómetros de 
España. 

Cayó Gil y cayó el Atlético. Cayó Sierra y cayó Roca. Sin embargo, 
Villarejo siguió en pie como una estatua marcial ensalzada por las 
sombras. Indemne a pesar de las piruetas que efectuaba sobre su 
exigua cuerda de funambulista empedernido. 


121. Castelló López, Iván (2017). Salvaje: La imperiosa historia de Jesús Gil. 
Editorial Contra, España. 


122. Según Diario Sur «fue a la cárcel por el “caso Camisetas”, aunque resultó 
absuelto. Entonces rompió con Gil, al que llegó a poner varias querellas que 
luego retiró tras llegar a un acuerdo con él para el cobro de minutas». 


Capítulo 16 
Proyecto ISIS: planear un 


magnicidio 


A mí me apasiona la manipulación de la opinión de masas y de los criterios de la 


gente. 


José Manuel Villarejo123 


1 de enero de 2002. Comenzaba el año en el que Villarejo planificaría 
por escrito un magnicidio. El euro acababa de entrar en vigor en los 
primeros doce estados de la Unión Europea. Los ciudadanos eran 
escépticos en España. Por un lado, las personas que poseían dinero 
negro estaban obligadas a lavarlo cuanto antes; por otro, el tránsito de 
la peseta al euro había dejado un coste de vida muy superior al 
salarios de la mayoría, tendencia que se agravó en las siguientes 
décadas hasta concretar una nueva clase medida más endeudada y 
empobrecida. En los primeros días de aquel año, el tren subió entre un 
1,3% y un 3%; los transportes públicos, un 4%; la electricidad, un 
1,5% y las cuotas de abono telefónico, hasta un 8%. Europa había 
llegado a los españoles, pero los españoles vivían en un país donde el 
salario mensual bruto rondaba los mil quinientos euros. Una cantidad 
escasa para vivir con cierta holgura. Además, la vivienda empezaba a 
cotizarse a precio de petróleo. Mientras tanto, Villarejo seguía 
expandiendo su imperio: «Ha pagado cien millones de pesetas y 
gracias a que ha pagado cien millones de pesetas, los demás se han 
sentido vigilaos, espiaos y no ha habido forma de trincarlos», dice en 
uno de sus audios. 

En 2002 acabó la bonanza desaforada de las empresas relacionadas 
con internet. No obstante, la Red empezó a mostrar su potencial como 


ágora alternativa. Movimientos sociales y ciudadanos de toda 
condición descubrieron un altavoz potente. Sin embargo, el desarrollo 
digital también llevó implícito una gran dosis de estupor. Sucedió, por 
ejemplo, cuando el presidente de Estados Unidos, George W. Bush, 
anunció que utilizaría el hacking como «arma de guerra». Bush y su 
Administración llevaban varios años intentando convencer al mundo 
de la necesidad de una intervención militar en Irak. Incluso antes de 
los cuatro atentados yihadistas del 11 de septiembre de 2001 en 
Nueva York, Arlington y Shanksville, la Administración republicana 
había puesto el foco sobre el país de Oriente Medio con la excusa de 
las armas de destrucción masiva, pero con el objetivo real de controlar 
el flujo de petróleo de la zona y todo lo que suponía a nivel 
económico y empresarial. 

Bush encontró en José María Aznar un aliado en su cruzada contra 
el dictador Sadam Husein y contra los terroristas de Al Qaeda. El día 
18 de septiembre de 2002 el Ejecutivo español trató de convencer a la 
opinión pública a través del discurso del vicepresidente primero, 
Mariano Rajoy, en el Congreso de los Diputados: «Diversas fuentes, 
como hace muy pocos días el Instituto Internacional de Estudios 
Estratégicos, confirman que Irak conservó parte de sus armas de 
destrucción masiva, químicas y bacteriológicas tras la Guerra del 
Golfo, y desde entonces esos arsenales han aumentado y podrían 
hacerlo también en breve, incluso en el terreno de las armas 
nucleares, de contar con algún tipo de colaboración exterior». 

En contraste con estas palabras, el director del Centro Nacional de 
Inteligencia (CND, Jorge Dezcallar, señaló en una conferencia que 
«tampoco hay dudas de la voluntad de rearme del servicio secreto 
iraquí —incluyendo armamento NBQ (Nuclear, Bacteriológico, 
Químico)—, aunque no está claro que lo haya podido conseguir hasta 
ahora». Por su parte, El País tituló: «El CNI no duda de la clara 
voluntad de Sadam de rearme, pero hasta ahora no dispone de 
pruebas de que oculte armas de destrucción masiva». Sin embargo, las 
dudas no detuvieron a Aznar quien, a su vez, recibió el ofrecimiento 
de José Manuel Villarejo para realizar cualquier servicio que el 
Gobierno español pudiese necesitar en Irak. 


Operación Libertad Duradera 


El 5 de febrero de 2003, en Nueva York, el jefe de la diplomacia de 
Estados Unidos, Colin Powell, presentó pruebas supuestamente 
definitivas contra Irak ante el Consejo se Seguridad de la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU). Días antes había anunciado en las 
páginas del diario The Wall Street Journal que su presentación sería 
«directa, sobria y decisiva». Powell trataba de convencerse a sí mismo 
para convencer a la comunidad internacional, pero ante los expertos 
de la ONU encontró más escepticismo que apoyo. En su alocución 
insistió en que Irak seguía fabricando armas de destrucción masiva, en 
que engañó a los inspectores de la ONU y respaldó el terrorismo 
internacional, incluida la amenaza del momento: Al Qaeda. 

Solo tres países apoyaron sin ambages las tesis de la Casa Blanca: 
España, Reino Unido y Bulgaria. Alemania y Siria habían anunciado 
que no querían una guerra. México, Chile y Pakistán esperaron para 
pronunciarse. Por su parte, Rusia y China prefirieron una solución 
diplomática. Francia, incluso, amenazó con usar su derecho a veto. 
Mientras Powell hablaba ante la Cámara y sus palabras eran lanzadas 
al mundo a través de los medios de comunicación, los diplomáticos de 
Estados Unidos se afanaban en las negociaciones entre bambalinas. La 
importancia estaba en lo que ocurría a la sombra de la aparente 
realidad. 

Powell trató de persuadir al Consejo de Seguridad durante más de 
una hora. Utilizó ilustraciones que descubrían una presunta flota de 
camiones que funcionaban como un laboratorio itinerante de la 
dictadura iraquí. Argumento tras argumento, Powell se hacía más 
pequeño en el estrado. Incluso su voz profunda de cantante de soul 
parecía perder varios tonos. Años después, admitiría que ese episodio 
fue una mancha sin remedio en su hoja de servicios dado el alto 
componente falaz que había en sus palabras. 

Estados Unidos no consiguió el apoyo explícito de Naciones 
Unidas, pero amparado en la Resolución de Seguridad n.” 1441, 1483 
y 1511 decidió iniciar la Operación Libertad Duradera. Sin embargo, 
en un último intento de lavarle la cara a la intervención armada ante 
la comunidad internacional, George W. Bush se reunió en las islas 


Azores con los únicos líderes políticos que lo apoyaron: el primer 
ministro del Reino Unido, Tony Blair, el presidente de España, José 
María Aznar y el primer ministro de Portugal, José Manuel Durao 
Barroso, que además ejerció de anfitrión. Estos líderes lanzaron un 
ultimátum de 24 horas al régimen de Sadam Husein: o Irak iniciaba su 
desarme o la declaración de guerra sería inminente. 

El 20 de marzo de 2003, el ejército estadounidense lanzó los 
primeros misiles Tomahawk sobre Bagdad. El despliegue de la 
Administración Bush comprendió 225.000 soldados, ochocientos 
tanques M1 Abrams, seiscientos vehículos de combate de infantería, 
aviones, helicópteros y portaviones. A pesar de los medios dispuestos 
en el tapete bélico, la coalición perdió a 173 soldados y 542 resultaron 
heridos a lo largo de las primeras batallas. Nadie puede precisar con 
exactitud el número de bajas en el ejército iraquí, pero diversas 
fuentes sitúan la cifra entre cuatro mil y seis mil muertos. 

El descontento por la guerra de Irak fue visible en todo el mundo. 
Algunas fuentes señalan que entre los meses de enero y abril de 2003, 
más de treinta y seis millones de personas participaron en unas tres 
mil protestas en contra de la contienda. En nuestro país, la guerra 
resultó muy costosa en lo que respecta a la imagen del Gobierno del 
Partido Popular. Las protestas se sucedieron en actos de ámbito social, 
económico y cultural. Especialmente cuando el cámara de televisión 
José Couso murió en el Hotel Palestine de Bagdad después de que un 
tanque M1 Abrams del ejército estadounidense abriera fuego hacia el 
edificio. Un lugar ocupado en su práctica totalidad por periodistas 
internacionales, algo que sabían los americanos. En el ataque también 
murió el periodista ucraniano de la agencia Reuters Taras Protsyuk, lo 
que hizo que el eco por la muerte de Couso aún sonase más fuerte. Por 
primera vez desde 1996, el PP temió que esta guerra les pudiese costar 
la Jefatura del Ejecutivo. 

A pesar de todo ello, el propio José María Aznar insistirá años 
después en que «España está donde tenía que estar y con los que tenía 
que estar». La lucha de la familia de José Couso siguió durante casi 
dos décadas. El cámara se convirtió en un icono antibelicista y, 
especialmente, en símbolo contra la Guerra de Irak. De hecho, no ha 
sido hasta el pasado 10 de enero de 2020 cuando la Audiencia 


Nacional ha condenado al Estado por abandonar a la familia de José 
Couso en su batalla contra Estados Unidos, ya que el tribunal ha 
considerado que el Gobierno español se limitó a aceptar las 
explicaciones de Washington, que se basaban en que «el ataque al 
hotel Palestina se encontraba justificado y que el fallecimiento de 
Couso fue un lamentable accidente», a pesar de que esa muerte se 
produjo en unas circunstancias que «constituyen un ilícito 
internacional», añade la Audiencia. 


El final de la guerra. Jaque mate a Sadam 


El 1 de mayo de 2003, el presidente George W. Bush proclamó el final 
de las principales operaciones militares desde la cubierta del 
portaaviones USS Lincoln. Bush resumió el acto en una breve 
expresión: Mission accomplished! (¡Misión cumplida!). No obstante, 
lejos de estar cumplida, acababa de comenzar. La invasión 
estadounidense agudizó el caos tribal en Irak. El país se convirtió en el 
nuevo Vietnam de Estados Unidos. 

Tiempo después, algunos de los actores principales de aquella 
época tuvieron que pedir perdón públicamente por haber involucrado 
a sus países con argumentos falsos. Pidió perdón Tony Blair, pidió 
perdón Colin Powell, pidió perdón, en parte, George W. Bush... el 
único que se mantiene firme en su decisión, año tras año, década tras 
década, a pesar de los hechos y las evidencias, es José María Aznar. El 
entonces presidente llegó a tener en sus manos un plan diseñado por 
Villarejo para asesinar a Sadam Husein. 

La invasión de Irak era un secreto a voces a finales del año 2002. 
El Ministerio del Interior solicitó a Villarejo una información «sobre J. 
A.» que podría estar «a las órdenes directas de S. M.». El policía 
contestó con un plan para asesinar al dictador iraquí: «Ante la 
inquietud mostrada para la búsqueda de soluciones, una fuente muy 
solvente (a partir de ahora referido como C1), señala el atentado 
directo y preciso, como el método más adecuado para acabar con SH 
[Sadam Hussein]». 

En una nota informativa del 24 de agosto de 2002, Villarejo 


informó: «La desconfianza está generalizada entre ellos [ciudadanos 
iraquíes que vivían en Españal, toda vez que entre sí se consideran 
espías e informadores del “régimen”, puesto que todavía casi todos se 
sienten rehenes, especialmente los que aún tienen familiares directos 
residiendo en Irak». 

El CNI era la institución que realmente había controlado la 
información de esa comunidad, a pesar de que Villarejo indicara: 


Que hable Villarejo 


Asesinar a Sadam 


Villarejo ofreció un colaborador para asesinar a Sadam Husein: «Como 
factores justificativos de dicha conclusión, alega la economía de vidas 
que supondría e incluso el ahorro de medios económicos, si finalmente 
se optara por esta opción, la única factible según él en el momento 
actual... Cl tiene al parecer bastante bien estructurada esta 
posibilidad, entendiendo que es fundamental que alguien del entorno 
muy próximo de SH señale en un momento determinado la posición 
exacta donde se encuentra y con el adecuado sistema se destruya el 
lugar, de manera rápida y precisa para evitar que se puedan adoptar 
contramedidas defensivas. C1 cuenta con esos elementos del entorno 
de SH y los detalles de la ejecución del proyecto los facilitaría una vez 
que pudiera exponer las características y condiciones con que se 
llevarían a cabo». 

«Se observa que ningún servicio de inteligencia español dispone de 
fuentes de información fiable, ni hasta el momento han podido 
infiltrar ningún colaborador, que aporte un nivel de información 
adecuada, todo ello a pesar de que Irak actualmente es un grave factor 
de desestabilización en la zona y por tanto de singular importancia 
para Occidente (especialmente EE. UU.)». Y añadía: «Casi todos los 
miembros que residen en España [sic] se manifiestan y consideran 
perseguidos por Sadam Husein (SH). (...) Igualmente, todos se 
muestran de acuerdo en que sería un grave error la invasión por parte 
de EE. UU. de Irak, porque amén de la imprevisible respuesta del 
mundo árabe, sería contraproducente la reacción que adoptaría la 
población al sentirse invadidos, a pesar del escaso respeto que el 


dictador les merece». 


Los informes del CNI 


José María Aznar se distanció del director del CNI, Jorge Dezcallar, 
cuando este puso en cuestión la existencia de armas de destrucción 
masiva en Irak. Aznar dejó de apoyarse en los informes de la 
Inteligencia española y empezó a utilizar los que recibía de Naciones 
Unidas y de la CIA. Las discrepancias se acrecentaron aún más tras la 
invasión del país de Oriente Medio. 

Responsables de La Moncloa redactaron un documento en febrero 
de 2004 donde insistían en los motivos para respaldar la invasión de 
Irak. Además, se decía de forma textual que «jamás el Gobierno 
español utilizó como argumento ninguna afirmación contenida en 
ningún informe de ningún servicio secreto». En ese sentido, Cambio 16 
publicó: «La casa de los espías españoles proporciona al presidente con 
periodicidad cada vez más apretada informes sobre la situación en 
Irak que no siempre coinciden con lo que a Aznar le gustaría escuchar. 
Tal vez sea porque no avalan las tesis guerreras que defiende el jefe». 
El País, por su parte, tituló: «Los informes del CNI no avalan la 
rotunda posición del Gobierno sobre Irak». 

El Centro Nacional de Inteligencia siempre sostuvo que la 
dictadura de Sadam Husein no tenía capacidad para fabricar armas 
nucleares, pero dudaba de si disponían de armas químicas y 
bacteriológicas. «Esa era una posibilidad», ha señalado siempre 
Dezcallar, ya que así lo habían indicado las imágenes de los satélites y 
los hombres desplegados sobre el terreno. 

En el aluvión informativo que produjo la guerra de Irak destacó la 
información de la Cadena Ser que revelaba que Aznar había tenido 
«tres informes atribuidos al CNI de los días 3, 5 y 6 de febrero de 2003 
en los que se informaba al Gobierno de la inexistencia de estas armas». 
Un tema que reforzó El País cuando el 8 de febrero de 2004 señaló: «El 
CNI puso en duda las pruebas de Powell». El periódico del Grupo Prisa 
citó una supuesta nota del CNI fechada el 6 de febrero del año 
anterior en la que los espías españoles manifestaban: «Las evidencias 
presentadas por Estados Unidos no son lo suficientemente 
concluyentes para que quien duda de la existencia de armas en Irak 
pueda cambiar de postura». 


El Partido Socialista Obrero Español (PSOE) pidió la 
comparecencia inmediata de Dezcallar en la comisión de Gastos 
Reservados del Congreso. Los periódicos reaccionaron rápido y 
destacaron que el jefe del CNI «no confirmaba», aunque tampoco 
descartaba «de forma tajante», la existencia de las notas divulgadas 
por la Cadena Ser y que volvía a afirmar que seguía sin ver la relación 
entre Sadam Husein y Al Qaeda. «Sostenían también las mismas 
fuentes que sobre las armas de destrucción masiva yo repetía lo de 
siempre, que no las descartaba, pues el dictador iraquí había dispuesto 
de ellas, las había usado en su guerra contra Irán y era conocida su 
voluntad de dotarse de ellas, pero que no tenía pruebas de que las 
tuviera», recuerda Dezcallar.124 


Los informes de Villarejo 


José Manuel Villarejo firmó sus notas informativas sobre el Proyecto 
ISIS el 31 de mayo, el 3 de junio, el 7 y el 17 de julio de 2003 y 
también el 12 de febrero de 2004. En ellas, apoyó al Gobierno para 
mantener que existían «armas de destrucción masiva». En la primera, 
escribió que el traficante de armas Monzer Al Kassar, de sobrenombre 
Luis, se había desplazado con él a Damasco (Siria) para reunirse con 
unos supuestos compradores de armas que actuaban por orden de los 
hijos de Sadam Husein. 


«Respecto a ARMAS DE DESTRUCCIÓN MASIVA, dice TONY que 
además del laboratorio móvil que se descubrió él puede aportar 
importante documentación. Comenta que la compra de materiales se 
realizó a varios países y que él guarda personalmente documentación 
probatoria de todas y cada una de las operaciones, así como los 
detalles de la forma de pago... Que cree que nadie tiene otra copia de 
esta documentación tan detallada, aunque puede que exista algún 
resumen, aunque probablemente se perdió a consecuencia de los 


saqueos que hubo nada más terminar los combates. 


Dice que, al iniciarse la guerra, se llegó a tiempo de parar todo el 


proceso de montaje final, cuando ya solo faltaba probar dichas armas, 


que la compra de los productos se hizo de manera muy discreta y 
dispersa para evitar su detección y además de la compra del material 
necesario, se camufló con compra de otros materiales que no 
guardaban relación. En tal sentido puso un ejemplo gráfico de que 
para fabricar te, compraban la azúcar en un lado y en otro los demás 
ingredientes... Reiteran que la razón de que quieran hablar ahora es 
por la confianza absoluta que tienen en LUIS [Al Kassar], por la que 
están decididos a colaborar sin ningún tipo de restricciones. Se les 
devuelve el cumplido, en el sentido de que sin haber hablado con ellos 
personalmente, se mantuvo en todo momento, por parte de ESPAÑA, 
que eran los JORDANOS y no ellos, los que estaban obstaculizando la 


colaboración con EE. UU.». 


La fuente de información fue un iraquí afincado en Damasco con el 
que Al Kassar, presente en la reunión, había contactado. «Monzer 
hacía todo lo que se le pedía. Siempre por España. Y jamás pidió nada 
a cambio», declaró un policía a la revista Vanity Fair125, que añadió al 
mismo medio: «Sus relaciones internacionales ayudaron a las Fuerzas 
de Seguridad en “numerosas” ocasiones, según me revela su contacto. 
La primera vez, en 1985, cuando le rogaron que utilizara sus contactos 
en El Líbano para liberar a un policía de la embajada española en 
Beirut que había sido secuestrado. Lo hizo y lo logró. Meses después le 
pidieron que ayudara al Gobierno francés para salvar a cuatro 
periodistas secuestrados también allí. Y volvió a hacerlo. Una de las 
últimas veces que colaboró, en 2004, tras los atentados del 11-M, se le 
solicitó su ayuda para rastrear, a través de sus contactos en Siria, 
varias llamadas de teléfono hechas por los terroristas a personas 
supuestamente vinculadas a la organización Hezbolá en Líbano». 

A principios del año 2003, Villarejo recibió una llamada de Al 
Kassar: «El hijo de Sadam Husein quiere comprarme misiles». El 
policía viajó hasta la lujosa finca marbellí del traficante de armas para 
advertirle: 

—Ni se te ocurra meterte en eso. 

—Pues ya me han puesto diez millones de dólares en una cuenta y 
tienen en un palacio mil millones de dólares en billetes. Dicen que me 
preparan un camión y nos los llevamos. Y que cuando termine la 
guerra se los devuelva y me quedo con una comisión. 


Los bancos bloquearon el dinero de la familia Husein. Al Kassar y 
Villarejo viajaron hasta Damasco para intentar conseguir los fondos. El 
agente español justificó aquel viaje diciendo que había encontrado el 
dinero de Sadam: 


«Los intentos llevados a cabo por ABYS [colaborador del dictador] 
para liberar fondos por importe de 2.910.000 dólares, utilizando una 
carta de pago y adjuntando documentación falsa relativa a un contrato 
con la empresa BACRAWI, intentos llevados a cabo a principios de 
mayo y posteriormente el 24 y el 25 de este mes de mayo. Se le 
detallan además diversas transferencias, incluso recientemente una de 
2 millones de dólares que se ha recibido, otra cuenta con 3 millones 
más, el bloqueo de 20.910.000 dólares más, la existencia de cuentas 
por valor de otros 10 a 15 millones... 

Este mismo procedimiento de falsificar documentos según TONY, 
está siendo utilizado en SIRIA, donde en el último mes ya ha 
desaparecido de los bancos más de 700 millones de dólares, que han 
terminado en manos de personas que estarían bajo el control de altas 
personalidades del Gobierno. (...) Abiertamente expone que a partir 
del 17-4 (fecha del inicio de los bombardeos), todas las operaciones 
que se han justificado para sacar dinero de los bancos, son falsas, por 
lo que ellos, se han negado a autorizar el pago de las mismas, aunque 
determinados miembros de estos gobiernos las han autorizado (y 
sacado el dinero), a sabiendas que era falsa la documentación que 
acreditaba las deudas. 

En un alarde de máxima confianza, TONY dice incluso que podría 
señalar depósitos en IRAK, donde existen guardados grandes 
cantidades de dinero en efectivo, lingotes de oro e incluso diamantes. 
Que dichos depósitos estarían situados en lugares estratégicos por 
orden personal de SH y sus hijos, para casos de emergencia ante el 


temor de la guerra». 


Comisiones 


Villarejo señaló en sus notas informativas que después de la sobremesa 
con los hijos de Husein, el ambiente ya estaba especialmente relajado. 
«Con objeto de aumentar su tranquilidad, se les garantiza que para su 


seguridad cada uno de ellos dispondrá de un CÓDIGO para preservar 
su identidad, así como los datos que faciliten». 

El agente se aseguró de que solo él recibiera aquella información y 
así poder pedir dinero a cambio. «También piden que se estudie el 
porcentaje que se les daría a cambio de informar de algunos lugares, 
donde actualmente hay importantes cantidades de dinero que tanto 
SH como su familia manejaban y que sería difícil de detectar, salvo 
que se cuente con ellos». También intentó que sus interlocutores 
dejaran de hablar con la CIA: 


«Aunque teme por la reacción de GEORGE [miembro de la CIA], pide 
garantías de que no será perseguido por EE. UU. ya que les va a decir, 
que a partir de ahora solo contactará con ESPAÑA y en caso de que 
diga desconocer las personas con las que se contacta, le dirá que les 
pregunte a sus superiores y que ellos le informarán. Se le garantiza 
estos extremos al tiempo que se le tranquiliza en el sentido de que 
contacte inmediatamente con LUIS [Al Kassar], si detecta algunos 


problemas por esa vía». 


Villarejo siguió apuntando: «A modo de ejemplo, señala un país 
(HD), donde habría una cuenta de unos 1.000 millones de $. Según 
parece personal del Gobierno y del Banco de dicho país, se ofrecieron 
a que silenciaran estos datos a cambio de un 10%, es decir de la 
entrega de 100 millones, a lo que actualmente no han contestado». La 
CIA no pagó y Villarejo optó por otra estrategia. El día 7 de julio 
empezó una nueva nota: 


«En días sucesivos, tras numerosas negociaciones, se optó porque se 
aportará toda la información sin reservas (y no perder tiempo en 
pruebas) y con posterioridad se les compensaría. TONY [su 
colaborador] aceptó esta opción finalmente siempre y cuando la 
entrega se hiciera a miembros del SERVICIO de INTELIGENCIA de 
ESPAÑA y que estos al hacerse cargo de la valiosa documentación, 
garantizaran después que se cumplirían los acuerdos pactados. Ante 
esta posibilidad PROFE [miembro de la CIA] puso todas las 
dificultades para ello, alegando problemas de seguridad para los 
españoles si se viajaba a BAGDAD y toda serie de excusas de 


procedimiento, sin aparente lógica que  justificara tales 


inconvenientes. Ante tales dificultades, sorprendentemente absurdas, 
máxime teniendo en cuenta el interés que PROFE y su país deberían 
tener por la documentación que se iba a facilitar, de acuerdo con el 
COORDINADOR de INTERIOR (a partir de ahora ENRI), se optó por 
viajar a la zona (vía JORDANIA) y una vez allí arreglar los problemas 
de entrega, bien con personal de la Embajada de ESPAÑA o solucionar 
la presencia de españoles con personas de confianza, que al menos 


hablaran español». 


Villarejo contactó finalmente con la CIA e indicó que la 
información que se comprometían a entregar era la siguiente: 


+ Primera fase. Contabilidad de una compañía a través de 
la que Hussein realizaba las operaciones comerciales 
«más sensibles». En función de los pagos que realizase la 
CIA se iniciaría una segunda fase. 

* Segunda fase. Facilitarían los contratos y documentos 
que soportaban la contabilidad con «especial referencia 
a los contratos sobre armamento químico, armamento 
bacteriológico, compra de misiles rusos y coreanos 
(entre otros), guerra electrónica, combustible para 
aumentar la propulsión de los misiles, así como la fase 
en que quedó el proyecto nuclear, cuando fue 
interrumpido por los preparativos de la guerra». 

+ Tercera fase. Se facilitarían «los detalles sobre los 
lugares donde estarían emplazadas algunas de las 
instalaciones referidas en la fase anterior, también 
donde se encuentran los bidones conteniendo material 
químico y bacteriológico, así como la declaración de los 
químicos y técnicos responsables de estos proyectos, que 
podrían colaborar siempre que se les garantice 
inmunidad por su colaboración en dichos asuntos». 


Los responsables de la CIA no aceptaron encontrarse con ellos ni a 
cambio de un millón de dólares. 


Los hijos de Sadam 


El 17 de julio, cansado de no obtener dinero a cambio de información, 
Villarejo escribió: «Ante el comportamiento tan inexplicable y 
contrario a los intereses de Occidente, que la Oficina de PROFE 
(aliados de nuestro Servicio de Información) están teniendo en el 
proyecto IRIS, procede analizar su conducta, para tratar de entender 
las causas de su continua y sistemática obstrucción y con ello, intentar 
en la medida de lo posible, encontrar vías de entendimiento que 
desbloqueen la situación de parálisis que han provocado». 

En los meses anteriores a la guerra de Irak, Al Kassar facilitó 
información a la CIA, siempre según Villarejo: «En un momento 
determinado, cuando el hijo de SH [Sadam] está telefoneando a través 
de un medio detectado gracias al móvil de LUIS [Al Kassar], se le 
lanza un misil, falleciendo casi todos sus acompañantes, aunque él 
salva milagrosamente su vida». Villarejo consideraba que la CIA había 
minusvalorado la información del contacto de Al Kassar. Dicho 
contacto, en palabras del propio Villarejo, propone hacer un trueque a 
la CIA: Información por los fondos a su nombre. O lo que es lo mismo: 
información a cambio de los fondos que quería cobrar Al Kassar. La 
CIA, por su parte, pide una prueba de esos documentos, «para valorar 
su importancia y una vez en su poder, acceder a la primera fase de la 
entrega de fondo». 

Villarejo recogió en sus notas que su contacto entregó a Estados 
Unidos a través de servicios policiales de nuestro país «1.400 
expedientes de datos contables de toda la compra de armamento desde 
1990, contenidas en 6 archivadores. Dos cajas voluminosas con todo 
lo concerniente a ADM (Significativamente una carpeta con detalles de 
fabricación e importación de APC). Al día siguiente se entregaron una 
importante cantidad de carpetas conteniendo contratos y detalles 
sobre compra de misiles rusos y coreanos, guerra electrónica con 
material búlgaro... (entre otros documentos)». El policía prosiguió: 


«Respecto a APC, es muy importante señalar que se trata de PER 
CLORATO DE AMONIUM (o amónico, lo dicen de dos maneras 


diferentes), en todo caso se trata de una sustancia que el propio BLAIR 


incluyó en su informe como información muy importante. El Servicio 
secreto inglés, habló de la posibilidad de fabricar 60 TM de esta 
sustancia al año, lo cual era un peligro según los ingleses. La 
información aportada en los documentos originales que, contenidos en 
una carpeta de pastas azules, donde se dan detalles de las mejoras 
para fabricar no 60 sino 240 TM. al año, así como los conocimientos de 
embarque y otros documentos de transporte e importación de 400 TM, 
de APC que se adquirieron ya fabricado y en perfecto uso para ser 
utilizado. Sustancia actualmente depositada en lugar seguro y 
localizada por TONY, además de documentos adicionales y anexos en 
poder de 30 científicos (12 especialmente importantes... Sorprende 
igualmente que dada la importancia del material entregado, lejos de 
pedir reuniones urgentes para comentarlo y/o valorarlo, ver el grado 
de colaboración para el futuro..., se ha enrarecido las relaciones, 
incluso aislando a quien mantuvo los contactos personales de TONY 
sin dar ninguna explicación, salvo las excusas de que al ser mucha la 
documentación facilitada se tardará trabajo analizarla... Ni siquiera 
dan una copia a España tal y como habían prometido... El dato más 
reciente, es que finalmente en una nota cifrada PROFE [la CIA] ha 
agradecido a TONY y a LUIS [Al Kassar] los servicios prestados, con 
mención expresa de sus nombres y apellidos y con el calificativo de 


que se “gratificará” su colaboración». 


La carta 


La supuesta carta que la CIA remitió a Al Kassar se editó en los 
ordenadores de Villarejo. Con el nombre Iris-Carta.doc se localizó una 
misiva del 4 de septiembre de 2003 en castellano: 


Señores: 


De nuevo reiterarles nuestro agradecimiento a la colaboración recibida 
por ustedes. 

Lamentamos la tardanza en emitir un informe valorativo de la 
documentación recibida, ya que se mantienen las dificultades para su 
comprensión y análisis. 


No obstante, si podemos anticiparle, que, hasta el día de hoy, toda 


la documentación revisada con sumo interés, solo señala la compra de 
material de uso convencional. 

Seguimos, no obstante, muy interesados en que el Sr ........... 
mantenga un encuentro personal en b ........... Con el Sr ........... , al 
objeto de evaluar las posibilidades de verificar la existencia de las 

Estamos dispuestos a hacer posible este encuentro, al que podrá 
asistir con sus asociados ya conocidos. 

Agradecemos igualmente la colaboración del Sr .......... , al que 
igualmente esperamos que acompañe al Sr ...... , en Su viaje a ......... 

Este encuentro que sería aconsejable se celebrara a la mayor 
brevedad posible, sería contando por supuesto, con la presencia del 
responsable español que ya conocen. 

No duden en que el viaje será fructífero para todas las partes, 
reiterando nuestra postura de gratificar inequívocamente, la 


información recibida. 
Atentamente 


El ordenador PC Informática editó el documento durante 52 
minutos y lo tradujo: 


«Sirs: once again I pass on our thanks for your collaboration. We are sorry for 
the delay in sending the report evaluating the received documentation...». Un 
archivo anterior, del 9 de enero de 2003, bajo el nombre: Secret, 
señalaba: «Once again I pass on our thanks for your collaboration. We are 
sorry for the delay in sending the report evaluating the received documentation. 
This was due to difficulties encountered in its comprehension and analysis. 
Nevertheless, we are still very interested that Mr MAA may have a personal 
meeting with Mr DK (irak survey group), in order to evaluate the possibilities of 
verifying the existence of war mass destruction (WMD). We are able make this 
meeting possible, which your associates, who are already known, would also be 
able to attend. We also thank the collaboration of Mr Munzi al-Qassar, who we 
equally hope may accompany Mr AH in his journey to Bagdad. It would be best 
that this meeting is as brief as possible and held of course in the presence of the 
spaniard in charge, who you have already met. There is no doubt that the trip 
will be productive for all parties, and may I once again pass on our unequivocal 


gratitude for the information received». 


Que hable Villarejo 


Detención Al Kassar 


Tanto se ha dicho y escrito sobre la relación entre Villarejo y Al Kassar 
que a veces se confunde fantasía con realidad. Además de lo ya 
aportado en este libro, es necesario que hablen los protagonistas para 
que así ustedes puedan saber la verdad y solo la verdad: 

—Hola chaval, ¿recuerdas el negocio del que te hablé en 
Nicaragua? La documentación bien, pero hay algo raro que no me 
gusta. Por eso contacto contigo —le dice Al Kassar a Villarejo en una 
grabación inédita. 

Al Kassar había recibido un pedido que levantó sus sospechas. 
Llegaron hasta él dos personas a través de su socio libanés Mousa al 
Ghazi (también condenado). Se hacían llamar Carlos y Luis. Querían 
comprar armas para el Gobierno de Nicaragua por valor de más de seis 
millones de euros. Le presentaron un certificado de uso final que así lo 
establecía. El traficante de armas sirio ignoraba que aquellos dos 
hombres eran en realidad agentes encubiertos de la Administración 
para el Control de Drogas (DEA) de Estados Unidos. Tampoco sabía que 
llevaban micrófonos ocultos con los que grabaron todas sus 
conversaciones. Sin embargo, ante sus sospechas, Al Kassar llamó a 
Villarejo para que lo ayudara: 

—El jefe vendrá hoy a Madrid y quiere verme. 

—Yo no estoy en Madrid —le dijo Villarejo—. Lo único que puede 
hacer es comentárselo a Enrique. 

—;¡Al Gordo! Sí, por favor, porque no quiero que sea una trampa. 
¿Quién es esta gente? Puede ser un tema gordo. 

—Pero yo no conozco la historia al detalle. ¿Esta gente a quién 
representa? ¿Compran en nombre del Gobierno? Entonces lo normal es 
que te citen en el entorno de la embajada. 

—Querían que fuese a la embajada y me he negado. Esta gente 
representa al Gobierno, pero cogen comisiones. Ya hicimos el contrato, 
pero hay algo... No sé. 

—Sí, lo de la cita es un poco raro. 

—¿Hay peligro para ir a Madrid? Es muy importante que vengas 
por si hay peligro. Que vengas a escuchar. 

—Estoy al lado de Algeciras en un tema oficial. 


—Necesito garantías. Si hay algo raro detrás de ellos, vamos a 


enterrarlos, hijos de puta. 

—Por lo que me has contado es todo legal y correcto. Yo no veo 
ningún tipo de actuación rara. Lo único que no sé si con lo de la tregua 
de ETA el Gordo esté en Francia. Si está en Madrid irá. 


—Entonces, llama al Gordo. 


Minutos después, Villarejo llamó a Enrique García Castaño: «Lo he 
localizado y puede estar esta tarde en Madrid. Pero no le digas nada 
hasta que hables personalmente con él. No le digas nada hasta que lo 
veas porque si no te dirá que no puede hacer nada. Y segundo punto, 
me da la impresión de que hay algo que no me gusta. En una 
conversación de este con los yanques... no han respirado bien. En 
relación con aquello que estábamos tratando de Irak. En definitiva, 
que tú sepas eso. Tú no has oído nada, pero como conozco a los 
yanques a lo mejor están preparando una maldad. Yo no te he dicho 
nada. Llama ahora a Enrique». 

En contra de su instinto, Al Kassar asistió a la reunión con los 
teóricos compradores. Lo detuvieron en Barajas. De manera casi 
inmediata, el Gobierno americano pidió su extradición, aunque 
Villarejo intentó protegerlo. No obstante, la CIA presionó. Un cable 
confidencial de WikiLeaks descubrió que en enero de 2008 los 
ministros de Interior, Alfredo Pérez Rubalcaba, y de Exteriores, Miguel 
Ángel Moratinos, tranquilizaron al embajador estadounidense en 
España, Eduardo Aguirre, diciéndole que el proceso contra Al Kassar 
seguía adelante porque era «un hombre malo». 

Al Kassar confesó en Vanity Fair: «Sé por mi experiencia que los 
gobiernos no pagan en metálico, así que pensé que eran criminales de 
Sudamérica. Estaba jugando con ellos para que pudieran ser 
arrestados cuando trajeran el dinero a España. Por eso llamé a mis 
contactos en la Policía...». La mañana de su detención, había 
telefoneado a Villarejo para pedirle que lo acompañara porque no se 
fiaba del encuentro. Terminaría en una prisión norteamericana. 
Villarejo testificó en el juicio a favor del traficante de armas. 


Declaración judicial 


El Gobierno español envió a José Manuel Villarejo a defender a 
Monzer Al Kassa: 

—¿Tenía Al Kassar el nombre en código LUIS cuando realizaba 
labores de inteligencia? —pregunta el abogado americano de Al 
Kassar a Villarejo. 

—Sí —contesta Villarejo. 

—«¿Presentó Al Kassar a Abu Abbas a los agentes de inteligencia 
españoles? 

—SÍ. 

—¿Gracias a Abu Abbas los servicios de inteligencia españoles 
pudieron detener a diversas células antiterroristas? 

—SÍ. 

—¿Ha testificado usted con anterioridad que Al Kassar había 
proporcionado información a los servicios de inteligencia españoles? 
¿Facilitó Al Kassar información sobre uno de los mayores 
distribuidores de droga llamado Oubiña? 

—Sí —reitera Villarejo. 

—¿Gracias a las informaciones de Al Kassar se pudo arrestar y 
condenar a Oubiña? 

—Se le detuvo en Grecia. Yo fui allí y se le detuvo en Grecia. 

—¿Facilitó Al Kassar la información para detener a Oubiña en 
Grecia? 

—Sí, Al Kassar también estaba allí conmigo. 

—¿Le contactó a usted Al Kassar sobre la transacción de 
armamento? 

—SÍ. 

—¿Durante el periodo en que Al Kassar le suministraba 
información de inteligencia? 

—SÍ. 

—¿Nos puede indicar, inspector jefe Villarejo, ¿qué le dijo? 

—Recuerdo que me preguntó si tendría problemas legales en 
España por hacer una transacción de armas entre Nicaragua y 
Rumanía —afirma Villarejo. 

—¿Y usted qué le dijo? 

—Le indiqué que, si todo se hacía de forma legal y documentada, 
el dinero se enviaba a través del circuito bancario y estaban 


perfectamente identificadas todas las partes, que no veía que en 
España hubiese algún tipo de responsabilidad. 


Perejil 


José Manuel Villarejo y Monzer Al Kassar también ayudaron al 
Ministerio de Defensa, liderado por Federico Trillo, en una misión que 
basculó entre la sorpresa y el estupor a ojos de los españoles: el 
incidente de Perejil. Un islote de 0,14 kilómetros cuadrados situado a 
10 kilómetros de Ceuta y a unos 200 metros de la costa marroquí, 
habitado solo por unos cuantos monos, y por el que España y 
Marruecos entraron en conflicto armado entre el 11 y el 20 de julio de 
2002. 

«Al alba y con tiempo duro de levante... con fuerte levante, 35 
nudos de viento, salieron cinco helicópteros, tres helicópteros Coughar 
que transportaban dos equipos de operaciones especiales, con un total 
de 28 soldados que llegaron a la isla Perejil, y otros dos helicópteros 
Bolkov que se quedaron sobrevolando la zona en misiones de 
apoyo...», resumió Trillo al inicio de las maniobras realizadas por el 
Ejército español después de que gendarmes marroquíes invadieran el 
islote y provocaran un problema diplomático. 

El régimen de Rabat justificó su intrusión en territorio español como 
parte de su estrategia en «la lucha contra la inmigración clandestina y 
el terrorismo». Responsables de la Organización del Tratado del 
Atlántico Norte (OTAN) consideraron el conflicto puramente bilateral, 
pero, a pesar de ello, la Comisión Europea expresó una gran 
preocupación. 

Al tiempo que los soldados del Ejército marchaban hacia Perejil 
con la intención de que la bandera de España volviera a ondear en el 
islote, el Ejecutivo presidido por José María Aznar envió tres navíos a 
las costas de Ceuta y Melilla para «dar confianza a sus residentes». El 
presidente de turno del Consejo Europeo y también primer ministro de 
Dinamarca, Anders Fogh Rasmussen, expresó su «plena solidaridad a 
España» y urgieron a Marruecos a retirar sus fuerzas y su bandera de 
suelo español y, por tanto, comunitario. 


España trató de agotar la vía de las negociaciones y contó con Al 
Kassar entre sus más estrechos colaboradores. El rey de Marruecos, 
Mohamed VI, no cedió y el Gobierno ejecutó la operación de desalojo 
de los seis militares marroquíes que ocupaban Perejil. El propio Al 
Kassar reconocería tiempo después en Vanity Fair: «Hice un viaje 
especial a Rabat. A través de mis contactos con la monarquía les dije 
que el Gobierno español no tenía intención de acelerar el problema. E 
intenté averiguar cuáles eran las intenciones de Marruecos. La 
respuesta fue que ellos estaban en la misma página que España». 

Un comando de operaciones especiales del Ejército de Tierra 
aterrizó en el islote a bordo de dos helicópteros el 17 de julio de 2002. 
Detuvieron a los militares marroquíes, los entregaron a las autoridades 
de su país e izaron la bandera de España. Después de un intenso 
trabajo de mediación por parte de Estados Unidos, España y 
Marruecos alcanzaron un acuerdo el 20 del mismo mes para volver al 
statu quo anterior. Un acuerdo que se escenificó ante los medios de 
todo el mundo con la visita de la ministra de Asuntos Exteriores, Ana 
Palacio, a Marruecos. Como había hecho desde el siglo xvii España 
seguía manteniendo Perejil, un islote en medio de ninguna parte. 


El contraataque marroquí 


Un día después de que el Ejército español desalojara a los militares 
marroquíes de Perejil, el rey Mohamed VI envió a su hermana Lalla 
Mariam a París. Tenía un mensaje urgente para el presidente de la 
República, Jacques Chirac, según contaron los periodistas Nicolas 
Beau y Catherine Graciet en el libro Cuando Marruecos sea islamista 
(Editorial La Découverte). La respuesta de Chirac fue clara: «Es ahora 
o nunca cuando hay que actuar para oponerse a la penetración 
española en Marruecos». 

Según una nota confidencial del espionaje francés, «a continuación 
se puso en marcha una estrategia para alcanzar este objetivo». Esa 
información la dio Taieb Fassi-Fihri, número dos de la diplomacia de 
Marruecos, quien en realidad era el auténtico responsable de su 
política exterior. Tanto sus reflexiones como las de otros dos altos 


cargos marroquíes —Ahmed el Harchi, entonces jefe de la Inteligencia 
exterior, y Noureddin Benbrahim, número dos de la policía secreta— 
se recogieron en una nota de cuatro folios elaborada en 2002 por la 
antena en Rabat de la Dirección General de la Seguridad Exterior 
(DGSE), el principal servicio secreto francés. En ese documento 
confidencial también se recoge la opinión de un periodista español 
acreditado en Rabat. 

Esos datos serán utilizados por José Manuel Villarejo para 
condimentar las teorías conspirativas en torno a los autores del peor 
atentado terrorista en la historia de España: el que tuvo lugar el 11 de 
marzo de 2004 en Madrid. 


El caso del Yak-42 


Que hable Villarejo 


La contratación de los aviones 


«Cuando ocurrió lo del accidente [Yak42] me encargaron que mirara a 
ver exactamente cómo había sido esa contratación de ese famoso avión 
y tal y cual... Aparecían unas sociedades que de alguna manera se 


perdía de cada vuelo prácticamente ciento y pico mil dólares». 


El 24 de mayo de 2003, Amparo Gil y su marido, Francisco Cardona, 
salieron por la tarde de su casa de Alboraya (Valencia) para recorrer 
con calma los más de 300 kilómetros de distancia que los separaban 
de la base de Zaragoza. Su hijo, el sargento Francisco Cardona Gil 
venía desde Manás, Kirguistán, después de haber trabajado durante 
dos meses como mecánico de los aviones Hércules que habían 
participado en distintas misiones de paz en Afganistán. El ambiente 
político y social en España bullía como una olla a presión. A pesar de 
que la llamada Operación Libertad Duradera había terminado, las 
protestas contra el Gobierno de José María Aznar eran constantes y se 
habían acentuado tras la muerte del cámara español José Couso. 

A mitad de camino, sobre las 18.30 horas, Amparo recibió una 
llamada: «No sé lo que pasa, pero saldremos con retraso. Embarcamos 


a las 12 de la noche, que son las ocho de la tarde en España. Ya nos 
veremos cuando llegue a Zaragoza...». Fue la última vez que Amparo 
escuchó la voz de su hijo. Dos días más tarde, el 26 de mayo, los 
sesenta y dos militares españoles que viajaban en el vuelo 4230 de UM 
Airlines murieron después de que el Yakovlev 42 que los transportaba 
se estrellara en Turquía. El sargento Francisco Cardona Gil iba entre 
ellos. 

El Gobierno español publicó un Real Decreto en el BOE por el que 
se declaraba «luto oficial desde las 00.00 horas del día 28 hasta las 
24.00 horas del día 29, del presente mes de mayo, durante las cuales 
la Bandera Nacional ondeará a media asta en todos los edificios 
públicos y buques de la Armada». Este duelo fue declarado como 
«testimonio del dolor de la nación española ante el fallecimiento de 
sesenta y dos militares españoles, en accidente aéreo ocurrido a su 
regreso de la misión de paz desarrollada en Afganistán, a propuesta 
del presidente del Gobierno». 

Los ciudadanos tardaron poco tiempo en saber que el avión que 
transportaba a los militares españoles estaba en un estado calamitoso. 
Los soldados lo habían advertido en numerosas ocasiones a sus 
mandos. En las fechas previas al siniestro hubo, al menos, catorce 
quejas en las que se advertían de los problemas que ese avión, y otros 
parecidos, habían causado en viajes anteriores. Los propios fallecidos 
habían expresado a sus familias y amigos la preocupación y el temor a 
viajar en ellos. El comandante José Antonio Fernández le dijo a su 
mujer el mismo día del embarque: «Reza por mí que este avión es una 
mierda».126 El también comandante José Manuel Ripollés relató en un 
correo electrónico a un amigo cuatro días antes del accidente: «Son 
aviones alquilados a un grupo de piratas aéreos, que trabajan en 
condiciones límite, [...] la verdad es que sólo con ver las ruedas y la 
ropa tirada por la cabina te empieza a dar taquicardia».127 El cabo 
primero Vicente Agulló le dijo a su padre: «Quieren que volemos en 
una tartana».128 Sin embargo, los responsables del Ministerio de 
Defensa consintieron que el avión volara, aunque fuera para 
estrellarse contra el suelo poco después de despegar. 

Tres días después del accidente, El Mundo tituló: «62 militares de 
élite españoles mueren en un avión ucraniano alquilado por su bajo 


coste». Villarejo vio la oportunidad de vengarse por no haber tenido el 
apoyo del Gobierno de José María Aznar en la Operación Iris. 
Investigó y descubrió que el Ministerio de Defensa había pagado 
149.000 euros por el vuelo, pero la empresa ucraniana que operó el 
avión, UM Air, solo recibió 38.442 dólares (unos 36.500 euros). La 
cadena de subcontrataciones, que Trillo calificó de «cadena de 
confianza», incluía cinco intermediarios: la Agencia NAMSA de la 
OTAN, Chapman Freeborn, Volga-Dnepr (con sede en Irlanda), 
Adriyatik Ltd (Turquía) y JTR (Líbano). 

Posteriormente, José Bono encargó una investigación cuando llegó 
al Ministerio de Defensa, pero los contratos que consiguió estaban 
incompletos: la empresa JTR solo había aportado la primera y la 
última página del suyo, apelando a una supuesta cláusula de 
confidencialidad. No se sabía, por tanto, cuánto había cobrado cada 
intermediario y en concepto de qué. El Consejo de Estado concluyó 
que las sucesivas rebajas en el precio influyeron en las condiciones del 
vuelo.129 

Las familias de los muertos reclamaron de manera insistente los 
contratos de todos los vuelos previos del Yak-42. El Ministerio de 
Defensa no los aportó. Bono señaló: «Hay una verdad incontestable y 
es que los militares españoles viajaban en aviones muy poco seguros, 
con alto riesgo de accidente. Los Yakovlev 42 han sufrido, antes del 
nuestro, seis siniestros (en Bielorrusia, Rusia, China, Macedonia, 
Grecia y Venezuela, según Aviation Safety), con un total de 526 
víctimas mortales. No es cierto, por tanto, lo dicho por el PP en el 
diario El Mundo a los cuatro días del accidente de que no se ha 
producido antes un accidente con este tipo de aviones». Por otra parte, 
Trillo dijo que se trataba de «aviones excelentes con plena garantía» y 
«absolutamente seguros..., lo mejor que se puede contratar». Sin 
embargo, siete días después del accidente prohibió que se contratasen 
más aviones de esa clase.130 

Los familiares culparon a Trillo, quien un mes después del 
accidente percibió 36.000 euros en dinero negro del Partido Popular 
procedentes de la misma caja con la que se pagó la defensa de algunos 
militares implicados en el accidente del Yak-42. Es lo que diría a 
posteriori el informe de la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal 


(UDEF) a raíz de los papeles de Bárcenas en 2013. Villarejo añadiría 
que el «tonto del murciano (Federico) Trillo... va a su guerra y es más 
tonto que un cipote vendado. No sabe de estrategia nada más que en 
plan bulldozer».131 

Años después, en una comparecencia parlamentaria, el propio 
Trillo calificó de «exceso» que se intentara vincular la supuesta 
financiación ilegal del PP con el caso de aquella «tragedia». Dijo 
también que no tenía «mal concepto» de la Policía Nacional, pero sí de 
los «los comisarios al frente de la UDEF». Añadió que no conocía a 
Villarejo, pese a que la diputada de Podemos, Noelia Vera, le recordó 
la frase en la que el comisario le decía que era «más tonto que un 
cipote vendado». Trillo añadió: «Rotundamente, no sé nada de 
Villarejo ni de sus conversaciones... yo actúo con las leyes, no actúo 
con las cloacas del Estado, por eso ese tipo de personas no me tienen 
simpatía y estoy muy orgulloso de ello». 

Una nota remitida en 2008 a la Audiencia Nacional por el entonces 
jefe del Estado Mayor de la Defensa, y a la postre director del CNI, 
Félix Sanz Roldán, aseguraba que casi tres millones de euros fueron a 
parar a los bolsillos de intermediarios en el caso del Yak-42, lo que 
tachaba de «escandaloso». Además, la identificación de los cuerpos, si 
se puede llamar así, resultó una chapuza que laceró aún más el ánimo 
y la paciencia de los familiares de los fallecidos. 

Villarejo aseguraría años después haber investigado «sobre las 
sociedades que intervinieron en la contratación del accidentado 
Yak-42, así como su relación años antes con la compra de dos aviones 
para la CR (Casa Real)». 


ZP 


La aparición de José Luis Rodríguez Zapatero como secretario general 
del PSOE fue una sorpresa de tal nivel que nadie le otorgó la más 
mínima posibilidad de llegar a La Moncloa. Abocado a ser un líder de 
transición, ni siquiera la guerra de Irak había conseguido erosionar 
tanto la imagen del PP como para pensar que un hombre al que 
conocían como Bambi o el Cejas pudiera hacerle sombra al sucesor que 


designara José María Aznar. No obstante, Zapatero trató de convertir 
en votos la indignación que recorría España a causa de la intervención 
militar en Oriente Medio. 

El 12 de octubre de 2003, durante el desfile del Día de la 
Hispanidad, Zapatero permaneció sentado al paso de la bandera 
estadounidense. Aquel desaire de cara a la foto estuvo reforzado por el 
programa electoral del PSOE, donde se aseguraba que España retiraría 
las tropas desplazadas a Irak si antes de junio de 2004 no había una 
resolución de la ONU que lo apoyase. 

Zapatero hizo de la campaña electoral de 2004 una crítica 
constante contra la gestión del Partido Popular en temas como el 
Prestige, la guerra de Irak o la burbuja inmobiliaria. A pocas semanas 
de las elecciones generales de marzo, el sucesor de José María Aznar, 
Mariano Rajoy, rozaba la mayoría absoluta en los principales 
barómetros del país. Nadie confiaba en Zapatero a pesar del 
descontento con el PP. No obstante, 192 víctimas mortales y miles de 
heridos cambiaron para siempre la historia de aquellas elecciones y la 
propia historia de España. Al país se le paró la vida el 11 de marzo de 
2004 desde el centro mismo de su anatomía. El relato de lo 
desconocido empieza ahora. 
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Capítulo 17 
Muerte en Madrid 


Un Estado diseñó el protocolo de actuación del atentado del 11 de marzo de 
2004, produciendo una ejecución a través de una muy bien estudiada operación 
de inteligencia cuyo fin último era condicionar —como así ocurrió— las 


maleables actitudes y el volátil comportamiento del votante español. 


José Manuel Villarejo 


10 de marzo de 2004. Madrid. Una frase se expandió estruendosa por 
las altas bóvedas del Círculo de Bellas Artes: «Un día despertarán y las 
puertas de sus casas estarán teñidas de sangre». El murmullo casi 
festivo del encuentro cesó de súbito y dejó paso a un silencio 
ortopédico. El ponente advirtió: «España también es objetivo de la 
amenaza». Los asistentes todavía recordaban con nitidez las imágenes 
que llegaron de Nueva York el 11 de septiembre de 2001. La voz 
sobresaltada de Matías Prats en el plató de informativos de Antena 3 
aún le ganaba la partida al olvido: «¡La otra torre, Ricardo, el avión ha 
impactado en la otra torre!», insistía el presentador mientras los 
espectadores comían atónitos ante el atentado contra las Torres 
Gemelas. 

«Un día despertarán y las puertas de sus casas estarán teñidas de 
sangre». La frase se mantuvo presente hasta el final de la conferencia. 
Se adhirió a la ropa de los asistentes, a las paredes de sus cabezas, a la 
sequedad que marcaba el paso entrecortado del silencio a través de 
sus gargantas. Aquel puñado de palabras los acompañó con la 
insistencia de una letanía pegajosa hasta que se apagaron las últimas 
luces de la jornada. 

Un par de horas antes, sin embargo, la conferencia había 
empezado entre abrazos y sonrisas. Las calles de Madrid eran una 


reverberación de lluvia sobre los charcos, aunque el Círculo de Bellas 
Artes poseía en su interior el ambiente cálido de las celebraciones. Le 
Monde Diplomatique cumplía 50 años y su edición española había 
alcanzado los cien primeros números. Hasta la calle de Alcalá 42 llegó 
su director general, Ignacio Ramonet, acompañado por el 
eurodiputado francés Sami Nair, el filósofo Francisco Jarauta y Ferrán 
Montesa, director de la publicación en España. Ramonet mantenía una 
delgadez de juventud a pesar de tener más de sesenta años. Era alto, 
huesudo y vestía traje negro, camisa negra y zapatos negros. Un bigote 
negro, poblado y ancho, adornaba su cara y, pese al riesgo de parecer 
un pájaro de mal agiiero, resplandecía mediante la oscuridad de su 
vestimenta. 

Hablaron de política internacional y globalización ante colegas del 
oficio, seguidores del periódico y estudiantes ávidos por escuchar al 
padre intelectual de ATTAC. En el curso de la conversación, Sami Nair 
proyectó la frase que marcaría el resto de la velada: «Un día 
despertarán y las puertas de sus casas estarán teñidas de sangre». 
Siguieron hablando de Irak y recordaron Afganistán. Doblaron y 
desdoblaron varias veces el mapa de la geopolítica mundial. Sin 
embargo, la frase pronunciada por Nair quedó suspendida en el 
ambiente, incluso más allá de la charla, más allá de las calles, más allá 
de los túneles del Metro, de los autobuses urbanos y de los taxis que 
devolvieron a los asistentes a sus respectivas casas. 

La frase quedó varada en medio de una ciudad donde el cielo 
había dado una tregua a la lluvia, en medio de una noche que se 
encaminaba de manera inexorable a lo que debía ser un día 
cualquiera: el 11 de marzo de 2004. La fecha en la que el horror 
pondría sede en Madrid. La misma sobre la que Villarejo tendría una 
explicación clara: «El 11-M se organizó en un castillo propiedad de 
Mohamed VI llamado Chateau de Betz y ubicado a unos 80 kilómetros 
de París... se produjeron continuos intercambios de agentes y/o 
mensajeros, con los propios hermanos del monarca alauí, Mulay 
Rachid y Layla Mariam, esta última muy controlada por el servicio 
secreto francés». 

No obstante, la verdad de aquel 11 de marzo poco o nada tiene 
que ver con la teoría de la conspiración que intentó extender el 


excomisario. Aquí la contamos. 


Atocha 


11 de marzo de 2004. La primera edición del Diario ABC estaba en los 
quioscos de Atocha antes de que amaneciera. En su portada, la foto 
principal era para Zinedine Zidane, que la noche anterior había 
marcado el gol que clasificaba al Real Madrid para los cuartos de final 
de la Liga de Campeones, tras derrotar por 1-0 al Bayern de Múnich. 
En la parte inferior izquierda, aparecía otra noticia con el siguiente 
titular: «Interior extrema las medidas de seguridad para evitar que 
ETA cree una infraestructura en Madrid». La información añadía: 
«Sospecha que la banda terrorista intentará un atentado para 
evidenciar la tregua en Cataluña y ante el plan Ibarretxe y las 
europeas». 

Quedaban solo tres días para las elecciones generales y la práctica 
totalidad de las encuestas coincidían en que la única duda radicaba en 
si Mariano Rajoy, el candidato designado por el presidente José María 
Aznar, podría conseguir la mayoría absoluta para el Partido Popular. 
A medida que pasaban los minutos, el trasiego dentro y fuera de la 
estación se hacía más numeroso: trabajadores, estudiantes, viajeros... 
Por momentos, la congregación de cabezas hacía imposible distinguir 
un solo centímetro libre en el suelo. 

Un sol sin fuerza intentaba sobresalir entre las nubes. La jornada 
era fría, cosida de arriba abajo por la mano recia del invierno. Incluso 
había nevado en la sierra y la sensación térmica de aquella mañana 
era de abrigo tres cuartos y bufanda. Cuando el reloj de la estación 
llegó a las 07.38 horas, una explosión reventó el ir y venir mecánico 
de la ciudad. El tren 21.431 que cubría el recorrido entre Alcalá de 
Henares y Alcobendas saltó por los aires a su paso por Atocha 
sumiendo la ciudad en el caos. Apenas cinco minutos después, el 
comisario general de Información, Jesús de la Morena, recibió una 
llamada y puso en marcha un operativo para descubrir a los asesinos. 

A las 07.45 horas, sonó el teléfono móvil del jefe de la Unidad 
Central de Desactivación de Explosivos (Tedax), Juan Jesús Manzano. 


—¿El comisario jefe de los TEDAX? Se ha producido una explosión 
en la estación de Atocha. 

—Me dirijo hacía allí, continúe informándome sobre todos los 
datos que vaya conociendo y comuníqueselos a los Tedax de Madrid 
—respondió Sánchez Manzano. 132 

«Los asesinos habían accedido a los trenes en la estación de Alcalá 
de Henares. Hasta allí llegaron desde una casucha de Morata de 
Tajuña, donde la noche anterior prepararon trece artefactos. Unos 130 
kilos de explosivo mezclado con tornillería para aumentar la 
capacidad letal de las bombas. Los asesinos viajaron al menos en una 
furgoneta Renault Kangoo y en un Skoda Fabia. Tras dejar su carga de 
muerte, todos se apearon de los trenes en Vicálvaro», narran los 
periodistas Luis Rendueles y Manu Marlasca. 133 

El director del Centro Nacional de Inteligencia (CND, Jorge 
Dezcallar, convocó «dos reuniones paralelas de los expertos del Centro 
en terrorismo etarra y en terrorismo islamista, que comenzaron a las 
ocho y media de aquella misma mañana. Les pedí que las celebraran 
por separado para no influir unos en otros». El ministerio del Interior, 
por su parte, informó al CNI de que el compuesto que había explotado 
era dinamita Titadine, lo que apuntaba a ETA. No obstante, el jefe de 
explosivos, Sánchez Manzano, señalaba que a las 08.30 horas del 11 
de marzo «los Tedax habían descartado» que en los trenes hubiera 
explotado Titadine y, en consecuencia, «desde el principio supimos 
que no era ETA».134 

El reloj corría y la confusión era cada vez mayor. Por un lado, las 
investigaciones de la Policía, las llamadas entre los altos cargos del 
Gobierno, la actividad frenética en los medios de comunicación; por el 
otro, la desesperación de los ciudadanos. El angustioso sonido de las 
ambulancias. Las llamadas que no encontraban destinatario. La red 
telefónica caída. Una ciudad incomunicada. Un país en estado de 
catatonia ante la televisión. Nuestro 11-S. Nuestro Pearl Harbor. El 
silencio oceánico y el olor a cuerpos quemados sobre las vías. El dolor 
mudo. La incertidumbre. Y los hospitales. Y los médicos. Y los 
enfermeros. Y los celadores. Y los bomberos. Y las familias... La 
respiración encogida que unía, como un hilo invisible, a todas las 
familias de dentro y de fuera de Madrid, de dentro y de fuera de 


España, que esperaban una llamada de vuelta que no acababa de 
llegar. Una llamada que probablemente viajara en esos trenes. Una 
llamada que, en el mejor de los casos, se haría esperar varias horas. En 
el peor, no llegaría jamás. 

A las 08.50 horas se judicializó la causa. La Brigada Provincial de 
Información de Madrid informó sobre las explosiones en distintas vías 
del tren de cercanías: Santa Eugenia, El Pozo y Atocha. La instrucción 
judicial recayó en el magistrado Juan del Olmo, titular del Juzgado 
Central n.” 6 de la Audiencia Nacional. Nadie informó al CNI de que el 
explosivo no estaba compuesto de Titadine. Después de asumir como 
ciertas las primeras informaciones servidas por la Policía, los 
responsables de la Inteligencia española redactaron una nota a las 
15.51 horas en la que afirman que la autoría era de ETA. Aún hoy, 
fuentes del CNI consideran que no les informaron del error porque la 
Policía monopolizó la investigación. 

El subdirector general operativo de la Policía, Pedro Díaz-Pindado, 
declararía en el juicio del 11-M que fue el comisario Santiago Cuadro, 
jefe de Sánchez Manzano, la persona que le comentó la mañana del 
atentado que el explosivo que estalló en los trenes era Titadine. La 
Policía no quería interferencias en la investigación y por ello pusieron 
un operativo especial de seguimientos telefónicos a cargo del 
comisario Enrique García Castaño. 


Cronología policial 


A las 10.50 horas del 11 de marzo de 2004, se localizó una furgoneta 
Renault Kangoo que despertó grandes sospechas. La encontraron cerca 
de la estación de Alcalá de Henares. A las 14.15 horas se levantó el 
acta de la inspección ocular. Después, el vehículo fue trasladado a las 
instalaciones policiales de Canillas, donde se procedió al registro del 
mismo a las 15.30 horas. En ese lapso de tiempo las reuniones se 
sucedieron. El secretario de Estado de Seguridad, Ignacio Astarloa, 
convocó en su despacho a los directores generales de la Policía y la 
Guardia Civil, Agustín Díaz de Mero y Santiago López Valdivielso; los 
subdirectores generales operativos, Pedro Díaz Pintado y Faustino 


Vicente Pellicer; los responsables de información de ambos cuerpos, 
Jesús de la Morena y José Manuel García Varela, y el jefe superior de 
Policía de Madrid, Miguel Ángel Fernández Rancaño. Nadie citó a los 
miembros del Centro Nacional de Inteligencia. 

A las 11.00 horas, hubo una reunión en el Palacio de La Moncloa 
que congregó al núcleo duro del Ejecutivo: el presidente, José María 
Aznar; los vicepresidentes, Rodrigo Rato y Javier Arenas; el ministro 
del Interior, Ángel Acebes; el portavoz del Gobierno, Eduardo Zaplana; 
el secretario de Estado de Comunicación, Alfredo Timmermans y el 
secretario general de Presidencia, Javier Zarzalejos. «Al salir de esa 
reunión, Aznar llamó en persona, a eso de la una, a los directores de 
los principales diarios para asegurarles que había sido ETA», informan 
los servicios secretos españoles.13s Las comunicaciones entre los 
distintos grupos de poder, acción e influencia no cesaban, a pesar de 
que durante buena parte de la mañana, los ciudadanos tuvieron 
problemas para comunicarse a causa de la saturación en la red 
telefónica. 

A las 12.30 horas, Díaz Pintado llamó al comisario general de 
Seguridad Ciudadana, Santiago Cuadro. Quería saber si había alguna 
pista sobre el explosivo empleado en el que, a esas horas, ya era el 
peor atentado terrorista de la historia de España y el segundo más 
mortífero de la historia de Europa, solo superado por el ataque 
terrorista de Lockerbie (Escocia), que dejó 270 muertos en 1988. 
«Cuadro, como Díaz Pintado, promocionado por el Gobierno del PP, le 
dijo que aún no sabía nada, que hablaría con Jesús Sánchez Manzano, 
el comisario de los Tedax, y le llamaría más tarde», señalan los 
periodistas Luis Rendueles y Manuel Marlasca. A las 12.45 horas, 
Santiago Cuadro telefoneó a su superior: «Es Titadine reforzada con 
cordón detonante. El Titadine acusaba directamente a ETA de la 
matanza, porque era el explosivo que venía utilizando la banda 
terrorista vasca desde el año 2000, robándolo de los polvorines 
franceses».136 

Cuadro afirmará en el juicio que «solo dijo “dinamita”, sin 
especificar marca comercial». No obstante, varias personas aseguran 
haber oído decir «Titadine» a su superior: «Manzano también se lo dijo 
a Baltasar Garzón, que estaba en Atocha, pero Cáceres, el inspector 


jefe de los Tedax de Madrid, ya había visto la mochila que estalló en 
Atocha y sabía que aquello no era Titadine, por el color y por la 
textura que tenía». Las viejas rencillas entre policías se unieron a la 
tensión provocada por la magnitud de la tragedia. Las prisas nunca 
son buenas consejeras, advierte el refranero español, menos aún 
cuando se trataba de obtener una explicación política conveniente 
para los intereses particulares de un determinado Gobierno. Mucho 
menos si esa explicación se fundamentaba en un cóctel de chapuzas y 
medias verdades, así como en una lacerante falta de sentido de Estado. 
La misma que incapacita a los representantes de los ciudadanos a 
rectificar cuando no hay más salida que verdad o verdad. 

A las 13.30 horas, el ministro del Interior, Ángel Acebes, dio una 
rueda de prensa en la que también culpó a ETA: «Sin ninguna duda», 
añadió al respecto. Cuando un periodista le preguntó por la posible 
autoría de Al Qaeda, Acebes zanjó: «Es un proceso de intoxicación que 
ha iniciado el señor Otegi de manera miserable para desviar la 
atención». Mientras tanto, los madrileños sobrevivían ajenos a las 
luchas de poder: conmovidos por un golpe que no esperaban, ansiosos 
ante un puzle roto en mil pedazos que no podían reconstruir. Aquella 
mañana, todas las personas que habitaban en la capital de España 
perdieron algo o a alguien. De una manera u otra, una parte de todos 
ellos murió, del mismo modo que murió para siempre una parte de la 
propia ciudad. Una mañana en la que los altos ejecutivos abandonaron 
sus coches oficiales para llegar a pie a los puestos de la Cruz Roja y así 
donar sangre. Una mañana en la que se pudo ver a los mendigos 
dando compañía y conversación a personas que, desesperadas, 
vagaban por la zona cero de la tragedia a la espera de obtener algún 
tipo de información que les permitiera volver a sentir bajo los zapatos 
el suelo sobre el que pisaban. Una mañana, en definitiva, en la que el 
pueblo de Madrid, ajado y herido, dio lo mejor que tenía. Quizá 
tambaleante ante el zarpazo del terror, pero jamás vencido. 

A las 18.00 horas, la cúpula policial volvió a reunirse en el 
Ministerio del Interior. Santiago Cuadro, «ante el estupor de sus jefes», 
rectificó y señaló que por la mañana había dicho que el explosivo 
empleado era dinamita, sin especificar la marca comercial porque no 
la sabía. Díaz Pintado le aseguró que había hablado de Titadine, pero 


Cuadro lo negó taxativamente. Por su parte, De la Morena expuso a 
los asistentes sus dudas sobre la posible autoría de ETA: sus hombres 
en Francia estaban escuchando conversaciones telefónicas entre 
militantes de la banda en las que negaban estar detrás de la 
masacre.137 El CNL además, había comprobado que la Renault Kangoo 
no tenía las matrículas dobladas, práctica habitual de ETA cuando 
usaba un coche bomba. 

Esa misma tarde, la organización terrorista internacional Al Qaeda 
reivindicó el atentado. El yihadismo radical aterrizaba en nuestras 
vidas enarbolando la bandera de la barbarie. A lo largo de aquellas 
jornadas, sus bombas mataron a 192 personas, incluyendo al GEO que 
murió el 3 de abril en el piso de Leganés, hirieron a más de 1800 y 
destrozaron la vida de miles y miles de familias que aún hoy se 
encogen ante los recuerdos como si no hubiera pasado un solo día 
desde aquella fecha. 


El hombre clave del 11-M: Enrique García Castaño 


«El DAO le confió la investigación del 11-M al comisario Enrique 
García Castaño», señala un policía que ayudó en la investigación. «A 
Villarejo le molestó mucho y se hizo protagonista de la historia sin 
vivirla», precisa la misma fuente. 

Villarejo escribió sobre aquel día: «Puedo probar que los servicios 
de información dejaron de seguir pistas fundamentales para poder 
descubrir quiénes planearon el mayor atentado de nuestra historia 
reciente y que cambió para siempre el curso de los acontecimientos 
políticos en España. No hubo voluntad política de que se conociera la 
autoría intelectual de aquella infame atrocidad. Lamentablemente, 
nadie quiso adentrarse en toda la documentación que conseguí 
obtener y que, sin duda, a mayor abundamiento, estará en el 
Ministerio de Interior y con toda seguridad, en los archivos secretos 
del CND». 

Lo cierto es que el comisario García Castaño dijo en el juicio del 
11-M: «Todos los indicios enfocaban la investigación clarísimamente a 
islamistas». El entonces director general de la Policía y jefe del propio 


García Castaño, Agustín Díaz de Mera, «como amigo más que como su 
superior, le preguntó el mismo día 11 su opinión personal, debido a su 
larga trayectoria en la lucha contra el terrorismo», según fuentes 
policiales. Esas mismas fuentes aseguran que García Castaño le 
respondió que no había «ni pruebas ni indicios» que vincularan a ETA 
con la masacre. Entonces, Díaz de Mero ordenó: «Que tiráramos para 
delante fuese lo que fuese, opinasen lo que opinasen otras personas». 
«Opinan ¿qué personas? No creo que fuesen funcionarios policiales», 
reflexiona el propio García Castaño». 

Por su parte, Díaz de Mera señaló en el juicio que había sido 
García Castaño quien le había dicho que los autores eran de ETA y no 
islamistas radicales. Sin embargo, Enrique García Castaño lo dejó claro 
al juzgado en un escrito: 


«El comisario que suscribe, Enrique García Castaño, jefe de 
la Unidad Central de Apoyo Operativo, pone en 
conocimiento de la Superioridad lo siguiente: 

El pasado miércoles día 28 de los corrientes, sobre las 
20:45 horas en su teléfono móvil recibió una llamada de 
Don Agustín Díaz de Mera, al objeto de preguntarle sobre 
lo acontecido durante su comparecencia en el juicio del 
11M, y en concreto sobre si había escuchado los términos 
en que se llevó a cabo, a lo que respondió el que suscribe 
en modo afirmativo. 

Durante la conversación, Agustín Díaz de Mera le 
comunicó que se encontraba muy presionado 
políticamente, motivo por el que solicitaba su ayuda al 
objeto de facilitar su nombre al presidente del Tribunal 
con la finalidad de que le explicara lo relacionado con el 
«Supuesto Informe», ante lo cual el que suscribe comentó a 
Agustín Diaz que nunca le había hablado sobre el 
«Supuesto Informe» ni que hubiera existido una relación de 
ETA con el atentado del 11-M. 

Agustín Díaz se encontraba en ese momento hospedado 
en el Hotel Meliá Barajas y antes de concluir la 


conversación le comunicó que estaba muy disgustado y 
qué pensaría que iba a hacer... 

Al día siguiente (jueves 29 de marzo) sobre las 22.00 
horas recibió otra llamada de Agustín Díaz en la que volvía 
a insistir que necesitaba buscar una salida política a su 
situación, volviendo a pedirle que le ayudara y facilitar su 
nombre al Presidente del Tribunal, quien al parecer le 
había ofrecido garantías de que no pasaría nada ni se haría 
público. 

Quien suscribe le volvió a repetir su respuesta del día 
anterior, y que eso mismo sería lo que manifestaría en caso 
de ser citado ya que jamás le había hablado sobre lo que 
supuestamente Agustín Diaz quiere justificar. 

Todos estos hechos se ponen de manifiesto en 
conocimiento de la Superioridad ante el temor de que esta 
persona finalmente facilite su nombre con objeto de 
salvaguardar su posición política dentro del Partido. 

Es deseo del que suscribe confirmar que en ninguna de 
las diversas reuniones que ha tenido con Don Agustín Díaz 
de Mera, ocurridas con objeto de tratar temas familiares 
(sobre situaciones de sus propios hijos) o simplemente de 
manera amistosa, jamás le ha comentado que ETA tuviera 
relación alguna con los atentados del 11-M, ni sobre la 
existencia de «supuesto informe», destruido manipulado o 
de cualquier otra manera dirigido a justificar esa 
relación»». 


Los Tedax 


Mientras, proseguía la investigación. La madrugada del 11 al 12 de 
marzo, despertaron al jefe de los Tedax. La policía había encontrado 
una mochila en el puente de Vallecas. Un grupo de especialistas se 
dirigió a la zona y confirmó la existencia del explosivo. 
Posteriormente, lo desactivaron y recuperaron los componentes. En la 


mochila también había un teléfono móvil y una tarjeta SIM de la 
compañía telefónica Amena. A las 05.20 horas, Jesús de la Morena 
ordenó a Enrique García Castaño que investigara la pista recién 
encontrada. No obstante, el material no le llegó hasta la mañana 
siguiente. A su vez, García Castaño se puso en contacto con el jefe de 
seguridad de Amena, José Domingo Río. En su comparecencia ante el 
tribunal en el proceso del 11-M, Río dijo que daba «por hecho» que 
había un mandato judicial para intervenir los datos de la tarjeta 
encontrada en Vallecas y que ese particular no era cometido suyo. «Es 
muy difícil que una compañía telefónica permita algo si no hay 
mandato», alegó. 

Los agentes extendieron el radio de la investigación con el objetivo 
de encontrar el lugar donde los terroristas adquirieron la tarjeta. 
Llegaron hasta la localidad de Pinto, a unos 20 kilómetros al sur de 
Madrid. Allí dieron con Shindu Enterprise, perteneciente a dos indios: 
Rakesh y Suresh Kumar. Ambos fueron imputados, pero no 
procesados. Los hombres del comisario Enrique García Castaño 
aparecieron en la tienda de incógnito, «como si fueran compradores 
normales». El comisario relata que los propietarios fueron reticentes a 
dar información sobre su negocio, ya que, según sus propias palabras, 
ese tipo de sitios tiene «actuaciones que no son muy éticas, de ahí el 
resquemor de esa gente a darnos información». Al día siguiente, los 
policías volvieron a la tienda y se identificaron como tal: «Es cuando 
dicen que se la han vendido a Jamal Zougam, al que le habían 
vendido tarjetas otras veces que acababan en una tienda de Lavapiés». 


El piso de Leganés 


Eran los últimos días de marzo de 2004 cuando el comisario Enrique 
García Castaño localizó un piso en Leganés donde se escondían siete 
islamistas radicales relacionados con el 11-M. García Castaño se fijó 
en uno de los números de teléfono que había entre las treinta tarjetas 
investigadas. Sospechó de esa secuencia porque era casi idéntica al 
número de Said Berraj, el sospechoso que huyó de España un día 
después de los atentados. En la memoria del número aparecía una 


llamada. Los agentes marcaron y contestó alguien desde una 
inmobiliaria. A las preguntas de los policías, al otro lado de la línea 
dijeron que un árabe les había alquilado un piso en el número 40 de 
las calles Carmen Martín Gaite de Leganés. 

García Castaño relataría en el juicio: «A las tres de la tarde, van 
funcionarios al portal, tocan al timbre del piso y preguntan por Pepe. 
Una voz con acento árabe respondió: “No hay ningún Pepe”». Fue 
entonces cuando el hoy procesado Abdelmajid Bouchar bajó con una 
bolsa de basura. García Castaño lo recuerda así: «Y ahí es cuando se 
produce la huida, los gritos, los disparos... Y ahí es cuando se 
descubre el piso de Leganés», en el que muere un GEO el 3 de abril, 
cuando los siete terroristas que se escondían dentro del inmueble 
decidieron inmolarse. 

Con 192 víctimas mortales a causa del atentado, la clave en la 
resolución policial del caso era que tanto García Castaño como 
Villarejo querían el mérito para ellos. «Nunca ha sido amigo de 
Villarejo», señalan desde el entorno de García Castaño. «El amigo de 
Pepe es Julito Corrochano», quien años después sería jefe de 
Seguridad del BBVA y que intercedió entre ambos para que hiciesen 
las paces. «Maldito el día. Si pudiese volver atrás...», señalan desde el 
entorno de García Castaño refiriéndose a la relación entre él y 
Villarejo. No es el único tronco de Villarejo que se arrepiente de 
haberlo conocido. También le pasó al propio Julio Corrochano: 
«Cuando se cambió de casa compró los muebles y para ahorrarse el 
IVA pidió la factura a nombre de las empresas de Pepe». Hicieron 
negocios con Villarejo y acabaron escaldados. «Nos jodió a todos», 
dicen policías que han tenido mando y que prefieren preservar su 
identidad. 

Sin embargo, el 11 de marzo no acabó con la explosión del piso de 
Leganés, ni siquiera con el final de juicio, porque entonces aparece la 
teoría de la conspiración y sus impulsores comienzan a filtrarla a los 
medios. 


El 11-M alternativo de Villarejo 


Tras el atentado del 11 de marzo, los dirigentes del Partido Popular 
sabían que la única forma de ganar las elecciones era mantener viva la 
teoría de que ETA había sido la causante de la matanza de Atocha. De 
esa idea y de que llegara viva hasta el 14 de marzo dependía que el 
poder Ejecutivo se quedara en Génova 13 o pasara al PSOE de un 
revivido José Luis Rodríguez Zapatero. La guerra por la información y, 
sobre todo, la guerra por la prevalencia de las dudas interesadas saltó 
a la calle, a los periódicos, a las radios y a las televisiones. El poder 
estaba en juego y nadie iba a dudar en aprovechar todas las armas a 
su alcance, aunque fuera a costa de la memoria de casi 200 
asesinados. 

José Manuel Villarejo usó el relato del 11-M en su propio interés. 
A pesar de que policías como Enrique García Castaño insisten en que 
«no tiene ni idea. La investigación sobre el 11-M, la hice yo», lo cierto 
es que Villarejo montó —y aún lo defiende— una versión alternativa 
en torno a la tragedia: 


«La Guardia Civil hizo una entrega controlada de 
explosivos días antes del atentado del 11 de marzo de 2004 
en Madrid y su objetivo, el terrorista Jamal Ahmidan, a 
quien querían acorralar con dicha estrategia, se escapó con 
200 kilos de dinamita. Para burlarles, el yihadista contó 
con la ayuda del servicio secreto francés y de personal 
cercano a la embajada de Marruecos, que instruyó luego a 
la célula de Morata de Tajuña en el montaje de bombas. 
Parte de esas instrucciones llegaron desde una cabina en el 
Líbano, pero cuando los espías franceses y marroquíes 
supieron que España investigaba esa pista por una «fuga de 
información», hicieron desaparecer las pruebas y 
colocaron otras manipuladas como la mochila de Vallecas 
para orientar las pesquisas». 


Villarejo remitiría años después un escrito con esas palabras al juez 
Manuel García Castellón. En él mantendrá que toda esa conspiración 
para atentar contra España habría quedado oculta «de no haberse 


conocido la labor de dirección que los terroristas recibieron desde 
fuera, a través de la cabina de teléfono», ubicada en Beirut (Líbano), 
pero controlada por la inteligencia siria. «Tuve conocimiento de la 
existencia de tal cabina gracias a las excelentes relaciones que 
mantenía por medio del comerciante de armas [Monzer Al Kassar] con 
los jefes del servicio de espionaje sirio, el general Alí Duba y más 
tarde su sucesor Abderraman Hunney [conocido como El Viejo]», 
sostiene hoy en día Villarejo desde la cárcel. Intenta con ello 
argumentar que el trabajo de espionaje que realizó a petición del 
BBVA contra miembros de Sacyr, por el que está imputado, tiene 
también sentido como agente encubierto del Estado y le habría 
permitido conseguir información sensible y asegura que: 


«En numerosas ocasiones estos responsables me mostraron 
su confianza, como cuando aceptaron el retorno de los 
agentes del CNI expulsados de Siria o los datos esenciales 
sobre el arsenal de armas del que disponía Irak antes de la 
guerra, información que fue transferida en su totalidad a 
la CIA, a través de los responsables de esta agencia en 
Madrid... Una vez conocido este dato crucial de la cabina, 
ante mi insistencia, [los servicios secretos sirios] optaron 
por facilitar el listado de llamadas, de manera extraoficial, 
entregándome una copia en mano para lo cual me pidieron 
un encuentro personal en Damasco, como medida de 
confidencialidad». 


El propio Monzer Al Kassar le da su versión de los hechos al 
periodista Antonio Rubio: «El jefe policial Pepe [Villarejo] me pidió 
ayuda por unos teléfonos del Líbano que tenían relación con los 
atentados del 11-M y organicé un viaje del jefe Telesforo y del jefe 
Pepe».138 «Nunca comprendí por qué, al final, prohibieron que viajara 
el jefe Pepe y que el jefe Telesforo dijera en Siria, cuando ya tenía 
todas las relaciones y contactos telefónicos, que esos datos ya no eran 
necesarios. Fue todo muy raro [...], tenía información que nadie antes 
tuvo y no quiso o supo usarla». Al Kassar fue más lejos y descubrió los 


comentarios de Telesforo Rubio sobre Villarejo: «Además, dijo que si 
se conseguían nuevas informaciones se las dieran directamente a él, ya 
que el jefe Pepe [Villarejo] no era de fiar porque era de un sindicato 
de derechas. Finalmente, el jefe Telesforo me dio en ese viaje su 
número personal para que lo llamara a él y no al jefe Pepe». 

Por su parte, Villarejo relataba: «Así que lo comuniqué a los 
máximos responsables que ya había nombrado en el Ministerio del 
Interior Zapatero, y tanto el DAO Miguel Fernández-Chico como el 
resto de la cúpula, en principio estuvieron de acuerdo con dicho viaje 
[...]. En el último momento, cuando ya disponía incluso de visado, se 
me comunica que yo no viajaría, sin alegar ninguna justificación para 
tal decisión, que suponía que se despreciaba tan importante 
información, al no cumplir la condición de mi presencia, ya pactada». 

«Fernández Chico nos pagaba con fondos reservados», señala el 
entorno de García Castaño. «No era un sobresueldo», como antes. Es 
algo que aparece en el «reglamento de fondos reservados», que 
autoriza a que les paguen todo: «Gastos, colaboradores, putas, cenas, 
gasolinas, lo que queramos... por algunos asuntos nos decían: 
apúntate 10.000 para gastos en este tema». Por las cuentas de García 
Castaño pasaron 570.000 euros a lo largo de 11 años y 7 meses. La 
justicia investiga si esos fondos fueron pagos encubiertos. Su entorno 
defiende que son pagos con fondos reservados y que todos tienen 
justificación. No en vano, fue él quien investigó el 11-M: «Yo había 
invitado por primera a los servicios secretos sirios en 2005, los traté 
de puta madre, les invité a cenar y todo lo pagué con fondos 
reservados», afirma García Castaño, quien en 2007 haría lo propio con 
el jefe policial sirio Ali Mamlouk: «Las llamadas las pillaron los 
[servicios secretos] americanos y se lo regalaron a los sirios. Ellos nos 
informaron de los teléfonos del 11-M... ni Villarejo ni Al Kassar 
tuvieron nada que ver». 

Esa disputa de egos policiales hizo que las distintas teorías sobre el 
atentado más mortífero de la historia de España fuera un frente de 
guerra más durante las horas que precedieron a las elecciones del 14 
de marzo de 2004. José Rodríguez Zapatero llegó a La Moncloa con 
un 4,9% de ventaja sobre el popular Mariano Rajoy, 164 escaños 
contra 148. Algo inimaginable una semana antes. Villarejo deslizó 


durante esos días varios ataques contra García Castaño: «Es un 
mentiroso y un canalla. ¡Quiere llevarse a todo el mundo por 
delante!». 


El libro secreto de Villarejo 


Villarejo lo tenía todo preparado desde hacía tiempo para escribir un 
libro sobre el 11-M. El policía dejó escrita su tesis y los datos que 
recabó al respecto en enero de 2006. Lo dejó en reposo, para que 
fuera el paso del tiempo y la idoneidad del contexto los que marcaran 
el momento adecuado de hacerlo público. Fue el digital Moncloa.com 
el que desveló que había un libro del excomisario titulado 11-M desde 
dentro. «Siempre decía que iba a escribir un libro que cambiaría la 
historia de nuestro país», señala uno de los periodistas a los que 
sondeó el excomisario para escribirlo en su nombre. Villarejo quería 
apropiarse de la investigación de Enrique García Castaño. 

11-M desde dentro tiene un primer capítulo llamado «Caldo de 
cultivo» en el que el policía recuerda la presencia española en la 
guerra de Irak y las «amistades peligrosas» de José María Aznar, con 
foto de Las Azores incluida, así como un repaso a la alianza que 
España firmó aquellos días con los Estados Unidos de la 
Administración Bush. Otro capítulo era «Perejil en salsa, la respuesta 
inesperada y no olvidada», en el que habla de cómo la ocupación del 
islote marroquí —siempre según sus propias palabras— fue otro de los 
detonantes para que el país africano actuara contra España en la 
matanza de Atocha. 

En el capítulo «Los ojos cerrados de los hermanos sirios», Villarejo 
pensaba tratar «el boicot de los teléfonos» y explicar por qué la 
inteligencia Siria se negó «a dar los datos del rastreo de una cabina del 
Líbano y después de mutilar algunas de las llamadas, se la facilitaron 
al DB francés». Así, pieza por pieza, pensaba asentar su tesis sobre los 
hechos que estremecieron España. En la cuarta parte de esa obra, 
enunciada como «Los chapuzas», Villarejo trataba la presunta 
ocultación de pruebas: «El explosivo que no se encontró y el que de 
pronto apareció» en una referencia directa a la mochila de Vallecas y 


los peritajes sobre la presencia de Titadine y Goma2 Eco entre los 
explosivos. 

Para la última parte del libro había reservado una revelación: 
«Marruecos mejora ostensiblemente sus relaciones» y le aporta a 
España «beneficios en cascada» como los acuerdos de pesca, mientras 
que «Francia se tranquiliza ante la pérdida de sintonía de España con 
EE. UU.». Es una obra donde el ADN de la rana vuelve a estar presente: 
medias verdades, mentiras y una alternativa para todos aquellos que 
no creyeron la versión oficial sobre el atentado terrorista que cambió 
la historia de nuestro país. 


Mentiras 


El diario digital Moncloa.com publicó un audio grabado por Villarejo 
en el que sus compañeros de la policía analizaban la posibilidad de 
que los servicios secretos de Francia y Marruecos estuvieran detrás del 
11-M. La reunión se produjo en el restaurante madrileño Rianxo, en el 
año 2009. Sentados a la mesa estaban el comisario general de la 
Policía Judicial, Juan Antonio González; el jefe de la Unidad de 
Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF), José Luis Olivera, el máximo 
responsable de la Unidad de Drogas y Crimen Organizado (UDYCO), 
Eloy Quirós y, por supuesto, José Manuel Villarejo a los mandos de la 
grabadora. 

Juan Antonio González es quien primero saca el tema en la 
grabación: 


—Hicieron una investigación de puta madre. Yo soy el 
primero que lo admiro, lo he defendido y me ha parecido 
que han hecho un trabajo de la hostia. Aquí no se trata 
como antes de pegarle una paliza a un choro y coger al 
autor del secuestro o del atraco. Tiene que estar todo... 
Mire usted, este es este porque llamó por teléfono. Macho, 
tú fíjate la que están liando con el 11-M. Si no hubieran 
aquel día... (sic) eran la tira, se hubieran salvado todas 
estas cosas. 


—Hay muchos flecos, ¿eh? —le interrumpe Villarejo. 

—Podrás decir que somos la Policía de Rubalcaba, que 
hemos hecho, pero la esencia... —apunta Quirós. 

—La esencia del tema es impecable. Es impecable — 
sentencia Villarejo que añade: [había errores] ¡de bulto! 

—Yo te estoy hablando desde el principio. Desde el 
principio que está localizado quiénes son los malos — 
tercia Olivera. 


A continuación, tanto Olivera como Villarejo se centraron en la 
mochila de Vallecas que no explotó y que, en opinión del segundo, era 
una pista que dejaron ad hoc para atrapar «a los malos» ya que tenía 
los cables «alterados» y la mochila no podía explotar. Es decir, el 
hecho de que la bomba no explotase en la mañana del 11 de marzo de 
2004 no se debió a un fallo logístico de los terroristas, en opinión de 
ambos comisarios, sino que alguien la anuló a propósito para dejar esa 
pista. 


—Pero, perdona, ¿por qué se localizan a los malos? Por el tema de 
Vallecas —señala Villarejo. 

—¿Por qué salen los malos? Porque son la primera tarjeta de la 
mochila que no explota —indica Oliveras—. Llaman al Gordo [García 
Castaño], el Gordo llama al Río. El Río le dice (inaudible) por qué es la 
mina. 

—Perdóname, perdona. Mochila que nunca podía haber 
explosionado porque estaban los cables alterados. Un momento, un 
momento. Es que... es que esos temas son... no se puede obviar. Nada, 
no sabíamos nada. Entonces eso es una pista que te la dejan ad hoc. 
Preparada. ¡Qué casualidad, que todas explotan menos una, que cogen 


y la anulan! —indica Villarejo. 


González les dio la razón, lo que permitió a Villarejo exponer su 
criterio de que fueron los servicios secretos marroquíes, «con apoyo de 
los franceses», los que estuvieron detrás del atentado. González apoyó 
el argumentario de su subordinado: «Estaban detrás». 


—Yo, mi criterio, y yo he estado en Siria, he estado en el Líbano, y he 


estado recogiendo de una cabina de teléfonos llamadas que se hicieron 
durante el 11-M, que luego después las han tenido aquí y que antes, 
precisamente antes, fueron los servicios secretos franceses a cortar 
parte de esas llamadas. Ojo, entonces, yo, mi criterio, después de todo 
eso, es que fueron los marroquíes, con apoyo de los franceses, sin 
lugar a dudas. 

—Vamos... —dice Olivera. 

—Pero sin ninguna duda. O sea, yo no tengo ni una puta duda de 
que los servicios secretos marroquíes estuvieron hasta el culo y que los 
franceses le dieron el apoyo logístico. ¿Por qué? Porque estábamos ya 
en una línea de puta madre. Los franceses, hasta el culo, hasta el culo. 
Ya te digo, los sirios, o sea yo voy al Líbano, a mí me pide el Gordo, me 
pide entonces el tontopollas del Teleférico [Telesforo Rubio], me pide 
un teléfono, que yo había, había estado en la zona de Hizbolá, de una 
zona de Hizbolá del Líbano. Una cabina de teléfono. Les digo, ¿qué 
queréis? El listado de las llamadas. Yo cojo, y le consigo el listado de 
las llamadas, pero hablo con el general, que es amiguete y me dice: 
«Han venido los franceses y han cogido con las tijeras y han dicho, 
esto no se lo des, esto se lo das, esto se lo das». ¡Los franceses! Y yo se 
lo dije al tonto de Teleférico, que es tonto, y que, por tanto, no 


entendió la importancia del tema. 


Posteriormente atacan a Telesforo Rubio. Villarejo le dice a José 
Antonio González que «de todo esto, lo que queda, es que el único que 
ha pisado calle y el único que es madero has sido tú, coño 
(dirigiéndose a JAG). Y objetivamente, no es una cuestión de ser 
amigo o no ser amigo, es que eso te lo tienen que reconocer hasta tus 
mayores enemigos, objetivamente». 


Hastío judicial 


El magistrado Manuel García Castellón citó a José Manuel Villarejo el 
29 de marzo de 2019 para intentar aclarar las insinuaciones que el 
excomisario estaba lanzando desde la cárcel. Villarejo declaró durante 
más de dos horas, pero no presentó datos ni documentación que 
avalara su tesis sobre la supuesta implicación de los servicios secretos 
franceses y marroquíes en el 11-M. Tan solo ofreció conjeturas 


basadas en la promesa de que las pruebas definitivas están entre la 
documentación que le fue intervenida por la Policía. Su abogado 
también fue incapaz de dar una respuesta sólida al juez de por qué 
Villarejo volvía al 11 de marzo de 2004 más de quince años después: 
«Ha ido recabando la información y siempre la ha puesto a disposición 
de sus superiores de forma verbal y escrita. El uso concreto que se 
hiciera de esa información no es responsabilidad de Villarejo», señaló 
el letrado. 

Ante la vaguedad de los planteamientos, García Castellón decidió 
archivar la investigación tras la solicitud de la Fiscalía Anticorrupción, 
que también se opuso a reabrir esta causa al no creer la versión de 
Villarejo sobre la participación de esos servicios secretos en la 
masacre. De hecho, para el teniente fiscal y portavoz de la Fiscalía, 
Miguel Ángel Carballo, resulta imposible abrir una investigación al 
respecto ante la falta de «verosimilitud» del relato. 

«Me han hecho perder el tiempo», concluyó García Castellón harto 
de conspiraciones, medias verdades e indicios sin base documental 
que se quedaban en un mero relato más aderezado con ADN de la 
rana. Un relato que, sin embargo, roza las fronteras de lo macabro, si 
tenemos en cuenta lo que aquel día supuso para miles de ciudadanos. 
El dolor que, a día de hoy, sigue provocando la mera enunciación de 
aquella fecha maldita: 11 de marzo de 2004. 
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Capítulo 18 
Barrios Bajos 


Soy un servidor del Estado al que le gusta pensar que defiende a los delincuentes 


y garantiza la supervivencia de la gente correcta. 


José Manuel Villarejo139 


21 de agosto de 2019. Prisión de Estremera. La cárcel es un purgatorio 
donde cada uno sobrevive como puede. Hay quien utiliza su poder de 
antes, como si la vida pasada jamás pereciera. Hay quien mueve la 
verdad que le interesa a través de la prensa. Hay quien se refugia en 
las malas compañías, ya que solo y entre rejas, suelen ser las mejores 
siempre que tengas algo que ofrecerles. El que no tiene nada, como en 
la propia vida, suele ser un fantasma a merced de las sombras. Meras 
piezas de carne de cañón, término que hacía referencia a los soldados 
que iban en primera línea de batalla, aquellos que no tenían más 
redención que una muerte segura. Lo escribió William Shakespeare en 
la primera parte de Enrique IV: «¡Bah, bah! ¡Excelentes para ser 
ensartados, carne de cañón, carne de cañón! Llenarán un foso tan bien 
como los mejores». 

Entre los que ofrecen sus verdades a los medios de comunicación 
están dos ínclitos huéspedes de Estremera: el presidente de la 
Asociación de Usuarios de Servicios de Banca (AUSBANC), Luis 
Pineda, y el excomisario José Manuel Villarejo. Ambos han amasado 
cualquier estrategia con tal de no convertirse en carne de cañón para 
el sistema, ya sea en forma de bulos, revelaciones, medias verdades o 
escritos desesperados donde se mezclaban el anhelo de libertad y la 
rabia por no poder obtenerla. Ambos, además, han transitado por 
caminos que se ha cruzado dentro y fuera del presidio. Pineda llevaba 
en su celda tres años hasta que pudo salir en libertad provisional en 


2019 bajo fianza de 500.000 euros. Está acusado de presuntos delitos 
de estafa contra la Hacienda Pública y blanqueo por el caso Ausbanc. 

Fuentes de su entorno aseguran que las maniobras para conseguir 
«su muerte civil» comenzaron el 7 de enero de 2015 en una comida 
que tuvo lugar en el complejo policial de Canillas. Según esas mismas 
fuentes, asistieron el presidente del BBVA, Francisco González, el 
director de los servicios jurídicos del banco, Eduardo Ortega, y el 
entonces jefe de seguridad de la entidad, Julio Corrochano. 

Pineda y Villarejo estaban separados por un módulo y por el odio 
cerval que el empresario profesa al expolicía. El antiguo jefe de 
AUSBANC pidió un encuentro con Villarejo dentro de la cárcel, pero la 
dirección del centro y el propio Villarejo se negaron. El empresario 
sabía que los últimos coletazos del excomisario lo tuvieron a él como 
objetivo. Hasta poco antes de que la Policía lo apresara en su finca El 
Montecillo, Villarejo había investigado exhaustivamente a Pineda, y 
recogió el fruto de sus investigaciones en un informe fechado en abril 
de 2013 y con numerosas «notas informativas» bautizadas con las 
siglas PIN. Ese documento, de más de doscientas páginas, contenía el 
grueso de acusaciones que lo llevaron a prisión preventiva. Desde 
entonces, Pineda trata de demostrar su inocencia y sitúa a ex altos 
cargos del BBVA y al propio Villarejo como epicentro de una 
«conspiración contra él», en palabras de personas de su entorno. 

Hay quien dice que Villarejo, incluso, siguió la pista del 
empresario dentro de la propia cárcel, cuando compartía la celda 3 del 
módulo 35 con M. LI P, un traficante búlgaro de heroína. 
Supuestamente, fue Julio Corrochano quien le pidió a Villarejo que 
investigara al compañero de Pineda. Entre los dirigentes del banco 
había miedo de que pudieran ordenar el asesinato de Francisco 
González. Asuntos Internos encontró una anotación sobre este asunto 
en unos papeles del comisario: «KOL [nombre en clave de Corrochano] 
tema BULGARO», escribió, junto a la fecha 23. 11. 16. 

Con parte de esa información, Pineda escribió: «Es público, y se ha 
publicado, que el excomisario D. Julio Corrochano, jefe de seguridad 
del BBVA, contrató los servicios del Sr. Villarejo, durante varios 
semestres, a razón de casi 500.000 euros anuales con el objetivo de, y 
por medio de este cohecho, investigar y destruir la reputación, 


primero (al estilo Joseph Foucha, cuñado de Robespierre, que dijo: 
“Entregarme la carta de un hombre, cualquiera que haya escrito, y lo 
enviaré a la guillotina”), y tras la presentación de una denuncia 
anónima en UDEF CENTRAL (Brigada Central de Delincuencia 
Económica y Fiscal, Sección Fraude Financiero, Cuerpo IL muy 
vinculada a los dos citados ut supra) contraria a la L. E. Crim art. 268, 
la mera existencia y capacidad de la benemérita Asociación 
AUSBANC, amén de provocar mi detención policial...». 

Cuando Pineda escribió esa nota, la Unidad de Asuntos Internos ya 
tenía información que vinculaba a José Manuel Villarejo con Julio 
Corrochano, alias Tomy. Corrochano era su tronco, su amigo y su 
discípulo desde que ambos compartieron la lucha contra la banda 
terrorista ETA. Antes de ser jefe de seguridad del BBVA, cargo que 
ocupaba desde septiembre de 2002, fue comisario general de la Policía 
Judicial y jefe superior de la Policía de Madrid. Algunos compañeros 
que trabajaron con él lo recuerdan como «un policía de casta». 
Añaden: «Corrochano controlaba las redes de información en el País 
Vasco y García Castaño era el encargado de facilitar a sus hombres los 
medios técnicos en la lucha contra ETA». 


Que hablen Corrochano y Villarejo 


Frente a un plato de comida la verborrea se desata: 

—Bien, atiéndeme, atiéndeme, joder. Soy madero, hostia, hace 
treinta años... me cago en mi puta madre —le espeta Julio Corrochano. 

Villarejo le contesta sin inmutarse: 

—Yo un poquito antes que tú. Pero bueno... 

—Pero joder, pero te estás durmiendo. Mi jefe tampoco está 
convencido, ¿eh?... y que viajes al extranjero... 

—¿Tampoco está convencido de la eficacia del trabajo? 

—Ehhh...está, está en que hay parte que sí y parte que queda..., 
eso, que está en una nebulosa que no sé qué, que no lo ve; porque es 
muuuy listo el hijo de puta y... las coge todas al vuelo y me dice, 
eehh... 

—Vamos a quedar un día con él a comer —dice Villarejo que intuía 
que Francisco González estaba al corriente de las actividades de su jefe 


de seguridad. Quería verlo en persona, aunque nunca lo conseguirá. 


González diría después sobre Villarejo. «No lo conozco de nada. En 
absoluto. Tengo una referencia: un programa, Salvados, año 2017. No 
vi el programa, pero se habló mucho de él y apareció un señor 
extraño, raro a mi juicio y ahí empecé a saber quién era este 
personaje. Por lo que he visto estos señores eran expertos en todo», 
ironizó Francisco González en sede judicial al referirse a Villarejo. 

Sigue la discusión entre ambos maderos: 

—;¡Qué no, coño! ¡Qué no! y yo sé que no habéis estado en Suiza, 
no me toques los cojones (ininteligible), qué cojones. Pero bueno, eso 
es cosa mía y tuya. Y punto. Y me la suda, me suda la polla, pero... mi 
jefe también lo sabe y no... Somos tú y yo ¿eh?, pero me defendía esa 
posición. ¡Hijo de puta con lo que cobras! 

—Hazme caso mira... —intenta convencerle Villarejo. 

—Tú estás loco, tío. 

—Bueno, ¿me quieres hacer caso? 


—Salvo que me la resuelvas. 


El BBVA se hubiera ahorrado muchos problemas de haber 
recurrido a un detective habilitado en vez de a un hombre que andaba 
con un pie en las estructuras públicas del Estado y con el otro en los 
negocios privados. Pero Corrochano tiró de Villarejo, ya que el clan 
nunca sale de este si las actividades del clan pueden beneficiar a uno 
de sus miembros. Algunos de los juristas más prestigiosos del país 
advierten que la entidad bancaria que presidía Francisco González 
cayó en un posible delito de cohecho al contratar a Villarejo y no a un 
profesional de la investigación libre de ataduras institucionales. 
Villarejo, por su parte, siempre tuvo una justificación: los informes 
que efectuó sobre Sacyr eran en realidad su manera de descubrir la 
verdad sobre el 11-M. Una excusa que nos obliga a volver al 2004. 


Guerra de pantallas 


«¿Aznar de rositas? ¿Lo llaman jornada de reflexión y Urdaci 
trabajando? Hoy 13M, a las 18 h. Sede PP, c/Génova 13. Sin partidos. 
Silencio por la verdad. ¡Pásalo!». Ese mensaje de texto se compartió 
cientos de miles de veces de móvil a móvil durante el 13 de marzo de 


2004. Habían pasado dos días desde el atentado de Atocha. Faltaban 
menos de 24 horas para que abrieran los colegios electorales que 
arrojarían el nombre del nuevo presidente del Gobierno. En teoría, los 
partidos políticos suspendieron sus campañas como señal de duelo. La 
realidad fue muy distinta: todos recurrieron a sus militantes de base 
para atizar los instintos más elementales de una sociedad herida y 
captar así los votos indecisos en un contexto que se vaticinaba 
fluctuante tras el horror de los trenes desvencijados sobre las vías. 

La maquinaria de propaganda de los dos grandes partidos no paró 
en ningún momento. El PP intentó detener una bola de nieve que 
rodaba en contra de sus intereses y se hacía cada vez más grande. El 
PSOE aprovechó hasta el último resquicio de cada segundo para 
intentar que José Luis Rodríguez Zapatero fuera el nuevo inquilino de 
La Moncloa. Una semana antes, Zapatero era un candidato imposible; 
después del atentado, se convirtió en un ganador más que probable. El 
12 de marzo se convocó una manifestación contra el atentado. Llovió 
en Madrid y algunos analistas lo vieron como una señal. Llovió con la 
misma fuerza y persistencia que lo hizo durante todo el invierno. A 
pesar del agua, la marcha apenas pudo avanzar debido a la cantidad 
de gente que había de Atocha a Nuevos Ministerios, pasando por 
Colón, Cibeles, Recoletos, Puerta de Alcalá, calles de Goya, Serrano e 
incluso Gran Vía. Más de cuatro kilómetros de dolor compartido, pero 
también de rabia y división emocional y política. 

Años más tarde, el mismísimo líder y terrorista de Al Qaeda, 
Osama bin Laden, se haría eco de aquellos días en una carta escrita 
antes de ser abatido por soldados estadounidenses en su casa de 
Abbottabad (Pakistán). En ella, celebraba la división que el yihadismo 
radical había causado en Occidente, sobre todo en Madrid: «En el 
pasado, la gran Revolución francesa había noqueado a la dictadura de 
reyes y curas, hoy la Revolución española se ha convertido en un gran 
evento histórico y ha causado un potente terremoto al dirigir los 
primeros golpes más dolorosos y peligrosos a los peligrosos grupos de 
la muerte en Estados Unidos causando la caída del Gobierno de Aznar, 
que es una de sus eficaces herramientas. Esta es una gran victoria para 
todas las víctimas en todo el mundo y para aquellos que murieron en 
Madrid en particular»140 


El día 13 de marzo, durante la jornada de reflexión, miles de 
personas en toda España rodearon las sedes del Partido Popular para 
protestar por la guerra de Irak y por la gestión del atentado 
terroristas. El candidato del PP, Mariano Rajoy, compareció por la 
tarde ante los medios a pesar de que estaban en jornada de reflexión. 
Dijo que aquellas concentraciones eran «ilegales e ilegítimas». Unas 
palabras que tuvieron contestación inmediata por parte del dirigente 
socialista Alfredo Pérez Rubalcaba, quien aseguró que el PSOE «nunca 
ha convocado ni convocará» manifestaciones contra otros partidos y, 
al igual que Rajoy, aprovechó la oportunidad para hacer política: «Los 
españoles se merecen un Gobierno que no les mienta». 

Fue la primera vez en la historia de nuestro país que los mensajes 
de móvil sirvieron para impulsar una movilización política. Aún se 
desconoce el autor principal de aquella iniciativa, pero en término 
cuantitativos fue un éxito indiscutible. Uno de los participantes de 
entonces, hoy situado en las altas esferas del poder Ejecutivo, insiste 
en que también «fue un éxito en lo cualitativo», ya que el objetivo era 
«echar al Partido Popular de La Moncloa». Aquella noche hubo 
altercados y enfrentamientos, cortes de calles en el corazón de Madrid. 
El dolor por el atentado se volvió rabia y la rabia se convirtió en un 
instrumento político a ambos lados de la trinchera. La masa 
enardecida es fácilmente maleable y las horas previas a las elecciones 
generales terminaron camufladas bajo el ruido ocre de las 
ambulancias. 


Resaca y SMS 


«Zapatero derrota a Rajoy en un vuelco electoral sin precedentes», así 
resumió El País en su portada del lunes 15 de marzo de 2004 lo 
acontecido en la noche electoral. El Mundo fue más directo: «España 
castiga al PP y da su confianza a Zapatero». En cualquier caso, ambas 
publicaciones hubieran sido pura ciencia ficción tan solo una semana 
antes. No obstante, el 11-M y su incidencia en la vida política aún no 
había terminado. Al menos, no para José Manuel Villarejo, quien en 
plena resaca electoral empezó a buscar al cerebro que había detrás de 


la convocatoria por SMS. Para ello se reunió con varios políticos a los 
que, entre pregunta y pregunta, les contó bulos de índole sexual sobre 
el alcalde de Madrid, Alberto Ruiz-Gallardón, para tratar de ganarse 
su confianza. Villarejo no consiguió averiguar el nombre de la persona 
que buscaba, pero poco tiempo después, mientras las insidias sobre 
Gallardón llegaban a oídos de los mandos de PSOE y PP, el policía 
encontró una nueva misión: el jefe de Seguridad del BBVA, su tronco 
Julio Corrochano, necesitaba sus servicios. 

El presidente del BBVA, Francisco González, sintió que el cambio 
de Gobierno le podía mover la silla en el instante más inesperado. Era 
conocida su simpatía por el Partido Popular, así como el apoyo que 
José María Aznar le había brindado en su asalto a la jefatura del 
banco. Incluso Rodrigo Rato había «fomentado» la fusión del BBV con 
Argentaria, fusión que inexplicablemente se había realizado en 
términos paritarios.141 Además, González estaba intranquilo porque su 
antiguo empleado, Miguel Sebastián, jefe de la Oficina Económica del 
presidente del Gobierno, no defendía como a él le hubiera gustado al 
banco que le permitió crecer y darse a conocer en el PSOF.142 Ante 
esas tribulaciones, Corrochano recurrió a Villarejo. 


El 1 de abril de 2005143, ambos policías tuvieron una reunión secreta 
en el interior del coche de Villarejo. En un momento de la 
conversación, la alarma del vehículo se disparó. Corrochano se mofó 
de su mentor: «¡Qué discreto eres!, venga, espía». Villarejo le entregó 
un CD de color blanco con información suficiente como para destrozar 
a los contrincantes que pudiera tener el BBVA. La conversación entre 
los dos fue la siguiente: 

—¿El blanco es la chicha? 

—Sí. El informe final —contesta Villarejo. 

—Mira, es que mi jefe no lo lee. Mi jefe tiene un mosqueo que te 
cagas con esta movida. Se reunió con mi director general y piensa que 
hemos hecho el indio. 

—¡Pero qué cabrones son! 

—Más de cuatro folios no los lee ni Dios. El error es escribir tanto. 
Quiero tres o cuatro folios con las putadas. ¡Esta es la putada, esta es 
la putada y esta es la putada!, porque es lo único que va a leer él, para 


quedarse con la conciencia tranquila de que se ha hecho la inversión. 


(...) ¿Aquí viene lo de los teléfonos intervenidos? 
—Y el Botín y el otro, las acciones de Caínzos, Intermoney... Pero 
esto no se lo puedo dar a mi presidente. Que me está cuestionando, te 


lo juro, lo digo en serio. 


Entre los seguimientos que Villarejo había hecho para el banco se 
encontraban apellidos como Caínzos, Queipo de Llano, Del Rivero, 
Abelló, Sebastián... Sin embargo, Corrochano le reprochó que el coste 
fuera tan elevado para los resultados. 

Villarejo replicó: 


—Ha pagado 100 millones de pesetas y gracias a eso, por ejemplo, el 
Miki [Miguel Sebastián] y los demás se han sentido vigilados, espiados 
y no ha habido forma de trincarlos. 

—Pepe, pues claro que se tienen que sentir vigilados. Le he ido 
colocando historietas de esas y no ha visto eso encima la mesa. Los 
encargos que están colgados, el Caínzos, el Queipo de Llano, 
Intermoney, el tema de Rivero. Me dijo «¿dónde está la chicha, la 
tenéis vosotros?» ¡Es FG, cojones! 

—Da igual que sea FG que la virgen del pichón, digo que 
objetivamente un conjunto de cosas han permitido unas conclusiones. 

—Pepe, que soy madero, tío. Hostia, me cago en mi Dios. Hay 
muchas cosas que cerrar aquí y el tío está mosqueado. (...) Pepe, 
hazme caso, cojones. Esta gente es así, vive en el séptimo cielo. Estoy 
encabronado en ese aspecto. Cada vez se me revuelven las tripas. 

—Mi contrato era conseguir despejar el horizonte, llegar a la junta 
de puta madre y echar a los malos. Y eso se ha cumplido. Que digan si 
has intervenido o no. ¿Quién puede definir eso?, eso no lo puede 


definir nadie. Salvo Dios, los que somos creyentes. 


«Aunque parece un trabajo soterrado y con escasa relevancia, va 
cumpliendo lenta pero eficazmente su función de acosar, definir, 
desconcertar, dividir y finalmente dispersar a los miembros que 
componen el Grupo Hostil», escribió Villarejo a ese respecto. 

Ambos policías habían diseñado una estrategia que incluía la 
difusión de «bulos» y «rumores» para detener la OPA de Sacyr contra 
el BBVA. 


La Doctrina FG: detectives, sí; Villarejo, no 


Un terremoto sacudió la España financiera cuando Sacyr-Vallehermoso 
comunicó el 29 de noviembre de 2004 que buscaba «la oportunidad de 
adquirir una participación en el BBVA». Era tan solo una declaración 
de intenciones, pero fuentes de máxima solvencia apuntaron que la 
constructora podría llegar a controlar casi el 4% de las acciones del 
BBVA, al que habría que añadir una «participación indeterminada de 
un grupo de inversores formado por accionistas y ejecutivos 
desplazados del banco tras la asunción del control absoluto de este por 
Francisco González». 144 

En apariencia, el Gobierno del Partido Socialista mostró cierto 
agrado ante la iniciativa de Sacyr, que implicaba «descabalgar a 
Francisco González de la presidencia», según un periodista económico 
radicado en Madrid. Una apariencia que adquirió visos de realidad a 
medida que pasaron las horas, sobre todo cuando Sacyr anunció que al 
3,1% que quería comprar al BBVA se le podría añadir un 0,5% 
adicional que tenían la intención de adquirir sus consejeros Demetrio 
Carceller y Juan Abelló, consejero a su vez del Banco Santander. Los 
dirigentes de la empresa de infraestructuras aseguraron que era una 
iniciativa «propia y estrictamente empresarial» y publicaron una carta 
del Banco de España en el que el organismo no se pronunciaba sobre 
la operación. De manera inmediata, y ante las suspicacias, el ministro 
de Economía, Pedro Solbes, negó interferencias políticas al proceso. 

El 2 de diciembre, apenas unos días después, se reunió el Consejo 
de Administración del BBVA y sacó un comunicado en el que sus 
miembros apoyaron la gestión de Francisco González y 
menospreciaron el intento de Sacyr de entrar en el órgano de 
dirección del banco. González tenía que actuar para proteger su 
posición. No obstante, lo tenía que hacer protegido. Las grandes 
corporaciones nunca dudan en ese tipo de procedimientos: trabajan a 
través de departamentos estancos que funcionan como cortafuegos y 
evitan así cualquier responsabilidad indeseable a los dirigentes. 

El jefe de Seguridad del BBVA, Julio Corrochano, alias Tomy, lo 
tuvo claro: la solución la daría José Manuel Villarejo. La información 
es poder en cualquier ámbito, más aún en el de las finanzas. La 


diferencia entre ganar o perder, triunfar o fracasar está, entre otras 
cosas, en un aspecto tan decisivo como saber si un gobierno aprobará 
una ley contraria a los intereses de una empresa o si apoyará una OPA 
hostil. «En este tipo de operaciones aparecen siempre los detectives 
privados», señala un investigador corporativo. «Se necesita adelantar 
los movimientos del contrario. Conocer la información antes de que se 
haga pública. (...) Pero jamás conocer o mercadear con la vida 
privada de ninguno de los intervinientes... Incluso en las disputas más 
enconadas hay códigos», añade. Así lo entendió también Miguel 
Sebastián cuando supo que parte de las investigaciones de Villarejo se 
habían basado en recopilar información sobre su vida privada con el 
supuesto objetivo de chantajearlo. Otro detective apunta: «Toda 
investigación debe estar amparada por una mínima ética». El mismo 
profesional resalta que Operación Trampa, donde el excomisario 
recogía las intimidades de Miguel Sebastián con tono jocoso y 
burlesco, demostró «la catadura moral y la falta de escrúpulos de 
Villarejo, ya que los detalles íntimos y personales no deberían ser 
jamás una forma de hacer negocio». 

«En el mundo de la empresa es importante —en el caso de esta 
operación que intentaban quedarse con un banco, que era 40 veces 
mayor que una pequeña constructora que ya tenía fama de muy 
agresiva, y voy a dejar la palabra “agresiva” ahí—... lo importante son 
las acciones. Cuántas acciones tienes para tomar el control. A mí que 
el Gobierno apoyara esa operación me pareció algo impresentable. 
Pero era imposible, salvo un asalto, yo qué sé, digamos del Ejército, 
que se quedara con un banco si no tenía las acciones», señala el ex 
presidente del BBVA, Francisco González, en la Audiencia Nacional, al 
que llaman FG en el mundo de los negocios. 

Gonzalez continúa: «Teníamos que saber quiénes están detrás de 
esta operación, quiénes son las personas y cuántas acciones del BBVA 
representan, porque no parecía lógico que una operación de esa 
envergadura se pudiera lanzar con esos medios. Entonces el señor 
Corrochano sí dice que él para obtener esa información puede 
contratar una compañía de detectives. Y ahí no se comentó nada más, 
pero implícitamente sí se le dio permiso para que lo hiciera». 

González dice que «ni sabía» ni quería saber a qué agencia de 


detectives contrató su jefe de seguridad, Julio Corrochano: «Cuando él 
propone —el señor Corrochano— fichar una compañía de detectives 
[Francisco González se pregunta]: ¿Es legal? Es legal. ¿Es moralmente 
aceptable? Lo es. ¿Y es publicable? Lo es. No lo vamos a publicar 
porque de esas cosas no hace falta hacer publicidad, pero estaba en mi 
código [la famosa doctrina FG]». Es cierto que el problema del BBVA 
en aquella etapa no fue contratar una agencia de detectives, sino 
contratar una agencia que tenía un pie en los negocios privados y otro 
pie dentro de las estructuras públicas del Estado. Es ahí donde 
nacieron los conflictos y por lo que se encendió la alarma de la 
Justicia española. 

La solución que Villarejo ofertóiw al banco se centró «en la 
búsqueda de aspectos negativos sobre los componentes del llamado 
“Grupo hostil” (GH)». El plan del comisario pasaba por difundir 
después esas informaciones en diferentes medios de comunicación 
para desprestigiar la maniobra, subrayar su carácter político y 
provocar la retirada de apoyos clave, señala El Confidencial. Villarejo 
focalizó sus indagaciones en Del Rivero, al que se refirió con el 
nombre en clave de Río; en Abelló, al que llamó Ave, y en Miguel 
Sebastián, bautizado como Miky. Además de vigilarlos para tratar de 
anticipar sus movimientos, también rastreó sus hábitos privados, 
según señaló el diario digital Moncloa.com El presupuesto que esbozó 
el excomisario para acometer la operación incluía «ocho equipos de 
personal especializado» para realizar, entre otras cosas «operativos in 
situ», «equipos de vigilancia y control directo (más contravigilancia en 
su caso)» o montar un «equipo de infiltración». Los medios técnicos 
incluían «dispositivos de comunicaciones, de contramedidas 
electrónicas, doce coches y cinco motos para vigilancia y transporte, 
tres vehículos base para comunicaciones, software y hardware para 
acceder a bancos de  datos,equipos de audio para 
grabaciones convencionales y para captación en ambientes hostiles, 
equipos de fotografía y vídeo y captadores de imágenes en situaciones 
adversas, entre otros». Cuando le preguntaron en sede judicial a 
García Castaño por todo ese material contestó: «Eso es una patraña. 
Suelta un batiburrillo en un presupuesto y como la gente se lo cree... 
Eso es tecnología de cuento chino». 


El mismo 2 de diciembre de 2004, Corrochano firmó un contrato 
con la persona de confianza de José Manuel Villarejo, el abogado 
Rafael Redondo. Posteriormente, se redactó un nuevo borrador 
rebajando los emolumentos a 510.000 euros. Un mes después, el 3 de 
enero de 2005, el precio se redujo hasta los 360.000 euros y los pagos 
pasaron a ser mensuales, a razón de 30.000 euros. Hicieron el contrato 
prorrogable al final de cada año. Villarejo aglutinó esa catarata de 
acciones en un nombre clave: Operación Trampa. Así empezaron unas 
maniobras que aún hoy tienen presencia destacada tanto en los 
juzgados como en los medios de comunicación. 


El dispositivo, la cabina y el estampazo 


Villarejo inició las investigaciones con el foco puesto sobre el 
financiero Juan Abelló. El BBVA empezó a recibir información sobre 
su vida personal, incluidos accidentes de tráfico y problemas con 
Hacienda. «Está recibiendo informaciones respecto a que se prepara 
un dosier sobre sus actividades en Suiza». Villarejo lo tenía claro: que 
«empiece a tener miedo». En un documento fechado el 20 de 
diciembre de 2004, el expolicía analizó una posible ampliación del 
encargo para realizar «el seguimiento en máximo grado de AVE 
(Abelló), sabedores de que su imagen pública es lo que más le 
obsesiona y cualquier publicación en sentido negativo sería un 
importante elemento desestabilizador». Esa ampliación llega a 
detenerse en los amigos íntimos de Abelló como «los Albertos (Alberto 
Cortina y Alberto Alcocer) del entorno de Juan Abelló y Luis del 
Rivero. Para Villarejo, solo hay dos puntos débiles en el asalto al 
BBVA. Uno de ellos es el temor a la imagen pública del propio AVE 
(Abelló)». 

El informe adelantó lo siguiente: «A modo de avance, se señala una 
reunión celebrada en la calle Beethovenstrasse de Zúrich, a la que 
asistieron cinco personas, además del propio AVE». La investigación 
realizada para el BBVA también señalaba los encuentros de Abelló con 
su asesor fiscal, José Félix González Salas, quien tendría una 
«significativa amistad» con el juez Baltasar Garzón». Cuando Abelló 


conoció las investigaciones de Villarejo, comprobó que existían 
«muchas falsedades y datos inexactos», señala su entorno. «Abelló ha 
sido uno de los empresarios más listos de nuestro país. Nunca se mete 
en charcos», señala un abogado que ha defendido a Mario Conde. 
Villarejo puso todo su empeño en desacreditarlo, aunque con falacias. 

Villarejo y Corrochano hablaron el 11 de enero de 2005, justo un 
día antes de una importante cita en Sacyr. El director de Cenyt 
aseguró que había una información «que afectará de manera 
significativa al Consejo de SV (Sacyr Vallehermoso) que se celebrará 
mañana miércoles 12». 


—;¡Qué pasa chaval! Oye... 

—Dime, dime —contesta Villarejo con la grabadora en marcha. 

—Eee... ¿Me hacéis el control ese de este pájaro o qué? 

—¿Del chiquito vasco? 

—Sí. 

—Sí, sí, claro que sí, que dijiste que... Dame los datos. 

—El controlar a este pájaro... 

—¿Qué canutos tiene? ¿Qué canutos tiene el tío?, por si acaso 
interesa rastrear a ver qué hace. 

—Espera un segundo... (Julio se dirigió entonces a una persona 
que estaba ceca de él: ¡Manolo! ¿Tenéis el teléfono o móvil de este?... 
¡Dámelo! Móvil y los teléfonos que tengamos de él, de línea y deee...) 
Bueno, se llama, ahora te digo... Bueno, el tema es controlarle mañana 
a primerísima hora... 

—Y si sale y se va a una cabina el cabrón, ¿qué hacemos? — 
pregunta Villarejo. 

—En una cabina o en un bar o donde sea hacer una llamada 
telefónica... En ese momento, para, si me la hace a mí... 

—Sí, sí, sí coincide eso ¡pom!... 

—Y, y si además le podéis pegar cuando entre en una cabina un 
estampazo ¡de puta madre! 

—Venga, vale... 

—Eee, foto, tal... ¿sabes? 


—Sí, sí, no te preocupes. 


Poco después, Corrochano estaba interesado en conocer cómo había 


ido el seguimiento de uno de los investigados y le preguntó a Villarejo: 


—Le hemos seguido y casi siempre ha salido de una oficina, que no 
me acuerdo ahora dónde está. 

—Sí, hay ahí una oficina, que está ahí por el Congreso, por esa 
zona —le indicó Corrochano. 

—Y tiene un domicilio en Serrano también, que en alguna ocasión 
se le ha seguido y ha ido allí. 

—Pero donde tiene a la familia y todo el rollo es en la Moraleja. 

Los informes eran malos y Corrochano se quejó. «Como Julito y él 
son amigos, Corrochano usa el nombre de González para justificar que 
no estaba de acuerdo con el contenido de los mismos», señalan desde 
el entorno del comisario Enrique García Castaño. 

—No, yo no sé escribir, pero sí estoy acostumbrado a separar la 
paja de la chicha (...). Y eso lo leen... Vamos a ver, un comentario que 
me hizo el presidente al principio, que escribes mucho de oído, como 
diciendo de internet.... 

Corrochano le insistió en este punto: 

—Por eso te decía yo en tema de conclusiones, aunque haya una 
parte de literatura y tal, que hay gente que le gusta el cine, no tiene 
tiempo para eso. Yo no, y mi presidente, nada. Bueno, mi presidente ni 
las conclusiones lee... Hay que decirle pim, pim, pim y pim. 

El BBVA, por boca de Corrochano, detalló lo que sus jefes querían 
de Villarejo: 

—Acciones agresivas y desestabilizadores que han permitido con 
seguridad cambiar... Pam, pam, pam, pam y además adjuntas... lo que 
salió en tal periódico. La reunión que tuvo este tío en Zurich con 
fulano, con mengano, mengano y mengano. Que se pasó información 
puntual. Eso metido en una novela es difícil sonsacarlo pero... dices, 
joder, ha hecho el trabajo. Esa línea yo creo que es lo más acertado. 


Que además Ángel (Cano), mi director, lo ve así también... 


El maletín espía y la llamada que nunca existió 


Villarejo habló con su amigo García Castaño para expresarle su 
descontento con el presidente del BBVA, Francisco González. 

—¿Qué es lo que quiere el FG?, ¿que esté nervioso? —se pregunta 
Villarejo, para después completar en el audio su opinión sobre el 
exministro tal y como desveló Vozpópuli:145 —Tiene unos cambios de 


estado emocionales de la hostia. La opinión del FG, que el hijoputa es 
muy malo, es buscar alguna fórmula para desequilibrar al que es su 
enemigo, porque en el fondo el que ha montado todo el show de Sacyr 
ha sido Sebastián. Otra cosa es que el Abelló se quisiera beneficiar. 

En la conversación, Villarejo —que llama al presidente del BBVA, 
Francisco González, por el acrónimo FG— puso de manifiesto a García 
Castaño su relación con Julio Corrochano: «Hemos quedado que la 
pasta que estaba pendiente nos la iba a pagar, y la está pagando. Me 
da un recibito tal y cual, y yo con eso he pedido los últimos canutos 
(micrófonos), para hacer un poquito de rastreo, tal y cual». Villarejo 
confesó a García Castaño que parte de su estrategia pasaba por 
obtener detalles morbosos sobre Sebastián. A lo largo de la conversión, 
Villarejo también explicó su opinión sobre el Gobierno de José Luis 
Rodríguez Zapatero y atribuyó una enorme importancia al ministro de 
Industria, Turismo y Comercio, José Montilla: «Quiere controlar toda 
la economía de España... es malo, malo y retorcido, y nunca levanta la 
cabeza, es inquietante». 

A media que pasaban las semanas, Villarejo intentaba profundizar 
en sus investigaciones. Incluso tuvo ayuda logística de su amigo Julio 
Corrochano: «Corrochano le compró un maletín espía o, por lo menos 
así lo plantearon», señala un periodista que los conoce bien a los dos. 
En la documentación que consiguió el diario Moncloa.com 
aparecieron gestiones para la compra de un aparato que permitía 
pinchar teléfonos. Esos dispositivos son ilegales en España y su valor 
sobrepasa el medio millón de euros. 

Villarejo compró varios listados de llamadas (facturas de teléfono 
con indicación de las comunicaciones salientes). Así creó una relación 
de 3900 números pertenecientes a políticos, periodistas, empresarios y 
financieros. «Los seis archivos están en una carpeta llamada 
“Gestiones”, en las que el equipo de Villarejo —sobre todo su socio, el 
abogado Rafael Redondo— va haciendo anotaciones de tareas 
pendientes. Es aquí donde aparecen los documentos para la compra de 
“la maleta”, el dispositivo móvil para pinchar teléfonos», publicó el 
digital Moncloa.com.147 Entre ese material, había un documento Word 
que Rafael Redondo creó el 3 de febrero de 2005. En él figuraba el 
siguiente encabezamiento: «Fax 91.582.XX.XX Att. Comisario G. 


Castaño». 

A pesar de los intentos, Villarejo y su equipo no interceptaron 
llamada alguna. Sin embargo, él aseguró lo contrario y señaló que 
había escuchado el contenido de una conversación telefónica realizada 
desde el palacio de La Moncloa a un directivo del Banco Santander 
Central Hispano (BSCH). En teoría, quedaron grabados la 
vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega, y 
Miguel Sebastián. Villarejo entregó un informe con la supuesta 
transcripción de esa charla, aunque entre los más de 4000 documentos 
del comisario sobre el BBVA a los que tuvo acceso el diario digital 
Moncloa.com no apareció por ninguna parte. 

El documento con las transcripciones se redactó bajo el 
título «Anexo VI: MIKY-CC Control Comunicaciones». En el escrito, 
Villarejo se jactaba de que «a pesar de las contramedidas» que había 
tomado el propio Sebastián para proteger sus comunicaciones 
telefónicas, el pinchazo de la llamada realizada desde un número fijo 
de La Moncloa había sido posible ya que RUPER tenía el «control 
afectado». RUPER era el acrónimo de Ignacio Rupérez Calvo, alto 
directivo del BSCH que, según Villarejo, era el «enlace» entre el 
llamado grupo hostil y la entidad financiera de Botín. «El examen de 
todos los materiales hasta ahora conocidos pone de manifiesto que 
estamos ante unos hechos especialmente graves que, de resultar 
finalmente probados, podrían constituir el mayor escándalo de 
corrupción corporativa de la democracia española», señalan en un 
escrito los abogados de Sebastián. 

Según exponen los letrados «se habrían utilizado recursos del 
BBVA para la defensa de posiciones internas de poder en perjuicio de 
los accionistas minoritarios» y «las unidades operativas, contratadas de 
forma encubierta para acometer las indicadas tareas de espionaje y 
reconstrucción falsaria de la realidad, estarían coordinadas y tendrían 
una estrecha relación con personas pertenecientes a cuerpos policiales 
y de seguridad del Estado, lo que les habría permitido acceder a 
informaciones privadas y reservadas especialmente protegidas». 
Añaden: «Si fue posible intervenir, como indiciariamente acredita la 
documentación y los archivos de audio publicados, la línea telefónica 
oficial de nuestro representado, entonces Secretario de Estado con 


sede en el Complejo de la Moncloa, ¿qué garantía del derecho a la 
intimidad pueden esperar los hombres y mujeres comunes y, en 
particular, aquellos que han depositado en la entidad bancaria datos 
personales sensibles?». El escrito recuerda que, además del espionaje, 
«se fabricó por encargo un falso relato acerca de su vida personal con 
el solo propósito de desacreditarle ante los demás y crear un contexto 
intimidatorio dirigido a torcer su voluntad». Por su parte, el entorno 
del comisario Enrique García Castaño asegura que la llamada nunca 
existió. 

Villarejo defendió la supuesta grabación diciendo que «tienen 
pausas y partes inaudibles». Lo justificó por las «contramedidas 
electrónicas» que posee La Moncloa y que dificultan la intercepción de 
llamadas. Fuentes de la Inteligencia española abundan en el tema y 
aseguran que la actividad del excomisario se limitó a comprar 
«facturas de teléfono y cruzar los números en un Excel». Un 
exempleado de Villarejo va más allá y confiesa que la transcripción 
fue ADN de la rana. Mentiras para tratar de construir una verdad con 
la que aparentar poder coercitivo y desestabilizador. 


La resolución 


Villarejo consideraba que los promotores del asalto de Sacyr al BBVA 
calcularon mal «el primer envite». Vaticinó que con el apoyo político 
que buscaban Del Rivero y Abelló no sería suficiente: «La escueta 
intervención desde el Banco de España, muy calibrada por Caruana, 
ha sido posible, presumiblemente, porque él detectó sobre la marcha 
esta debilidad, entre otras». No obstante, Villarejo no lo dejó todo a su 
instinto y para influir a favor de su cliente creó la Asociación para la 
Protección de Inversores de Sacyr, un grupo de presión e influencia 
compuesto por inversores, que tenía como objetivo principal abortar 
la entrada de la constructora en el BBVA. La mano derecha del 
expolicía, el abogado Rafael Redondo, fundó y domicilió la asociación 
en el número 91 del paseo de la Castellana, a escasos 400 metros de la 
sede principal de Cenyt. Recordando sus tiempos de sindicalista 
policial, Villarejo trataba de tenerlo todo bajo control y, para ello, 


también tuteló una segunda agrupación, la Asociación para la Defensa 
de Inversores y Clientes, que en enero de 2005 llegó a presentar una 
denuncia ante la Fiscalía Anticorrupción en contra del presidente de 
Sacyr, Luis del Rivero, según señala El Economista.148 

Por su parte, Julio Corrochano no quería que Enrique García 
Castaño supiera lo que Villarejo hacía para el BBVA. Tenía miedo y le 
confió sus temores al propio Villarejo: «Ten mucho cuidado con el 
Gordo (como se referían a García Castaño), que además lo que me da 
auténtico terror es que el Gordo habla mucho con Cacho y le cuenta 
todo, absolutamente todo». 

La conversación entre los dos prosiguió: 


—Aquí el problema gravísimo es que salga a relucir que BBVA tiene..., 
y es que lo casca este gilipollas, se lo dice a Cacho y Cacho lo suelta, te 
lo digo yo. 

—Pero cómo, por esto te digo que no nos lo podemos permitir 
ninguno, macho... 

Villarejo asiente, pero instantes después llama a Enrique García 
Castaño, que contesta con un lacónico «sí» antes de que Villarejo 
empiece a preguntar: 

—¿Cómo lo llevas? 

—Aquí andamos. 

—Ah, no, ¿qué te iba a decir? Este pavo no sabe que se ha 
presentado esta mañana una querella criminal contra toda esta gente, 
¿no? 

—¿Contra quién? —pregunta García Castaño. 

—Contra todos los de Sacyr. 

—Ah, no, y ¿quién la han presentado? 

—Un eh... ante la Fiscalía Anticorrupción, una asociación de 
defensa de inversores y clientes ADIC. Bueno, una asociación por ahí 
que ya sabes, ¿no? Estas cosas que hay que organizar ¿no? 

—Lo tienen muy claro estos, lo tienen claro de nada, que no tiene 
escapatoria este. 

—Que tarde o temprano va a caer, ¿no? 

—Que sí, que van a por él, que vamos, que no van a hacer 
absolutamente nada. El tío se va a ir con los bolsillos llenos de pasta. 

—El FG, ¿no? —pregunta Villarejo. 


—Sí, le van a llenar los bolsillos de pasta, y dice y el otro... pues le 


digo yo: cómo quieres que le entre al presidente de un banco, no sé 
qué. No fue fácil, lo que le falta es una tarjeta, tú no te lo vas a currar, 
no vas a hacer nada de nada. Pero miran en Suiza, miran en cualquier 
lado con la tarjeta que diga presidente del Central Banco, eso es lo que 
le gusta a este. La única forma de que esto se viniera abajo es una 
intervención política, y le dije yo: intervención política no, porque 


tanto unos como otros están en contra de eso. 


El 13 de enero de 2005, Villarejo se reunió con García Castaño, 
que le recomendó cobrar el bonus del banco, y luego añade: 


—Bueno, ¿y qué tal con el Julito? [haciendo referencia a Julio 
Corrochano]. 
—No, coño, pues cuando termine la junta, pero tendremos que... 


[cobrar el bonus] —le dice Villarejo. 


El 15 de febrero de 2005, Sacyr desistió del asalto al BBVA. Su 
consejo de administración canceló la operación que pretendía adquirir 
el 3,11% del banco. Cenyt, grupo empresarial de Villarejo, recibió por 
varias investigaciones más de diez millones de euros procedentes del 
banco presidido por Francisco González: Proyecto Trampa, Sacyr, 
Proyecto Summer-Fish y Summer Gate, Fernando Martín y Luis 
Portillo, Proyecto King-Prasa (sobre el Grupo Prasa), Proyecto Pin 
(Pineda). BBVA se confirmaba como el gran cliente de Cenyt. En 
aquellos momentos aportaban el 80% de su facturación total. Empero, 
Villarejo no estaba tranquilo con esa dependencia. Quería más... e iría 
tras ello. 


Sexo, libertad y chantaje 


Hay hábitos y tendencias institucionales que definen la calidad 
democrática de los países. En España, la labor de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado es una garantía, así como un espejo 
histórico donde se refleja la evolución positiva que ha experimentado 
nuestra sociedad desde el final del franquismo hasta nuestros días. Sin 
embargo, aún quedan nostálgicos de un tiempo en el que 


determinados hábitos sexuales, opciones religiosas u opiniones 
políticas podían generar escarnio y persecución social. Así hablaban 
José Manuel Villarejo y Julio Corrochano sobre la vida privada de 
Miguel Sebastián: 


—El mariquita del cubano loco, que voy a tenerle que dar yo un 
puntazo, que tiene cojones macho... Pero coincido con tu apreciación 
de que estaba el tío depre, está medio depre, no anda con buenas 
relaciones con el novio, también. 

—Y le ves las fotos y las hostias... —dice Corrochano. 

—Está mustio. No me extrañaría que esas llamadas y esos 
mensajes... Debe ser jodido, ¿eh? Ahí no llamas y mandando mensajes 
y el otro tiene que explicarle... Y, claro, yo no sé si fue este o no... Yo 


tengo mis dudas. Igual se lo va a comer el puto cubano. 


No obstante, cuando la consistencia del lodo se asienta como parte 
de la cotidianidad, incluso las teóricas víctimas se pueden convertir en 
verdugos por efecto contagio. Así, sienten la tentación de dar 
categoría de verdad a los rumores y convertir el debate político en una 
concatenación de ataques que no tienen más objetivo que el 
desprestigio por el desprestigio y el escarnio público como medio para 
alcanzar el KO. Sucedió en el cara a cara que reunió en televisión a los 
principales candidatos a la alcaldía de Madrid: Alberto Ruiz 
Gallardón, primer edil desde 2003 y líder local del PP, y Miguel 
Sebastián, candidato del PSOE. El debate empezó bronco, pero 
mesurado. Sebastián acusó a Gallardón de ser «cómplice de la 
mentira», de atribuir a la banda terrorista ETA el atentado del 11-M. 
También, según Sebastián, de «las mentiras que utilizaron» los 
dirigentes populares para justificar la presencia de España en la guerra 
de Irak. 

Miguel Sebastián era consciente de que ganar la alcaldía de la 
capital de España era casi imposible ante un oponente tan consolidado 
como Alberto Ruiz-Gallardón, por lo que fue subiendo el volumen de 
sus ataques a medida que transcurrió el debate en busca del golpe de 
efecto: «En materia de falsedades, es un buen discípulo del señor 
Aznar, no es de extrañar que tenga de número dos a Ana Botella». 
Gallardón no tenía por qué arriesgar, ya que ostentaba el poder 


consistorial y todas las encuestas lo situaban como claro vencedor. Se 
limitó a señalar que se sentía «profundamente orgulloso» de contar en 
su equipo con la esposa del ex presidente del Gobierno. No obstante, 
contagiado por la tensión del debate, el alcalde de Madrid elevó el 
tono en busca del contraataque: «Lamento que mientras usted estaba 
encerrado, todavía no en la oficina esa donde se dedicaba a trabajar 
con las opas (“por su copas les conoceréis” (sic) dijo su 
compañero Joaquín Leguina) no se enterase de verdad de cuál fue el 
programa electoral con el que concurrimos a las pasadas elecciones». 

Aquel ataque sonó a búnker policial en los oídos de Miguel 
Sebastián: «No he venido a hablar de opas señor Gallardón, y me 
sorprende. Parece mentira que usted se haga eco de esas injurias 
habiendo presentado una querella contra un medio de comunicación 
por unas injurias parecidas a las que vierten sobre mí. Parece mentira, 
pero yo no vengo a hablar de eso, vengo a hablar de Madrid», 
respondió el socialista. El debate se rompió justo ahí y, a partir de ese 
momento, no hubo tregua. Ruiz-Gallardón volvió a la carga: «Veo que 
por su estancia, no sé si en Estados Unidos o en otra oficina distinta, 
tampoco se enteró de lo que ha pasado en estos cuatro años en la 
ciudad de Madrid». La confrontación política no la iba a ganar el 
mejor, sino el que fallara menos. Con el debate desencadenado, 
cualquier exceso dialéctico podía provocar que uno de los dos besara 
la lona. Fue entonces, en inferioridad y desconcertado, cuando 
Sebastián perdió el envite al hacer de las insinuaciones de Villarejo un 
arma de confrontación. No solo perdió la disputa con Gallardón, sino 
la simpatía pública que pudiera haber conseguido: «¿En algún 
momento ha mantenido alguna relación con alguna de las personas 
implicadas en la Operación Malaya acerca de actuaciones urbanísticas 
en la ciudad de Madrid?». 

Gallardón, consciente de que su rival se había hecho un haraquiri 
político ante los espectadores, reaccionó al instante: «Hay que estar 
muy desesperado políticamente», dijo, al tiempo que subrayaba que él 
no trataría «temas personales» del socialista, puesto que «su vida 
personal es suya». El político del PP siguió: «No insista por ese 
camino. No voy a entrar de ninguna de las maneras. Relación 
personal, ninguna. No voy a entrar en temas personales, pero se ha 


definido usted esta noche... define su estilo y su ausencia total de 
elegancia», concluyó con una mirada a modo de sentencia dirigida a 
Sebastián. 

Más de una década después, Miguel Sebastián explicaría en una 
carta abierta en el diario digital La Información la presión que sufrió 
durante aquella época y el constante runrún del espionaje sobre cada 
uno de sus pasos: 


«Hola Iván. No te conozco. Ni tú a mí. Probablemente no existas. Pero, 
en caso de que fuera así, me gustaría hacerte llegar esta carta pública 
de agradecimiento. Al parecer, eres de Cuba y en 2004 te encontrabas 
en Madrid, ganándote la vida como camarero. Y fuiste el objeto de 
deseo de una trama criminal que buscaba extorsionarme con una 
presunta relación entre nosotros que nunca existió... Me imagino que 
te ofrecieron mucho dinero, que a ti te habría venido muy bien, a 
juzgar por tu actividad laboral esos días. También me imagino que te 
ofrecieron papeles y favores administrativos, que también te habrían 
venido bien, por las dificultades que muchos teníais en esas fechas, en 
una situación de irregularidad, que nuestro gobierno puso en orden. 
En definitiva, seguro que te hicieron una gran oferta, a cambio de 
una mentira. Pero tú te negaste. Probablemente les enfureciste con tu 
negativa. Pero ni siquiera el poder de aquellos extorsionadores, 
relacionados con las cloacas del Estado, te amedrentó. Probablemente 
habrías huido de Cuba, harto de ese mismo poder omnímodo que no 
respeta muchos derechos, incluyendo los de los homosexuales. Y se 
equivocaron creyendo que eras presa fácil y vulnerable... Te negaste. 
No caíste en la tentación, que hubiera sido lógica, pues no me conocías 
de nada ni debería importarte lo que pudiera pasarme. Y, con tu 
negativa, quince años después te has convertido en una de las pocas 
personas que han mostrado dignidad en todo este turbio 
asunto. Dignidad. Una palabra fundamental y ausente en todo este 
episodio lleno de escoria. Otros muchos, incluyendo servidores 
públicos y algunos periodistas, no resistieron la tentación del dinero 
sucio. Tú sí. Sin quererlo has participado en el primer «outing> de la 
historia de España, un hecho grave y triste, que empobrece la calidad 
de nuestra democracia, que tú probablemente admirabas. Pero, con tu 
actitud, has dado una lección de dignidad que debería sonrojar a 


muchos en España. Dignidad. Mucha dignidad. Gracias, Iván. Si es que 


existes». 


Con ese escrito, Miguel Sebastián demostró que ya conocía las 
maniobras que el búnker había realizado contra él más de diez años 
atrás. Las sospechas de entonces son las certezas de ahora. Certezas 
como las que ofrece la siguiente conversación entre el dueño de Cenyt 
y el ex director de seguridad del BBVA: 


«Del mariconazo, del mariconazo tenemos un dato muy bueno y es que 
el Iván de los cojones que lo hemos localizado, y va mucho buscando 
curro y tal, en un sitio que a lo mejor es donde lo conoció él, en un 
sitio que se llama X. Que tiene que estar al lado de... (Ininteligible) 
cómo se llama, el restaurante X. Allí hay... un pub (Ininteligible)... 
mucho sudamericano, y entonces lo hemos vuelto a, digamos, a 
reubicar allí, y estar encima de él a ver cómo anda de pasta, cómo 
anda no sé qué y hacer un acercamiento y seguir y preparar todo el 
tema y grabarle y tal... (Ininteligible). El dueño de eso es amiguete de 
un colega del distrito y voy a ver cómo me acerco y tal, para que el tío 
no se ponga en guardia (Ininteligible)... y yo creo que con un poquito 
(Ininteligible) se pueden obtener datos muy concretos, sobre todo si 


(Ininteligible)». 


Todo por la pasta 


La causa Tándem investiga si Francisco González encargó al ex jefe de 
seguridad del BBVA, Julio Corrochano, contratar a Cenyt entre los 
años 2004 y 2017. El problema estaría, según la Justicia, en que esa 
contratación se hiciera «a sabiendas de su condición policial en activo 
y de que sus servicios incluían el acceso a información reservada». 
Francisco González ha afirmado en varias ocasiones que no tuvo 
conocimiento de la contratación de la empresa de Villarejo, sino que 
únicamente «hubo una sensación dentro del grupo de que había un 
grupo de promotores que no pagaban al banco, de que nos estaban 
estafando, que estaban asaltando bienes». González añade: «Yo, eso sí 
conozco, no me acuerdo si en un comité o qué grupo de personas [lo 
decidió]. Ahí estaba claramente el consejero delegado, estaría la parte 


de Legal, estaría probablemente la persona que llevaba España en 
aquel momento... Bueno, habría varias personas que están en esa 
decisión». 

Unos audios inéditos entre José Manuel Villarejo y su hombre de 
confianza en Barcelona, Antonio Giménez Raso, dan la razón a 
González: 


—Yo con lo del BBVA tengo mucha... —afirma Villarejo. 

—¿Cómo va ese tema? —pregunta Giménez Raso. 

—Mañana. Han hablado con el jefe de asesoría jurídica del banco 

—¿No es con Julio [Corrochano] ? —pregunta Giménez. 

—No. Bueno, a Julio seguro que lo han tocado porque es un tema 
muy delicado, de dos tíos muy importantes de este país. Fernando 
Martín y Portillo. Son dos bacalaos. 

—¿Y tú crees que eso entra? —vuelve a preguntar Giménez, su 
socio en la agencia de investigación I+D. 

—Chico, a mí me han pedido... 

—¿Ellos vinieron? 

—Ellos —afirma Villarejo. 

—Entonces, es más fácil. ¿No te parece? 

—Con una salvedad, que hace seis meses cuando estos tenían el 
problema le preguntaron a Julito y les dijo: «Yo tengo mis contactos, 
que conoce el presidente». Los tíos no se fiaron y contrataron a Kroll. 
Kroll les falló y entonces ahora venimos nosotros de segundo plato. 
Por lo tanto... Pero vamos, Julito lo sabe. Me ha dicho: «Oye te van a 
llamar estos hijos de puta, por su cuenta». No es un encargo que me 
hace Julito. 

—¿Y te llamaron directamente? —vuelve a preguntar Giménez. 

—No, a mí no. Llaman a Rafaelito, a Rafaelito. Llaman a Cenyt. A 
mí no. Ya han estado reunidos con Rafael el otro día. Y vienen mañana 
a que les firmemos una cláusula de confidencialidad. Eso es un salto. 
Es una señal de compromiso. Si te hacen firmar una cláusula... 

—Ahí entras tú en la reunión —replica Giménez. 

—Claro. Ahí voy a estar yo. No te fías de que no esté en la 
reunión... —ríe el entonces comisario Villarejo. 

—Creo que es mejor que estés tú. 

—Sí. Yo conozco al jefe de asesoría jurídica que es un soplapollas, 


que es un Fiscal de la Audiencia Nacional —afirma Villarejo. 


—¿Y ese es el que llama a Cenyt? 

—Sí y habla con Rafa. Y tienen una reunión, allí en Cenyt. Yo no 
estaba. Estaba en Barcelona. Y a la vuelta me dijo que han estado. Yo 
sé que les voy a pedir una provisión. Ellos frente al Banco de España 
tienen que provisionar. Entonces claro que les vamos a hacer un 
estudio jurídico, ósea una estrategia. Y dentro de eso está la 
investigación del tema Martinsa. Y les voy a pedir 150 más 150 para I 
+D [la sociedad de Giménez Raso]. Y sobre todo voy a pedir un 3, 4 o 


5% si lo localizo. 


Esa misma tarde, Villarejo tuvo otra reunión, esta vez con el 
comisario José Luis Olivera: 


—Mañana voy a ver al BBVA por Martinsa. El banco aún no me ha 
dado un papel. Me ha llamado Julito que el presidente me ha 
recomendado. Quiere una estrategia global. Para I+D voy a pedir 200 
o 300 mil eurillos. Tienen una pista en México —dice Villarejo. 

—En México tiene muchas relaciones El Gordo —dice Giménez. 

—Son unos sinvergiienzas —le interrumpe Olivera. 

—Un cáncer —sentencia Villarejo en referencia a su amigo García 


Castaño. 


Informe Crown 


El 21 de agosto de 2018, el periodista de investigación del diario ABC, 
Javier Chicote, estaba a punto de sacar un libro sobre Manos Limpias: 
Manos Limpias, Manos Sucias, cuyos protagonistas eran Miguel 
Bernard, presidente del sindicato contra la corrupción, y el propio Luis 
Pineda. La obra se encontraba ya en máquinas de impresión cuando 
recibió la exclusiva de una fuente con la que se dispuso a comer en el 
restaurante Monte Alina: 114a«Por medio de Corrochano, el BBVA había 
contratado a Villarejo para investigar a Ausbanc y a su presidente, 
Luis Pineda... Corrochano recurrió a Pepe porque no pudo acabar por 
sus medios con Ausbanc». 

Chicote quería contrastar la información y pidió a su «garganta de 
seda» que hablara con Villarejo en Estremera para saber si «la caída de 
Ausbanc la provocó él con un informe que se denunció de forma 


anónima en la UDEF y luego se judicializó. (...) Habían pactado que 
Villarejo investigase y luego, como otras tantas veces, se denunciase 
de forma anónima en la UDEF para que un juzgado impidiese a Pineda 
seguir con su actividad». En el restaurante Monte Alina le esperaba la 
fuente con la que había intercambiado varios mensajes. El último, un 
escueto: «Ya tengo lo tuyo». Una hora después, el periodista salía del 
restaurante con el mismo sobre que había salido horas antes de 
Estremera. No lo abrió hasta que llegó a su casa, pero en cuanto leyó 
el documento que había en su interior, se dio cuenta de que contenía 
un 10% de información y mucho ADN de la rana. 

El informe que finalmente no usó en su libro, hoy ve la luz por 
primera vez: 


Operación Crown 

—Encargado por el CNI 

—Pagado por el BBVA 

Con la información, en una comida entre el comisario general de la 
Policía Judicial, Julio Corrochano y Villarejo, pacta el que la UDEF, 
una vez que sean comprobados los informes de CENYT los harán suyos 
y los usarían para solicitar intervenciones telefónicas y otras 


actuaciones que terminaron con la detención de Bernat y Pineda». 


Estaba servida una nueva conspiración. «Es obvio que aquello era 
falso y por eso decidí narrar la verdad olvidando la mentira», asegura 
el periodista Javier Chicote. Mentiras y medias verdades aderezadas 
con ADN de la rana que Villarejo hizo llegar al BBVA como material de 
primera calidad. 


139. Declaraciones al programa de televisión Salvados. 


140. Europa Press (3 de marzo de 2016). 


141. El caso de las cuentas secretas afloró en el momento oportuno. El 
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millones de euros como resultados extraordinarios. 


142. Sebastián dio el primer paso público de su carrera política a principios 
de 2003, al abandonar el BBVA para incorporarse como asesor independiente 
al Comité de Estrategia del PSOE. A finales de 1999, tras la fusión del BBV y 
Argentaria, fue nombrado director del Servicio de Estudios del BBVA, con 
categoría de subdirector general. Para las elecciones generales del 14 de 
marzo de 2004, Sebastián fue coordinador del eje económico del programa 
electoral del PSOE. Tras la victoria electoral, fue uno de los nombres que 
sonaron para ocupar la cartera de Economía. Finalmente, el 19 de abril de 
2004, el Consejo de Ministros lo nombró director de la Oficina Económica del 
presidente del Gobierno. 


143. Noceda, Miguel Ángel y De Barrón, Íñigo. «Una historia de dos 
“maderos”», (8 de marzo de 2020), El País. 
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145. Documentos desvelados por los digitales Moncloa.com y El Confidencial. 


146. En: www.vozpopuli.com (24 de octubre de 2018). 


147. En: www.moncloa.com (15 de enero de 2019). 
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periodista se protege dicho nombre. 


Capítulo 19 
Reino de taifas 


Llevo dos semanas esperando un viaje con el Oli para unas maldades previstas. 


José Manuel Villarejo 


Los timadores no entienden de duelos ni lutos. El 11 de marzo de 
2004 pasó, pero el rastro del dolor sigue vigente. Hay víctimas que 
perdieron el sueño y la tranquilidad para el resto de sus vidas; otras, 
alguna parte del cuerpo... o la mente. Hubo muchos que perdieron la 
vida: padres, madres, abuelas, abuelos... No obstante, en el reparto de 
desgracias, los peor parados fueron aquellos que perdieron a sus 
descendientes. «Ningún padre debería enterrar a sus hijos», escribió J. 
R. R. Tolkien, a quien la desgracia de los suyos golpeó con insistencia. 

Sucede que cuando un hecho traumático rompe el ciclo natural de 
la vida, las heridas no cierran nunca. Las víctimas de aquella masacre, 
que han quedado en pie para defender los derechos y la memoria de 
los que murieron, han tenido que añadir a su dolor el peso de ver 
cómo había personas ajenas al atentado que intentaron aprovechar el 
trance para sacar beneficio económico. En los últimos 16 años, las 
víctimas del 11-M han destapado los movimientos de distintas familias 
que fingieron y mintieron para beneficiarse de las ayudas públicas. 
Han denunciado a instituciones bancarias que, supuestamente, 
invirtieron sus indemnizaciones en preferentes; incluso tuvieron que 
pedir ayuda a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional para que 
investigara si ciertos reclamantes eran víctimas verdaderas. 

Todo empezó en 2005, dos años antes de que el tribunal del 11-M 
estableciera en 900.000 euros las indemnizaciones para los familiares 
de los fallecidos. Entonces, con todos los interrogantes pendientes de 
obtener repuesta, hubo personas que trataron de sacar provecho de la 


desgracia ajena. Por mucho que la existencia de nuestro país tenga a 
Guzmán de Alfarache, Lazarillo de Tormes o La vida del Buscón como 
ADN consustancial a su propio espíritu, hasta en el reino de los 
pícaros más célebres hay ciertas líneas que parecen infranqueables... 
parecen, otra cosa es que lo sean. 

Esa España de antes de ayer es tan parecida a la de hoy que, a 
veces, entre pillaje y pillaje solo difieren los matices. A principios de 
mayo de 2019, el empresario Ángel Pérez Maura declaró como 
investigado en la Audiencia Nacional: «El trabajo que hizo Villarejo 
fue una tomadura de pelo», le dijo al juez que lo interrogaba por 
haber contratado al policía para solventar sus problemas en 
Guatemala. A Pérez Maura lo acusaban de corrupción por pagar 
supuestas comisiones a cambio de contratos (pieza Pit). El empresario 
estaba «convencido» de que Villarejo lo «engañó» cuando le solicitó 
«un adelanto» de diez millones de euros como pago por sus servicios. 
El gancho que había ofrecido al empresario era poderoso: iba a 
«contratar al señor Garzón». A las preguntas del representante de la 
Fiscalía Anticorrupción Pérez Maura respondió: «Villarejo nos dijo que 
nos estábamos equivocando en la estrategia, cuando era él el que la 
marcaba. Nos dijo que nos estábamos centrando en el segundo nivel y 
que había que ir a por el primer nivel», señaló el empresario para 
asegurar al fiscal a continuación que Villarejo les comunicó que «tenía 
a la persona para tratar con Iván Velásquez en Guatemala... y que era 
Baltasar Garzón». 

Según El Mundo, Velásquez era el miembro de la Comisión 
Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) encargado 
de conseguir la extradición de Pérez Maura. El empresario aseguró en 
su declaración que Villarejo le dijo que Garzón «conocía mucho a Iván 
Velásquez por su trabajo profesional y que era la persona adecuada. 
(...) Él nos dijo que necesitaría un adelanto (...) y dijo que una parte 
de eso era para contratar al señor Garzón». Pérez Maura aseguró al 
juez que pagaron lo que pidió, pero que desconoce lo que el 
excomisario hizo con el dinero. El sumario cifra en 2,5 millones de 
euros la cantidad con la que Villarejo justificó la supuesta contratación 
de Garzón. El fiscal continuó: 


—¿Una parte de eso o que eso era una parte del precio de contratar al 
señor Garzón? —le preguntó el fiscal—. ¿No se fijó en 2,5 millones esa 
contratación? 

—No lo recuerdo. 

—Usted se creyó, por lo menos, que ese dinero que estaba pagando 
era para que trabajara para usted el señor Garzón, ¿correcto? Se lo 
pregunto por si el señor Villarejo le engañó o si realmente era para eso 
—insistió el fiscal. 

—Estoy convencido de que me engañó. 

—¿Por qué? 

—Porque nunca vimos nada. Nunca vimos ningún cambio. Nunca 
se me dijo que había habido una reunión con Iván Velásquez. A partir 
de ahí, el enfado de mi hermano y mío con el señor Villarejo fue en 
aumento. Era una tomadura de pelo total. No pasa nada y nos pasan 
facturas mensuales. Suspendimos los pagos a Cenyt el primero o 


segundo de noviembre. 


Garzón siempre ha negado su intervención en el asunto. Según las 
informaciones de El Mundo: «Baraja emprender acciones por haber 
sido víctima de un delito de estafa, en la línea de lo declarado por 
Pérez Maura. El exjuez no ha sido llamado a declarar por el Juzgado 
Central de Instrucción número 6 de la Audiencia Nacional al no haber 
encontrado los investigadores indicios de que cobrara por los servicios 
que ofreció el excomisario a sus clientes». No obstante, si alguien 
conoce las historias de estos pícaros, ese es Adrián de la Joya, cliente, 
proveedor y amigo de Villarejo. Ambos diseñaron el operativo para los 
Pérez Maura y lo contaron con sus propias palabras en una reunión 
cuyo un único fin era librar a Ángel Pérez Maura de la causa por 
corrupción que tenía abierta en Guatemala. No obstante, Adrián de la 
Joya dio un giro inesperado al encuentro. 


—Te he contado el atraco, pero no cuentes nuestras mierdas. Ese golpe 
funcionó, al presidente del banco le costó la cárcel, el ministro se fue a 
tomar por culo y nosotros nos fuimos de rositas todos —comentó 
Adrián de la Joya a Villarejo en una comida distendida frente al ex 
presidente de Telefónica, Juan Villalonga («Juan es uno de los 
nuestros; Juan es de nuestro equipo») y el exembajador guatemalteco 


en Estados Unidos Julio Ligorría («Entendido Pepe, alto y claro»). 


—¿Nunca más volviste a hablar con el Aznarín? —pregunta Villarejo a 
Villalonga sobre Alejandro Agag, yerno del ex presidente del Gobierno 
José María Aznar. 

—Nunca más. Me lo encontré en diciembre fumando un puro. Y le 
dije: dile a tu suegro que cuando quiera y como quiera nos bebemos 
una botella de vino, nos vamos a cenar los tres donde queráis y no 
vamos a hablar nada del pasado. 

—Esas cosas de elegancia ellos no lo entienden. 

—Para ellos es debilidad —señala Villalonga—. La próxima va a 
ser con tu método: oye, dile a tu suegro que cuando lo vea le voy a 
pegar dos hostias. 

—Eso es lo que hay que hacer —interrumpió De la Joya. 

—Además no se las voy a pegar yo, se las va a pegar un amigo mío 
—se suma el expresidente de Telefónica. 

—Mira, cuando asaltas un banco... como hemos asaltado entre 
Paul [Manafort], Héctor [Hoyos] y yo... —añadió De la Joya. 

—Cuando asesoras en una fusión bancaria, has querido decir (...). Tío, 
hay que corregir el lenguaje en aras del futuro —le corrigió el excomisario. 

—Eso fue un asalto, perdona Pepe —insistió De la Joya. 

Villarejo, que estaba grabando, intentó matizar entre risas lo que 
había dicho su socio: 

—Lo que hiciste fue asesorar en una transacción bancaria que 
luego tuvo unas connotaciones que no eran las esperadas. 

De la Joya, en tono irónico y con una risa de fondo contestó: 

—Y le digo: sí les estafamos. En esto le digo a Héctor, no es aquella 


época, hace veinte años la hicimos gorda, no quiero hacerla otra vez. 


Asalto a Portugal en favor de un traficante de 
armas 


19 de febrero de 2003. Lisboa. Las entidades bancarias ya habían 
cerrado a las 16.44 horas. No obstante, aún era posible sacar dinero 
en la sede del Banco Portugués de Negócios (BPN). Dentro de la 
oficina, un empleado recibió un correo electrónico en el que le pedían 
una operación especial. Tenía que sacar 1,5 millones de dólares en 
metálico. El destinatario: VBG, ciudadano español que representaba a 
la empresa marroquí Alborada. VBG estaba muy vinculado con el 


ministro del Interior de ese país, Mustafá Sahel. 

El empleado de BPN hizo los trámites, contó los billetes, los metió 
en una bolsa y se dirigió a la planta noble de la entidad. En uno de los 
despachos lo esperaban el ex secretario general del Partido Social 
Demócrata (PSD), Manuel Joaquim Dias Loureiro, y el que había sido 
primer ministro luso hasta 1995 y se acabaría convirtiendo en 
presidente de la República en 2006, Aníbal Cavaco Silva.150 Con ellos 
estaba el mencionado empresario español quien, después de contar los 
billetes, salió a la calle con la bolsa en la mano, custodiado por dos 
vigilantes y subió a un lujoso coche con matrícula española que lo 
esperaba en el aparcamiento del edificio. 

El dinero en metálico que llevaba encima VB solo era una parte de 
los quince millones de dólares que se depositarían en una cuenta de 
Barclays en Gibraltar a nombre de un abogado del BPN. Después, se 
transferiría a varias cuentas. Esta operación se hizo así porque 
Vivendi, grupo empresarial francés, quería comprar una sociedad 
llamada Redal para controlar el suministro de agua en Marruecos. En 
ese negocio estaba la empresa de VG, Alborada, y los franceses 
«compraron sus acciones» porque los querían fuera, según un miembro 
de la policía portuguesa. Aquello supuso el inicio del asalto al Banco 
Portugués de Negócios, que acabó nacionalizado. Fue, y sigue siendo, 
uno de los grandes casos de corrupción en Portugal. Un conglomerado 
de causas judiciales de blanqueo de capitales y tráfico de influencias 
que llevó a su nacionalización con un coste para el Estado portugués 
de 3200 millones de euros y la condena de su presidente, José Oliveira 
e Costa, a catorce años de prisión efectiva por los crímenes de 
falsificación de documentos, fraude fiscal, estafa cualificada y 
blanqueo de capitales. 

«Por muchos errores que haya podido cometer —dice Oliveira e 
Costa—, nadie puede acusarme, con la verdad de todo el proceso, de 
haber perdido un solo céntimo, ya que ofrecí soluciones que 
aportarían al país miles de millones de euros». «Es inocente», señala el 
entorno del expresidente, que culpa a Manuel Dias Loureiro de mala 
gestión en la sociedad dependiente del BPN, SLN (Sociedade Lusa de 
Negocios). Oliveira e Costa considera al exministro portugués un 
«mentiroso, desleal y egocéntrico»,151 y afirma que «si la SLN no 


hubiese caído, el banco jamás hubiese sido nacionalizado» y añade 
Oliveira que «el papel del doctor Dias Loureiro en el Grupo SLN acabó 
como empezó, es decir, creando problemas». Los problemas habían 
empezado con la compra de Redal y de la sociedad de Héctor Hoyos, 
Biometrics Imagineering Inc. 

Como resultado de todo aquello, José Oliveira acabó en prisión y 
Manuel Dias Lourerio cayó en desgracia. La Fiscalía portuguesa 
investigó durante ocho años aquel negocio que provocó la pérdida de 
41.1 millones de dólares al grupo. Dias Loureiro hizo una inversión 
central de 57,2 millones de euros en Biometrics Imagineering, según 
un acta del 26 de junio de 2002. En aquel documento aparecían como 
participantes «los accionistas de Biometrics Imagineering: El-Assir, 
Héctor Hoyos, Miguel Berrios y Paul Manafort junto a Dias Loureiro». 
Es decir, forzaron la inversión en su propia empresa. «Si el BPN quería 
vender Redal a Vivendi antes tenía que comprar una participación en 
la empresa del traficante de armas El Assir, Hoyos y Manafort: 
Biometrics Imagineering», señala el entorno de Dias Loureiro, el cual 
cedió a las pretensiones de los inversores. En aquella maniobra se 
utilizaron hasta ocho sociedades offshore para ejecutar la venta: 
Barwell Holdings, Newtech Strategic Holdings, Financial Holdings 
LLC, Mardell Investments y Seaford Holdings LLC. 

BPN no pudo soportar las pérdidas. El 1 de julio, Dias Loureiro fue 
acusado e interrogado en el Departamento Central de Investigacáo e 
Accáo Penal (DCIAP). Su vivienda fue registrada y se localizaron 
cobros en la sociedad panameña Manselar Advisory, Inc. Loureiro 
había prestado servicios legales a esta sociedad offshore en abril y julio 
de 2002 por un total de 986.725, 47 euros cuando era administrador 
de BPN y diputado del PSD en la Asamblea de la República. El 
beneficiario final de Manselar Advisory Inc. era el traficante de armas 
Abdul El Assir.152 

Abdul Rahman El Assir tenía poco más de veinte años cuando fue 
nombrado agregado cultural en El Cairo. Nació en Beirut en 1950, 
solo siete años después de que Líbano consiguiera la independencia. 
Con el paso de los años, su ciudad natal se convirtió en una suerte de 
Suiza de Oriente Medio, impulsada por su puerto marítimo y el 
espíritu cosmopolita. No obstante, El Assir vio que su futuro pasaba 


por Egipto. Además de su cargo, allí consiguió un matrimonio que lo 
impulsaría en el escalafón social. Cuando se casó con Samira 
Khashoggi, hermana del traficante saudí Adman Khashoggi, empezó su 
nueva vida, su vida en el negocio de las armas. 

Tanto en tan poco hizo que El Assir no entendiera de frenos. Se 
divorció nueve años después para casarse en Notre Dame (París) con 
su secretaria, María Fernández Longoria, hija del que fuera embajador 
de España en El Cairo: Carlos Longoria Fernández de Pavía. El nuevo 
matrimonio nunca escatimó en ostentaciones. Presumían con 
asiduidad de tener tres hijos y seis casas abiertas en lugares como la 
estación invernal de Gstaad (Suiza), la isla caribeña de Mustique, 
Sotogrande (Cádiz) y la urbanización Puerta de Hierro de Madrid, 
según publicaciones de la época. 

«Gente tonta y ambiciosa como El Assir y Sarasola estropeó mis 
negocios en España», comentó Khashoggi en 1990 sobre su 
excuñado.153 El rastro de los negocios de El Assir en nuestro país se 
pierde en el verano de 1994. Había vendido armas a Egipto, Somalia, 
Marruecos... El Mundo del 8 de agosto de aquel año tituló: «Abdul El 
Assir pide 5.000 millones al Gobierno por mediar en un contrato de 
armas a Marruecos». Tres días después, precisaron que el monto final 
de las comisiones estaba en los diez mil millones de pesetas. Los 
ingresos se hicieron en una cuenta suiza a nombre de sociedades 
radicadas en Panamá y otros paraísos fiscales. Después, el 
intermediario libanés se hizo invisible para la prensa española hasta 
que reapareció el 5 de septiembre de 2002 en la boda entre Alejandro 
Agag y la hija del ex presidente del Gobierno José María Aznar. 

Antes de eso, Abdul Rahman El Assir había negociado la venta de 
submarinos a Pakistán (Agosta) y de fragatas a Arabia Saudita (Sawari 
ID. Ese acuerdo se valoró en mil millones de euros. En 2002, solo un 
año antes de negociar la venta de empresas con el BPN portugués, se 
produjo un ataque terrorista en la ciudad paquistaní de Karachi contra 
un autobús que transportaba a once expertos navales franceses que 
supervisaban la construcción de los submarinos vendidos por Francia 
a Pakistán. Francia investigó si aquella matanza había sido una 
venganza contra El Assir por no haber pagado las comisiones a los 
oficiales paquistaníes. Paul Manafort también apareció en la 


investigación francesa del caso Karachi por haber firmado 
supuestamente un contrato falso con un socio de El Assir, otro 
comerciante de armas llamado Ziad Takieddine. De ahí que en 2003 
necesitara dinero del BPN, que adquirió el 25% de Biometrics por 31,2 
millones de dólares. Manafort tenía alrededor de 11,1 millones de 
acciones de Biometrics, que representaban el 5% del capital social de 
la compañía. Vendió 1.568.555 acciones a SLN por 1,5 millones de 
dólares y, aun así, retuvo el 3,75% del capital social. 

Dias Loureiro se defendió de todo este asunto: «No había relación 
entre el negocio de Marruecos y el de Puerto Rico...», la única 
relación era que «el señor El Assir era socio de Héctor Hoyos». 
Después de vender parte de sus acciones, Manafort y Héctor Hoyos 
siguieron con la empresa. En octubre de 2011, El Assir fue incluido en 
la lista de sospechosos de París para interrogarlo por aquella venta. 
Ocho meses más tarde, el 30 de mayo, a primera hora de la mañana, 
en el hotel Beau-Rivage de Ginebra, fue interceptado por la oficina del 
fiscal suizo Jean-Bernard Schmid. Lo interrogaron sobre los contratos 
de Agosta y Sawari II. Nadie investigó a De la Joya, que parecía 
protegido por alguien. 


Alejandro Agag 


El yernísimo, como lo conocen incluso dentro de su círculo íntimo, 
empezó como asesor del BPN a partir de marzo de 2002. Apenas un 
mes después, José Manuel Durao Barroso se convirtió en el primer 
ministro de Portugal. Todo aquello pasó justo un año antes de que el 
dirigente portugués ejerciera de anfitrión en la Cumbre de las Azores, 
reunión en territorio portugués previa a la guerra de Irak que, como 
hemos detallado con anterioridad, contó con la presencia de George 
W, Tony Blair y José María Aznar. 

Solo un año después, el régimen de Sadam Hussein ya era historia 
e Irak estaba bajo el domino estadounidense. No obstante, la 
insurgencia crecía día tras día en la zona y algunos especialistas en 
política internacional hablaban de «misión imposible en un nuevo 
Vietnam». Mientras todo esto pasaba en Oriente Medio, el diario 


portugués Público apuntaba que «existía una nota enviada en 2004 por 
Abdool Vakil, presidente del Banco Efisa, controlado por el BPN, a la 
administración del grupo luso en la que recuerda la necesidad de 
pagar a Agag por la asesoría prestada». En la noticia había una 
referencia de pagos solicitados por Agag que estarían relacionados con 
el negocio de dos empresas en Puerto Rico: «En concreto, la SLN, 
entonces administrada por Manuel Dias Loureiro, compra a El Assir las 
empresas Biometrics y New Techonologies en aquel país, un negocio 
que supuso unas pérdidas de 40 millones de euros para la SLN». 

La comisión del Parlamento portugués que investigó el escándalo 
del Banco Portugués de Negócios presentó quince preguntas a 
Alejandro Agag en 2009 sobre su labor en esa entidad. Entre las 
distintas cuestiones destacan las que lo vincularon con el traficante de 
armas Abdul El Assir: ¿Participó en un negocio, en el año 1994, en el 
que el señor El Assir participó como intermediario para la venta de 
armas al reino de Marruecos? ¿Es verdad o no, que usted y el señor El 
Assir intervinieron en la preparación de un negocio (que no se 
concretó) de venta de armas de la empresa española Santa Bárbara a 
países árabes? ¿Fue durante el periodo que usted trabajó en el grupo 
BPN/SLN cuando El Assir obtuvo un crédito de algunas decenas de 
millones de euros del BPN para la compra de inmuebles en Madrid? 
¿Sabe si el señor El Assir es de hecho propietario de tres inmuebles en 
Madrid comprados en 2002, o después de este año? 

El apellido Agag fue recurrente durante años en las conversaciones 
de José Manuel Villarejo. Especialmente, desde que el excomisario se 
sintió desamparado por José María Aznar. Villarejo pensó que aquella 
mala relación con Aznar lo acercaría de nuevo al PSOE, pero se 
equivocó. Algunos cronistas de la Antigua Roma atribuyeron una frase 
al procónsul Quinto Servilio Cepión que, más de veintiún siglos 
después, sirve para resumir la realidad que encontró Villarejo cuando 
volvió a intentar un cambio de chaqueta: Roma traditoribus non 
praemiat. Efectivamente: Roma no paga a traidores. 


El cáncer de la policía 


«Todo lo que Villarejo toca se convierte en putrefacción», señalan 
desde el entorno de Enrique García Castaño cuando comentamos que 
Villarejo define a su antiguo compañero como un cáncer. Lo dicen 
preocupados, pendientes de la salud de García Castaño, que acude 
periódicamente a un centro oncológico para tratar la enfermedad. Sus 
personas de confianza cuentan que «está dolido y cabreado», que no 
entiende cómo, después de tantos años juntos, Villarejo ha podido 
arruinar su vida con grabaciones en las que simplemente prefabricaba 
pruebas «y un discurso forzado» contra todo el mundo en la creencia 
de que podría escapar de los problemas que él mismo generaba. 

Por ejemplo, cuando en 2006 trató de intimidar a un juez que 
interfería en sus intereses con el traficante de armas Monzer Al Kassar. 
Se trataba del entonces magistrado Francisco Javier de Urquía, quien 
lo relataba así: «Nos fuimos a su casa con dos señoritas y estábamos 
haciendo lo que estábamos haciendo... y el caso es que este señor me 
intentó hacer chantaje, se le dijo que no y lo puse en conocimiento de 
la fiscalía de aquí», reconoce. Añade que prefirió «no denunciar 
formalmente la existencia del vídeo» por el contenido personal del 
mismo y porque el empresario chileno que ayudó a Villarejo a 
grabarlo sencillamente desapareció: «Se plantó en mi despacho con el 
vídeo, yo le dije que le iba a denunciar y hasta hoy no le he vuelto a 
ver. Se fue corriendo de mi despacho, se bajó los dos pisos corriendo, 
y yo creo que se fue corriendo a Chile». Además, señala que poco 
tiempo después, los abogados que representaban a Al Kassar en el 
procedimiento vinculado con él que acudieron a pedirle disculpas por 
el suceso. 

Un informe policial de la causa Tándem apunta que Villarejo 
habría estado detrás de aquella grabación. El hijo del comisario, el 
también investigado José Villarejo Gil, habría sido quien se encargó 
de las cámaras que permitieron captar al entonces juez instructor con 
dos prostitutas y consumiendo cocaína en una fiesta privada en casa 
de otro implicado, un chileno con antecedentes de nombre Ignacio 
Purcell, alias Pequeñito. 


Habla Villarejo con Al Kassar mientras ven el vídeo 
del chantaje al juez. 


—Esto hay que quitarlo —dice. 
—No enseñar a nadie. Es voz de tu hijo —dice Al Kassar. 
—Eh... Sí, eso hay que quitarlo obviamente. 


Ríen. 


La clave, tal y como explica el propio Villarejo en los audios, está 
en la construcción de la coartada. Acordaron decir que Purcell «estuvo 
de acuerdo con el CNI —al que se refieren con su denominación 
antigua, CESID— en que iba una gente» a la vivienda e «hizo una 
copia». «Lo que es muy importante es que, en un momento 
determinado, la versión que haya es que el CESID hizo esas 
grabaciones para presionar (al juez). Es creíble decir que el CESID 
utiliza sus métodos para tener presionado...», aseguraba el comisario. 
Este grabó después la conversación que mantuvo sobre la cinta con 
Monzer Al Kassar y con su socio Luis Felipe Moreno Godoy. El 
comisario planteó entonces la necesidad de canalizar la información 
«para hacerle llegar al juez la existencia de dicho vídeo a través de un 
periodista que lo podría llamar para preocuparlo, pero sin publicar 
nada en principio», ya que «en España el tema judicial es muy 
delicado». Antes de empezar, Villarejo sabía que tenía que editar el 
vídeo y, sobre todo, encontrar a alguien a quien colocarle la autoría. 
La segunda parte la tenía clara: los servicios secretos españoles. 


«Tú no puedes investigar a un juez sin que previamente te den el ok, 
no puedes explicarlo, ¿entiendes?», le planteaba Villarejo a Al Kassar, 
para después recordarle que estuvo investigando a [Baltasar] Garzón. 
Y afirma en esa conversación grabada que fue tras una reunión de alto 
nivel en el Ministerio del Interior. «Yo lo que sí puedo es, en un 
momento determinado, canalizar una serie de informaciones. Tengo 
capacidad para provocar que se abra una investigación, eso sí», añade. 

Villarejo sigue con el relato y saca el nombre del entonces jefe de 
la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF), su tronco José 
Luis Olivera, de quien asegura que es «muy amigo desde hace años», 
que es una persona seria, que «ya conoce la historia» y que al igual 
que todos, ha ayudado. Añade que, en todo caso, cuando ha hablado 


con él para contarle alguna información, nunca ha revelado que la 
fuente fuese Al Kassar. «Se ve que a ti te aprecia», le dice Villarejo al 
traficante de armas. 

En esos días, el director de Interviú, Manuel Cerdán, llamó a 
Villarejo para interesarse por la Operación Malaya. El periodista pidió 
un «chascarrillo de abajo», refiriéndose a la investigación sobre Juan 
Antonio Roca y la Operación Malaya. En un momento de la 
conversación, Cerdán quiso saber: «¿Del Picapiedra habéis pillado algo 
nuevo por ahí fuera o algo?». Se refería a Juan Antonio Roca, jefe de 
planeamiento de Marbella durante la época de Jesús Gil, y de sus 
negocios en el extranjero. 

Villarejo decía en la entrevista que los «Cecilios —como él 
calificaba a los agentes del CESID/CNI— están preocupados por el 
tema». «¿Por qué preocupados? —cuenta Cerdán a Ok Diario—. 
Porque Roca, que había colaborado con Villarejo, se había echado en 
los brazos de los servicios secretos, algo que había provocado 
fricciones entre la Policía y el espionaje». Cerdán hoy se pregunta: 
«¿Qué valor judicial tiene mi conversación con Villarejo?». La 
respuesta es sencilla: nada tiene que ver el interés de un periodista por 
el caso Malaya con el intento de chantaje que Al Kassar y Villarejo 
tramaron contra un juez. Un informe con el que Villarejo trataba de 
inculpar de nuevo al CNI con la esperanza de desviar la autoría real. 
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Capítulo 20 


Malaya 


Tú enséñame 40 cosas —40.000 euros— para interesarme, 


y el resto a resultado. Fíjate que baratito. 


(José Manuel Villarejo a un cliente) 


José Manuel Villarejo no sabe cómo ponerse. Da igual la postura que 
tenga sobre el catre. Su espalda es un amasijo de huesos desvencijados 
que le rajan la piel por dentro. Día que pasa en prisión, día que 
aumenta el dolor. Cada noticia fortalece la ansiedad que carcome sus 
nervios. La ansiedad y el dolor. La mezcla de una dinámica implacable 
que derrumba la paciencia del expolicía. Del cuerpo a la mente, de la 
mente al cuerpo... y vuelta a empezar. Sus confidentes le han contado 
que el Ayuntamiento de Marbella planea quitarle uno de sus negocios 
más rentables: el aparcamiento de la calle Jacinto Benavente con el 
que gana más de un millón de euros al año. Emplazamiento que 
consiguió gracias a la Operación Malaya y a la intervención de 
algunos políticos municipales. 

El Consistorio de Marisol Yagie, actualmente en libertad 
provisional:is4, en connivencia con los tránsfugas del PSOE local, había 
concedido de manera fraudulenta la explotación del aparcamiento 
público a sus afines en 2003. El negocio acabó en manos de Villarejo: 
«La unión de dos personajes como Roca y Villarejo es un cóctel 
explosivo del que no podía salir nada bueno. Una concesión suculenta 
concedida a setenta y cinco años, de los cuales aún quedan por 
explotar sesenta y uno, por el que la empresa paga un canon de 
90.000 euros al año al Ayuntamiento y de la que se calcula un 
beneficio de más de un millón de euros anuales», explicaba el concejal 
marbellí de IU, Miguel Díaz a Marbella Confidencial.15ss Las plazas de 


ese lugar se cobran a través de la sociedad Autocobermar S. L., 
controlada por Villarejo. Localizamos varias facturas con abonos 
anuales de 850 euros. También aparecen otras cantidades de 600 
euros por diez plazas o individuales a 85 euros. Un negocio muy 
lucrativo que el expolicía podría perder si la Audiencia Nacional lo 
mantuviera en prisión preventiva. 

La concesión de ese aparcamiento público ejemplifica el modus 
operandi de una España con matices de far west. Territorio vedado por 
las reglas que marcaban hombres como Juan Antonio Roca o José 
Manuel Villarejo. En ese país de antes de ayer que tanto tiene que ver 
con el de hoy, los intereses públicos y privados estaban demasiado 
revueltos. La ética y la ejemplaridad que tanto se mencionaban en los 
programas políticos conformaban una realidad ausente en el día a día 
de ayuntamientos y gobiernos de todo tipo. En ese contexto propicio 
para el pelotazo en el que el dinero público parecía brotar de un maná 
inagotable, el presidente del Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero, 
creó la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal de la Policía 
Nacional (UDEF) en 2005. Concebida como un arma contra la 
corrupción política, su primer responsable fue el comisario José Luis 
Olivera, hombre cercano a Villarejo. 

Según los compañeros de Olivera, este tenía una máxima: «Luchar 
contra el crimen económico es la mejor manera de reducir el crimen 
organizado». Todos los policías consultados para la elaboración de La 
España Inventada destacan el valor profesional del comisario y su 
determinación para «limpiar de mierda nuestro país». El propio 
Villarejo dijo de él: «Habrán oído mucho hablar de él, cada vez que 
hay un tema duro..., este tío es la leche, totalmente de confianza y él 
es el que ha boicoteado mil cosas... Un hombre nuestro». Sin embargo, 
desde el entorno de Olivera se distancian del presidente de Cenyt: 
«Villarejo nos ayudó mucho desde que se creó la UDEF, pero su 
historia no puede manchar a la unidad policial que más y mejor ha 
luchado contra la corrupción en España». El primer objetivo de la 
UDEF fue limpiar la corrupción que inundaba las calles de Marbella. 
Nació la Operación Malaya. 


La gota destructora 


«La gota horada la piedra no por su fuerza, sino por su constancia». 
Esta frase del poeta de la Antigua Roma Ovidio inspiró grandes 
episodios de superación, pero también atroces torturas. Difícilmente 
hubiera imaginado el autor de Las metamorfosis que aquella sentencia 
propiciaría la llamada tortura de la gota de agua y que esta se 
convertiría en uno de los métodos de crueldad psicológica más 
utilizados veinte siglos después de su muerte. Consistía en tumbar a 
un preso boca arriba y poner encima de él un recipiente de agua fría 
de modo que le cayera una gota cada cinco segundos, imposibilitando 
así el sueño hasta llevarlo al paro cardiaco o a la locura. Con el 
tiempo, la tortura de la gota de agua se fundió con otro método de 
tormento, el de la bota malaya, y por el efecto mimético de ambas 
sonoridades, aunque el método era distinto, nació la célebre gota 
malaya, que es como más se conoce el proceso de tortura en el que la 
gota acaba por desbaratar cualquier viso de cordura que pueda 
albergar un hombre expuesto sin descanso a ese castigo. De ahí nació 
el nombre que la UDEF puso a uno de los mayores casos de corrupción 
de la historia reciente de España: la Operación Malaya. 

A pesar de la importancia que Zapatero quiso dar a la creación de 
la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal, lo cierto es que el 
inicio no fue fácil. Las oficinas y los ordenadores de esta nueva unidad 
de la Policía Nacional eran casi prehistóricos, heredados de otras 
brigadas, desfasados ante la tarea ingente que tenían por delante. Sin 
embargo, Olivera lo puso todo en marcha rápidamente y con el tiempo 
consiguió convertirla en la sección policial que mejor ha luchado 
contra el crimen económico en nuestro país. Olivera se había formado 
profesionalmente en Barcelona. «Es un hombre que ha sabido navegar 
entre políticos sin importarle el color de la corrupción», dice uno de 
sus más estrechos colaboradores. «Es la persona que ha tenido más 
información confidencial en este país y hubiese llegado a ser el DAO si 
no llega a aparecer Villarejo en su vida». «Pepe lo engatusó rápido con 
información de Marbella sin que Olivera se diese cuenta de que lo 
estaba utilizando para su beneficio propio», indica un periodista que 
conoce bien a los dos agentes. 


La Operación Malaya iba más allá de la propia corrupción. Desde 
el principio supuso una lucha de poder entre Juan Antonio Roca y 
José Manuel Villarejo, ávidos por controlar el flujo de información 
que se producía en Marbella. «[Juan Antonio] Roca se echó en manos 
de los servicios de Inteligencia cuando Pepe dejó de prestarle 
servicios», señala el entorno de Villarejo. «Y Pepe se vengó filtrando la 
información a la UDEF, que ya andaba tras la pista de Juan Antonio 
Roca... Apuntó a la cabeza de Juan Antonio Roca con la UDEF», dice 
un antiguo colaborador del comisario. Al preguntarle por el motivo de 
aquel comportamiento, el colaborador añade: «O no había pagado 
todo lo que Pepe le exigía desde que lo protegió en la Operación 
Saqueo contra Jesús Gil o simplemente quiso ayudar en la primera 
gran operación policial de la UDEF». Roca, por su parte, empezó a 
utilizar teléfonos encriptados desde que se deshizo de su contrato con 
Villarejo. Temía la venganza del policía. 

Algunos responsables de los servicios secretos, no obstante, 
recuerdan aquellos días de otra forma: «Villarejo debió pensar: hostia, 
a ver si Roca va a piar y me van a pillar con mis famosos informes 
utilizando la cobertura del Cuerpo Nacional de Policía (CNP)» y 
entonces fue a por él. De hecho, empieza a escribir notas informativas 
diciendo que llevaba desde 2003 intentando penetrar en el círculo de 
Roca para pillarlo y de esta forma cubrirse por si en algún momento se 
descubre que Roca era su cliente» El propio currículo oficial de 
Villarejo va en ese sentido: «Numerosos desplazamientos a la Costa del 
Sol para conseguir penetrar en distintos grupos mafiosos antes de su 
desarticulación, así como información sobre corrupción interna, 
consiguiendo desarticulación de policías relacionados con crimen 
organizado. Intervención en tareas de penetración e inteligencia 
durante varios años, incluso en entorno Roca previos a la Operación 
Malaya». 

La caída de Juan Antonio Roca supuso también la caída de decenas 
de empresarios y de famosos como Isabel Pantoja. Gracias a los 
ordenadores de Rafael Redondo, y a correos electrónicos inéditos, 
sabemos que la Operación Malaya ocultó, además, dos negocios del 
policía: la venta de su hípica y un macroproyecto con el que intentaba 
conseguir sesenta millones de euros de la mano de un narcotraficante. 


La historia desconocida comenzó en 13 de octubre de 2005. El 
otoño llegó caluroso tras un verano en el que el Gobierno del partido 
socialista había aprobado la ley que permitía el matrimonio entra 
personas del mismo sexo. Además, como consecuencia, estas parejas 
adquirían otros derechos como la adopción conjunta, la herencia y la 
pensión. Al tiempo que los medios de comunicación reseñaban las 
distintas vertientes de ese hecho histórico, un funcionario marginado 
de sus funciones como jefe del servicio jurídico de Urbanismo de 
Marbella, de nombre Jorge González, acudió a testificar sobre unas 
irregularidades en las obras del Hotel Guadalpín. González denunció 
ante los agentes de la UDEF que Roca «actuaba como si fuera el 
alcalde en los temas urbanísticos... Es la persona que decide 
absolutamente». 

Aquellas acusaciones fueron suficientes para que la Policía abriera 
diligencias y judicializara la investigación que desembocó el 29 de 
marzo de 2006 en la incautación de bienes por valor de 2600 millones 
de euros. Lo que nadie entiende hasta hoy, según señala El País, es 
cómo una operación que provocó más de cien detenciones y un 
terremoto en la Costa del Sol que sacudió los cimientos de toda 
España se fraguó en tan solo cinco meses: «Un tiempo récord para una 
operación de tanta envergadura».156 Según el testimonio del periodista 
Antonio Rubio, extraoficialmente todo empezó en una partida de 
cartas en la que «uno de los desplumados» se vengó de Roca: «El 
principio del fin del imperio de Juan Antonio Roca, asesor de 
Urbanismo en el Ayuntamiento de Marbella, comenzó en una mesa de 
juego en diciembre de 2004». 

Mientras esto sucedía, Olivera había conformado un equipo 
preparado para desentrañar hasta el último detalle del trampantojo 
que intentaban sostener los delincuentes de la Operación Malaya. El 
comisario seleccionó efectivos del Cuerpo Nacional de Policía, de la 
Agencia Tributaria y de la Fiscalía Anticorrupción. Todos ellos se 
mostraron «infalibles», según precisa un policía de la UDEF. «Se 
incorporó al equipo a expertos en blanqueo de capitales y se protegió 
cada paso: todas las labores de vigilancia se realizaban desde Madrid, 
para no levantar sospechas. Se alquilaron pisos francos y Villarejo 
constituyó empresas y asociaciones pantalla para dar cobertura al 


trabajo de algunos agentes». Villarejo acudió a «todos los registros 
para evitar que a Roca le llegase la información que la policía andaba 
tras él», informa el mismo policía. 

Según un periodista que se especializó en la corrupción marbellí, la 
actuación de Villarejo en aquel caso parecía limitada a camuflarse 
«como ecologista para espiar a Roca». No obstante, las notas 
informativas de Villarejo demuestran que, lejos de ser un mero 
infiltrado de la UDEF, sus actos lo sitúan como protagonista absoluto 
en el caso contra Roca. «Villarejo y Olivera en el caso Malaya me 
pidieron datos, a cientos», dijo García Castaño en sede judicial y 
añadió: «El señor Villarejo vivía de las capacidades de la Policía». 


Sacar brillo a las propiedades 


Rafael Redondo siempre se ha mantenido al lado de José Manuel 
Villarejo. Algunos profesionales que han trabajado con él en los 
tiempos dorados de Cenyt dicen que «es un gran abogado de empresa, 
la mente más brillante del imperio Villarejo». En el interior de uno de 
sus ordenadores había una «relación de bienes para sacarles brillito». 
La tabla de cálculo identificaba los bienes inmuebles que controlaba 
Villarejo. El valor económico de ese patrimonio era de casi seis 
millones de euros en 2006. A través de la Operación Malaya, esa 
cantidad adquirió tanto brillito que los convirtió en veinte millones de 
euros. 

Todo empezó la mañana del 10 de abril de 2005, pocos meses 
antes de que la denuncia del funcionario marbellí pusiera del revés la 
Costa del Sol. A lo largo de nuestras investigaciones, hemos 
encontrado numerosos correos electrónicos inéditos que explican a 
través de las palabras de los protagonistas tanto el verdadero origen 
de la Operación Malaya como el del imperio económico de Villarejo. 
En muchos de ellos, es el propio comisario quien explica, palabra por 
palabra, cómo sucedió todo... y lo hace mediante recuerdos sobre la 
Operación Saqueo, audios y mucho ADN de la rana para intentar que 
la realidad aparente prevalezca sobre la verdad. Es el caso este correo: 


«Dinero en efectivo 500.000 € cuando fue detenido en abril de 2002, 
parte estaba en su caja fuerte y parte lo llevaba en un maletín para 
entregárselo a su testaferro OBPi57 (con quien fue sorprendido a las 8 
horas en un coche aparcado a la puerta de la urbanización donde vive 
ROCA). 

Otro punto candente se centra en el Ayuntamiento de Manilva. 
Allí, la red de blanqueo liderada por FV vendió suelo por valor de 160 
millones de euros a cuatro promotoras que se habían unido para tal fin 
en octubre de 2004. 

El ciudadano finlandés AJK, uno de los diez integrantes de la 
trama ingresados en prisión, figura en sociedades creadas por FV y fue 
el vendedor de la finca La Parrala, de 1,3 millones de metros 
cuadrados, a las promotoras Prasa, ÑXXI, Noriega, Alter y Nozar, para 
la construcción de 3.000 viviendas de lujo. 

Por si lo anterior fuera poco, se da la circunstancia de que FC, 
cuñado del alcalde de Manilva figura en una sociedad junto a AJK, 
quien posee una agencia de publicidad en Marbella, denominada AB. 

Tronco del Notario AR (relacionado de una u otra manera con las 
operaciones «adicionales» a los más de 600 convenios urbanísticos que 
ROCA ha realizado desde 1991 al 2003. 

Fue en esa misma fecha cuando ROCA se desprendió también de 
otro de sus más directos colaboradores (un tal B), dándole un 
importante suma de dinero para que desapareciera del Ayuntamiento. 
B era el hombre que cobraba en nombre de ROCA y después 
transportaba personalmente el dinero a donde su jefe le decía (unas 
veces a Gibraltar y otras a Miami). 

Algunas de las sociedades instrumentales de ROCA son: Maras 
Asesores S.L. y Helioponto Marbella S. L. Otra, como Grupo 22 S. L., ha 
adquirido un edificio en Príncipe de Vergara 15 por valor de 30 
millones de euros. También ha adquirido recientemente dos fincas en 
Extremadura (por ahora no se conocen más datos). 

Hay más. Al analizar el acuerdo de permuta, los populares se 
encontraron con que la historia venía de largo. El local de Nueva 
Andalucía, que tiene una superficie de 1.192 metros cuadrados, es un 
viejo conocido del Ayuntamiento. Hace tan sólo dos años era de 
titularidad municipal, pero su pista se perdió en 2003 cuando el 
exregidor Julián Muñoz lo utilizó, junto a dos viviendas en el Banana 
Beach y una tercera en el edificio Napoleón, como pago a la empresa 


Construcciones Brick 2000 S. L. por unas obras municipales. 


Enfrentamientos con JLJ y con el abogado Sierra, al final fue el 
encargado de negociar los acuerdos con ambos para que dejaran de 
dar información 

Compró una finca en Córdoba (del Marqués del Mérito), usando 
como testaferro a CS (marido de una jugadora de póker amiga de 
NOBLE). En las últimas navidades estuvo organizando partidas de 
póker con Pacurri, Sandokán, pepe Aviones y otros. 

Se quedó con el dinero de un italiano que murió... 

Contacto con CNI (IÑAKI-TOMAS) 

LUCIO llamó el miércoles 30-8-00 (MAN). Dijo que le esperaba un 
otoño «caliente» a K. Se mostró muy enfadado porque un tal JRY con 
la excusa de que era el delegado de KROLL en Málaga estaba haciendo 
preguntas sobre él. 

FIN NOTA». 


Los agentes de la UDEF convirtieron ese correo electrónico en una 
de sus grandes referencias durante el desarrollo de la investigación. 
Tras poner en marcha el operativo, tardaron solo cinco meses en 
detener a muchos de los mayores promotores inmobiliarios de 
Andalucía. Entre los documentos que aparecieron durante el registro 
policial al despacho de Juan Antonio Roca había datos de empresarios 
que le pagaban dinero a cambio de rectificaciones de parcelas, 
aumentos de edificabilidad y ventas de terrenos municipales a buen 
precio. El resto es historia conocida: condenas, empresarios que 
perdieron la vida y la empresa antes de llegar al juicio..., pero 
también es la historia que permitiría a Villarejo embolsarse siete 
millones de euros en el que fue su primer gran pelotazo como 
empresario. Cantidad que acabaría acumulando en una sociedad 
patrimonial llamada CPD Real Estate S. L., constituida años más tarde 
mediante la fusión de otras dos sociedades: Premium Hotels y Cenyt 
Data. En el momento de la detención de Villarejo, esa sociedad tenía 
medio centenar de inmuebles en las localidades malagueñas de 
Benalmádena y Estepona, así como en las madrileñas de Las Rozas, 
Bustarviejo, Boadilla del Monte y Madrid capital. 

Según la información incorporada al sumario de la causa Tándem, 
el comisario también puso a nombre de esa empresa dos vehículos de 
alta gama, que luego vendió, y un sueldo mensual de 4.000 euros a su 


esposa, Gemma Alcalá. ¿Cómo consiguió esos siete millones de euros? 
Los hechos dicen que solo necesitó provocar la segunda parte de la 
Operación Malaya y la detención del empresario Rafael Gómez, alias 
Sandokán. 


Chantaje a Sandokán 


Cuenta el periodista Pepe Fernández que se interesó por José Manuel 
Villarejo cuando Rafael Gómez, alias Sandokán, le contó «que un tal 
Villarejo le estaba chantajeando». Gómez definió a Villarejo como «un 
tío que tenía mucha información y poderío» y confesó sentirse 
contrariado porque el poderoso comisario le estaba chantajeando para 
que le comprara los terrenos de la hípica, «pero a un precio 
desorbitado y fuera de mercado, cosa que no voy a hacer», explicaba 
el periodista en la revista onubense La Mar de Onuba.iss La España 
Inventada puede probar que las palabras de Sandokán eran ciertas. El 
25 de octubre de 2005, Villarejo interpuso una querella contra Rafael 
Gómez con el objetivo de que le comprase los terrenos de la hípica: 


Hablan los comisarios Villarejo y García Castaño 


—De lo de Córdoba, me ha admitido la querella la Fiscalía 
Anticorrupción. 

—¿Para ir a por él? 

—A muerte —dijo Villarejo—. Me quiere arruinar. Aquí que no se 
puede construir y yo pagando de IBI tres millones de pelas al año. 
Hablando con mi ex y con mi parienta me dicen que esto me va a 
arruinar. Se alía con mi caballista jefe y le dice: a partir de ahora baja 
el nivel de los caballos que vamos a arruinar al tío. Claro, y cuando me 
enteré del tema pues puse la denuncia. Antes de ayer todos los 
periodistas me han llamado y han hablado con Rafaelito. 

—¿Y cómo ha reaccionado? —preguntó García Castaño. 

—Está acojonado. Mandando emisarios. Me la vas a mamar. 
Porque además voy a meter a todo el Ayuntamiento, a la Rosa 
Aguilar... una querella documentada que te cagas. Al PSOE le ha 
venido de puta madre. ¿Sabes lo único que no me gusta? Que de fiscal 


de Córdoba está un colega nuestro macho. Yo le conozco del sindicato, 


Martín-Caro, te sonará. Yo tuve con él malas relaciones porque..., 
aunque luego cuando monté lo del parque temático, me fue a pedir 
curro para su hija. Pero como al final no abrí el parque no le pude dar. 
Las vueltas que da la vida, ¿no? 

—Ya. 

—Yo lo que pretendo ahí es que se acojone toda Córdoba, y ya los 
he acojonado a todos. Un tío dice: ¿Esto que es rústico? Y hace 
cincuenta mil metros cuadrados de naves. Y a mí no me dejan hacer ni 
una tienda de campaña al lado. Y dicen que no tiene licencia porque lo 
ha hecho ilegalmente y le vamos a imponer una multa: yo quiero esa 
multa hijoputa, yo quiero hacer lo mismo. Pues hace seis meses 
Carlitos Salamanca me dijo sobre él. Y yo le dije: adviértele. El 
hijoputa quiere pagarme con papel, y va y me dice que el 
Ayuntamiento no me va a dar la licencia para nada, que nos va a echar 
de Córdoba. 


En enero de 2006, la Fiscalía archivó la denuncia contra Arenal 
2000, la empresa de Sandokán, al entender que no cometió delito por 
realizar obras sin licencia o exceder la concedida y en suelo calificado 
como no urbanizable en la antigua factoría lechera de Colecor. No 
obstante, Villarejo insistió y lo hizo a través de la Operación Malaya. 
Intentó poner a Sandokán contra las cuerdas para conseguir su 
detención. El 17 de abril de 2006, el excomisario escribió un nuevo 
correo electrónico destinado a Olivera: 


Querido JL: 


Ya que veo que tienes los gastos del móvil restringido y lo usas poco. Por ello te 


comunico varias cosas por esta otra vía: 


+ Hemos recibido 2 certificaciones de sociedades, por si siguen 
interesando. 

+ Como te comuniqué la semana pasada, MARIO sacó fotos del 
supuesto zulo de ROK [Juan Antonio Roca] en Cádiz. 

+ También dice tener datos de una «estafa» que hizo al Banco 
Pastor (junto con su socio-testaferro Carlos Sánchez) por valor 
de 10.000 m. de pts. 


+ Señala una sociedad llamada «Negocios Inmobiliarios SA» 


donde CS [Carlos Sánchez] actuaba en nombre de ROK [Juan 
Antonio Roca] para urbanizar una finca llamada «La Gitana». 


+ Otras cosas más que ya comentaremos cuando hablemos. 


En otro orden de cosas me acaban de comunicar que el gerente de 
Urbanismo de Córdoba acaba de dimitir (a las 14.30 lo han dicho), al parecer 
asustado por los rumores que hay de que se investigan sus relaciones con 
Sandokán y las aprobaciones de sus convenios. 

Creo que van a nombrar al marido de la señora arquitecto en el Proyecto Al- 
Mansur, algo es algo, espero que al final las cosas comiencen a reconducirse en 
Córdoba. 

Cuando te venga bien me das un toque 


Cuídate 


ppv 


El empresario Rafael Gómez, alias Sandokán, fue detenido el 27 de 
junio de 2006 en la segunda ronda de actuaciones contra los 
empresarios implicados en el caso Malaya. Pagó 300.000 euros de 
fianza y quedó en libertad. 


Plusvalías gracias a una detención 


«DIEZ MILLONES OCHOCIENTOS DIECIOCHO MIL DOSCIENTOS 
DIECISIETE EUROS Y OCHENTA Y SIETE CÉNTIMOS DE EURO 
(10.818.217.205,77 €), sin incluir los correspondientes impuestos que 
se devengarán a partir del mismo», escribió Rafael Redondo pocos días 
después de que Sandokán saliese en libertad provisional. El abogado, 
en nombre del grupo Cenyt y Lextor, firmó en la notaría cordobesa de 
Antonio Palacios la transmisión de los terrenos de la antigua hípica de 
Villarejo. Por los primeros desembolsó 2.404.048,42 euros; por los 
segundos, 4.207.084,74 euros. En solo cuatro días consiguieron una 
plusvalía de 5.834.862,46 euros. «No fueron diez quilos, pero le sacó 
siete», cuenta el entorno de Sandokán. El empresario se vengó de 
Villarejo dándole unos pagarés sin fondos. 

Villarejo escribió: «Rafael [Sandokán] me dijo personalmente en el 
Hotel Palace que el pago era AL CONTADO RIGUROSO, ya que si 


hacía falta me acompañaría personalmente al banco para que ME 
ENTREGARAN EL TOTAL DEL DINERO». 

Poco después, su interlocutor le contestó en otro correo 
electrónico: «Hola Pepillo. Nosotros llegamos a Madrid en el vuelo de 
las 9:40. Ya tenemos hecho prácticamente el tema del descuento (de 
pagarés). Llámame cuando recibas esto e invierto algo y habla 
conmigo, capullo. Un abracico». 

Finalmente, consiguieron su propósito y todos salieron 
beneficiados. Rafael Redondo escribió el 15 de enero de 2007: 


«Que JV [José Villarejo] ha ofrecido a RR [Rafael Redondo] y este 
acepta su participación como socio en las nuevas sociedades del grupo, 
con la finalidad, entre otras de potenciar de manera definitiva su 
vinculación en el grupo y permitirle participar de las plusvalías que el 
grupo pueda generar como resultado de la gestión del patrimonio que 
pueda adquirirse con el activo procedente de la venta de los terrenos 
del Grupo en Córdoba... RR se incorpora como socio de las sociedades 
que instrumenten los nuevos negocios y proyectos del Grupo, 
incluyendo los negocios y/o proyectos de consultoría de cualquier 
tipo, así como los de gestión y/o adquisición del patrimonio que se 
adquiera a partir de esta fecha. Su participación será de hasta un 10% 
del capital de las sociedades en que instrumenten dichos negocios. De 
los cuáles el 50% será desembolsado por RR y el otro 50% aportado 


como prima por Cenyt». 


Al preguntarle a un policía nacional que había formado parte del 
operativo de la UDEF si conocía la operación inmobiliaria entre 
Sandokán y Villarejo, niega avergonzado con la cabeza. Sobre todo, a 
sabiendas de que Villarejo ayudó posteriormente a Sandokán para 
boicotear la causa. Villarejo añade: «Yo peleo, gano los juicios que 
provocan la ruina que tiene Sandokan. Y en un momento 
determinado, no Sandokan, sino un grupo muy serio me paga una 
pasta. Igual que El Montecillo. Una cosa que compré se multiplica por 
diez. Vivan mis huevos». 


JAG: un policía de verdad 


Hablemos de JAG, un policía que ha hecho historia en nuestro país. 

En uno de los zulos donde Juan Antonio Roca guardaba 
documentos y dinero se localizó una hoja con la siguiente anotación: 
«JAG (Fco. de Paula) Comisario Marbella / José Luis Olivera (?) 
Amigo AK / Pepe Marín (Comis. Gral Polic Jud) Willy». 

El abogado Antonio Urdiales, defensor del constructor Rafael 
Gómez, Sandokán, señaló en el juicio de la Operación Malaya: «Si de 
otra persona se tratase, [JAG] estaría más que detenido». Un informe 
de la Unidad de Drogas y Crimen Organizado (UDYCO) de la Costa del 
Sol, Sección de Delincuencia Económica, señaló que «JAG, del que se 
ignora su identidad, habría llamado a Roca en diciembre de 2005 y se 
puede deducir, a tenor del propio documento, que habría informado a 
Roca de la identidad del nuevo comisario de Marbella, aportando 
como dato que este es amigo de una persona conocida como AK no 
identificada, que Roca sí que conoce, y de una tercera persona 
llamada Pepe Marín, cuyo nombre coincide con el actual comisario 
jefe de Seguridad Ciudadana y que sería amigo de un tal Willy, 
pendiente de identificación». Por lo tanto, JAG «es una persona que 
conoce la estructura policial y que está al tanto de las decisiones en el 
Cuerpo Nacional de Policía». 

En el documento intervenido aparecía lo siguiente: «Un pago a 
favor de JAG a cargo de Roca por importe de 200.000 euros».159 Los 
responsables del proceso concluyeron que JAG era «una persona 
vinculada con el Cuerpo Nacional de Policía». Podría haber sido 
pagado por Roca «por facilitarle información valiosa sobre este 
procedimiento». El juzgado ordenó entonces que se investigase todo lo 
relativo a JAG y se lo encargó a la Brigada de Régimen Interior de la 
Policía que concluyó que no se podía determinar quién era JAG. Sin 
embargo, hoy estamos en condiciones de desvelar quién era JAG y, 
por tanto, quién recibió los doscientos mil euros. Esas iniciales 
coinciden con un nombre compuesto y un apellido: Juan Antonio 
González, el policía que llegaría a comisario general de la Policía 
Judicial. Tras ascender a comisario en 1992, Juan Antonio González 
fue nombrado jefe de la Brigada de Policía Judicial de Madrid y en 
1996 fue ascendido por el Gobierno del PP a jefe de la Unidad Central 
de Policía Judicial, con la responsabilidad de luchar contra el crimen 


organizado, el narcotráfico y la delincuencia económica en toda 
España.160 Fuentes policiales aseguran que ese documento «lo dejaron 
para que se encontrase». Otros, que «oculta el verdadero cobrador de 
los 200.000 euros y que no es González». Lo único cierto es que, por 
mucho que se investigó, nadie pudo demostrar que tras la identidad 
en clave de JAG estaba González. 

Compañeros del propio Juan Antonio González consideran injusto 
que «fuese víctima de semejante acoso» alguien con un historial donde 
destacan las detenciones de los GRAPO que pusieron la bomba en la 
cafetería California 47 y de los asesinos de los abogados laboralistas 
de Atocha. Incluso intervino en la captura de Luis Roldán. No 
obstante, si González no es JAG, hay alguien sin cara ni nombre que 
recibió, al menos, doscientos mil euros de Juan Antonio Roca. 
Intentemos ir por otro camino para descubrir la identidad secreta: el 
libro El saqueo de Marbella,161 que aporta las agendas del propio Juan 
Antonio Roca y muestra dos entradas significativas para este 
particular, una del día 5 de abril de 1995 con la siguiente anotación: 
«10.30, Cea Bermúdez 51 2* E, José Luis Sanz». En la segunda, del día 
8 de mayo, Roca escribió: «José Luis Sanz 908600xxx». 162 Se trata del 
letrado José Luis Sanz Arribas, entonces socio de Ernesto Díaz Bastién, 
abogado, a su vez, de Al Kassar y Villarejo. 


Que hable Villarejo sobre los abogados de Al Kassar 


—Cuando Al Kassar va a destruirlo [a un juez] le digo: el CNI le apoya, 
por lo tanto, jódete —le explica Villarejo a un abogado madrileño en 
una sobremesa—. Porque Al Kassar le pagó a ese juez para que fuera 
en contra de tu cliente. Y tu cliente le paga más. Los moros son así, 
van de puta a puta. Entonces me dijo hijo de puta. Le digo: No, las 
cosas son así. El otro le ha pagado más porque tú eres un rata. 

—Sanz Arribas no sabe —le contestó el abogado. 

—Pobrecico [eliminamos los adjetivos]. Yo le quiero mucho 
porque le conozco hace muchos años, pero es un tío de picos [Guardia 
Civil]. Es muy amigo de la picolandia pero como ya está muy mayor, 
ha puesto al hijo. 

Villarejo mostró su opinión del hijo y vuelve a Al Kassar: 


—Al Kassar se equivocó. A Ernesto Díaz Bastién le pagó trescientos 


mil euros y a unos americanos dos millones. 


La trayectoria del abogado Ernesto Díaz-Bastién va unida a la de 
Villarejo. El 22 de febrero de 1995, ante el notario de Marbella 
Manuel Tejuca Pendás, formalizó una escritura en la que el 
matrimonio compuesto por Monzer Al Kassar y Raghda Habbal junto 
con el abogado Díaz-Bastién constituyeron la sociedad limitada 
Conastra Trading Company. Con un capital de tres mil euros, el objeto 
social era «la compra y venta internacional, comercialización o 
intermediación en el comercio internacional de toda clase de bienes 
manufacturados, su importación o exportación». Poco después de la 
venta de los terrenos de la hípica de Córdoba, Díaz-Bastién escribió a 
Villarejo pidiéndole un préstamo. El expolicía lo autorizó y Redondo 
dejó escrito en un documento: «Asesoramiento jurídico en operación 
venta terrenos de Córdoba... Después un contrato de préstamo y 
devolución en efectivo». La factura fue de trescientos mil euros más 
IVA. A partir de aquí, estimado lector, es su deducción la que entra en 
juego sobre quién fue el JAG que cobró de Juan Antonio Roca. 


Al Mansur 


La Operación Malaya puso en alerta a toda la Andalucía política y 
empresarial. Mientras los registros y las detenciones se sucedían, un 
detective privado realizaba barridos electrónicos en busca de 
micrófonos en el interior del Ayuntamiento de Córdoba. La alcaldesa, 
Rosa Aguilar, enfilaba el tramo final de su segundo mandato con «una 
más que complicada disyuntiva urbanística», según señalaban las 
páginas del diario ABC el 19 de abril de 2006. «El análisis de las obras 
ilegales protagonizadas por el empresario Rafael Gómez, las medidas 
adoptadas en su caso por el Ayuntamiento, así como la repercusión en 
la opinión pública, se han cobrado ya la primera víctima: el gerente de 
Urbanismo, Antonio Jiménez, quien presentó su dimisión. Jiménez era 
una pieza del entramado municipal urbanístico bastante importante, si 
tenemos en cuenta que trabajaba en los grandes proyectos de la 
ciudad que todavía siguen sin cuajar». 


En esos días, Villarejo «se entrevistó con miembros del Gobierno 
municipal (PP) y también de la Junta de Andalucía, entre ellos la hoy 
vicepresidenta del Gobierno, Carmen Calvo, que por aquel entonces 
dirigía la Consejería de Cultura y que se oponía a que el complejo se 
ubicara en determinados terrenos. Calvo advertía que la construcción 
de Ciudad Al Mansur cerca de las ruinas arqueológicas de Medina 
Azahara era un desprecio a la declaración de Córdoba como ciudad 
Patrimonio de la Humanidad», indica Vozpópuli.isz Entonces, 
empezaron las amenazas. 


Que hable Villarejo Sobre Al Mansur 


En el año 2009, Villarejo dice frente a su grabadora: «El proyecto Al 
Mansur en Córdoba se fue a tomar por culo con cuatro rumores. A uno 
del PSOE lo envié a tomar por culo y a otro casi le arranco la cabeza. 


Yo sé lo que es levantar un proyecto así sin una cala». 


La sociedad Ciudad Al Mansur S. L. había sido creada el 5 de julio de 
199 con la denominación inicial de Puquio y registrada bajo la 
actividad de Parque de recreo, ferias y otros servicios relacionados con 
el espectáculo. Domiciliada en la Torre Picasso, el balance que firma 
Rafael Redondo señala que «la composición del Capital Social es de 
dos socios, siendo uno de ellos socio mayoritario con más del 25% del 
capital». La idea era crear un complejo de ocio, con hoteles, centro de 
exposiciones, centro de hípica, restaurante temático, jardines... 
levantado a la imagen de un recinto amurallado andalusí de los siglos 
X y xi, con su Medina y su Alcazaba incluidas. En 1999, Villarejo se 
plantó en Córdoba con el proyecto bajo el brazo asegurando que había 
adquirido los terrenos necesarios a tres kilómetros de Medina Azahara 
a través de una sociedad entonces denominada Antrax TDL, hoy Club 
Exclusivo de Negocios y Transacciones (Cenyt). 

Contrataron a la empresa Locum Destination Consulting Limited 
para que realizase un plan de viabilidad y no pagaron sus honorarios. 
Hacienda sancionó a Cenyt con una multa de 20.263,92 euros. En el 
año 2000, el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (TSJA) 
denegó la aprobación provisional del plan especial del parque 


temático de Villarejo. Decisión que fue ratificada por el Tribunal 
Supremo en 2009. El Diario de Córdoba señaló en 2006: «Según ha 
podido saber este periódico, hace años se presentó un proyecto para 
construir un parque temático (Al Mansur) en los aledaños del 
complejo arqueológico de Medina Azahara que estaba promovido por 
el empresario español José Villarejo, cercano a la familia real saudí, y 
que recibió las críticas de diversos colectivos y la oposición de la 
Consejería de Cultura, entonces en manos de Carmen Calvo Poyato, y 
del Ayuntamiento, que se negó a la aprobación del plan especial». La 
publicación de que el jefe de la Inteligencia del Cuerpo Nacional de la 
Policía era «cercano a la familia real saudí» no sentó bien en el CNI, 
pero el Gobierno no hizo nada, «aunque lo pusimos en conocimiento 
del Ministerio del Interior», señalan fuentes de los servicios secretos. 
En aquellas fechas, Villarejo era un elemento fundamental en las 
diversas luchas dentro del caso Malaya y en el control de Córdoba, 
gobernada por Izquierda Unida. 

Villarejo no dudó en hablar con su amigo José María Clemente 
Marcet cuando comprobó que no conseguía culminar el proyecto. 
Necesitaba fondos y estaba dispuesto a «preguntar poco sobre el 
origen. No todo el dinero negro procede de la droga. Arabia Saudí 
tiene mucho dinero no declarado», reconoció él mismo frente a su 
grabadora. Clemente Marcet, narcotraficante condenado, acabó siendo 
socio de Villarejo. De hecho, el 21 de octubre de 2014, le envió una 
tabla de Excel en la que valoraba el proyecto Al Mansur en sesenta 
millones de euros e incluía un recinto de ocio, un hotel, mercados 
medievales y una gran platea ecuestre. Clemente, además, se quedó 
con una participación. No obstante, para conocer los matices decisivos 
de Clemente Marcet, proponemos al lector un viaje a la Colombia de 
los narcos. Tierra preñada de balas en honor a la Santa Muerte, 
vegetación aciaga y crónicas de asesinatos anunciados. 
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Capítulo 21 
Narcobanquero 


Al menos le pediré un quilo [a Clemente Marcet]. 


José Manuel Villarejo 


El día que lo iban a matar, Santiago Toro Trujillo salió a las calles de 
Medellín, Colombia, con ganas de que le arreglaran el cabello. Llegó 
azorado a su barbería preferida del barrio de La Castellana, quizá 
debido a los 29 grados de verano húmedo que se desparramaban por 
la ciudad o, quizá, por los hechos de una vida en la que muy pronto 
había sido demasiado tarde para él. Mientras esperaba su turno, miró 
el móvil: eran las 18.24 horas. De la espesura zaína que coronaba su 
cabeza brotaron dos hilos de sudor que se posaron sobre la mejilla 
izquierda. Los secó bajo un pañuelo con la misma determinación que 
se secan las lágrimas de los llantos prescindibles. Movió la pantalla de 
su dispositivo con el dedo y leyó algo que lo transportó lejos de allí. 
Sentado sobre un sillón negro de polipiel, con los codos reposando 
sobre las rodillas y la cabeza hacia delante, parecía un hombre 
cualquiera de treinta y dos años: zapatillas deportivas, pantalón 
vaquero y camiseta negra. Sin embargo, era cualquier cosa menos un 
hombre más. 

Antes de que su cuerpo sin vida diera de bruces contra el suelo, la 
puerta de la peluquería se abrió a su espalda sin que ninguna de las 
seis personas que había dentro se girara a comprobar quién era. 
Tampoco Santiago, que seguía con los ojos pegados a la pantalla. Un 
hombre con la cara oculta bajo un casco de motocicleta le disparó a 
bocajarro en la nunca sin mediar palabra. Santiago cayó al suelo con 
los brazos extendidos. Los espasmos devoraron su silueta durante 
varios segundos eternos, pero el pistolero lo remató con otros dos 


balazos ante los gritos mudos de los presentes. Después, rápido y sin 
mirar atrás, el asesino salió andando de aquella peluquería donde el 
silencio quedó varado entre el aroma a loción para afeitados y los 
hervores fétidos de la sangre caliente. Así acabó la vida de Santiago 
Toro Trujillo el 4 de agosto de 2017 y así le llegaron las imágenes al 
narcotraficante Carlos Ramón Zapata, alias el Médico, después de que 
se propagaran a la velocidad de la luz por las redes sociales y los 
medios de comunicación. 

Zapata era un narco arrepentido con más vello en el cuerpo que en 
la cabeza y unos ojos tan mínimos como su capacidad para sonreír. 
Había formado parte del Cartel del Norte del Valle hasta que en 1999 
se entregó a la Administración para el Control de Drogas de Estados 
Unidos (DEA) y se convirtió en confidente contra uno de los 
principales clientes de José Manuel Villarejo: José María Clemente 
Marcet. El currículo de Zapata era de lo más variado, ya que también 
había ayudado a financiar a los Pepes, un grupo de antiguos mafiosos 
que se aliaron para acabar con la omnipotencia del capo de todos los 
capos: Pablo Escobar Gaviria. Algunos investigadores, aunque sin 
pruebas concluyentes, relacionan a Santiago Toro, asesinado en la 
peluquería, con la muerte de un primo de Zapata. 

Carlos Ramón Zapata había pasado cinco años en una prisión 
estadounidense por narcotráfico. Lo detuvieron en 1998 dentro de 
Operación Milenio, coordinada por la CIA, que desmanteló el mayor 
cartel de Colombia. Los agentes consiguieron apresar a treinta capos 
de la droga. Muchos de ellos aceptaron el papel de delatores ante el 
Gobierno de Estados Unidos. Dos de los primeros en hacerlo fueron el 
propio Zapata y su cuñado Juan Gabriel Úsuga Noreña. «Delatan a su 
banquero», nos informó un agente de la DEA. Eso quiere decir que 
delataron al cliente de Villarejo, el ínclito José María Clemente 
Marcet, alias el Suizo o Scorpy. Un hombre que se había ganado la vida 
con el lavado internacional de dinero, tal y como le confiaría a Zapata: 
«Mi especialidad es reubicar dineros de personas que no pueden 
mostrar su origen y esto comprende contrabando de tabaco en 
cantidades industriales, primeros ministros que saquean países 
africanos y necesitan ocultar ese dinero, traficantes de armas, grandes 
sobornos y estafas de políticos de primera línea en Europa... Así que 


ante todo eso tus actividades de narcotráfico te hacen quedar como un 
boy scout en la lista de mis clientes». 164 

Todos los que han sido colaboradores del Estado se les clasifica 
como secreto oficial hasta que sus vínculos con los delitos que se 
investigan vean la luzi6s, señala uno de los investigadores. José María 
Clemente Marcet es uno de ellos. 

Clemente Marcet tenía aspecto de comer bien, aunque las ojeras 
que amorataban su cara le otorgaban un aire zombilento. Sus 
compañeros de universidad lo definen como «un tipo con don de 
gentes» que «se perdió por el dinero». Estudió Económicas en 
Barcelona para después trabajar como director en la Banca Jover. 
Nunca se caracterizó por la discreción. Sus allegados aseguran que 
«por Barcelona se movía con chófer». Posteriormente, empezó a 
trabajar para la banca suiza, contexto propicio para conocer a narcos 
como Zapata, que al final acabaría traicionándolo al dar su nombre a 
la CIA. 

Llegó un momento en el que Clemente Marcet tenía tantos agentes 
tras su rastro que resultaba más sencillo nombrar a los que no lo 
investigaban. La DEA, la policía suiza, la francesa o la española 
seguían cada uno de sus movimientos mientras él se ocultaba en 
Barcelona. A Villarejo lo conoció en los años 90, en los días y, sobre 
todo, en las noches de la Marbella desaforada. Su relación fue tan 
fructífera que el banquero de los narcos consiguió que el propio 
Villarejo le abriera varias cuentas bancarias para blanquear su dinero 
sin que la DEA lo detectase. «Clemente organiza la recogida del dinero 
del narcotráfico procedente de España, Italia, Francia y otros países y 
lo blanquea en España y Andorra», señala un informe confidencial de 
la Administración para el Control de Drogas de Estados Unidos. 


Atraco a la diligencia 


En septiembre de 1998, José María Clemente Marcet se reunió en 
Marbella con el narco Iván López, a pesar de que los agentes de la 
DEA le pisaban los talones. El encuentro se produjo en una villa con 
playa privada, rodeados de los lujos sin mesura que la ilegalidad podía 


pagar. López desconocía que algunos de los policías más avezados en 
la lucha contra el narcotráfico estaban pendientes de esa reunión. El 
agente especial de la DEA Anthony E. Angeli había fotografiado a 
Clemente Marcet y señaló en un informe de Inteligencia que «como 
resultado del exitoso proceso de blanqueo» Clemente e Iván López 
negociaron una transacción con la ayuda de Nayef Bin Sultan bin 
Fawwaz al-Shaalan, miembro de la familia real saudí. Los agentes 
intuyeron que el príncipe estaba en ese negocio por otro cometido: 
desviar los beneficios obtenidos con el tráfico de drogas para financiar 
a grupos integristas islámicos con sede en Europa.is6 Tras aquella 
reunión, Al Shaalan y Clemente viajaron a Suiza para visitar el banco 
de Al Shaalan, según fuentes de la Inteligencia antidroga. La entidad 
financiera es el Kanz Bank, fundado en 1988 por el jeque Al-Shaalan. 
El juez suizo Perraudin descubrirá posteriormente que el Kanz Bank, 
con delegaciones en Ginebra, Liechtenstein y Guernsey (Reino Unido), 
era en realidad una entidad financiera instrumental, sin apenas 
actividad. Según un informe de la policía suiza, Clemente Marcet era 
el personaje central de la organización. Administraba sus sociedades 
con hombres de paja y blanqueaba millones de francos a través de sus 
cuentas. 

Casi medio año después, en febrero de 1999, Clemente Marcet y 
otros narcotraficantes hicieron su particular peregrinaje hasta Aruba, 
un territorio autónomo que perteneció a las antiguas Antillas 
Holandesas y que está ubicado 25 kilómetros al norte de la península 
de Paraguaná, en pleno mar Caribe. Hasta el pasado 15 de mayo de 
2019, los ministros de Economía y Finanzas de la Unión Europea 
(Ecofin) lo habían considerado un paraíso fiscal. En los informes 
oficiales de la DEA se relata que allí se encontraron con Al Shaalan 
para «coordinar la transacción de narcóticos». En abril de ese mismo 
año, Clemente Marcet inició los trámites documentales para blanquear 
el dinero. En cuanto terminó, Al Shaalan se reunió con unos 
traficantes de drogas en Caracas y embarcaron dos mil kilos de 
cocaína en su avión. La actividad fue incesante en aquellos días. El 16 
de mayo de 1999, el avión del príncipe saudí llegó a París. La misión 
era vender esa cocaína en España e Italia y de ello se encargó Iván 
López. En plena operación, la DEA registró un contacto telefónico 


entre Clemente Marcet y un narco colombiano que le reclamaba una 
deuda. El financiero pagó lo que debía con un cuadro de 1787 pintado 
por el artista español Francisco de Goya. La obra tiene por título 
Asalto a una diligencia y recoge las andanzas delictivas de unos 
bandidos que aprovechaban la soledad de los caminos para imponer 
su ley atracadora. 

El pinchazo telefónico de la DEA fue clave para que Clemente 
Marcet fuera detenido el 11 de diciembre de 2002 por orden del 
Juzgado de Instrucción n.” 5 de la Audiencia Nacional, dirigido por 
Baltasar Garzón. El financiero de los narcos ingresó en prisión 
preventiva. En cuanto salió en libertad provisional, Villarejo lo estaba 
esperando con el ofrecimiento de «ayudarle con sus problemas con la 
DEA y con las policías suizas y francesas que también los están 
investigando», según contó un socio del propio Clemente Marcet. 
Agentes de la DEA establecieron que Clemente Marcet tenía diez 
millones de dólares, además de varios inmuebles de lujo en enclaves 
como Barcelona, Suiza, Marbella o Santo Domingo. A la salida de 
prisión, no solo lo esperaba Villarejo, sino un batallón de dudas que se 
cernían sobre su futuro. El excomisario lo ayudó a salir del bache. Sus 
audios así lo demuestran: 

—¿Oye, qué pasa al final con el Bambi [alias de Clemente 
Marcet]? ¿Lo pone, le levanta el secreto al final? 

—Le levanta al final, a finales de mes, a primeros de marzo, 
porque se queda el Marlaska [Fernando Grande Marlaska, entonces 
juez y hoy ministro del Interior], que me ha dicho que confíe en él, no 
te preocupes, que es un tío cojonudo, que es un tío legal. 

«Clemente siempre decía que no le podía pasar nada», confiesan 
desde su entorno. Se sentía protegido por Villarejo, que movió todos 
los hilos para que la Justicia no fuese demasiado dura con él. A 
cambio, le ayudó a vender sus inmuebles a espaldas de la DEA y de la 
policía. 


Villarejo habla sobre Clemente Marcet 


El excomisario opinaba que Clemente es «un tío muy interesante, con 


unos contactos de la polla pero que los yanquis le han buscado la 


ruina. Es el banquero de una parte de la Casa Real de Arabia Saudí. 
Estuvo un año en el maco, por orden de Garzón, pero Ernesto [Díaz 
Bastién] y yo le ayudamos un poquito. Hablamos con el Balta y le 
explicamos. Y este tío nos prepara una entrevista con el heredero de la 
Casa Real de Arabia Saudí y vamos el Director de la Policía, el 
Comisario General de información, el Gordo y yo. Estamos allí de puta 
madre. ¿Qué pasa con el pollo? Pues que es un pirulero. Está 
acostumbrado a engañar a los poderosos y sacarles la pasta y por esas 
nos engaña a nosotros o lo intenta». Sin embargo, Villarejo omite que 
él compra y vende información a cambio de impunidad y que el año 


anterior había actuado como su testaferro frente a la banca panameña. 


José Manuel Villarejo y Clemente Marcet se frecuentaron los años 
posteriores a su puesta en libertad. Tras una comida entre los dos el 
16 de febrero de 2005, queda registrado lo siguiente: «Viaje AS 
[Arabia Saudí]. Propone que se envíe una lista de las personas que van 
a viajar oficialmente y que se tenga prevista una reciprocidad de dicho 
viaje inmediatamente y a la vuelta o escasos días después. Él asume 
que por ahora no puede ni debe viajar». Esa lista supuso un 
documento esencial para Villarejo. A partir de ella, empezó a detallar 
un perfil de los implicados. En posteriores notas informativas, el 
expolicía señaló que Clemente tenía contactos con el MI5 —servicio 
secreto inglés—, con «un tal Paul Gp», a través de un empresario de 
origen judío que trabaja para el Mossad. Luego escribió el nombre de 
los contactos con dicho empresario y pidió información sobre AG, «la 
secretaria por la que preguntó BG [Baltasar Garzón]. Trabajaba en el 
BSCH de Ginebra y era la encargada de mover los fondos provenientes 
de los emigrantes, del tabaco y blanqueo en general (dinero 
transportado físicamente en maletas, en automóvil y/o tren)». Poco 
después, Clemente acabó liberado de las causas judiciales en el 
juzgado dirigido por Baltasar Garzón y Villarejo viajó a Arabia Saudí. 
Garzón y el entorno del comisario Enrique García Castaño siempre 
han negado tener relación, más allá de la ley, con aquella puesta en 
libertad. «El Gordo siempre ha trabajado a favor del Estado, como en 
el caso del bar Faisán», apuntan en su entorno. «Nunca hubiese 
ayudado a un tipo como Clemente si no se lo pide Villarejo como si 


fuese algo oficial». 


Bar Faisán 


Las grabaciones de Villarejo, hechas en 2009, muestran las quejas de 
Baltasar Garzón sobre algunos policías: 


—F [un policía] es de extrema derecha, es un facha de la hostia, es un 
borracho impenitente —dijo Garzón. 

—Eso no es verdad. Eso no es verdad, Baltasar. Si eso se lo 
preguntas a Marlaska, te dirá que es el mejor del mundo —contestó el 
DAO Miguel Ángel Fernández Chico. 

—Tenéis que quitar de allí a esas dos personas, pronto. Que el 
comisario me mande a alguien nuevo. Que dinamite a todo el que esté 
allí. Si es que es una pena. (...) Es que no hacen nada. Mira, o quitas la 


puta unidad (de Policía) de la Audiencia Nacional... 


Villarejo se ofreció entonces a Fernández-Chico para ser enviado 
en lugar del supuesto comisario molesto: «Mándame dentro de unos 
meses a mí allí». La conversación siguió y, después de que Garzón 
criticara a Marlaska, la actual fiscal general del Estado, Dolores 
Delgado, puso en duda la capacidad de este último: «Luego vas y le 
sacas las castañas del fuego, va Balta y lo arregla. Balta lo arregla, que 
ya llega y tú tranquilo. Ya llega y lo arregla. Y El Mundo titula... 
manda...».167 Delgado hablaba de un titular, pero ¿de cuál? El único 
que publicó El Mundo en esa época relacionado con la Audiencia 
Nacional y que incumbiera tanto a Baltasar Garzón como a Fernando 
Grande Marlaska fue el de una noticia del 19 de octubre sobre el caso 
Faisán. Hoy sabemos que los policías obraron por «orden de sus 
superiores», según detalle el entorno profesional del comisario Enrique 
García Castaño. 

Los hechos a los que se refiere García Castaño sucedieron en 2006. 
Mientras los bares de toda España quedaban libres de humo gracias a 
la ley Antitabaco, había un establecimiento en Irún que aglutinaba el 
interés político e informativo. Situado en el barrio de Behobia, su 
nombre era Faisán. Hasta ahora, los hechos conocidos establecían que 


el 4 de mayo de 2006, a las 12.40 horas, el dueño del establecimiento, 
Joseba Elosúa, salió a toda prisa del lugar en compañía de su cuñado. 
Se montaron en un Ford Focus y arrancaron como si la vida les 
estuviera descontando los últimos minutos sobre la tierra. Media hora 
después, Elosúa le pidió a su cuñado que detuviese el vehículo frente 
al bar Xaia para usar un teléfono público. 

Joseba Elosúa se lo contó durante el trayecto: temía que su 
teléfono móvil estuviera pinchado. Su bar estaba en el punto de mira 
del Ministerio del Interior porque lo consideraban un centro de 
operaciones de la banda terrorista ETA. Esa misma mañana, un policía 
había entrado en el local y, sin mediar palabra, le había pasado su 
móvil a Elosúa para que atendiera una llamada. Después, le dijo que la 
Policía estaba «en la frontera para coger a José Antonio (Cau 
Aldanur), que si pasa (a España) a por las nueve botellas de vino 
(como llamaban en clave a nueve millones de pesetas de recaudación 
etarra) lo van a detener». El agente hizo una advertencia final: «Ya 
sabes cuál es la situación política actual, ¿no?, porque hay quien 
quiere que esto se rompa y fastidiar el proceso». 

Tanto lo que sucedía y se comentaba en el bar Faisán como la 
conversación que Joseba Elosúa y su cuñado mantuvieron en el coche 
fue grabado por la Policía gracias a varios micrófonos, «una chicharra 
y una baliza que habíamos puesto en su coche», admiten algunos 
responsables de la Operación Urogallo contra la red de extorsión de 
ETA. Los hombres del comisario Enrique García Castaño habían 
sembrado la taberna de cámaras ocultas para tener tantas pruebas 
contra los etarras como fueran necesarias. El chivatazo del bar Faisán, 
nombre con el que ha quedado para la historia, se produjo en plenas 
negociaciones entre el presidente del Gobierno, José Luis Rodríguez 
Zapatero, y los jefes de la banda terrorista ETA. De hecho, el mismo 
día de la delación en Irún, Zapatero recibió en el palacio de La 
Moncloa al presidente del Partido Nacionalista Vasco (PNV), Josu Jon 
Imaz, quien le trasladó el apoyo de su formación al proceso de diálogo 
que había establecido con ETA. 

Según los hechos probados en la sentencia, el ex jefe superior de 
policía del País Vasco, Enrique Pamiés, ordenó al inspector José María 
Ballesteros que contactara con Elosúa para pasarle el teléfono desde el 


que iba a advertirle de la próxima operación policial contra la trama. 
La sentencia consideró probado que durante ocho minutos y once 
segundos «Elosúa recibe de Pamiés [policía] diversa información 
relacionada con la investigación policial y judicial» vinculada al 
«inminente operativo policial» que debía culminar con su detención y 
la de, entre otros, el etarra José Antonio Cau Aldanur, «siéndole 
revelados determinados detalles de la instrucción», que era secreta. En 
el sumario del caso Faisán apareció una llamada de García Castaño a 
Pamiés en la que le decía: «No te preocupes, Baltasar es amigo». En el 
entorno del propio García Castaño cuentan que cuando este se enteró 
de que iban a avisar a Elosúa llamó al País Vasco para advertirles de 
que el coche estaba lleno de chicharras [micrófonos]. «Suerte que no 
vieron las cámaras de vídeo en el interior del bar». Y añaden: 
«Hicieron su trabajo como policías que son, no como Pepe [Villarejo] 
que siempre se interesaba por su dinero». 


Viaje a Riad y Operación Hidalgo 


El 9 de junio de 2007, José Manuel Villarejo y José María Clemente 
Marcet, alias Scorpy, llegaban a Riad, la capital de Arabia Saudí. 
Pretendían estrechar lazos y conocer de cerca a la familia real. En 
primer lugar, al actual rey Salmán bin Abdulaziz, también al entonces 
viceministro de la Defensa —hoy fallecido— Abdul-Rahman bin 
Abdulaziz Al Saud, suegro de Nayef Bin Sultan bin Fawwaz al-Shaalan 
y la persona que puso su avión privado a disposición del cartel de la 
droga y que había sido investigado por la DEA junto con Clemente 
Marcet. En el avión donde viajaban Villarejo y Clemente Marcet 
también iban el ex número uno de la Policía, Miguel Ángel Fernández 
Chico; el ex comisario general de Información, Miguel Valverde; el 
comisario jefe de Información Exterior, Fernando Sáenz Merino, y el 
comisario jefe de la Unidad Central de Apoyo Operativo (UCAO), 
Enrique García Castaño. Para completar ese viaje «resultó necesario 
convencer al secretario de Estado de Seguridad, Antonio Camacho 
Vizcaíno, exfiscal y quien sería ministro del Interior en 2011». Una 
conversación grabada:z6s por Villarejo da los detalles de las intenciones 


de aquel viaje: 


Que hablen 


—Vamos a ir por partes. Punto uno: lo del tema de lo del secretario de 
Estado. ¡Macho! ¡Píllate a muerte! Pero insisto: en el tema de Siria 
¡véndele la burra! —le había dicho en 2005 Villarejo a García Castaño. 

—No, no, ¡si se la voy a vender! Ya le dije: «Pero si esto viene así, 
así y así... El primer viaje se organizó... No, si no creo que... Monzer al 
Kassar, el rollo que es amigo de este hombre. Monzer al Kassar es un 
tío muy importante... Hay un colega nuestro que está liberado 
[Villarejo] que tiene amistad con Monzer al Kassar. Con Arabia 
Saudita tenemos la posibilidad bien de ir o bien de que ellos vengan 
aquí, y mantener los contactos y línea directa... 

—Los que mandan de verdad son los del Abdallah... Los del 
Abdallah, que son los malos de la película, es la línea... que nosotros 
tenemos. 

En Riad, Clemente le indicó a Villarejo que lo necesitaba para 
eludir la acción de la justicia y seguir ocultando sus bienes. El 3 de 
diciembre de 2008, José María Clemente Marcet, en nombre de 
Mombasa Inversiones S. L., cedió un piso en la avenida Pedrales de 
Barcelona a la sociedad de Villarejo Cenyt Parking (protocolo notarial 
2264). La cesión se realizó por 1.210.000 euros como «consecuencia de 
los préstamos realizados por Club Exclusivo de Negocios y 
Transacciones S. L. (CENYT) para la financiación de los negocios en 
común a Don José María Clemente Marcet, la sociedad KEFAR S. A. y 
su grupo empresarial». Poco después, Cenyt Parking S. L. vendió dicha 
finca a JRGR por 2.500.000 euros, mientras la familia de Clemente 


continuaba viviendo en el piso y Villarejo pagaba la renta del mismo. 


En el año 2006 hubo un aumento significativo de actividad y 
diversificación para Villarejo. A su vuelta del viaje a Panamá, 
comenzó a reestructurar el grupo empresarial Cenyt. Lo primero fue 
ponerlo a disposición de Clemente Marcet, que personalizaba sus 
intereses más cercanos. A cambio, el contable del narco facilitó 
información confidencial a la UDEF. Nació la Operación Hidalgo, que 
podría resumirse en este titular: «Un nuevo golpe al blanqueo en 


Marbella deja 19 arrestos».169 La investigación se había iniciado en 
2005 a raíz de una denuncia que desembocó en la detención y el 
desmantelamiento del despacho de abogados Cruz Conde, cuyo titular 
acabó en prisión preventiva. La cárcel carcomió la salud de Cruz 
Conde. Cuando murió, su tumba se llenó de secretos. 

El Diario Sur desveló distintas tramas criminales que habían 
blanqueado dinero a través de la red del Caso Hidalgo: «Entre ellas 
estaba la trama colombiana-saudí, en la que participó una 
organización de narcotraficantes colombianos conocida como Familia 
Usuga junto con el príncipe saudí Naef Bin Fawaz  al- 
Chaalan (condenado en Francia a 10 años de cárcel por narcotráfico), 
José María Clemente Marcet y Rafael Cruz Conde quien, según la 
Policía, habría participado de forma muy activa en la creación del 
entramado empresarial internacional que servía de pantalla jurídica 
entre el propio Marcet y las propiedades inmobiliarias adquiridas por 
este». 

El juicio por la Operación Hidalgo empezó en la primavera de 
2018. El fiscal acusó a catorce personas, entre abogados y clientes, por 
blanqueo de capitales. La sentencia absolvió a siete procesados, la 
mayoría trabajadores del mencionado bufete. José María Clemente 
Marcet no apareció en la sentencia y continuó con el desarrollo de los 
negocios que lo unían a Villarejo. 


El renacido Stuart Collins 


El 2 de diciembre de 2014 en las oficinas de Cenyt de Madrid, los 
intentos de estafa de Clemente Marcet persistían, aunque los apellidos 
habían cambiado y solo quedaba el nombre: José María Stuart Collins. 
Una forma como otra cualquier de esconder su verdadera identidad. 
Sin embargo, con unas letras o con otras, el gusto por hacer caso 
omiso a la ley siguió presente. La víctima de aquella jornada era el 
empresario español Gonzalo Banús. «José María Stuart Collins, 
poseedor de una dilatada cartera de contactos, amistades e influencias 
y tenedor de un importante patrimonio», ofreció a Banús fundar la 
sociedad Belmont Prime S. L., que se iba a dedicar a la asesoría y 


consultoría financiera y de inversión inmobiliaria. 

Gonzalo Banús pasaba por un momento delicado con sus empresas 
y Stuart Collins (antes Clemente Marcet) intentó convertir la debilidad 
ajena en virtud propia. Lo convenció para agrupar sus activos junto a 
los de Cenyt, «con el fin de crear una gran corporación cuyo 
patrimonio garantice la financiación» que necesitaban. La financiación 
vendría, según el renacido Stuart Collins, «de un miembro de la 
familia real Saudí con el que tenía un trato tan íntimo y fraternal que 
se llamaba hermanos entre sí». Banús accedió a realizar una due 
diligence sobre los inmuebles para proceder a su agrupación. Para ello, 
pidieron ofertas a empresas internacionales y Stuart Collins escribió a 
Rafael Redondo: «Buenas noches Rafael, esta es la presentación y 
trabajo de campo que esperan de Cenyt para Gonzalo Banús, que 
incluye parte de nuestros activos, como venimos comentando. Esta 
operación la presento esta semana también al fondo, para su comité y 
autorización. El trabajo es muy profesional, pero son carísimos y no 
nos conviene para nosotros. Es mejor hacerlo en Cenyt todo. 
Realmente nos servirá de guía para nuestro grupo. Deberemos hablar 
de este tema y coordinar la presentación y obtener si es aprobada la 
financiación, las minutas para nosotros». Clemente Marcet, alias Stuart 
Collins, también escribió a Villarejo: «Buenos días Pepe, te adjunto el 
plan de inversiones que te entregué personalmente. Faltaría añadir la 
clínica y el parking de Marbella. Pongo en copia a Rafael, para poder 
elaborar una oferta de servicios de Cenyt, como hemos acordado». 

Redondo exigió a Banús que otorgara «escritura de hipoteca 
unilateral en garantía del pago de los honorarios futuros». El 
empresario se negó al principio, pero la sutil presión de Stuart Collins, 
las oficinas de Cenyt, la presencia del propio Redondo y la necesidad 
de financiación lo llevaron a firmar. No obstante, «el tiempo va 
pasando y el señor Stuart no acaba de concretar nada relativo a la 
financiación. Habla siempre de un viaje a Arabia Saudí, invitado por 
el príncipe árabe y al que habría de acompañarle el señor Banús para 
conocer en persona a la realeza saudí y concretar los términos». Cenyt 
no realizó ni una sola gestión y el renacido Stuart Collins se escondió 
en Arabia Saudí. Su amigo el sultán Nayef Bin Sultan bin Fawwaz al- 
Shaalan le dio cobijo tras ser condenado por Francia a una sentencia 


de prisión. «Con la sospecha cada vez más pujante de que todo era un 
fraude», Banús llamó a Cenyt preguntando por Stuart. Frente a las 
evasivas de Redondo, Gonzalo Banús realizó “sus propias 
investigaciones. En junio de 2015, citó a Rafael Redondo en el Hotel 
Sheraton de Mirasierra para decirle que había averiguado que José 
María Stuart Collins era en realidad José María Clemente Marcet. 
Banús rompió el contrato de prestación de servicios con Cenyt y 
Redondo lo demandó por el impago de honorarios de «27.226,40 € 
derivados de trabajos realizados por mor del meritado contrato y 
gastos suplidos incurridos». El empresario se rebeló: «Todo induce a 
pensar que, o bien Cenyt participó ab initio en la farsa, o bien conocía 
la trama y prefirió callar para asegurarse la firma del contrato». Banús 
no sabía entonces que el propio Villarejo había intentado colocar parte 
de sus propiedades y que el propio José María Clemente pretendía 
vender otras propiedades de las que ni siquiera era socio único. 

«Con Clemente, Villarejo se inicia en el blanqueo de capitales», 
informan los servicios secretos. Algo que empezó en ese año 2006 en 
el que Villarejo empezó a diversificar y que tuvo su punto álgido en el 
viaje a Panamá. Allí donde Villarejo creyó encontrar su maná acabaría 
encontrando la condena, ya que el dinero que se oculta en paraísos 
fiscales es difícil de rastrear siempre que se mantenga quieto. Si se 
empieza a mover, las alarmas saltan como resortes dislocados. «Y ese 
fue el error de Villarejo», explica uno de los policías que lo ha 
investigado. Por ejemplo, cuando desde una cuenta en Suiza 
controlada por él se transfirió una cantidad que estaba por encima de 
los 400.000 euros a otra cuenta del Reino Unido, cuyo beneficiario era 
una mercantil constituida en Uruguay y vinculada igualmente a 
Villarejo, tal y como se indica en la causa Tándem. Posteriormente, 
ese dinero acabó en España mediante dos transferencias por un 
montante global de 1.214.877,52 euros.170 El excomisario necesitaba 
esa cantidad para comparar una clínica en Estepona y utilizó dinero 
procedente de una amalgama de maniobras irregulares. Nació 
entonces la Operación Astapa. 


La mala salud 


José Manuel Villarejo y su socio Juan Carlos Escribano protagonizaron 
la Operación Astapa. Según Público:171 «Diego Valadez, portavoz del 
grupo socialista municipal y concejal de Bienestar Social, estableció 
contacto con el dueño de la sociedad Grupo SH Vilamoura, Juan 
Carlos Escribano Cárcel, que estaba interesado en la promoción de la 
finca La Ventilla, donde quería construir el Residencial Mirador de la 
Cala». Escribano dice «que recibió presiones, antes de empezar las 
obras en el año 2003, por parte de la novia, hoy esposa, del entonces 
alcalde Antonio Barrientos, que le exigió una rebaja del 50%, que si 
no tendría problemas con la licencia de obra del Mirador de la Cala». 
Según las actas del grupo municipal del 6 de noviembre de 2006, 
Valadez advirtió en una reunión del 27 de octubre donde se debatía 
un convenio urbanístico que «no tenía nada que objetar al convenio, si 
bien había recibido una llamada de la Policía del Ministerio del 
Interior, y que incluso tenía documentos y grabaciones con respecto al 
mismo, que le impedían aprobar el citado expediente». El alcalde de 
Estepona, Antonio Barrientos, insistió en que le diese esas pruebas 
para poner una denuncia «ante el juzgado competente en la materia, 
ya que, de otra forma sería como hacerse cómplice de estos hechos 
delictivos, cosa a lo que no está dispuesto». 

Nada pasó mientras Barrientos y el Consistorio esteponero no 
hicieron nada contra Escribano. Sin embargo, todo cambió cuando el 
alcalde renovó las condiciones para concederle la licencia de primera 
ocupación: «Pago de los excesos de aprovechamientos que habría de 
corresponder al Ayuntamiento en la unidad de ejecución citada, de 
acuerdo a la tasación que efectúen los Servicios Técnicos 
Municipales». Entonces, estalló la guerra. «El comisario Villarejo tuvo 
una participación fundamental en Astapa», señala el ahora exalcalde 
Antonio Barrientos a Diario Sur.i72 Por su parte, según El Mundo, 
Barrientos fue considerado por la Policía el cabecilla de la trama 
corrupta que expolió las arcas del Ayuntamiento de Estepona hasta el 
punto de que la Fiscalía Anticorrupción habla de un perjuicio 
económico de veintiocho millones de euros. Barrientos fue detenido y, 
a continuación, David Valadez pasó a ser nuevo alcalde. 

Los beneficios de esta contratación efectuada en 2008 se reflejaron 
en la cuenta de resultados de la empresa de Villarejo y Escribano 


gracias a que se solucionó el problema de El Mirador de la Cala, 
señala Público.173 En total, llegó a Cenyt una transacción de 1,51 
millones que coincidió con la entrada en el balance de un ático y de 
viviendas y plazas de garaje de la promoción El Mirador de la Cala en 
Estepona. Ocurrió poco después de la concesión de la licencia de 
primera ocupación. La deuda se canceló en 2009. Según reveló El País 
«desde entonces, las reuniones de los empresarios con Diego de Lucas 
se trasladaron de Estepona a la madrileña Torre Picasso, donde el 
comisario tenía su central empresarial y donde De Lucas hacía otras 
actividades dentro del entramado empresarial de Villarejo. Prueba de 
ello es que Diego de Lucas ha sido administrador único de Sensible 
Code, empresa que edita la página web regentada por la mujer del 
comisario, Gemma Alcalá Garcés, y que forma también parte del 
entramado de blanqueo de capitales que ahora se investiga». 


164. Declaración judicial de Carlos Ramón Zapata en la Corte de Florida 
como testigo protegido. 


165. El búnker policial lo quería descabalgar de la presidencia del Barca y 
situar a Sandro Rosell en su lugar. Para ello, años más tarde, el búnker diseñó 
un plan para intentar crucificar a Laporta acusándole de haber contratado 
informes a la agencia de detectives Método 3 a través del entonces director de 
seguridad Xavier Martorell. El pleito se sustanció más en los medios de 
comunicación que en los juzgados y acabó con un escrito en el que el Fútbol 
Club Barcelona desistía “de la formulación del escrito de acusación al no 
haber resultado perjudicado el FCB por los hechos investigados; sin tener 
nada más que pedir ni reclamar”. Laporta nunca estuvo imputado, nunca tuvo 
que declarar; tampoco se imputó al detective. Sin embargo, el búnker utilizó 
una campaña de desprestigio en medios de comunicación para quebrar la 
imagen de Laporta y de Martorell. 


166. Tras la operación de la DEA, la policía helvética chequeó, uno a uno, los 
movimientos monetarios que pasaron por ese banco para detectar si había 
alguna transferencia a Al Qaeda u otro grupo terrorista. 


167. Audios desvelados por www.moncloa.com 


168. Bayo, Carlos Enrique; López, Patricia. «Villarejo y Castaño negociaron 
vender armas para Arabia Saudí y Siria al margen de Defensa». Público (22 de 
octubre 2018). 


169. 20 Minutos (18 de abril de 2007). 


170. Cenyt Consultoría Organizacional S. L. —sus socios mayoritarios son 
Lextor y Cenyt, a su vez participadas mayoritariamente por Global Sinapsis 
Investment S. L. e Inversiones Estratégicas Sensibles S. L., continuadoras de 
Financiera Uruplán y Financiera Omerán—, cuyo titular real es el comisario 
Villarejo, recibió en 2014 dos transferencias procedentes de Panamá por 
importe de 773.924,52 €. Además, recibió otra transferencia de 440.953 €. 


171. Público (23 de marzo de 2017). 


172. Diario Sur (8 de julio de 2018). 


173. Público (9 de febrero de 2018). 


Capítulo 22 
En crisis, pateando Barcelona 


Hay deficiencias en el sumario. Si llegamos a un acuerdo, lógicamente cuesta un 


dinero. 


(Antonio Giménez Raso a su socio Villarejo) 


Aún era verano en Nueva York. Los ejecutivos de Wall Street 
caminaban apresurados justo antes de la tormenta perfecta, como 
zombis autómatas revestidos de ansiedad, cirugía plástica y ropa de 
lujo. Ajenos a los recuerdos cercanos de unas vacaciones que en 
Estados Unidos siempre son cortas, transitaban por los días con la 
mente puesta en cuentas de resultados que siempre exigían más, fuera 
cual fuera el precio que hubiera que pagar por conseguirlo. El dinero 
nunca duerme en la ciudad donde reposa la ambición del Rey Midas. 
Allí, un segundo improductivo es un segundo muerto, aunque el 15 de 
septiembre de 2008 sería la economía global la que empezaría a morir 
presa de un efecto dominó inacabable. En un momento de la película 
Margin Call, el jefe de una gran compañía explica que en el negocio 
financiero «hay tres modos de ganarse la vida: siendo los primeros, los 
más listos o con engaños». Una máxima que fue dogma de fe para 
millones de personas en millones de negocios distintos durante años y 
que sirve para resumir lo que supuso la quiebra de la empresa Lehman 
Brothers Holdings Inc., hasta entonces el cuarto banco de inversión 
más grande de Estados Unidos, solo por detrás de Goldman Sachs, 
Morgan Stanley y Merrill Lynch. 

El efecto en cadena provocado por la venta de activos financieros 
que no valían nada se llevó por delante la economía de innumerables 
países y provocó una ruina derivada que casi nadie supo ver y que 
trajo el drama económico, social y humano a los ciudadanos de 


España. Nuestro país entró en recesión en 2009 con una caída del 
Producto Interior Bruto (PIB) del 3,8%. El Camelot de la construcción 
se llenó de grietas, y los promotores de un negocio que parecía 
inagotable pasaron a vivir en los juzgados mientras el augurio de una 
ruina incipiente se posaba, polvo sobre polvo, en la cubierta de sus 
barcos de lujo. En unos meses, el presidente del Gobierno, José Luis 
Rodríguez Zapatero, dejó de vislumbrar «brotes verdes». Terminaba su 
mandato con más de cinco millones de parados, incontables dramas 
familiares protagonizados por la miseria y los desahucios, y un éxodo 
de miles de jóvenes que no tuvieron más remedio que buscar trabajo 
fuera del país. En su mayoría, para convertirse en mano de obra 
barata en países como Inglaterra, Francia o Alemania. España se 
hundió y, con ella, las ambiciones de muchos de sus empresarios más 
insignes, así como la vida de los trabajadores que dependían de ellos. 

El comisario José Manuel Villarejo no salió indemne de aquel 
contexto donde cada crédito se convertía en una pesada cadena que 
lastraba cualquier intento de normalidad. Perdió clientes, pignoró las 
acciones de sus empresas y vendió algunos inmuebles a su exmujer, 
como el edificio cordobés Ítaca, que no había escriturado. Tenía 
hipotecas por valor de 570.000 euros y un coste anual de cincuenta 
mil euros que le obligaron a repatriar el dinero que tenía en Suiza y a 
buscar a un colega de Barcelona con el que emprender su expansión 
nacional. Villarejo intuía que si expandía «sus soluciones de 
Inteligencia» a la Ciudad Condal conseguiría mantenerse a flote. 
Necesitaba un policía obediente como socio, y el comisario José Luis 
Olivera le habló de Antonio Giménez Raso. 


Joan Laporta: «Leeré vuestro libro con ganas» 


José Manuel Villarejo y el catalán Antonio Giménez Raso estrecharon 
lazos en una abundante comida con los gastos pagados. En uno de los 
audios inéditos que aporta La España Inventada, Giménez Raso 
reconoce que «en Método 3 no me ponen problemas con los gastos». 
Era 2007 y al día siguiente tenía que viajar a Portugal para 
entrevistarse con un jefe policial de ese país y coordinar las 


investigaciones sobre la desaparición de la niña inglesa Madeleine 
McCann. La economía española empezaba a padecer síntomas de 
agotamiento y Villarejo vio claro que la única manera de seguir 
creciendo era buscar un delegado de confianza en un mercado 
atractivo como era Barcelona. Recordó que durante el año anterior le 
había confiado una investigación (Proyecto Gris) y lo citó. Como era 
habitual en él, grabó aquel encuentro sin permiso de su interlocutor. 

—Tronco, más ya no te puedo esperar —le dijo Villarejo a 
Giménez—. Tienes que tomar una decisión. Vas a trabajar pa ti. Los 
dos primeros años vamos a facturar quinientos o seiscientos mil euros. 
Te vas a llevar un kilo [seis mil euros] al mes limpio. 

Villarejo quería que Giménez Raso fuera el enlace entre su grupo 
empresarial, Cenyt, y la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal 
(UDEF). «No podemos ir todos los días» a ver a Oli (el comisario José 
Luis Olivera). «Si vas tú, no hay problema». Giménez Raso se mostró 
renuente: tenía un contrato con la agencia de detectives Método 3. En 
octubre de 2005, Francisco Marco y Marita Fernández le habían 
ofrecido crear, al 50%, una sociedad de seguridad privada. Giménez 
Raso, entonces inspector jefe de la Policía Nacional, debía solicitar la 
segunda actividad y dejar el Cuerpo. En diciembre de ese año se 
decidió y crearon la sociedad Consultoría de Seguridad Avanzada $. L. 
«Empezamos a trabajar sin problema —señala Marita Fernández—, 
hasta que Villarejo apareció en escena y le pidió a Giménez Raso que 
hiciese el doble juego. Fue el momento en el que Giménez Raso 
traicionó a sus socios. 


Que ambos hablen sobre la traición 


—Podemos prestarle un servicio a Paquito [Francisco Marco], ¿por 
qué no? —dice Villarejo a Giménez en la grabación—. Desarrollamos 
proyectos globales. Y [en] la empresa que vamos a crear vamos a 
hacer fundamentalmente temas de investigación. Los clientes los 
aporta Cenyt y tú haces el trabajo. Yo lo que veo claro [es]: punto 
uno, es una empresa que va a ser tuya; segundo, vas a trabajar entre 
colegas. Tienes que quitarte la idea de cobrar en negro. Es una putada, 
pero es así. Al principio estuve un año y medio como tú, pero hay que 


hacerlo así. Hay que asumir que para eso hay que constituir una 


sociedad. Los que estamos aquí más X [anonimizado por los autores]. 
Montas una sociedad y metes los gastos. No es lo mismo ganar un kilo 
y societariamente le metes gastos. ¿Cómo te gastas la pasta? Con tu 
tarjeta de empresa, puedes entonces hasta comprar la cesta de la 
compra. Entonces estás viviendo de puta madre. Al final vas a pagar 
(de impuestos) un 10 o un 15%. No tengas miedo escénico. No te 
preocupes, lo harás bien. Vamos a ganar mucha pasta todos y vas a 
estar muy a gusto [con] todos. Más pasta y menos trabajo. 

Giménez empieza a ceder. 

—Antes de que termine el año [2008] tengo que tener el problema 
resuelto. Le pongas los cuernos [a Francisco Marco] o no. 

—El dinero negro... —contesta Giménez. 

—Hay algún cliente que paga en negro, pues de puta madre. Que el 
negro me encanta y repartimos. [A los policías] hay que pagarles en 
negro. No hay duda. Y eso ya nos buscamos la vida para conseguir 
negro. Lo que te he pagado a ti ha sido todo negro porque no ha 
habido más cojones [ya que trabajaba para Método 3 y esos trabajos se 
hacían a espaldas de la empresa]. Recelos me parece una gilipollez. El 
Oli es muy desconfiado. Él sabe que con nosotros está muy 
confortable. No somos gambosos. 

—José Luis [Olivera] que es un buen amigo de los dos — 
interrumpe Giménez—. De verdad él cuando tú le dijiste que no... Está 
equivocado. Pero tengo también otra oferta. Me han ofrecido un tema 
de trabajo en un aeropuerto de Venezuela. Voy a ir a ver a Oli. 

—Nosotros no hacemos nunca como otros [Método 3] 
investigaciones paralelas a la poli. Nosotros todos los datos se los 
damos a los colegas. Hacemos el curro, les damos los papeles a los 


colegas y denunciamos. 


La idea de Villarejo era crear una sociedad y que todos 
participasen en los beneficios. Para ello, tenían que materializar el 
acuerdo de intenciones al que habían llegado poco tiempo antes y que 
se resumía en una «breve sinopsis descriptiva de lo que supone el 
embrión de un interesante y ambicioso proyecto empresarial. Se 
describen los criterios y condiciones a seguir». 

Cuando Giménez Raso volvió de Portugal, comunicó a los 
dirigentes de Método 3 que «se marchaba del Grupo para iniciar un 
proyecto personal». El 6 de febrero de 2008, firmó un acuerdo con 


Villarejo: «Salario fijo: 36.000 euros netos anuales en 12 pagas». Los 
socios eran: «El acuerdo de los futuros socios es que la configuración 
accionarial quede establecida en la siguiente proporción: 29% Antonio 
Giménez (con posible aumento hasta un 45% si es así su deseo), 28% 
Grupo Cenyt, 28% JV [Villarejo], 5% Rafael Redondo, 5% AE (Asesor 
Externo)174 y 5% Carlos Giménez». No obstante, la crisis económica 
que asoló España paró en seco aquellos planes: «Han venido tiempos 
duros. Lamentablemente, el tema de los chinos no ha salido por los 
putos picos [Guardia Civil]. Aún estamos ahí. Los grandes pelotazos 
están ahí. No te obsesiones con temas de cuatro o cinco mil euros. Es 
preferible regalarlo [el trabajo]. Si ahora pinchamos lo del BBVA, de 
puta madre, pero si no, yo necesito un colchón». «Ando con falta de 
liquidez», dice en otro audio inédito, mientras intenta vender un 
inmueble de un narcotraficante a «los rusos». «Yo prefiero hacer el 
curro por el morro que por diez mil euros. La gente te evalúa en 
función de los que le cuestas y es entonces cuando te da importancia, 
si no, vamos a las Páginas Amarillas de cabeza». 


Que hablen Giménez Raso y Villarejo por las calles 
de Barcelona 


—Si metemos la nariz ahí, nos encumbramos. Y ahí sí que empiezan a 
venir curros de Cataluña, macho. 

Villarejo asiente y contesta: 

—Bajamos el pistón a nivel económico, vamos a resultados, con 
poquitos gastos, como te dije. Yo también estoy intentado vía 
abogados tocarlos [a los catalanes]. A nivel político lo manejas tú y a 
nivel abogados lo manejo yo. Ya vendrá el pelotazo, porque podemos 
hacer lo que no hace nadie. Que la gente diga que somos buenos, pero 


caros. 


Los dos socios pretendían llegar a los dirigentes de Convergencia 
Democrática de Cataluña (CDC) y ofrecerles soluciones definitivas a 
los problemas judiciales que empezaban a sucederse en esa formación 
política debido a los casos Pretoria y Palau: «Aquí en Cataluña es 
difícil entrar. Está abonado el terreno y si pica pues vamos para allá. 
Si entras en el círculo entras en el clan, que es dificilísimo», indicó 


Giménez Raso a su jefe. Cuando hablamos con los dirigentes históricos 
de CDC y les explicamos el contenido de los audios inéditos con los 
que cuenta La España Inventada, unos reaccionaron con miedo; otros, 
con desdén. Por su parte, el ex presidente del Fútbol Club Barcelona 
Joan Laporta quiso saber: «¿Qué dicen de mí?» y tras escuchar la 
respuesta añadió con media sonrisa: «Leeré el libro con ganas». 


Pretoria y Palau: milonga estándar 


El caso Pretoria comenzó para la prensa el 27 de octubre de 2009, día 
en el que detuvieron al alcalde socialista de Santa Coloma de 
Gramanet, Bartomeu Muñoz, al concejal de Urbanismo de esa 
localidad, al ex consejero de Finanzas de la Generalitat de Cataluña 
Maciá Alavedra (CiU), al ex secretario general de la Presidencia de la 
Generalitat Lluis Prenafeta (CiU) y al ex diputado del PSC Luis Andrés 
García Sáenz, conocido como Luigi. La investigación judicial estaba a 
cargo de Baltasar Garzón, pero Antonio Giménez Raso actuaba en la 
sombra para intentar torpedearla y así retorcer la realidad hasta 
situarla en el punto que más le interesara, puro modus operandi del 
ADN de la rana que tanto había utilizado su socio José Manuel 
Villarejo. 

Giménez Raso había iniciado su sociedad con Villarejo con escaso 
éxito. Durante semanas había recorrido los más destacados despachos, 
restaurantes y clubes de Barcelona para reunirse con distintos 
dirigentes políticos. No obstante, no consiguió vender una sola 
investigación, a pesar de que ofertaba impunidad a cambio de dinero. 
Se reunió con Felip Puig, secretario general de Convergencia y con 
familiares de Lluis Prenafeta, pero nada. En pugna con las tres 
principales agencias de detectives de la ciudad, su capacidad de 
persuasión era nula. Siguió la misma estrategia cuando surgió el caso 
Palau, causa por apropiación indebida y falsedad contra Félix Millet 
Tusell y tres responsables y directivos del Palau de la Música Catalana. 
A finales de 2009, Millet se vio implicado en una investigación de la 
Fiscalía de Barcelona que intentaba aclarar el desvío de dinero 
durante los años 2003 y 2004 por parte del patronato del Palacio de la 


Música. Los agentes localizaron durante el registro unos documentos 
que vinculaban a Felip Puig con una vivienda construida por el 
empresario Ángel Izquierdo. 

Giménez Raso narró la reunión con Puig a la grabadora de 
Villarejo y aquel audio secreto ve ahora la luz por primera vez: 


—Nos reunimos con Felip Puig. Sube el tío, solo, sin acompañante, sin 
abogado, sin nada. Nos pusieron un despacho y yo le di una tarjeta con 
mi nombre. 

—¿La de I+D? 

—Sí. Le cuento un poco, la milonga estándar. Como a la sociedad 
catalana le han dado en el morro con Garzón, le explico que parece ser 
que hay unas deficiencias en el sumario que se pueden solucionar, y la 
información que tengo, porque el resto de la información la tienen mis 
socios de Madrid. Le digo que al parecer ha salido el tema este [del 
Ángel Izquierdo y le digo: Imagínate, si han llegado hasta ahí dónde 
pueden llegar. [Puig] se quedó un poco parado. Garzón tiene ahí la 
espada de Damocles con el Supremo, que como lo metan en el 
banquillo se van todos sus asuntos a otro juzgado... Y entonces me 
inventé que el resto de los jueces de la Audiencia Nacional no quieren 
saber nada de los marrones que tiene ahí. Eso me lo inventé —dijo 
Giménez. 

—Muy bien, muy bien —contestó Villarejo. 

—Y tal, y que va a tirar para adelante, entonces claro tú sabes que 
ahora con las elecciones... Y le digo: Ahí hay dos cosas, una del 
partido y otra personal. ¿Qué es lo que podemos hacer? Tratar de que 
no pase lo que está pasando con Prenafeta y con todos estos. Si os 
meten en el talego, tú tienes un problema añadido. No es la pena de telediario 
o que vayas a prisión porque todo esto es un tema político. El problema es que te 
matan políticamente. Los cuatro pilares de Convergencia son: el alcalde, el 
Recoder, el Mas, que es el que manda, y el hijo de Pujol, Oriol. El tío 
muy abierto al diálogo me dice: ¿Y esto cuánto? 

—Pasta —añadió Villarejo. 

—La información que te estoy dando, le dije, es gratuita. La 
reunión de Madrid con la información que te den en Madrid es una 
cuestión que te explique mi socio qué es lo que tiene [la información], 
cuál es el proyecto, y si llegamos a un acuerdo pues lógicamente 
cuesta un dinero. Ya no entré más. Mira nosotros, le he dicho al Felip, 


llevamos el tema de inteligencia, la información no la regalamos. 


Bueno, entonces ¿cómo podemos hacer? Pues una reunión en nuestro 
despacho de Torre Picasso. Cuanto antes nos reunamos mejor —afirmó 
Giménez Raso. 

—Bien. 

—También estuve con el cuñado de Prenafeta. Aquí en Cataluña 
hay un chocho de cojones. Ahora se ha posicionado el hijo de puta este 
de Laporta diciendo que han ido a por Cataluña. Ahora el Laporta para 
las próximas elecciones del Barca no cuentan con él. 

—Le han atacado los de Esquerra —afirmó Villarejo. 

—Ganará Sandro Rosell —dijo Giménez—. Bueno, ya le he dicho al 
cuñado de Prenafeta que Garzón, según dice la prensa, los va a poner 
en bola [en libertad]. Estos dos [Maciá Alavedra y Prenafeta] eran 
dos piezas clave de Pujol. 

—Además de la inteligencia, les podemos poner a los abogados — 
afirmó Villarejo. 

—¿Quién sería? ¿Ernesto [Díaz Bastién] ? 

—;¡Qué pollas! Rafa. Si podemos arañarlo. 

—La siguiente reunión en Madrid —contestó Giménez. 

—Sacaremos toda la artillería. El acercamiento a ellos es 
fundamental —dijo Villarejo. 

—Ellos [CDC] no tienen a nadie como nosotros. Tienen a toda 
Cataluña a sus pies. Y de repente... —se hace un silencio—, sale a 
colación el nombre del [fiscal] Martínez Madero. Aquí cuando 
nombras al Jefe de la Oficina Antifraude... el único que dijo que no lo 
quería ahí fue CIU. Desde que Maragall dijo lo del famoso 3% es un 
peligro tenerlo ahí. 

—¿Salió el tema de que habías tenido problemas con él? 

—No. Tampoco saben que yo soy colega [policía]. 

—Bien —añadió Villarejo. 

—Si sale esto nos encumbramos. Vamos a resultados. ¿Qué hay? A 
atacar. Yo lo estoy intentando —dijo Giménez Raso, quien añadió 


preocupado—: Tenemos que hablar del proyecto Gran Scala. 


Villarejo se había negado hasta ese momento a llevar a cabo una 
investigación que afectaba al proyecto Gran Scala porque el cliente de 
Giménez Raso no podía pagar la minuta. No obstante, un solo nombre 
le hizo cambiar de opinión: Fernando Muniesa, diana constante de los 
ataques del excomisario, ya que lo consideraba hombre de Florentino 


Pérez. 


Gran Scala: «Yo con tal de joder a Muniesa...» 


El consorcio International Leisure Development (ILD) prometió un 
oasis de riqueza y empleo para la árida región de Los Monegros. Los 
inversores pusieron sus ojos sobre el pueblo aragonés de Ontiñena y 
sus poco más de seiscientos vecinos empezaron a escuchar el insistente 
rumor de las generosas cantidades que recibirían por vender los 
terrenos que definían la identidad de sus respectivas vidas. Los 
responsables de ILD, cuyo capital social estaba conformado por dos 
empresas radicadas en sendos paraísos fiscales, prometían un 
macroproyecto de ocio solo superado en el mundo por Las Vegas y 
Macao: treinta y dos casinos, setenta hoteles, seis grandes parques 
temáticos y otros doce pequeños, campos de golf, centro comercial y 
un hipódromo. Todo ello acompañado por unas previsiones de 5,5 
millones de visitantes anuales desde 2014 y veinticinco millones en 
2020, cuando el proyecto hubiera culminado en una realidad 
completa. 

La presentación en sociedad agrandó aún más las expectativas. 
Acudieron 700 invitados y 180 periodistas acreditados procedentes de 
todos los rincones de Europa y Latinoamérica. Ese día, se prometieron 
más de dos millones de puestos de trabajo en una España donde la 
gran recesión cada vez se hacía más presente. No obstante, los medios 
de comunicación comenzaron a insinuar que aquel oasis en medio del 
desierto era de cartón piedra. El País publicó en 2009: «¿Cabe imaginar 
un parecido entre Las Vegas, Orlando y Ontiñena? Ontiñena, localidad 
oscense de 650 habitantes, de paisaje árido y economía de 
subsistencia, ha sido elegida sede de Gran Scala, un proyecto de ocio 
diseñado para atraer a 25 millones de visitantes anuales. ¿Gran Scala 
o gran estafa? Es una pregunta que se hace la sociedad aragonesa. El 
Gobierno aragonés patrocina el proyecto hasta sus últimas 
consecuencias». 

El proyecto de Gran Scala lo financiaron inicialmente dos 
empresarios franceses junto a dos abogados catalanes, llamados Jaume 


Riera y Josep Carreras, el empresario Fernando Muniesa y el senador 
del Partido Aragonés (PAR) José María Mur. El consorcio ILD había 
acudido a Muniesa para que hiciera de lobista. No obstante, muy 
pronto comenzaron las disputas entre ellos: «Josep Carreras y Jaume 
Riera, que eran unos asalariados de las empresas, vieron que el 
proyecto podía dar mucho de sí, y acabaron montándoselo por su 
cuenta. De esta forma, entre codazos, conspiraciones internas y 
arreglos sobre la marcha, Gran Scala echó a andar», señalaba El 
Periódico de Aragón.175 


Que hablen sobre el proyecto Gran Scala 


Los abogados Riera y Carreras acudieron a Giménez Raso y este a 
Villarejo. 

—Nosotros somos de primer nivel. Hay que forzar una reunión con 
el gabacho, pero hay que tener cuidado con ellos por si acaso. A todos 
los efectos soy un infiltrado si hay problemas. No te equivoques, esta 
gente no tiene pasta y les podemos ayudar a conseguirla —dijo 
Villarejo. 

Giménez Raso quería hacer la investigación por poco dinero. Por 
su parte, Villarejo se había mostrado esquivo. Al final, Giménez Raso 
se reunió con Riera para hablarle claro, tal y como le había exigido 
Villarejo: 

—Había un plan que la factura eran 22.000 euros, que era a precio 
de más que amigo y eso englobaba todo y él me dice: «Mira Antonio yo 
ahora me encuentro en la puta calle y me tienes que hacer el favor de 
hacer esto. Hablad con El Periódico de Aragón y con El Heraldo y nada 
más. Y a final de mes en un folio decidme tres cosas, nada más» — 
contestó Giménez Raso. 

—Bien dicho —le dice Villarejo. 

—Luego subo al despacho y llamo a Rafa [Redondo]: «Estoy con 
Jaume [Riera] aquí y lo voy a poner en altavoz y él te lo va a 
explicar». Rafa también le dio un poco de caña y cuando bajamos le 
digo: «Yo voy a hacer un esfuerzo con Pepe, si no entro yo este tema 
podéis montar tres sitios más como el Gran Scala, me suda la polla. 
¿Qué es lo que pasa? Dos condiciones para que yo de la cara por ti con 
Pepe, que al final es el que tiene que decir que sí o que no. Pepe es el 


dueño de todo y yo estoy asociado con ellos en una de las sociedades, 


pero aquí el que lleva la voz cantante es Pepe. Para que yo hable con 
él y quiera hacer el tema me das los datos e ingresas los primeros diez 
mil euros. 

—Que Gema [Alcalá] lleve el contacto con la prensa y tal cual, y si 
hay alguna cosa puntual pues vale —cedió Villarejo. 

—Vale. 

—Pero una cosa es que yo le diga eso porque me sale de la polla. 
En el momento en que nos diga ok y el tío funcione [paguel yo tengo 
preparado una hostia que sale lo de Ard Choille [sociedad holandesa 
vinculada a contratos de intermediación internacional] y lo de los 
picos [Guardia Civill. Y tengo a un periodista [dice el nombre] 
preparado que ya ha cortado relaciones con el Muniesa. Si el curro ya 
está hecho, pero que no se entere el cabrón como catalán [no pagará]. 
La gente al final te evalúa en función de lo que le cuesta y por eso te 


valora. Yo con tal de joder a Muniesa ya lo tengo hecho. 


Ni Felip Puig ni la familia Prenafeta los contrataron jamás. «Nadie 
contrataría a un tipo como Giménez Raso que va diciendo que en 
Madrid pueden solucionar unas cosas por deficiencias en el sumario», 
dice hoy uno de los políticos a los que Giménez Raso visitó. La 
empresa no les iba bien, y lejos de facturar lo que habían previsto, 
apenas tuvieron para pagar el sueldo íntegro de Giménez Raso tras un 
ejercicio con 70.800 euros de ingresos. Como solía ser habitual en 
ellos, culparon a terceros del escaso éxito: «Quería sacar a Método 3 
del mercado. Se habían hecho muy grandes y les quitaban clientes a 
Villarejo. A mí me utilizaron [contra Método 3], pero por suerte para 
todos no lo consiguieron. Villarejo es así. Primero les molestaba la 
gente de Método 3 y luego les molesté yo»176. «Villarejo iba a por 
Francisco Marco», añade el comisario Marcelino Martín Blas. 


Que hablen sobre la competencia 


—Antonio [Giménez Raso], hay que abrir el horizonte. Hay que captar 
clientes de nivel como sea. Está el horizonte jodido y hay que abrir el 
espectro. Hay un tema interesante que yo le plantearía al Oli. El tema 
viene de la mano de Carlitos Salamanca —dijo Villarejo. 

—¿Aquel que tenía que ir el viernes a denunciar? —preguntó 


Giménez Raso. 


—Sí, sí. Le han pegado un palo de 400 kilos. Yo a Carlitos le he 
metido un porqué. A ver qué porcentaje nos da de la recuperación, que 
va a ser la polla. Esa es la línea que tenemos que seguir. Yo le dije al 
Oli: «Oye, tú primero con él. Como con Carlitos, con el cliente, con su equipo 
jurídico», y al final le digo: «Esto tiene muy mal color. Y necesitaría 
gente de nivel y tal». Si nos entra estamos hablando de un bacalao. Y 
como mínimo le voy a arañar un quilo —dijo Villarejo mientras 
esperaban a Olivera. 

—Este no llega —le dijo uno al otro—. Empecemos a gastar, ¿no? 

Finalmente, Olivera apareció. Pidió una copa y comentaron uno de 
los posibles nuevos encargos a Cenyt: un abogado necesitaba que 
Giménez Raso realizase una declaración notarial y la ratificase en sede 
judicial para evitar la extradición de unos mafiosos rusos. 

—¿Esto es de la [operación] Avispa? —preguntó Olivera. 

—No, anterior. Te lo explico. Estos son unos tíos con cuarenta y 
nueve asesinatos a la espalda. Luego, una docena de tentativas. Los 
trincamos. Unas hostias de tres pares de cojones. Los dos detenidos y 
asumen el atentado a la autoridad y la tenencia ilícita de armas. Saben 
que si van a la cárcel en Rusia los matan —explicó Giménez. 

—La polla, vamos —dijo Villarejo entre risas—. Les he dicho que le 
voy a cobrar yo y que Antonio me hace el favor a mí. Le he dicho al 
abogado que le voy a cobrar poco. Dame treinta y cinco o cuarenta mil 
euritos como provisión y sesenta si sale bien. Lo importante es que 
suelte el moscardo. 

—Por cierto, ¿has leído lo de Método 3? —le interrumpió Olivera. 

—Sí —contestó Giménez—. Tengo una carpeta en el ordenador con 
todo lo de Método 3. Esta semana quería llamar al Paquito [Francisco 
Marco]. 

—Yo esta tarde he quedado con uno de Interviú [dice el nombre del 
periodista] porque ha hablado con él y me quiere contar cosas —le 
informó Olivera. 

—Entonces el de Interviú, ¿te va a decir algo de Método 3? —le 
interrogó Giménez. 

—Hay que oírlo —Villarejo le interrumpió—. A Paquito digan lo 
que digan, aunque sea malo, hay que darle amor. Hay que engañarlo. 
Mensaje con él positivo. «Oye, que lo que quieras. Pepe te quiere un 
huevo. José Luis ha intentado todo lo del mundo. Tu madre es una 
mujer super valorada». Ese es el lenguaje. ¿Por qué? Porque es un loco. 


Es un tío que te puede dar por el culo porque tiene unos contactos 


sorprendentemente importantes. Sobre todo, en Cataluña. Hay qe 


esperar a que se muera. 


174. Anonimizamos el nombre. 


175. Trasobares, José L. «Gran Scala... y las evidencias», El periódico de 
Aragón (20 de abril de 2008). 


176. Marco, Francisco (2018). Operación Cataluña, Indicios, Ediciones. Urano, 
Barcelona. 


Capítulo 23 
Salvar al soldado Ryan 


Como dice la Camorra: la venganza no tiene fecha de caducidad 


(Antonio Giménez Raso a su socio Villarejo) 


Casi una década después, nadie sabe decir con exactitud de qué murió 
el primer director de la Oficina Antifraude de Cataluña (OAC), David 
Martínez Madero. El parte de defunción señala que fue a causa de un 
infarto en Milán. La fecha oficial, el 21 de enero de 2011. Venía de 
Singapur, donde investigaba un caso de corrupción a gran escala. Sin 
embargo, las dudas aún nublan los pensamientos de sus familiares. 
Durante su entierro en Barcelona, el número dos de la OAC, el 
periodista Carlos Quílez, puso las palabras y el llanto para homenajear 
a su compañero, jefe y amigo. A sus cuarenta y siete años, Martínez 
Madero había trabajado en la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU), en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) y en la Comisión Europea (CE). Quílez, 
acompañado por un coronel adscrito al Centro Nacional de 
Inteligencia (CND) y por las personas de confianza del fallecido, estalló 
de rabia y se dirigió a los que «se alegraban» de la muerte del fiscal, 
para sentenciar que «solo tienen esto, ya que con suerte están en la 
cárcel o con suerte lo estarán». 

Este periodista, especializado en Investigación y Tribunales, 
confiesa a La España Inventada que mientras pronunciaba aquellas 
palabras recordó la existencia de un ordenador que había 
desaparecido de las manos de Martínez Madero con información sobre 
Antonio Giménez Raso en su interior: «Nadie encontró su ordenador, 
se volatizó. En su interior había documentación importante sobre las 
investigaciones que llevábamos a cabo en la OAC y, sobre todo, 


información sobre mafias rusas y la Operación Gamba Roja». Quílez 
ignoraba entonces que el socio de Giménez Raso, José Manuel 
Villarejo, había jurado venganza contra el fiscal. 


Que hable Villarejo: Venganza y conspiraciones contra un 
fiscal 


«Yo estoy ahí conspirando contra el [Martínez] Madero a nivel político, a todos 
los niveles. Le estoy poniendo guapo. Estoy diciendo a todo el mundo: cuidado 
con éste. Para crear desconfianza en el hijo de puta. Le tenemos que buscar una 
avería. Ya hablé con el Oli y le dije: yo estoy haciendo esto a nivel político. Al 
DAO le cae muy gordo porque dice que es un hijo de puta que va de enterao. Que 
es como Garzón que le gusta salir en los papeles y montó una bulla de cojones 
con los rusos: quería escolta. Es un cantamañanas total. Afortunadamente, 


Miguel Ángel [Fernández Chico] tiene esa opinión de él». 


In memoriam 


David Martínez Madero empezó a vestir la toga de fiscal en 1992. 
Desde ese momento, su carrera fagocitó su vida y acumuló tantos 
silencios como secretos. Podía hablar de cualquier cosa menos de 
trabajo, ya que custodiaba las claves de investigaciones contra mafias 
rusas, ucranianas y georgianas (operaciones Mármol Rojo y Avispa, 
por ejemplo). El crimen organizado pronto puso precio a su cabeza y 
él empezó a sentirse vulnerable. Una presión así podría reventar el 
corazón de la roca más compacta. En 1999, tomó posesión de su cargo 
en la Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada. Cada 
vez más responsabilidad, más presión, menos vida. Allí estuvo hasta 
que en 2009 el Parlamento de Cataluña lo nombró director de la 
Oficina Antifraude. 

«Vivía amenazado y con protección policial continua», señalan en 
su entorno. «Su existencia era un estrés permanente» que no le 
permitía dormir más de dos horas seguidas. Sus dos mayores ilusiones 
consistían en «perseguir a los malos y estar con su familia». Martínez 
Madero dedicaba todo el tiempo que le quedaba fuera de sus 
obligaciones a su mujer y a su hija. Su primogénita había nacido con 


síndrome de Down, circunstancia que lo unió más a ella. Quizá por 
eso, siempre viajaba ligero de equipaje y con un deseo permanente de 
volver al lugar donde residían sus afectos. En los muchos aviones que 
cogió a lo largo de su vida, iba con el ordenador personal, una 
pequeña bolsa de mano y el libro De oficio, fiscal de su mentor, José 
María Mena. 

«Mena era su referencia», cuenta un jurista que recuerda aquellos 
años entre silencios melancólicos. «En 2001 investigó el fraude de las 
subvenciones del lino. Él y otro fiscal lograron tres años de cárcel para 
Javier de la Rosa por la descapitalización de Grand Tibidabo», añade. 
También investigó las cuentas de Mutua Universal, aunque la causa 
con la que «más sufrió y que más presiones le produjo fue la 
Operación Gamba Roja». Aquella fue su última gran causa como fiscal 
antes de dirigir la Oficina Antifraude. En ella descubrió la confluencia 
entre narcotraficantes patrios, guardias civiles, policías nacionales... e 
implicó a Antonio Giménez Raso. 


«Me gustaría mearme en la necrológica 
de Alarcón» 


Cuando José Manuel Villarejo y Antonio Giménez Raso sellaron su 
alianza, ambos sabían que Cataluña era la plaza fuerte de la agencia 
de detectives Método 3. Por eso, intentaron arrebatarle a la agencia su 
cartera de clientes al precio que fuera: «X [un cliente de Método 3] me 
propone coger un informe de Método y que metamos la información 
que él nos dará y a cambio nos presentará a gente importante de X 
[compañía de seguros]». No obstante, la dinámica de la vida es 
caprichosa y suele repartir cartas inesperadas. Poco después de 
empezar la prospección del mercado catalán, la Guardia Civil arrestó a 
Giménez Raso. El primero en dar la noticia fue Carlos Quílez, todavía 
en la Cadena Ser, el 20 de febrero de 2008: «Seis guardias civiles y un 
ex inspector jefe del Cuerpo Nacional de Policía de Barcelona están 
declarando ante un juez de Martorell, que les acusa de narcotráfico, 
corrupción, asociación ilícita, soborno y revelación de secretos, en el 
marco de una investigación por el robo de 500 kilos de cocaína del 


puerto de la Ciudad Condal. El juez ha dictado prisión para dos de los 
tres imputados que han declarado, en uno de los casos eludible con 
una fianza de 3000 euros». 

Fue el desenlace a una historia de investigación policial que nació 
a finales de 2004, cuando la Administración para el Control de Drogas 
de Estados Unidos (DEA) alertó de un cargamento de más de mil kilos 
de cocaína oculto en un contenedor de gambas congeladas que había 
sido depositado en el puerto de Barcelona por el buque La Hispanota. 
El contenedor permaneció allí sin llamar la atención hasta que, un mes 
después de su llegada, unos asaltantes robaron el cargamento. 
Pudieron hacerlo gracias a la información privilegiada que les facilitó 
un miembro de la Policía Judicial dedicado a los asuntos del puerto. 
No obstante, aquel contenedor estaba balizado y situado 
estratégicamente en una nave que contaba con varias cámaras de 
vigilancia que grabaron la huida de los delincuentes con la cocaína 
metida en bolsas de basura.177 Los pinchazos telefónicos apuntaron a 
que esa droga era para el confidente de la Policía, Manuel Gutiérrez 
Carbajo, aunque nunca quedó acreditado.178 

El periodista de El País Pere Ríos escribió que «el grupo investigado 
preparó a conciencia el robo y que, al final, se apoderó de una 
cantidad que oscila entre los 200 y los 400 kilos de cocaína. La justicia 
investigó los hechos y varios acusados acabaron en prisión gracias a 
las pesquisas que dirigió el coronel de la Guardia Civil Miguel Gómez 
Alarcón» junto con el fiscal David Martínez Madero, quien, 
acompañado por la sombra permanente de su escolta, solicitó el 
ingreso en prisión preventiva de alguien al que conocían con el 
nombre en clave de El soldado Ryan: Antonio Giménez Raso.179 

En la Operación Gamba Roja —también conocida como Operación 
Puerto— la Fiscalía acusó a Giménez Raso de haber recibido regalos y 
diversas cantidades de dinero a cambio de impunidad. «Nosotros 
siempre hemos creído que la acusación contra Giménez no era cierta 
—señala la fundadora de la agencia Método 3, Marita Fernández—. 
Aunque cuando dejó la Policía y vino a trabajar a Método 3, él ya 
sabía que la Guardia Civil le estaba investigando y no nos dijo nada... 
Cuando acabó en prisión preventiva, le seguimos pagando su salario. 
Fue una cuestión moral. No podíamos permitir que su mujer y sus 


hijos dejasen de percibir el sueldo. No sabíamos que Giménez nos 
estaba engañando y que ya había llegado a un acuerdo con Villarejo». 

Unos de los mandos que investigó aquel caso, el coronel de la 
Guardia Civil Miguel Gómez Alarcón, recuerda a La España Inventada: 
«Estábamos investigando a unos narcos y su relación con unos 
guardias [civiles] cuando sale el nombre de Giménez. ¿Qué podíamos 
hacer? ¿Cortar las grabaciones? No pudimos hacer más que seguir 
investigando... El entonces jefe superior de Policía de Barcelona (o 
alguien de su entorno) advierte a Giménez y dos meses después deja la 
Policía y se pone a trabajar para Método». 

Giménez Raso salió de prisión preventiva pocos meses después. 
Una de las primeras cosas que hizo fue dirigirse a una notaría de 
Barcelona para firmar la venta de las participaciones que poseía en 
una sociedad del grupo Método 3. En la puerta del edificio, se acercó a 
Marita Fernández para despedirse con un beso, pero ella se apartó: 
«Hubiese sido el beso de Judas —matiza—. Ya conocíamos que se 
había asociado con Villarejo y empezamos a escuchar rumores de que 
también estaba investigando al coronel de la Guardia Civil Gómez 
Alarcón». Aquel día fue el último que la fundadora de Método 3 y 
Giménez Raso estuvieron cerca: «En cuanto firmé la venta de las 
participaciones, me sentí libre», añade ella. 

«Durante el juicio de la Operación Gamba Roja, las defensas de 
alguno de los que posteriormente acabaron condenados me 
preguntaron si era cierto que el Ministerio del Interior me estaba 
investigando por mis relaciones con el confidente Manuel Gutiérrez 
Carbajo —explica el coronel Gómez Alarcón, que en la actualidad 
ejerce como abogado—. Ahora sé, gracias a este libro, que eran 
Giménez Raso y Villarejo los que me investigaron». 

A pesar de la detención de su socio, Villarejo perseveró en la idea 
de expandir sus intereses empresariales a Barcelona. El 16 de 
noviembre de 2009, el propio Giménez Raso lo esperó en el exterior 
de la estación de Sants con el motor del coche encendido. Villarejo 
llegó procedente de Madrid con una maleta en la mano y con la 
grabadora en marcha. 


Contra la Guardia Civil 


—Don Antonio —le dice a Giménez Raso, que ha salido del coche a 
recibirlo. 

—Estás hecho un figurín —contesta el catalán mientras introduce la 
maleta de Villarejo en el maletero del vehículo. 

Se escuchan las dos puertas cerrarse y cómo arrancan. Villarejo va 
al grano: 

—Acabo de hablar con el Oli. Mañana analizamos la documentación [de la 
banda del puerto] detenidamente. Yo ya me lo había leído e hice un resumen. El 
jueves nos vimos y estuvimos hasta la una de la madrugada. 

Giménez asiente mientras sortea las obras que colapsan las vías 
cercanas a la Estación de Sants. Villarejo le da su opinión sobre el 
tema del Puerto: 

— Esto me parece una soplapollez. Mi resumen del tema: tú apareces de 
manera colateral y alguien le dice [a David Martínez Madero]: este tío trabaja 
para Método y el hijo de puta te mete. «Es que ya no trabajaba en Método» [le 
contesta Olivera]. Pues ya es tarde, ya está dentro —explica Villarejo. 

—Te voy a decir una cosa: es vomitivo. El Pere Ríos [periodista de El País] 
es el consorte de Carlos Quílez, que se lo ha llevado a la OAC el Madero. Te voy 
a decir una cosa: ahora vamos a recusar a la juez y montar el pollo. Si han 
declarado los dos chorizos y dicen que yo no hice nada... Uno es un chatarrero 
que era confidente del grupo del Oli. Ha dicho: esto es mentira. Si ves el vídeo 
[de su declaración] te das cuenta de que dice la verdad —contesta Giménez. 

—-¿Tienes todos los vídeos? 

—Tengo todo. Tengo el de Alarcón [guardia civil encargado de la 
investigación] que está todo pactado con el Madero [fiscal]. Fíjate hasta qué 
punto extremo que te digo que yo dudaría. 

—Yo he visto hoy al DAO —continúa Villarejo—, y he aprovechado para 
decirle: voy a hacer unas notas [informativas], pero es un tema mucho más 
importante de lo que crees porque están en la línea de siempre de los picos: meter 
caña a la poli porque ya huelen que el PP va a ganar. Hoy le dan caña al Oli 
diciendo que no sé qué de la Giirtel, que si él habla con Camps y no sé qué. Hay 


que seguir y no flaquear. 
El confidente, los puticlubs y el empresario 
Barcelona-Madrid, Madrid-Barcelona. Giménez Raso y Villarejo, 


Villarejo y Giménez Raso convirtieron el AVE en su residencia 
habitual cuando acabó la estancia del policía catalán en prisión. En 


una de sus visitas a la capital de España, se reunió con su socio y 
estuvieron hablando de cómo podía deshacerse del yugo judicial que 
atenazaba sus nervios. Antonio Giménez Raso tenía en el punto de 
mira a Manuel Gutiérrez Carbajo, testigo en la Operación Gamba Roja 
y hombre clave en el procesamiento de cinco policías nacionales 
acusados de cobrar sobornos de los propietarios de los burdeles 
Riviera y Saratoga de Castelldefels.1so Giménez Raso quería obtener 
«las llamadas entrantes y salientes del teléfono móvil de Gutiérrez 
Carbajo», confiesa en una de las grabaciones inéditas que grabó 
Villarejo. Aquel caso había supuesto un tsunami en Cataluña. El 
comisario Narciso Ortega fue uno de los damnificados. Acababa de 
asumir la Jefatura Provincial de Policía de Barcelona cuando varios de 
sus hombres comenzaron a caer acusados de corrupción. 

Manuel Gutiérrez Carbajo dijo en sede judicial: «Nos íbamos de 
putas [con los policías nacionales] y pagaba yo». Además de esa 
declaración, la Fiscalía sostuvo que los burdeles daban sobres 
mensuales a dos policías, ambos imputados: «Cada vez que iba a haber 
una redada, los policías avisaban a los propietarios para que sacaran 
de los locales a las mujeres en situación irregular y a las menores, a 
las que llevaban temporalmente a otros clubes y pisos de Castelldefels 
en taxis e incluso llevados por policías». 


Pánico en el búnker policial 


—Cada día tengo más pánico [al juicio]. Yo he visto la declaración de Gutiérrez 
Carbajo y la de Alarcón. Los dos dicen lo mismo. Que solo se han visto una vez. 
A mí me han asegurado que esto se ven constantemente. Yo tengo un contacto 
que nos puede dar las llamadas salientes de su teléfono. 

—¿Y cuánto nos va a costar? Porque si sale el tema ese de Martinsa pues me 
gustaría saber las llamadas... —preguntó Villarejo. 

—No lo sé. Yo quiero las llamadas porque con eso tengo el teléfono de 
Alarcón. 

—Lo analizaremos —afirmó Villarejo. 

—Te daré al mismo tiempo el teléfono de Alarcón, de los picos porque ellos 
no pueden mentir. Si consigo el listado hago fotocopias y lo cojo desde julio hasta 
ahora (noviembre de 2009) y toda la relación con los colegas, los guardias 


civiles que tienen también lo demostraremos. Demostrar que han mentido en dos 


declaraciones distintas como testigos. Si en año y pico han tenido 200 llamadas 
con él o con quien sea, con la gente que está relacionada con el puñetero tema 
este —indicó Giménez. 

—Preparamos el tema este con un periodista. 

En esos momentos llegó Olivera y hablaron de negocios hasta que 
Giménez volvió al asunto que le interesaba: 

—Tengo un contacto en Barcelona que me consigue las llamadas salientes 
del teléfono de Gutiérrez Carbajo. Le voy a pagar. Le voy a pedir las llamadas 
desde el 4 de junio [de 2008]. ¿Por qué? En las dos declaraciones de Carbajo y 
Alarcón dicen los dos lo mismo, que solo se han visto una vez. Pero cada día 
deben estar viéndose, pero quiero saber a todos los colegas con quien hablan. Les 
quiero coger fuera de juego. ¿Cómo tengo que decir yo que tengo eso? 

—Se lo das a un periodista y que lo publique —dijo Olivera. 

—Medios de comunicación a muerte ahí —señaló Villarejo. 

—El Pere Ríos es el que tiene el contacto con Carlos Quílez —informó 
Giménez. 


—Es un contubernio que te cagas. 


Fénix y Soplón 


Antonio Giménez Raso intentó encontrar su coartada en la supuesta 
debilidad del confidente Manuel Gutiérrez Carbajo para salir indemne 
ante la justicia. Supo que la Brigada de Estupefacientes de la Policía 
Nacional había abierto una investigación sobre José Mestre,1s1 uno de 
los empresarios más poderosos de Barcelona. Los agentes buscaban 
posibles ramificaciones dentro de «una red de narcos que pretendía 
introducir importantes cantidades de cocaína». Según las autoridades 
españolas, la policía inglesa les había alertado de que iban a llegar a 
Barcelona «envíos procedentes de Panamá, Colombia y Argentina». 182 
Desde ese momento, Giménez Raso trató de influir en la causa 
relacionando a diversos empresarios con Gutiérrez Carbajo. Incluso 
redactó dos informes repletos de ADN de la rana a imagen y semejanza 
de José Manuel Villarejo, quien al final se quedaría con ellos. Los 
documentos se llamaban «Informe Fénix» e «Informe Soplón». El 
primero se centraba en la investigación al guardia civil que lo había 
llevado a prisión preventiva, el coronel Miguel Gómez Alarcón,183 y 


también al propio Manuel Gutiérrez Carbajo: 


«Manuel GUTIÉRREZ CARBAJO, delincuente habitual y muy 
introducido en el mundo de la droga, es confidente/amigo de distintos 
miembros de la Guardia Civil, entre otros del Coronel Alarcón y del 
Brigada ACB [al que también investiga]. Hasta hace unos dos años, 
Gutiérrez había sido socio del macroburdel Saratoga, donde entre 
otros “golpes” se preparó el atraco al furgón blindado de Tarrasa, en 
donde murieron dos vigilantes jurados. La información que se obtiene 
es que Gutiérrez lo planeó junto con sus hombres y facilitó las 


armas».184 


En el segundo, Informe Soplón, Giménez Raso detallaba los datos 
personales de Gutiérrez Carbajo y sus «contactos en las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad». Lo relacionaba con tres guardias civiles: AM, 
ex guardia civil; con Miguel Gómez Alarcón y con AC. También 
detallaba las relaciones del confidente con seis miembros de su propio 
cuerpo policial: tres inspectores jefes, dos comisarios y un inspector. 
Además, añadía a dos personas fundamentales en esta historia: el 
periodista Carlos Quílez y «José Luis TRAPERO, Intendente del Cuerpo 
de Mossos D'Esquadra, Jefe de la División de Investigación Criminal 
(DIC)». El escrito abundaba en que «Manuel Gutiérrez Carbajo utiliza 
no solo a miembros de las FCS, sino también a funcionarios de 
distintos juzgados, para saber si le están investigando, así como para 
vender a delincuentes que le hacen la competencia, hasta la fecha ha 
salido siempre indemne de las investigaciones que se le han realizado. 
Es conocido desde hace muchos años por estar introducido a un 
altísimo nivel, tanto en el mundo de la droga como en el de la 
prostitución. Había sido uno de los responsables del Club Saratoga 
(tema burdeles de Castelldefels), invirtiendo dinero en el mismo, pero 
no constaba como propietario ni administrador del mismo, se salió del 
club al tener conocimiento de que se estaba investigando por 
corrupción». 


Esas notas informativas de Giménez Raso también decían: 


«En los meses anteriores al junio de 2009, el Grupo de Policía Judicial 


de la Comisaría de Cornellá de Llobregat (BCN) realizó una 
investigación por blanqueo de capitales y tráfico de estupefacientes, 
entendiendo de la misma el Juzgado de Instrucción número TRES de 
Gavá (Barcelona) D. P. 616/09, en la que se estaba investigando, entre 
otros a Manuel Gutiérrez Carbajo, y en la cual se tenían intervenidos 
distintos teléfonos de algunos miembros de la organización (...). 
Manuel Gutiérrez Carbajo averigua o conoce de la relación del 
confidente rumano con el Subinspector, y como tenía conocimiento de 
los teléfonos que estaban intervenidos, habla por uno de ellos para 
desacreditar al subinspector, diciendo que él no consentía policías 
corruptos, y que se lo iba a decir a B (Jefe de UDYCO de Barcelona) y 
que también conocía a Trapero (Jefe de la DIC de los Mossos 
d'Esquadra). Los Mossos abren una investigación al subinspector. 
Gutiérrez Carbajo adopta esta postura porque ve en peligro sus 


intereses como narcotraficante».185 


Trapero en la diana 


«Lo que el juez de la Operación Macedonia le hizo a Trapero es 
bazofia y como la Fiscalía vio que no había nada contra él se buscaron 
a Manos Limpias», dice el coronel Gómez Alarcón a los autores de este 
libro. «El objetivo del juez éramos Trapero y yo», afirma el guardia 
civil. La Operación Macedonia se había iniciado el 28 de mayo de 
2008. Los agentes de la Benemérita detuvieron a Juan Miguel Bono 
gracias a un chivatazo que les permitió incautar un alijo de 54 kilos de 
cocaína. En realidad, solo uno de los paquetes era cocaína, ya que en 
el laboratorio pudieron comprobar que el yeso y el azúcar eran los 
componentes predominantes de aquel compuesto. El juez del Juzgado 
de Instrucción número 1 de Barcelona, Joaquín Aguirre, consideró que 
alguien dentro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado había 
dado el cambiazo para proteger al narcotraficante y confidente. 
Antonio Giménez Raso seguía atento cada una de estas operaciones 
para intentar relacionarlas con sus enemigos y así escapar de una 
justicia que cada vez aumentaba más sus temores. El socio de Villarejo 
escribió sobre ello: «Lo más curioso del caso es que los 55 Kg. de 
cocaína intervenidos a Bono, se convirtieron en el cuartel de San 


Andrés de la Barca en harina u otro producto similar al ser analizada 
la mercancía intervenida. Se sospecha fundadamente, que los 55 Kg. 
de cocaína, terminaron en manos de Manuel Gutiérrez Carbajo». 

El magistrado Joaquín Aguirre veía impotente cómo la 
investigación, que había iniciado junto al subinspector de los Mossos 
d” Esquadra Toni Salleras, no avanzaba a pesar de que habían 
escrutado lo que ocurría en los burdeles Riviera y Saratoga y pinchado 
los teléfonos de varias personas cercanas a Juan Miguel Bono. A 
medida que pasaban los meses, los nervios crecían y un abogado de la 
causa asegura a La España Inventada que entonces «alguien le dice al 
magistrado que los Mossos d'Esquadra protegen a los delincuentes». 
Aquella sucesión de rumores e intromisiones agotaron la paciencia de 
Aguirre, quien puso la investigación en manos de la División de 
Asuntos Internos (DAI) de los Mossos y solicitó a Josep Lluís Trapero 
que interviniera los teléfonos de algunos guardias civiles para saber si 
estaban protegiendo al narco y confidente Gutiérrez Carbajo. Trapero 
se mostró remiso, pero ante la insistencia del juez, solicitó que se lo 
«pusiese por escrito». 

«El magistrado sospechó entonces que aquella primera negativa de 
los Mossos formaba parte de un plan para engañarle. Que había algo 
más», señalaba la periodista Mayka Navarro. «Aguirre buscó entonces 
la complicidad de la Fiscalía de Cataluña. Visitó a la entonces fiscal 
superior de Cataluña, Teresa Compte. Esta no solo respondió con un 
rotundo “no” sino que le advirtió de que se estaba equivocando en su 
cruzada. Compte trasladó su preocupación al entonces director de la 
Oficina Antifraude, David Martínez Madero, que no tardó en recibir la 
llamada de Aguirre», escribía Mayka Navarro.186 

Al tiempo que aumentaba la desconfianza entre los representantes 
de las distintas instituciones, Giménez Raso y los demás imputados en 
las causas Riviera y Saratoga se coordinaban sin descanso para tratar 
de destruir civilmente al confidente Gutiérrez Carbajo. La estrategia 
era clara: vincularlo con el guardia Gómez Alarcón para que así ellos 
tuvieran más opciones de librarse de cualquier responsabilidad 
jurídica. «A diario me iba al despacho de X1s7 [uno de los imputados 
en la causa Riviera y Saratoga] para organizar el ataque contra 
Gutiérrez Carbajo en la causa Macedonia. Iba por la noche y leía todos 


los documentos que se proveían desde la instrucción del Juez 
Aguirre», dice a La España Inventada uno de los imputados por la 
Operación Gamba Roja. Finalmente, estos imputados consiguieron 
mediatizar al juez gracias a sus maniobras: «Lo mismo que hicieron 
conmigo se lo hicieron a Salleras en la operación de los prostíbulos», 
nos indica el coronel Gómez Alarcón. 

Si hacemos caso a la célebre frase de Albert Einstein sobre las 
casualidades, parece difícil creer que Dios juega a los dados con el 
mundo. Mientras el grupo de imputados maniobraba en la sombra, un 
abogado1ss le hizo llegar al juez un sobre que contenía un listado de 
llamadas idéntico al que Giménez Raso quería conseguir y había 
descrito en sus conversaciones con José Manuel Villarejo. Aguirre 
comprobó que el confidente llamó cientos de veces al mando de los 
Mossos d'Esquadra, Josep Lluís Trapero, y también a otros miembros 
de su equipo como Antoni Salleras, clave en las detenciones de los 
policías nacionales por el caso de los prostíbulos. Aquella 
investigación también afectó al periodista Carlos Quílez, al que 
Giménez Raso había acusado tanto en los audios grabados por 
Villarejo como en sus notas informativas. Quílez acabó imputado, 
aunque por poco tiempo. Sin embargo, fue el suficiente como para 
recibir los ataques de Manos Limpias. «En aquella época, las cruzadas 
de Manos Limpias en las causas de corrupción política empezaban a 
tener relevancia», nos informa un ex abogado de la organización. Los 
imputados trataron de utilizarlos para soslayar cualquier tipo de 
condena. Manos Limpias se acabó personando en la causa Macedonia 
como acusación particular a través de dos abogados de Barcelona, 
Alex Zaragiieta y Sonia Reina, que durante años fueron los letrados 
que se encargaban de defender los intereses de los responsables del 
prostíbulo Saratoga. 


Una barbaridad 


El 17 de noviembre de 2009, en Barcelona, Antonio Giménez Raso 
estaba reunido con tres personas: su hermano Carlos, José Manuel 
Villarejo y el mando policial José Luis Olivera. Fue en esa reunión 


cuando comentó tajante: «Si me encuentro a David Martínez Madero 
no sé si voy a cometer una barbaridad». 


Que hablen sobre el fiscal Martínez Madero 


—Gutiérrez Carbajo se entera que tiene intervenido el teléfono y se entera de esta 
operación de los picos [Guardia Civil] de 5 kilos [Operación Macedonia]. No 
puede ya tirar atrás con el tema y vende al tío a la Guardia Civil. Ahí están los 
datos y te puedo dar más datos porque yo los tengo —dice Giménez Raso. 

—Ayer estuve yo con el DAO y le hablé del tema —reitera Villarejo—. Le 
dije: mira esto es un tema de los picos. Tiene muy mala opinión de Martínez 
Madero. Dice que es un tonto pollas, un cantamañanas, un soplapollas. 
Afortunadamente hay esa predisposición por lo tanto lo que yo le diga... 

—Es un hijo de puta malo, ¿eh? —tercia Giménez. 

—Malo, hijo de puta, mal nacido, cabrón... —añade Villarejo. 

—Estoy desesperado. Encima de todo el trabajo, con la familia... Esto es un 
sinvivir, tío. Esto es un sinvivir. Es que como me lo encuentre no sé si voy a 
cometer una barbaridad contra el calvo o el Alarcón. El calvo es el Madero. 
Ahora creo que está en Dubai, o Kuwait. No sé dónde mierda ha ido. Mi mujer 
ve a su mujer y a la niña que tiene síndrome de Down, igual que el padre. Es una 
putada para la pobre niña pero es su maldición. 

—¿Tiene una niña Síndrome de Down? —se apiada Olivera. 

—SÍ tiene 9 años —dice Giménez Raso—. Eso es lo que se ha merecido el 
hijo de puta. Es un hijo de puta. Si tenéis la oportunidad os voy a pasar el DVD. 
(...) Hay que desmontar esto. 

—No digas desmontar —le corrige Olivera—. Decir la verdad. 

—Gutiérrez Carbajo es el chota y se habla todos los días con Alarcón. Varias 
veces. Y eso que va a misa y juró decir verdad. Al infierno con él —sentencia 


Giménez Raso. 


Menos de un año después, el 15 de octubre de 2010, los agentes 
encabezados por el juez Joaquín Aguirre reventaron la cerradura de la 
casa de Manuel Gutiérrez Carbajo para detenerlo. El narco y 
confidente esperaba dentro con una pistola Walther P99c en la mano 
derecha cargada hasta los topes con balas de punta hueca. No dudó en 
encañonarlos, pero acabó saliendo del domicilio con relativa 
tranquilidad y las muñecas rodeadas por el metal de las esposas. Al 
día siguiente, Aguirre ordenó también la detención de los tres Mossos 


d'Esquadra e imputó a Antoni Salleras y a otros cuatro policías 
autonómicos que formaban parte de la unidad que dirigía Josep Lluís 
Trapero. Uno de los abogados nos confiesai1s9 que Aguirre creía que «le 
engañaron durante la instrucción de la causa para proteger al narco 
Carbajo». 

Esa sensación explica el auto que Joaquín Aguirre dictó en junio 
de 2013: «El año inmediatamente anterior a la fecha de intervención 
judicial del teléfono de Manuel Gutiérrez Carbajo, éste hubiera 
contactado telefónicamente con el comisario Josep Lluís Trapero 
Álvarez unas aproximadas 300 ocasiones [son 224, según el informe 
de Asuntos Internos], con el subinspector de la Unidad Adscrita 
Antoni Salleras unas 150 veces y con el subinspector José R. unas 700 
veces». Los informes de Asuntos Internos de la policía catalana 
señalaban que Carbajo mantenía «una relación de amistad» con 
Trapero. Las maniobras de los imputados por los casos del Puerto de 
Barcelona, Riviera y Saratoga habían dado sus frutos: el foco ya no les 
apuntaba directamente, los agentes que los habían investigado estaban 
imputados y su archienemigo Gutiérrez Carbajo, detenido. 

No obstante, aún les faltaba el coronel Miguel Gómez Alarcón y 
creyeron que en la joyería Rabat de Barcelona podrían encontrar las 
claves para hacerlo caer en desgracia. Esperaban que en los 
ordenadores del mejor joyero de la ciudad, Esteban Rabat, hubieran 
quedado registradas las adquisiciones que, teóricamente, utilizaba 
Gutiérrez Carbajo para comprar el favor de los agentes de distintos 
cuerpos. El juez Aguirre firmó la orden de entrada y registro del 
exclusivo establecimiento con la prensa avisada y los fotógrafos 
esperando en la puerta. También pidió a la Policía Nacional que 
profundizase en las investigaciones a varios agentes del Cuerpo que 
tenían cuenta abierta en Rabat. El entonces jefe superior de Policía de 
Barcelona, Narciso Ortega, desvincula las actividades de la joyería de 
cualquier ayuda a los delincuentes y explica a los autores su versión 
de los hechos: «Querían encontrar algún regalo de Gutiérrez Carbajo 
al coronel Gómez Alarcón». 

Esta versión concuerda con el informe realizado por la agencia de 
detectives Método 3, que «descarta los vínculos del joyero con la 
causa» y apuntaba entonces que «la inspección busca entrar en el 


ordenador de la joyería y realizar una investigación que interesa a 
alguien desconocido hasta el momento». Al conocer las revelaciones 
de La España Inventada, el coronel Miguel Gómez Alarcón responde: 


—Sé que creían que iban a encontrar mi nombre en la joyería, pero era 
imposible. 

—¿Pudieron encontrar llamadas de teléfono entre usted y 
Gutiérrez Carbajo? —le preguntamos. 

—Jamás. Yo como norma nunca trataba con confidentes. La única 
vez en mi vida que vi a Gutiérrez Carbajo fue para agradecerle que nos 
hubiese dado una información que luego pasamos a los Mossos 
d'Esquadra y que llevó a la detención de Brito y Picatoste —afirma 
refiriéndose a dos presos que protagonizaron una sonada fuga y fueron 
condenados por asesinato y violación. 

Sin embargo, Gómez Alarcón conocía el rumor sobre un presunto 
reloj que Gutiérrez Carbajo le habría regalado a su mujer.190 

—En todos los interrogatorios a Gutiérrez Carbajo, el juez Aguirre 
preguntaba si yo y Trapero le protegíamos a cambio de sus 
confidencias —y añade—: Y cuando aparece el rumor de la joyería 
Rabat el juez se tira de cabeza 

—¿Encontraron algo? —le preguntamos. 

—¡Qué van a encontrar! —exclama—. Es imposible encontrar algo 
que no existe. 

El juez Joaquín Aguirre continuó con la investigación judicial y 
para ello le hizo una batería de preguntas a Manuel Gutiérrez Carbajo: 
«¿Tuvo usted algún negocio de tráfico de drogas? ¿No tenían ustedes 
tres toneladas de cocaína en su tienda de coches de San Andrés de la 
Barca? ¿No distribuían la cocaína en sacos de 50 kilos a los 
revendedores? ¿No estaban presentes un comisario de policía y un alto 
miembro de la Guardia Civil, y cuando venían un revendedor le 
indicaban: si tienes algún problema, me llamas a mí que ellos te lo 


resuelven? ¿Tiene usted alguna relación con José Mestre?». 


El paso del tiempo, como decía un afamado locutor de radio, suele 
ser un juez inexorable que da y quita razones. Curiosamente, una nota 
informativa de José Manuel Villarejo, incluida en el marco de la 
Operación Cataluña, iluminaría en 2014 las bambalinas de la 
Operación Macedonia y esclarecería hasta qué punto este se hallaba 


vinculado con la línea de defensa marcada para los imputados en la 
Operación Gamba Roja y en los casos de los prostíbulos. «No se han 
seguido las investigaciones que vinculaban a los contactos de Mestres 
con la estructura que el narco Gutiérrez Carbajo mantiene con el 
tráfico de cocaína, así como una posible complicidad de éste con 
algunos miembros de los Mossos». Estas palabras son solo un detalle 
de lo relacionadas que estaban todas las ramificaciones de estos casos 
con los dos grandes protagonistas de lo que, a la postre, se conocería 
como la policía patriótica: Villarejo y Giménez Raso. 


La absolución del soldado Ryan 


En 2015, la Audiencia de Barcelona urgió al juez Joaquín Aguirre a 
que concluyera la investigación de la Operación Macedonia. Las 
ramificaciones del caso se habían extendido a lo largo de los años 
como una yedra interminable que no dejaba de crecer. Aguirre llamó 
entonces al comisario José Luis Olivera, que había dejado la Unidad 
de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF) para dirigir el Centro de 
Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado (CITCO). No 
obstante, el juez declaró la causa compleja y fio su resolución a los 
amigos de Antonio Giménez Raso. 

«Quería información del CITCO —señalan a La España Inventada 
personas cercanas a José Luis Olivera—. Éste le contestó que se lo 
pidiese de manera oficial y por escrito. Olivera puso al juez Aguirre en 
contacto con el director adjunto operativo (DAO) de la Policía 
Nacional, Eugenio Pino. El magistrado recibió una visita policial desde 
la Comisaria General de Información ubicada en el barrio de Canillas 
(Madrid) tras conocerse que los ordenadores del CITCO habían 
volcado trece juzgados vinculados a causas con Gutiérrez Carbajo». 
Aguirre puso a los policías nacionales al frente de una investigación 
sobre los Mossos d'Esquadra. Para el periodista Carlos Quílez «este 
hecho vendría a explicar por qué el juez de la Operación Macedonia 
recurrió al DAO para investigar de forma secreta al entorno del narco 
Gutiérrez Carbajo». 

La Brigada de Revisión de Casos, encabezada por el jefe de los 


policías, Eugenio Pino, escudriñó la causa. Para El Español: «La 
elección no parece casual, primero porque la brigada de revisión de 
casos no era un recurso muy común entre los jueces. Y segundo 
porque uno de los principales investigados, Manuel Gutiérrez Carbajo, 
era un confidente de otros cuerpos policiales que interesaba a los 
hombres del DAO involucrados en la llamada Operación Cataluña». 191 
Estas maniobras se concretaron en una pieza que se mantuvo oculta a 
las partes durante casi dos años y que acabó conformando un 
documento de ciento cincuenta y una páginas —sin membrete policial 
ni fecha y sin la firma de funcionario alguno—, que concluía que el 
Equipo Contra el Crimen Organizado (ECO) de la Guardia Civil en 
Cataluña, es decir, el coronel Gómez Alarcón, que detuvo a Giménez 
Raso, cometió «numerosas irregularidades en su actuación ante la 
detención de Juan Miguel Bono Hernández (uno de los presuntos 
narcos investigados). Ello no tuvo efectos penales para sus miembros y 
se desconoce si tuvo consecuencias disciplinarias», según el 
documento aportado en la causa Macedonia, ajeno a Gómez Alarcón. 
Todo ello propiciaba que Antonio Giménez Raso, más conocido como 
El soldado Ryan, viera más cercana su absolución. 

«Tengo miedo porque esta gente es muy poderosa, son capaces de 
manipular cualquier cosa. Estos tíos se sienten por encima de las leyes. 
Sé que pongo en peligro mi vida y la de mi familia y que me puede 
pasar cualquier cosa, pero aquí estoy», dijo uno de los arrepentidos en 
el juicio de la Banda del Puerto que acabó con la absolución definitiva 
de Giménez Raso. «La clave fue la anulación de las escuchas que 
implicaban a este funcionario y a otros siete guardias civiles», quienes 
formaban un «extraño maridaje» con los narcos en el que «se 
entrecruzaban toda suerte de relaciones, compadreos y favores de todo 
tipo» que excedían «en mucho» lo que, «desde la ética profesional», es 
esperable de la necesaria «relación entre policía y confidente». 192 

A pesar de que la Fiscalía recurrió, el Tribunal Supremo rectificó la 
absolución. Hubo medios de comunicación que pusieron en duda al 
ponente de la sentencia, Antonio del Moral: «Se hablaba de un posible 
conflicto de intereses entre el juez Del Moral, fiscal de carrera, que 
ingresó en la sala en febrero de 2012 por el turno de reconocido 
prestigio, y el acusado Antonio Giménez Raso que tiene su origen en 


Schola Iuris, el centro jurídico donde el magistrado imparte clases 
junto a otros dos compañeros en el Supremo, Manuel Marchena, 
presidente de la Sala Penal, y José Manuel Maza». Más allá de 
insinuaciones puntuales sin ningún fundamento sobre Manuel 
Marchena («es uno de los magistrados más impolutos de la 
institución», dice un abogado que lo conoce bien) o sobre el juez Del 
Moral, las propias palabras de Giménez Raso y Villarejo son las que 
mejor los definen. 


Que hablen ambos expolicías sobre sus contactos judiciales 


—Me encontré cenando con Maza [José Manuel Maza Martín, entonces 
magistrado del Tribunal Supremo y posteriormente fiscal general del Estado] y 
me dijo que se había encontrado con Paquito Marco. Oye que habéis tenido 
vuestras diferencias... 

—Ya —contesta Villarejo. 

—Pues hoy sale en El Periódico de Cataluña que [Francisco Marco] ha 
hecho un tema cojonudo. Coge y a una tía que era la testigo principal contra los 
Mossos d'Esquadra en un tema le ha infiltrado a un tío y sale a página entera. 

Le enseñó el diario que titulaba: “La testigo clave en la condena de 
cinco mossos acepta declarar por dinero”. «Ana María M. P. aceptó el 
pasado 6 de noviembre un billete de 500 euros por prestarse a 
testificar contra los Mossos d'Esquadra por una agresión policial que 
no existió y que ella nunca presenció. La mujer, una chilena de 59 
años y vecina hace más de 30 de Barcelona, se ofreció a mentir para 
hacerle un favor a Julián, a quien acababa de conocer. Declararía 
falsamente porque los Mossos son «unos represores», dijo, y prometió 
que su testimonio sería tan creíble que ganarían el juicio. Lo que Ana 
María no sabía era que todo era un montaje y que todas sus 
conversaciones, algunas incluso con cámara oculta, eran grabadas por 
la agencia de detectives de Barcelona, Método 3». 

—Se ha metido a los Mossos en el bolsillo por 500 euros —dice Giménez. 

— Aprovecha el tema y tal y organizamos una reunión y dile «no seas 
mamón que yo no soy tu competencia». Es mejor no tenerlo de enemigo. 

Al día siguiente añadirá: 

—Lo ha hecho chapeau. Podría haber trabajado para nosotros [para 
demostrar la acusación contra ellos] y hacérsela a esta gente. Si lo 


hace me hago una paja. 


El renacido 


La Causa Macedonia cayó en el olvido ante la falta de indicios. Tras 
ocho años de instrucción, el juez Joaquín Aguirre dio carpetazo al 
caso y cerró así las acusaciones contra la cúpula de los Mossos. Solo 
procesó a uno de ellos, Josep Ranea, a quien acusó de «quedarse con 
unas madalenas de la máquina de vending» y de «recibir del confidente 
una Play Station». Tras cinco días en un calabozo, dos meses en prisión 
sin fianza y un año suspendido de empleo y sueldo, Ranea regresó a 
los Mossos. Se emociona al escuchar que La España Inventada probará 
la inconsistencia de la causa: «Cuando se conozca el contenido de este 
libro, ¿lo podremos utilizar en sede judicial?», pregunta. La respuesta 
es afirmativa. Sus ojos vidriosos empiezan a ver la luz tras años en los 
que la incertidumbre ha sido la única señal que lo ha guiado en el día 
a día. Durante todo este tiempo, la defensa de Ranea ha solicitado un 
informe sobre su patrimonio para demostrar que en las cuentas de su 
familia nunca se han dado incrementos injustificados. El calvario de 
Ranea ha sido largo. Sus propios compañeros de Asuntos Internos de 
los Mossos lo siguieron en varias ocasiones, e incluso, utilizaron una 
cámara oculta con intención de grabar el momento en el que el 
sospechoso recibiría supuestamente dinero de sus presuntos 
colaboradores. Algo que nunca sucedió según esas mismas 
investigaciones, incapaces de demostrar que el subinspector Ranea 
recibiera pagos corruptos. Como señala en sus audios Villarejo con 
referencia a esta causa: «Pero el secreto [del tema de Carbajo] está en 
que si a ti te pillan manipulando una causa judicial que tienen que 
romper los huevos. ¿Qué lo hemos hecho todos? Sin duda». 

La Operación Macedonia tuvo un desarrollo paradójico: empezó 
con la detención de un narco y acabó con la imputación del confidente 
y de los policías que detuvieron al llamado club de los imputados. Una 
causa que, más allá de sus idas y venidas y de sus ramificaciones 
infinitas, solo demostró algo tan obvio como que un confidente 
policial habla con los policías. Una causa dirigida por los imputados 
de otras causas desde la acusación particular. Un juego de espejos 
donde el reflejo acabó ganándole la partida a la realidad y posibilitó 
las absoluciones de los implicados en los casos Gamba Roja, Riviera y 


Saratoga y cuyo origen partió de los ficheros secretos que el fiscal 
Martínez Madero tenía en su ordenador en el momento de morir a 
causa de un enigmático infarto... Martínez Madero, que tantas 
preguntas sin resolver podría contestar aun a pesar de su silencio 
eterno mientras resuenan las palabras de Giménez Raso: «Ahora creo 
que está en Dubai, o Kuwait. No sé dónde mierda ha ido». 


177. El sumario pone de relieve que los narcotraficantes, amparados en su 
estatus de «confidentes», consiguieron el «respaldo claro» de algunos 
miembros de la Guardia Civil y de la Policía Nacional para llevar a cabo «con 
gran impunidad» sus actividades delictivas. «Y lo que es peor», añade el 
sumario, los narcotraficantes lograron «corromper a estos policías» para 
integrarlos en el grupo, de forma que aportaron determinadas informaciones 
que conocían únicamente en virtud de su cargo, a cambio de 
contraprestaciones «económicas y/o en especias». 


178. «De las intervenciones telefónicas llevadas a cabo, se conoce que un 
delincuente estaba a la espera de llevar a cabo un importante robo a un 
narcotraficante, que al parecer resulta ser Manuel Gutiérrez Carbajo, con 
antecedentes en el mundo del narcotráfico». 


179. La acusación contra Giménez se sustenta en unas grabaciones telefónicas 
entre los acusados, que datan de mediados de 2005. En ellas se decía que 
iban a entregarle tres mil euros. «No he recibido ninguna cantidad de ellos — 
en referencia al resto de procesados— ni de nadie en toda mi carrera 
profesional», aseguró Giménez ante el fiscal. Su pecado era haber tenido una 
«relación puntual» con un confidente, David B. V., con el que dijo que se 
reunió «porque él le quería dar información sobre cómo atrapar a un grupo 
de narcotraficantes». «Mal iríamos en este país si la policía fuera dando 
impunidad a las personas para que campen por allí delinquiendo», añadió 
mientras pergeñaba su venganza contra el coronel Miguel Gómez Alarcón, el 
guardia civil que lo investigó. 


180. Según la declaración de Carbajo, los agentes de la Policía Nacional no 
solo cobraban sobornos en metálico de los dueños de los puticlubs, sino que 
también recibían otro tipo de gratificaciones, como relojes de lujo 
[comprados en la joyería Rabat], estancias en hoteles, viajes, e incluso, 
atención médica para sus hijos. La Audiencia Provincial de Barcelona 
condenó a veinte personas, entre las que se encontraban cinco mandos 
policiales. El Tribunal Supremo revisó la causa y absolvió finalmente a quince 
de los veinte condenados: entre ellos, los dueños del Riviera y el Saratoga, así 
como los abogados acusados de extorsión. En cuanto a los cinco policías 
nacionales condenados, vieron reducidas sensiblemente las penas: la mayor 
parte de ellos tan solo ha tenido que afrontar una multa económica, además 
de penas de inhabilitación. 


181. «José Mestre era el director general de TerCat, el grupo empresarial al 
que la Autoridad Portuaria de Barcelona (APB) adjudicó en 2006 la gestión 
de la nueva terminal de carga de la Ciudad Condal», informaba OKDiario. 
Cuatro años después, en junio de 2010, Mestre fue detenido por facilitar la 
entrada en el puerto de un alijo de 187 kilos de cocaína, que viajaban ocultos 
en un contenedor de chatarra a bordo del carguero MSC Corinna. 


182. «Un sudamericano apodado Tío Charlie contactaba con HA, un español 
para que le diese cobertura con la coca en Barcelona, informan las mismas 
fuentes policiales». Según el periodista Miguel Ángel Ruiz Coll «durante los 
meses que duró la investigación, la policía intervino numerosas 
conversaciones en las que los responsables de un cartel colombiano de 
cocaína hablaban de sus contactos con José Mestre para facilitar la entrada de 
la droga en el puerto de Barcelona. Finalmente, la Policía pudo acreditar una 
reunión celebrada en la Ciudad Condal entre un narco y José Mestre, al que 
los narcos se referían como El Don». 


183. Investiga sus propiedades y sus relaciones con terceros. El informe 
indica que tiene un «edificio entero de 4 plantas en Torrevieja (Alicante), 
(puede estar a nombre de la hermana de Alarcón, adquirido con un décimo 
de lotería regalado)». Gómez Alarcón sonrió al enterarse y comentó: «Eso es 
mentira. Era un solar que tenía mi padre cuando no valía nada. Empezaron 
las recalificaciones y un constructor hizo una permuta con mi madre: a 
cambio del solar le dio cuatro apartamentos». Aquellos apartamentos eran 
uno para su padre y los tres para cada uno de los hermanos. «Ni décimo de 
lotería ni nada», concluyó. El ADN de la rana había llegado a los informes de 
Barcelona. 


184. La nota informativa añade: «En la época en que Gutiérrez tenía intereses 
en el Saratoga, era socio/amigo del Inspector Jefe en 2* actividad, AO, 
actualmente en prisión por el caso de los burdeles Saratoga y Riviera de 
Castelldefels, del Comisario del CNP LG, imputado en el mismo tema y del 
exguardia civil AM (que según informaciones recibidas, se llevó una 
importantísima cantidad de cocaína en un asunto, pidiendo a continuación la 
baja del cuerpo). Gutiérrez asimismo es confidente/amigo de numerosos 
miembros del CNP y de la G. C. a los que ha hecho innumerables favores. El 
que guarda la droga a Gutiérrez es un tal Manolo alias Lolo y aalias El 
trenzas, y lo tiene también como hombre de seguridad». 


185. «Otro de los investigados en este asunto —prosigue el informe— se 
trataba de Juan Miguel BONO y un tercer investigado se trataba de MCB, 
conocido falsificador de moneda. La información inicial de este asunto la 
facilita un Subinspector de la Comisaría de Cornellá, quien a su vez se la 
proporciona un informador rumano, propietario de un bar sito en 
Castelldefels. El Subinspector por lo que se sabe, es de una conducta 
intachable». La investigación de la Comisaría de Cornellá fracasó y Manuel 
Gutiérrez Carbajo urdió un plan para aprovecharse de esta situación. Sabía 
que el anteriormente citado Bono tenía que hacer una entrega de 55 kg de 
cocaína, que eran propiedad MCB, en Barcelona, y esta información se la 
facilitó a sus amigos de la Guardia Civil de San Andrés de la Barca, quienes 
detuvieron a Bono en Barcelona con la mercancía e ingresó en prisión. Los 
funcionarios de Cornellá se personaron en las dependencias de la Guardia 
Civil para informarse sobre qué es lo que había pasado, y estos les 
manifestaron que había sido una información anónima y que no había ningún 


tipo de investigación. «El rumano informador, y lógicamente con 
antecedentes, había sido detenido meses atrás por los Mossos d'Esquadra, el 
cual formaba parte de un grupo cuyos integrantes eran principalmente 
rumanos, lo cuales se dedicaban a robos con fuerza, siendo detenidos en esta 
operación dos Mossos d'Esquadra por colaborar con ellos». 


186. Navarro, Mayka. «Del prostíbulo a los mossos». La Vanguardia (24 de 
abril de 2016). 


187. Mantenemos el anonimato del imputado. 


188. «El juez Aguirre me dijo que tenía miedo porque estaba investigando a 
un narco y lo comenté con un cliente, que me dio un sobre para Aguirre», 
informa hoy la persona que se lo hizo llegar. 


189. «A Aguirre no le incomodó, al contrario, que los dos abogados de Manos 
Limpias, y que habían defendido a los dueños de los burdeles Riviera y 
Saratoga, interrogaran como imputado al subinspector Salleras, cuando había 
sido el policía que dirigió la investigación que había llevado a la cárcel a 
varios clientes de esos mismos letrados», señala la periodista Maika Navarro. 


190. El día en que se registró el despacho de José Mestre por orden de la 
Audiencia Nacional, la policía encontró una bolsa de Rabat encima de su 
mesa de trabajo. Y aunque no se incautó del reloj, sí empezaron a investigar 
sus compras en la joyería. Querían probar que Mestre blanqueaba capitales. 
En el caso de Gutiérrez Carbajo la policía catalana comprobó las compras del 
confidente, a lo largo de siete años en la joyería. Buscaban vínculos con 
Gómez Alarcón y Salleras. 


191. Montero, Daniel; Requeijo Alejandro. «La brigada secreta de Pino 
investigó y dio por culpables a guardias civiles absueltos». El Españo (15 de 
febrero de 2017). 


192. Balín, Mateo. «El juez del Moral anuló una sentencia a un policía socio 
del administrador del centro donde da clases». El Correo (9 de junio de 2015). 


Capítulo 24 
La Giirtel 


Esta operación la monta el PSOE través de un abogado de Peñas, que es uno que 


se llama Galindo, que es un tío del PSOE. 


(Villarejo a María Dolores de Cospedal) 


«En el fondo, los policías son unos cachondos, ¿no os parece?», nos 
dice un Señor X esencial para la elaboración de este capítulo. Señor X, 
garganta profunda... llámenlo como quieran, pero una de esas fuentes 
que impresionan por la trascendencia de su apellido y que valen 
mucho más por lo que callan que por lo que dicen, aunque en este 
encuentro, para variar, se ha puesto delante de nosotros dispuesto a 
contarlo todo: «Sé que no diréis quién soy, podéis grabar lo que os 
salga de los cojones... con una condición, cuando terminéis vuestro 
libro, tiráis los audios a tomar por culo y así solo queda lo que pongáis 
por escrito. Yo vivo bien a la sombra y vosotros lo respetaréis, porque 
si sois legales, os contaré más cosas para que así tengáis material 
inédito para un segundo libro... si es que queréis escribir otra vez 
sobre esta movida, claro». Nuestro Señor X es más locuaz de lo que 
aparenta su cara y la fecha de su DNI, mucho más de lo que diría 
cualquier persona que lo haya visto alguna vez ante las cámaras. Pide 
una combinación de bebidas un tanto peculiar mientras desgrana 
detalle a detalle los recuerdos de un tiempo en el que algunas 
personas cercanas al poder político se creyeron invencibles. 

Nos ha citado en la cafetería de un lujoso hotel. Mira al camarero 
con la complicidad del asiduo. Un mero gesto con las cejas y un joven 
perfectamente uniformado se acerca con sonrisa profesional a tomar 
nota. Nosotros pedimos un par de botellas de agua. Ocho euros por 
cada cincuenta centilitros embotellados en cristal. Nuestro Señor X 


marca la cadencia de una partitura habitual con cada uno de sus 
pedidos: primero, zumo de tomate; después, café solo con hielo y sin 
azúcar; finalmente, una botella de agua del tiempo. No come nada: 
«Ya tengo una edad y no me apetece ser un puto gordo... morirse de 
un infarto es lo más loser del mundo». Prosigue: «Lo que os decía, los 
polis, unos cachondos, cuanto más arriba, más cachondos. Me 
encantan los nombres que ponen a las investigaciones... Ya que me 
preguntáis, por ejemplo, el puto caso Giirtel: correa en alemán. Tócate 
los huevos. La gente los primeros días se volvía loca... ¿Giirtel? ¿Qué 
es eso de Giirtel? Un descojone... ¿Pues qué va a ser, hostias? El 
apellido de Paquito...», señala ufano mientras se refiere al cabecilla de 
la trama, Francisco Correa, alias Don Vito. 

El Señor X se toma un instante para recordar y achica los ojos, 
como si quisiera enfocar un objeto pequeño al fondo del restaurante. 
Sus palabras empiezan a fluir. Habla con soltura, recuerda con certeza, 
apunta con determinación. Nos retrotrae a los días 20, 21 y 22 de 
junio de 2008. El verano político había arrancado con la celebración 
del XVI Congreso del Partido Popular. Por primera vez en dieciocho 
años no se celebraba en Madrid. La formación necesitaba airearse y 
los dirigentes decidieron trasladar el evento a Valencia. No obstante, 
el lema «Creciendo juntos» apenas podía disimular la enconada lucha 
interna que vivía el partido. Mariano Rajoy había vuelto a caer ante 
José Luis Rodríguez Zapatero en las elecciones generales del 9 de 
marzo de 2008. 

Aquel congreso fue, ante todo, una lucha entre Esperanza Aguirre 
y el propio Rajoy. El primer golpe lo asestó el gallego al obligar a su 
oponente a jugar fuera de casa. La lucha de aquellos días, «presente 
aún en el partido» —según apunta nuestra fuente—, se extrapoló a los 
seguidores de ambos bandos hasta construir un clima de enemistad 
irreconciliable. Al final, solo hubo una candidatura: la que encabezó 
Rajoy, que estuvo acompañado por su guardia pretoriana: María 
Dolores de Cospedal, Soraya Sáenz de Santamaría, Francisco Camps, 
Alberto Núñez Feijóo, Ana Mato, Esteban González Pons y Javier 
Arenas. Todos ellos fueron decisivos para obtener el apoyo de los tres 
mil compromisarios que comparecieron a la cita. Volvieron a confiar 
en un hombre que había perdido dos elecciones generales de manera 


consecutiva, pero que meses antes del congreso ya había lanzado una 
advertencia a los críticos: «Si alguien se quiere ir al partido liberal o al 
conservador, que se vaya». Algo en lo que insistió en la clausura del 
congreso de Valencia cuando definió al PP como «un partido que 
conoce su deber y al que no le tiemblan las rodillas a la hora de 
cumplirlo». Así concluyó, después de agradecer la hospitalidad de una 
plaza que siempre le había sido propicia: «Gracias a la ciudad de 
Valencia, a la extraordinaria ciudad de Valencia. Gracias a la 
Comunidad de Valencia. Gracias a Rita, que ha sido —y lo sabíamos 
todos— una extraordinaria presidente del congreso. Gracias a Paco 
Camps, el presidente del partido en la comunidad. Muchas gracias a 
Ricardo Costa, porque los secretarios generales son los que más 
trabajan». 

«Y Villarejo ayudó a Rajoy —dice nuestra fuente mientras levanta 
el dedo meñique y apura el café—. Le ayudó a intentar tapar la Giirtel 
y pidió para ello 15 millones de euros que nadie le pagó. Hay un 
audio de Villarejo donde dice que se reunió con Rajoy. Buscadlo y si 
lo encontráis veréis que tengo razón. Algunos polis, unos pocos y 
malos, ayudan a los políticos, más en el caso de Villarejo que 
necesitaba salvar su casa de Boadilla del Monte y el alcalde era del PP. 
Villarejo fue para el PP lo que yo soy para vosotros, un confidente. 
Una puta fuente de información». Y nuestra fuente no se equivocó. 
Encontramos el audio que nos retrotrae al inicio de la causa, poco 
después del congreso valenciano, cuando solo algunos sospechaban 
que la Fiscalía Anticorrupción, la UDEF (Unidad de Delitos 
Económicos y Fiscales) y el juez Baltasar Garzón estaban investigando 
una posible trama de corrupción vinculada con el partido. Garzón lo 
recuerda: «En el año 2005 tuvo lugar una operación demasiado 
chillona». Se refiere a la venta de unos terrenos de propiedad 
municipal en Majadahonda valorados en 150 millones de euros que se 
pretendían vender por 70 millones. Una operación que lograron parar 
y que supuso la expulsión de dos miembros del PP. Entre ellos, José 
Luis Peñas. Un hombre al que el propio Francisco Correa intentaría 
poner después al frente de una lista independiente para controlar la 
alcaldía. Esa operación tampoco salió bien, pero sería clave para que 
el propio Peñas entregara varias horas de grabaciones a la Policía en 


noviembre de 2007 donde se hablaba de una red de corrupción que 
iba más allá del Ayuntamiento de Majadahonda y que afectaba de 
manera decisiva a numerosas administraciones públicas gobernadas 
por el PP. 

Poco después del XVI Congreso del Partido Popular celebrado en 
Valencia, Baltasar Garzón recuerda cómo «la Fiscalía Anticorrupción 
presentó una denuncia ante la Audiencia Nacional, correspondiendo el 
asunto al Juzgado Central de Instrucción n.* 5, que yo titulaba en ese 
momento. Se incoaron las Diligencias Previas 275/2008 y se inició 
una investigación por presuntos delitos de blanqueo, asociación ilícita, 
fraude fiscal y cohecho, en la que se intervinieron los teléfonos de 
diversas personas aparentemente partícipes de la organización 
delictiva».193 

Las defensas de los implicados dudaron entonces de la versión 
oficial del juez Garzón y le acusaron de hacerse con la causa para 
ajusticiar a sus clientes. Uno de los abogados señala: «No sabemos 
todavía hoy, a ciencia cierta, cuándo la Fiscalía Anticorrupción 
conoció de la investigación de la UDEF con Peñas y si participó en la 
monitorización de las conversaciones privadas de Correa. Lo único 
cierto es que Correa es un tipo que vive creyéndose Dios y que con el 
tiempo ha comprobado que se equivocó. Nadie lo podía salvar de una 
quema programada». Ni siquiera Villarejo, que se reunió en dos 
ocasiones en el despacho de un abogado madrileño con Correa y le 
prometió ayuda para anular la investigación policial. 


Primera explosión 


El día 7 de febrero de 2005, la Cadena Ser denunciaba que «el concejal 
de Urbanismo del Ayuntamiento de Majadahonda, el popular José Luis 
Peñas, junto al anterior alcalde del municipio, Guillermo Ortega, 
entregaron en Génova un dosier y abundante documentación sobre lo 
que calificaban de “trama urbanística organizada por políticos 
populares”». Unas semanas después, la presidenta de la Comunidad de 
Madrid, Esperanza Aguirre, intentó sostener con diques verbales un 
tsunami de hechos que jornada a jornada avanzaba con mayor 


rapidez: «Nuestro compromiso es total precisamente porque hemos 
experimentado en carne propia el daño que nos ha hecho la 
corrupción». 

Altos mandos de la Policía desayunaban cada mañana con nuevos 
indicios, dosieres y pesquisas sobre este asunto. Entre café y café, en 
sus despachos o por los pasillos, empezaron a comentar que estaba a 
punto de ponerse en marcha una de las mayores causas contra la 
corrupción de la historia reciente de España. Una causa con 
incontables ramificaciones que, sin embargo, siempre orientaba las 
conclusiones al mismo sitio: la sede nacional del Partido Popular, calle 
Génova 13 de Madrid. De hecho, Madrid fue primero, Valencia, 
después. Las dos grandes plazas donde la formación de centroderecha 
ganaba comicios tras comicios se iban a convertir en dos caballos de 
Troya para el partido. El virus de la corrupción estaba inoculado y, 
aunque tardaría en brotar hacia la superficie, el escándalo y sus 
consecuencias marcaría el futuro del partido. 

Los comisarios José Manuel Villarejo y Enrique García Castaño 
estaban preocupados ante un posible cambio en la Comunidad de 
Madrid: «Y además van a por ella a muerte [Esperanza Aguirre], ya 
verás la campaña que van a empezar ahora con todo esto de 
Majadahonda, lo otro, la inmobiliaria, las corrupciones... A partir de 
ya todo esto va a ser la hostia porque quieren [el PSOE] recuperar 
como sea el tema de la Comunidad. ¡¡Y como recuperen [el PSOE] la 
comunidad, macho...!! —exclamó Villarejo, que luego apostilló—: 
Espero que no, porque como la recuperen nos tienen acorralados». Por 
su parte, el comisario Pedro Díaz-Pintado, que era subdirector general 
operativo de la Policía Nacional el día de los atentados del 11-M, fue 
fichado durante esos días como jefe de seguridad de una constructora 
con intereses en Majadahonda. Una de sus primeras labores fue 
comprobar quién había filtrado los datos a los medios de 
comunicación. Contactó con García Castaño y este, a su vez, con 
Villarejo: «Todo el mundo en la empresa sabe que es Pedro [Díaz 
Pintado] quien está haciendo el trabajo. Ya, es que estoy atando 
detalles, estoy atando detalles de todo lo de atrás: llamarme desde la 
oficina, pedirme el teléfono teniendo a alguien al lado, me dice «sí, sí 
este es el tío» con lo de Majadahonda, me dio el teléfono de los 


concejales de Majadahonda para que le pidiera el teléfono de los 
concejales de Majadahonda que me di cuenta cuando lo vi en el 
periódico... No me jodas, no es serio. Sin tomar medidas de seguridad, 
si hay una filtración o un documento que se filtre de que han tenido 
acceso a algo... ¡vamos, no me jodas!». 

Los diques se vinieron abajo. Ni policías ni políticos consiguieron 
frenar un caso que seguía sumando etapas, descubriendo nombres, 
acercándose mes a mes a la categoría de escándalo sin precedente. Un 
escándalo mudo aun en aquellos años, ajeno a los ciudadanos que 
hacían su vida sin vislumbrar siquiera los efectos de una crisis 
económica que devastaría el país y que se acrecentaría por casos de 
corrupción política como el de Giirtel. El 1 de marzo de 2006, José 
Luis Peñas viajó a Madrid para reunirse con Francisco Correa. «Quería 
meterle miedo a Correa, que abandonara todos sus tejemanejes, pero 
no hubo forma», señala Peñas,i9s quien empezó a grabar 
sistemáticamente al cabecilla de la trama. 

A principio de 2007, con el tema bullendo con virulencia en las 
cloacas de la sociedad, José Luis Peñas escuchó un apellido que le 
resultaba familiar: Bárcenas. Estaba en el Hotel Fénix de Madrid, le 
puso un anzuelo a Francisco Correa y este, ebrio de ego, picó. «De 
Bárcenas hemos hablado poquito...», apuntó Peña. A lo que Correa 
contestó: «Yo, Paco Correa, le he llevado a Bárcenas 1000 millones de 
pesetas, a su casa y a Génova. Todo de adjudicación de obras de 
Fomento, cuando estaba Cascos, 1000 kilos. Sé dónde los tiene, cómo 
los saca de España, y el paraíso fiscal». Aquella confesión fue el 
principio del fin para el gerente, senador y tesorero del Partido 
Popular. 

Unos meses después, en noviembre concretamente, José Luis Peñas 
puso en manos de la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal 
(UDEFi95) las grabaciones ocultas a presuntos implicados en la trama 
delictiva. Habló con el inspector jefe Manuel Morocho y con quien se 
pondría al frente de la investigación, Juan Antonio González García 
(JAG), una designación que se convirtió en un calvario para él. De la 
ingente cantidad de horas de material que había en aquellas cintas se 
podía inferir, según Peñas, que desde 2003 Francisco Correa se había 
quedado casi en exclusiva con la organización de todos los actos 


públicos de autobombo de Esperanza Aguirre, sin necesidad de 
competir en concursos por esos contratos. Facturó casi ocho millones 
de euros por cuatrocientos eventos —uno cada tres días a 20.000 
euros de media— mediante un sistema ilegal de contratación que 
dirigía López Viejo. El hombre de confianza de Aguirre cobraba a su 
vez de la red Giirtel comisiones ilegales del 10% del coste total, según 
la investigación judicial. La presidenta no se enteró en seis años de 
que en su Gobierno pasaban esas cosas. No obstante, Aguirre dijo algo 
en abril de 2010 que quedó como uno de los momentos más 
surrealistas de las comparecencias parlamentarias: «Yo destapé la 
trama Giirtel. Yo me opuse a que una parcela en Majadahonda se 
vendiera a menos de la mitad de su valor, y de ahí salió todo eso». 196 


Objetivo: salvar El Montecillo 


El 15 de julio de 2008, un mes antes de que el juez Baltasar Garzón se 
hiciera oficialmente con la causa, José Manuel Villarejo quedó con dos 
periodistas de Interviú en la estación de Atocha. Se citaron con él, 
como se habían citado y se citarían otros tantos: «La mayoría de los 
periodistas de investigación de la ciudad han trabajado con 
información de Villarejo y otros policías», precisa un alto cargo del 
Ministerio del Interior. Para Villarejo había sido una constante en su 
trayectoria: sonsacaba a periodistas y les daba información policial. 
«Controlaba con cuentagotas la información que le apetecía encontrar 
en los medios de comunicación a la mañana siguiente y la orientaba 
de la forma más conveniente para sus intereses», narra el periodista 
Daniel Montero en el libro La correa al cuello, obra en la que se 
descubre el perfil de un personaje muy similar al de Villarejo. Montero 
ha sufrido, de forma injusta, las consecuencias de que su vida 
profesional se haya cruzado con la del excomisario. Cuenta en su libro 
que en 2008 una fuente le confesó lo siguiente: «Vamos a por 
Alejandro Agag. Lo lleva personalmente Baltasar Garzón. Hace poco 
que tenemos los teléfonos pinchados y por ahora no podéis publicar 
nada». 

Villarejo tenía la costumbre de deslizar informaciones interesadas 


como esa para conseguir sus propios intereses. En ese momento, tenía 
uno muy especial: salvar su finca de El Montecillo. Los periodistas que 
perseguían sus confidencias lo ignoraban, pero la razón de sus 
filtraciones partía de Boadilla del Monte. Este municipio acomodado 
de la Comunidad de Madrid se convertiría en uno de los puntos 
calientes del caso Giirtel. Allí tuvo lugar una conversación llamativa 
en 2004 entre el alcalde de la localidad, Arturo González Panero, alias 
el Albondiguilla, y Mariano Rajoy. Según la versión de González 
Panero: «Estuvimos paseando y me dijo: “Alcalde, haz caso a Luis». Le 
contesté: “Qué Luis?”. “Luis Bárcenas, hazlo cuando se pueda”».197 La 
llamada llegó en 2005. El motivo fue «que adjudicara el contrato de 
mantenimiento de calles de Boadilla a la Constructora Hispánica en un 
contrato de diez años prorrogables». «Cuando me llamó Bárcenas le 
dije que estaba esperando su llamada —y agrega—: fue una llamada 
un poco tensa y le dije que era imposible porque era una empresa que 
no tenía ninguna experiencia y el concurso ya estaba iniciado». 
Prosigue con su versión: «Luego recibí una llamada de Francisco 
Correa en la que me ofreció tres millones de pesetas». González 
Panero, siempre según su propio testimonio, rechazó la propuesta, 
pero «volvió a llamar Bárcenas y le dije que yo adjudicaba el concurso 
pero que, si saltaba el escándalo, diría que me lo había ordenado él... 
Bárcenas me dijo que eran empresas que colaboraban con el partido 
en campañas electorales, pero que si mi respuesta era esa era mejor 
que no hiciera nada». 

Arturo González Panero continuó con su gestión al frente de 
Boadilla del Monte con relativa normalidad hasta que intervino José 
Manuel Villarejo. El primer edil aprobó en mayo de 2005 el plan 
parcial Sector Sur3 Camino Bajo-Depuradora. Esa zona limitaba con el 
monte de la población y con el palacio del Infante Don Luis. Once 
propietarios se repartieron los terrenos destinados a la construcción de 
219 chalés de lujo. Uno de los dueños era Villarejo, con el 2,69% del 
terreno ofertado. El plan urbanístico lo había diseñado el arquitecto 
Leopoldo Arnaiz, previa expropiación de un terreno del propio 
Villarejo para hacer un aula de naturaleza. Desde el Consistorio 
boadillano señalan: «Premium Hoteles, cuya administradora única era 
Gema Alcalá Garcés, esposa de Villarejo, poseía solo dos fincas que 


sumaban 2739 metros cuadrados. A pesar de ser un minoritario 
consiguió modificar el proyecto usando como palanca la Giirtel». 
Villarejo pidió una reunión con el alcalde para evitar la 
expropiación. Tras el encuentro, Arnaiz se vio obligado a desarrollar 
un plan especial dentro del plan especial que ya había diseñado. Años 
más tarde, a través de la Asociación Transparencia y Justicia, Villarejo 
se personó como acusación contra Arnaiz, procesado por delitos de 
fraude fiscal y blanqueo de capitales. Arturo González Panero, el 
Albondiguilla, recuerda que en 2005 le contó a Villarejo que «dentro 
del PP había un grupo que se dedicaba a presionar a los alcaldes para 
que hicieran adjudicaciones. Este grupo estaba formado por el 
extesorero del Partido Popular Luis Bárcenas, el fallecido extesorero 
Álvaro Lapuerta, el exdiputado Jesús Merino, y el exalcalde de 
Pozuelo de Alarcón, Jesús Sepúlveda, exmarido de la antigua ministra 
de Sanidad Ana Mato». Añade en el diario Estrella Digital:19s «Él 
[Villarejo] me animó a que yo contara al juez todo lo que había 
pasado en Boadilla y que defendiera mi inocencia. Me decía que debía 
contar las insinuaciones de Bárcenas, que Correa me había ofrecido un 
dinero que yo rechacé. Él me decía: tú di esto, insiste en aquello...». 


Garganta profunda del PP 


Cuando el juez Baltasar Garzón se hizo con la causa, empezaron los 
pinchazos telefónicos: «Nunca pusimos en el foco a Agag», señala un 
exmando de la UDEF. «Villarejo hizo cosas buenas para la Policía, 
pero mucho de lo que manejó sale de su imaginación», informa ese 
mismo mando. Por su parte, Villarejo volvió a reunirse con los 
periodistas de Interviú en la estación de Atocha:199 


—En la sierra de Madrid se está moviendo mucho dinero en contratos 
y la gente del Partido Popular está teniendo peleas internas para 
controlarlo. Han estado a hostias en Majadahonda y ahora lo están en 
Boadilla y en algunos pueblos más. Ahí hay una figura clave. Una 
persona que está siendo el hombre en la sombra, la mano que se 
encarga de mover algunos negocios. Algo así como lo fue Juan Antonio 


Roca en Marbella durante los años de Jesús Gil. Y creo que es una 


persona que te interesa mucho conocer. 

—¿De quién hablamos? 

—¿Te suena un tal Tomás Martín? Es la mano derecha del alcalde 
de Boadilla y controlaba la empresa municipal del suelo. Ya sabes lo 
que eso supone y las relaciones que tiene con los empresarios que 


quieran trabajar por allí. 


Las grabaciones que el político José Luis Peñas entregó a la UDEF 
relacionaban directamente a Tomás Martín Morales con la lista de 
cargos electos y responsables políticos que estaban en la nómina de 
Correa. Villarejo tenía un objetivo con esa filtración: que Francisco 
Correa supiera que los periodistas estaban preguntando por Martín 
Morales y eso provocara que se llamaran los unos a los otros y 
empezaran a delatarse. La Policía estaría atenta para intervenir las 
llamadas: «Alguien se chivaría, y sería entonces cuando Villarejo 
podría adivinar quiénes eran los verdaderos amigos de Correa dentro 
del ayuntamiento y utilizarlo en su favor. Sería entonces cuando se 
agitaría el avispero. Y sería entonces cuando Correa se pondría 
nervioso y comenzaría a cometer errores». 

Los periodistas de Interviú publicaron la información obtenida y 
Villarejo vio como su plan se desarrollaba con éxito. El 7 de 
noviembre de 2008, Álvaro Pérez, alias el Bigotes y hombre de Correa 
en Valencia, llamó «a un amigo periodista, entonces con 
responsabilidades en el grupo Zetazoo —editora de la revista—, pero el 
periodista estaba de viaje. Entonces se les ocurre que Ramón Blanco 
Balín, el asesor fiscal de la trama, llame a otro periodista del grupo 
Zeta». Según los pinchazos telefónicos, Blanco Balín llegó a llamar al 
periodista, que le comentó que no podía parar la publicación porque 
ya estaba en imprenta. La investigación de Garzón culminó el 6 de 
febrero de 2009 con la «desarticulación de una extensa trama corrupta 
que lograba contratos en administraciones públicas gobernadas por el 
PP, partido al que luego prestaba distintos servicios en sus campañas 
electorales», publicó El País.201 

Villarejo fue la garganta profunda de la prensa y del Partido 
Popular en la causa Giirtel. El siguiente encuentro del policía tuvo 
lugar a finales de julio de 2009, cuando todos los indicios comenzaban 


a acorralar a una de las personas más poderosas del PP, la secretaria 
general María Dolores de Cospedal. Villarejo le advirtió en su propio 
despacho: «Esta operación la monta el PSOE través de un abogado de 
Peñas, que es uno que se llama Galindo, que es un tío del PSOE». En el 
Partido Popular empezaron a culpar al ministro del Interior, Alfredo 
Pérez Rubalcaba. 


Hablan Villarejo y Cospedal sobre la Giirtel 


—Esto no ha trascendido hasta ahora en ningún sitio, que es un concejal de 
Boadilla, que va por independiente, que lo conocerás de oídas y tal, (...) un tal 
Galindo y que el niño que es abogado de... Pero que el niño es del PSOE. 
Entonces, esta operación, este diseño... se coge a Peñas, se coge al otro, pom, 
pom, pom, y eso... O sea, ¿quién coño está pagando a Galindo? 

El 6 de noviembre de 2008 El Mundo publicó “Trapos sucios en 
Boadilla” y Villarejo se reunió con González Panero: «A Arturo le explico 
el tema. Un día agárrale de la oreja y dile, ¡mamón!, no te dijo esto, por qué 
coño... Es decir. Y aún más, para protegerlo, hablo con la brigada, con todos 
ellos y les digo: este hombre nos puede dar información, que es mentira, no nos 
dios nada, vamos a protegerlo un poco, para cubrirlo un poco. Entonces él 
empieza a dar información cuando se ve muy apurado», le dijo a María 
Dolores de Cospedal que puntualizó: «Acorralado». En palabras de 
Villarejo, eligió a González Panero, para informar al PP porque, al ser 
vecino de Boadilla, «si me pillan hablando con él, como tenemos una serie de 
cosas en común y tal...». 

Añadió: 

—Le digo, mira a ver con quién vas a hablar. Me dijo que él iba a hablar, 
que tenía buena línea con el portavoz en el Senado. Yo voy a hablar con Pío. Le 
digo: búscate la fórmula de hablar con la segunda del partido. Búscate la 
fórmula. 

—No lo hizo, no —respondió Cospedal. 

—Pero perdóname, que sepas que eso es así.... Es así. Le informo, le voy 
dando datos, le digo ten cuidado con eso, y a todos los efectos, por favor, lo que 
sí es importante es que tengamos claro es que si esto que estamos hablando 


trasciende indirectamente... 


A Bárcenas le baila el cuello de la camisa 


La zona que abarca desde la madrileña plaza Castilla hasta Nuevos 
Ministerios está repleta de buenos mesones donde los hombres de 
negocios que ahora rozan la jubilación han pasado las últimas décadas 
reuniéndose para hablar de sus asuntos mientras degustaban la mejor 
carne o el mejor pescado que se podía encontrar en la ciudad. Asador 
Donostiarra, Mesón Txistu o el Giienco de Pepa son solo algunos 
nombres, pero hay muchos más. Entre ellos, el restaurante gallego 
Rianxo, ubicado en la calle Raimundo Fernández Villaverde. Allí 
comieron el 17 de junio de 2009 Luis Bárcenas, el ex tesorero del 
Partido Popular Álvaro Lapuerta y el diputado catalán Ignacio Llorens. 
En una mesa cercana estaba el entonces jefe de la Comisaría General 
de Policía Judicial, Juan Antonio González, en compañía de los 
comisarios José Luis Olivera y José Manuel Villarejo. De repente, Luis 
Bárcenas se percató de quienes eran los comensales y, sin dudarlo, se 
acercó a ellos y se dirigió directamente a Juan Antonio González: 


—Sobre todo para que le traslades esta tarde a Rubalcaba mi opinión 
sobre el tema (...). O sea, que sí que me tomo un café, encantado. No 
tengas ninguna duda. Claro, cuando estamos hablando de ma-ni-pu-la- 
ción, de manipulación policial que es la que estás haciendo tú. ¿No 
estamos hablando de eso? ¿No es de lo que estamos hablando? 

Tras el desahogo, Bárcenas regresó a su mesa para terminar de 
comer. Sin embargo, debió de temer la reacción policial y, poco 
después, volvió a la mesa de los agentes. González, sin saber que era 
Villarejo quien filtraba la información a los medios, le dijo: 

—Vamos a ver, aquí hay mucha gente que conoce. ¿Quién empieza 
el primero la filtración? Nosotros no tenemos nada que ver. Esta 
investigación no empezamos a hacerla con el PP, ni investigamos la 
financiación ilegal del PP, eso es mentira. Pero ¿no te das cuenta? 
Nosotros no filtramos. 

Bárcenas replicó: 

—No, el informe policial, perdóneme, Juan Antonio, el informe 
policial dice que es evidente que «Luis el cabrón» es también el 
senador por Cantabria, Luis Bárcenas. ¿Por qué? Porque en las 
reuniones (...) siempre se refería a Luis Bárcenas como «el cabrón», 
porque les había quitado los contratos y ta-ta-ta, en 2004. Si le quita 
los contratos en 2004, en el 2007 no le van a dar pasta, coño, es que 


no tiene ningún sentido. El policía eres tú, que yo no soy el genio de 


los informes y tal, ¿no? Como mínimo, digo como mínimo esto. Yo 
podría entrar en profundidad en otros (aspectos del informe), pero la 
verdad... en fin, que te agradezco mucho que te hayas tomado este 
café (...). No me gusta ser maleducado. Perdóname si te he 
importunado. 

—Yo me alegro de que haber hablado contigo. Nosotros vamos a 
seguir, no tengas la menor duda. Procuramos ser totalmente objetivos, 
de verdad, que no pienses que nos están manipulando, que alguien nos 
está diciendo: ahí (...). Primero porque no se atreven, lo estamos 
viendo aquí. Ya te lo he dicho, no tenemos una ideología —le contestó 


González. 


En cuanto la puerta del Rianxo se cerró tras los responsables del 
Partido Popular, los mandos policiales empezaron a elucubrar sobre 
las posibles consecuencias de aquel encuentro fortuito. Olivera 
comentó que a Bárcenas le bailaba el cuello de la camisa. «A lo mejor 
no es negativo esto que ha pasado», dijo poco después González. 
Villarejo, por su parte, le recomendó que se lo contase a Rubalcaba 
aprovechando que tenía una reunión con él esa misma tarde. Mientras 
hablaban de trabajo y planificaban los detalles de nuevas operaciones, 
Villarejo se apartó un momento y aprovechó para llamar por teléfono 
al director adjunto operativo (DAO). Le informó antes que nadie de lo 
que había ocurrido en el restaurante. 


Que hable Villarejo con el DAO sobre Bárcenas: 


—Sí, Miguel Ángel, ¿cómo estás? Oye, acabo de comer con Juan Antonio y con 
José Luis. Y hemos tenido un pequeño altercado y (JAG) ya lo contará porque 
creo que se va a ver contigo y con el ministro. Es que hemos visto a Luis 
Bárcenas, al tesorero, aquí en un restaurán y le ha montado un poquito de 
bulla y tal, pero en fin, Juan Antonio se ha portado bien, ha estado correcto y 
tal. Se ha sentado con nosotros también para contarnos su vida al final.. 

Algo le debió decir Fernández Chico y Villarejo contestó: 

—Sí, al principio. Pero luego ha rectificado. El Bárcenas, que me estás 
persiguiendo. Se ha montado un poco de pollo. Ya te lo contaré luego con detalle. 
Se ha ido ahora mismo para allá. Ha estado muy impertinente el hombre, pero 
bueno, ha estado muy divertido. Una puta casualidad, macho. Estábamos en el 


mismo restaurán en la mesa de al lado. Estaba Lapuerta, el anterior; él 


(Bárcenas) y un tío de Lérida, uno del PP de Lérida. 

»Sí, estaba muy nervioso (...). Porque estaba muy agresivo, al final se ha 
disculpado, es verdad, porque ha estado un poco impertinente al principio y tal: 
“Me estáis siguiendo, me estáis persiguiendo”. Una bronca de cojones. Bueno, que 
la vida es muy dura, qué vamos a hacer. Venga, hablamos. Un abrazo. Hasta 


luego. 


Al día siguiente, Villarejo llamó a su viejo amigo Ignacio López del 
Hierro para narrarle el altercado en el Rianxo y recomendarle que 
diera «un toque al Barba (Rajoy)» y que tranquilizara (a Bárcenas) 
«porque fíjate qué espectáculo. Menos mal que en la reunión estaban 
amigos, que afortunadamente toreamos allí como pudimos. Le pasa (a 
Bárcenas) solo con otro y le pega dos hostias y se monta un pollo de la 
hostia». 


Reunión secreta en el PP 


La terquedad del verano hacía del centro de Madrid un lugar 
antipático. En el número 13 de la calle Génova había una reunión 
secreta. La sede nacional del Partido Popular estaba consumida por un 
estruendo de silencios a pocas horas de que su tesorero nacional, Luis 
Bárcenas, declarara en el Tribunal Supremo. Era el 21 de julio de 
2009 y el marido de María Dolores de Cospedal, Ignacio López del 
Hierro, había recogido a Villarejo en Torre Picasso, sede del Grupo 
Cenyt. Desde allí fueron a la del PP y accedieron en secreto: «Yo te 
recojo en un coche, que voy a llevar yo, con los cristales tintados... — 
le explicaba el marido de Cospedal—. Y cuando tú me digas, vamos a 
Génova, entramos por el garaje y de ahí, con un ascensor, pues 
entramos en el despacho de María Dolores. Luego sales por el garaje, 
el conductor te lleva donde tú digas y punto». Estos extractos fueron 
publicados por Moncloa.com y prueban que Cospedal y Villarejo 
estuvieron en contacto para tratar de alterar el curso del mayor caso 
de corrupción en la historia del PP. 

—No hay nadie ahora. Porque como estamos con horario de 
verano y esta planta está en obras, pues aquí no hay nadie. Aquí 
estamos solo Mariano y yo. Y ahora no está, así que... No hay nadie — 


decía Cospedal a su confidente Villarejo, que llevaba meses 
informando al PP por medio de López del Hierro, según desvelaría 
Moncloa.com.202 

El encuentro entre el policía y la secretaria general del Partido 
Popular duró una hora larga. Villarejo confesó que él y López del 
Hierro «han hecho maldades y bondades juntos que ya se me han 
olvidado casi todas». Cospedal le preguntó a Villarejo si pensaba que 
Luis Bárcenas acabaría imputado. 


—Seguro, rotundamente —respondió Villarejo, a lo que Cospedal 
preguntó si le convenía al PP que se retrasase «todo lo posible» la 
instrucción del caso Giirtel. 

—¿El interés cuál es? Retrasarlo todo lo posible (...). Candente — 
dijo Cospedal. 

—Claro. Yo creo. Yo, no, pero, vamos, en este caso yo... 

—Yo la información que tengo es que desde luego lo van a 
imputar. 

—Lo van a imputar..., pero María Dolores, lo va a.... —interrumpió 
Villarejo—. El delito fiscal, aun cuando él diga que lo tenga prescrito, 
que probablemente, técnicamente, igual.... Yo soy abogado también, 
pero, pero, pero no me he leído el tema. Lo que está claro es que, el 
que maneja los dineros de un partido, no puede haberse salvado por 
prescripción con un tema de este alcance de... punto de vista. O sea, es 
un tema impresentable. (...) Él va a declarar mañana. 

—Él va a declarar mañana, pero si el juez tarda, dice: Bueno, pues 
oigo la declaración y ya en septiembre empezaré otra vez y ya veré 
cuando pido el suplicatorio. Claro, a nosotros nos alarga la situación, 
porque objetivamente yo no tengo una situación judicial, porque él no 
la tiene. 

—Pero, María Dolores, como el PSOE o el entorno del juez se 
entere de esto, va a pedir que sea en septiembre. (...) No sé qué 
decirte, o sea. Hay que procurar entre todos intoxicarlos con que el 
Bárcenas ya está totalmente contaminado y, por tanto, él ya está 
amortizado y, por lo tanto, tenerlo ahí es, digamos, un pin, pan, pum, 
que mientras le lleguen las tortas a él, no le dan a nadie más. Hay 
que... Algo así parecido para que los tipos digan: Bueno, pues si está 
amortizado, al camión. Porque objetivamente es así. Pero lo del tema 


de los documentos de que ha robado, él ha alardeado, te lo digo, él 


(Bárcenas) ha alardeado de que se ha llevado papeles, de que los tiene 
guardados. Yo no sé si al final se lo habrá llevado o no, pero él ha 
alardeado de eso. 

—Se ha llevado menos de los que ha dicho. 

—Pero él ha alardeado de eso —acusó Villarejo. 

Luego hablaron de otros temas para centrarse en el negocio. 

—Y luego, a lo mejor hay que hacer cosas puntuales —señaló 
López del Hierro. 

—Puntuales. Yo lo único, insisto, yo lo único que te pido, a mí no 
me importa... —dijo Villarejo. 

—¿Tú estarías en disposición, por ejemplo, de hacer algún trabajo 
puntual de temas? —preguntó Cospedal. 

—No tengo ningún problema. Por lo menos los gastos ¿alguna vez 
me pagareis?, alguna vez los gastos. Bromas aparte. Lo primero, ya me 
lo habéis pagado y os lo digo como... 


—No, no, de la discreción no te preocupes, no te preocupes. 


A lo largo de aquella conversación, la política y el policía atacaron 
verbalmente al ministro del Interior, Alfredo Pérez Rubalcaba, y a la 
agencia Método 3 por una supuesta investigación sobre el entonces 
vicepresidente de la Comunidad de Madrid, Ignacio González. 
Villarejo le habló a Cospedal del comisario Olivera y lo definió como 
«un hombre nuestro» que «ha saboteado la investigación de Giirtel 
desde dentro». Sin embargo, personas del entorno más cercano de 
Olivera desmienten esas palabras y recuerdan que «la UDEF actuó 
como una auténtica apisonadora en Gúirtel». Villarejo también refirió a 
Juan Antonio González (JAG), hombre clave en la investigación de la 
Giirtel. Dijo de él que era un «advenedizo» y empezó así a ponerlo en 
la picota para defender al Partido Popular. 


Mariano Rajoy 


Año 2009. Bar en las inmediaciones de Canillas. Susurros entre 
Antonio Giménez Raso y José Manuel Villarejo. 

—e¿Y a ti te darán la cruz por fuera no[sin conocimiento público]? — 
preguntó Giménez a Villarejo. 


—NO lo tengo tan claro. He notado movimientos extraños de Juan Antonio 


[JAG, Juan Antonio González, policía al cargo de la operación Giirtel]. 

—A Juan Antonio cuanto antes nos lo saquemos de en medio mejor— 
afirmó Giménez. 

—Dependo de él formalmente. Le han debido decir: este tío te ha hecho la 
cama. Un día en una detención le dije: perdóname yo mi lealtad la tengo con el 
DAO. No me pidas que haga nada contra el DAO. Porque yo realmente de quien 
dependo es de Miguel Ángel Barrado que es el de la Secretaría Técnica. Es muy 
tontito, pero buen chico. 

»Si al final me la dieran [la medalla] yo le voy a pedir al DAO que me la de 
aparte. El día a día con Juan Antonio, él sabe que yo tengo línea directa con el 
ministro y yo me llevo muy bien con los otros, con los chicos del PP. Entonces 
claro, el día que se monta la bronca [Giirtel], a mí al día siguiente me llama la 
Cospedal para verme con Mariano, porque La Cospe se ha casado con un tío que 
conozco hace treinta y tantos años. 

—¿Te llegaste a ver con Mariano? —le preguntó Giménez. 

—Claro, con él y con la Cospe, hablando del Oli. El día de mañana es el 
DAO. 

—-¿Puede saltar Juan Antonio? 

—Claro, en cualquier momento. Ese es el temor de Juan Antonio. Lo está 
sujetando el DAO. 

—Con el que tienes que tener cuidado tú es con el Rubio [Carlos Rubio, 
entonces Jefe Superior de la Policía de Madrid y el policía que le había quitado 
la razón en el Informe Veritas]. Es un tío muy complicado. Lo que pasa es que a 


mí me dijo el Oli que no tiene ninguna posibilidad de llegar. 


En aquellos momentos, Giirtel era ya magma hirviendo que los 
políticos del Partido Popular trataban de enfriar sin éxito. En la 
Policía, algunos jerarcas libraban batallas ocultas amparados en el 
alargado manto de honorabilidad que les daban sus cargos. Guerras 
entre bambalinas, conspiraciones en reservados, movimientos a la 
sombra de la sombra de edificios con altos muros y ventanales anchos. 
«¿Tú también, Bruto?», se podría haber escuchado en más de una 
ocasión a lo largo de aquellos años si los hechos hubieran ocurrido en 
la Antigua Roma en vez de en la España del tercer milenio. Guerras 
que alteraban, modificaban y trasformaban el paisaje institucional 
hasta crear una España inventada sobre la España real. Una España 
ficticia donde mentiras constantes transfiguraban la verdad hasta 
dejarla en una mera realidad aparente que, por interesada y 


cambiante, no constituía, ni mucho menos, la nación donde la 
mayoría de ciudadanos creía vivir. 

Sumergido en ese contexto, Villarejo buscó como siempre el bien 
mayor... para el propio Villarejo. Se posicionó a favor de José Luis 
Olivera, entonces jefe de la UDEF y la persona que lideraba las 
investigaciones de los movimientos de Giirtel en Majadahonda. Una 
maniobra más sobre ese tablero político, económico y social en el que 
Villarejo se sentía un demiurgo. Sus actos demostraron durante 
décadas que Villarejo solo rendía cuentas ante la ley marcada por el 
propio Villarejo. 


La duda 


El 23 de octubre de 2009, el restaurante Rianxo volvió a albergar 
secretos de Estado entre sus paredes. Como otras tantas veces, los 
Fondos Reservados pagaron el encuentro [2.574,53 € en comidas y 
aperitivos se llegaron a pagar a un solo confidente].2o3 Ese día, se 
reunieron allí el juez Baltasar Garzón, la fiscal de la Audiencia 
Nacional, Dolores Delgado, y los comisarios Gabriel Fuentes, Miguel 
Ángel Fernández Chico y Enrique García Castaño. Habían ido para 
celebrar la medalla al Mérito Policial con Distintivo Rojo del 
comisario José Manuel Villarejo, distinción que conllevaba una 
pensión vitalicia que equivalía al 10% del sueldo base. Villarejo, actor 
principal entre los comensales, no lo dudó y, fiel a su costumbre en 
sociedad, empezó a grabar.204 


Que hablen: 


—En el 2008, comimos “Balta”, Juan Antonio [González], el “Oli” y yo, 
preparando lo de la Giirtel en agosto, o sea, justo cuando al día siguiente 
admitía él el tema y tal y cual. Y estábamos haciendo así y tal y tal y entonces 
me dijo Juan Antonio, «muy importante que tú le cuentes todo el tema de 
(ininteligible) al juez, porque es muy importante, porque ahora mismo es un 
hombre muy importante para este país, no sé qué y cual. 

»Y le digo, macho a mí no me cuentes nada, que yo siempre me ha caído de 


puta madre, qué quieres y tal. Y le conté... bueno, las cosas que ¿te acuerdas? 


Que yo además... yo las cosas obviamente a mí todas las cosas (...) y eso te lo 
había contado, “Balta” te lo había contado, te había dicho lo del papeo, esto es 
así y tal. 

»Y, entonces, en un aparte y no sé qué me dijo, “Balta” me dijo, “yo de ti, 
no sé por qué, pero me fío, coño, porque eres un profesional, cojones, tú curras y 
tal, cual, no tienes ná, te pasa como al Gordo, no tenéis sentimientos”. ¡Coño, no 
me joda! No, no, hombre, no es así, tal. Y dice, “nooo, no, además da gusto 
trabajar contigo, coño, porque tal, porque tú eres un tío y tal y cual”, dice “pero 
no me fío de Juan Antonio”. Me lo dijo, ¿eh? Me dijo, y ¿por qué? “Porque, me 
dijo, me dice mucho Alfredo, Alfredo me dice, fíate de él y tal y cual, y me dice 
“porque tu amigo Alfredo...”. Yo no conozco a Alfredo, y dice “¿serás hijo de 
puta? ¡Esto no te lo perdono!”. Y “¡Yo no le conozco! Y él “así me gusta, así me 


gusta, que lo niegues...”. 


Los comisarios Villarejo y Fuentes se dirigieron al baño tras los 
postres y ahí se mencionó por primera vez el caso Giirtel: 

—Ah, la vida, qué dura es —exclamó Villarejo. 

Una vez dentro de los urinarios, Villarejo confesó que mantenía un 
«contacto» en Valencia que estaba al tanto de la trama Giirtel, aunque 
prefería esperar a que se relajara un poco el tema para volver a hablar 
con él. Fue entonces cuando Fuentes le explicó cómo funcionaba la 
red que habían puesto en marcha Francisco Correa y Álvaro Pérez, 
alias el Bigote. Especialmente para actos como la visita del Papa 
Benedicto XVI en 2006 o los mítines electorales de la plaza de toros de 
Valencia. Eventos que requerían «un presupuesto de la hostia» y que 
abonaban en su gran mayoría grades empresas, con lo que libraban de 
ese gasto económico al Partido Popular. 

—No parece que haya mucho más —comentó Villarejo. 


A continuación, ambos hablaron de Juan Cotino, antiguo director de 
la Policía entre 1996 y 2002 y que en aquel momento ocupaba la 
vicepresidencia tercera del Gobierno valenciano de Francisco Camps. 
Alabaron su falta de ostentación económica —«el dinero se la suda la 
polla», decía Fuentes—, así como el hecho de que por la calle le 
parasen «los mendigos, los locos, los pobres de solemnidad» y que no 
le hubiera dado «ni un euro en negocios a su hijo». Aunque Cotino no 


tenía hijos y quizás se estaban refiriendo a uno de sus sobrinos», 
aclaraba Moncloa.com al respecto. 

—Cotino está en política no por dinero ni por el prestigio, sino 
porque está convencido de que puede ayudar a la gente —dijo Gabriel 
Fuentes. 

—Cuando tienes convicciones religiosas coherentes, a mí me 
tranquiliza mucho —añadió Villarejo. 


La defensa de Pablo Crespo —condenado en sentencia firme a trece 
años de prisión por el caso Fitur, una de las ramificaciones del caso 
Giirtel, y a treinta y siete años y medio por la primera época de la red 
corrupta— siempre ha denunciado que Baltasar Garzón sorteó las 
normas de reparto de asuntos entre los jueces de instrucción para 
hacerse cargo de la investigación. El abogado de Crespo, Miguel 
Durán, señala que «estos audios ponen de manifiesto una presunta 
confabulación instrumentada por el exmagistrado Baltasar Garzón, 
quien, junto con algunos mandos de la Policía, construyeron una causa 
ad hoc con la finalidad de perjudicar al Partido Popular». Los 
procesados pusieron una causa contra el exjuez, que fue desestimada 
por el Juzgado de Instrucción de Madrid. 

La realidad de lo que sucedió la explican personas cercanas al 
entorno del comisario Olivera a La España Inventada: «Empezamos a 
investigar en la UDEF y todo se hizo según las normas. Se inició meses 
antes de que se conociese públicamente y Villarejo no tuvo nada que 
ver con ella. La UDEF denunció los hechos a la Fiscalía Anticorrupción 
y no hubo ningún tipo de irregularidad con Garzón. Pero Pepe 
[Villarejo] empezó a pulular preguntando a unos y a otros para 
intentar conseguir una medalla pensionada». Uno de los periodistas 
que publicó la exclusiva de Giirtel añade a ese testimonio: «La causa 
Giirtel se conoció públicamente porque Villarejo la filtró». Por su 
parte, un ex alto cargo de la Comunidad de Madrid pone la última 
pieza para completar el puzle: «Y luego venía al PP a vendernos la 
vacuna a cambio de una cifra desorbitada». De Villarejo a Villarejo a 
través de Villarejo... y medalla pensionada al bolsillo. 

Un año después de aquella celebración en el restaurante Rianxo, el 


27 de octubre de 2010, el ministro del Interior, Alfredo Pérez 
Rubalcaba, se estrenó como portavoz del Gobierno en la sesión de 
control. Con un traje azul noche, camisa clara de rayas y corbata azul 
con puntos blancos, de pie frente a su escaño y ante la mirada 
divertida del presidente del Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero, 
acusó al PP de utilizar la «táctica de muchos delincuentes» y pidió a su 
líder, Mariano Rajoy, que pensase si un partido que pretendía volver a 
gobernar «puede defender a sus presuntos corruptos» atacando las 
instituciones del Estado. Rubalcaba había contestado así a la pregunta 
del diputado del Partido Popular, Rafael Hernando, sobre la razón por 
la que «tardó diez meses en comunicar al juez el descubrimiento de las 
siglas J. A. G. en la agenda del principal imputado del caso Malaya, 
Juan Antonio Roca, bajo las que supuestamente se ocultaba la 
identidad de un alto funcionario policial que cobró 200.000 euros». 
Una historia desvelada ya por La España Inventada y que vuelve a abrir 
la puerta para más gargantas profundas y nuevas revelaciones en los 
próximos capítulos. 
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Villarejo informa de cómo van las pesquisas policiales. Cospedal dice: «Oye, 
mira a ver si tu amigo sabe por dónde van a ir estos». «Bueno, eso es una 
pregunta como si Dios existe. De amplio contenido, je, je, je. El lunes cuando 


nos veamos y desayunemos, comentamos. (...) Hay chicha, hay mucha 
chicha. (...) Mucha más de la que él (Bárcenas) se cree. Él piensa que tiene 
controlado y justificado lo de aquí dentro, porque esto aquí, esto aquí, él 
tiene hechos cuatro números, porque piensa que le cuadran, pero hay muchos 
datos fuera, muchas cosas que están, ¿no? Hay mucha chicha, entonces... Ya 
te digo, estaba en una buena línea y tal, pero ahora hay que volver a 
dedicarle otro mes a comerle el tarro al pavo para decirle que no es tan borde 
como se ha presentado, ja, ja, ja». «Oye, ¿y tú crees que el juez le imputa?», 
pregunta López de Hierro. «Eeeh, yo creo que sí. Yo creo que con lo que hay, 
como el Supremo acepte el tema, si lo acepta, va para adelante, ¿eh?». 


203. Información proveniente de la pieza Kitchen. 


204. Audios desvelados por Moncloa.com. 


Capítulo 25 
El espionaje y los mentideros 


de la Comunidad de Madrid 


Al final de toda esta campaña podría considerarme un garbanzo negro tal como 


me han presentado, pero yo no soy un policía al uso. 


José Manuel Villarejo205 


Un año antes de que la ministra de Economía y Hacienda, Elena 
Salgado, vaticinara con funesto resultado que «la situación económica 
está teniendo algunos brotes verdes y hay que esperar a que crezcan», 
la crisis aún se cocía a fuego lento en España. A pesar de que había 
síntomas de verbena agotada —la inflación acumulada en los últimos 
tres años era del 5% a fecha de junio de 2008—, en la dinámica diaria 
de calles y casas muchos aún vivían con la frívola insensatez de 
Amory Blaine en A este lado del paraíso. Como escribió Francis Scott 
Fitzgerald en esa novela ambientada en el contexto previo a la Gran 
Depresión de 1929: «Muy pocas cosas importan y nada importa 
mucho». Ese parecía ser el lema en el que vivía instalado nuestro país, 
a pesar de que un informe de Transparency International advertía de 
que los altos niveles de corrupción, con el sector inmobiliario como 
motor de las actividades ilícitas, estaban provocando la fuga de 
inversiones extranjeras. 

El verano de aquel 2008, con los chanchullos brotando igual que 
brotan las margaritas en el campo, fue un tiempo feliz gracias al efecto 
narcotizante del fútbol. Por primera vez, la Selección Española dejó de 
parecer y empezó a ser. La mejor generación de jugadores de nuestra 
historia estrenó su palmarés común tras vencer a Alemania en la final 
de la Eurocopa de Austria y Suiza gracias a un gol de Fernando Torres. 


Sucedió el 29 de junio. Aquella noche, las calles desacomplejadas de 
todo el país se llenaron de banderas de España sin que mediara la más 
mínima injerencia política. 

Ese mismo verano, con la letanía del Yo soy español, español, 
español... aún suspendida en el aire como parte del mobiliario urbano, 
el tesorero del Partido Popular, Álvaro Lapuerta, descolgó el teléfono 
y llamó a un empresario amigo de la formación. Tenía un encargo que 
hacerle: había que destapar las actividades fraudulentas de Ignacio 
González, vicepresidente de la Comunidad de Madrid y adlátere de 
Esperanza Aguirre. Lapuerta culpaba a González de ningunear a una 
íntima amiga: «Juró venganza contra González por aquello... Quería 
un dosier comprometido sobe él», dicen a La España Inventada desde 
el entorno de Lapuerta. 

El elegido para acometer el trabajo fue Julio Gutiez, uno de los 
mejores investigadores de España: «A mí me dicen que van [González 
y sus colaboradores] a volar a Colombia y me dan un margen de dos 
días. Me dicen que la cúpula de esta gente va a ir [...] y me dicen que 
esta gente está cobrando comisiones», nos confiesa. El detective 
organizó el operativo y el 30 de agosto grabó a Ignacio González con 
una cámara de vídeo durante su viaje a Colombia. Ese día empezó una 
guerra desde tantos frentes que no dejó indemne a casi nadie. Los 
implicados apenas tuvieron tiempo de velar armas antes de acudir al 
campo de batalla. Cada reunión y cada despacho, cada comida y cada 
reservado, cada conversación y cada móvil, cada viaje y cada coche, 
cada amor furtivo y cada habitación de hotel eran susceptibles de 
maniobras encubiertas y pensadas traiciones. Intervinieron detectives 
y policías comprados. Aparecieron dosieres preñados de inquina y 
derribo. Informes con argumentos jurídicos redactados ad hoc. 
Chantajes. Incluso revelaciones en la Audiencia Nacional sobre 
supuestas relaciones íntimas entre algunos de los principales 
dirigentes políticos del momento. 

Madrid se volvió una gran ventana indiscreta a partir de aquel 
verano. Desde cualquier lugar, con cualquier enfoque, agazapada en el 
ángulo más inverosímil, una cámara bien pertrechada podía poner en 
jaque la carrera política más victoriosa. Las rivalidades en el seno del 
Partido Popular madrileño desembocaron en una incesante actividad 


de espionaje y contraespionaje. Los mentideros de la capital 
dispararon su cotización, repletos como estaban de rumores, 
invenciones, medias verdades, confidenciales y algún que otro hecho 
cierto que, aderezado con vídeos y fotos, podría haber protagonizado 
cualquier programa del corazón en horario de máxima audiencia. 

La madre de todas las batallas se libró en torno a tres elementos: 
Ignacio González, el control de Caja Madrid y la lucha de poder en el 
seno del Partido Popular de la región. González empezó en la 
Administración Pública en 1984, tras aprobar las oposiciones a técnico 
superior del Ayuntamiento de Madrid. De ahí saltó a la política, y a lo 
largo de veinticuatro años hizo realidad el milagro de los panes y los 
peces que aparece en el capítulo 14 del Evangelio de San Mateo, ya 
que sin más ingresos aparentes que una nómina de cargo público se 
hizo con una casa por valor de un millón de euros en la lujosa zona de 
Aravaca —a las afueras de la capital de España— y otra en Marbella 
por casi 800.000 euros. Sin embargo, los más escépticos en cuanto a 
milagros contaban otra historia sobre esos inmuebles. En la mayor 
parte de los casos, se trató de fuego amigo, de compañeros que 
querían su cabeza de mechón plateado. 


Detectives contra González 


La tradición popular latinoamericana dice que uno desconoce lo que 
es un verdadero amanecer hasta que lo contempla desde las alturas de 
Cartagena de Indias. Ignacio González despertó en la suite 423 del 
Sofitel Legend Santa Clara, enclave turístico de lujo ubicado en el 
centro de esa ciudad. Pasó el día descansando, viajó en velero y unas 
horas después dio buena cuenta de una cena digna de Pantagruel. 
Ataviado con una guayabera recogida por dentro del pantalón, 
disfrutó distendido de la noche caribeña, ajeno a la cámara oculta que 
grababa todos sus movimientos. Los detectives querían controlar cada 
uno de sus pasos, atentos a cualquier evidencia que demostrara el 
«pago de comisiones», explica una fuente que conocía hasta el más 
mínimo detalle del plan que acabaría con González imputado y 
encarcelado unos años después. 


El vídeo del vicepresidente de la Comunidad de Madrid dura más 
de una hora y forma parte de un amplio dosier de investigación con 
decenas de fotografías y documentos del viaje a Colombia. En menos 
de cuatro días, pasó por Cartagena de Indias, Barranquilla y Bogotá. El 
informe apunta que González fue acompañado por varias personas a 
un domicilio particular: «Después de llamar, acceden al inmueble con 
bolsas blancas y salen a los diez minutos sin las citadas bolsas», señala 
la información de Mira Detectives. Presuntamente, aquellas bolsas 
llevaban dinero en su interior: «Comisión de 1,4 millones de euros 
entregada a Ignacio González y al Partido Popular de Madrid por la 
adjudicación de una obra dentro del proyecto del Tren Navalcarnero, 
contrato de construcción y explotación de la obra pública para la 
nueva línea de transporte ferroviario entre Móstoles Central y 
Navalcarnero». Esa comisión se habría pagado en una cuenta suiza del 
Anglo Irish Bank en 2007 y estaba relacionada con la sociedad 
panameña Lauryn Group Inc., vinculada al empresario español Adrián 
de la Joya. Además, la transferencia se había realizado desde México 
para completar el disloque financiero con el que pretendían opacar la 
operación. 

Poco después de que el dinero llegara a la cuenta suiza de De la 
Joya, su amigo José Manuel Villarejo se enteró de la operación. El 
susurro de los rumores se hizo cada vez más fuerte y pronto 
conformaron el argumento de una historia de dominio público. «Todo 
fue un montaje», señala Ignacio González en una grabación que consta 
en una causa judicial.206 «Me lo reconoce Javier López Madrid; vamos, 
lo reconoce, se lo cuenta... a Adrián de la Joya. (...) Que se lo queda, 
o sea, ahí debían estar todos metidos (...) es que el Adrián de la Joya 
es más listo que todos, se quedó con la pasta y no pagó nada. ¡Tú 
fíjate qué hijo de puta, cómo funcionaban!». 

González continuó con su batalla por el control de Caja Madrid 
cuando regresó de Colombia, ajeno a que sus actividades fuera de 
España no era realmente un secreto y que portaba el estigma invisible 
de una herida mortal que antes o después acabaría con su carrera 
política. Quiso deshacerse del presidente de la entidad bancaria, 
Miguel Blesa, para colocarse él al frente de la misma. Además, se 
disputaba con su compañero de partido, Francisco Granados el control 


de Arpegio (Áreas de Promoción Empresarial con Gestión Industrial 
Organizada), empresa pública de la Comunidad de Madrid dedicada a 
la compra y gestión de suelo. «Con la entrega de Arpegio a Granados, 
pasaría a controlar y dirigir interesadamente la venta de suelo público, 
el reparto de parcelas a través de los consorcios urbanísticos y la 
gestión, tras la crisis del sector inmobiliario, de los fondos públicos 
que financiaron los planes Prisma 2006-2007 y 2008-2011», confesó 
González, que tardó poco tiempo en enterarse del seguimiento que le 
habían hecho en Colombia. 

Movido por los ardores de la venganza, actuó antes de pensar y 
ordenó a Ildefonso de Miguel, su mano derecha, que grabara a algún 
contratista afín reconociendo pagos con dinero negro a Álvaro 
Lapuerta y al PP a cambio de contratos. Y lo consiguió: «Yo lo que 
quiero es ganar obras, no perder las obras, porque ya te digo que 
estamos un poquito agobiados», se escucha en una grabación realizada 
a Rafael Palencia. «Yo colaboro para el partido —admite Palencia a De 
Miguel en la grabación—. ¿Qué haces? Por ejemplo, ¿cada proyecto 
de estos les das un...? Yo de momento voy haciendo una serie de 
entregas a cuenta permanentemente. Muchas veces». «¿Pero entregas 
dinero con independencia de que haya adjudicaciones o no?» —le 
insiste De Miguel al contratista público—. «Hombre, un poco 
relacionado con las adjudicaciones. Yo le ayudo al partido general 
para que él me ayude en general [...] y me traten bien». «¿Y cuántas?, 
¿y cuántas veces?» —vuelve a insistir De Miguel. «Bueno, pues yo 
periódicamente entrego 35.000 euros. Es una cantidad que paso allí, 
voy y entrego yo. En general, un 2% o un 3%, lo que quieran». 

A pesar de la grabación, la guerra contra González no cesó. A 
partir del 28 de enero de 20009, el político incluyó una ración de malas 
noticias como parte de su desayuno diario. El periodista Manuel Rico 
informó con insistencia sobre su dudosa gestión. El medio basaba sus 
noticias en un dosier de 69 páginas sobre el entonces número dos de 
Aguirre que detallaba, punto por punto, el patrimonio y las relaciones 
de González, estableciendo «las cinco adjudicaciones de la Comunidad 
de Madrid que encendieron las alarmas en el Partido Popular».207 Por 
otra parte, la periodista Pilar Velasco señaló en la Cadena Ser: 
«Novedades importantes sobre el espionaje político en la Comunidad 


de Madrid. La Cadena Ser ha tenido acceso al vídeo completo grabado 
al número dos de Esperanza Aguirre, Ignacio González, durante un 
viaje oficial a Colombia. Varias fuentes del Canal de Isabel II aseguran 
que entre los acompañantes de Ignacio González figura Ildefonso de 
Miguel, gerente del Canal y hombre de confianza de González. Estas 
fuentes lo identifican como una de las personas que lleva las bolsas 
blancas de plástico, así como en las imágenes del desayuno durante el 
cual se habla de bufetes panameños y bancos suizos para mover 
cheques y fondos». 

Lejos de asumir algún tipo de responsabilidad, González tomó 
aquellas noticias como parte de una campaña de acoso y derribo 
contra él. Ordenó entonces a sus colaboradores que averiguaran el 
origen de las informaciones. A través de Ramón Navarro Pereira — 
gerente de la triple A, estructura exterior del Canal de Isabel Iil—, 
contrató a un detective privado colombiano.208 El giro argumental de 
esta historia llegó cuando Lourdes Cavero, mujer de Ignacio González, 
empezó a recibir mensajes anónimos con fotos comprometedoras cuya 
protagonista era «una alta dignataria política de la CAM». A partir de 
ahí, valió todo para ganar la guerra de la información y el chantaje. 
Desde pensar en robar un vaso «con las huellas dactilares de la 
amante» para compararlas con las del sobre que había recibido la 
esposa de González hasta recurrir con asiduidad a los múltiples 
recursos del espionaje. González atacaba, sus enemigos respondían. 
Los enemigos tomaban la iniciativa, González reaccionaba. Y detrás de 
todo, entre las bambalinas de la guerra de guerrillas, expectante ante 
cualquier error para fagocitar como energía propia cualquier debilidad 
ajena, estaba José Manuel Villarejo como siempre había estado a lo 
largo de las últimas décadas. 


Madrid: hoguera de vanidades 


A Nicolás Maquiavelo, padre de la política moderna, le atribuyen una 
frase que bien podría definir buena parte de las dos primeras décadas 
del siglo xxi en la política española: «La naturaleza de los hombres 
soberbios y viles es mostrarse insolentes en la prosperidad y abyectos 


y humildes en la adversidad». 

El ex viceconsejero de Esperanza Aguirre, Alejandro Halffter, 
comió en 2010 con José Manuel Villarejo quien, como era costumbre 
en él, tenía en marcha su grabadora desde el inicio del aperitivo. El 
objetivo de aquel encuentro era darle caña a [Rodrigo] Rato. Además, 
hablaron de Baltasar Garzón, Javier Gómez de Liaño y Alberto Ruiz- 
Gallardón. De todos ellos comentaron infundios y chismes que iban y 
venían por la ciudad con la certeza de quienes hablaran de un acta 
notarial. Las confidencias pusieron el foco en el gremio periodístico y 
algunos insignes representantes como Pilar Cernuda o Pepe Oneto 
salieron mal parados. La charla se volvió cada vez más bronca, hasta 
convertirse en una diatriba contra el también periodista Paco Mercado 
a cuenta del «caso de los espías» que había publicado en el diario El 
País. Información que contaba cómo un grupo de ex agentes de la 
Policía Nacional y de la Guardia Civil, a sueldo de la Consejería de 
Interior de la Comunidad de Madrid, hicieron seguimiento a varios 
contrincantes de Esperanza Aguirre. Entre ellos, Alfredo Prada y 
Manuel Cobo, consejero y vicealcalde de la Comunidad y el 
Ayuntamiento de Madrid respectivamente: «Agentes en excedencia 
que realizan investigaciones e informes», reconoce uno de los políticos 
que crearon aquel CNI de barrio. La prensa los bautizó como la 
gestapillo. 

La comida entre Halffter y Villarejo prosiguió amparada en la 
abundancia de los platos y en el volumen confidente de sus palabras. 
El policía puso sobre la mesa la supuesta causa de lo que ocurría en la 
Comunidad de Madrid: «El espionaje es de Método 3». Poco después, 
se les unió el comisario Carlos Salamanca, que había comido con 
Enrique Barón, otro de los miembros del búnker policial, siempre a la 
derecha de la derecha de cualquier tendencia de derechas. Sentados 
los tres alrededor de la mesa, desgranaron los detalles del espionaje a 
Ignacio González. Espionaje, seguimientos especiales y recursos 
públicos utilizados entre compañeros para seguir a otros compañeros a 
la espera de que cualquier error acabara con la carrera política de esos 
mismos compañeros. Por aquella reunión grabada desfilaron 
conspicuos apellidos que habían sido espiados con especial interés, 
caso de Cobo, Prada, Gallardón o Cifuentes. Tiempo después, el propio 


Halffter daría las gracias a su manera a los encargados de realizar este 
espionaje sistemático: «Habéis declarado muy bien, hay que celebrarlo 
con un volquete de putas». 

En cuanto la comida acabó y los asistentes dejaron el restaurante, 
una de las personas que había estado presente se lo contó a Ignacio 
González, quien automáticamente denunció lo que consideraba una 
«caza de brujas» contra él. Villarejo aprovechó aquella situación para 
quedar bien con el Partido Popular, siempre dispuesto al más difícil 
todavía sobre la cuerda de funambulista que tan bien dominaba. En 
realidad, el comisario quería lo mismo que quiso en Barcelona: borrar 
a Método 3 del mercado. La agencia de detectives trabajaba entonces 
para el Canal de Isabel II. Algo que molestaba sobremanera a 
Villarejo, de ahí que pidiera ayuda a Ignacio López del Hierro, marido 
de la secretaria general del Partido Popular, María Dolores de 
Cospedal. 


Caja Madrid 


A pesar de los manejos de Villarejo con los hombres de Esperanza 
Aguirre, Rajoy eligió a Rodrigo Rato para que liderase Caja Madrid 
(hoy Bankia). Villarejo consideró entonces «que es un error, tú lo sabes, lo 
de Rato (al frente de Caja Madrid) porque es tener un tío con el techo de cristal, 
macho», le confesó a López del Hierro. Sin embargo, el comisario quería 
colocar a uno de sus hombres para convertirse en proveedor del banco: 

— Insisto, lo de Caja Madrid. Macho, que no se nos escape. El tema de Rato 
me da un miedo que me cago, ¿eh?, pero si no hay más remedio. No, digo a 
gente de la Comunidad, amigo. ¿No? El jefe de Seguridad que hay ahora mismo, 
yo le conozco, es (Juan Manuel Rodríguez) Zarco. Ese ha estado, ha pagado 
para espiar al Ignacio (González, por aquel entonces vicepresidente 
madrileño) con detectives [Método 3]. Entonces, ese por las buenas. Le queda un 
año, menos. (...) Lo importante que es buscar «un “madero” con muchas 
relaciones en el gremio para llevar la seguridad de la caja en la que va a 
desembarcar Rato». 

Al final, da el nombre de Carlos Salamanca. 

— No (hay que) buscar un tío que (digan) que es muy de derechas. Tiene 
que ser un tío que se lleve bien con todos, que nadie sepa... que no lo tengan 
definido. Este tío que está en Barajas, haciendo favores a todo el mundo, tiene 


hasta buenas relaciones con Garzón, ¿sabes? Entonces, este es un tipo de 


absolutamente... Ya te he dicho alguna vez, que cuando necesites algo en Barajas 
y tal, porque lo nombraron... Vamos, iban a cortarle la cabeza cuando vino el 
jefe superior este nuevo, tuve que engañar a unos y a otros, para que lo dejaran. 
Es un tipo (al que) le habían ofrecido de jefe superior en Sevilla y al final no se 


quiso ir. Es un tío medio sevillano, majísimo. 


Ignacio López del Hierro 


«Conocí a Villarejo en los años 80, cuando era delegado del Gobierno 
y Villarejo sindicalista. Luego no lo volví a ver más hasta que un día a 
principios del año 2000 nos encontramos en un restaurante. A partir 
de entonces, nos veíamos un par de veces al mes. Villarejo siempre 
deslizaba las informaciones que le interesaban para que se las 
transmitiese a María Dolores [de Cospedal]. Villarejo intentaba 
aparentar que era mi amigo, aunque él sabe que es por interés puro». 
Es el entorno de López del Hierro el que pone estas palabras en su 
boca para La España Inventada. En una de esas reuniones entre ellos 
hablaron sobre el espionaje en la Comunidad de Madrid. A las 
preguntas de María Dolores de Cospedal, Villarejo contestaba y la 
dinámica seguía en ese orden, con un único fin: hacerse 
imprescindible. 


Que hablen 


Infundios 


—Si. Te iba a preguntar por una empresa de la que... 

—Método 3. Empresa de detectives, de Barcelona. 

—Me lo comentó Ignacio, pero es que a mí me habían hablado de ella por 
otro tema que... Por eso te he preguntado lo de (...) y González. 

—Esa empresa investigó un tema del Canal de Isabel II (...) La dueña es una 
choriza. Que la conozco de hace veintitantos años. Una choriza, una delincuenta. 
La argentina esta. El marido cornudo... Vamos, una joya. Y esta tipa se ha 
enrollado al hermano de Rubalcaba y lo va utilizando como si fuera... como 
Juan Guerra. 

—¿Cómo introductor? —pregunta ella. 


—No, no para todo. Si no me dais el contrato o no sé qué, se lo digo al 


hermano de Rubalcaba. Y si no se lo digo a Rubalcaba y no sé qué. Y el otro 
llama al hermano de Rubalcaba... O sea, la leche. 

—¿Y tú crees que será fácil probar bien lo del hermano de Rubalcaba y 
Método 3? —le pregunta López del Hierro a Villarejo que aprovecha 
para describir cómo pensaba investigar a la fundadora de Método 3: 

—¿Las relaciones? Hombre, ahora ya se habrán puesto como... Ahí la única 
solución que no veo fácil es... hacer un rastreo... intentar con alguien de 
Telefónica (...), que no sé qué número, que no sé qué teléfono tiene (...) la tipa 
esa de Método 3. Yo puedo conseguir el número, el móvil que ella usa y entonces 
a partir de ahí... Yo es que con Floro, con Florencio San Agapito [ex jefe de 
seguridad de Telefónica]... Si es Movistar, no tengo malas relaciones, pero no me 
fío de él. Entonces, es preferible que alguien de confianza del presi o algo así. 
Porque eso lo maneja todo el Floro San Agapito. Entonces que él haga un rastreo 
discreto de las llamadas y tal. Y a partir de esas llamadas tiene que salir las 
veces que se ha llamado, que se llama... Si están enrollados mucho o poco, pues 
ahí están las llamadas del hermano. Digo como uno de los primeros elementos... 
Entonces, en determinados días... Y a partir de ahí, claro, hay que coger y hacer 
un... Yo en la medida de lo posible, es la línea que voy a seguir. Esa y voy a ver 
las tarjetas. A ver a ver, porque, claro, todo esto... están con 20.000 lupas. En el 
momento que me muevo un poco y tal se me ve el plumero. O se hace a nivel de 


mucha confianza... 


Villarejo volvió a lograr su propósito y de nuevo hizo de la mentira 
el medio para conseguirlo: intentó desacreditar a una mujer que jamás 
había mantenido ninguna relación, ni la mantendría después, con 
Alejandro Pérez Rubalcaba, hermano de uno de los hombres más 
poderosos que ha tenido la política española en las últimas décadas, 
Alfredo Pérez Rubalcaba. Así lo recuerda la propia Marita Fernández: 
«Me reuní en dos ocasiones con Alejandro, siempre en presencia de su 
mujer y de mi hijo Francisco Marco». No obstante, Villarejo perseveró 
en la falacia como quien persevera en un método que cree infalible. 
En un mundo en el que el bulo adquiere categoría de acontecimiento 
con pasmosa facilidad, sembró rumores aquí y allá, y consiguió que 
las mentiras quedaran flotando en el aire, siempre apoyado por una 
red de altavoces dispuestos a propagar como loros desatados todo lo 
que decía el entonces comisario, a pesar de que la verdad y la ética se 
pusieran de espalda ante cada nuevo parlamento, ante cada nueva 
insinuación, ante cada nueva mentira. Villarejo tenía un único 


objetivo: quedarse solo en el negocio de la investigación privada, 
ocupar el espacio profesional que tanto había denostado. Para ello, 
sabía que eliminar a Método 3 era perentorio. Además, tenía una 
cuenta pendiente con ellos: años atrás estos habían investigado sus 
fraudes con unas aseguradoras. 


La investigación de la UDEF 


Tenía el comisario Jaime Barrado el cabello inundado de canas 
cuando en 2009 le encargaron que investigara el espionaje entre los 
líderes del Partido Popular de la Comunidad de Madrid. A lo largo de 
los años había adquirido fama de tenaz tras haber resuelto casos como 
el secuestro y asesinato de Anabel Segura, crimen que sacudió España 
en 1993. 

Barrado acababa de ser ascendido a comisario y le asignaron la 
Unidad General de Delincuencia Económica y Fiscal (UDEF), pese a 
que su especialidad era el crimen con violencia, tal y como había 
demostrado en la Unidad de Delincuencia Especializada y Violenta 
(UDEV). Protestó cuando le encargaron el caso del espionaje interno 
del PP, ya que no veía la relación entre aquella trama que 
supuestamente había montado Esperanza Aguirre y los delitos 
económicos y fiscales, señala la periodista Patricia López. Barrado 
reconoció que era un tema de suma importancia, pero creía que desde 
el punto de vista policial no tenía sentido que fueran los agentes de la 
UDEF los encargados de investigarlo: «Al principio, me dijeron que era 
porque el uso de guardias para seguimientos partidarios era 
malversación de fondos públicos. Pero cuando me puse a calcular, con 
expertos contables, a cuánto ascendía esa actividad, en tiempo y 
transportes de un funcionario, vi que era muy poco dinero y empecé a 
extrañarme de que se le encargara el caso a la UDEF», señala el propio 
Barrado en el documental Las cloacas de Interior. 

Personas de confianza del comisario añaden: «Aquel caso demostró 
las puñaladas entre dirigentes del Partido Popular, los odios internos y 
el fuego amigo que tantas veces en política ha dejado heridos a todos 
los contendientes».209 Y van más allá: «El espionaje no se realizaba 


desde el seno de la Dirección General de Seguridad, sino con 
detectives privados». Barrado creyó que Antonio Giménez Raso sería 
su confidente perfecto y Villarejo aprovechó para inocular su veneno, 
como se comprueba en esta conversación inédita. 


¿Delitos? Cero patatero 


—Pepe, toma nota y si quieres te envío una nota del organigrama de la jefatura 
cuando el hijo de puta de [Carlos] Rubio [ex jefe superior de Policía] era jefe de 
servicios. 

—Bien. Y qué te ha dicho Barrado —le preguntó Villarejo 

—El anormal este de Barrado me dice: ¿Cómo esta gente [Método 3] está 
tan segura? 

—¿Segura de qué? 

—De que no les va a pasar nada. ¿Te puedes mirar el código penal? ¿Cuál 
es del delito? Cero patatero. 

—A mí me han llamado todos los periodistas —le interrumpió Villarejo 
— a favor [de Método 3], que hay que ayudarles. 

—Pero poco se van a comer ahí —dijo Giménez Raso. 

—El problema es que le quiten la licencia —añadió Villarejo. 

—Pero tienen mucha fama y clientes y que salgas con el tema de González 
de Colombia o del Pérez a sus clientes les suda la polla —indicó Giménez. 

—Esta gente factura la polla. 

—Lo que no acabo de entender es porqué la Unidad Central de Delincuencia 
Económica y Fiscal, con la categoría que tienen, está empeñada en este asunto — 
afirmó Giménez. 

—Es un tema político —contestó Villarejo.—Es un tema político por el 
PP. Le han encargado a Juan Antonio [González], el ministro que haga el tema. 
Eso es así. Es un tema de mínimo nivel que descaradamente el tema va por la 
misma línea. Ahí a poquito que escarben uno y otro. Pero claro hay que 
mantener un equilibrio. Y no se puede evitar que haya torpes como Barrado. 

—Por eso le he dicho [a Barrado] tú me llamas a mí por este tema, o por el 
otro y yo te puedo hacer una gestión y te la hago —señala Giménez dispuesto 


a espiar a Método 3 y filtrárselo a la UDEF. 


El 22 de julio de 2009, un día después de la reunión entre 
Cospedal y Villarejo, los responsables de la sede madrileña de Método 
3 recibieron una llamada en la que un efectivo de la Policía Nacional 


comunicaba que iban a realizar una inspección rutinaria: «Los que nos 
dedicamos a esta profesión sabemos que, por ley, estamos controlados 
administrativamente por la Policía. Los investigadores, además, 
llevamos un libro-registro que debe estar a disposición de la Policía 
para su control... El director de la sede de Madrid de nuestra empresa 
les atendió», recuerda Marita Fernández. Los agentes llegaron al 
inmueble y solicitaron la fotocopia íntegra del libro donde se 
registraban todos los contratos de la agencia. 

Al mismo tiempo, un grupo de policías llegó a la sede de Método 3 
en Barcelona. Abrió el director, Francisco Marco, quien los hizo 
esperar mientras llamaba por teléfono al máximo responsable de la 
oficina en Madrid, Antonio Tamarit, al que dijo: «Niégate a que se 
lleven fotocopias y despídelos». A pesar de las presiones, no estaban 
dispuestos a desvelar su listado de clientes. La agencia Mira 
Detectives, propiedad de Julio Gutiez, sufrió la misma situación: «Me 
llamó Barrado y me puso varios expedientes sobre la mesa para ver si 
reconocía alguno», recuerda Gutiez. 

Los agentes hicieron sus registros, pero se fueron sin información 
de las sedes de ambos detectives. Fue entonces cuando Ignacio 
González pasó a utilizar otros métodos. A través de un asesor político, 
personas cercanas a él ofrecieron dinero a Gutiez, así como favores 
políticos a cambio del nombre del cliente. Por su parte, a Método 3 le 
ofrecieron, a través de un intermediario, un contrato de un millón de 
euros con Caja Madrid. Ninguna de las dos agencias cedió al chantaje. 
«Me volvieron a citar por segunda vez en la UDEF», narra Gutiez a los 
autores. Había llegado el momento de que Villarejo entrara en escena. 


«Villarejo me intentó acojonar» 


La reunión de Julio Gutiez con la UDEF resultó tan infructuosa que el 
detective recibió una llamada de Rafael Redondo, mano derecha de 
José Manuel Villarejo. Lo citó en la oficina de Cenyt en Torre Picasso 
con la excusa de una supuesta contratación para hacer investigaciones 
en Latinoamérica. Gutiez pensó desde el principio que se trataba de 
una trampa, pero le pudo la curiosidad: «Primero me reuní con Rafael 


Redondo, hasta que poco tiempo después apareció Villarejo», explica. 
«¿Para quién trabajas en Colombia?; ¿Cuánto pueden valer los 
informes que se han hecho sobre Ignacio González?; ¿Me puedes 
mandar un presupuesto para hacer una investigación en Colombia?». 
Gutiez no picó. «Me intentaban acojonar, pero yo no iba a traicionar a 
mi cliente». Por su parte, Marco escribió una serie de cartas al 
Ministerio del Interior quejándose de las formas de los policías que 
habían estado en su despacho. 

La respuesta de Ignacio González fue inmediata y lo hizo a través 
de los medios de comunicación. Regó con dinero distintas 
publicaciones afines para construirse una coartada y descargó la 
responsabilidad de todo lo ocurrido en Colombia a la agencia de 
detectives Método 3, que nada tenía que ver con el asunto. Las 
informaciones recurrieron a la manida falacia villarejesca de que la 
fundadora de la agencia, Marita Fernández, y el hermano del ministro 
del Interior, Alejandro Pérez Rubalcaba, mantenían una relación 
íntima. Daba igual que, como ha demostrado este libro, fuera falso. Al 
estilo de la propaganda totalitaria, González fomentó el mantra de que 
«una mentira repetida mil veces se convierte en verdad». O eso creía 
él, ya que la propia historia, tan asentada en los cimientos de la 
tragedia griega y viceversa, siempre guarda una catarsis a la vuelta de 
la esquina para que el desorden radical vuelva a engendrar el orden y, 
de esa manera, cada uno ocupe el lugar que merezca. El de González, 
en concreto, sería entre los muros de la prisión de Soto del Real en 
2017. Lugar del que solo pudo salir tras poner una parte sustancial de 
su personalísimo milagro de los panes y los peces: los 400.000 euros de 
fianza que pedía el juez de la Operación Lezo, Manuel García 
Castellón. 


Los barones y el PP 


Antes de acabar en la cárcel, Ignacio González no reparó en medios 
para sostener su inocencia, consciente de que era la única forma de 
permanecer en política y, de paso, mantener el ritmo que lo había 
llevado a vivir como un millonario, a pesar de que no tenía más 


empresa que su nómina. La Policía reconoció que «no puede 
determinarse de ningún modo que la mercantil Método 3 y el Sr. 
Marco están vinculados al dosier de 69 páginas comprensivo de datos 
que afectan a la intimidad de Ignacio González y su entorno familiar». 
No obstante, y según señaló un portavoz del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid citando al propio magistrado Adolfo Carretero, 
Ignacio González presentó una solicitud para «que se averiguara aún 
más sobre ese caso, principalmente quería saber quién pagó a esos 
detectives». 

De manera sorprendente, dada la dudosa lógica procesal del 
movimiento210, el juez instructor del Juzgado n* 47 de Madrid, 
mediante oficio de fecha 20. 1. 12 y n* Identificación 
28079-2-00-26-076/2009, quitó la competencia sobre la investigación 
a los agentes de la UDEF para asignársela al comisario Enrique Barón. 
Villarejo escribió sobre el tema: «A los pocos días de ser nombrado 
Enrique Barón como Comisario General de Información, 
aprovechándose de que había sido hasta ese nombramiento su 
subordinado como responsable de seguridad en la Comunidad de 
Madrid, le pidió que en su nombre hiciera una serie de gestiones en 
Colombia, para intentar así manejar una situación que de una u otra 
manera le preocupaba... Coincidiendo con este cambio, se detectan 
intentos para borrar del registro del Hotel Sofitel de Santa Clara, de 
Colombia, los nombres de todos los españoles que se hospedaron entre 
el 28 de agosto y el 2 de septiembre de 2008. En el referido hotel, 
casualmente, dos clientes del mismo, blanqueadores de dinero de la 
droga de nacionalidad española, sometidos a control permanente por 
todas las agencias mundiales antidrogas, en especial la DEA, LRR y 
MFM, ambos vinculados al Cártel de Cali, entraron y salieron los 
mismos días que González, esto es, estuvieron entre el 28 de agosto y 
el 2 de septiembre de 2008». Barón señala: «Jamás he recibido una 
información procedente de Villarejo que hubiera tenido un resultado 
operativo». La relación entre ambos se había deteriorado a causa de 
González. Barón decidió alejarse profesionalmente de Villarejo. 

En apariencia, Enrique Barón viajó a Cartagena de Indias y se 
hospedó en el mismo hotel en el que Ignacio González había ocupado 
la suite 423. Por su parte, la mano derecha de González, Ildefonso de 


Miguel, inició una investigación por su cuenta que no llegaría a nada. 
Cuando la Guardia Civil lo detuvo tiempo después, encontraron en su 
poder un esquema en el que intentaba conocer supuestos vínculos del 
director de Método 3, Francisco Marco, con personas del entorno 
cercano de Francisco Granados. 

«Ni el seguimiento en Colombia ni la investigación sobre él habían 
acabado con González», recuerda a La España Inventada un destacado 
miembro del Partido Popular. Esa labor quedó reservada para José 
Manuel Villarejo, que convertía a amigos en enemigos con la facilidad 
que cambiaba de traje oscuro. Una garganta profunda informó al 
policía de que González tenía una vivienda de lujo en Marbella. Fue el 
verdadero principio del fin para el político madrileño. 

Villarejo inició su investigación a partir de la cuenta bancaria que 
su amigo Adrián de la Joya tenía en el Anglo Irish Bank: «Un papel 
guarro, tiene pinta de habérselo dado Villarejo a Gabriel, el policía 
[refiriéndose al ex comisario General de Información, Gabriel 
Fuentes], de una transferencia, presunta, de un millón y medio de 
euros, a una cuenta de un banco suizo... el montaje este», confiesa 
Ignacio González a Eduardo Zaplana. Gabriel Fuentes, en un burofax 
que hizo llegar a Público, aseguró «no haber tenido ninguna 
vinculación, ni con la documentación, ni con la transferencia que se 
indica a un banco de Suiza; no teniendo nada que ver mi persona con 
la noticia que se publica». 

Tiempo después, efectivos de la Guardia Civil incautarían una 
agenda en casa de Ignacio González con las siguientes notas 
manuscritas: «Villarejo me dice que es amigo del marido de Cospedal 
desde hace 30 años y que ayuda a María Dolores y le conoce... un tal 
Benjamín Martín Vasco [exalcalde de Arganda del Rey y exdiputado 
del PP] ha declarado que yo estoy implicado en Giirtel y que sería 
bueno que yo le diera un recibo de pago», apunta el propio González 
sobre del ático Marbellí. Añade: «M? Dolores [de Cospedal] pacta con 
Rubal [Alfredo Pérez Rubalcaba] y ahora mantiene a Olivera en UDEF 
para hacer otras cosas», algo que Rubalcaba desmintió. 

Hoy en día, Ignacio González está en libertad condicional después 
de que la Policía le descubriera una fortuna de millones de euros que 
presuntamente escondía en cuentas de Panamá e inmuebles de 


Colonia. Ese dinero, que presuntamente procedería del saqueo del 
Canal de Isabel II, lo llevó a hacer numerosas preguntar retóricas 
sobre la trama política y policial que estaba detrás de las revelaciones 
sobre su ático. Revelaciones que también dejó por escrito: «¿Como 
QUIÉN LO PAGA ¿Qué sentido tiene eso si fue ella [Cospedal] quien 
me puso en la Ejecutiva Nacional? ¿Hay polis en la UDEF que para 
joder a [el comisario José Luis] Olivera y su trabajo disparan contra 
mí y por qué? ¿Quién les paga y consiente investigaciones no oficiales 
paralelas? ¿Por qué Paco [Granados] sabe y agita todo esto y qué 
relación tiene con ellos?». «Esta es una guerra en la UDEF que hay que 
parar!!». La respuesta a todas sus preguntas las tenía Villarejo. 


La tumba de González 


La ambición fue la tumba de Ignacio González. Quería parecer más de 
lo que era y eso nunca sale gratis. Sobre todo, cuando un cargo 
público como él construye, aparentemente, un imperio personal a 
costa del dinero de todos los ciudadanos. El ático de Estepona solo era 
un detalle más, pero un detalle demasiado oneroso como para pasar 
desapercibido211. El director adjunto operativo (DAO) de la Policía 
Nacional, Miguel Ángel Fernández Chico, «recibió en su despacho al 
comisario de Marbella, Agapito Hermés de Dios y a Pepe», informan 
desde el entorno de José Manuel Villarejo. Fernández Chico y Villarejo 
dieron dos órdenes claras: había que investigar «discretamente a 
Ignacio González» y solo ellos debían ser informados de las 
investigaciones. 

El nombre del político madrileño estaba relacionado con la trama 
Giirtel y con un pelotazo urbanístico. Esos dos indicios y la traición de 
un compañero de partido que lo acusaba de cobrar mordidas fueron 
impulsos suficientes para concretar la defunción política y social de 
González. El comisario Agapito Hermés se rodeó de un reducido 
equipo de policías. Todos discretos, todos de plena confianza. El 14 de 
agosto de 2011, el portero de una urbanización de lujo les reveló que 
Ignacio González tenía un piso allí. También lo confirmaron Isabel y 
Pedro, empleados de la gestoría Golf Valley Administraciones, 


encargados de administrar la urbanización La Alhambra. 

Unos meses antes de que los policías destinados en Marbella 
consiguieran esa información, Villarejo había enviado un correo 
electrónico a Agapito Hermés: «Coincidiendo con el viaje del 
vicepresidente de la Comunidad de Madrid a Colombia, se detectó su 
presencia en un inmueble de una urbanización de Marbella, aduciendo 
a amigos y vecinos del lugar que la relación con dicho inmueble era 
por un alquiler con opción a compra. Aunque su esposa adquirió todo 
el mobiliario de alta gama, dando la impresión de que actuaba como 
si en realidad fuera de su propiedad». Villarejo añade que la UDEF 
«tuvo conocimiento de una red de individuos dedicados al tráfico de 
influencias ante funcionarios de la Comunidad Autónoma de Madrid y 
determinados Ayuntamientos, radicados en el entorno de Ignacio 
González»212. Según la nota informativa de Villarejo: «Ya en 2009, el 
Juzgado de Instrucción número 11 de Madrid, inició una causa, cuya 
referencia policial consta como diligencias número 6480/09. Se trató 
de la investigación sobre un asunto que surgió en Colmenar de Oreja 
entre mayo-junio de 2007, donde la alcaldesa fue al parecer 
condicionada por Ignacio González a que favoreciera una 
recalificación a Martinsa, llevando las negociaciones por parte de la 
constructora un tal Juan Carlos Martín Rodríguez». El nombre de Juan 
Carlos Martín saltó a los medios en marzo de 2009. El diario Público, 
con el dosier de 69 páginas que se había atribuido a Método 3, 
desveló que Martín era el profesor de pádel de González y que 
aprovechaba su cercanía con algunos políticos para negociar contratos 
públicos. Sin embargo, un auto del 3 de mayo de 2010 sobreseyó la 
causa. 

Un año después, el 11 de julio de 2011, Villarejo informó a la 
Dirección General Adjunta (DAO) de la Policía, mediante una nota 
informativa, sobre la existencia de un ático que González había 
comprado en Marbella y su relación con otras corruptelas. En ese 
informe figuraba una gran cantidad de datos sobre el inmueble. 
Villarejo señalaba que «inició sus pesquisas y avanzó entonces que 
había una conexión entre un viaje que realizó González en 2008 a 
Colombia y el citado pelotazo urbanístico». Según el sumario judicial 
de la causa, esa operación pudo generar una comisión de quince 


millones de euros de la que se habrían beneficiado el alcalde de 
Arganda, Ginés López —imputado en Gúrtel— los cabecillas de la red 
y el propio Ignacio González. De acuerdo a la información que 
descansa en los juzgados, el ático había sido el pago en especies de esa 
comisión. Además, habría otra parte en metálico. 

Villarejo explicó en sede judicial que su información determinó la 
existencia «de unos pagos por un alto importe, calculado mediante la 
repercusión por metro construido conseguido con la recalificación. 
Según consta en la causa, los pagos se hacían a colaboradores de 
Ignacio González, que recibía en bolsas de plástico el dinero en 
efectivo, la mayoría de las veces en el Hotel Eurobuilding y también a 
la alcaldesa, que al saberse investigada, abandonó precipitadamente la 
política, no sin antes aumentar de forma significativa su 
patrimonio...». El comisario prosiguió: «Entre el entramado societario 
destacaba una firma llamada Preston Child y como conseguidores de 
Ignacio González entre otros un tal Á. C., realizando movimientos de 
capitales a través del Barclays Bank y otras entidades. En su momento, 
colaboradores informaron que parte del efectivo que conseguían, se 
guardaba en cajas de seguridad del BSCH, a nombre de diversos 
colaboradores de Ignacio González y que periódicamente se reunían 
para repartir cuando estas estaban llenas». 

Ignacio González jamás fue juzgado por ese asunto. De hecho, y 
con los rumores sobre sus actividades haciéndose cada vez más 
presentes, acudió al comisario Enrique García Castaño, quien recuerda 
que «González estaba indignado porque unos periodistas le habían 
preguntado sobre la adquisición del ático de Estepona». García 
Castaño le recomendó que «hablara con su asesoría jurídica» y le dijo 
«que se lo comentaría al DAO». No obstante, en varias conversaciones 
mantenidas con Públicoz13, el comisario García Castaño aseguró: «La 
cita con Ignacio González la monto yo, para que te quede a ti claro. 
Ignacio González es amigo mío... Yo monto una reunión hace cuatro 
años con Ignacio González porque el hombre, entre otras cosas, estaba 
preocupado. Le dije “habla con tu asesoría jurídica o yo, que conozco 
a un comisario que es experto en estas cosas, te lo traigo y hablas con 
él». Y eso es lo que hice y a mí no me ha llamado chantajista». 

La reunión que propuso Enrique García Castaño con un comisario 


experto en estas cosas fue en realidad con Villarejo y se produjo el 20 
de noviembre de 2011. Esa mañana, Ignacio González llegó pasadas 
las 11.00 horas a una cafetería situada entre la Puerta del Sol y la 
calle Mayor. Caminó con tranquilidad hasta la primera planta del bar, 
donde esperaban Villarejo y García Castaño. Antes de sentarse con los 
policías, una súbita incomodidad se instaló en el rostro de González, 
que saludó con azorada cordialidad a dos miembros de su gabinete 
que tomaban café en la mesa de al lado. Cuando terminó, fue hacia el 
lugar donde lo esperaban. González miró al hombre que acompañaba 
a García Castaño, pero en un primer momento no supo de quién se 
trataba. Villarejo, por su parte, se había guardado una grabadora 
digital de la marca Sony en la americana y esperaba al político 
dispuesto a sacarle tanta información como fuera posible y que 
quedara grabada para siempre: «Debía un favor a un político 
madrileño que odiaba a González», dice sobre Villarejo un ex 
consejero de la Comunidad de Madrid. 

Después de las presentaciones pertinentes por parte de García 
Castaño, empezó la charla. 


—El americano  —dijo Villarejo acabadas las 
presentaciones, en relación al testaferro mexicano Rudy 
Valner, que adquirió el dúplex de la urbanización La 
Alhambra del Golf en mayo de 2008, sin tan siquiera verlo 
y tras visitarlo dos veces la mujer de González—, es una 
sociedad pantalla que se ha montado —afirmó en 
referencia al empresario que supuestamente había pagado 
a González una comisión, algo por lo que está siendo 
investigado y nunca ha sido condenado —porque era muy 
descarado decir toma el ático para ti. 


Villarejo pretendía ganarse su confianza y obtener los documentos 
que sus compañeros de la Comisaría de Marbella necesitaban para 
cerrar la investigación contra el político y, por eso, se los pidió 
aduciendo que era la mejor forma de acallar los rumores, a lo que 
González, finalmente, dijo: 


—Ya, el tema es que si sale... eso es lo que yo no quiero. 

—Tienes mi teléfono, aunque a través de Enrique [García Castaño] 
me localizas —le dijo Villarejo casi al final del audio. 

García Castaño que, hasta ese momento escuchaba más que 
hablaba, interrumpió: 

—Por teléfono no es nada seguro, ¿eh? 

—Por eso, me lo iba a apuntar aquí —afirmó González señalando 
su móvil—, pero me lo voy a apuntar aquí mejor —concluyó tras coger 
una servilleta. 

—Me dices: «Soy tu primo Iñaki» y nos vemos. Como dice Enrique, 
si quedamos los tres, mejor. Pero si por alguna razón él está de viaje: 
«Oye, Pepe, pom». Yo la semana que viene me tengo que ir, por eso es 
una oportunidad cojonuda de que cuando vuelva digas: «Tengo una 
información, contar una historieta, tirar balones fuera y ya está» — 
afirmó para ganarse su amistad—. En lo que a mí respecta, ya lo sabes, 


somos troncos y a tomar por culo, macho. 


Minutos más tarde, se despidieron discretos, pero cordiales. 
Cuando los comisarios se quedaron solos, comentaron: «Está más 
pillado que la polla; está cagao». Unas horas después, Villarejo volcó 
todo el contenido de la conversación en un ordenador externo. 
Posteriormente, trasladó la información a un pendrive que entregó a su 
superior, Fernández-Chico. «Son los pendrive que suelo utilizar cuando 
tengo que aportar una grabación de interés», explicaría años más tarde 
en sede judicial. 

González no caería con tanta facilidad como pensaba Villarejo. Sin 
embargo, había empezado una nueva era en el Cuerpo Nacional de 
Policía, la era de lo que algunos denominarían como la policía 
patriótica. 


205. Inda, Eduardo; Cerdán, Manuel. Entrevista exclusiva a Villarejo. OK 
Diario (25 de junio de 2017). 


206. Conversación entre Ignacio González y Eduardo Zaplana grabada en el 
despacho del primero el 19 de enero de 2017 y que la Unidad Central 
Operativa (UCO) de la Guardia Civil transcribió en uno de sus informes del 
caso Lezo. 


207. Las adjudicaciones que se detallan en el dosier eran las realizadas por el 
Canal de Isabel II a dos empresas del entorno de González; a diversas obras 
en carreteras autonómicas; una adjudicación sobre el campo de golf de 
Chamberí a un empresario que «resultó ser socio de un cuñado de González 
en otra sociedad»; una irregularidad que se imputa en la plaza de toros de Las 
Ventas y otros chanchullos en el entorno del entonces vicepresidente de la 
Comunidad. El 16 de febrero el diario publica que «González benefició a la 
firma de su profesor de pádel» inyectándole 1,3 millones a través de la 
sociedad de capital riesgo de la Comunidad. El periódico también focalizaba 
el asunto en Pedro Antonio Martín Marín, exsecretario de Estado de 
Comunicación, quien «despachó a diario con Ignacio González y que una de 
las hijas de aquel trabaja en la Fundación del Canal de Isabel ID». 


208. El gerente escribió un correo electrónico a Edmundo Rodríguez, número 
dos de González en Latinoamérica. Bajo el asunto «Archivos solicitados» 
escribió: «Estimado Edmundo: Anteriormente te mandé tres correos con los 
archivos que me pediste, pero algunos no pudieron pasar por su tamaño. Te 
estoy enviando la forma de poder acceder (...), por favor déjame saber en el 
momento que hayas cargado los archivos para proceder a borrarlos 
inmediatamente». «Treinta personas fueron identificadas con nombre, 
apellido, documento de identidad, número de habitación donde se alojaron 
entre el 29 de agosto y el 1 de septiembre de 2008 y las horas de check in- 
out», le informan los detectives. 


209. El jefe de Barrado era José Luis Olivera con el que no se llevaba bien. El 
propio Olivera le dirá a Barrado, según este último, cuando la jueza 
encargada del caso les deniega alguna intervención telefónica, que «lo tenía 
todo arreglado con el fiscal Manuel Moix», entonces jefe de la Fiscalía 
Superior de Madrid. «Ellos dos hablaban todos los días para controlar la 
investigación del caso», y enseguida le quedó claro que «Olivera estaba 
hablando con los malos... Incluso en una ocasión la jueza nos citó muy airada 
cuando se enteró de que Olivera había comido con los abogados de los 
denunciados». Barrado creía en la inocencia de los empleados de la 
Comunidad y consideraba que aquello era una componenda de los políticos 
con los detectives. 


210. Periodista Digital (25 de abril de 2017). 


211. Nunca se ha podido probar judicialmente que la propiedad del ático de 
Estepona fuese de Ignacio González. 


212. De dichas actuaciones conoció el Juzgado de Instrucción n.* 11 de 
Madrid, DIL 6480/09 y registro UCIC n.2 C/00627/09 y, aunque todo 
quedaba probado, se sobreseyó. 


213. Público (3 de febrero de 2016). 


Capítulo 26 
Los patriotas 


España se salvará por la oración. 


Jorge Fernández Díaz, Ministro del Interior 


Nadie se tomó muy en serio el término green shoots («brotes verdes» en 
español) hasta que lo pronunció el presidente de la Reserva Federal 
(FED), Ben Bernanke, en marzo de 2009. A pesar de ello, se convirtió 
en un mantra global que permitió a los principales mandatarios 
internacionales disimular su incapacidad de poner soluciones a una 
crisis económica que devoraba las entrañas físicas y mentales de 
millones de ciudadanos en todo el mundo. En España, el Gobierno de 
José Luis Rodríguez Zapatero no solo hizo una exhibición inaudita de 
cómo destrozar una de las economías más potentes de Europa, además 
se apropió de la vacuidad del término y lo adaptó convenientemente 
para que el ridículo se circunscribiera con personalidad propia al 
ámbito nacional. En mayo de 2009, la ministra de Economía y 
Hacienda, Elena Salgado, dijo: «La situación económica está teniendo 
algunos brotes verdes y hay que esperar a que crezcan». 

Esos brotes verdes nacieron muertos. Con el mundo sumido en una 
profunda recesión, España estaba al borde de la ruina. En junio de 
2010, The Economist representó a nuestro país en una de sus 
principales viñetas, que ilustraba el artículo «The pain in Spain» (“El 
dolor en España”). En ella aparecía un picador escuálido ante un toro 
gigante que bufaba con los ojos inyectados en sangre, al tiempo que 
portaba en su lomo la siguiente inscripción: Public Spending. Tras años 
de «dispendio público», como denunciaba el artículo, nuestro país se 
había convertido en un yonqui del dinero comunitario. La palabra 
«rescate» comenzó a convertirse en parte del vocabulario común de 


todos los ciudadanos, igual que «prima de riesgos», «puntos básicos» o 
«default». 

Los españoles empezaron a comprobar que la supervivencia en el 
futuro inmediato pasaba por una vida amputada por recortes 
laborales, sanitarios y educacionales. La indignación ante la realidad 
del contexto tomó las plazas y calles de todo el país. El paisaje 
cotidiano se llenó de desempleados, colas del hambre, desahucios y 
miles de jóvenes que dejaban el país para, en muchas ocasiones, ser 
los camareros más cualificados de Europa. Las manifestaciones cada 
vez eran más numerosas y pasaron a ser permanentes. El epicentro de 
las reivindicaciones fue la Puerta del Sol de Madrid. El 19 de mayo de 
2011, The Washington Post llevó aquellas movilizaciones a su portada: 
«A spring of frustration in Spain». Esa primavera de la frustración en 
España tuvo dos nombres con el mismo significado: movimiento 15-M 
o movimiento de los Indignados. Las concentraciones del 15 de mayo 
del 2011 fueron el inicio oficioso de unas acciones que nacieron sin la 
injerencia de la política profesional. No obstante, no tardaron en ser 
fagocitados por los que querían sacar rédito político. 

España empezó a conocer entonces algo que aún le era ajeno: el 
populismo. Soluciones sencillas a problemas complejos. Canciones de 
otro tiempo. Discursos nuevos que sonaban a demasiado viejos. De 
aquella crisis surgió con fuerza Podemos y como reacción a la 
irrupción de este partido acabaría apareciendo con el paso de los años 
la otra cara de la moneda: Vox. 

Ante el estupor de aquella España que deambulaba de ruina en 
ruina, PSOE y PP llegaron a un acuerdo exprés para reformar la 
Constitución española. Lo que durante más de treinta años pareció 
algo prohibido se consumó en solo un mes —antes de que llegara el 
otoño de 2011— y sin que mediara referéndum alguno. Zapatero y 
Rajoy propiciaron la sumisión de España al Banco Central Europeo y 
al eje franco-alemán. Dijeron que era la solución «menos mala» para 
salvar España de una intervención segura. Zapatero, otrora defensor 
de los derechos sociales, se vanaglorió de ponerse a la vanguardia de 
los países europeos que aplicaban los recortes más duros: «Todos 
sabemos que esto [la reforma constitucional] no va a arreglar el 
desempleo ni la crisis, pero es un buen camino». El presidente del 


Ejecutivo añadió: «Hagámoslo con naturalidad». Y con «naturalidad» 
culminó el desastre económico que definió su mandato. 

El desastre que dejó Zapatero provocó que el candidato del Partido 
Popular, Mariano Rajoy, lo desbancara de La Moncloa tras ganar las 
elecciones generales del 20 de noviembre de 2011 con más de diez 
millones de votos y 186 escaños. Rajoy recordó esos días en su libro 
de memorias214: «Estaba muy claro que íbamos a gobernar España y 
que lo haríamos en unas condiciones muy difíciles. Una vez más se 
nos iba a otorgar la confianza para rescatar a España del paro y la 
desesperanza». Evitar la quiebra era la obsesión del momento en todos 
los niveles de las distintas estructuras del Estado a excepción, eso sí, 
de una facción pequeñísima, pero altamente nociva, de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado. Agentes metidos a empresarios que 
hacían de sus objetivos particulares, y de la ambición por 
conseguirlos, el modus vivendi de cada una de sus acciones. 


Que hable Villarejo 


—Está después que el PP gana o no gana [las elecciones], en fin, la 
clave es..., mi clave política es que hay que ganar dinero (...). Que 
gana el PP las elecciones, pues el rey del mambo —dijo García 
Castaño. 

—De puta madre —contestó Villarejo. 

—Que no gana el PP, pues a la mierda... Pues a buscarme la vida. 

—Hay que aguantar porque ahora... la vida de privada es mucho 
más dura de lo que se cree Gabi [Gabriel Fuentes, comisario que acaba 
de dejar la policía] y ya lo verá —afirmaba Villarejo, consciente de 


que sus servicios de inteligencia iban a ser más difíciles de vender. 


Mariano Rajoy confeccionó un equipo de ministros con marcado 
perfil económico. Entre ellos, se coló Jorge Fernández Díaz para 
dirigir el Ministerio del Interior. Fue el inicio de la llamada «policía 
política», la época de Eugenio Pino al frente de la Dirección Adjunta 
Operativa (DAO), los tiempos de atacar a los contrincantes políticos y 
salvar a los corruptos propios. Tiempo de patriotas, dijeron. 


Que hable Villarejo 


El ex comisario se hallaba el 12 de enero de 2018, sentado frente al 
juez, clamando su sentimiento patriótico con un enfado cada vez 
mayor. 

—Yo me siento muy orgulloso de ser patriota. (...) Yo no he 
cobrado nada a mi país. Yo pagaba. Pagaba los gastos, los 
desplazamientos, yo pagaba todo. Solamente me han pagado muy 
pocos fondos reservados para determinados informadores, que les 
pedía recibos. Todo el resto, cuando he ido a Arabia Saudí, a Omán, a 
los Emiratos, a Somalia, a Afganistán, a todos esos sitios, mi dinero. 
Porque entendía que era mi obligación. Me siento patriota. 

—e¿Y todas esas actividades?, si usted no sabe inglés... —le 
interrumpió el fiscal con extrañeza. 

—Cola-colaboradores. Hay cosas de esas, señor fiscal. Hay 
colaboradores. Mi inglés es de superviviente, pero siempre que voy a 
algún sitio he llevado colaboradores. 

—Entonces, si necesitaba intérprete o colaboradores lo sabía 
mucha gente. En cambio, a nosotros no nos quiere dar información 
porque califica su trabajo como secreto. Por otro lado, si usted pagaba 
con su dinero, la pregunta es: ¿qué ganaba usted? —preguntó el fiscal. 

—Para mí es una gran satisfacción servir a mi país. Me siento muy 
orgulloso de ser español y de servir a los intereses de mi país. 

Posteriormente, le preguntó su abogado: 

—Un medio de comunicación publicó la lista de sus empresas. ¿Le 
abrieron algún expediente? 

—En absoluto —contestó Villarejo. 

—¿Y el señor ministro [Jorge Fernández Díaz] de entonces? 

—En absoluto. Creo recordar además que hizo un alegato, un 
panegírico hacia mí, que yo había hecho cosas importantes y tal. Cosa 
que yo le agradecí siempre, y por eso luego le fue tan mal al pobre 


hombre. 


Patriot Act 


La Navidad de 2011 fueron fiestas de la carencia, celebraciones de la 
merma. Realidad bañada por la incertidumbre torrencial que se 
derramaba por tiendas y grandes almacenes, por mercados, comercios, 
bares, restaurantes y oficinas, donde cada vez había más espacio libre 


y menos trabajo. El Gobierno utilizó el Sorteo de El Gordo para 
adelgazar el déficit. Por no tener, los españoles no tenían ni derecho a 
la suerte, lastrada por el pago de impuestos. Nuestro país había 
cambiado de acera política tras dos legislaturas del PSOE, pero el 
cambio efectivo, si se producía, tardaría en llegar. Mariano Rajoy y su 
equipo eran conscientes de que tenían mucho que hacer y poco que 
celebrar. El ministro del Interior, Jorge Fernández Díaz, era uno de los 
que más acusaba el cansancio del estreno, según las confesiones de 
algunos de sus colaboradores. Cada vez que llegaba a su vivienda de 
lujo en el barrio barcelonés de Sarriáz15 sentía que la fatiga y los años 
constituían un peso que se acumulaba en su espalda y le entumecía las 
piernas. Ni siquiera el hecho de llevar una cartera tan importante era 
estímulo suficiente para soslayar los estragos que el agotamiento causa 
en los hombres de conciencia severa. 

Fernández Díaz tenía en su poder varios informes sobre Eugenio 
Pino. No había nada que le desagradara de él y tras las fiestas pensaba 
nombrarlo director adjunto operativo (DAO) de la Policía Nacional. 
Con Pino compartía devoción religiosa, condición sine qua non para 
formar parte del currículo de colaboradores de Fernández Díaz. 
Además, Pino poseía una trayectoria sin mácula: inició su carrera en 
1995 como analista en la Comisaría General de Información, fue jefe 
de Unidades de Intervención hasta 2004 para posteriormente dirigir la 
Comisaría Provincial de Huesca, y cuando en 2008 fue nombrado jefe 
de brigada de la Dirección Adjunta Operativa creyó que había llegado 
a su cénit. Sin embargo, Fernández Díaz confió en él para que fuera la 
cabeza visible de un cuerpo tan importante como la Policía Nacional. 

El gran valedor de Eugenio Pino en el Partido Popular era Ignacio 
Cosidó, quien a su vez se había convertido en el candidato más claro a 
ser el nuevo director de la Policía. De su mano, Pino llegó a Fernández 
Díaz y este confió en él, a pesar de que la amplia experiencia del 
policía se circunscribía a un solo radio de acción: los antidisturbios. 
No obstante, la dureza de carácter fue algo que los unió rápidamente. 
Un amigo del hoy exministro recuerda una conversación con él. 

—¿Qué se dice por Madrid sobre Artur Mas? —le preguntó a 
Fernández Díaz. 

—Lo de siempre, la verdad. El próximo mes se reúne con el 


presidente del Gobierno y arreglarán todo. CIU apoyará al PP en 
Madrid y nosotros les ayudaremos a ellos en Cataluña. Ahora es un 
momento difícil para todos y los socialistas nos han dejado un país en 
la ruina. Es hora de arrimar el hombro. 

—Ya, pero tú sabes que los nacionalistas siempre quieren más 
autonomía y más dinero para Cataluña. 

—NOo hay dinero para nadie —zanjó la conversación el ministro. 

Después hablaron sobre ETA y sobre la crisis económica que 
anegaba España, pero antes de que terminara la conversación, su 
amigo le dijo algo que no olvidaría: 

—Por cierto, ese tal Eugenio Pino, al que nos has comentado que 
vas a nombrar director adjunto de la Policía. Un hombre que proviene 
de los antidisturbios... 

—Sí —le confirmó extrañado Fernández Díaz. 

—Me parece que te equivocas. Ahora España no necesita mano 
dura, sino paz social. 

Equivocado o no, Fernández Díaz tenía muy claro su pensamiento, 
y así lo revela en un mensaje textual de WhatsApp inédito hasta la 
fecha: «Dios permite el mal para sacar un bien mayor... aunque no sé 
si en esta ocasión ha pasado el plazo. Sabes que Luis XVI hizo la 
Consagración al SCJ ya en el Tempke en 1792... había pasado el plazo 
de 100 años para evitar la revolución». Aquellas frases, tanto en 
persona como a través del móvil, se convirtieron en sentencias. Poco 
después, los caminos de Jorge Fernández Díaz y José Manuel Villarejo 
se cruzarían: 

«Yo salía del ministerio, pero antes tenía que comentar algo a un 
colaborador mío que vi que estaba hablando con una persona que, al 
acercarme, me saludó: “Señor ministro, a sus Órdenes, soy el comisario 
Villarejo”. Cruzamos un simple apretón de manos de cortesía y me 
despedí. La segunda vez que vi a Villarejo fue el 2 de junio de 2016, 
día en el que, como el DAO, Eugenio Pino, se jubilaba el 23 de junio, 
el penúltimo día de campaña, y yo iba a estar entonces en Barcelona 
de campaña electoral, me pareció oportuno, antes de meterme en 
aquella vorágine, ofrecerle el tradicional almuerzo de despedida de su 
carrera profesional después de sus casi cuarenta años de servicio. A 
aquella comida asistieron los miembros del Consejo Asesor de la 


Policía Nacional y los altos cargos del Ministerio. Al ir saludando a los 
asistentes, recuerdo que Villarejo, vestido de paisano, me volvió a 
saludar en parecidos términos que la primera vez. Aquellas fueron las 
dos únicas ocasiones en las que tuve algún contacto con el comisario 
Villarejo», señala el exministro del interior215. En todo caso, añade: 
«Fui el décimo ministro del Interior que tuvo a sus órdenes al 
comisario Villarejo. Cuando me fui, él ya estaba jubilado, pero, 
mientras estuvo en activo, se mantuvo en el mismo puesto en el que 
estaba. Cuando llegué, estaba adscrito a la Dirección Adjunta 
Operativa de la Policía Nacional, y ahí se mantuvo hasta el final. 
Nunca tratamos asunto alguno, pero eso no impidió que se me acusara 
sin base de todo tipo de complicidades»217. 
Villarejo desmiente las palabras de Fernández Díaz en sus audios. 


Habla Villarejo 


—Ahora mismo llevo cinco teléfonos conmigo. Un día el ministro 
actual [Jorge Fernández Díaz], que es muy tonto, me dijo: «Comisario, 
me ha dicho el Secretario de Estado, que le ha llamado a las diez de la 
noche y no le ha cogido el teléfono». Y le contesté: ¡Claro! Mire usted, 
si quiere tener una mente que analice la información, necesito 
reciclaje. Además, tengo familia y esas cosas. Si es una emergencia... 
Pero si es la segunda vez que me han llamado para una soplapollez 


porque usted tenía dudas, pues es lo que hay. 


Pérdida de confianza 


19 de junio de 2012. En la Dirección General Operativa de la Policía 
Nacional, el número dos del Cuerpo, Eugenio Pino, escuchó exultante 
lo que le dijeron desde el otro lado del teléfono. Ignacio Cosidó, el 
director general de la Policía, había presentado las líneas generales de 
un plan que le permitiría controlar la Inteligencia policial y coordinar 
la Unidad de Planificación Estratégica y Coordinación (UPEC), bajo 
cuyas siglas se ocultaron los espías de la Policía Nacional: la División 
de Inteligencia Estratégica y Planificación, un órgano de «captación, 
recepción, tratamiento y análisis de la información». 


Pino citó a Villarejo y al comisario Martín Blas en su despacho en 
cuanto terminó de hablar con Cosidó. «Os vais a hartar el uno del otro 
—les dijo Pino socarrón a sus subordinados—, llevaros bien porque 
tendréis que pasar mucho tiempo juntos». También habló a los 
mandos policiales en estos términos: «El ministro no quiere tener un 
nuevo problema como la investigación privada de Ignacio González, la 
del ático de Estepona, las filtraciones de la Giirtel o los papeles de 
Bárcenas y, de paso, quiere allanar el terreno con información contra 
el gran problema que se avecina: la deriva catalanista del CIU y el 
nacimiento de Podemos». 

Tiempo después, Pino dijo de Villarejo: «Pepe es un hombre que te 
vendrá muy bien porque está arraigado en la sociedad, en la 
estructura económica de la ciudad y siempre los políticos te preguntan 
cosas y este te puede resolver los problemas». Según otro comisario, 
en este caso Enrique García Castaño, Pino no quería a Villarejo, algo 
cuanto menos curioso si tenemos en cuenta que lo puso al frente de la 
Inteligencia «para borrar determinadas cosas y para proteger al PP».218 
«Pino es un cretino que me deprime. Es el perfil que quieren los del 
PP», apuntilla en uno de sus audios. 

Sobre el papel, el diseño de los policías a cargo del PP era perfecto 
para defender sus intereses: Eugenio Pino, hombre duro de botas 
lustradas y puño apretado que había pasado su vida al frente de los 
antidisturbios, justo lo que el Ministerio del Interior consideraba 
necesario para «salvar la unidad de España»; Marcelino Martín Blas, 
cabeza pensante y poseedor de fuentes con información sensible, 
dinero de fondos reservados, pisos francos, vehículos con matrículas 
indetectables y demás material que requerían para su misión; y José 
Luis Olivera,219 responsable de la UDEF y elemento clave para 
judicializar la información. Villarejo solía decir: «Los espías de Interior 
captan la información, y luego se la pasan a la UDEF para que la 
trabajen». Él sería el encargado de facilitar identidades operativas y 
sociedades pantalla. Todo ello, coronado por Enrique García Castaño, 
máximo responsable de la Unidad Central de Apoyo Operativo 
(UCAO) de la Comisaría General de Información, departamento 
encargado de hacer seguimientos, escuchas, grabaciones y demás 
cuestiones dedicadas al control del Estado. 


Dos eran los objetivos fundamentales de este equipo: la deriva 
independentista catalana y el populismo de extrema izquierda. No 
obstante, además de mandos, necesitaban mano de obra. Para ello 
buscaron a personas de confianza en Cataluña, lugar clave de la 
acción. Se trataba de encontrar buenos conocedores del terreno que 
pudieran señalar objetivos, mantener el contacto con los confidentes y 
encontrar grietas en el armazón del sector secesionista. Villarejo tuvo 
claro un nombre para ocupar esa segunda línea de actuación contra el 
independentismo: Antonio Giménez Raso, policía barcelonés conocido 
como el Bigotes, que pasó a depender de Eugenio Pino. Por otra parte, 
para «controlar» a Podemos eligieron a Andrés Gómez Gordo, policía 
«inteligente y muy preparado» que había asesorado a María Dolores de 
Cospedal cuando era presidenta de Castilla-La Mancha (2011-2015), 
aunque el propio Gómez Gordo y algunos de sus compañeros lo 
desvinculan de la policía patriótica. De esta manera, el equipo 
fundamental estaba montado, cubrían todos los flancos y, en teoría, 
eran prácticamente infalibles. Los responsables de los sindicatos 
policiales criticaron el movimiento del Ejecutivo, ya que consideraban 
que «tienes que ser un mal profesional y tener adherencias políticas si 
quieres llegar a la Junta de Gobierno». El tiempo les daría la razón. 

Una de las primeras órdenes que dio Eugenio Pino durante aquel 
verano de 2012 fue salvar a Ignacio González de la investigación que 
Villarejo había llevado en secreto acerca del ático de Estepona. 
Villarejo se lo tomó como un acto de presión y velada amenaza. 
Durante una conversación con María Dolores de Cospedal, la amenazó 
cuando esta le exigió que «no delatase a nadie»: «¿Cómo que no? Os 
busco la ruina a todos, y el primero al “barbas”, dijo el comisario en 
clara referencia a Mariano Rajoy. Después de eso, Interior no se 
atrevió a tomar represalia contra él y fue Enrique Gómez Ulla, al 
frente de la Comisaría General de la Policía Judicial, el que fue 
destituido cinco meses después de su nombramiento. En su lugar, el 
PP optó por José García Losada, uno de los agentes más prestigiosos 
dentro del cuerpo. Losada ya había ocupado ese puesto en 2002, 
durante el Gobierno de Aznar, para ser sustituido después cuando 
Zapatero alcanzó la presidencia. Desde su nombramiento, Losada se 
mantuvo firme contra cualquier propuesta de blanquear informes del 


caso Giirtel. Tampoco aceptó los borradores de Villarejo que hablaban 
de Artur Mas o que aseguraban que el alcalde de Barcelona, Xavier 
Trías, poseía intereses «a los que sus superiores pretendían colocar el 
sello de la UDEF para presentarlos a los juzgados».220 Mientras tanto, 
Villarejo aprovechó para tomarse unos días de vacaciones en 
Marbella. 


Marbella la nuit 


A finales de julio de 2012, el semanario británico The Economist 
publicó una de sus portadas más icónicas sobre la crisis económica 
que azotaba con especial virulencia el sur de Europa. En ella aparecía 
un toro sangrante repleto de banderillas y sobre él el nombre de 
nuestro país en inglés: «Spain». De la palabra completa se desprendía 
la S y quedaba pain; en español, «dolor». Así nos veía una de las 
publicaciones económicas más influyentes a nivel mundial y así estaba 
nuestro país, transitando con la reputación de un zombi por los 
mercados financieros internacionales, con su valor a precio de saldo y 
unos ciudadanos que apenas podían entender cómo pagaban una 
factura tan elevada por algo que no habían provocado. Al tiempo que 
eso sucedía, Villarejo era más Pepe que nunca en Marbella. Ajeno a 
cualquier preocupación relacionada con la escasez de recursos y 
oportunidades que padecían la mayor parte de sus compatriotas, 
disfrutaba y se olvidaba de todo. 

«Allí veraneaba», recuerda un famoso abogado que lo conoce desde 
hace medio siglo. El letrado es omnipresente en los vericuetos de la 
crónica social: «Yo tenía un barcito en Marbella y Villarejo pasaba por 
allí y si me veía, nos tomábamos algo juntos... Yo creía que estaba 
investigando a Al Assad». Rememora los tiempos en los que Villarejo 
entabló amistad, confidencias y negocios con el traficante de armas 
sirio. Dice desconocer que «Marbella era el centro de operaciones» de 
Villarejo. Apunta que «en Estepona vivía su madre y su hermano 
párroco», que ejercía en la localidad. No obstante, a pesar de ser feliz 
en Marbella, Villarejo sentía profundas contradicciones o, al menos, 
así lo manifestaba cuando ponía su don de gentes al servicio de los 


intereses más mundanos. 


Que hable Villarejo 
Sobre Marbella 


—Marbella es terrible. Es muy mala. Aquello es para ir con un 
lanzallamas, quemarlo todo y hacerlo nuevo. Ahí está Walter Douglas, 
es uno de los mafiosos más importantes. También de jueces: Urquía. 
¿Sabes lo que hace el CNI? Le filma un vídeo al juez. Y yo esa cinta la 
tengo. ¿Sabes por qué no lo saco? Si le dan otra plaza, allí donde esté 
los juicios los vamos a ganar todos. Porque la vida es así. Cuando Al 
Kassar va a destruirlo le digo: un momento. Los moros son así, van de 
puta a puta —afirmó Villarejo intentando ponerse en valor. 


Villarejo volvió a su historial con Al Kassar: 
—Había cuentas en Líbano. Yo y Al Kassar íbamos al 10%. A mí me 


daban un 1 o un 2%. Estaba muy bien. ¿Y qué pasó? Que los yanquis 
no repartieron nada. Los hijos de puta. Esa furgoneta entera que yo vi 
en la esquina de la mezquita de Al Mansur. Cuando yo entrego la 
documentación y con un puto escáner saqué lo que pude. Había 
información sobre armas químicas. Y cuando volví hablé con el CNI y 
le dije: ¿Queréis una copia? No nos compliques la vida. Había una 
cuenta de 200 millones de dólares. El que compra todas las armas yo 
tengo fotos con él y con Al Kassar. 

—Como matan a los ricos y no a los pobres, los ricos tienden a 
contratar a detectives —dijo el letrado—, y no a ese tipo de policías 
que en los años 90 le sacaron todo a uno de mis clientes. Que si 
mañana sales, que si mañana sales. Y se vendió todas las joyas, 
incluido un huevo Fabergé. 

—Nosotros no somos detectives, somos investigadores privados, 
que es un matiz, con todos los respetos —le contestó Villarejo—. 
Hacemos investigaciones complementarias a la oficial. Yo ahora 
termino el doctorado sobre legalidad y legitimidad. Tú enséñame 40 
cosas [40.000 euros] para yo interesarme y el resto a resultado, fíjate 
qué baratito. 

—Hablo con mi cliente y te llamaré —le contestó el abogado. 

Villarejo asintió e hizo ver que le había llegado un mensaje para 


apagar la grabación. «Yo tengo aquí un mensaje que voy a ver de quién 


es» —Y apagó la grabadora. 


«Villarejo controlaba Madrid y Marbella, pero no Cataluña y eso le 
inquietaba», confiesa uno de los policías de la Unidad de Asuntos 
Internos que lo ha investigado en los últimos años. El verano de 2012 
le valió para aleccionar al que iba a ser su hombre clave en la lucha 
contra el independentismo: Antonio Giménez Raso. Le pidió que 
empezara a mover la información contra los que él consideraba 
«enemigos de España». Giménez Raso también tenía la misión de 
controlar la investigación del ático de Ignacio González, que su jefe 
había realizado con el comisario Agapito Hermes de Dios. La misma 
que Eugenio Pino había ordenado parar un mes antes. 

Aquellos policías manejaban los hilos de un país en bancarrota 
donde se amontonaban los movimientos políticos. El verano acabó con 
la primera dimisión de Esperanza Aguirre —vendrían dos más, una 
como presidenta del PP de Madrid en 2016 y otra como concejala de 
la capital de España en 2017—, en la que dijo que era «esencial elegir 
el momento y forma de retirada» y con lágrimas en los ojos anunció 
que dejaba «la primera línea de la política», aunque «no la política». 
Aquella decisión provocó que Ignacio González, acuciado por las 
sospechas que provocaba su ático en Estepona, se quedara al frente de 
la Comunidad. Una antigua dirigente del PP madrileño recuerda que, 
aunque la designación de González se había contemplado tiempo 
atrás, «la investigación sobre el ático que poseía en Estepona hacía 
difícil su nombramiento sin que la oposición lo impidiese». 

El comisario Agapito Hermes de Dios, solo y sin el paraguas 
protector del anterior DAO, Miguel Ángel Fernández-Chico Díaz, 
fallecido en enero de ese año a causa de un cáncer, tuvo la obligación 
de desplazarse a Madrid para reunirse con Eugenio Pino, que lo 
recibió como «si fuese un vasallo». 221 Pino quería parar la 
investigación sobre González para así protegerlo. Protegerlo de 
correos como el que Hermes de Dios había mandado a José Manuel 
Villarejo desde su cuenta personal a las 18.35 horas del 19 de 
septiembre de 2011: «Buenos días amigo. En relación con el pájaro de 
Madrid [Ignacio González], decirte que el ático está a nombre de 
Coast Investor LLC. He echado una ojeada por la red y es una empresa 


norteamericana. También hay tres plazas de aparcamiento a nombre 
de esta empresa. La última vez que se miró en el garaje había 
aparcado un vehículo de la hija del menda. Seguimos haciendo 
gestiones». Villarejo también escribió a Hermes de Dios sobre este 
asunto: 


«Coincidiendo con el viaje del vicepresidente de la Comunidad de 
Madrid a Colombia, se detectó su presencia en un inmueble de una 
urbanización de Marbella, aduciendo a amigos y vecinos del lugar que 
la relación con dicho inmueble era por un alquiler con opción a 
compra. Aunque su esposa adquirió todo el mobiliario de alta gama, 
dando la impresión de que actuaba como si en realidad fuera de su 
propiedad». Tiempo después, el comisario García Castaño aseguraría 
en sede judicial que «él [Villarejo] despachaba directamente con 


Fernández Chico». 


Para cumplir con la parte de la misión que Eugenio Pino le había 
encomendado, el comisario Marcelino Martín Blas presentó un escrito 
en el que, letra a letra, palabra tras palabra, puso en pie un relato que 
exoneraba a Ignacio González de cualquier ilegalidad en la compra del 
ático de Estepona: «Los resultados de la información reservada sobre 
este tema han sido infructuosos, no habiéndose encontrado ningún 
tipo de actividad delictiva en relación con este asunto. (...) La 
información se cerró a primeros de año [2012] al no encontrarse 
indicios de delito por parte de los funcionarios de la Comisaría de 
Marbella». La unidad de Asuntos Internos añadió: «Se deduce, pues, 
que el comisario de Marbella siguió una investigación que había 
iniciado meses antes sin haber informado en absoluto de la misma a 
ninguno de sus superiores y menos aún al director adjunto operativo 
actual». A lo largo del verano de 2012, la Unidad de Delincuencia 
Económica y Fiscal (UDEF) explicó que lo que hizo Agapito Hermes de 
Dios «son comprobaciones ordinarias de Policía Judicial». Los intentos 
de Pino y sus hombres por proteger a Ignacio González chocaban con 
el criterio de la UDEF, que aquel 18 de junio ya había publicado que 
apreciaban «algunos aspectos que inducen a pensar que en la 
operación de compraventa pudiera estar tratándose de ocultar la 
identidad de las personas que ocultaron el inmueble, así como el 


origen de los fondos utilizados». 

Las investigaciones de Hermes de Dios cayeron en desgracia. El 
propio ministro del Interior, Jorge Fernández Díaz, entró en juego y 
las tachó de «ilegales». Todo por salvar a González, a costa de quien 
fuera y por encima de quien fuera, así se retorciera la ética del Estado 
y las palabras se usaran para ocultar los hechos. El castigo a Hermes 
de Dios por el mero hecho de hacer su trabajo no se limitó al 
descrédito, también le abrieron dos expedientes por falta grave. «El 
acoso denunciado por este comisario se tradujo en seis destinos 
distintos en seis años. Además, el propio Ignacio González le llegó a 
denunciar por «revelación de secretos». Una denuncia que fue 
archivada, pero que de haber prosperado, hubiera conllevado tres 
años de prisión, señala OK Diario. 

Villarejo se tomó el verano como un retiro activo. Intentó 
conseguir más información sobre Ignacio González, aunque no lo 
logró. Preguntaba a todos los «madrileños» con contactos que pasaban 
por Marbella, hablaba con el abogado asiduo de la prensa del corazón 
al que de vez en cuando se encontraba en su bar. Este abogado 
recuerda el momento en que conoció a Villarejo en 1979: «Conmigo se 
comportó como un patriota. [Yo] Quería información de uno de mis 
clientes que estaba encarcelado porque conocía a la oposición de Putin 
y no me cobró nada por ayudarme para evitar su extradición». El 
letrado de los famosos se refiere con ello a un mafioso ruso con 
multitud de asesinatos a su espalda: «Nos conocimos en la discoteca 
Cerebro de Madrid. Estaba el todo Madrid allí. Luego nos vimos en la 
boíte Vanity que era lo que estaba a la mode. Vanity era el Bocaccio de 
la gente bien, no de la movida, de la jet set, la gente guapa, de la 
beautiful people... Una tía que me ligué me lo presentó. Se me acercó 
en plan simpático y me dijo que se la había quitado... Luego me pidió 
un favor, nada malo, nada delictivo. Quería hablar con una gente de la 
oposición, de la derecha». 


Operación Escándalo Electoral 


Los primeros doce días del mes de agosto de 2012 estuvieron 


marcados por los Juegos Olímpicos de Londres. Por allí pasaron 
deportistas como Usain Bolt, Kobe Bryant o Michael Phelps. Inspire a 
generation era el lema de un evento que atraía el foco mediático 
mundial. Se refería a la generación de un país en la que los jóvenes 
aún tenían oportunidades de conseguir trabajos de calidad. El mismo 
objetivo con el que llegaron miles de españoles durante aquel verano a 
causa de la crisis que los había expulsado del lugar donde residían sus 
afectos. Mientras una generación entera invertía los pocos ahorros que 
tenía en comenzar una nueva vida a miles de kilómetros de su hogar, 
El Mundo destapaba otro escándalo que resumía la realidad de España. 
Un reflejo certero de la pandemia de corrupción que la había asolado 
durante años y que, enraizada en sus entrañas, se hacía fuerte en 
compañía de la crisis económica: «La banda de Interligare alquiló dos 
pisos en la calle Génova, uno de ellos en el número 15, a solo 12 
metros de la sede nacional del PP. Desde allí, siempre según los 
informes de la policía judicial que cita El Mundo, y con maletines de 
procedencia israelí que podrían haber sido prestados por la propia 
policía, se habrían realizado las escuchas telefónicas». Los 
investigadores policiales elaboraron una nota informativa con fecha de 
9 de enero de 2012 en la que se decía que «por informaciones 
recibidas y no confirmadas ni corroboradas, una de las sedes de la 
empresa Interligare estaba ubicada en la calle Génova frente a la sede 
de un partido político, pudiendo ser utilizada como base para posibles 
interceptaciones telefónicas». 

«Cosidó urdió un falso caso Watergate para intentar perjudicar al 
PSOE con el denominado «caso Interligare”», señaló Villarejo en uno 
de sus escritos para desmentir las informaciones que vinculaban a la 
empresa con la realización de escuchas ilegales en la sede central del 
PP, en la calle Génova. «Durante el mes de septiembre de 2011, 
Cosidó, entonces portavoz de Interior en el Congreso de los Diputados 
por el PP, solo y/o de acuerdo con otros de su partido, ideó un plan 
para alterar el resultado de las votaciones en las elecciones generales a 
celebrar en noviembre. (...) Dio instrucciones precisas a un amigo 
suyo, el inspector de policía Pedro Agudo, al que con posterioridad y 
como recompensa nombraría jefe de Gabinete. (...) El objeto de tan 
exagerado despliegue policial no era otro que provocar una 


sobredimensionada alarma social e influir en la opinión pública y 
condicionar su voto en las elecciones que tendrían al final de esa 
misma semana». 

Más allá de las palabras del propio Villarejo, el caso Interligare no 
se trató de un caso de espionaje político, sino de una supuesta red 
para amañar contratos públicos que tenía conexiones con el Ministerio 
del Interior. En un informe de treinta y dos folios se analizaban tres 
contratos adjudicados por el Ministerio a Interligare S. L. En ese 
documento se detallaba el proceso de adjudicación de dichos contratos 
e incluía las declaraciones de mandos policiales que tuvieron que 
utilizar dos de los tres sistemas contratados. La opinión de esos 
profesionales es que ninguno de los sistemas cumplía las expectativas. 
El comisario Jaime Barrado estuvo al frente de esa investigación y dio 
así su versión en el documental Las cloacas de Interior: «Interligare era 
la investigación de la corrupción policial. Eran tres comisarios que, 
habiendo estado metidos en empresas, no pagaban a Hacienda o a la 
Seguridad Social. Nos pusimos a tirar del hilo hasta que descubrí que 
los malos estaban siendo advertidos por José Luis Olivera Serrano, que 
era mi jefe más inmediato». Barrado propuso la detención de los tres 
comisarios implicados. El 16 de julio de 2012, un mes antes del 
escándalo, y «fruto de la solicitud para detener a Fernández Rancaño, 
Luengo y Gabriel Fuentes por el caso Interligare» el DAO Eugenio Pino 
cesó a Barrado. 

Como solía ser habitual en él, Villarejo no cesó en sus opiniones 
sobre este asunto: «Dio instrucciones a Barrado al objeto de fabricar 
pruebas falsas, elaborar escritos con relatos totalmente fabulados y, en 
suma, urdir todo un entramado artificioso de hechos y circunstancias 
falsas para así provocar una alarma de extrema gravedad». Relató, 
además, cómo se preparó «un operativo policial irregular, sin informar 
de ello el comisario Barrado a sus jefes directos ni a otros superiores 
de mayor entidad». «La operación “escándalo electoral” no salió 
adelante», pero, sin embargo, el comisario Barrado exigió «ser 
nombrado, como mínimo, jefe de la UDEF y que su titular fuera 
destituido, así como la concesión de una medalla policial». De lo 
contrario, siempre según la versión de Villarejo, «haría públicas las 
notas del señor Cosidó, así como las grabaciones de las reuniones que 


había celebrado con él, donde le daba instrucciones de cómo había 
que elaborar los informes con datos y pruebas falsas». Eugenio Pino 
ordenó el traslado del investigador de la Giirtel, Manuel Morocho, a la 
Dirección General para tenerlo controlado. «Mi primera impresión fue: 
me quieren quitar de aquí con el fin de que no pueda desarrollar mi 
actividad normal», señala el policía en sede judicial. Pino quería 
paralizar la causa mientras ponía en marcha una de las misiones más 
importantes de la «policía patriótica»: salvar al PP de Luis Bárcenas. 
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Capítulo 27 
Operación Kitchen 


La operación Kitchen no existe. 


Eugenio Pino 


José Manuel Villarejo hizo de la confianza en sí mismo su tarjeta de 
presentación: «Soy la hostia en mi trabajo, soy la polla de bueno 
porque llevo 30 años haciéndolo y nunca he fallado. ¡Nunca! Por eso 
las cosas más delicadas de este puto país me las encargaban a mí, ya 
sea la izquierda, la derecha, el centro, su puta madre... Que no me fío 
de ninguno de ellos». Esa confianza lo llevaba a hablar con la boca 
llena, masticaba a mandíbula batiente. Jamás renunciaba a una 
porción más. Daba igual que fuera marisco, chuletón, angulas o 
embutido. En las reuniones con sus clientes o con sus «troncos», 
agasajaba con abundancia tanto a los demás como a él mismo. Solo 
había algo que le despertara más avidez que los negocios: la comida. 
Repetía el ritual del exceso con asiduidad, era su manera de proceder, 
su prehistórica concepción de la empatía: ruidos mientras masticaba, 
tendencia a pronunciar con la boca llena... Mucha comida y mucho 
vino antes de cerrar los tratos. Así lo hizo también cuando en 2013 se 
reunió con el jefe de seguridad de una empresaria que lo acababa de 
contratar. Villarejo comentó sentado a la mesa: «A mí la verdura me 
va bien porque me está dando un ataque de gota». No obstante, a 
medida que el metre leyó la carta, sus apetencias cambiaron. 

—Unos calamares, ensaladilla rusa que es muy rica, camarones 
venga... Que le den por culo a la gota, luego me tomo dos pastillas... 
Y un vinito. De segundo, yo un pescadito. ¿Qué tiene? Un lenguado a 
la plancha. 

—No beberemos agua, llévese la copa —dijo su compañero de 


mesa. 


Que hable Villarejo 


Hablaron y comieron. Comieron y hablaron: 

—Eugenio Pino ahora mismo es más un Comisario de Seguridad 
Ciudadana que DAO y, por eso la calle está tranquila. Yo soy votante 
del PP. 

—Y yo —dijo su interlocutor. 

—Aquí de izquierdas una polla. ¿A quién vas a votar si no es al PP? 
—contestó Villarejo. He hecho cosas, maldades que alguna vez se 
escribirán en la historia. Yo soy un puto comisario, que soy un 
analista, que tengo mi situación especial, con el chocho que tengo yo 
de empresas. Yo doy mi opinión [a los políticos]. ¡Que ingresé en el 
año 72! El tiempo pone a cada uno en su sitio. Han pasado la 


izquierda, la derecha, el centro y yo sigo aquí. 


Continuaron hablando de lugares comunes, de viejas batallas, de 
mantras repetidos hasta el hartazgo. Llegaron a la época en la que 
Villarejo trabajó en el País Vasco: «Las francesas iban a follar», dijo. 
En ese momento, sonó el teléfono. Al otro lado de la línea, el 
secretario de Estado de Seguridad, Francisco Martínez Vázquez, un 
jurista de formación con fama de «cercano e inteligente», según el 
testimonio de algunos periodistas especializados en tribunales. 


Habla Villarejo 


—Sí, Paco, ¿cómo estás? Yo voy a ir a la oficina dentro de un rato y lo 
que te tenía que comentar te lo comento por el fijo. Nada preocupante, 
pero es necesario que lo conozcas. ¿A las cinco te viene bien? Ah, 
tienes número uno [Ministro] a las cinco y cuarto, y sabes cuándo 
entras pero no cuándo sales. A las cinco en punto te llamo porque hay 
matices antes de que le demos unos datillos a Big [García Castaño], 
¿eh? Venga, hasta ahora. Sí, Alberto Cifuentes. 

Colgó y se dirigió a sus interlocutores: 

—Este es Paco Martínez, un tío muy majo. Así como el ministro es 
mu tonto, este es muy buena gente. Tengo con él buena relación y un 


doble. Me lo dice siempre: acuérdate de que cuando me llames debes 


decir que eres Alberto Cifuentes. 


Años después, cuando interrogaron a Villarejo en sede judicial por su 
relación con Martínez, explicó: «También me llamó por cuestiones 
personales, pero principalmente por mi condición de agente 
encubierto. Pero también lo hacía el del PSOE, el señor Camacho, y 
con todos los señores del PSOE que me pidieron que les echara una 
mano». El vínculo entre ambos se fraguó a partir de la policía 
patriótica. Especialmente tras la investigación policial de la Giirtel y 
sus vínculos con Luis Bárcenas. Desde el Partido Popular habían 
intentado torpedear las investigaciones judiciales cuando estaba en la 
oposición. Tras llegar al poder, trataron que esos mismos agentes 
afines consiguieran tapar las prácticas ilícitas de algunos de sus 
miembros. Entre todos los asuntos delicados que se movían en la 
trastienda del poder, un nombre y un apellido preocupaban 
especialmente en la sede nacional de Génova 13: Luis Bárcenas. Esta 
es la historia que llevó a Jorge Fernández Díaz y a María Dolores de 
Cospedal a los papeles judiciales como investigados. 


Los papeles de Bárcenas: la filtración 


El abogado Jorge Trías Sagnier había sido compañero de partido de 
Luis Bárcenas, así como su asesor legal. Su nombre se convirtió en 
asiduo de la primera plana de los periódicos cuando surgió el tema de 
los sobresueldos en el Partido Popular. Trías Sagnier aún asegura que 
Mariano Rajoy conocía todos los detalles internos del caso Giirtel y las 
maniobras de algunos dirigentes de ese partido para intentar 
entorpecer la labor del juez, los fiscales y la policía. Según el 
periodista Ignacio Escolar:222 «Trías asesoraba a Bárcenas en su 
defensa legal y le ayudaba en su relación con la prensa; era quien 
convocaba a los periodistas a encuentros off the record con el 
extesorero del PP en el hotel Santo Mauro de Madrid. Aquella 
relación, tiempo después, se malogró. No solo la que unía a Trías 
Sagnier con Bárcenas, sino también la que lo mantenía en el entorno 


del PP». Trías trató de tomar precauciones que lo protegieran y guardó 
unas fotocopias de los papeles que le había entregado el extesorero. 
En 2013, cuando se enteró de que Bárcenas tenía cincuenta millones 
de euros en Suiza, decidió entregárselas al abogado de El País, Gerardo 
Viada. 

—Mira, Jorge, tal como yo lo veo, un político tiene que ser como 
un junco. Cuando sopla el tifón te inclinas y dejas que pase; se lo lleva 
todo por delante, pero tú sobrevives. Ahora está soplando, pero a 
quienes se llevará por delante es a los del PSOE, y a alguno de por 
aquí, quizá. Pero a mí, no —le espetó Mariano Rajoy al abogado Jorge 
Trías Sagnier, según su libro El Baile de la corrupción.-223 

Una supuesta conversación entre Jorge Trías Sagnier y Mariano 
Rajoy el 15 de octubre de 2009 en la sede nacional del PP sirve para 
contextualizar los inicios. El abogado asegura que hablaron en los 
siguientes términos: 

— ¡La que te está cayendo, Mariano! —dijo Trías Sagnier. 

—¡Bah! —Y, volviéndose hacia su izquierda, le señaló el montón 
de diarios apilados—. Si yo hiciese caso de lo que dicen todos estos, 
no estaría aquí sentado. 

—Ie dije a tu secretaria que quería verte porque estuve con el 
juez, tu pariente... 

—Ja, ja, ja. Sí, me lo ha dicho. 

—Pues el juez me ha pedido que te transmita que él no tiene 
animadversión alguna al PP, como se dice por aquí, y que va a 
intentar llevar la instrucción de forma rápida y, por supuesto, con 
independencia de criterio, digan lo que digan las fiscales. Y, por favor, 
que no enreden los que tú ya sabes, Mariano, y tampoco desde la 
Comunidad. A Pedreira le llegan recados todos los días... 

Trías Sagnier cuenta que Rajoy lo observaba atentamente mientras 
sostenía en la mano un puro que acababa de encenderse y entreveraba 
la conversación con algún chascarrillo sobre el partido. 

—¿Cómo quieres que responda por ellos si no puedo responder por 
los que tengo aquí? —Y luego añadió—: Pero ¿qué quiere este 
hombre? —Se refería al juez Pedreira—. ¿Qué hay dentro de esas 
cajas que tiene la policía? 

—Mira, presidente, creo que lo mejor es no interferir en la 


instrucción. No enredar el caso con Manos Limpias o gente así, que se 
dice que están impulsados por gente de aquí, y dejar que todo siga su 
curso y que quien tenga que caer, caiga. Pedreira, tu paisano, se ha 
propuesto esclarecer la verdad y todavía hay una enorme cantidad de 
documentos que ni siquiera han sido analizados. 

Trías recuerda que hubo cuatro reuniones, una de ellas con Javier 
Arenas y Federico Trillo. Tras estos encuentros, decidió filtrar los 
papeles. Mientras personas cercanas al presidente del Gobierno 
trataban de reducir los efectos del escándalo, José Manuel Villarejo 
comenzó a investigar de manera compulsiva: «Arenas... está de 
informador, filtrando cosas... Lo que está claro es que está apoyando a 
LB [Luis Bárcenas] a muerte, pero a muerte», reveló Moncloa.com en 
una conversación entre el ex comisario y el marido de María Dolores 
de Cospedal, Ignacio López del Hierro, quien insistió sobre el ex 
ministro: «La Fundación esa que tiene con Arenas y con Galeote... Ahí 
está el negocio, ahí está el business». Según esos audios, López del 
Hierro solicitó a Villarejo que recopilara «todo lo que pudiera 
averiguar» en un informe que sería «pagado». Añadió: «Pasa lo que 
tengas que pasar. Baratito, porque estamos tiesos». López del Hierro 
pretendía que aquel documento sirviera para indagar sobre la relación 
entre Arenas, Bárcenas y Galeote. Villarejo contestó a las palabras del 
marido de Cospedal: «Eh... Ignacio, ¿al partido cómo le voy a cobrar 
yo ná? No, no, Ignacio. Lo que... otra cosa es que cuando venga algún 
pavo, algún empresario, lo que sea tal y cual, que en un momento 
determinado le digáis: oye, pues contratad a este que es de confianza. 
Eso sí, pero yo no le voy a cobrar nada al partido, anda que no...». 


Habla Villarejo 


Villarejo ocultó que llevaba tiempo investigando a Arenas y así lo 
narraría en un audio. 

—Y es la tercera que le llega de temas de control, no de ese tío, de 
otros, y está más preocupado que la hostia —dice García Castaño en 
referencia a alguien del PP. 

—Yo tenía un grupo de tíos que se dedicaban a las investigaciones 
duras. Y por lo visto, me dijeron que se ha comprado un barco o no sé 


qué —dijo Villarejo. 


Se refiere a Francisco Hernando, conocido como Paco El Pocero, un 
empresario hecho a sí mismo que acabó construyendo un proyecto de 
13.000 viviendas en Seseña y que murió a causa del coronavirus. 

—Y efectivamente, el Paco el Pocero este montó un show de la 
hostia, montó un partido político y toda la hostia allí, para quedarse 
con la recalificación, y al final pegó dos o tres pelotazos —añadió 
Villarejo. 

—Están preocupados —afirmó García Castaño. 

—Basta que me digas esto, me voy a ocupar. 

—Y no es lo primero que les llega, lo de Javier Arenas. 

—A mí me habían comentado de Arenas, que el cabrón de Pimentel 
estaba rajando de Arenas, pero Pimentel ya está demodé —afirmó 
Villarejo. 

—Lo de Arenas va por otro lado, todos los cacicones de Sevilla 


andan buscando por ahí. Están intentando montarle un escándalo. 


La ex secretaria general del Partido Popular, María Dolores de 
Cospedal, justificaría aquellas reuniones años después ante el 
periodista Carlos Herrera: «Yo no es que pida información acerca del 
señor Arenas, es que Villarejo hace alusión a que puede haber alguna 
información que pueda afectarle a él y yo quiero saber si eso puede 
ser verdad o no. Luego ya esa información ni se dio ni se practicó ni 
nada de nada, porque todo eran rumores». Cospedal añadió: «Yo 
conozco a Villarejo igual que lo conoce media España. Yo no sé si 
tendrá a todo el mundo grabado, pero sé que ha hablado con mucha 
gente. Yo nunca voy a negar que lo conozco, porque yo tenía la 
obligación de recabar información». No obstante, ni Villarejo ni Rajoy 
ni tampoco Bárcenas consiguieron parar la filtración de Trías Sagnier 
a El País. 

El 3 de febrero de 2013, el diario impreso del Grupo Prisa publicó 
los llamados «papeles de Bárcenas» y descubrió a todo el mundo los 
apuntes contables del extesorero del PP, que registraba las entregas de 
dinero a las sucesivas cúpulas de la formación desde 1990. Aquellas 
revelaciones marcaron los siguientes años de la política española y 
llevaron al Partido Popular a la situación más complicada que había 
tenido desde su fundación en enero de 1989. A pesar del apoyo inicial 
de los populares, la relación entre Luis Bárcenas y el partido saltó por 


los aires cuando El Mundo desveló los mensajes de apoyo que le había 
brindado Mariano Rajoy tras conocerse la fortuna que el extesorero 
guardaba en Suiza: «Luis, te entiendo, sé fuerte». 

Las calles del centro de Madrid se convirtieron en un rumor 
constante. Los reservados de los restaurantes donde se decidía el 
futuro del país se llenaron de grabaciones y documentos clandestinos 
que, según algunos de sus protagonistas y asistentes, de conocerse 
«harían tambalear al PP». Por su parte, la familia de Bárcenas 
reaccionó con alternancia de filtraciones y silencios interesados. La 
mala imagen internacional de una España carcomida por la crisis se 
veía agravada por las dificultades extremas del partido que ostentaba 
el poder Ejecutivo. 

Las noticias, los reportajes y los artículos de opinión sobre el tema 
se sucedían a la velocidad de la luz. «Con paciencia de calígrafo chino 
[Bárcenas] ha ido anotando durante 20 años de dónde venía y a 
dónde iba la panoja y su lista es interminable como la de un seísmo», 
escribió Raúl del Pozo224. El columnista y sus fuentes «el tercer 
hombre» o «garganta de seda» pusieron en guardia al PP y, por ende, a 
la policía patriótica. «El único que aguantaría en este país de rateros 
una cámara de la Warner Bros., al que le gusta, como ya dije, el Real 
Madrid y la tortilla con cebolla, me ha dicho hace unas horas: los 
papeles están otra vez en poder de Bárcenas, cuando tuvo el accidente 
Lapuerta se hizo otra vez con ellos», escribióz25 el veterano periodista. 
Fue entonces cuando Eugenio Pino llamó a sus hombres y les 
encomendó una misión tan complicada como simple: había que 
recuperar los documentos, pero el cuándo era más importante que el 
cómo. 

«Todo se pactó con dinero —dice uno de los policías implicados en 
el operativo—. Pagaron 2500 euros al mes a un confidente» al que, 
según este agente, conocían como «el cocinero». El objetivo era 
conseguir la documentación que podía derrumbar las estructuras del 
partido en el Gobierno. Uno de los recibís de dinero se localizó en la 
entrada y registro de la oficina de José Manuel Villarejo. Seguimientos 
ilegales a la familia Bárcenas, grabaciones, asaltos y otras prácticas al 
margen de la ley fueron claves en la Operación Kitchen, una trama 
que los periodistas Daniel Montero, Esteban Urreiztieta, Pedro Águeda 


y Manuel Cerdán han ido desvelando en sus respectivos diarios. Tanto 
el magistrado Manuel  García-Castellón como la Fiscalía 
Anticorrupción y la Unidad de Asuntos Internos de la Policía Nacional 
creen que el principal cometido de la Operación Kitchen era despojar 
a Bárcenas de las cintas que presuntamente grabó y que podían 
comprometer a la antigua cúpula del Partido Popular. 


Podemos y Bárcenas 


La política española cambió para siempre el 17 de enero de 2014. 
Podemos se constituyó oficialmente como partido y el populismo 
sacudió los cimientos del Estado. El líder de la formación era un joven 
profesor universitario de Ciencias Políticas que había ganado fama y 
nombre gracias a su verbo ágil en el prime time televisivo. Pablo 
Iglesias y Podemos se convirtieron en objetivo inmediato y prioritario 
de la denominada policía patriótica. El grupo que había creado 
Eugenio Pino junto con sus hombres de confianza no escatimó en 
informes, notas informativas, seguimientos y todo aquello que sirviera 
para desacreditar al nuevo grupo político que, desde diversos sectores 
mediáticos, había sido presentado en sociedad como la sucursal de la 
dictadura venezolana en España. 

El abogado de Villarejo dirá tiempo después, cuando Iglesias se 
persone en la causa Tándem como perjudicado: «[Tenía el pendrive 
con datos copiados del teléfono móvil de Pablo Iglesias] porque había 
en marcha una investigación policial». Añadiendo que Villarejo «no 
hizo ningún uso indebido de ninguna información sobre Pablo Iglesias 
ni reveló información personal sobre el líder de Podemos, sino que 
«vehiculizó dicha información en el entorno policial». 

Por su parte, Iglesias señalaría una vez nombrado vicepresidente 
del Gobierno: «Se trata de una trama criminal que implica a policías 
corruptos, medios de comunicación y grandes empresarios. Voy a 
reiterar el compromiso de nuestra formación política con la ley, las 
instituciones y limpiar nuestra democracia de basura». No obstante, 
Podemos y Pablo Iglesias no eran los únicos asuntos urgentes que 
tenían entre manos los agentes de la policía patriótica. Antes debían 


solucionar el problema de Luis Bárcenas, que ya amenazaba con 
extender una sombra de sospecha eterna sobre todo lo que tuviera que 
ver con el Partido Popular. 

Ese mismo año, El Mundo despidió a su fundador. Pedro J. Ramírez 
dejó de ser director de «su periódico» tras un cuarto de siglo a los 
mandos. Meses después fundaría El Español y se llevaría con él a los 
periodistas de investigación Daniel Montero y Esteban Urreiztieta. El 
nuevo medio de Pedro J. Ramírez comenzó a responder a las 
expectativas que había generado cuando en noviembre de 2015 una 
fuente les envió documentación que demostraba que «la policía 
patriótica había investigado ilegalmente a Luis Bárcenas». «En 
aquellos momentos, Bárcenas estaba negociando una salida con el PP», 
señalan desde el entorno de estos periodistas. Rosalía Iglesias, la mujer 
de Bárcenas, había elaborado una lista «pocas semanas después de que 
su marido ingresara en prisión el 28 de junio de 2013 por riesgo de 
fuga y tras mantener numerosas conversaciones con él en el centro 
penitenciario de Soto del Real». Aquella lista cayó en manos de los 
hombres de Pino y empezaron los movimientos en las cloacas de 
Interior para desactivar al extesorero. 

Cuando Bárcenas salió de la cárcel, los periodistas hablaron con él 
para tratar de contrastar la información que tenían. En un primer 
momento, este insistió en que no se creía que la Policía le hubiera 
podido investigar sin amparo judicial. Sin embargo, en un segundo 
encuentro se produjo la siguiente conversación: 

—¿Tú tienes contratada la televisión de pago Yomvi? 

—Sí —contestó Bárcenas. 

—¿Y la clave es pirufrina197? —le preguntaron los periodistas. 

La cara de Bárcenas mudó a blanco espectral. Alguien se había 
llevado su teléfono móvil para copiar todos los datos. Así empezó 
periodísticamente la Operación Kitchen. Llevaba tres años en marcha, 
pero a partir de entonces todo el país conocería cómo la policía 
patriótica había seguido cada paso de Bárcenas con el objetivo de 
salvar al PP. Eugenio Pino había dado la orden al respecto. El blanco 
más débil del entorno del extesorero era su chófer, Sergio Ríos. Tenía 
aspecto de boxeador en retirada: moreno, robusto, nariz ancha y más 
músculo que estatura, más físico que cabeza. La mayor parte de su 


vida profesional la pasó en el mundo de la noche. Un golpe de suerte y 
algunas confidencias lo llevaron al coche de Bárcenas. El mismo que 
en julio de 2013 llevó a un taller mecánico para que lo pusieran a 
punto. El mismo al que, sin él saberlo, seguían desde muy cerca. 
Mientras esperaba a que los mecánicos terminaran de revisar el 
vehículo, Sergio Ríos vio que un hombre se le acercaba de forma muy 
directa. 

—¿Nos conocemos de algo? —preguntó el chófer. 

—No, soy un miembro de los Cuerpos de la seguridad del Estado 
—respondió Enrique García Castaño que seguía las Órdenes de sus 
jefes—. Y tú eres el chófer de Luis Bárcenas. 

Ríos miró al comisario que todos conocían como el Gordo y le pidió 
que se identificase. García Castaño le enseñó la placa. 

—¿Qué quieres de mí? 

—Que como patriota nos ayudes a luchar contra la corrupción... y 
tu jefe es un corrupto —contestó García Castaño. 

«Aquel encuentro se zanjó con un intercambio de teléfonos y la 
promesa de verse pronto», señalan desde el entorno de García 
Castaño. Pero Ríos desconfió y llamó al inspector Andrés Gómez 
Gordo, hombre de máxima confianza de María Dolores de Cospedal y 
al que había conocido mientras hacía labores de seguridad privada en 
las obras del Campus de la Justicia. A su vez, Gómez Gordo le pidió a 
Eugenio Pino «que el conductor despachara solo con él», según explica 
el periodista Esteban Urreiztietaz25. Aquello desató una guerra interna 
entre varios mandos policiales que obligó a la Secretaría de Estado del 
Ministerio del Interior a tomar cartas en el asunto. Repartir los papeles 
era fundamental para apaciguar los egos. Desde entonces, quedó 
acordado que García Castaño sería el hombre de los seguimientos y 
Andrés Gómez Gordo se ocuparía de controlar a Sergio Ríos, junto con 
Villarejo. 

El despliegue para vigilar a Luis Bárcenas y su entorno fue digno 
de un criminal de alto riesgo: setenta policías del Área Especial de 
Seguimiento (AES) controlaron cada paso del extesorero entre el 
verano y el otoño de 2013, reveló eldiario.es227. Uno de los policías 
enrolados en aquel dispositivo lo corroboraba: «Seguimos a toda la 
familia Bárcenas». Abrumado por la presión, el chófer comenzó a 


repartir juego para contentar a todos: «Fotocopió las cajas de 
documentación que le entregó la mujer de Bárcenas con todos los 
papeles comprometedores sobre la financiación del partido. 
Aprovechó los viajes al despacho de los abogados, que debían 
custodiar las pruebas en plena guerra, para conseguir una réplica», 
informaba Crónicaz28. Policías implicados en los seguimientos 
revelaron que Ríos también entregó un manuscrito de la mujer de 
Bárcenas con supuestas pruebas de «obras en negro en casa de 
Mariano», así como una «copia de los discos duros» que Bárcenas 
custodiaba en su despacho de Génova y que habían provocado, según 
las propias anotaciones de Rosalía Iglesias, que en el PP estuvieran 
«muertos de miedo». 

Tiempo después, García Castaño se mostraría rotundo ante el juez 
y los fiscales: «Todas las operaciones que llevaba a cabo Villarejo las 
conocía el presidente». Entre estas se hallaba la que tuvo lugar en el 
mes de agosto de 2013, cuando las calles de Madrid eran brasas con 
aspecto de asfalto. Los policías que vigilaban a Ríos observaron con 
temor que el chófer se reunía con una persona sin identificar. 

—Seguidle, necesitamos saber quién es y qué le ha dado. 

Los policías no dudaron en dejar a Ríos atrás y centrarse en ir tras 
el otro hombre. Lo siguieron desde el Mesón Sidrería Arturo, ubicado 
en la madrileña calle Mar de Bering, hasta el metro de República 
Argentina, en pleno corazón de la capital: «El afán de los policías por 
identificarle fue tal que incluso obtuvieron las imágenes de las 
cámaras de seguridad de Metro y las incluyeron en su parte», señala el 
periodista Daniel Montero», que obtuvo una copia de aquellos 
seguimientos. Aquel documento carecía de sello, firma y número de 
expediente y tampoco tenía la identificación del funcionario que las 
había obtenido. El informe señalaba: «Introduce un paquete de color 
blanco en la cartera. Se baja al andén de la línea 6. Toma dirección 
Nuevos Ministerios. En el andén palpa varias veces la cartera donde 
llevaba el paquete». Esa misma tarde, integrantes de ese operativo le 
enviaron un cuestionario al chófer para que explicara el intercambio 
que se había producido a las 14.32 horas cerca del Mesón Sidrería 
Arturo: «Preguntadle si le entregó algo a esa persona», dejó por escrito 
la policía. También se le requirió que acreditara si llevó a la familia a 


la «zona de la sierra de Soria/Burgos» y si hizo lo propio con «algún 
otro miembro de la familia después de ingresar en prisión». 

En aquellas fechas, los agentes tenían un objetivo prioritario: 
localizar las grabaciones que escondía el extesorero. En ellas se 
recogían conversaciones entre altos cargos del PP, con Javier Arenas y 
el presidente Mariano Rajoy a la cabeza. Podemos, por tanto, era el 
problema del futuro para la policía patriótica, pero Bárcenas lo era del 
presente. El Partido Popular llevaba décadas incubando el virus de la 
corrupción sin poder ocultar los síntomas por más tiempo. 


El falso cura y el clonado de equipos 


23 de octubre de 2013. Calle Príncipe de Vergara. Madrid. A las 15.45 
horas sonó el telefonillo de un cuarto piso, domicilio de la familia 
Bárcenas. Rosalía Iglesias tomaba una infusión. Su ayudante, Victoria, 
escuchó la voz que gritaba al otro lado del interfono: 

—Señora, en la puerta hay un cura que viene de Instituciones 
Penitenciarias para realizar un cuestionario sobre la libertad del señor. 

—Que suba. 

Pocos minutos después, apareció un hombre vestido de sacerdote: 
prendas oscuras, alzacuello blanco y un maletín de piel en la mano. 
Llamó al timbre de la vivienda. Rosalía Iglesias le abrió la puerta y lo 
invitó a pasar al salón. La mujer de Bárcenas desconfió de súbito, pero 
no dijo nada. A pesar de las suspicacias, no podía ni imaginar que el 
cura no fuera cura, sino un ladrón conocido por la policía230. Su 
nombre: Enrique Olivares García, quien mentía mejor de lo que se 
disfrazaba y se disfrazaba muy bien. 

—Vengo del obispado. Normalmente no acudimos a los domicilios 
de los presos, salvo que se encuentren en tercer grado. Pero este caso 
es especial y queremos comprobar el entorno familiar. ¿Cuántas 
personas viven aquí? 

—Mi marido, yo, la empleada del hogar y mi hijo Guillermo. 

—«¿Los puede llamar? Debo hacerle una pregunta a cada uno. 

Desde el entorno del extesorero justifican que Rosalía Iglesias 
accediera a la petición del falso cura: «Sabía todo de ellos. Conocía 


que Guillermo realizaba estudios de cine en Nueva York, conocía los 
orígenes de Victoria y la situación penitenciaria de Bárcenas». Todo 
transcurrió rápido, según relatan desde la propia familia. El aroma a 
extraña normalidad impregnaba la estancia del mismo modo que 
impregnaba la vida de la familia desde que Luis Bárcenas había 
entrado en prisión. Mientras hablaban y atendían las preguntas del 
supuesto sacerdote, la mujer del extesorero aprovechó para 
encenderse un cigarrillo. Fue solo un instante, suficiente para que 
Enrique Olivares abriera el maletín que llevaba con él y sacara una 
pistola British Bullog. 

—Ni soy cura, ni vengo del obispado. Os mato a los tres si no me 
entregáis los documentos que tu marido guarda en casa y que sirven 
para derrocar a Rajoy. Tú, túmbate en el suelo o le pego un tiro a tu 
madre —le dijo a Guillermo Bárcenas. 

Después sacó unas bridas del maletín y maniató a sus tres rehenes. 

—Ahora vais a entregar los pendrives con la información que puede 
tumbar al Gobierno u os mato. 

Entre palabra y palabra, Guillermo se fue zafando poco a poco de 
las bridas hasta que la callada y constante fricción acabó por soltarlas. 
Libre de ataduras, empujó al ladrón hasta imposibilitarlo de manera 
que el revolver cayó al suelo. Su madre convirtió los nervios en sangre 
fría y ordenó a su empleada que cogiese la pistola. Victoria aprovechó 
el momento de desconcierto para salir descalza de la vivienda con el 
revólver en la mano. Pidió ayuda a voz en grito hasta que una vecina, 
alarmada, llamó a la Policía, que llegó en pocos minutos y consiguió 
detener al falso cura. 

«Olivares había recibido 10.000 euros de los fondos reservados. Le 
prometieron otros 40.000 después del trabajo», señala el periodista 
Manuel Cerdán. 

Un mes después de este suceso, en noviembre de 2013, el 
comisario Enrique García Castaño esperaba la llegada de Sergio Ríos 
en compañía de dos de sus subordinados. Habían quedado en el 
interior de una cafetería VIPS. Tras el fracaso delictivo del falso cura, 
los hombres de Eugenio Pino no se podían permitir más fallos. El 
chófer de la familia Bárcenas llegó nervioso a la cita. Llevaba tres 
teléfonos móviles que el extesorero no utilizaba desde antes de entrar 


en la cárcel: «No tenían tarjeta ni batería, pero logró copiar los 
contactos, las agendas y los mensajes de texto que seguían 
almacenados en sus respectivas memorias», detalló García Castaño a 
posteriori en sede judicial. El Confidencial señala que este «policía 
encontró los famosos SMS que Rajoy intercambió con Bárcenas y 
también comunicaciones con otros dirigentes de Génova». A esa 
afirmación, El Mundo añade: «De esta forma, este material permitía al 
Ministerio del Interior disponer casi en tiempo real de una parte 
importante del arsenal de comunicaciones que Bárcenas se había 
intercambiado con la cúpula del PP. Una información que estaba 
empleando en su contra tras considerar que el partido le había 
retirado su apoyo tras descubrirse sus millonarias cuentas en el país 
helvético». 

Cuando acabó el trasvase de datos, Ríos devolvió los terminales a 
su lugar para que la familia Bárcenas no sospechara nada. Agentes 
afines a la policía patriótica clonaron el material que había dentro de 
los teléfonos y lo guardaron en una memoria extraíble que, en 
palabras de García Castaño, este «le entregó al ex secretario de Estado 
Francisco Martínez juntamente con un ordenador portátil que se 
compró con fondos reservados». Martínez negó en El Mundo que 
recibiera ningún tipo de información sustraída a Bárcenas y sostuvo 
que todo era «absolutamente falso». Por otra parte, fuentes próximas 
al ex chófer de Bárcenas también negaron que se hubiera producido el 
episodio de los móviles. Manuel García Castellón ordenó poco después 
una entrada y registro en la vivienda del secretario de Estado. 
Francisco Martínez seguía en el punto de mira. 


El escondite 


Cenyt inauguraba 2014 con las mismas deudas económicas que 
terminó 2013. Podemos ya era un partido oficial y su líder, Pablo 
Iglesias, enarbolaba la dialéctica marxista: «El cielo no se toma por 
consenso, sino por asalto». Mientras tanto, los españoles estaban más 
preocupados por los agujeros que dejaba la precariedad que por las 
ambiciones y maniobras sobre moquetas que ni siquiera alcanzaban a 


vislumbrar. Sin embargo, la partida por ver cómo se construía la 
realidad de España seguía su ritmo. Villarejo se mantenía cerca del 
epicentro desde donde se repartía el juego. Por eso, cuando cogió el 
teléfono para llamar a Sergio Ríos, lo tenía todo dispuesto para grabar 
la conversación. Un nuevo fragmento para la colección de testimonios 
cautivos. 

Poco después, Enrique García Castaño dio con el escondite de los 
Bárcenas. Estaba ubicado en el número 32 de la madrileña calle de 
General Díaz Porlier, en pleno barrio de Salamanca. Rosalía Iglesias 
tenía alquilado allí un estudio donde restauraba obras de arte. García 
Castaño llegó con una talla que sobresalía de su abrigo. Al cruzarse 
con la portera y percibir su mirada inquisitorial, se excusó: «Traigo 
esto para doña Rosalía». Aunque no tenía orden judicial alguna en su 
poder para operar sin problemas, se estaba haciendo pasar por 
marchante de arte. Solo contaba con las claves que le había dado 
Sergio Ríos: «Bárcenas y su mujer habían ocultado documentos en un 
viejo arcón», explica Esteban Urreiztietaz31. Antes de que García 
Castaño se personara en el inmueble, personas de su equipo ya habían 
estado merodeando por allí. Llevaron una llave clonada para acceder 
al piso, pero cuando introdujeron el código de la alarma que les había 
facilitado Ríos durante sus confesiones, el dispositivo saltó. «Fue 
avisada la central a la que está conectada, por lo que hubo que aplazar 
la entrada en el estudio». Fuentes muy cercanas a la familia Bárcenas 
aseguraron a El Mundo que la gestora de seguridad que protegía el 
piso fue avisada en varias ocasiones. 

Sin embargo, García Castaño consiguió acceder al inmueble y lo 
rastreó de arriba abajo en busca de documentación sensible. No 
encontró el arcón, pero localizó un cajón repleto de anotaciones sobre 
los pagos en B que se habían dado en el Partido Popular durante años. 
El Mundo informaría de ello: «En dicho inmueble se encontraban, 
entre otros, los manuscritos de la mujer de Bárcenas en los que anotó, 
de su puño y letra, el arsenal de que disponía el matrimonio contra el 
partido. En dicho documento, que constituye una de las pruebas 
sustraídas más relevantes, Rosalía Iglesias apuntó, tras reunirse con 
Bárcenas mientras estaba en prisión preventiva, una serie de 
elementos que podían ser utilizados para arremeter contra el PP o 


forzar una negociación». 

La policía patriótica siguió a pleno rendimiento después de aquella 
misión. Sus actuaciones trataron de crear una realidad paralela repleta 
de medias verdades para enmascarar una gran mentira. Villarejo se 
había asegurado de mantener su cuota de poder mediante el chantaje: 
«Se han perdido papeles y se han perdido cajas y se han perdido 
muchas cosas. Operaciones de decir, oye, en tal sitio hay papeles de 
Bárcenas y hay que ir a romperlos». Llegó a afirmar que «en los 
últimos años a estos mierdas les he dado gloria bendita, no te puedes 
imaginar las cosas que yo he hecho por el Barbas»2s2 Los hechos que 
aparecerán a continuación así lo demuestran. 
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Capítulo 28 
Pornografía policial 


Nunca he realizado seguimientos personales de empresarios. 


José Manuel Villarejo 


El fiscal anticorrupción José Grinda se muestra rotundo cuando habla 
para La España Inventada: «Villarejo intentó destruirme». Su currículo 
es extenso: como fiscal imputó a la antigua cúpula de Telefónica por el 
caso Sintel; a la familia Pujol por las comisiones del 3%; e, incluso, se 
enfrentó a las mafias rusas, que han puesto precio a su cabeza en más 
de una ocasión. No obstante, recuerda a José Manuel Villarejo como 
«lo peor» a lo que se ha enfrentado en su vida profesional: «Y todo 
porque dice que en la Fiscalía investigamos a su hijo y lo implicamos 
en la Operación Emperador. Pero ni siguiera eso es cierto». Sepamos 
de qué habla Grinda. 


Los amigos de mis amigos: Operación Emperador 


El 16 de octubre de 2012 el actor porno Nacho Vidal dormía junto a 
su novia cuando diez policías entraron en su casa amparados por una 
orden judicial. Vidal recuerda aquella jornada y su voz se ahoga entre 
los ruidos de conversaciones y máquinas tragaperras que inundan un 
bar del centro de Barcelona: «Arruinaron mi vida», resume. La 
operación policial Emperador contra Gao Ping lo llevó a los calabozos. 
Sin que pudiera imaginarlo, con su detención empezó una guerra que 
acabaría con Villarejo en la cárcel. La contienda tenía tres frentes: 
Fiscalía, Centro Nacional de Inteligencia (CND y Policía Nacional. 

La Operación Emperador empezó en 2010. La Fiscalía 


Anticorrupción, de la mano de José Grinda, investigó distintos 
negocios del polígono fuenlabreño de Cobo Calleja y sus productos 
Todo a 100 por presuntos delitos fiscales, contrabando y blanqueo de 
capitales. En total, 108 órdenes de detención dirigidas por el juez 
Fernando Andreu desde la Audiencia Nacional. El comisario de 
Asuntos Internos, Marcelino Martín Blas, recuerda que se enteró de 
todo cuando «detienen a un policía y yo pido que me den el sumario y 
me encuentro que hay policías cobrando de chinos». Aquella fue una 
de las operaciones más importantes contra la corrupción policial que 
se han efectuado en España. Incluso intervinieron los expertos en 
mafias chinas del CNI. 

Los amigos de mis amigos son mis amigos. Era una de las máximas 
de los miembros de la policía patriótica. Cuando estalló la Operación 
Emperador, el entonces comisario del aeropuerto Madrid-Barajas, 
Carlos Salamanca, se enteró de que uno de los investigados era un 
conocido: Yongping Wu Liu. Lo llamaban «Miguel el Calvo» en el 
mundillo policial. Salamanca llamó a Villarejo. Eran algo más que 
compañeros del cuerpo, ya que el primero actuaba como comercial de 
Cenyt por mucho que sus abogados negaran esta vinculación y 
«mucho menos que actuase promocionando la empresa de Villarejo», 
como todavía dicen. Dos viejos «troncos» como Salamanca y Villarejo 
eran hombres de costumbres fijas, de ahí que quedaran en el lugar de 
siempre: Casa Piluca. Era el sitio habitual para tratar los temas 
sensibles. Ambos policías, experimentados veteranos, estaban 
convencidos de que en las comisarías escuchaban hasta los cuadros 
que estaban colgados de las paredes. En Casa Piluca, sin embargo, la 
intimidad siempre era el anticipo del primer plato. No es de extrañar 
que se hubieran encontrado allí solo unos días antes para hablar sobre 
Guinea Ecuatorial, donde ambos acababan de hacer unos negocios que 
les habían reportado 150.000 euros en metálico a cada uno, según 
apuntaría después el ministerio fiscal. Se los había dado Francisco 
Menéndez, el hombre del Gobierno de Guinea en España, quien llenó 
de regalos a Carlos Salamanca. Entre ellos, un Porsche Panamera con 
el que recorría las calles de Madrid. 

Salamanca quería hablar de nuevo con Villarejo para salvar a su 
amigo Yongping Wu Liu. Sin embargo, no era un acto de filantropía. 


Si salvaba a Wu Liu también se salvaba él, ya que si los agentes de 
Asuntos Internos empezaban a tirar del hilo, terminarían por descubrir 
las numerosas llamadas que había entre ambos y el contenido 
inconfesable de algunas de ellas. Esos «favores» habían puesto en 
alerta a los especialistas en mafias chinas del CNI. Buscaban, entre 
otras cosas, tanto el origen como el rastro de esos favores que había 
hecho Wu Liu a Salamanca. Por ejemplo, pagarle el seguro del 
Porsche. De aquella reunión en Casa Piluca, Salamanca sacó el 
compromiso de su tronco Villarejo para proteger a Wu Liu, «Miguel el 
Calvo» para los amigos. Villarejo cumplió su palabra: el 12 de 
noviembre de 2012, a través de la mercantil Stuart 8: Mckenzie S. L., 
asumió su defensa por una cantidad de 125.000 euros más 26.250 
euros de IVA. Montante que quedaría facturado el 4 de enero de 2016 
en concepto de «honorarios por representación jurídica y defensa 
técnica del cliente imputado en las diligencias previas n.* 131/2011». 
Entre las medidas que tomaron para defender a «Miguel el Calvo» se 
incluyó la de investigar al propio Centro Nacional de Inteligencia. 

El 9 de abril de 2013, la Unidad de Asuntos Internos de la Policía 
Nacional incriminó a nueve agentes en la trama que supuestamente 
encabezaba Gao Ping. Además, vincularon al hijo de Villarejo con una 
red de evasión fiscal. M., una de las especialistas que intervinieron en 
la operación había citado al amigo del comisario Salamanca, Wu Liu, 
en el restaurante Trazos del hotel Paseo del Arte, ubicado en Madrid. 
Ella llegó primero y entró por la puerta de los empleados para evitar 
las cámaras mientras un equipo de detectives contratados por Villarejo 
controlaba la zona exterior del local. A las 14.18 horas llegó Wu Liu. 
Empezó la charla y, con ella, la batalla psicológica para convencerlo 
de que se convirtiera en testigo de la Fiscalía: 

—Si hablamos con él [con José Grinda] cuéntale la verdad, dile 
dónde puede mirar y dile si hay alguien implicado. Entonces, me 
dices: le he regalado un coche. O le he dado cinco mil pavos por 
arreglarme los papeles. Pero si tú me dices que no hay nada y que 
nunca ha cogido regalos, que nunca has tenido negocios con él, ¿me 
quieres contar entonces de qué cojones le acusan? Si no eres tú, qué 
otro chino ha podido hacer negocios con todos ellos. 

Los detectives que vigilaban el perímetro exterior del hotel 


entregaron el pertinente informe a los responsables de Cenyt. No 
obstante, no sabían muy bien ni cómo ni por qué. Mientras tanto, 
Villarejo, tal y como había prometido a «su tronco» Carlos Salamanca, 
se convirtió en la sombra de Wu Liu, hasta el punto de acompañarlo el 
9 de abril de 2014 a los juzgados para que denunciara al CNI. Le 
prometió que, si lo hacía, conseguiría su absolución. La denuncia 
quedó en nada. El jefe de la policía patriótica, Eugenio Pino, 
explicaría: «He dicho que a causa de un informe que hace la Brigada 
de Asuntos Internos sobre personas del Cuerpo Nacional de Policía que 
podían estar implicados en la trama de Gao Ping, Marcelino Martín 
Blas incluye entre todos esos —que luego quedan todos exonerados, 
son todos inocentes— al hijo de un comisario, y el hijo del comisario 
es el hijo de Villarejo. De tal manera que en esos informes aparecen 
todos los policías y el hijo de un comisario. Sobre la base de esa 
circunstancia, dicen que no es un policía, pero es hijo de un policía. Y 
a Marcelino le dije: Pero los policías tienen primos, tíos, abuelos y 
vecinos. ¿Por qué metes al hijo? Nunca, nunca me lo respondió. Jamás 
me respondió por qué había metido al hijo, y el hijo no tenía nada que 
ver». 


Operación Prima 


Asuntos Internos investigaba al hijo de Villarejo al tiempo que el 
propio Villarejo y Martín Blas hablaban de otra investigación en un 
audio inédito: 

—¿Qué pasa, niño?, que estamos como putas por rastrojo. Yo he 
quedado a la 1 con el abogado ese del hindú, por si quieres... Varma 
se llama. ¿Te acuerdas? —preguntó Villarejo. 

Ambos agentes se referían a Harishchandra Tarachand Varma, 
distribuidor hindú de productos low cost. La Policía Nacional lo 
investigaba por sus vínculos con una organización criminal de 
blanqueo de capitales, tráfico de productos falsificados y droga. En 
abril de 2014, Varma recibió un chivatazo a medio camino entre la 
advertencia y la amenaza: «O dejas el país y pagas o nadie en este 
mundo puede evitarte la cárcel». Le pedían tres millones de euros. 


Varma contactó con su abogado y este le recomendó a Villarejo. 
Varma le confesaría al periodista Carlos Quílez: «Sí, a través de 
Iglesias me puse en contacto con un policía que era un hombre 
importante de Asuntos Internos. Este policía me dijo que le facilitase 
toda la información y que investigaría lo sucedido». El hindú se reunió 
con un tal Javier Hidalgo en el hotel Fénix de Madrid. Hidalgo era en 
realidad Villarejo, que utilizó un nombre falso para pasar 
desapercibido. 

Cuando Varma compareció233 en Asuntos Internos sintió que no lo 
tomaban en serio. Decidió entonces denunciar judicialmente las 
extorsiones. Aquel supuesto chantaje al hindú habría sido obra de 
unos traductores jurados que, durante los meses de marzo y abril de 
2014, escuchaban por mandato legal las conversaciones intervenidas 
por el juzgado. Varma sería detenido el 17 de noviembre de 2014. Un 
juez de Fuenlabrada decretó su ingreso en prisión de manera 
fulminante a petición de la Fiscalía Anticorrupción. Tiempo después, 
Villarejo presentaría una denuncia en nombre de Varma ante el DAO 
para protegerse de cualquier informe de Asuntos Internos. Desde aquel 
día, el excomisario juró odio eterno al fiscal José Grinda. 


El fiscal amigo 


La ambición desmedida trae siempre más problemas que logros. Rafel 
Pallardó lo sabe bien: acabó en la cárcel por estar implicado en la 
Operación Emperador. Lo acusaban de blanquear dinero en Andorra 
para la red del chino Gao Ping. Sus abogados contactaron con la 
Fiscalía Anticorrupción para que tuviera alguna posibilidad de 
salvarse de la trena e hicieron una oferta tentadora: la libertad de su 
cliente a cambio de información sensible contra la familia Pujol. 
Aquella reunión se produjo el 30 de octubre de 2014. Estuvieron 
presentes los fiscales Fernando Bermejo, Juan José Rosa y José 
Grinda: «Pallardó pidió dinero de fondos reservados si querían que 
colaborase con ellos», confiesa alguien que conoce el contenido del 
encuentro como si hubiera estado allí. Pero la Fiscalía rechazó las 
pretensiones de Pallardó y continuó con sus labores. Mientras tanto, 


Villarejo y sus amigos comenzaron a moverse para consumar la caída 
del fiscal Grinda y del comisario Marcelino Martín Blas, tan amigo 
como enemigo en cuanto los intereses de Villarejo dejaron de coincidir 
con él. 

El primero de aquellos movimientos consistió en conseguir un 
fiscal amigo: «Grinda está muerto. Si Manuel [Moix] no entra, no digo 
nada. Si Manuel el día 22 sale en el Boletín Oficial, es que no sabéis 
cómo habla de él —dice Villarejo— y añade, como no salga Moix me 
preocuparé. Les tengo a todos calados, la limpia va a ser 
monumental». Poco después, su deseo se hizo realidad. El nombre de 
Manuel Moix salió publicado en ese boletín como fiscal jefe de 
Anticorrupción. Este citó rápidamente a Pallardó, quien acusó a los 
fiscales de coaccionarlo si no informaba sobre la familia Pujol. Moix 
les tomó declaración y después los apartó. No obstante, aquel 
movimiento no acabó fructificando y Villarejo y su gente tuvieron que 
inventar otra táctica: intentar que el abogado Javier Iglesias tuviera 
algo que ofrecerle al Gobierno. 

Entonces, Iglesias pidió acceso a Paul Manofort, antiguo asesor de 
Donald Trump, y De la Joya fue el elegido para llegar a él: «Me caen 
muy mal los españoles. Me han tocado los cojones los españoles a un 
nivel acojonante en mi vida y no le voy a dar una puta cancha al 
presidente del Gobierno de España porque nunca jamás cumple nada 
de lo que promete. (...) Te lo voy a decir por teléfono: si Mariano 
Rajoy quiere tender puentes con los Estados Unidos, que se busca la 
vida o que me coma la polla y me lo diga. Pero no voy a montar una 
cosa para que el Largo [Javier Iglesias] se ponga aquí y se 
importantice. No me interesa. No gano nada en todo eso. Yo no voy a 
mezclar mi vida internacional con el Largo, ni con Rajoy, ni con el 
Gobierno de España... y si lo mezclo, quiero saber por qué se va a 
mezclar. Porque luego no quiero intrigas españolas mediocres, de 
funcionarios españoles haciendo tonterías. No me interesa», dijo De la 
Joya, quien estaba muy descontento con el abogado porque «no 
cumplía su palabra». 

Así se lo hizo saber a Villarejo: 

—No cumple nada. De todas las cosas que me prometió: de 
nombrar al Oli, de mi no sé qué, nada (...). Lo primero que tenía que 


haber hecho es imponer al Oli. Si no le ha impuesto todo lo demás es 
una mierda. Tuve que coger y amenazar directamente al ministro para 
que le cortara la cabeza al Marcelino. Yo le he dado de todo, le he 
dado información. Necesito ahora urgentemente lo de Grinda. Ahora, 
urgentemente, dame no sé qué, he quedado con él mañana, tarde, 
noche, domingo una puta mierda». 


La mafia contra Grinda 


Decía Honoré de Balzac que todo poder es una conspiración 
permanente. Lo sabe bien el fiscal José Grinda, que responde tranquilo 
y contundente cuando recuerda las presiones que ha sufrido en los 
últimos años: «Ninguna amenaza me va a impedir hacer mi trabajo 
como funcionario público; la Fiscalía española no se va doblegar 
nunca a este tipo de amenazas». Se refiere a las maniobras de José 
Manuel Villarejo contra él. El excomisario «había pactado con Miguel 
El Calvo una cifra millonaria si lo salvaban del caso Gao Ping y Grinda 
lo impidió», asegura un antiguo colaborador de Cenyt. «Villarejo había 
prometido la absolución y la muerte civil de Grinda», asegura. 

Grinda no es un hombre ajeno a las presiones. De hecho, en 2016 
el propio Ministerio del Interior tuvo que asegurar su integridad física. 
Además, Villarejo lo situó en su diana, como a todos aquellos que 
imposibilitaban la prosperidad de sus negocios. «Quería acabar con 
él», asegura un prestigioso abogado de Barcelona. Villarejo investigó a 
Grinda y a su familia. De nuevo, utilizó supuestamente la base de 
datos de la Policía Nacional para fines privados y consiguió localizar 
dos causas judiciales en las que el fiscal aparecía vinculado. El 
siguiente paso no fue ajeno a su modus operandi: a través de 
Transparencia y Justicia se presentó como acusación particular. «Solo 
quería tener copia de las causas», dicen desde esa asociación. Villarejo 
siempre se justificó: «Recibí instrucciones de mis superiores para que 
me informara de la veracidad de determinados hechos delictivos que 
habría cometido Grinda». Poco tiempo después, aquellos papeles que 
había conseguido Villarejo comenzaron a llegar a las redacciones de 
los periódicos y a los despachos de abogados. Uno de los letrados que 


recibió el material señala: «Los documentos estaban dirigidos a un 
procurador desde la dirección postal de Cenyt. Cuando los recibí, hice 
que los destruyesen. Me he enfrentado a Grinda en muchas causas, 
pero nadie se podía creer dichas acusaciones». 

Villarejo acusaba al fiscal de tener material pedófilo en sus 
ordenadores. Una operación policial rastreó numerosas direcciones IP. 
Entre ellas había una que contenía ese tipo de material execrable. 
Aquella IP estaba radicada en la vivienda del fiscal: «Sin embargo, 
cuando las descargas se produjeron, Grinda estaba en la Fiscalía. Él no 
podía haber sido», dice un investigador privado que supo desde el 
principio las intenciones que Villarejo tenía con el fiscal. La Guardia 
Civil desestimó que este hubiese podido acceder a aquel material y ni 
siquiera le tomó declaración como imputado: «A Pepe [Villarejo] le 
dio igual. Sabía que tenía unos documentos que podían acabar con 
Grinda y los usó», relata otra fuente cercana a las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado. 

Villarejo siguió con su personalísima diatriba contra Grinda. El 11 
de mayo de 2015 señaló en los juzgados que los hechos que 
denunciaba «comenzaron a producirse hace más de un año, a raíz de 
oponerme a una investigación paralela» de Martín Blas contra el 
comisario Carlos Salamanca. Once días más tarde amplió la denuncia 
y precisó: «Tras realizar las comprobaciones oportunas, pude conocer 
que el citado fiscal fue imputado por descargar y poseer material de 
contenido pedófilo en su ordenador». Las denuncias no funcionaron, 
pero Villarejo perseveró hasta encontrar una nueva vía de ataque. 

El 18 de mayo de 2017, un antiguo fiscal de la Audiencia Nacional 
que ejercía en ese momento como abogado, Ignacio Peláez, presentó 
una denuncia que era calcada a la que presentó Villarejo dos años 
antes: «A partir del 15 de octubre de 2012, Wu Liu, uno de los 
investigados del citado procedimiento, comienza a recibir llamadas de 
una persona que dijo llamarse M y que se identificó como miembro 
del Centro de Nacional de Inteligencia», relató Peláez, quien había 
aparecido en televisión diciendo que Grinda era «un pederasta 
reincidente». «Peláez está deseoso de dar por el culo», dice Villarejo en 
uno de sus audios. En realidad, Peláez actuaba por venganza, 
convencido de que el fiscal «le había jodido su carrera como 


abogado». Este le respondió a través del diario italiano Il Fatto 
Quotidiano, que lo había entrevistado como «el protagonista de las 
investigaciones más importantes sobre el crimen organizado» en 
España: «Los fiscales rusos me han advertido de que el ex ministro de 
tecnología, Leonid Reiman, ha pagado a un abogado para que me 
acusen de ser un pedófilo, con el fin de arruinar mi imagen pública». 
El fiscal añadió que Peláez había estado en Moscú y que allí «se reunió 
con Reiman, quien le pidió que hiciera esas acusaciones». 

Cuando Peláez murió a causa de una larga enfermedad, Villarejo 
cambió de cromo y siguió adelante. Su abogado, Ernesto Díaz Bastien, 
viajó a San Petersburgo en abril de 2018. Fue algo más que un viaje 
de negocios, ya que volvió con un dosier contra Grinda. El Confidencial 
Digital tituló: «Un líder de la mafia rusa encarga un informe falso sobre 
un fiscal para apartarle del caso Tambovskaya». Un ex empleado de 
Villarejo asegura que «el acceso a los rusos se lo había dado Pepe a 
Ernesto, que era su abogado de toda la vida». A día de hoy, Grinda 
continúa con la permanente compañía de un escolta y no duda en 
asegurar a los autores del libro: «Es peor lo que ha intentado contra mí 
Villarejo que la mafia rusa». Algo que enlaza con la opinión del 
comisario jubilado Marcelino Martín Blas: «Asuntos Internos es la 
unidad que investiga a los policías corruptos e intentaron destruirme». 


Matar y morir a hierro 


—Da comienzo la declaración en calidad de investigado de José 
Manuel Villarejo Pérez en la causa Diligencias Previas 724/2017. 
Buenos días, señor Villarejo —comenzó la juez con voz metálica desde 
los juzgados del centro de Madrid a finales del año 2018. 


La magistrada observó la pantalla de su televisor. La imagen le 
devolvió a un Villarejo marcado por el trazo grueso de los años. El 
tiempo entre los muros de la prisión de Estremera había adelantado su 
vejez. Sentado sobre la silla desde la que declaraba parecía una copia 
de la copia del hombre robusto y henchido que fue cuando aprendió a 
ser policía en la España de Francisco Franco. Vestía traje negro y 


camiseta blanca. El cabello que raleaba sobre su cabeza estaba teñido 


de un color tirando a claro. La perilla hacía honor al mote que llevaba 
orgulloso en los últimos tiempos: Breaking Bad. Ni su aspecto ni su voz 
intimidaban como antes. Hubo unos segundos de silencio entre la 
interpelación de la juez y su respuesta. 

—Buenos días —contestó de repente el excomisario mientras 
apoyaba su codo derecho sobre el bloque de papeles que resumía la 
causa que le interpuso Marcelino Martín Blas por injurias. 

—Disculpe señora fiscala, es que la oigo muy bajo —añadió, 
mientras se movía incómodo hacia el micrófono, como intentado 
acercarse a la voz. 

—Las afirmaciones que hace sobre el señor Martín Blas, ¿cuál es su 
fuente de conocimiento? ¿por conocimiento propio o porque alguien 
se lo cuenta? 

—Por conocimiento propio y la propia experiencia, por el tiempo 
que estuve en activo al lado del señor Martín Blas que los dos 
formábamos parte del staff de la DAO —dijo y añadió su opinión sobre 
la persona con la que compartió las investigaciones en lo que se ha 


conocido como Operación Cataluña. 


A pesar de que ahora están enfrentados de manera irreconciliable, 
José Manuel Villarejo y Marcelino Martín Blas compartieron objetivos 
en una época no muy pretérita. Entonces los unía la actividad 
incansable contra el independentismo catalán. Tuvieron tiempo, 
incluso, de reunirse con la familia Pujol. 


233. En: https: //www.estrelladigital.es/articulo/exclusivas/comisario- 
villarejo-reunio-5-ocasiones-capo-hindu-h-t-varma-antes- 
detencion/20181006111425355591.html 


Capítulo 29 
Operación Cataluña 


El señor ministro hizo un panegírico sobre mí. Y así le fue, al pobre. 


José Manuel Villarejo234 


La economía española llegó tan agotada a 2012 que la palabra 
«futuro» desapareció de las conversaciones de la gente. Sumidos en un 
contexto donde el dolor repetía como plato principal del día a día, 
muy pocas familias en nuestro país salieron indemnes de la ansiedad 
que provocaba la vida rota de cualquiera de sus miembros. Los 
ingresos medios por hogar bajaron por cuarto año consecutivo y la 
prima de riesgo marcó su récord negativo durante aquel verano, en el 
que llegó a los 616 puntos básicos respecto al bono alemán a diez 
años. La morosidad alcanzó los niveles más altos mes a mes desde que 
se empezara a registrar en 1962. José Luis Rodríguez Zapatero había 
dejado una herencia tan ruinosa que España era un espectro que 
penaba sin rumbo por un cementerio de países desnortados. Un gran 
palacio en ruinas de donde cada vez salían más jóvenes con destino a 
las cocinas de los restaurantes de comida rápida de Inglaterra y 
Alemania. «Mejor esto que pudrirse en casa», se podía leer en multitud 
de perfiles de Facebook donde esos jóvenes españoles celebraban su 
ingreso en una nueva realidad: la del precariado en el exilio. 

El nuevo presidente del Gobierno, Mariano Rajoy, trató de 
reaccionar y fio gran parte de la recuperación laboral, y por tanto de 
la económica, a la reforma que aprobó el 10 de febrero de 2012. Unos 
meses más tarde, el propio Ejecutivo tuvo que salir al rescate de 
Bankia, cuya crisis obligó a su presidente, Rodrigo Rato, a dimitir. 
Desde fuera de España, cada fracaso en nuestra gestión interna era 
recibido con dureza. La agencia internacional Moody's rebajó la 


calificación de dieciséis bancos españoles, además de bajar la 
calificación de la deuda de Murcia y Cataluña a la categoría de «bono 
basura». Con esa situación llegó el presidente de la Generalitat, Artur 
Mas, a La Moncloa para entrevistarse con Mariano Rajoy. El 
mandatario catalán quería y necesitaba dinero para su región, el 
presidente del Gobierno le dijo que no había un duro. Aquella reunión 
terminó con un desencuentro absoluto. Fue el inicio de la crisis 
política que acabaría desembocando en la declaración unilateral de 
independencia de Cataluña en 2017. 

No obstante, la policía patriótica, comandada por Eugenio Pino, 
trató de parar el movimiento secesionista por todos los medios. Sus 
hombres tenían una consigna irrenunciable: «[A] quien levanta el 
dedo por la independencia lo investigamos»235. Pino dio la orden a 
José Manuel Villarejo para que se desplazara a Barcelona con el 
objetivo de conseguir cualquier información que pudiera perjudicar 
tanto a los dirigentes catalanes como a sus partidos. La Operación 
Cataluña pretendía conseguir información sensible y comprometida, 
así como lograr pruebas sobre casos de corrupción que pudieran 
afectar a los líderes catalanes y mermar así su poder de persuasión 
ante la ciudadanía para evitar que se movilizaran de forma masiva a 
favor de la independencia. 

El propio Villarejo explicó el modus operandi de aquellas acciones 
secretas: «La policía también tiene un estatus de responsables de 
inteligencia que somos los que nos encargamos de captar información 
y esa información luego la pasamos, si es judicializable, a las unidades 
que la trabajan [UDEF]». Así borraba su intervención antes de que los 
datos llegaran al juzgado. El entorno más cercano de Villarejo dice 
que se metió en todo aquello «por patriotismo». El objetivo principal 
para la policía patriótica era Jordi Pujol i Soley. Los agentes 
implicados estaban convencidos de que un jaque mate a Pujol era un 
jaque mate al independentismo. 

«A pesar de lo que dice Eugenio Pino, Villarejo nunca fue a ver a 
mi padre», cuenta en exclusiva uno de los hijos de Jordi Pujol a La 
España Inventada. «Se entrevistó con Josep [Pujol Ferrusola]l, y el 
pequeño Nicolás, enviado por Villarejo, se entrevistó con mi hermano 
Oriol», señala con gran enfado. «Esperemos que ahora nos podamos 


presentar en la Audiencia Nacional como perjudicados por lo que le 
hizo Villarejo a mi familia enviado por Jorge Fernández Díaz. Lo que 
nos hicieron no tiene nombre». El hijo del que fuera presidente de la 
Generalitat recuerda que Villarejo pagó a una ex amante de Jordi 
Pujol Ferrusola para que dijera lo que él quería que dijera. Amante 
que, entrenada para transmitir los mensajes como pretendía Villarejo, 
fue a declarar contra ellos. 

Tiempo después, cuando los policías de Asuntos Internos 
registraron la casa del excomisario antes de proceder a su detención, 
localizaron varios informes sobre líderes independentistas y partidos 
políticos catalanes: un dosier sobre la financiación de Unió 
Democrática de Catalunya, con Josep Antoni Durán como presidente 
hasta 2016, un informe sobre Xavier Vinyals Capdepon, ex cónsul 
honorario de Letonia en Barcelona y presidente de la Plataforma Pro 
Seleccions Catalanes, otro sobre Artur Mas y un lápiz de memoria con 
información para intentar destruir la agencia de detectives de 
Barcelona Método 3. Informes con los que Villarejo también 
beneficiaría a sus empresas. 


La verdad según los Pujol 


Otro de los hijos de Jordi Pujol i Soley asegura que el guion de las 
actuaciones contra su familia lo había marcado el ex ministro del 
Interior Jorge Fernández Díaz: «Él es el culpable y Villarejo un simple 
ariete». Uno de los políticos que actuó como confidente de los policías 
que lideraban Operación Cataluña recuerda que «durante un tiempo la 
Dirección Adjunta Operativa (DAO) de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado solo sirvió para investigar a los catalanes». El 
comisario Enrique García Castaño añadiría tiempo después en sede 
judicial: «Villarejo dependía directamente del DAO. Y el DAO te decía: 
«Lo que te pida Villarejo ayúdale. Datos en el tema Pujol, en Malaya o 
donde sea. Se hacía sin mandato judicial, aquí se acepta». Según estos 
testimonios, Eugenio Pino siempre estaba detrás de todo, hasta que el 
28 de enero de 2020 terminó por confesar. 

Pino se presentó ante el juez García Castellón con el peso de 


muchos silencios sobre su espalda. Antes de declarar, intentó defender 
a Villarejo con un documento que decía: «Que al igual que venía 
ocurriendo con sus antecesores, el comisario Villarejo actuó con total 
regularidad y eficacia, como agente policial no conocido por casi 
nadie de la corporación, por lo que no disponía ni de despacho, ni 
coche oficial, con el fin de preservar con la máxima discreción su 
actividad policial, sirviéndole su conocida actividad empresarial de 
cobertura. (...) Que tanto en el ámbito de la corrupción política como 
del terrorismo ha realizado significativos informes de inteligencia que 
después de judicializarse han permitido destacadas operaciones 
policiales». 

Pino vestía jersey marrón, y marrón se volvió su discurso ante el 
juez cuando, al empezar a hablar, la seguridad expositiva que se le 
presupone a alguien que ha sido director adjunto operativo (DAO) de 
la Policía Nacional se evaporó como se evaporan las certezas que 
carecen de argumentos sólidos. 

—Se fue a ver a Jordi Pujol y yo no lo sabía. Nunca lo supe. Le 
llamé a Villarejo y le dije: ¿A qué has ido? ¿Quién te ha mandado? Y 
me dijo: pregunta por arriba. Yo me quejé al director, no me dio 
repuesta y dije: «Quiero la cabeza de este señor». A mí el ministro me 
dijo en un momento: «Me dice el presidente que le estás tratando 
mal». Que yo trataba mal a Villarejo. Fernández Díaz me lo dijo a mí. 

—«¿Se lo dijo Fernández Díaz a usted porque a su vez se lo había 
dicho el presidente? —le pregunta el juez. 

—Sí, el presidente del Gobierno. 

—¿Qué dedujo usted de eso? 

—Cuando viene de arriba... Yo exigía un respeto manu militari y 
este era una especie que quería mangonear. Cuando verdaderamente 
se va a ver a Jordi Pujol a su casa, habla con él y yo no me entero. Se 
fue a Andorra, se fue a muchos sitios. No obedecía mis órdenes. 

—-Claro. Es motivo suficiente para que usted pida el cese. Pero 
como el ministro le dice que como el presidente le ha dicho que le 
trata mal, a ver quién se atreve a hacer una cosa como echarle. Ese 
viene a ser su razonamiento... —señala el juez que considera las 
declaraciones del policía como «intolerables». 

Eugenio Pino dejó de defender a Villarejo en cuanto tuvo una toga 


delante. Lo describió como alguien que iba por libre y que tenía una 
manera particular de relacionarse con las personas que le interesaban: 

—Está muy imbricado en la sociedad y en el mundo económico de 
la ciudad [Madrid]. No obedecía mis órdenes —señaló—.Hizo una 
serie de cosas que se escapaban de mi jerarquía. Por ejemplo, se fue a 
hablar con Jordi Pujol y yo no lo sabía. Responde a otras estructuras. 

García Castellón interrumpió: 

—Somos mayores de edad y entendemos las cosas. Usted 
preguntaría arriba claro... 

—Al director, y [me dijo] que no le han dado dinero. Pues si yo no 
se lo he dado, pues para arriba. Villarejo representaba solo el 1% de la 
actividad de la Policía —se defendió Pino y añadió—: Era un señor 
que no estaba controlado por el DAO, ni el CNL, ni el presidente del 
Gobierno. Era controlado por todos y por ninguno. 

El juez volvió a la carga: 

—¿Se le permitía a sus clientes dar datos de acceso policial 
restringido? —preguntó. 

—Absolutamente no —contestó Pino, que trataba de distanciarse 
de las irregularidades de Villarejo—. Este quería mangonear —y 
rectificó—: En los asuntos clasificados lo hizo estupendamente —luego 
le insistió de forma tajante a García-Castellón—. Voy a aclarar una 
cosa. Desde que yo fui DAO, el señor Villarejo no hizo nada ilegal 
desde mi punto de vista. 

La comparecencia de Eugenio Pino en sede judicial fue un partido 
de tenis de ritmo incesante. Él y García Castellón cruzaban preguntas 
y respuestas como dos jugadores que intercambian saque-resto-volea- 
saque-resto-volea, sin que la dinámica parara en ningún momento. 

—Y si Villarejo está diciendo que es agente encubierto y usted es el 
DAO, el Dios en el Olimpo, cómo firma una carta donde asegura que 
ha trabajado con total regularidad —añadió el magistrado, que 
destacó la «contradicción» que encerraban sus palabras. Pese a ello, 
Pino trató de defenderse: 

—Era para [conseguir] la libertad de un compañero —dijo. Y alegó 
que firmó aquella carta porque entonces no se había publicado «ni un 
80% de lo que salió después». 

—¡Pero si Villarejo estaba ya en prisión! —exclamó García- 


Castellón—. Había un señor, como después se está demostrando, en la 
dirección de la policía, arriba en la policía, que hacía lo que le parecía 
bien. Dígame, ¿cómo lo que se hizo en Cataluña, por ejemplo, en el 
caso de Pujol? 

—Señoría, yo me entero por la prensa que ha ido a ver a... 

—Pues peor me lo está poniendo... 

—Yo, cuando le veo, le digo: ¿Has ido a ver a Pujol? ¿Quién te ha 
dado permiso? Ah, pregunta arriba [respondió Villarejo]. Me fui a ver 
al director [Ignacio Cosidó]... este se ha ido a ver a Pujol en contra 
nuestra [le dijo], mira a ver qué es», y no me dijo nada, el director, no 
me contestó. Entonces, ¿qué es lo que tengo que hacer? ¿Irme? Si el 
director cuando yo le digo que cese a don Marcelino [Martín Blas] y 
no me lo cesa, le digo que cese a Villarejo y no me lo cesa... Lo del 
director adjunto no se digería muy bien por parte del director, pero es 
así. Ni tenía la potestad de inferir en las compatibilidades, ni tenía la 
potestad disciplinaria porque eso según el reglamento, porque eso lo 
tiene el ministro, el secretario de Estado y el director —se justifica 
Pino que añade: 

»Hay otra cosa más importante y es que Villarejo ocupaba el 
puesto de comisario más bajo de todo el escalafón, no podía haber 
algo más bajo. Entonces lo que se me ocurrió es que, a través de 
personal, Villarejo pasara a personal o que dependiera de personal 
para no verle. A partir de entonces veía a Villarejo, me venía y me 
contaba lo que decía una política de turno, era muy divertido porque 
me contaba lo que quería y esas cosas, pero nunca más le mandé más 
cosas porque no mandaba sobre él. 

—¿Sus relaciones con el ministro acabaron bien o mal? —continuó 
el juez. 

—¿Las mías? Acabaron bien —contestó descolocado Pino. 

—De tal forma que, aunque usted no esté obligado a decir la 
verdad, supongo que es la verdad lo que me ha dicho respecto al 
ministro y el presidente. Por lo tanto, si yo llamo al ministro me va a 
decir lo mismo que usted, ¿no? Vamos, no sabe lo que me va a decir, 
pero se supone que debía decírmelo. 

—La verdad es la verdad. 

—El ministro le dice que el presidente está preocupado con el trato 


que le daba usted [a Villarejo] ¿Eso le llevaría a usted a continuación 
a pensar algo? Si usted no tenía ninguna noticia de las relaciones del 
señor Villarejo, ¿le llamaría la atención de alguna manera? ¿En qué 
sentido? 

—Pues que este señor tenía una comunicación... Él siempre ha 
tenido comunicación con todo el mundo, tenía negocios... 

—-¿En ningún caso lo asoció usted con el espionaje a Bárcenas? 

—¿Eh? No. 

—¿Por qué? ¿Es lo lógico? 

—A este señor no le asocié al espionaje a Bárcenas. Es cierto que 
yo le iba a mandar a eso y luego posteriormente... 

—Pero es mucha casualidad... —le señala el juez — todo lo que le 
estoy contando. ¿No es casualidad que le diga lo que le ha dicho el 
presidente, el ministro, ¡el ministro!, no un subdirector general, todo 
lo que el ministro le ha dicho a usted en relación a lo que pasó con 
Bárcenas y esta carta? Todo junto, todo mezclado. Me ha dejado usted 
un panorama devastador. 


Independentistas 


El patriotismo es un concepto tan emocional, subjetivo y propio de 
cada persona que sería casi imposible encontrar dos explicaciones 
iguales al mismo término. Como todo el mundo, Villarejo tenía su 
propia idea, pero a diferencia de la mayoría, él intentaba imponerla al 
precio que fuera. El excomisario viajó a Barcelona a principios de 
2012 para controlar los movimientos independentistas sobre el 
terreno. Captó a Antonio Giménez Raso para la causa y ambos 
conformaron un equipo de confidentes con un único fin: destrozar 
policialmente a los políticos catalanes que no pensasen como ellos. 
Este audio inédito hasta ahora refleja bien el modus operandi de aquel 
dispositivo: 


—Sí, buenas tardes. Disculpe, quería hablar con el señor Piqué Vidal — 
le dijo Villarejo a una telefonista del despacho de Juan Piqué Vidal. 
Juan Piqué Vidal había sido el abogado de los políticos y 


financieros más importantes de Cataluña, además del de Jordi Pujol en 


el caso Banco Catalana. 

—¿De parte? 

—Soy un compañero suyo, de Manuel [Pérez Villar, uno de los 
alias de Villarejo]. Él me conoce, pero dígale que es de parte de don 
Javier de la Rosa. 

—A ver, un momentito. 

La secretaria transfirió la llamada mientras en el altavoz suena If I 
were a Bell de Stacey Kent. Segundos después sonó la voz de Piqué 
Vidal: 

—Sí, buenas tardes. 

—¿Qué tal, cómo estamos? Un momento que le van a saludar — 
dijo Villarejo mientras le pasaba el teléfono a De la Rosa que habló: 

—Juan, estoy en Madrid y entonces él va a quedar contigo, un 
abrazo. 

—¿Quién es él? —pregunta el abogado. 

—Manuel. 

—¿Me llamaréis? 

—No espera, estoy aquí con él. Que se pone —dijo De la Rosa 
mientras le pasaba el teléfono de nuevo a Villarejo. 

—;¡Qué tal! ¿Cómo estamos? 

—Muy bien —contestó Piqué Vidal. 

—Yo subir a Barcelona tendría que ser tipo miércoles o así, porque 
antes no podría, salvo que si quiere bajar a Madrid, yo encantado el 
mismo lunes. 

—NOo. 

—¿No puedes, no? Nos tuteamos porque somos de la misma edad y 
somos compañeros [abogados]. 

—El día que usted venga, pues me llama y nos vemos con mucho 
gusto. 


—Perfecto. Pues quedamos entonces en eso. 


Operación Atocha 


Un día después de esa conversación, un coche camuflado de la Policía 
aparcó muy cerca de uno de los accesos más concurridos de la 
estación de Atocha. La zona parecía un fortín preparado para que 
alguien destacado llegase desde la calle al andén número tres sin 


necesidad de pasar por los controles de seguridad. Tras un instante de 
pausa generalizada, de la parte de atrás del vehículo salió Javier de la 
Rosa, al que acompañaban dos policías destinados en la Dirección 
Adjunta Operativa (DAO). El financiero catalán arrastraba una 
pequeña maleta donde había 250.000 euros. «No eran 250.000 —dice 
uno de los policías que participaron en el operativo—, era algo 
menos». En cualquier caso, era el precio por su traición. El dinero de 
los fondos reservados por confesar a la Policía todo lo que querían 
saber sobre Jordi Pujol i Soley. 

Antes de llegar a Atocha bajo el dispositivo de seguridad de un jefe 
de Estado, De la Rosa había vivido las jornadas previas con gran 
intensidad. Primero, había declarado ante José Manuel Villarejo; 
después, acompañado por la mano derecha del excomisario, Rafael 
Redondo, se dedicó a blanquear la información aportada con una 
nueva denuncia en la Unidad de Delincuencia Económica y Fiscal 
(UDEF). De hecho, su declaración fue clave para detener al 
expresidente de la Generalitat. «Yo lo vi firmando documentos 
bancarios frente a Thierry Lombard», había manifestado De la Rosa. 
Villarejo, alias Manuel en esta operación, lo había convencido para 
que hablara con la promesa de importantes gratificaciones y 
reconocimientos. 

De la Rosa tardó pocos minutos en llegar al vagón del AVE que, en 
compañía de dos agentes, lo llevaría hasta Barcelona. Unos días 
después de ese viaje, saldaría una cuenta pendiente tras recibir «un 
sobre con dinero en metálico en el bar José Luis de la avenida 
Diagonal», aseguran los camareros que lo atendieron. Allí había 
conocido a Villarejo tras la mediación de Javier Basso, hombre del 
Partido Popular de Cataluña, quien ¡introdujo al comisario 
nombrándolo con uno de sus alias: «Javier te presento a Manuel Villar. 
Me han pedido en Génova que os presente. (...) Te pedimos en 
nombre del Gobierno que nos ayudes a desenmascarar a la familia 
Pujol»2s6. 

De aquella operación, Eugenio Pino recuerda: «Me dice: mándame 
a alguien de Marcelino porque lleva tanto dinero y le van a hacer un 
control en la estación de Atocha, para que le acompañen y le escolten 
no vaya a ser que se lo vayan a quitar. Yo no le di dinero. En primer 


lugar, no sabía que venía De la Rosa. Yo no le di dinero de fondos 
reservados. No eran fondos reservados. Le pregunté quién se lo dio y 
me dijo que preguntara arriba. Obedece a ciertas estructuras». 

Tiempo después, Javier de la Rosa confesaría a Francisco Marco: 
«Villar venía en nombre del CNI. Se ha casado tres veces y tiene una 
sociedad que se llama Stuart € Mckenzie. Había un problema de unas 
casas de mi mujer, que las pusimos a nombre de otras personas y no 
nos las quieren devolver a no ser que les demos unos millones. Y esa 
gente [Villarejo haciéndose pasar por miembro del CNI] nos lo 
arreglaron. Los otros 250, nunca más supe de ellos», escribió Javier de 
la Rosa en un mensaje de texto. La relación entre ambos se rompió 
cuando Marco le explicó al financiero que Villar no era del CNI, sino 
«un mero Policía Nacional haciéndose pasar por un agente de la 
Inteligencia española». 

Villarejo, por su parte, también tuvo palabras para el financiero 
catalán: «Me da la impresión de que Javier de la Rosa es una persona 
un poco imaginativa. Le puedo decir que este señor me contaba unas 
historias... historietas». Finalmente, De la Rosa no ratificó su 
declaración en sede judicial y avisó a Covergéncia i Unió (CiU) de que 
los estaban investigando. 


Mentiras mil veces repetidas 


El director adjunto operativo (DAO), Eugenio Puno, fue claro, breve y 
conciso: «Hay que acabar con CiU y con Jordi Pujol». Villarejo abrió 
camino. Primero, sacó tanta información como pudo a una lista de 
confidentes que, cuanto menos, era variopinta: Javier de la Rosa, 
Victoria Álvarez, algunos empresarios, dos Mossos d'Esquadra, una 
bruja y varios delincuentes condenados. Después, preparó su primer 
informe sobre Cataluña. Fue el 10 de septiembre de 2012 y contó con 
Antonio Giménez Raso y con las investigaciones que intentaron vender 
a la familia Prenafeta y al conseller de Interior Felipe Puig. En el 
informe escribió que «varios Mossos d'Esquadra sindicalistas» habían 
informado de que durante la detención de Félix Millet, en el caso 
Palau de la Música, habían recibido una llamada de teléfono del 


«president Artur Mas». Así empezaba un documento que estaba 
cimentado sobre datos falsos. Por ejemplo, solo un detalle inicial: el 
registro del Palau de la Música se había llevado a cabo el 23 de julio 
de 2009 siendo presidente de la Generalitat José Montilla (28 de 
noviembre de 2006 a 27 de diciembre de 2010) y no Artur Mas. 

El informe continuaba así: «Para hablar con total impunidad se 
apartó [Félix Millet] de los policías que estaban custodiándolo y nadie 
le impidió que susurrara y dijera lo que le vino en gana. Cuando 
terminó el registro, antes de que se detallara, inventariara y 
consignara el contenido, recibieron la orden de ir todos los 
participantes a ver al conseller Felip Puig y este les ordenó 
taxativamente que dicha llamada no constara en el acta que se debería 
levantar por el registro efectuado». Lo cierto es que Puig ocupó la 
cartera de Interior del 27 de diciembre de 2012 a 14 de enero de 2016 
y, por lo tanto, en el momento del registro del Palau de la Música 
quien estaba al frente era Joan Saura —29 de noviembre de 2006 a 29 
de diciembre de 2010—. Todo era una estrategia para conseguir que 
la Fiscalía actuase contra CiU. No obstante, Villarejo tenía una carta 
más guardada bajo la manga. Una carta con nombre de mujer: 
Victoria Álvarez. 

El expolicía hizo un segundo informe donde decía que «diversos 
testimonios e informes en los que actualmente interviene esta 
Comisaría General (...) y la examante de un asesor de sociedades off 
shore con sede en Mount Street (Londres), ha informado a servicios 
policiales de Gran Bretaña...». Ahí estaba la primera mentira de este 
nuevo documento. Su nota informativa señala que «personal 
administrativo recientemente despedido» ha informado a las 
autoridades policiales de Estados Unidos que «Rupert Galliers Pratt, ha 
estado ocultando al fisco americano una serie de beneficios que 
provienen de negocios en Liechtenstein con un socio español llamado 
Jordi Pujol Ferrusola». El excomisario añadía que el supuesto asesor 
fiscal de origen hindú «cobraba en efectivo importantes cantidades de 
dinero de dudoso origen», y que entre sus clientes estaba Jordi Pujol 
Ferrusola y que esa misma informadora —la examante del asesor fiscal 
hindú— ha confirmado que «dicha familia [Pujol] posee numerosas 
sociedades off shore en las Islas del Canal» señalando como ejemplos la 


compra del hotel Encanto en Acapulco. 

«Cenyt participó activamente en la destrucción de la familia 
Pujol», confiesa a La España Inventada un exempleado de la empresa 
de Villarejo. «La investigación sobre Puerto del Rosario (una sociedad 
argentina) se hizo desde Cenyt», añade al tiempo que nos hace entrega 
de los correos electrónicos donde aparecen aquellas notas. Un 
documento inédito lo confirma: «Se trata de la constitución de la 
sociedad Terminal Puerto Rosario S. A. Se constituye en Rosario, 
Santa Fe, el día 7 de junio de 2002 ante P. 237. Comparece a la firma D. 
JGP, argentino con cédula de identidad 8.xxx.311 (CUIT 20-xxx-3) y 
domicilio en Calle José Hernández número xxx». La persona que había 
puesto a la policía patriótica sobre aquella pista era Victoria Álvarez. 
La información no es gratis. En esa ocasión, tampoco. Álvarez recibiría 
una asignación mensual de 2500 euros durante varios años que 
procedía de los fondos reservados. 

«Yo conocí a Victoria a través de Pepe», dice un periodista que ha 
entrevistado a la examante de Pujol. Añade: «Gracias a ella se pudo 
llevar a cabo la operación contra los Pujol». Por su parte, un político 
de gran prestigio en Cataluña precisa: «Álvarez ha grabado a 
periodistas, llevado y traído información a la policía, intentado captar 
a familiares de políticos... ¿sigo?». El diagnóstico se acerca bastante a 
la realidad. Miembros de la Policía pagaban un sueldo a Victoria 
Álvarez por asistir a programas de televisión y atacar a la familia Pujol 
porque «la información que tenía la volcó Villarejo en sus primeros 
informes». Dada la falsedad de esos informes, Eugenio Pino no los 
tomó en consideración ya que, además de estar poco fundamentados, 
eran falsos. Documentos imposibles de judicializar que «solo servían 
para una cosa: que la prensa hiciera casus belli contra la familia Pujol 
y, de paso, contra el independentismo catalán, ya que las corruptelas 
de CiU sí aparecían dibujadas en esos informes», dice un influyente 
abogado catalán. «Quien filtró el documento lo hizo por despecho. 
Creían que con ese borrador la Fiscalía de Barcelona se iba a plegar a 
los intereses de aquellos policías y se fueron de Barcelona tal y como 
habían llegado», señalan desde el entorno de la Fiscalía catalana. Los 
agentes mantienen otra versión: «Frente a la negativa de Fiscalía 
creímos que el Gobierno intentaría pactar con nuestra información un 


Gobierno tranquilo en Cataluña y para evitar que el informe de la 
UDEF acabase en un cajón lo hicimos público». 

El 15 de noviembre de 2012, el periodista de investigación 
Eduardo Inda se desplazó a la cafetería del hospital Ramón y Cajal y 
recibió de manos de un policía que no era Villarejo un informe de la 
UDEF. El documento recopilaba los datos que el excomisario había 
escrito sobre Cataluña. Cuando Inda llegó a la redacción de El Mundo, 
ubicada en la madrileña avenida de San Luis, el entonces director del 
periódico, Pedro J. Ramírez, tomó una rápida decisión: «Mañana 
abrimos a cinco columnas. Ahora aviso para que embarguen la 
portada». Con la madrugada entrada en horas y la densidad del 
silencio amueblando las calles de Madrid, Eduardo Inda y su 
compañero Esteban Urreiztieta abandonaron la redacción con la 
satisfacción prendida en el rostro: podían demostrar los detalles clave 
de la corrupción sistémica que carcomía desde hacía años el Gobierno 
catalán. Pocas horas después, España desayunó con el siguiente titular 
de El Mundo: «La Policía vincula cuentas en Suiza de Pujol y Mas con 
la corrupción de CiU». 

Junto al borrador de la UDEF, apareció un documento con el 
siguiente encabezado: Notas internas magia Cataluña. Allí se señalaba 
que «el 29 de octubre de este año, se mantuvo [José Luis Olivera y 
Marcelino Martín Blas] una reunión en la Fiscalía de Barcelona con el 
fiscal Emilio Sánchez Ulled y el fiscal Bermejo. (...) Se les enseñó un 
informe de situación y se les planteó la necesidad de hacer registros en 
los domicilios más significativos, entre ellos el del tesorero de CDC 
que también lo era de la Fundación Trías Fargas y que había 
alardeado de tener un disco duro con todos los pagos por si le pasaba 
algo. Los fiscales contestaron que no estaba el juez por la labor de 
seguir (...). En la reunión se habló de otros anónimos y de 
informaciones de confidentes y sorprendentemente dijeron que si no 
se identificaban las fuentes no tendrían validez». Las notas añadían 
que existía «una denuncia de una mujer contra su pareja, que es 
subastero (...), que se nutre de dinero negro» y que uno de los 
beneficiarios es el «conseller de interior Felip Puig». Junto a todo esto 
estaba la denuncia de la mujer afectada, fechada el 10 de noviembre 
de 2011. Al subastero lo identificaron como Jorge Cuixart. Esa 


información ya la habían tratado de vender en 2009 al propio Felip 
Puig. 


Objetivo Pujol 


Era el 20 noviembre de 2012 cuando Victoria Álvarez recibió un 
mensaje del jefe de gabinete del presidente del Gobierno. Jorge 
Moragas, actual embajador de España en Filipinas, escribió: «Si dieses 
una entrevista y lo contases todo salvarías a España». A las 20.41 
horas, ella le confesó que su hijo la había convencido para hablar. 
Moragas volvió a escribir: «Tu hijo es un crack». Según el entorno 
legal de Álvarez, al día siguiente, Villarejo le dijo a la ex amante de 
Jordi Pujol Ferrusola: «No es necesario que vaya tu abogado a la 
declaración. Ya irá uno de los nuestros a protegerte». En paralelo, 
Javier de la Rosa recibió un Whatsapp del futuro alcalde de Barcelona, 
Javier Trías: «Me ha dicho Jorge Fernández que estás colaborando con 
un comisario de policía y con el PP para hacer un informe». 

Nueve días más tarde, De la Rosa se encomendó al hombre de 
confianza de Villarejo, Rafael Redondo, y firmó unos poderes para que 
defendiera sus intereses. El financiero catalán habló con el presidente 
del Grupo Intereconomía, Julio Ariza, y le explicó que en los medios 
de comunicación ya se sabía que él había denunciado a la familia 
Pujol. Del mismo modo, eran numerosos los periodistas que conocían 
que Victoria Álvarez había tenido una reunión con la política del 
Partido Popular Alicia Sánchez Camacho. Ariza había pagado al 
detective Julián Peribáñez por el informe de una conversación entre 
ambas mujeres en el famoso restaurante barcelonés de La Camarga. 
Una persona del entorno de Peribáñez atestigua: «Sí, es cierto que lo 
vendió Julián, y Ariza le pagó con corticoles». Uno de los 
colaboradores que tuvo Intereconomía en sus buenos tiempos 
confirma: «Sí, es la manera que tenía Ariza de pagar a sus 
colaboradores, con vales regalo de El Corte Inglés». 


Que hablen De la Rosa y Villarejo, bajo el nombre 
de Manuel Pérez Villar 


—Buenos días, Manuel. Te explico todo con detalle para que tú te 
centres —señala Javier de la Rosa—. Me llama Julio Ariza y me dice: 
Mira oye yo no me quiero meter en tu vida, pero ha llamado la juez 
esta Coro Cillán y ha pasado a un medio de comunicación una 
denuncia que tú has puesto. Yo no voy a publicar nada, yo estoy en el 
acuerdo ese que me va a llamar el tal Manuel [Villarejo] y yo te llamo 
a ti. ¿Cuál es el problema, Manuel? Que esta señora (la juez) es una 
incontinente verbal. 

—En primer lugar, esta mañana voy a hablar con esta señora y se 
le va a quitar la jurisdicción. Necesito un día para hablar con la 
Audiencia Nacional. Ayer a última hora de la tarde se habló con el 
Decano y ella [Coro Cillán] ha dicho que no, que solo ha hablado con 
un periodista. Se le va a abrir un expediente en el Consejo General del 
Poder Judicial. Tú me llamas a mí y yo tardo diez minutos en hacer 
una llamada y se para cualquier publicación, pero no debemos 
distraernos de la situación actual que es... Punto uno, que tú por una 
vez en tu vida no has hecho nada chungo, es decir, que te has limitado 
a poner en conocimiento de la autoridad judicial que te ha amenazado 
el enano [Jordi Pujol]... Punto dos, yo me he comprometido, y estoy 
haciendo, a reorganizar tu vida, tus problemas personales, tu 
historia... Punto tres, que he firmado en mi despacho contigo un 
acuerdo en virtud del cual te voy a llevar toda una serie de temas y tal 
que además incorporamos el asunto; y punto cuatro, macho, hace 
quince días nadie te hacía ni puto caso, te trataban como un pringao, 
joder, y ahora de alguna manera todo el mundo te persigue para que 


paren las cosas. 


Traspaso de poderes 


Operación Cataluña fue el inicio de lo que muchos periodistas han 
calificado como la guerra de los comisarios. Marcelino Martín Blas dice 
que «nunca ha existido tal guerra», pero lo que sí supuso fue que 
Villarejo cediese al propio Martín Blas los medios, confidentes y, sobre 
todo, a uno de sus hombres de confianza: Antonio Giménez Raso. 
Aquellos días fueron el principio del fin de la buena relación que 
alguna vez unió a Martín Blas y Villarejo. De hecho, desde entonces, 
Martín Blas se ha ido distanciando cada vez más de su compañero 


hasta el punto de negar que haya tenido nada que ver con él o con la 
propia Operación Cataluña. 


Que hablen los audios de Villarejo 


El 6 de mayo de 2014, el DAO citó a Villarejo en la Dirección General 
de la Policía para decirle que a partir de esos momentos Marcelino 
Martín Blas se ocupaba de la Operación Cataluña. Villarejo lo grabó: 

—Estoy aquí con..., ahora va para allá Antonio [Giménez Raso]. 
¿Le verás no? —dice Martín Blas. 

—Sí, sí. Le veré un momentito, no mucho porque ya le he dicho 
que todas las cosas te las comente a ti, que a mí ya no tiene porqué. 

El 17 de junio se repite una llamada similar: 

—Acabo de solucionar lo que te iba a decir...—dice Martín Blas. 

—¿Ya no necesitas nada? 

—Lo dejamos, ¿vale? 

—¿No necesitas nada, entonces? Joder, maricón. 

—Muchas gracias, es igual. 

—De todas maneras, tenemos un cafelito tú y yo pendiente —le 
dice Villarejo. 

—Bueno, pero ya no hace falta que vayamos con prisas. Es que 
cuando te he llamado tenía prisa. 

—Pero con Antonio todo bien, ¿no? 

—Sí, todo bien. 

—Ya le he dicho que te cuente todo a ti, y tal —sigue Villarejo. 

—En cuanto tenga un momento le voy a llamar, porque le 
encargué unas cosas y a ver cómo las lleva. 

—Pero entonces no era nada de Barna ni esas cosas urgentes, ¿no? 


—No, no nada. Eso déjalo. 


Primeros beneficios para Villarejo 


Al entrar en aquel despacho, el detective se sintió cómodo. Miró el 
sofá de piel negra y pensó por un instante en echarse una siesta. 
Llevaba varios días durmiendo apenas unas horas cada noche. El 
pensamiento le quitó el sueño y le hizo sonreír para sus adentros. Era 
mayo de 2013 en Barcelona y el calor pegajoso comenzaba a colgar de 


la ropa y del ánimo. No obstante, el detective estaba contento de 
visitar a Daniel de Alfonso en la Oficina Antifraude de Cataluña 
(OAC). Se sentaron cara a cara, separados por una mesa. Silente, casi 
como un mueble más, los acompañaba un miembro del gabinete del 
director. Estaban cómodos y confiaban los unos en los otros. Hablaron 
del pasado, cuando De Alfonso era juez de Barcelona y dirigía una 
revista jurídica. 

Días antes, Daniel de Alfonso había tenido otra visita, esta más 
mediática, ya que se trataba de Victoria Álvarez, quien había pasado 
por allí para denunciar a Jordi Pujol Ferrusola. Las palabras de 
Álvarez sobre el mayor clan de poder de Cataluña estaban en todos los 
medios de comunicación y ocupaban varios archivos en los despachos 
políticos españoles y catalanes. De Alfonso confesó al detective: 

—Me parece que me están espiando. 

—«¿Por qué? 

—No lo sé. Simplemente tengo la impresión y he contratado a un 
expolicía para que haga un barrido de la sede. 

—No será a Antonio Giménez Raso, ¿verdad? 

—¿Lo conoces? —preguntó De Alfonso. 

—Es el hombre de Villarejo en Barcelona y la persona que está 
haciendo las investigaciones sobre todos los políticos catalanistas. 

Aquella conversación quedó en una simple anécdota en la cabeza 
del detective. Cuando salió del despacho no la volvió a recordar. Sin 
embargo, la empresa de Giménez Raso pasó una factura a la Oficina 
Antifraude por 6497 euros el 15 de octubre de 2013. El tiempo 
demostró que los temores de Daniel de Alfonso tenían fundamento. 

De Alfonso conoció al inspector jefe de policía José Ángel Fuentes 
Gago por mediación de Giménez Raso. Fuentes Gago estaba 
considerado «el chico de los recados de Eugenio Pino», según cuenta 
uno de los agentes que formó parte de la policía patriótica. Cada vez 
que Pino tenía alguna cuestión peliaguda, Fuentes Gago se ponía a su 
disposición, incluso tenía hilo directo con los mandos políticos. De 
hecho, el inspector jefe había colaborado de forma activa con el PP en 
cuestiones de seguridad durante el tiempo en el que dirigió el 
sindicato SPP. Sus servicios fueron recompensados con un puesto en la 
DAO, concretamente en comisión de servicio. Fuentes Gago llegó a 


espía y ha negado siempre su participación en las misiones 
extrajudiciales para «salvar España»ass. 

Al tiempo que la policía patriótica tomaba posiciones en Cataluña 
con especial presencia en Barcelona, Josep Pujol llegó preocupado a la 
oficina del abogado Javier Iglesias. Era un 14 de febrero de 2014, pero 
el encuentro que tenía pendiente ese día no era precisamente de amor, 
ya que en una sala lo esperaba José Manuel Villarejo. El comisario, 
parapetado tras su mejor sonrisa, fue al grano: 

—Tú estás yendo mucho a Rusia... 

—Es que trabajo en Indra y uno de mis mercados es Rusia —le 
contestó Pujol al comisario Villarejo, que volvió a sacar su mejor 
sonrisa de navaja y espetó: 

—Venga ya. Tú estás montando un chiringuito para proclamar la 
independencia de Cataluña. 

—Eso es una fantasía. 

—Toda esta operación contra vosotros la ha montado Jorge 
Moragas y yo he sido quien lo ha organizado todo. Primero conocí a 
Victoria Álvarez y conseguí que denunciase a tu hermano. Luego capté 
a Javier de la Rosa. ¿No lo entiendes? Todo está premeditado y se ha 
denunciado en los juzgados de Madrid para joderos porque vamos a 
por vosotros para evitar que Cataluña sea independiente. 

—¿Me quieres decir que todo esto lo has organizado tú, por orden 
de Moragas? —preguntó Pujol, tal y como tiempo después confesaría 
en la Audiencia Nacional. 

—Es una instrucción directa del ministro del Interior —sentenció 
Villarejo, según nos informa Pujol. 


«Nosotros tenemos instrucciones del ministro del Interior — insiste 
Josep Pujol que esto fue lo que le dijo Villarejo—, pero todo esto se 
podría arreglar si tu padre hace unas declaraciones claras y precisas 
contra el tema del proceso soberanista». El ex comisario, por su parte, 
explicó su versión de la charla con Pujol: «Él había estado en una 
fiesta donde hubo problemas... Pero sin acritud. Para mí es una forma 
de repetirle que nunca ha habido ni enemistad ni mal rollo, como ellos 
quieren vender entre Cataluña y el resto de España». A Pujol, por su 


parte, la reunión con Villarejo le pareció un sinsentido, de ahí que 
tomara la posición de hablar poco y escuchar mucho. 

—Nos tenéis que dar porquería a Esquerra Republicana. Lo están 
poniendo en peligro todo. Y todo se puede acabar si tu padre sale y se 
muestra contrario a la independencia de Cataluña. Está todo en 
vuestras manos —añadió Villarejo durante un encuentro que no sirvió 
para nada. 

La familia Pujol no cedió y la policía patriótica aumentó su presión 
sobre todo lo que supuraba independencia: «Me dijo que quería llegar 
a un pacto y mi obligación como policía es oír a todo el mundo», diría 
Villarejo en el programa Salvados. 

Tiempo después, el 23 de mayo de 2018 concretamente, Josep 
Pujol cerraría el círculo de sus conversaciones directas e indirectas con 
José Manuel Villarejo y le escribiría a prisión: «Hola, Pepe. Ayer leí 
que has estado a punto de morir... Yo no te deseo ningún mal, ni a ti 
ni a tu familia, y siento que estéis pasando por lo que estáis pasando. 
Por desgracia, como tú bien sabes, mi familia también está pasando 
por una mala etapa que dura ya más de cinco años. Tú y yo sabemos 
quién empezó en 2012 toda esta persecución de mi familia, y cómo se 
organizaron las declaraciones fantasma de Javier De la Rosa 
[financiero catalán condenado] y Victoria Álvarez. Con el tiempo 
incluso hemos sabido que cobraron por inventarse lo de las cuentas en 
Suiza, y lo de las mochilas llenas de dinero, y que dos de los 
principales artífices, Fernández Díaz y Moragas, han tenido que 
apartarse de la primera línea política porque su participación en la 
farsa hacía insostenible su situación. Moragas, además, supongo que 
recibió algunas collejas de su mujer... tú ya me entiendes... y ha 
tomado distancia física». La misiva prosigue: «Después nos vimos tú y 
yo, e intenté explicarte la poca capacidad de maniobra que yo creía 
que tenía mi padre sobre el president Mas y los líderes del Procés. Tú 
no me creíste. Tú creías que Pujol tenía la autoridad para frenar la 
inercia iniciada en las manifestaciones de 2010, 2011 y 2012, y por 
eso seguisteis el plan de destrucción del personaje siguiendo las 
instrucciones del Ministro del Interior quien a día de hoy sigue 
convencido de que Pujol lo podía haber evitado todo. Me parece un 
iluso o un bobo, o las dos cosas». 


Villarejo se llena los bolsillos 


Llegó el otoño de 2014 y con él el inicio de la recuperación 
económica. El Producto Interior Bruto (PIB) crecía al 1,4%, la cifra de 
nuevos puestos de trabajo se acercaba a los 500.000 y en el horizonte 
comenzaba a difuminarse el gris plomo de los últimos seis años. No 
obstante, España aún parecía un solar en derribo más que una nueva 
construcción. Todavía se mantenía, y se mantiene, el problema de los 
desahucios, la desigualdad ciclópea entre pobres y ricos y el gasto de 
una Seguridad Social que apenas puede aguantar la deuda que quiebra 
su viabilidad a medio y largo plazo. Sin embargo en ese contexto de 
luces y sombras con algún viso de esperanza no hubo tregua en la 
lucha encarnizada por el poder. El entorno del comisario Enrique 
García Castaño le atribuye una frase sobre aquellos días: «Yo 
personalmente le di a un miembro del personal del ministro una 
grabadora con doble cinta para que la enganchase en una estantería. 
Luego me la devolvió, lo descargué en un pendrive y se la di a 
Eugenio». 

Esa grabadora de fácil utilización entró en juego el 2 de octubre de 
2014. Su uso perseguía un objetivo: «Tener grabado a Daniel de 
Alfonso, director de la Oficina Antifraude de Cataluña». José Ángel 
Fuentes Gago se desplazó al paseo de la Castellana 5, donde De 
Alfonso esperaba en el recibidor del hotel Meliá: «Cuando termine yo 
de hablar contigo, ministro, se lo diré a José Ángel [Fuentes Gagol, 
que sabe que puede confiar en mí. Joder, si tenéis algo dádmelo. 
Dámelo. No os queméis vosotros sacándolo en la prensa, que aparezca 
siempre la UDEF, que os va quemando, que parece un ataque... coño, 
dámelo y ya lo sacaré yo, ya lo investigaré yo y lo daremos», afirmó 
De Alfonso en la grabación que le hicieron de su conversación con el 
ministro. 

La conversación prosiguió con De Alfonso como voz principal: 


—Nosotros estamos investigando cosas de Esquerra, pero son muy 
débiles. Esa es la verdad, ministro, son de CESPA, pero no acabamos 
de... Tenemos cuatro adjudicaciones al hermano de Oriol Junqueras. 


Yo estoy intentado convencer a un grupo de comunicación para que 


me haga una investigación (de manera que no aparezca nadie y no sea 
nada sospechosa) de una información que me llegó, que no sé si será 
verdad, y por eso no me atrevo a tomármela como tal y lo externalizo 
para que alguien me lo averigie un poco, que es un enriquecimiento 
en el municipio de Puigcerdá del padre de Oriol Junqueras con temas 
de terrenos y demás. Luego añadió: 

—Cuando termine yo de hablar contigo, ministro, se lo diré a José 
Ángel [Fuentes Gago], oye que sabe que puede confiar en mí. Joder, si 
tenéis algo dádmelo. Dádmelo. No os queméis vosotros sacándolo en la 
prensa, que aparezca siempre la UDEF, que os va a quemar, que parece 
que es un ataque... coño, dámelo y ya lo sacaré yo, ya lo investigaré yo 
y lo daremos. 

Al ministro Jorge Fernández Díaz le interesaba especialmente Felip 
Puig. De Alfonso añadió: 

—Una es la que está casada con el hermano de Felip Puig y la otra 
es la hermana de esta. Es decir, en el mismo periodo, al mismo tiempo, 
con un nivel D, se las nombra porque sí a un A-27, sin esperar a que 
salga el concurso resuelto. Además, se hace por dos veces. Claro, 
afinando, afinando, podríamos decir «hombre, la firma del primer 
decreto por parte de Francesc Homs podría ser un acto prevaricador». 
Vale, está en el límite. Si yo esto se lo mando a Fiscalía y la Fiscalía me 
lo archiva, a mí me echan a los perros. Entonces yo, eso le dije a José 
Ángel: «Coméntalo con el ministro si queréis y que el ministro, si 
quiere, lo comente con el fiscal general». Yo con Eduardo [Torres 
Dulce] tengo muy buena relación, nos conocemos, nos llevamos bien. 
Si a mí Eduardo me dice Daniel, tira para delante que yo voy a tirar 
para adelante, entonces sí, lo mando a la Fiscalía. Si luego me sale el 
fiscal de turno que se arruga y me dice que no tiene entidad suficiente 
y tal y lo archivan, eso corre como la pólvora y al final el que ha sido 
un cabrón he sido yo. Ahí me tengo que cubrir las espaldas, porque a 
mí me da lo mismo ir a la Fiscalía, o darle una leche, 
recomendaciones, sacarlo en la memoria, etc., etc. Pero claro, una 
cosa es ir a lo penal y otra cosa es ir a la nulidad. 

—Pero ahí, ahí están, ahí quedan fatal Felip Puig y Homs. Los dos 
(...). Y Homs en el límite de la prevaricación, por lo menos —dice el 
ministro—. Eso, políticamente, le hace mucho daño. ¿Él tiene 


conciencia de tener ese punto débil o no? 


Poco después de aquella conversación, comenzó la guerra entre 


comisarios. El diario Público recibió un sobre anónimo con esa 
grabación. Villarejo acusó a Martín Blas de ser la última persona que 
había tenido el material y este se querelló contra él. También contra 
los medios que sostuvieron una versión similar. Villarejo siguió 
adelante y, fiel a sus métodos, trató de sonsacar a los periodistas para 
que le sirvieran suficiente munición argumental como para atacar al 
propio Martín Blas. En ese ir y venir sobre el que se asentó la guerra 
de guerrillas entre los dirigentes policiales, Giménez Raso y Villarejo 
aprovecharon para ganar dinero a cuenta de los informes de 
Operación Cataluña, tal y como demuestran los documentos inéditos 
que hemos localizado durante nuestras investigaciones. 

El empresario catalán Daniel Castells contrató a Antonio Giménez 
Raso para atacar al cónsul de Letonia. Así lo demuestra un documento, 
con fecha de 18 de abril de 2016, en el que Raso escribe a Rafael 
Redondo, el hombre clave de Villarejo: «Cliente: Daniel CASTELLS. 
Daniel Castells le regala la mitad de una empresa a su ex mujer, y esta 
a su vez se la regala a su padre Ramón VIÑALS. Ramón VIÑALS y su 
hijo Xavier se querellan con Daniel Castells por apropiación indebida 
y delitos continuados. De esta querella, la fiscalía le pide a Daniel 
Castells veinte años de prisión y una indemnización de 2-3 millones 
de euros según escrito de acusación de la propia fiscalía. El objetivo 
de este trabajo es encontrar algo de Ramón Viñals (sic) y/o su hijo 
Xavier para que pueda el cliente negociar». 

Fue el pistoletazo de salida. Acto seguido, comenzaron a 
investigarlo: antecedentes policiales, sociedades, propiedades e, 
incluso, los movimientos notariales que Giménez Raso envió en un 
correo electrónico con fecha del 10 de junio de 2016. Poco después, 
Redondo emitiría una Nota Informativa en la que señalaba: «Nota 
realizada como complemento al trabajo previo realizado por RR, KA y 
AG sobre objetivo. Aporto información profesional, mercantil, 
depósitos de cuentas y fuentes abiertas. Una vez hecha una idea 
general de cada sociedad he cruzado la información con los ficheros 
Excel (información notarial muy confidencial) para verificar si cuadra 
o hay alguna operación distinta que me llame la atención». A partir de 
esos momentos, la UDEF identificó a los Viñals con procesos judiciales 
y los acusó de pertenecer a movimientos independentistas. El informe 


final acabó en un documento el Cuerpo Nacional de Policía judicializó 
sin indicar que la información provenía del informe Goblin que había 
hecho y cobrado Villarejo. Un trabajo que facturó a la empresa de 
Castells por 15.000 euros (factura 3/16 de 12 de mayo de 2016). 


Victoria Álvarez: confidente y espía 


El mismo día que el audio grabado al ministro del Interior llegó a 
Público, Victoria Álvarez se encaminó hacia un hotel de Barcelona 
donde había citado al periodista Carlos Enrique Bayo. Álvarez lo iba a 
grabar, pero Bayo lo ignoraba. Él estaba preparando el documental Las 
cloacas de Interior y quería que ella participara. 


Que hable Victoria Álvarez 


—Que se joda [Daniel de Alfonso] —dice Victoria comentando la 
aparición en el diario Público de los audios entre el Ministro del 
Interior y De Alfonso—. Yo he estado en sus oficinas varias veces y [lo 
grababa todo]. Es un hijo de puta. Salieron mis declaraciones diciendo 
en el Parlament que este tío es un sinvergiienza. Todo lo que yo 
entregué [en la Oficina Antifraude] acabó en las mesas de CIU. Y dijo 
en Fiscalía que todo lo que había dado yo era por motivos espurios y 
que no tenía ningún significado. ¿Y vosotros cómo os hicisteis con la 
grabación? [del Ministro]. Yo soy muy discreta, no te preocupes — 
preguntó la espía Álvarez—. A mí lo que más me ha sorprendido es que 
el ministro no denunciara. 

Bayo aleja el tema de cómo se consiguió la grabación y la deja 
hablar: 

—Como conozco cómo funciona esta gente y ya me lo hicieron a 
mí, lo de la grabación, ahora que se lo coman otros. Qué ha sido 
Daniel de Alfonso lo tenía claro desde el minuto cero, pero me 
desconcierta el papelón del ministro. Ha quedado como un tonto. A mí 
del contenido no me parece mal que el ministro diga: por favor 
investigarme a esta peña. Porque los de aquí están pirados perdidos. 
Trías que va muy así, las cuentas son ciertas en Suiza. Como los Pujol, 
2000 millones por un lado... más otras cosas más que saldrán en el 


momento del juicio. 


A partir de esos momentos hablan de cuestiones sin importancia 
hasta que ella vuelve a la familia Pujol: 

—Son delincuentes profesionales —afirma y luego hablan sobre los 
lazos de la familia Pujol con ella—. Jordi si me ve se irá, pero Josep es 
muy inteligente y muy listo. Es un embaucador y este sí que se me 
acercaría porque tiene mucha jeta. Si lo ves, dale recuerdos de mi 
parte. Dile: recuerdos de la «cuñadísima», como me llama él. Mejor 
que no le digas nada. 

Se ríe provocando con ello una cacofonía en el micrófono del 
teléfono con el que está grabando mientras Bayo intenta que se preste 
a salir en el documental Las cloacas. El tema deriva sobre la Banca 
Privada de Andorra. Bayo señala que la familia accionista, los 
hermanos Cierco, han denunciado amenazas del Ministerio del 
Interior. 

—Una denuncia absurda donde las haya. Una amenaza muy 
relativa dicha de una manera muy así y que, claro, la policía no va a 
decir: oiga, por favor, sería usted tan amable de darme la 
documentación. La policía me imagino que tiene que hacer un trabajo 
de presión, ¿no? Aparte poca gente sabe lo que ha pasado realmente. 

Más adelante se centran el tema de La Camarga: 

—Que Moragas se mosquee es su problema. A mí lo que me 
molesta es ver a la (...) de Alicia apoyada por Rajoy. Yo he sido muy 
pepera. Pero ahora el PP es indefendible. Esta tiene cogidos de los 
huevos a todos. Es una (...). Ella había sido la que había encargado la 
grabación. A mí me cabrea porque yo a ella la defendí muchísimo. Es 
que yo cuando salí de esa comida me acuerdo... pero ella todavía no 
ha dado la cara. Puedo contar cosas de ella a rabiar. ¿Vais a pagar 
algo? Esto me ha dejado arruinada. ¿Quién me va a contratar a mí? Lo 
tengo muy complicado. Esto de ir de persona honrada con la hipoteca 


no cuela, ni la luz, ni el agua. 


Hoy la causa Tándem esconde audios donde Villarejo habla de 
Victoria Álvarez como una «mandada», una persona que colaboraba a 
cambio de dinero de los Fondos Reservados. Una operación 
parapolicial, Operación Cataluña, que ya se está investigando como 
derivada de una pieza secreta que vincula directamente al ministro del 
Interior y a la entonces presidenta del PP en Cataluña, Alicia Sánchez 
Camacho. 


234. Declaración judicial el 12 de enero de 2018. 


235. Marco, Francisco. Op. Cit. 
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237. Anonimizado por los autores. 


238. Águeda, Pedro. «Fuentes Gago: de «chico de los recados» del PP en la 
Policía a espía contra Podemos con «mandato» de Rajoy». En: eldiario.es (3 
de abril de 2019). 


Capítulo 30 
Acoso y derribo a Método 3 


Tengo ganas de dar dos hostias a Francisco Marco. 


(Villarejo a Marcelino Martín Blas) 


Este libro nació de la necesidad de contar una historia inédita. Surgió 
de largas discusiones y una montaña de documentos secretos. Tomó 
cuerpo porque queríamos compartir unos hechos que a lo largo de 
medio siglo habían convertido nuestro país en La España Inventada. 
Una nación narcotizada bajo los efectos de las verdades ocultas, de las 
realidades a medias, de intereses privados que habían carcomido el 
patrimonio cívico y social que pertenecía a cada uno de los 
ciudadanos. Desde el prólogo hasta este capítulo, esta obra ha estado 
escrita a cuatro manos. Por eso, ahora me veo en la obligación moral, 
en la honestidad ante ustedes, lectores, de decirles que quien 
traquetea los caracteres en esta ocasión soy solo yo: Manuel Bravo 
Pérez. A partir de ahora, hablaré del otro autor de este libro. Parte, 
que no juez, de aspectos que ni él sabía de sí mismo cuando nos 
pusimos a investigar hace ya más de dos años. Trataré la historia con 
la distancia que ustedes merecen y con la absoluta convicción de que 
la verdad con todos sus matices es la única manera de seguir adelante. 
Hablaré de José Manuel Villarejo y su pugna contra Método 3. 
Hablaré de las cloacas, de sus tentáculos infinitos, hablaré de España 
y, por supuesto, hablaré de Alejandro Dumas, en cuyo personaje 
Edmundo Dantes se asienta gran parte de este capítulo: «Todo mal 
tiene dos remedios; el tiempo y el silencio». Y sí, hablaré de Francisco 
Marco como si Francisco Marco no firmara este libro. Empiezo. 

Era 21 de febrero de 2013 cuando el detective más influyente de 
Barcelona, Francisco Marco, se convirtió en carne de calabozo. El 


ruido metálico de los barrotes cerró filas tras su espalda. El sonido a 
pesado silencio colonizó sus oídos. El olor a rancio le taponó las fosas 
nasales. La humedad apuñaló sus huesos y el frío del invierno se le 
adhirió a los recuerdos. En la celda había un camastro duro con una 
almohada de piedra sobre la que trató de descansar una cabeza repleta 
de preguntas. «Lo primero que pensé es que alguien con mucho poder 
había ordenado mi detención», recuerda más de siete años después. 
Pasaron setenta y dos horas hasta que un juez firmó su puesta en 
libertad: «Las peores de toda mi vida», asegura. En ese tiempo, Marco 
solo tuvo tiempo de pensar en dos cosas: por un lado, su familia; por 
el otro, su libro preferido: El conde de Montecristo. Recordó varias 
veces una de las frases que aparecen en la obra: «Toda la sabiduría 
humana está resumida en dos palabras: confiar y esperar». 

Cuando Marco volvió a poner un pie en la calle, había dos 
vehículos esperándolo. Una moto, de su hermano, lo alejaría de aquel 
lugar donde esperaban los periodistas. También un coche, que arrancó 
en dirección contraria al mismo tiempo que lo hizo la motocicleta. En 
él viajaba alguien de la absoluta confianza de Marco. Una persona que 
podría ser sus ojos y sus manos en la peor circunstancia y que 
transportaba toda la información de las investigaciones que Método 3 
había realizado durante más de treinta años de trabajo y que se 
guardaba en varios discos duros. Marco sabía desde hacía tiempo que 
José Manuel Villarejo lo tenía apuntado en su lista de objetivos 
prioritarios: «Tengo ganas de darle dos hostias a Francisco Marco». 
Además, el hombre de Villarejo en Barcelona, Antonio Giménez Raso 
le comentaría a alguien que estuvo en muchas reuniones secretas con 
ambos agentes: «No le puede tener más ganas a Paco». 

En ese contexto, y prevenido ante un posible montaje en su contra, 
Marco había diseñado un protocolo de actuación para que sus más 
íntimos supieran qué hacer en caso de que cayera en desgracia: 
«Nunca traicionaré la confianza de mis clientes, ni frente al Tribunal 
Constitucional», había declarado a la prensa. Horas antes de ser 
detenido y mientras Barcelona dormía con la profundidad que 
duermen las ciudades mediterráneas en invierno, Marco recorrió las 
calles vacías de la ciudad, llegó a su despacho y, con sumo cuidado 
para burlar el silencio delator de la madrugada, vació de información 


algunos de sus ordenadores hasta dejarlos como meros objetos 
decorativos. 

El director general de Método 3 aprovechó las primeras horas en 
libertad tras su detención para convocar un gabinete de crisis con sus 
personas de confianza. Lejos de quedarse parados, habían estado 
trabajando mientras él permanecía en el calabozo. A lo largo de 
aquella reunión, fijó un plan para los siguientes meses. Sus confidentes 
le informaron de que la detención había sido una orden directa del 
ministro del Interior, Jorge Fernández Díaz, quien estaba seguro de 
que si accedía a los archivos de la Agencia Método 3 encontraría un 
informe sobre su propio pasado y otro sobre la familia Pujol. La 
policía justificó su detención acusándolo de haber grabado 
ilegalmente una conversación entre la dirigente del Partido Popular, 
Alicia Sánchez Camacho, y la ex amante de Jordi Pujol Ferrusola, 
Victoria Álvarez, en el restaurante barcelonés La Camarga. 

Mientras Marco repartía las labores entre los distintos miembros de 
su equipo, recordó una frase que el financiero Javier de la Rosa le 
había dicho unos días antes de su detención: «La policía está muy 
cabreada contigo por la grabación de una tal Victoria». Aquella 
advertencia camuflada de confesión destejió la madeja de sus 
pensamientos y lo puso sobre la pista de Manuel Pérez Villar, nombre 
de una persona que no existía. Un fantasma que, en realidad, escondía 
una de las muchas identidades que utilizaba José Manuel Villarejo 
para sus misiones más delicadas. 

Al igual que su admirado Edmond Dantés, Paco prefirió la 
precisión a la urgencia y durante siete años recopiló todas las pruebas 
que pudieran demostrar ante la Audiencia Nacional lo que supo en 
aquellas jornadas en las que su despacho fue registrado, él detenido y 
encerrado, y su vida puesta en jaque por una vendetta que durante 
mucho tiempo se convirtió en un enigma sin solución posible. Una 
historia que revelará todas sus claves en estas páginas y que define 
una época y una manera de actuar, la época y la manera de actuar de 
la policía patriótica de Jorge Fernández Díaz. 


Justicia a cámara lenta 


El 10 de septiembre de 2019, Francisco Marco buscó justicia en el 
subsuelo de Madrid. Recorrió pasillos interminables bajo la luz 
artificial de fluorescentes que se proyectaban sobre paredes encaladas 
y puertas con aspecto de caja fuerte. Tras caminar durante unos 
minutos por los vericuetos de la Audiencia Nacional, llegó a la entrada 
de una estancia donde se leía: «Sala de declaraciones. Juzgado Central 
de Instrucción 6». Supo entonces que había llegado el momento de 
demostrar que su detención en 2013 había sido ideada y ejecutada 
ilegalmente por la policía patriótica de Jorge Fernández Díaz y 
Eugenio Pino. Marco no dejó nada al azar, incluso la rigidez de su 
vestimenta anticipaba la importancia de aquella jornada: traje gris, 
camisa blanca con unas pequeñas rayas azules, gemelos y corbata 
oscura. Se sentó sobre un banco metálico, confundido entre los 
abogados que esperaban para defender a sus clientes. Mientras 
esperaba a que empezara la vista, meditó los hechos que había 
descubierto desde que uno de sus empleados, Antonio Tamarit, le 
advirtiera de que Villarejo y Giménez Raso lo «obligaron a declarar 
contra él» en el lejano febrero de 2013. Tamarit, sintiéndose utilizado, 
se alejó de ambos, pero hasta entonces, obedeció a los policías. 
«Villarejo necesitaba una orden judicial para allanar la oficina de 
Método 3 y acceder a sus archivos, en los que creía que iba a 
encontrar los secretos del ministro del Interior y de la familia Pujol», 
dice un periodista que habló de ello con el propio Villarejo. Por su 
parte, Pedro Águeda señala que «la verdadera intención de la 
Dirección del Cuerpo fue encontrar posible material que 
comprometiera a Fernández Díaz»239. Sin embargo, hay algo que 
Francisco Marco no ha sabido hasta pocas semanas antes de que 
saliera publicado La España Inventada: Villarejo, además, había 
accedido ilegalmente a un informe de Método 3 para tratar de vender 
a una de sus clientas, Susana García-Cereceda, la heredera de la 
empresa constructora de La Finca, urbanización madrileña donde 
residen los millonarios que tanto ha admirado y perseguido como 
clientes el excomisario a lo largo de su vida. Estos hechos provocaron 
que Asuntos Internos llamara al detective barcelonés para que 
declarara como perjudicado en la pieza denominada Proyecto Land. 


Mientras Marco esperaba el momento de su declaración, llegaron el 
abogado de Villarejo, Antonio José García Cabera, y María Dolores 
Márquez del Prado, abogada de Susana García-Cereceda. Se 
encontraba rodeado de personas y ninguno de los dos lo identificó, así 
que empezaron a hablar: 

—-¿Qué fue de lo de la Camarga? —dijo uno. 

—Se archivó todo —contestó el otro 

—¿Por qué Marco se presenta como perjudicado? —se unió a la 
conversación otro abogado. 

—Porque en una documentación de Villarejo aparecen informes de 
Método 3, —respondió Márquez del Prado. 

La conversación derivó en una sucesión de confidencias: que si 
«Villarejo ya no saldrá de prisión», que si «el CNI le ha recomendado a 
un cliente de García Cabrera —al que identifica por nombre y 
apellidos— que lo cese como abogado...». Así durante más de una 
hora, dado que el juzgado estaba colapsado por el número de 
declaraciones que había esa mañana. Por allí pasaron varios policías 
para declarar sobre el uso de los Fondos Reservados. También el 
empresario Felipe Gómez Zotano, que había denunciado una extorsión 
por parte de Villarejo por encargo de un tercero. 

El dueño de Método 3 escuchó en silencio y con sumo cuidado. 
Recordó con la satisfacción del superviviente cómo la policía 
patriótica no encontró nada en su despacho y de ahí que recurrieran a 
los Fondos Reservados del Gobierno para pagar la traición de Julián 
Peribáñez, que había sido detective de Método 3 y después se cambió 
de acera para ir contra la persona que le había dado todo en el oficio. 
Marco fue duro con él cuando conoció la felonía y lo definió como 
«indigente intelectual»240. Tiempo después, los tribunales condenaron 
a Peribáñez por vulnerar el secreto profesional como exempleado de la 
agencia de detectives. No obstante, Marco dejó de recordar y puso la 
cabeza en el presente para ser preciso en su declaración. Al fin y al 
cabo, por muchas historias subterráneas que brotaran de su mente a 
raíz de aquella citación, sabía que su finalidad esa mañana era la de 
establecer los vínculos de Villarejo con las investigaciones que había 
realizado contra él. Por lo tanto, solo anunciaría que estaba 
preparando una denuncia clave e inédita. 


Mientras Francisco Marco seguía sentado en el banco metálico 
desde donde había escuchado las conversaciones de los abogados, una 
oficial apareció en la puerta y se dirigió al detective por su nombre. Le 
pidió que la acompañase al interior de la sala de vistas donde se sentó 
tras un micrófono. En frente tenía al magistrado Manuel García 
Castellón; a su derecha, los fiscales Ignacio Stampa y Miguel Serra; a 
su izquierda, los abogados de las defensas; tras él, a la acusación 
popular de Podemos. 

El fiscal saludó de manera cortés al detective y tomó la palabra: 

—Para poner un poco en contexto, usted narra que cree que se le 
sustrajo información con ocasión de un registro judicial en el año 
2013. ¿Cree que alguien ha utilizado de forma ilícita la información? 

—Cuando se hace la entrada y registro en mi oficina no se localiza 
ningún servidor, sino un ordenador. En las noticias que tenemos el 
señor Villarejo utilizó información de esa entrada y registro para 
obtener un informe y modificarlo para dárselo a sus clientes. 
Presupongo que el señor Villarejo también tuvo acceso a información 
a través de uno de mis exempleados al que estuvieron pagando con 
fondos reservados —contestó Marco. 

—Desde febrero de 2013 en que se produce la entrada y registro, y 
septiembre de 2018, en que usted sabe que el señor Villarejo vendió 
información a Procisa [Susana García-Cereceda] como parte de un 
servicio, ¿puede situarlo cronológicamente? 

—Es una de las cuestiones que debería dilucidar esta instrucción. 
Los señores de Procisa y el señor Villarejo entran en contacto en enero 
de 2013, lo que querría decir que mi detención en febrero de 2013 
estuvo provocada. El señor Villarejo lleva desde hace años 
investigando a Método 3. Primero con María Dolores de Cospedal 
planearon investigar los movimientos telefónicos de mi madre; en 
2008 vuelven a intentarlo diciendo que yo he realizado un 
seguimiento al ex presidente de la Comunidad de Madrid Ignacio 
González a Colombia, que luego en una instrucción judicial se ha 
demostrado que era otra agencia de detectives quien lo realizó; en 
2013 se realiza lo de La Camarga, y en 2014 vuelven diciendo que yo 
voy a escribir un libro sobre Alicia Sánchez Camacho y se pergeña un 
informe que llega a la Fiscalía Anticorrupción que usted representa 


que se desestima y en 2014 intenta lo del pendrive de los Pujol. El 
señor Villarejo tiene manía a esta empresa porque lo investigamos en 
los años 90 por un fraude a una compañía de seguros y desde entonces 
nos puso una cruz y nos convirtió en antagonistas. 

Días después, el hombre de confianza de José Manuel Villarejo, 
Rafael Redondo, declaró en la misma sala. El ministerio fiscal le 
preguntó por el cliente del Proyecto Land. 


TESTIMONIO ATERRADOR 


Cuando los fiscales terminaron su interrogatorio y Redondo estaba a 
punto de levantarse, intervino el magistrado y le preguntó por Procisa. 

—A nosotros Procisa nos parecía un cliente interesante —señaló 
Redondo. 

—¿Tenía por objeto buscar debilidades del señor Torres tal y como 
pone por escrito en el Proyecto Land? 

—Los informes tienen un contenido de tipo marketiniano como 
utilizaba el señor Villarejo, no ya solo en su forma de hablar y de 
expresarse, sino también en la forma de escribir. No hay que tomarlos 
al pie de la letra. Es decir, no es que haya que buscar debilidades. 

—¿El objetivo de ese dosier de información era «rentabilizar» esa 
información relativa a actividades irregulares o reprobables cometidas 
por Joaquín Torres canalizando la misma hacia instituciones 
competentes, medios de comunicación, generar desconcierto con 
maniobras de intoxicación informativa? —preguntó, de nuevo, el 
fiscal. 

—No sé si lo pondría en el informe. Pero desde luego ese no ha 
sido el objetivo. 

—Cuándo en sus informes ponen K, ¿cuál era el cliente del 
Proyecto Land? 

—K es una expresión que le gusta usar al señor Villarejo. Nos pagó 
Procisa. 

—¿Cuál era su papel en Cenyt? 

—Yo era el empleado más antiguo —respondió Redondo y luego 
explicó el funcionamiento de cómo se obtenía la información—. A las 
personas del equipo de investigación, cuando el señor Villarejo nos 
encargaba un determinado proyecto, nos indicaba cuáles podían ser 


los elementos u objetivos que le interesaban que investigásemos. 


Repartíamos el trabajo, y con toda la información se elaboraban unas 
notas internas y se las enviábamos al señor Villarejo. Él incorporaba 
en ellas la información para los informes que redactaba: los informes 
con la información que él tenía y con la información que él conseguía 
con sus colaboradores externos. 

—¿Usted tiene conocimiento de cómo se accedió al informe de 
Método 3? —preguntó el fiscal. 

—No tengo ni idea. 

—¿Usted recuerda si le dio ese informe? 

—El informe no sé si se le dio. La información del mismo, seguro 
que sí —contestó Redondo. 

—Una cosa señor Redondo, el testimonio que dio aquí el señor 
Torres fue aterrador, aterrador de cómo se puede destruir la fama de 
una persona utilizando muchos medios, entre ellos de comunicación. 
Recordaba a una pesadilla orwelliana, o a una dictadura comunista o 
nazi. ¿Usted sabe cómo se trató de destruir la personalidad del señor 
Torres? 

—Yo creo que no ha hecho nada Cenyt en contra del señor Torres, 
salvo monitorizar todas sus redes sociales. Por lo que yo sé no se ha 
hecho nada en contra del señor Torres. Le garantizo que no hemos 
hecho nada contra este señor. 

—Ya —concluyó el juez—. Pocos testimonios me han impresionado 
tanto como este. 


El arquitecto de los famosos 


Joaquín Torres es conocido por ser el arquitecto de los famosos. 
Un talento visionario que otorga prestigio a cada una de sus 
creaciones. Entre sus clientes están Penélope Cruz y Javier Bardem o 
Alejandro Sanz. Su fama está respaldada por la calidad de su trabajo, 
que es reconocido a nivel mundial, popularidad de la que ya 
disfrutaba en febrero de 2013. Entre sus muchas apariciones en 
medios de comunicación, estuvo en el programa Sálvame de Telecinco 
para mostrar sus trabajos en La Finca, urbanización de lujo a las 
afueras de Madrid donde había sido contratado años atrás por el 
empresario Luis García- Cereceda. Este había muerto en junio de 2010 
dejando a su hija Susana al mando de la empresa familiar. Fue 
entonces cuando los viejos rencores de esta dieron lugar a una guerra 
sin tregua contra su hermana Yolanda y la viuda de su padre, Silvia 


Gómez-Cuétara. «Torres se posicionó al lado de ellas y Susana juró 
venganza», asegura el entorno legal de los afectados en esta disputa. 

Susana García-Cereceda rompió el contrato que su padre había 
firmado con Torres, lo expulsó de La Finca e inició la contienda legal 
en los juzgados de Pozuelo de Alarcón, uno de los municipios con la 
renta per cápita más alta de toda España. Torres denunció tres veces a 
Susana. En dos ocasiones, las denuncias cayeron en el mismo juzgado 
y ante la misma magistrada: «Cuál fue su sorpresa cuando supo, 
gracias a las pruebas que le presentaron sus abogados, que la policía 
había encontrado en el registro que hizo en el despacho de Susana 
García-Cereceda un documento muy inquietante: el de un presunto 
seguimiento a la magistrada, la misma que había dirimido los pleitos 
de Joaquín Torres contra Procisa... Blanco y en botella, ¿no? Porque 
¿para qué la han espiado? Para tener información e influencia sobre 
ella. Es la manera de funcionar de estos señores», declaró Torres a 
Vanity Fairza1. 

Torres siguió con su vida hasta que una mañana despertó con su 
nombre y su fotografía en varios medios de comunicación que habían 
coordinado sus publicaciones para socavar su prestigio. En palabras de 
Villarejo había que «cargarse a este trucha». 


Habla Villarejo sobre Joaquín Torres 


En la conversación se refiere a sus planes para hacer del infundio el 
modo de destrozarle la vida a Joaquín Torres. 

—Le hemos pegado ya un apretón... En fin, a todos los programas y 
a toda la gente que tienen algo que decir en los medios de 
comunicación. Oye, cuidado con este tío, que es un chantajista, que os 
va utilizando a vosotros y tal, va pidiendo dinero o que salga en el 


programa que te dice que tú te llevas un porcentaje. 


Objetivo: Marco 


El arquitecto Joaquín Torres y el detective Francisco Marco sufrieron 
la persecución de José Manuel Villarejo en la misma época. El 21 de 
marzo de 2013, Marco citó al hombre fuerte de Villarejo en Cataluña, 


Antonio Giménez Raso, en la cafetería Starbucks de la avenida 
Diagonal de Barcelona. Poco antes del encuentro, dos periodistas del 
entorno de Villarejo le habían advertido: «No tengas ninguna duda, 
Pepe forzó tu detención porque le vendió a Eugenio Pino que tenías 
un micrófono permanente en La Camarga y que habías grabado a la 
cúpula de interior». Además, la policía patriótica le atribuyó al 
detective el espionaje a dirigentes de Castilla-La Mancha, Luis 
Bárcenas, Ignacio González, la familia Pujol... No obstante, la 
detención de Villarejo años después demostraría que aquellos 
supuestos espiados eran en realidad presa de las investigaciones del 
propio Villarejo: «Paco Marco se usó como una moneda de cambio con 
Pino y compañía y el tiempo le ha dado la razón», sentencia un 
periodista que conoce el tema de muy cerca. 

El encuentro entre Marco y Giménez Raso se produjo sobre las 
11.30 horas. El hombre de Villarejo esperaba al detective con una 
grabadora en marcha. Varios policías de incógnito controlaban las 
inmediaciones. Los agentes redactarían una parte del trabajo sin 
ningún tipo de amparo judicial y acabaría en uno de los ordenadores 
de Villarejo. El audio aparecerá tiempo después en la causa Tándem. 
Dura 44:13 minutos y acaba con Giménez Raso andando solo por la 
calle e informando a un transeúnte de cómo llegar a una dirección 
determinada. Hay que tener en cuenta que en marzo de 2013 nadie 
había oído nada sobre José Manuel Villarejo, la prensa no hablaba de 
él y ni siquiera se conocía su implicación con Javier de la Rosa y 
Victoria Álvarez. Cuando se encontraron, Giménez Raso desconocía 
que Marco preparaba un libro, El método confidencial, en el que iba a 
desvelar quién era el comisario y por qué había provocado su 
detención. A partir de ese día, Villarejo empieza a referirse a él como 
«el loco». 


11:20 h.- FRANCISCO MARCO se reúne con ANTONIO en el citado 
establecimiento. Se sientan en una mesa mientras hablan. 

—Joder macho, cuánto tiempo sin verte —fueron las primeras 
palabras del policía. 

—¿Cómo estás? —preguntó el detective. 

—Bien ¿y tú? 


—Estoy. 


—Vaya follón, ¿no? Pero todo esto, tendrá una explicación... — 
intentará sonsacarle Giménez Raso para informar a Villarejo. 

—Por eso... Quiero entrevistarme con Pepe. Sé que es el que ha 
estado manejando el informe de Alicia Sánchez Camacho que se 
plasma en el informe de la UDEF y entonces quiero saber... 

—¿Cómo el informe de Alicia? 

—El informe de la grabación. La grabación la pide ella, por lo 
tanto... Hay pruebas y saldrán. Pero yo quiero mantenerme al margen 
porque lo pido con un intermediario por el medio y no quiero sacar al 
intermediario. Pero... yo sé que Pepe tiene ese informe. Ese resumen 
que hay de la conversación lo está manejando y con anterioridad a que 
pase todo esto y con anterioridad al informe de la UDEF —señaló 
Marco. 

—¿Al apócrifo ese? 

—Sí. También sé que Rafa [Rafael Redondo] es el que lleva a la 
UDEF a Javier de la Rosa y a Vicky Álvarez... 


—Es que yo conozco esto, pero superficialmente... —dijo el policía. 


Giménez Raso mintió. Victoria Álvarez apuntaría lo contrario: 
«¿Con Villarejo? Sí. ¿Con Antonio Giménez, que ha venido? Sí, y con 
muchos más —con muchos más—, porque he tenido que entregar 
muchas pruebas, hemos tenido que entregar muchos testimonios, o 
sea, he estado metida en la investigación al cien por cien. Lo que 
jamás he contado nada, ni voy a hacerlo ahora, que esté en 
investigación —y prosiguió—: Villarejo hace... Uf... Pues, yo no sé, 
tres años o así que no he vuelto a saber..., casi más, ¿eh?, que no he 
vuelto a saber nada de él. He tenido relación con otros policías aquí, 
como se ha contado..., o sea con Antonio Giménez, con Mateo, con... 
Tengo varios judiciales, tal... Alguno por si hoy, de repente, me pasa 
alguna cosa que pueda llamarle, otros de temas judiciales para aportar 
pruebas que me van llegando... Distintos, o sea, sí, he tenido mucho 
contacto con la policía, por supuesto. Muchísimo». 


—Sé que está Pepe detrás, por mucho que se haga llamar Manuel Pérez 
Villar. Es él. Le gustan los caballos, tiene un tic y se acaba de operar de 
la espalda. Es blanco y en botella. Y yo quiero saber. Sé que detrás está 
Julián [Peribáñez] que saca informes de Método. ¿Cómo le llega a 


Pepe? Es lo que quiero saber —explicó Marco a Giménez Raso. 


—Yo con Pepe ahora tengo muy poca relación —mintió Giménez 
Raso—. Colaboro con él, he colaborado, en alguna ocasión, aquello 
tampoco funcionó como tenía que funcionar y a mí las capulladas, las 
cosas que yo no veo claro... hicimos alguna colaboración, pero puedo 
localizarlo... 

—¡Pero si tú estás en Cenyt Argo con él! —afirmó rotundo Marco. 

—Yo estoy en Cenyt Argo con Rafa [Rafael Redondo]. 

—Pero eso es de Pepe. 

—Yo no sé exactamente qué tiene Pepe, ni cómo lo tiene ni a 
través de quién lo tiene. Yo lo que hice fue asociarme con Rafa. Yo a 
Pepe lo veo de Pascuas a Ramos —dijo Giménez Raso ocultando que a 
través de la sociedad Servicio de Investigación y Detección S. L. le 
habían pagado 9186,56 € por dos meses de trabajo en diciembre de 
2012 y enero de 2013. 

—Pero, Pepe es comisario... —afirmó Marco. 

—Que yo sepa Pepe está como yo, en segunda actividad. Porque 
además hay cosas que yo no pregunto, cuanto menos sepas mejor. 
¿Entiendes? 

A partir de esa frase, Giménez Raso aseguró al detective que lo 
pondría en contacto con Villarejo. Le pidió su teléfono, pero este le 
advirtió que podía estar intervenido. 

—Bueno, yo ya me lo imagino que de la llamada que me has hecho 
nos pueden haber seguido o tal, bueno pues a mí me da lo mismo, no 
tengo nada que ocultar —afirmó poniendo la venda antes de la herida. 

—Mira yo he denunciado por falsedad porque esto que sale aquí de 
que yo he investigado a Bárcenas... hasta el papa de Roma puedo 
haber investigado. Eso es el origen de todo. Pero ¿por qué se rebrinca 
todo esto...? 

—Es que se han pasado... Pero es la prensa —afirmó Giménez. 

—No —zanjó Marco—. Es el Ministerio del Interior. No sé por qué. 
No tengo ni idea. 

—El daño que te han hecho es irreparable. 

Empezaron a hablar de la salida de Giménez Raso del grupo 
Método 3 hasta que Raso se mostró como uno de los patriotas. En esos 
momentos Marco supo que formaba parte del grupo que comandaba 
Eugenio Pino desde la cúspide. 

—¿Podrás demostrar? [que Alicia Sánchez Camacho lo sabía] — 
preguntó Giménez. 


—Sí. Lo podré demostrar. Pero yo para demostrarlo tendría que 


decir quién se lo encarga [a una empleada de Método 3]. Y es lo que 
no quiero. Yo no quiero hablar de clientes. No quiero traicionar la 
confianza de ningún cliente porque yo acabaré muerto 
empresarialmente, pero no habrá ni un solo cliente que dirá que yo lo 
he vendido. Y es lo único que quiero. Mi única declaración en todo 
esto es: He destruido los 22.000 expedientes de Método 3, como 
diciendo: Clientes, tranquilos. 

—¿Y lo que está saliendo? —preguntó Giménez. 

—Investigados, no clientes. Y lo están sacando ellos. 

—Yo no te quiero decir que este [Villarejo] no sea, ¿eh? 

—Hay una cosa muy sencilla. La policía se lleva de mi despacho 
tres expedientes. No se llevan los servidores porque no están. No se 
llevan mi ordenador, no se llevan el de mi asistente, lo único que se 
llevan es un ordenador y los de contabilidad. No se llevan nada más. 
No tienen papel. No tienen nada. 

Se despidieron tras la conversación, pero la policía patriótica 
continuó con el seguimiento ilegal de Marco: 

11:55 h.- FRANCISCO MARCO y ANTONIO finalizan la reunión. 
FRANCISCO MARCO sale del lugar y toma un taxi en Av. Diagonal, 
dirigiéndose en el mismo hasta la C/ Aribau de Barcelona, accediendo 
al portal número xx de dicha calle. 

12:34 h.- FRANCISCO MARCO sale del portal situado en C/ Aribau 
número xxx de Barcelona y se dirige caminando hasta el bar LA TRUFA 
situado en C/ Numancia 128 de Barcelona. Se sienta solo en una mesa 
y toma una consumición. 

12:50 h.- FRANCISCO MARCO sale del bar LA TRUFA y se dirige 
hacia la calle. En el interior de este establecimiento no se le ha visto 
contactar con ninguna persona. 13:55 h.- Tras realizar un recorrido 
ilógico y sin sentido, adoptando medidas de seguridad para detectar 
una eventual vigilancia, FRANCISCO MARCO accede al establecimiento 
MADACAFE, situado en C/ Caballero, número 66 de Barcelona. 

14:05 h.- Se observa que FRANCISCO MARCO se encuentra sentado 
en una mesa con un individuo de unos 55 años, complexión obesa, 
bigote y pelo canoso, identificado como Narciso ORTEGA [ex Jefe 
Superior de Policía de Barcelona]. Los dos toman una consumición, 
pero no están comiendo. A lo largo de la reunión que ambos 
mantienen, FRANCISCO MARCO toma abundantes notas mientras 
Narciso ORTEGA mantiene el peso de la conversación. 

14:55 h.- FRANCISCO MARCO y Narciso ORTEGA salen del 


MADACAFE. Se continúa el control sobre Narciso ORTEGA y se deja a 
FRANCISCO MARCO, que monta en un taxi en dirección desconocida. 
15:00 h.- Narciso ORTEGA accede al Bar-Cafetería GALICIA, situado 
en C/ Caballero 75-77 de Barcelona. En dicho lugar se dispone a 
almorzar con un individuo de unos 60 años, complexión normal, pelo 


abundante y bigote canosos, al que denominaremos VARÓN A. 


Los hombres de Villarejo seguirán al ex jefe superior de Policía de 
Barcelona y lo fotografiarán. Tiempo después, según el propio Narciso 
Ortega, usarán esa fotografía «para hacerle saber que saben muchas 
cosas de él». 


Herederas poderosas 


El 9 de julio de 2013, José Manuel Villarejo y Rafael Redondo 
cruzaron Madrid para reunirse con los dueños de la urbanización más 
lujosa de la ciudad: La Finca. Los esperaban Susana García-Cereceda y 
Francisco Lorenzo Peñalver. Susana llevaba tiempo espiando a su 
hermana pequeña y al entonces marido de esta, Jaime Ostos hijo. 
También a la viuda de su padre, Silvia Gómez-Cuétara. La guerra por 
el cuantioso patrimonio familiar estaba servida. En aquella época, 
Villarejo alardeaba de sus tarifas: «Punto uno, en el futuro obviamente 
cualquier cliente que nos recomendéis, menos de 150 o 200 papeles 
[150.000-200.000 euros] no se cobran por esos curros, porque el tema 
del baño, etcétera, son cosas de alto riesgo. Si te pillan, te comes 
cuatro años por lo de descubrimiento y revelación de secretos». 


Las peculiares formas de Villarejo 


Estas son las palabras exactas que se dijeron en aquella reunión. 

—Hombre, si [ella] tiene un novio, está bien saberlo... —dejó caer 
Susana refiriéndose a Silvia Gómez-Cuétara, de 48 años, última mujer 
de su padre, Luis García-Cereceda, el magnate que había amasado una 
de las fortunas más grandes de España con el boom inmobiliario de los 
80. 


—También puede hacer falta, por si acaso, como ella está 


intentando hacer daño, pues de alguna forma que también se le puede 
hacer daño —señaló el jefe se seguridad de La Finca. 

—Nosotros estos días hemos dedicado un poquito de tiempo a 
observarla (...) está mucho en Mallorca (...), qué alegría, ¿no? Tener 
pocas preocupaciones en la vida —dijo Villarejo entre risas. La 
información que nos llega de dentro del entorno es que ella debe de 
tener algún noviete cuando este hombre está en México. 


—Ah, eso es importante —señaló García-Cereceda. 


No obstante, Villarejo tenía otro objetivo vinculado con La Finca 
que iba más allá de la propia familia García-Cereceda: el arquitecto 
Joaquín Torres. 

—Efectivamente —señaló Villarejo—, a todas el Joaquín (Torres) 
les da cobertura cuando quedan con alguien. Ese es el poder que este 
chico tiene, lo cual es interesante, porque eso supone un punto de 
vulnerabilidad para los maridos, obviamente, ¿no? (...) Dicen: No, 
estoy con Joaquín mirando cosas y tal, y están con el noviete dándose 
un homenaje. (...) Es interesante porque, aun cuando 
lamentablemente es información aparentemente frívola, pues es una 
información vulnerable. (...) Es una mujer (...) que ya se siente un 
poco mayor, y quizá por eso se ha enrollado (...) con un chiquito que 
todavía no hemos descubierto, pero que sabemos que tiene y está 
utilizando a Joaquín para eso. 

Villarejo ideó una estrategia para atacar a Joaquín Torres basaba 
en «investigar sus irregularidades» y detalló: «Existe la posibilidad de 
detectar movimientos de dinero susceptibles de poder considerarse 
como blanqueo de capitales. Generar desconcierto o desconfianza 
entre Torres y su círculo más íntimo con continuas maniobras de 
intoxicación informativa. Publicar en medios que le afecten 
emocionalmente». 

Días después de la reunión con Villarejo, Susana García-Cereceda 
dio la orden: 

—Seguid a la señora, seguid a Torres, a ver si encontramos algo. 

«Una de las tareas más difíciles de aquella investigación de 
Villarejo —señala la periodista Eva Lamarca— fue conseguir, a 
petición del jefe de seguridad de La Finca, un informe elaborado por 
la agencia de detectives Método 3 de Barcelona. El dosier había sido 


encargado por la abogada de Silvia Gómez-Cuétara para conocer el 
presunto capital oculto de Luis García-Cereceda en el extranjero que 
ella pensaba que existía, presentarlo ante la justicia y reclamar lo que 
consideraba era suyo». 

Villarejo pensaba que lo iba a encontrar en el registro policial de 
Método 3, pero se equivocó. Por eso explica a sus interlocutores: 

—A ver, el informe de Método 3, macho. ¿Te acuerdas que me 
dijiste a ver si lo consigo? ¿Has visto lo que nos cuesta conseguirlo? 
No es fácil —le comentó Villarejo. 

Según Villarejo: «Fuentes policiales, que no judiciales» podrían 
acceder a la información de Método 3 que le había solicitado. «En el 
sumario que hay, que está declarado secreto, el sumario que hay 
contra Método 3, no figura casi ninguno de estos informes. O sea, este 
informe no figura oficialmente en el sumario». 

«Nuestra fuente es policial (...) y lo conseguiremos... O sea, 
aunque se haga la personación y tal, ¿Por qué? (...) El juez fue muy 
estricto y solamente a lo que afectaba a la conversación de Alicia no sé 
cuánto y a dos o tres movimientos más, lo que ocurre es que cuando 
hacen el registro, la policía se incauta del disco duro, el disco duro lo 
vacían, y cuando le devuelven el disco al malandrín, del disco ya han 
copiado todo. Entonces nosotros, nuestra fuente es una fuente policial, 
no es una fuente judicial ¿eh? O sea, quiero decir que es muy probable 
que al personarnos y tal dijeran oiga, ¿de qué me están ustedes 
hablando?, aquí no hay nada, aquí no nos consta», apunta. 

Según la Fiscalía Anticorrupción, Villarejo confesó a sus clientes lo 
difícil que le estaba resultando conseguir la información sobre Método 
3: «Con la que está cayendo... La gente es que cada vez se acojona 
más, ¿eh?», explica a su interlocutor. Y añade: «¡Macho!, ni untando a 
los colegas... Se cagan ya». Sin embargo, Villarejo presume de su 
relación con el Ministerio del Interior: «Nosotros siempre gremio duro. 
Que es, colegas que... hermético, personalmente, nunca nada por 
canuto, todo tal, y además que, joder, nosotros asesoramos al 
ministerio en temas delicados que no le cobramos, obviamente. 
Entonces tenemos cierto paraguas a la hora de pedir cosas...». 

Pasarán cinco años hasta que, en la mañana del 30 de mayo de 
2018, la policía detenga a Susana García-Cereceda en el aeropuerto de 


Madrid tras llegar de Sudáfrica. La acusaron de descubrimiento y 
revelación de secretos, cohecho y falsedad en documento mercantil. 
Los agentes también registrarían su despacho de La Finca. 

«Todo por un ofrecimiento de información que Susana García 
Cereceda ni siquiera pidió» , señalan en el entorno de la empresaria. 


La verdad según Marco 


«Tu detención fue una patraña», le confiesa un fiscal anticorrupción a 
Francisco Marco justo antes de que salga publicado este libro. 
«Villarejo y el resto de la cúpula policial conocían que la grabación 
fue consentida por Alicia Sánchez Camacho y que todo el operativo 
policial era falso», dice refiriéndose a la grabación del restaurante La 
Camarga que consta en una denuncia inédita que se instruye en la 
causa Tándem. 

Ahora se puede demostrar que Villarejo obtuvo información ilegal 
que, posteriormente, los abogados de Sánchez Camacho usaron contra 
Marco: «El 18 de junio de 2013, tras diversas amenazas condicionales, 
el abogado de Alicia Sánchez Camacho, transmite a mis letrados que 
tiene información sobre clientes e investigados de Método 3, que han 
obtenido en la entrada y registro de mi oficina y que no dudará en 
usarla contra mí si no me avengo a pactar un cierre de la causa sin 
denunciarla. Son precisamente los mismos datos que había manejado 
Antonio Giménez Raso y Villarejo», reza en la documentación judicial 
que aporta Francisco Marco. La propia Victoria Álvarez, presente en la 
conversación con Sánchez Camacho, reconoció en 2014 que la 
grabación era legal. No obstante, Álvarez estuvo manejada por 
Antonio Giménez Raso y por el propio Villarejo, hasta el punto de que 
el primero la acompañó a declarar ante el jefe de la Oficina Antifraude 
de Cataluña, Daniel de Alfonso. 


Que hable Villarejo 


Sonó el teléfono de Victoria Álvarez. Era Villarejo. 
—¡Que se preparen! —dijo Victoria. 


—...porque alguien, en este caso Alicia, habría cometido un delito 


de acusación y denuncia falsa, esto es... —contestó Villarejo. 

—Totalmente, y eso es muy duro, ¿eh?... para un político, para 
cualquier persona, pero para un político... 

—¿Por qué acusación y denuncia falsa? Porque si tú estás, es una 
conversación con esa chica y si tú grabas o ella graba no es delito; es 
delito si graba... 

—;¡Correcto! —interrumpió ella. 

—...alguien que no está en la conversación —continuó Villarejo 
terminando su frase—. Sin saber... 

—También he mandado hoy una serie de mensajes a Moragas, ¿eh? 
—advirtió la catalana. 

—Sí, muy bien, muy bien... 

—Resulta que dice «yo aquí soy el único perjudicado» y le digo: «La 
única perjudicada aquí soy yo y a la única que han tomado el pelo y 
han utilizado es a mí, así que no te, no te equivoques». Y dando a 
entender muchas cosas. Y dando a entender que la prensa, es que yo lo 
he hecho a propósito, que la prensa tenía muchas pruebas ya y que las 


iba a sacar antes o después. 


Álvarez quería dinero. «El abogado de Alicia Sánchez Camacho 
estaba tranquilo porque desde el Ministerio del Interior le decían que 
habían pagado mucho dinero a Victoria Álvarez por su declaración», 
señalan desde el entorno del PP catalán. Dinero que según la versión 
de Álvarez nunca llegó a sus bolsillos y «solo» se quedó con el sueldo 
de 2500 euros al mes que le pagaba el Ministerio del Interior desde la 
partida de Fondos Reservados: «Si es verdad que con los 250.000 
euros de la Rosa se sacó otra cantidad para Victoria, se entiende que el 
entorno de Sánchez Camacho creyese que Victoria había cobrado», 
insisten desde el PP catalán, donde un alto cargo define a Sánchez 
Camacho como «una tía muy chunga». 


Censura y guerra 


El 17 de octubre de 2013, Francisco Marco apareció en televisión para 
presentar su libro El método confidencial. Antes de despedirse del 
entrevistador, habló de un policía desconocido para el gran público: 
«Si fuese la familia Pujol denunciaría a José Manuel Villarejo Pérez». 


La declaración no pasó desapercibida. Tiempo después, Giménez Raso 
trataría de amedrentar al detective: «Tú escribes un libro y 
desenmascaras a Villarejo. Tú te permites el lujo de tirarte a la piscina 
y montar un pollo. Yo cuando te detuvieron les dije a los de la UDEF 
que tú ni hacías temas políticos ni seguimientos a jueces ni nada. Les 
dije que eran gilipollas y que tú nunca has hecho nada de todo eso». 
Más aún, Giménez Raso tenía una pregunta que resumía el tono de la 
conversación: «¿A ti quién cojones te ha dado vela en este 
entierro?»242. 

Pocos días después de esa conversación, el detective Julián 
Peribáñez consumó su traición contra Francisco Marco. Elaboró un 
plan de trabajo contra él. Un plan pagado: «Ya basta de trabajar sin 
cobrar nada de este tema», escribió en un mensaje de WhatsApp. 
Marco volvía a estar vigilado por la policía patriótica, que buscaba sin 
descanso indicios que no existían y, por tanto, que no encontrarían 
jamás. Un par de meses después, el 21 de diciembre, Marco se 
encontró con Victoria Álvarez en un restaurante: «¿Sabes quién soy?», 
le preguntó ella. El detective no la reconoció en primera instancia, a 
pesar de la supuesta popularidad de ella en Barcelona. Nunca se 
habían visto antes en persona. Acompañado por su familia, Marco se 
apartó y siguió su camino. Victoria Álvarez informó de manera casi 
inmediata a José Manuel Villarejo, quien viajó días después a 
Barcelona para reunirse con ella y evaluar el libro que había escrito 
Francisco Marco donde descubría el alias operativo de Villarejo. 


Que hablen 


En cuanto Villarejo volvió a Madrid, se produjo la siguiente grabación, 
inédita hasta el momento. Era el 31 de enero de 2014 y Victoria 
Álvarez ya había enviado los mensajes de texto a Alicia Sánchez 
Camacho diciéndole que sabía que ella era la contratante de la 
Agencia Método 3 y que la grabación era legal. 

—Dime, corazón —contestó al teléfono Marcelino Martín Blas. 

—¿Qué pasa ilustre? ¿Cómo vas? Ya te contaré. Acabo de volver. 
Hay cosas interesantes allí en Barcelona. He estado ayer todo el día. 
Bien con la Vicky y me ha contado cosas interesantes. Oye, qué te iba 


a decir. Me dicen que está aquí el Marco viéndose con gente y tal y 


cual. Ha quedado con uno, con un amiguete que me ha avisado a la 
una en Castelló con Alcalá. 

—¿Ah sí? 

—En Castelló con Alcalá. A la una de la tarde. Con el que ha 
quedado es con un periodista que se llama X. Entonces yo ya le tengo 
dicho a varios periodistas que cuando aparezca, que cuando lo vean 
por Madrid, que me avisen. Entonces no sería malo ponerle un rabo a 
partir de... 

—Visto, visto. 

—A ver qué hace la criatura. 

— Castelló con Alcalá, ¿me has dicho? —preguntó Martín Blas. 

—Efectivamente. Eso es. Yo me meto ahora en una reunión. Voy a 
estar una horita o así. Si acaso hay alguna duda o lo que sea me das un 
toque o me dejas un mensaje y yo vuelvo a hablar con este tío porque 
ya te digo... Si hay cambio de cita, me va a avisar. Oye, yo le he dicho, 
me alegro que me lo hayas avisado porque este chico tiene un rabo y 
tal. Para que no te mezclen a ti. No, no. Yo no quiero líos con este hijo 
puta. Ya sabes me ha llamado porque quiere contarme unas cosas de 
no sé qué, de la policía. Bueno pues que te lo cuente, ya me lo dirás — 
dijo Villarejo. 

—Muy bien. 

—Venga, tronco. Y ya haré una notita y te la enviaré de las cosas 
de por aquí [Barcelona]. ¿Vale? —dijo Villarejo. 

Al rato llamó Martín Blas a Villarejo: 

—Oye, tronco, que este está ahí... Lleva ahí ya un rato 

—Vale... pues a ver qué coño hace después. Me dicen que, me lo 
dijo la Vicky [Álvarez] ayer que está con una pava que se llama MF o 
no sé qué...—contestó Villarejo. 

—Sí, sí, sé quién es. 

—Esa pava. Y que está intentando convencer a los nuestros a... 
todo el entorno y tal [Julián Peribáñez] para que presente una 
denuncia contra la Alicia y que a ella también le... 

—Ya, ya, ya... 

—Y le han ofrecido 10.000 euros a cada uno para que presente y 
tal y que a los de CIU eso les interesaría mucho y que eso lo estaba 
manejando el loco este cabrón con la MF y con la gente de CIU. Así es 
que ha venido a lo mejor aquí a pedir la pasta, o a hablar... Yo creo 
que está un poco en la línea del segundo libro ese que dice que va a 


escribir. 


—Sí, están ahí, mientras sepamos lo que hacen 

—Sí, efectivamente, eso es de lo que se trata. Bueno, tronco, ya me 
contarás qué hace este zumbao. Si ves que te aburres mucho, me llamas 
que tengo ganas de darle dos hostias. Me presento allí. 

—NOo, si está aburrido. Si lleva ahí un rato. 

—¿Solo? Esperando. Esperando la cita. A la una es cuando llega. 

—A ver si va a dar plantón el otro... 

—No. No. El otro llega a la una. Aunque le de plantón no importa. 
Pero vamos. Ya lo tenemos localizado. A la una. Además, después lo 
que hable nos lo va a contar. O sea, que eso es de lo que se trata. 
Venga pues, hablamos. Un abrazo —contestó Villarejo. 


—Venga. Adiós. 


Poco después, los cabecillas de la policía patriótica organizaron un 
nuevo operativo contra Método 3. 

«Yo no he tenido ningún contacto con la agencia [Método 3] pero 
sí con los ex detectives Peribáñez y Tamarit —se defendió el policía de 
Asuntos Internos, Rubén Eladio, en sede judicial—. Estas dos personas 
se personaron en Asuntos Internos en compañía de Antonio Giménez 
Raso», y continuó relatando que en febrero de 2014 tuvieron una 
reunión con Marcelino Martín Blas, quien le pidió: «Quiero que les 
tomes declaración a estas dos personas». Y explicó que, como perdían 
el tren y «querían contar muchas cosas», creyó que lo mejor era que se 
desplazase a Barcelona para tomarles declaración. 

Desde junio de 2013 hasta octubre de 2017, Rubén Eladio fue el 
jefe de grupo de Asuntos Internos y se reunió cuatro veces con 
Peribáñez. «Cuando yo iba a verles los invitaba a comer». Poco 
después, Peribáñez empezó a recibir trabajos a cambio de sus mil 
euros al mes. «Nos pedían información sobre gente de Cataluña, pero 
les dábamos cuatro cosas sacadas por Internet. Villarejo nos pagó un 
viaje a República Dominicana para intentar sacar información contra 
ti [Francisco Marco] y nos ayudaron con el libro que queríamos hacer 
sobre ti», recuerda el entorno de Peribáñez que en aquella época 
escribió unos wasaps a su pareja. 

En aquellos momentos, Peribáñez estaba investigando a Kiko 
Hernández, uno de los colaboradores del programa de televisión 
Sálvame: «Fue una mierda de tema, no sacamos nada y Peribáñez hizo 


poco y mal», dicen desde el entorno del detective. Una persona que se 
sentía agraviada por Hernández lo contrató para averiguar trapos 
sucios sobre él. «No teníamos dinero y había que hacer cualquier 
cosa... y encima Peribáñez empezó a desconfiar de Giménez Raso», 
añade la fuente. 

Peribáñez pensaba que Giménez Raso se estaba quedando con 
parte del dinero que les llegaba de los fondos reservados: 


2/6/14, 4:01:47 PM: Julian: Nada te comentaba que aquí todo el 
mundo quiere ganar dinero y se aprovechan y es que hace vigilar con 
todos con tus enemigos con tus amigos no se puede confiar en nadie 
sólo en Toni es el único que se puede confiar 


2/6/14, 4:01:55 PM: Julian: aquí cada día es una lucha constante 


AS 


2/6/14, 4:02:22 PM: In Love «a “>: Que paso con este bigote? 
9 vw 


2/6/14, 4:02:27 PM: In Love 412 “>: Que quiere? 
2/6/14, 4:03:04 PM: Julian: Pues este es amigo pero me huele qué nos 


está haciendo alguna jugada que él se está quedando con alguna 
cantidad que debería ser nuestra ya me que me tomen el pelo me 
sienta muy mal 

2/6/14, 4:03:13 PM: Julian: pero bueno es el juego diario aquí estamos 
sometidos aquí 

2/6/14, 4:03:17 PM: Julian: la crisis es muy mala 

2/6/14, 4:03:51 PM: In Love «2» : Si pero que trabajo él hace para 
ustedes? 


A 


2/6/14, 4:04:09 PM: In Love «la : Él es del grupo de estos que hacen 
con la gente de Madrid? 


2/6/14, 4:04:12 PM: Julian: Ninguno hace de puro intermediario wow 

2/6/14, 4:04:47 PM: Julian: si es una larga historia difícil de contar 
porque el bigote se metió por el medio de una relación con esta gente 
que tenía yo y se ofreció como intermediario pero qué tornillo 
sospechamos es que aquí algo se nos está yendo de las manos que nos 


están ocultando 


A) 


2/6/14, 4:06:41 PM: In Love «a “>: Omg bueno a poner cuidado con 
el 


El viaje a República Dominicana y las informaciones con la 
delación de Peribáñez sirvieron para realizar un nuevo informe contra 
Francisco Marco (informe Colombo), que al llegar a la Fiscalía se 


archivó. «Cuando yo tomo declaración a Peribáñez y nos llega un 
sobre anónimo con documentación de Método 3 y eso se judicializa en 
el informe Colombo», reconoce Rubén Eladio. Sin embargo, un fiscal 
anticorrupción señala hoy que se archivó porque «aquello no tenía ni 
pies ni cabeza». 

Nadie sabe, tampoco, que una de las dos personas que visitó la 
cárcel de República Dominicana para «sacar información a un 
detective de aquel país a cambio de dinero» era Antonio Giménez 
Raso. 

«Villarejo nos engañó para investigar a Método 3 porque les quería 
sacar del mercado», señala el comisario Marcelino Martín Blas 
mientras esperaba para declarar en el juicio que mantiene sentado en 
el banquillo a Eugenio Pino por intentar blanquear información 
obtenida ilegalmente contra Jordi Pujol Ferrusola. Marco facilitó toda 
la información a las acusaciones para que Pino tuviese que dar cuentas 
ante la justicia. 

El final de este capítulo llega cuando Francisco Marco termina de 
poner su última palabra sobre la mesa: «Aquello que me hicieron fue 
una canallada, Manu, y no lo digo yo, lo dicen los fiscales, la policía y 
todas estas pruebas que has leído». Entonces, enciende un cigarrillo y 
atiende una llamada de alguien que siempre le hace olvidar al 
detective para ser simplemente la persona. Cuando cuelga, me mira a 
los ojos. Es media tarde en Madrid y desde el café en el que estamos se 
ve la Puerta de Alcalá. Esboza media sonrisa cómplice. Tiene los ojos 
cansados. Ha sido un año duro. Su mayor deseo es perderse con su 
mujer por alguna playa donde no haya cobertura de ningún tipo. 

El detective da un par de caladas al cigarro y dice: «Solo un 
hombre que ha sentido la máxima desesperación es capaz de sentir la 
máxima felicidad». Le devuelvo la sonrisa sin abrir la boca. Paga los 
cafés. Nos ponemos de pie y me da un abrazo antes de alejarse calle 
abajo hacia la plaza de Cibeles. Madrid está vacío de personas, lleno 
de verano. Caluroso y palpitante, parece como si la pandemia le 
hubiera hecho un lifting a sus calles. Los olores a tierra y plantas se 
extienden desde El Retiro a las calles adyacentes con una profusión 
inaudita. En una pared demasiado exclusiva para estar sucia, se lee 
una pintada: «¿Se pudo? No, no se pudo». Debajo aparece la silueta de 


una cabeza con coleta que pretende recordar los orígenes del 
vicepresidente del Gobierno, Pablo Iglesias. La policía patriótica 
también tuvo en sus manos los secretos del partido político que salió 
del 15-M. La historia inédita de Podemos está a la vuelta de esta 
página. 


239. Águeda, Pedro. «Visto para sentencia el caso del “pendrive” de Pujol Jr: 
postales de la última guerra sucia (2012-16)».En: tomalaprensa.es (12 de 
junio de 2020). 
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Capítulo 31 
Podemos es el enemigo 


¿Podemos? Que Dios nos coja confesados. 


José Manuel Villarejo 


«Todos recurrieron a Villarejo, todos necesitaron a Villarejo y ahora 
nadie conoce ni quiere conocer a Villarejo... ¡Anda ya!», dice un 
político que las ha visto de todos los colores en el Congreso de los 
Diputados. José Manuel Villarejo comparte esa idea. Verse apartado 
de todo lo que construyó hace que cada día en prisión caiga sobre su 
salud física y mental como una condena eterna. Las jornadas entre 
rejas lo han convertido en un Prometeo moderno. Cada día un águila 
en forma de recuerdos le devora las entrañas. Cada día, sus entrañas 
se regeneran y al siguiente amanecer, de nuevo el mismo dolor, la 
misma tortura e idéntica condena. Las noticias en televisión, los 
análisis en prensa, las declaraciones de políticos y empresarios: 
Villarejo muere y vive cada mañana para morir y vivir de nuevo a la 
mañana siguiente. Sumido en esa vorágine de constante tensión, 
algunos de sus compañeros de Estremera le oyen decir: «Mi memoria 
es un vertedero de basura», parafraseando así a Funes el Memorioso, 
personaje que Jorge Luis Borges creó para su colección de Ficciones. 

«Cada día que estoy aquí encerrado, recuerdo cada vez más la 
basura que unos y otros me pidieron hacer desaparecer. Ahora 
aflorará y les llegará algo más que su nauseabundo olor», lamenta y 
amenaza el excomisario. Apunta a los distintos Gobiernos, al de antes, 
al de ahora, incluso al que pueda venir en un futuro que él teme sin 
libertad, en chándal y bajo el estigma de ser el presidiario más famoso 
de España. Rememora los servicios que le solicitaron «en nombre de la 
Patria». Empieza a hablar: 


—En 2014 o 2015, se recibe una información en virtud de la cual 
había responsables de Podemos que habían contactado en Venezuela 
con etarras, con miembros de ETA, con el servicio secreto cubano y 
venezolano y que había unas actas de entrega de dinero. Una 
información que proviene de miembros de servicios de inteligencia 
venezolanos. Incluso de un almirante, que estaba viviendo en España 
o iba y venía, creo recordar. Entonces me piden que vaya yo (a 
Venezuela) y mire. 

—¿Cuándo se detecta esa información? —preguntó el fiscal Ignacio 
Stampa. 

—-Creo recordar que en 2014 o 2015. 

—Y ¿quién le encomienda esa misión? 

—Los responsables de aquella época eran el director de la Policía y 
el director adjunto operativo. En este caso, en concreto, no le sabría 
precisar, pero probablemente los dos: el señor Cosidó o el DAO. Uno 
de los dos o los dos. Yo hablo con una serie de personas y me dicen sí, 
sí, sí... en Venezuela hay esto y vamos a organizar una cita en Miami. 
Hablo con este almirante venezolano y me ponen en contacto con 
miembros de la inteligencia venezolana. Todo esto estaba previsto. Y 
justo entonces alguien, no sé si es el secretario de Estado, va y me 
dice: «Soraya, la vicepresidenta, ha considerado que es un tema que 
ahora no interesa y que en lugar de ir tú va a ir otra persona para que 
haga esos contactos. Que ya se sabe que tú eres muy raro a la hora de 
hacer esos informes». 

—¿Con qué información contaba usted para irse a Venezuela y 
Miami para investigar al partido de Podemos? —preguntó de nuevo el 
fiscal. 

—Ya he dicho, señor fiscal. Había una serie de personas del 
servicio de inteligencia venezolano que habían dicho que tenían la 
posibilidad de dar una serie de actas y de documentos sobre las 
relaciones. Yo contrasté esa información con uno de los miembros del 
servicio aquí, creo que un almirante, que viajaba mucho. Esta persona 
me puso en contacto con otra persona de Venezuela y ya estaba todo 
organizado. 

La Fiscalía quería saber si Villarejo había investigado ilegalmente 
el teléfono móvil de Dina Bousselham, ex asesora del secretario 


general de Podemos, Pablo Iglesias, y actual directora del portal de 
noticias La Última Hora. 


Dina 


España empezó 2016 sin Gobierno tras las elecciones fallidas del 20 de 
diciembre de 2015. Ganó el Partido Popular con 123 escaños, pero 
fueron insuficientes para materializar la XII Legislatura. La amenaza 
de una parálisis institucional encogió el ánimo de los ciudadanos, 
temerosos de que la recuperación económica se parara en seco. La 
economía nacional había crecido un 3,5% interanual durante el último 
trimestre de 2015, según el Instituto Nacional de Estadística (INE), 
una cifra que no se alcanzaba desde el cuarto trimestre de 2007. Sin 
embargo, la falta de acuerdos entre los representantes públicos 
propiciaba un horizonte incierto. Cada una de las formaciones 
políticas huyó del sentido de Estado para hacer la guerra por su 
cuenta y preparar así el terreno de cara a los siguientes comicios 
generales. Resultadismo, lo contrario a un proyecto sólido de país. 

En esos primeros días de 2016, el secretario general de Podemos, 
Pablo Iglesias, se desplazó al despacho del dueño de Grupo Z, Antonio 
Asensio. «Me llamó por teléfono y me dijo que tenía que comunicarme 
algo privado, algo grave, personalmente», declaró el líder de Podemos 
en sede judicial. Iglesias dijo que Asensio se había comportado «como 
un caballero», ya que lo había citado para hacerle entrega de 
documentación «personal». 

—Ha llegado a mi poder una tarjeta de teléfono SIM en la que 
habría fotografías íntimas de tu pareja y te las voy a enseñar y que 
sepas que ningún medio de comunicación propiedad del Grupo Zeta se 
va a hacer eco de estos materiales. Quiero entregártelos y quiero que 
los veas —le dijo Asensio. 

Iglesias, descolocado, examinó la tarjeta SIM en la propia sede del 
Grupo Z. Comprobó que el material pertenecía a su asesora Dina 
Bousselham. «Yo conozco a Pablo en la facultad, fue profesor mío, 
veníamos del mismo círculo de amigos, una relación normal... Es 
verdad que un año antes de que me robaran el móvil van apareciendo 


noticias falsas y con un objetivo. Yo pensé que en ese momento era yo 
el objetivo de ser señalada como pareja de..., amiga de..., o que eso 
supusiese una cosa machista y que además es falsa», explicó 
Bousselham ante el juez. Iglesias, por su parte, precisó: «Se trataba de 
fotos íntimas, pero no de mi pareja, sino de la señora Dina 
Bousselham. Fotografías íntimas y, digamos, material que hay en el 
teléfono móvil de cualquiera, de trabajo, de viajes...». Aquella SIM 
provenía de un robo o, al menos, así lo significaron desde Podemos. 
En el partido insistieron en que no había podido ser «un delincuente 
común». 


Robo en el centro comercial 


Podemos nació en invierno y floreció en primavera. Pocas veces hasta 
entonces se había visto una puesta en escena tan fulgurante como la 
que tuvo la formación liderada por Pablo Iglesias. Constituyeron el 
partido en enero de 2014 y en mayo de ese mismo año consiguieron 
cinco escaños en el Parlamento Europeo. Supieron capitalizar la 
indignación tras varios años consecutivos de pertinaz crisis económica 
y recolectaron más de un 1.200.000 votos en su primera 
comparecencia ante las urnas. Fueron los mejores días del partido, 
cuando protagonizaban el prime time de los programas políticos de 
moda, cuando sus palabras eran lanzadas «a la gente» como axiomas y 
dogmas de fe. «Hemos venido a la política a asaltar los cielos... Esto es 
solo el principio», se oía en unos mítines en los que solo faltaban las 
ramas de palma, ya que ciudad tras ciudad se repetía el tono 
mesiánico, las alabanzas extremas, la esperanza desmedida, la 
capacidad de convertir cada localización en una suerte de Jerusalén 
ante la venida redentora de un grupo de profesores salidos de la 
universidad que tenían en cada gesto, y en cada palabra, el verbo 
abundante y florido de quienes han leído mucho y no tienen nada que 
perder. 

Pablo Iglesias llegó al Parlamento Europeo en compañía de su 
asistente, la politóloga Dina Bousselham. Fue un viaje corto, apenas 
quince meses, ya que Iglesias adquirió el billete de vuelta para 


postularse como candidato a la Presidencia del Gobierno español. No 
obstante, le dio tiempo a decir que le daba vergiienza el sueldo de los 
eurodiputados; también le dio tiempo a prometer que nunca recibiría 
más de tres salarios mínimos porque «la política es otra cosa» y a 
acusar a sus compañeros de la Eurocámara de vivir «una jubilación 
dorada». En definitiva, le dio tiempo a decir más que a hacer. En esos 
quince meses estuvo acompañado en todo momento por Bousselham, 
persona clave para el secretario general de Podemos que tuvo la 
oportunidad de coincidir con personalidades tan dispares como Jean- 
Claude Juncker, Jean Marine Le Pen, Nigel Farage, Jean-Luc 
Mélenchon o Alexis Tsipras. 

Un año y medio después de la irrupción meteórica de Podemos, el 
1 de noviembre de 2015, Bousselham se encontraba en la tienda que 
Ikea tiene en uno de los centros comerciales de Alcorcón. «Llegamos 
dos o tres días antes. Vamos al Ikea a comprar los muebles para 
nuestra casa nueva y nos roban todo, incluido su teléfono móvil», 
declaró tiempo después la asesora. Ese teléfono contenía un dosier con 
cincuenta y ocho páginas para preparar la intervención de Pablo 
Iglesias en el programa de televisión Salvados, donde tendría un cara a 
cara con el otro político emergente del momento, el líder de 
Ciudadanos, Albert Rivera. Había varios informes más que iban desde 
la estrategia de comunicación que seguiría Iglesias hasta un 
seguimiento de sus intervenciones en mítines y medios de 
comunicación. Toda esa información acabó en la revista Interviú y 
alentó todo tipo de suspicacias en el seno de Podemos: «Es muy 
improbable que un delincuente común sustraiga un teléfono móvil y 
esa información... No es algo absolutamente descartable, pero es muy 
improbable. Después de esa reunión [con Asensio] yo deduzco que el 
robo es un encargo profesional». 

Tras el encuentro con Asensio, Iglesias guardó la tarjeta que le 
facilitó el dueño de Grupo Z. Meses después, el líder de Podemos 
llamó a Dina Bousselham: «Mira, tengo esta tarjeta SIM, contiene fotos 
tuyas». Bousselham explicaría: «Alguien intentó venderle [a Pablo 
Iglesias] la tarjeta con copias de mis imágenes, diciendo que el 
contenido de esa tarjeta contenía imágenes de su pareja. Cuando le 
enseñan las fotos él dice: esta no es mi pareja». Ella supone que todo 


este caso pretendía chantajear a Iglesias. El propio Iglesias corrobora 
esta idea: «Entiendo que el objetivo era claro: vamos a sacar algo que 
pueda hacer mucho daño». Sea como fuere, lo cierto es que la tarjeta 
desapareció en Ikea y reapareció en las manos de José Manuel 
Villarejo. 


Que hable Villarejo 


«Varios medios de comunicación me dicen que hay una señora que ha 
tenido una relación sentimental con el señor Iglesias, que le había 
prometido que se iba a casar, y que está despechada y está dando una 
copia de su teléfono para que vean que es un machista y a lo mejor 
puede haber algo que tenga interés». 

El 28 de marzo de 2019 el excomisario declarará ante el juez: «No 
hay ningún robo de ese teléfono, ni nadie me encarga que robe nada». 
Luego aseguraría que el entonces director de Interviú, Alberto Pozas, 
fue quien le entregó un pendrive con los datos del móvil. Villarejo 
añade que examinó el dispositivo y se lo dio a Eugenio Pino tras 
guardarse varias copias: «Me las quedé de recuerdo. Lo mismo que 


tengo esos pasaportes de hace treinta o cuarenta años». 


«Uno espera que cuando uno escribe en su teléfono móvil a sus 
amigos no haya un policía encargando que se le robe y se publique 
después», indicó Iglesias en sede judicial. «Hay tres momentos que son 
políticamente muy sensibles para Podemos. En enero de 2016 nosotros 
habíamos ofrecido un acuerdo de Gobierno al Partido Socialista. En el 
mes de mayo se habían convocado unas nuevas elecciones generales y 
nosotros aparecíamos en las encuestas como segunda fuerza política, 
casi en empate técnico con el Partido Popular. Y en el mes de julio del 
año 2016, nosotros habíamos vuelto a hacer una oferta de coalición al 
Partido Socialista. Claro, los tres momentos son enormemente precisos 
y nos hicieron mucho daño». Iglesias se refiere a la denominada 
policía patriótica. 

El juez García Castellón sentenció: «Me alegro de que lo haya 
explicado usted así, tan bien que yo lo haya entendido porque, 
efectivamente, en el procedimiento que aquí se sigue, que usted 
conocerá por la prensa respecto al señor Villarejo, aparecen 


implicaciones del Ministerio de Interior muy serias, la investigación es 
muy amplia. Entonces, usted, como perjudicado, tiene la percepción 
de que excedía (creo que lo he entendido así), que excedía de lo que 
uno de los policías, en este caso el señor Villarejo, hubiera podido 
hacer uso de ello. Es decir, que excedía su ámbito, que iba a otros 
lugares más altos. ¿Es lo que viene usted a decir?». 

Podemos y la policía patriótica, la policía patriótica y Podemos 
estaban destinados a destrozarse. La pervivencia de una de las dos 
partes pasaba por la inexistencia de la otra. Eran antagonistas 
irreconciliables cuyo fin común era la desaparición del contrincante. 

La periodista Carlota Guindal descubrió unas notas que esa policía 
patriótica redactó para tratar de estigmatizar la formación liderada 
por Pablo Iglesias: «Podemos no es un partido que se haya creado hace 
unos años. Es un partido que se viene gestando desde hace mucho 
tiempo, con una infraestructura muy organizada y con la ayuda de 
grandes técnicos bolivarianos que tienen planeado hasta el más 
pequeño detalle. Nació en la operación denominada Caribe». El 30 de 
octubre de 2015, un confidente, de nombre clave «Martín», aseguró 
que «nos fueron relatadas las relaciones de los orígenes. El principal 
objetivo de la policía política patriótica eran vincular Podemos con el 
narcotráfico venezolano». Sin embargo, no tenían ninguna 
información de primera mano. Buscaron en todos los sitios, pero sin 
éxito. Por lo tanto, cuando dispusieron de la tarjeta telefónica de Dina, 
creyeron poseer también el caudal informativo necesario para arruinar 
la viabilidad de Podemos y zaherir la imagen de su secretario general. 


Nueva York 


A mediados de 2016, Barack Obama agotaba sus últimos meses al 
frente de Estados Unidos. El legado de su celebérrimo Yes, we can 
había dejado en el país un seguro de salud para todos, las bases de 
una sólida recuperación económica tras la crisis financiera mundial, 
mayor número de derechos para las minorías sexuales, un nuevo 
estatus para los cubanos y un considerable trabajo para acabar con la 
brecha racial que, en demasiadas ocasiones, aún amenazaba con partir 


el país en dos. Aunque en ciertos sectores de la sociedad americana 
existía la sensación de que el balance final había dejado a Obama 
como un icono de la mercadotecnia más que como un gran gestor, lo 
cierto es que la sensación mayoritaria era que los demócratas 
seguirían en la Casa Blanca representados por Hillary Clinton. Nadie 
contaba entonces con que un personaje como Donald Trump tuviera la 
más mínima opción en la disputa por la Presidencia. 

En ese escenario, el 12 de abril hubo un encuentro importante para 
España en Nueva York. Fue una reunión clandestina entre un jerarca 
disidente de la dictadura venezolana, Rafael Isea, y destacados 
miembros de la Policía española: el jefe de la Brigada de Delincuencia 
Económica y Fiscal (UDEF), José Manuel García Catalán, el inspector 
jefe José Ángel Fuentes Gago y otra inspectora de la UDEF cuyo 
nombre de pila es Silvia. Con ellos también estaba el abogado de Isea, 
Martín Rodil. 

Rafael Isea había participado en el alzamiento militar del 4 de 
agosto de 1992 por el que Hugo Chávez acabó en prisión. Cuando este 
se convirtió en el cuadragésimo octavo presidente de Venezuela una 
década después, recompensó a Isea con el Ministerio de Hacienda. Los 
policías españoles necesitaban que Isea avalara la autenticidad de 
unos pagos que, supuestamente, había realizado el Gobierno 
venezolano a la fundación privada CEPS, precursora de Podemos. 
Quedaban dos meses para las elecciones en España y los sondeos 
situaban a la formación de Pablo Iglesias como segunda fuerza política 
del país. El antiguo ministro de Hugo Chávez debía declarar ante la 
policía sobre un pago de siete millones de euros a la fundación CEPS a 
cambio de lo que llamaron «informes huecos». No obstante, el jerarca 
disidente temía por la integridad de su familia, que seguía en 
Venezuela vigilada, presionada y acosada por el régimen de Chávez. 
De ahí que su principal objetivo fuera conseguir la protección de la 
Policía españolaz43. 


—Yo he hablado con el ministro del Interior español y el ministro del 
Interior español habló con el presidente [del Gobierno] español. Yo 
solo tengo un mandato aquí, o sea, acompañar a estas personas y 


decirle a usted que me diga los nombres de las personas que quiere 


que documentemos en España y que les demos una nueva identidad o 
una nueva vida, la que quieran ustedes y les protejamos. Eso es mi 
compromiso. Yo vengo aquí con ese mandato. Usted me lo dice y lo 
hacemos —dijo Fuentes Gago y añadió—: Así de claro se lo digo, de 
verdad, otra cosa no le puedo decir. Eso se lo digo, el cómo esas 
personas tienen que salir o no, no me compete a mí, pero yo le digo a 
usted que la Policía española es muy buena. Nosotros tenemos en 
Venezuela a gente buena. Tenemos un comisario ahora allí que ha 
estado muchos años en la lucha contra el terrorismo de ETA y se las 
sabe todas, y pueden salir con él, pueden ir a Argentina, donde sea, y 
desde allí les hacemos volar a España, eso al máximo nivel está 


garantizado, se lo digo a usted, ¿eh? 


A pesar de las promesas de discreción y seguridad, aquella reunión 
se filtró solo un mes después al diario ABC, que publicó las palabras 
de Isea con su nombre y apellidos reales. Así lo denunció el disidente 
venezolano en El País: «Me manipularon con algo muy delicado, 
pusieron en riesgo a mi familia... Estuve varios meses sometido a una 
presión muy dura. Aguardando la reacción del Gobierno venezolano. 
Estuve meses esperando el golpe. Es una de las razones por las que he 
evitado hacer declaraciones hasta ahora. Estamos hablando de vidas. 
Hablamos de una señora de ochenta años a la que ni siquiera puedo 
ver. Confié en un Gobierno que me dijo que podía sacar a mi madre 
de allí». 


Informe PISA (Pablo Iglesias S. A.) 


Cuando la Policía entró y registró la casa de José Manuel Villarejo 
encontró el informe PISA, acrónimo de Pablo Iglesias S. A. «En 
relación con el informe PISA se desconoce el objeto del mismo, si bien 
a través de fuentes abiertas se ha localizado información que lo 
vincula con un supuesto informe sobre la también supuesta 
financiación irregular del partido político Podemos, motivo por el que 
se ha efectuado una recopilación de aquella documentación localizada 
hasta el momento que hace referencia a dichos extremos, todo lo cual 
ha sido grabado en un cuarto DVD», señalan responsables de Asuntos 


Internos. 

«El señor [José Ángel Fuentes] Gago me dijo que se lo ordenó 
Cosidó», respondió Villarejo en sede judicial, que se desentendió del 
documento y dijo que se enteró por la prensa de su contenido. El 
comisario Enrique García Castaño apuntó directamente a Andrés 
Gómez Gordo como redactor del Informe Pisa. 

«Para intentar blanquear la información e iniciar una investigación 
judicial, Pino instrumentalizó a la Unidad de Delincuencia Económica 
y Fiscal (UDEF) de la Policía, a través de su entonces jefe Manuel 
Vázquez, alias Fiti —ya fuera de la unidad—, para dar una imagen de 
credibilidad. Según diversas fuentes conocedoras de los hechos, fue 
este comisario quien acudió a la Fiscalía de la Audiencia Nacional, en 
el 2016, para intentar convencerles de que se iniciara una 
investigación contra Podemos», señala la periodista Carlota Guindal. 

La periodista de Público Patricia López»244 cree que el precursor del 
Informe PISA fue el detective Julián Peribáñez a través del libro 
Descubriendo el laberinto rojo, publicado en 2015: «Fue el propio 
Peribáñez quien se vanaglorió en su Facebook de haber aportado su 
grano de arena sobre la supuesta financiación de Irán a dirigentes 
destacados de la formación morada». Un periodista de investigación 
de larga trayectoria confesó a La España Inventada que «el Informe 
Pisa es la mayor chapuza que ha caído en mis manos, parecía un 
trabajo de preescolar hecho por un niño no muy listo». Peribáñez no 
se quedó ahí y el 2 de octubre de 2017 escribió a otro detective 
solicitándole información sobre Venezuela a través del siguiente 
correo inédito: 


Would be good also to know all that, if you can budget me... the guy is Pablo 
Manuel Iglesias Turrión, born the 17 october 1978. 


«Peribáñez se siente un espía y el mejor detective del mundo. Por 
eso investigó a Pablo Iglesias en Venezuela creyendo que iba a 
encontrar la información que los demás no encontraban», dice uno de 
sus exsocios, quien añade: «En realidad, quería ganar puntos ante 
Villarejo y por eso se metió en esas investigaciones». Como confidente 
pagado con fondos reservados «se sentía parte de la policía patriótica», 


nos informa. «Parte de un todo contra el partido político que les 
molestaba, como los nacionalistas». 

La España Inventada ha localizado dos documentos que Peribáñez 
da por buenos y que supuestamente vincularían a Podemos con cobros 
procedentes de la dictadura venezolana. A principios de 2020, cuando 
el coronavirus aún era una amenaza lejana para nuestro país, agentes 
de la Unidad de Asuntos Internos de la Policía Nacional se presentaron 
en la vivienda-despacho de Julián Peribáñez. La operación la dirigía 
Gonzalo, al frente de la operación por la causa Tándem: «Vinieron seis 
policías, el fiscal y la del juzgado. El portero de la finca flipaba... 
Buscaban un informe que Peribáñez había realizado para Giménez 
Raso», asegura uno de los implicados. La Policía seguía la pista de dos 
facturas que Peribáñez había emitido a la empresa de Villarejo el 15 
de febrero y 1 de marzo de 2016, respectivamente. Facturas por un 
importe de 3600 euros y 2000 euros. 

Una persona que perteneció durante muchos años al círculo íntimo 
de Villarejo insiste en que Julián Peribáñez y Antonio Giménez Raso 
«trabajan juntos en la actualidad... Hace poco viajaron a Grecia para 
completar una investigación». Siguen con sus actividades sin saber que 
la Unidad de Asuntos Internos pronto pondrá la lupa sobre ellos. 


Todos contra todos 


Poco antes de que este libro se imprima, la investigación judicial 
avanza y el proceso se retuerce. La confusión en el caso de Dina 
Bousselham, las dudas sobre el comportamiento del líder de Podemos, 
Pablo Iglesias, son el caldo de cultivo perfecto para que Villarejo 
maniobre, aunque sea desde la cárcel. Es una lucha de todos contra 
todos de la que nadie sale indemne. Villarejo amenaza con eternizar 
todos los procesos que hay en contra de él a base de sacar nuevas 
informaciones. Iglesias, lejos de dar una respuesta creíble, cada vez 
tiene más frentes abiertos. El 22 de julio de 2020 se podía leer el 
siguiente titular en El Español: «Los lazos con Irán y la caja B de 
Podemos: dos nuevos escándalos ponen contra las cuerdas a Iglesias». 
La información revela que «la unidad antiblanqueo alertó en 2013, 


2017 y 2018 de que la productora del vicepresidente podría estar 
recibiendo dinero de Irán». Dos días después, el diario El Mundo 
titulaba: «El juez ordena revisar el robo del teléfono móvil de Dina 
Bousselham» y en la noticia afirmaba que el magistrado dudaba de la 
versión de la ex asesora de Pablo Iglesias y pedía hacer «gestiones» 
para concretar «todos los extremos». 

Esta extrema confusión, con cambios de versiones y giros 
inesperados, beneficia el modus operandi de José Manuel Villarejo y 
perjudica a Podemos. Mientras los medios de comunicación informan 
en paralelo sobre los asuntos de Juan Carlos I y Corinna Larsen, la 
credibilidad de Pablo Iglesias merma día a día. En la confusión 
siempre gana Villarejo. En la manipulación de masas, siempre gana 
Villarejo. Ante las dudas o las tribulaciones que genera un hecho, 
siempre gana Villarejo. El excomisario sigue marcando la agenda 
pública, a pesar de estar entre rejas, al tiempo que la formación 
liderada por Iglesias se ha convertido en una máquina de perder votos, 
tal y como quedó claro en las últimas elecciones autonómicas de País 
Vasco y Galicia. 

Mientras la pandemia del coronavirus atenaza el país con más de 
45.000 muertos y el Producto Interior Bruto cae un 18,5% en el 
segundo trimestre de 2020, Iglesias pierde su confrontación con 
Villarejo a los ojos de la ciudadanía. El político no sabe, no quiere o 
no puede responder de manera clara y precisa a las preguntas del juez. 
Con ello merma la oportunidad histórica, quizás única, de que un 
partido como el suyo sea importante en el devenir de España. Cuando 
las páginas de este libro aún están calientes, la disputa sigue, pero 
sorprendentemente, las cloacas del Estado le están ganado la partida 
al vicepresidente del Gobierno. 


243. Vidal, Joaquín. «Los policías del espionaje a Podemos: “Tengo un 
mandato del ministro y del presidente”». En: moncloa.com (3 de abril de 
2019). 


244. López, Patricia, Bayo Eugenio. «Los detectives que elaboraron para 
Eugenio Pino el falso informe contra Pablo Iglesias continúan trabajando hoy 
para la Policía». En: elpublico.es (9 de febrero de 2017). 


Capítulo 32 
Villarejo contra la Corona 


Si tú quieres te llevas la monarquía por delante. 


(Juan Villalonga a Corinna frente a Villarejo) 


Una leve incomodidad se asienta en el rostro de José Manuel Villarejo 
cuando trata de acomodar su cuerpo a la silla de la sala donde está a 
punto de declarar. El tiempo en prisión ha acelerado el deterioro de 
una estructura Ósea con aluminosis que tiene en la espalda el 
epicentro de un dolor que ya no remite ni con calmantes. Enfrente del 
excomisario se sienta el juez Manuel García Castellón. Villarejo cuenta 
con la asistencia de su abogado. El ministerio fiscal comienza con el 
interrogatorio sobre sus amenazas a la Corona: 

—Sí, sí, claro, señor fiscal, sí, sí... Y además, lo sabe, y además, me 
han preguntado trescientas mil veces. ¿Y sabe usted lo que hice? 
Convencer a esa señora de que no denunciara, fíjese, fíjese, fíjese qué 
mal tipo soy. Y luego, cuando volví les dije: «Oye, ¿cómo hacéis 
esto?». «No te metas en nuestras cosas, no tal...». Y aun así, me ofrecí 
para todos esos documentos y secretos muy importantes que esa 
señora tiene porque su pareja se la dio en su día [el rey Juan Carlos I]. 
Pues yo he intentado recuperar esa documentación... Creo que sin 
éxito. 

Intenta rebatir el interrogatorio de la Fiscalía: 


—Claro, señor fiscal; usted dice que no revele más cosas, pero si hay 
una señora que está amenazada de muerte, que es la amiga muy 
personal de una alta personalidad del Estado [Corinna] y me pide 
ayuda porque la han amenazado de muerte, y me da una serie de 


datos, y esos datos los transmito al CNI, pero al mismo tiempo me pide 


la custodia para que si le pasa algo, por favor, tal... Oiga, yo no estoy 
vulnerando, creo, ningún secreto oficial porque yo, esos datos que me 
los ha dado a mí, los guardé y le doy la promesa a esta señora de que 
no le va a pasar nada. Dígame, ¿qué delito estoy cometiendo? 

—Usted, a través de sus abogados, ha manifestado que el material 
intervenido puede afectar a material sensible relativo a la seguridad 
del Estado, que es del que venimos hablando toda la mañana. Pero yo 
le voy a preguntar por otros dos tipos de material que usted también 
ha mencionado: altas instituciones del Estado e intimidad de otras 
personas. En este caso la pregunta es lo mismo que para los demás. 
¿Por qué lo tiene usted? 

—Señor fiscal, con todos los respetos, hay una señora... Le pongo 
un ejemplo, hay muchos, hay fuentes de Inteligencia de tema 
terrorista que me han dicho que el contacto del CNI me ha pedido que 
la mitad de lo que me paga se lo dé a él; por lo tanto, te lo doy a ti y 
tal y pascual... Y entonces yo le he dicho al CNI: «Oye, no hagáis esto, 
que este tipo tal». O sea, podría darle... Le estaba haciendo un relato 
cuando su compañero me ha cortado. Entonces, en un caso en 
concreto de temas delicados: hay una señora que convive unos años 
con una alta instancia del Estado, un hombre muy importante. Y este 
señor, por las razones que sea, le da información —¡muy importante! — 
de sus cuentas corrientes, de sus negocios, de sus sociedades, etcétera, 
etcétera. La señora lo guarda y en un momento determinado, alguien 
le va a visitar: el director del CNI, que no manda a un cualquiera, a un 
señor anónimo como yo... ¡No, él en persona! Porque quiere quedar 
muy bien... Y le dice: «O vuelves con este señor o devuelves la pasta o 
devuelves la documentación, o la seguridad tuya y la de tus hijos, está 
en peligro». Como quien la amenaza es nada menos que el director del 
CNI pues, obviamente, se lo toma en serio y, como consecuencia de 
eso, está horrorizada y, por las razones que sea, contacta conmigo. Y 
yo, pues le ayudo y le digo que esté tranquila, que no se preocupe, que 
tal, etcétera, etcétera. 

Villarejo no responde a las preguntas de Fiscalía, simplemente se 
centra en su alegato. El juez, cansado, sentencia: 


—Mire, señor, es su declaración, responda a las preguntas. 


Para tener todas las respuestas debemos retrotraernos a 2016. 


Londres 


Villarejo aterrizó en la capital inglesa con poco equipaje y mucha 
inquietud el día antes de la cita más importante de su larga carrera. 
Transitó dentro de un taxi por algunas de las principales vías de la 
ciudad hasta llegar a Belgravia, uno de los barrios más exclusivos de 
Londres, ubicado entre Westminster, Kensington y Chelsea. Siempre le 
había gustado aquella amalgama de calles con viviendas revestidas de 
blanco inmaculado. Ninguna sobrepasa las tres alturas y, por un 
momento, al caminar por allí uno tiene la sensación de estar en el 
decorado de una película de Richard Curtis. El color es tan intenso que 
casi resulta inmune a los habituales días grises de la capital del 
Imperio. Belgravia está a medio camino entre Buckingham Palace, 
Sloane Square y Knightsbrige, dos lugares, estos últimos, donde resulta 
habitual encontrarse con estrellas de la Premier League, actores de 
cine y, en general, millonarios de todo pelaje y nacionalidad 
poseedores de carteras con doble fondo y ánimo para gastar sumas 
inconfesables en algunas de las exclusivas tiendas que parchean la 
zona. 

El excomisario se alojó en un pequeño hotel del barrio. Dejó las 
cosas en su habitación, se duchó y salió minutos después para dar una 
vuelta a la manzana y comprobar así si había alguien que lo siguiera. 
Era consciente de que los servicios secretos españoles escrutaban sus 
movimientos y de que el equipo de Marcelino Martín Blas pretendía 
detenerle, pero el riesgo de aquel viaje le merecía la pena. Entre las 
calles más elitistas de Londres buscaba un seguro de vida que lo 
librara de la amenaza de cualquier proceso judicial en el futuro. Ese 
seguro tenía un nombre de origen griego cuyo significado etimológico 
era «doncella»: Corinna, la amiga del rey de España Juan Carlos I. La 
empresaria había acompañado al monarca en numerosos viajes 
internacionales hasta que tuvo el accidente en la cacería de Botsuana. 
Un percance que sentó muy mal en España, ya que los ciudadanos 
pasaban por los momentos más duros de una de las peores crisis 
económicas en más de un siglo. Para la historia quedaron las disculpas 
con las que Juan Carlos de Borbón y Borbón trató de cerrar el 
escándalo: «Lo siento mucho, no volverá a ocurrir». No obstante, 


Villarejo no estaba dispuesto a dejarlo ahí, sabedor de que lo más 
valioso que poseía Corinna eran los secretos de su silencio. 


Corinna, la princesa desconocida 


Cuando Corinna Larsen apareció en la revista Interviú, aún era una 
desconocida para el gran público. No obstante, el titular de la 
publicación no pasó desapercibido: «Corinna se fue con 30 millones». 
Aquella pieza publicada el 16 de febrero de 2015 citaba operaciones 
como la intermediación en la construcción del AVE a La Meca y 
explicaba el patrimonio presuntamente amasado por aquella 
empresaria alemana de origen danés que después de casarse y 
separarse del aristócrata alemán Casimir zu Sayn-Wittgenstein aún 
seguía usando el título de princesa y el tratamiento de alteza, a pesar 
de la oposición de la familia de su exmarido, poseedores de los 
honores aristocráticos. Según Interviú, Corinna Larsen —su verdadero 
nombre— había reunido treinta millones de euros desde que se 
asentara su relación con Juan Carlos I. Esta mujer comenzó a aparecer 
de forma habitual en sumarios como los del caso Pequeño Nicolás o la 
Doctora Pinto. «Corinna creyó que aquel artículo se había hecho con 
fuentes del CND», relata un periodista de la hoy desaparecida Interviú. 
No obstante, se equivocaba, ya que la fuente principal fue José 
Manuel Villarejo para atemorizar a Corinna. 

El primer marido de la princesa de nuevo cuño dio su versión 
sobre ella en la revista Vanity Fair:245 «Corinna siempre ha estado 
muerta por dentro. ¿De verdad piensa alguien en España que está 
tratando con una persona honesta y estable? Vamos, hay muchas 
pruebas en su forma de expresarse en privado que indican que 
Corinna es una sociópata narcisista». Villarejo vio una oportunidad en 
aquel sesgo. Pensó que, si la grababa atacando a la Corona, se 
aseguraría una jubilación alejada de juicios y acusaciones incómodas. 
Por eso el excomisario fue hasta Londres y por eso caminó hasta Eaton 
Square, al lado de la embajada de España, para encontrarse con ella. 

Corinna llevaba tiempo en Londres. Allí se encontraba a gusto, a 
pesar de la hiperinflación de la ciudad y los enormes gastos que 


acarreaba vivir donde vivía. Sus trabajos como intermediaria le habían 
permitido mantener un altísimo tren de vida, solo a la altura de los 
muy privilegiados. En 2005, fundó en este país Apollonia Associates 
Ltd la cual transfirió poco después a Malta para crear una estructura a 
través de las sociedades de esta última empresa, que estaba controlada 
por Apollonia Associates Holding Limited. En 2012, facturó 
setecientos mil euros, de los que pagó 13.898 euros de impuestos en 
Malta y registró como dirección su vivienda de Mónaco. Cuando 
Villarejo llegó a su casa, quedó impresionado por la suntuosidad que 
la rodeaba. 


Corinna vs Villarejo: la cita 


Antes de que Corinna se convirtiera en el arma arrojadiza de Villarejo 
contra la Corona, los servicios secretos españoles trataron de remediar 
una situación que ponía en riesgo la seguridad del Estado. El director 
del Centro Nacional de Inteligencia, general Félix Sanz Roldán, llevó 
el asunto en persona. Viajó a Londres en 2012 y se reunió con la 
empresaria en el hotel de lujo The Connaught, junto a Hyde Park. 
Tiempo después, ella señalaría que en aquellos días recibió unos 
correos de parte del CNI: «El general dijo que hasta que no le diera los 
documentos, no estaría seguro». La siempre aséptica BBC se hizo eco 
del caso: «Did Spanish spies harass ex-king's lover?». También The 
Telegraph: «Spanish King named on offshore fund linked to €65m 
Saudi “gift». 

Villarejo intentaba estar al tanto de todos los movimientos del CNI. 
Uno de sus confidentes era el ex presidente de Telefónica, Juan 
Villalonga, por eso extremó las medidas de seguridad en cada uno de 
los pasos que dio por las calles de Londres. Y, por eso, no dudó en 
llevar desde España el contrato del AVE a La Meca que obtuvo, por 
casualidad, de la causa Bankia —uno de los bancos avalistas frente al 
consorcio saudí—, así como los correos electrónicos que el juez 
Elpidio Silva había intervenido a su presidente. Del mismo modo, 
portaba un documento con el membrete falso del CNI, tal y como 
denunció Félix Sanz Roldán en comisión parlamentaria. Eran sus 


credenciales frente a Corinna Larsen, las que le harían conseguir, al 
menos así lo creía su siempre activa imaginación, un futuro tranquilo 
lejos del banquillo de los acusados, lejos de jueces y fiscales... lejos de 
la cárcel. 

En casa de Corinna los invitados son recibidos al modo británico: 
con protocolo y cortesía. Así recibió el servicio a Villarejo y le hizo 
pasar al salón principal donde se unió a la propia Corinna. Una de las 
asistentas de la empresaria preparó un par de poleos menta. Mientras, 
mataban el tiempo charlando sobre nimiedades antes de entrar en 
materia. «“Ya nos hemos casado”, bromeó Corinna en inglés, cuando 
sonó la puerta diez minutos después y apareció el tercer 
compareciente a la reunión, el empresario Juan Villalonga, amigo de 
ambos», reconstruye El Español. La primera impresión de Villarejo es 
que Corinna es «seductora» y tiene el «tarro brillante». Posteriormente 
dirá en uno de sus audios que es una persona «mala». 

—Escúchame una cosa —le dijo Villalonga a Corinna—. A mí [el 
rey Juan Carlos] siempre me ha parecido, hasta hace poco, muy tonto, 
hasta que un día estuve pensando y dije: ha toreado a Franco y ha 
toreado a todo el mundo, debe ser menos tonto de lo que creemos, 
porque es tonto para los criterios que nosotros utilizamos para medir 
la inteligencia, pero en lo que él se sabe mover es un fuera de serie, el 
cabrón.246 ¿Me dejas que te cuente una cosa? No te la conté nunca. A 
mi él (el rey Juan Carlos) no me conocía de nada. Solo tuve dos 
reuniones. Pero cuando me voy a comer con él me dice: «Es que estoy 
así (hace un gesto). Me tiene atado completamente». Entonces, me 
menciona el tema de Marruecos. Y me dice que «el terreno se lo ha 
quedado ella». El del Rey. El de Marrakech. 

Corinna saltó: 

—¡Mentira! Dante Canónica [un abogado] lo pone en contacto con 
el número dos del rey de Marruecos. Montan una estructura, que se 
llama Dwik. El director es Dante Canónica. Ponen la propiedad dentro 
de la estructura. Hacen como un contrato de venta. Parece todo 
perfecto. No pueden decir que el beneficiario es el otro. Entonces, sin 
decírmelo, me lo ponen. Y después dicen: «Ésta no quiere devolverme 
las cosas». Si lo hago, en Londres es blanqueo. ¿Entiendes? 

A partir de entonces, Corinna y Villarejo acapararon la 


conversación y Villalonga quedó como un mero convidado de piedra. 
Ella pretendía quedarse con el dinero que supuestamente pusieron a 
su nombre; él, recoger tantos testimonios como pudiera para 
asegurarse una vejez tranquila. 

—Lo que me sorprende es que un servicio muy profesional no 
entiendan que haciendo estas cosas, incluso, crean un peligro —dijo 
Corinna según revela Ok Diario—. Que no hay, que no hay. Si dejan a 
una persona tranquila, no pasa nada... Y de repente, si están contando 
cosas que no son verdad, esa persona que tiene que defenderse tiene 
que dar una explicación... Tiene que defenderse. Y eso están haciendo. 
Mi amigo es el Rey, pero el amigo ¿qué está haciendo? Falta de 
inteligencia o está jugando un juego para quedarse en esta posición. 
Eso es phantóme ennemi («enemigo fantasma»). 


La Princesa, el Sapo y el Rey «loco de amor» 


—¿Cómo se le ocurre al jefe del CNI venir en persona a amenazarte? 
—dijo Villarejo buscando la respuesta que él ya conocía antes de 
viajar a Londres. 

—Sí. Me ha amenazado la vida y la de mis hijos. 

—Eso no se puede permitir. Un trol miserable. 

—Eso lo sabía el Rey antes. Eso lo sabía el Rey antes. Lo mandan. 
No quieren saber lo que hacen... Ha sido él el motor. 

Villarejo puso la puntilla: 

—El CNI no puede actuar criminalmente. No son policía judicial en 
España. Ellos necesitan que la Policía y la Guardia Civil hagan este 
trabajo. Por lo tanto, ahí voy a estar yo.. Si me dejan, porque has visto 
que mi campaña también era... Estoy defendiéndome razonablemente 
bien como habrás visto. 

Villarejo le hace hablar para su micrófono y en las palabras de ella 
aparece la verdad de sus sentimientos... o la falta de ellos: 

—Él [Juan Carlos 1] dijo: «No tengo dinero, te puedo prestar la 
mitad»... Entonces, yo puse la mitad y él me hizo un préstamo por la 
otra mitad. Pagué el préstamo en un año. En mi cabeza, siempre pensé 
que él tenía suficiente dinero. Porque ¿cuándo le dices a una mujer 


que estás loco de amor y no puedes pagar un millón y medio de 
francos suizos por un apartamento...? 

Corinna añadió: 

—Estoy viviendo una pesadilla enorme porque lo han hecho con 
dos o tres cosas y están poniendo muchísima presión. Por ejemplo, 
mandarle dinero, darle cosas. Eso es blanqueo, blanqueo, blanqueo. Si 
tú me pides: «¿Me puedes hacer un favor? Quiero hacer esta 
transacción, pero te necesito en medio para no sé qué». Si tú dices sí, 
es tu responsabilidad. ¿De acuerdo? Si tú te levantas por la mañana, 
alguien te llama y te dice: «Oye, Juan, tienes un terreno en 
Marrakech...». Es así. «Dámelo». Ya te quedas como así. Llamas a tu 
abogado y dice: «No puedes hacer esto, es blanqueo de dinero. Vas 
directamente a la cárcel». Entonces dices: «Esos no son mis abogados y 
mi gente». Yo no puedo transferir ahora el terreno a una tercera 
persona haciendo una operación muy opaca. No voy a disfrutar de la 
propiedad porque es un cadeau empoisonné («regalo envenenado»). Eso 
lo han hecho con varias cosas. Están poniéndome una presión bárbara 
para devolverle las cosas, pero en el momento que lo haga cometo un 
delito. Entonces, al mismo tiempo están buscando ponerme en 
dificultad. Explícamelo:¿Dónde está el sentido de esto?247 ¿A dónde 
quieren llegar? ¿A dónde quieren llegar? Las pruebas de quienes han 
hecho estas estructuras las tengo. Y este abogado es el director de la 
sociedad. 

—Si tú quieres, te llevas la monarquía por delante. Te la llevas por 
delante —apostilla Villalonga. 

—Sí. Pero yo no quiero hacer daño. Esa no es mi intención. 

—Nadie quiere hacer daño cuando eres un poco inteligente. Yo no 
quiero hacer daño, al concepto del CNI. No quiero hacer daño a la 
Corona de mi país, pero lo que está claro es que hay que poner un 
poco de orden con tanta estupidez —añade Villarejo. 

—Y poner el stop en un momento —afirmó Corinna. 

Corinna se guardó una carta: «Los tienen filmados en las cámaras 
del edificio. Ese, a él, es la segunda vez porque lo ha hecho en 
Inglaterra. Aquí tenemos al CNI. Mis abogados lo tienen cuando ha 
entrado en el hotel, en el Connaught. Y después ha venido a Mónaco». 
Con ello acusaba a los servicios secretos de acosarla. Aún tardaría un 


tiempo en actuar, el tiempo que necesitaba para intentar quedarse con 
los sesenta y cinco millones de dólares que consiguió del contrato del 
AVE a la Meca. Los sesenta y cinco millones que no quiere devolver. 


La primera detención de Villarejo 


La realidad aparente, que tan bien ha manejado José Manuel Villarejo 
durante décadas, dice que viajó a Londres en 2015 para ayudar a 
España. La versión que difundiría el comisario después de aquella 
visita fue que «un teniente coronel le encargó acercarse a la amiga del 
Rey para recuperar toda la información comprometedora que tuviera 
sobre la familia real o cualquier otra institución española y le autorizó 
a utilizar su enemistad con en general Sanz Roldán como argumento», 
según cuenta un periodista que conoce bien los movimientos más 
secretos de Villarejo. 

Extraoficialmente, la verdad se la contó el propio Villarejo a Carlos 
Enrique Bayo: «Lo tengo porque Corinna me lo entregó, porque la iban 
a haber matado, porque el muy tonto la amenaza de muerte a la 
Corinna... ¡Él! Si quieres amenazar a alguien de muerte, coges a un tío 
como yo, que no se conoce la cara... Bueno, ahora sí, el nombre, la 
cara me he preocupado que no... Le amenaza de muerte... Dice ella, 
¿después de todo lo que me he comido me van a amenazar de muerte? 
Una polla. Pues le dices que me coma el coño. Y tiene la grabación y, 
claro, a los dos minutos de eso, le ha llegado al otro tonto... Todo ese 
chocho... pues a Villarejo, que le suda la polla. Yo, cuando volví hace 
veintitantos años, volví con una condición: yo me había ido de la poli, 
me he arruinado dos veces, pero he ganado pasta, yo no sé lo que es 
una comisaría ni un coche oficial...». 

Como hemos contado, la verdad que subyace bajo la realidad 
aparente es que Villarejo se entrevistó con Corinna para tener 
munición contra el Estado. «Se sabía en el punto de mira de Asuntos 
Internos y creyó que intentando chantajear al Rey de España se 
salvaría». Estuvo a punto de conseguirlo, aunque en junio de 2016 
tuvo un aviso serio. Eran las 09.00 horas cuando dos agentes de 
Asuntos Internos frenaron el coche en el que viajaban frente a la 


puerta del domicilio de Villarejo. Lo tenían todo previsto para 
detenerlo en ese preciso instante, algo que desvela en exclusiva La 
España Inventada. 

«Compramos las cajas para requisar las pruebas en unos chinos de 
la Castellana para que todo fuese secreto», dice uno de aquellos 
agentes. Otros dos policías estaban apostados en las inmediaciones de 
la oficina de Cenyt y otros dos con movilidad. El operativo lo dirigía 
Rubén Eladio, mano derecha del comisario Marcelino Martín Blas. Los 
policías habían realizado un informe el 20 de mayo para el juez del 
caso Nicolás en el que le solicitaban la detención de Villarejo y su 
pareja. Aquella mañana de junio estaba todo preparado. Nadie en el 
Cuerpo sabía que la detención se iba a producir. «El esquema de la 
detención estaba hecho», señala uno de los agentes que estaban sobre 
el terreno. Y Marcelino Martín Blas comenta: «Nadie entiende lo difícil 
que es investigar a un policía corrupto. Los terroristas son difíciles 
pero los pocos policías que delinquen se las saben todas». Por eso era 
tan importante la confidencialidad. Creían que el efecto sorpresa era 
lo único que les podía permitir «encontrar todo el caudal de 
información que Villarejo había atesorado todos esos años» y con el 
que amenazaba «la estabilidad del Estado». 

En el punto culmen del dispositivo, sonó el teléfono y, al ver la 
pantalla, Rubén Eladio contuvo la respiración. Era el juez. Escuchó 
con atención durante unos minutos. En cuanto colgó, llamó 
desaforado a sus compañeros para comunicarles que «el juez había 
revocado la orden de detención», señalan policías de su entorno. ¿Qué 
pasó? Alguien había movido los hilos adecuados para evitar la 
detención con el argumento de que Villarejo amenazaba con desvelar 
secretos de Estado. Los agentes, frustrados, pensaron que el 
excomisario era intocable. Sin embargo, y aunque entonces lo 
desconocían, sobre aquel fracaso se edificó su entrada preventiva en 
prisión, concretada un año después por la causa Tándem. 

«Villarejo lleva demasiados años usando al CNI, al terrorismo, a la 
lucha contra el crimen organizado para su propio beneficio», señala un 
agente del CNI. El 16 de octubre de 2018 un oficio de la Audiencia 
Nacional le solicitaba «dentro de las limitaciones establecidas dentro 
de la legislación de secreto de Estado proceda informar a este juzgado 


de las relaciones laborales o administrativas o la existencia de 
cualquier tipo de contrato de agencia o cualquier otro del mismo 
carácter, así como convenios de carácter público o privado que de 
conformidad con el art. 9 apartado c de la Ley 11/2002 de 6 de mayo 
haya podido concertar ese centro de inteligencia con la persona del 
referido investigado Don José Manuel Villarejo Pérez, o de las 
compañías Cenyt, Stuart € Mckenzie o cualesquiera otras que ese 
centro de inteligencia le conste que estén vinculadas a dicha persona». 

Félix Sanz contestó personalmente: «Teniendo en consideración lo 
expuesto, y con observancia de las limitaciones legales inherentes a la 
información relativa al CNI, se informa a V. I. que este Centro no tiene 
ni ha tenido relación laboral ni relación administrativa con el Sr. Don 
José Villarejo Pérez. Asimismo, se informa que este Centro tampoco 
tiene ni ha tenido relación contractual, de cualquier naturaleza, ni por 
medio de convenio, público o privado, ni con el citado ni con ninguna 
de las empresas mencionadas en su oficio». 

Villarejo llegó a unirse a los enemigos de la Corona para defender 
sus propios intereses, a pesar de que eso fuera en contra del país que 
tanto había dicho amar, cuidar y respetar. La Fiscalía lo acusó de 
simultanear «la doble condición de policía y detective privado para 
realizar trabajos de «Inteligencia» para sus clientes, aportando como 
valor añadido a su empresa su relación directa con la Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado». Villarejo ha actuado como agente 
privado de Inteligencia y, si había algún problema, realizaba una Nota 
Informativa para justificar su actividad o, en su caso, se hacía pasar 
por miembro del Centro Nacional de Inteligencia (CND, explican 
desde el entorno policial que lo ha investigado. «Voy a decirle que 
eres deeeeee, yo que sé...; O de los cecilios [miembro del CNI]; o de 
los cecilios o algún rollo de esos», se le escucha decir en uno de sus 
audios con García Castaño. 

«Se han publicado noticias sobre las presuntas relaciones del Sr. 
García Castaño con el Sr. Villarejo en las que se afirma que ambos 
planearon la creación de un servicio de información para rusos con un 
diplomático de la Embajada de Rusia, indicando que planeaban 
obtener hasta 90.000 euros al mes de inversores eslavos a los que 
venderían «Inteligencia estratégica» con recursos del Ministerio del 


Interior».248 La misma fuente del CNI señala que «el problema de 
García Castaño es que él sí ha hecho servicios para el Estado mientras 
Villarejo los ideaba para tapar sus trabajos privados». 

Tiempo después, García Castaño diría en ese proceso judicial: «En 
la policía teníamos cierta desconfianza de él [Villarejo]. Se metía la 
grabadora en el bolsillo, adornaba el asunto, iba provocando a uno y a 
otro y... entonces él grababa eso... No sé con qué fines, por 
chantajear. (...) Villarejo tenía una facilidad enorme para decir que 
guardaba un tanto por ciento para los compañeros [policías]. A mí 
nunca me dio nada», añade García Castaño. “El señor Villarejo ofrecía 
negocios a los policías pero como no queríamos enfrentarnos a él, 
porque este hombre cuando te enfrentas a él (...), si se mosquea hay 
que tener mucho cuidado porque empieza a echar mierda de todo el 
mundo. Villarejo es un hombre muy manipulador y sabe controlar 
todo este tipo de circunstancias». 

«Lo mismo que hacía con García Castaño lo hizo con Corinna. 
Manipulaba la realidad y por eso se llevó por delante a García 
Castaño. En cambio, le dio armas a Corinna para intentar acabar con 
el Rey», señala una fuente de la Inteligencia española. A ella le llegó a 
decir que España no era un país serio, si no ambos habrían sufrido un 
accidente. «Por suerte, España para eso no lo es», apostilló el policía 
en un audio desvelado por El Español. La explosión de las cintas de 
Corinna en los medios de comunicación españoles provocaron la 
apertura de la pieza Carol en la causa Tándem que se cerró poco 
después. 

Según señala la Fiscalía: «La mujer [Corinna] cuenta que un 
pariente del Rey, también residente en Mónaco, titularía cuentas en 
Suiza de las que el titular real sería el hoy rey emérito. Ella manifiesta 
que es este familiar quien paga determinados gastos del Rey, relatando 
un episodio en el que se habría reintegrado un dinero que había 
adelantado su marido para satisfacer unos gastos de un viaje del Rey. 
Tal reintegro, dice la mujer, “creo venía de Suiza”». 

En cuanto a las «entregas de dinero y de algún bien inmueble», el 
auto del juez afirma que «bien podían estar justificadas y aceptadas de 
mutuo acuerdo en base a la relación de amistad, siendo destacable que 
Dña. Corinna reside en Mónaco, país con importantes beneficios y 


exenciones fiscales». Sobre la posibilidad de haber actuado «como 
testaferro» del Rey, el juez afirma que Corinna habla «sin aportar 
ninguna prueba que ampare esa afirmación, no constando, ni 
relatando de forma detallada, concreta y concisa respecto a D. Juan 
Carlos I cuáles fueron esos actos en los que fue utilizada, no 
deduciéndose la existencia de actos de ocultación, transmisión o 
transformación del patrimonio obtenido merced a ninguna 
defraudación». Sin embargo, la Fiscalía Anticorrupción puso en 
marcha unas diligencias de investigación secretas para determinar si, 
como apuntaba Corinna, había mediado, además, un pago de 
comisiones a cambio de la adjudicación de la obra del AVE a La Meca 
que se llevó una Unión Temporal de Empresas (UTE) española. 
Paralelamente a todos estos hechos, el fiscal suizo Yves Bertossa 
investigó a los supuestos testaferros del Rey. Tenía una carta bajo la 
manga: Corinna, la cual aportó información sobre Lucum Foundation 
y sobre una segunda fundación opaca con sede en Liechtenstein, 
Zagatka Foundation, que fue titular de otra cuenta en Suiza y de la 
que también se habría beneficiado Juan Carlos I. En octubre de 2019, 
Yves Bertossa se reunió en la Fiscalía Anticorrupción española con el 
fiscal jefe Alejandro Luzón, los fiscales del caso Villarejo —Ignacio 
Stampa y Miguel Serrano— y con Luis Pastor, encargado de las 
diligencias del AVE a La Meca. A la cita para intercambiar 
información acudió también el magistrado Manuel García Castellón. 
Por su parte, el abogado de Corinna, Robin Rathmell asegura: 
«Desde 2018, hemos intentado en repetidas ocasiones comunicarnos a 
través de los canales diplomáticos apropiados, la embajada de España 
en Londres y la Casa Real incluida, sobre la campaña de abuso que se 
ha estado librando contra nuestra cliente durante ocho años. Se hizo 
caso omiso de los graves asuntos que comunicamos en detalle y en 
ningún momento se reconoció, ni mucho menos se tomó, medida 
alguna para remediar tal abuso, que ha continuado hasta hoy». 
Villarejo lo resume de la siguiente forma: «Es una mujer guapísima» 
que «está enrollada, yo no sé si es con Putin o con su segundo, pero 
está enrollada con un altísimo (cargo) de tal, tiene toda la prensa de 
Moscú. Yo hablé con ella hace un par de meses y está hasta la polla». 


Yo, Corinna 


El 31 de julio de 2008, la Notaría Novena del Circuito de Panamá 
levantaba acta de constitución de Lucum Foundation, una asociación 
de interés privado desde la que Juan Carlos I hizo una donación de 
sesenta y cinco millones de euros para Corinna. Los abogados de la 
comisionista alemana aclararon que el dinero «no tiene nada que ver 
con comisiones por aquel proyecto». Corinna dijo: «Yo en este 
momento estoy entre la espada y la pared y en un sitio muy duro. Hay 
otras cosas que yo no he querido y me las han puesto. No porque me 
quiera mucho, sino porque soy residente en Mónaco y entonces no 
tengo el problema de declarar el patrimonio. Están estudiando mucho 
todas las cosas. Como sabe soy muy de compliance. En los países 
anglosajones tenemos otra idea del compliance, de transparencia y 
todas esas cosas». Más tarde, sin embargo, ella se arrepentirá y no 
querrá devolver el dinero. 

En la escritura pública de la Notaría Novena de Panamá quedó 
constituida la fundación con un capital inicial de diez mil dólares 
norteamericanos cuyo agente residente sería la firma de abogados Aba 
Legal Bureau. Posteriormente, aparecieron los nombres de Arturo 
Fasana, como presidente de la fundación, y Dante Canonica, como 
secretario, a quienes los medios de comunicación suizos han señalado 
como gestores del dinero privado del rey Juan Carlos. («Han puesto 
algunas cosas a nombre de su primo, que es Álvaro de Orleans de 
Borbón, que también vive en Mónaco. Las cuentas del banco en Suiza 
se han puesto a su nombre... Ahora están tratando de que yo pase esas 
cosas a Álvaro a través de Dante [Canonica]. Me están haciendo la 
guerra porque yo no quiero cometer un delito»). 

Con la información de la Fiscalía en marcha, los abogados de 
Corinna escribieron a la Casa del Rey el 5 de marzo de 2019 y le 
informaron de la existencia de dicha cuenta en Suiza. Tras la carta, el 
rey Juan Carlos I se desplazó a Londres el 16 de marzo de 2019 para 
«abrir un diálogo» con Corinna. «En lo privado, el anterior monarca 
intentó convencer a su examante para que atajara una guerra en la 
que todos serían perdedores. El encuentro se saldó sin ningún acuerdo 
y el rey Juan Carlos se convenció de que Corinna Larsen se había 


convertido en su enemigo número 1. Fue entonces cuando, tras 
comunicar a su hijo el fracaso de sus negociaciones, se tomó la 
decisión de apartar a don Juan Carlos de las actividades oficiales. Un 
primer cortafuegos que se reveló insuficiente», señala Mariángel 
Alcázar.249 

Según Zarzuela, tras recibir la comunicación del bufete de Londres, 
Felipe VI «adoptó preventivamente varias decisiones». Por un lado, 
«avisó a las autoridades competentes»; por otro, respondió a Kobre ez 
Kim que no tenía «conocimiento, participación o responsabilidad 
alguna en los presuntos hechos que mencionaba» en su escrito, «por lo 
que carecía de toda justificación lícita su involucración en los 
mismos». Y tercero, compareció ante notario el 12 de abril de 2019 
«para manifestar que ha dirigido una carta a su padre, el rey Juan 
Carlos, a fin de que si fuera cierta su designación o la de la princesa de 
Asturias como beneficiarios de la citada Fundación Lucum, dejara sin 
efecto tal designación, manifestando igualmente que no aceptaría 
participación o beneficio alguno en esa entidad, renunciando 
asimismo a cualquier derecho, expectativa o interés que, aun sin su 
consentimiento o conocimiento, pudiera corresponderles ahora o en el 
futuro en relación con la Fundación Lucum». 

Pero Corinna tenía una agenda propia. El 9 de abril se dirigió al 
notario londinense Alisa Grafton. Ante él declaró que «es relevante 
mencionar solo que durante el transcurso de esa relación recibí 
información y documentos relativos a negociaciones financieras y 
empresariales del rey emérito y otros miembros de la Casa Real», 
según OK Diario.250 Ese escrito arranca con un «Yo, Corinna, hago esta 
declaración jurada en apoyo de la defensa de José Manuel Villarejo 
Pérez». Afirmó que «está dispuesta a responder sobre los hechos para 
ayudar al tribunal español en su investigación», pero que lo quiere 
hacer de forma telemática. «No viajaré a España para testificar en 
persona, en parte porque creo que mi seguridad personal no puede 
garantizarse dada la conducta pasada y presente del general Sanz 
Roldán». 

La amiga de Juan Carlos de Borbón jugó fuerte y puso su 
patrimonio en manos de New Quadrant Partners, especialistas 
financieros con oficinas en Londres y Malta... poco más que decir. El 


18 de enero de 2019, Corinna había constituido la sociedad 
CHYKNELL HALL ESTATE LLP con la que pasaba a proteger su fortuna 
mientras seguía testificando en Suiza y la información se filtraba a los 
medios de comunicación de todo el mundo. El tiempo avanzó y las 
investigaciones judiciales y periodísticas siguieron adelante. El 3 de 
marzo de 2020, Le Tribune de Geneve informó de que el 8 de agosto de 
2008, el soberano español recibió cien millones de dólares, pagados 
por el rey de Arabia Saudita en ese momento, Abdalá. Los fondos 
fueron depositados en una cuenta del banco Mirabaud en Panamá a 
nombre de la Fundación Lucum. El «beneficiario único» de esa 
fundación opaca era Juan Carlos I. Una investigación posterior del The 
Telegraph reveló que en los estatutos de dicha fundación el rey Felipe 
consta como segundo beneficiario. Esta información se publicó solo 
una semana después de que se conociera que la Fiscalía suiza investiga 
la donación del rey emérito. Parte de ese dinero, unos sesenta y cinco 
millones, habría ido a parar en la cuenta de Corina. 

El dinero se movía con la apresurada soltura que da la mala 
conciencia y los canales opacos. Corina envió treinta y nueve millones 
a un banco americano y los destinó a la compra y reforma de dos 
apartamentos en la exclusiva estación de esquí suiza de Villars-sur- 
Ollon. Con parte de ese dinero también adquirió una mansión de cinco 
millones de libras (5.4 millones de euros) en el norte de Londres, 
según informó El País. Para la compra usó la mercantil Siam Partner. 
En otra operación inmobiliaria en Londres, que también le costó cinco 
millones de libras, usó la sociedad mercantil Riverhouse Partner. 
Además, transfirió dinero al banco Gonet y Cie en Nassau (Bahamas) a 
través de la sociedad Solare Investors Corporation. No acabó aquí, ya 
que compró otra mansión al norte de Londres por valor de seis 
millones de libras. El préstamo se lo hizo Solare a Honeybird Group 
Corporation. En un entramado que parece infinito, Larsen creó la 
sociedad Mountain Lion Inc., de la que era beneficiaria, con el 
propósito de recibir un terreno no construido en Marrakech 
(Marruecos) «de parte del rey de Marruecos», por un valor de 
dieciocho millones de MAD (dírham marroquí). Casi dos millones de 
euros aproximadamente. 


Palabra de rey 


La historia de Juan Carlos 1 y Corinna Larsen es tan vieja como el 
mundo. Tan repetida como inédita. Distintos protagonistas. Distintos 
nombres. Distintos linajes. Distintos hitos en la historia de distintas 
naciones. No obstante, los elementos principales de la trama se 
repiten: dinero, sexo, poder, ambición y, sobre todo, traición. El 
historiador romano Cornelio Tácito ya escribió hace más de dos mil 
años que «para quienes ambicionan el poder, no existe una vía media 
entre la cumbre y el precipicio». Esta historia lo demuestra. 

El abogado de Corinna asegura: «En marzo pasado enviamos una 
carta a la Casa Real solicitando un diálogo de buena fe en el contexto 
de la campaña de abuso que se libró contra nuestra cliente, que la 
llevó a ser arrastrada a los procedimientos suizos en relación con 
eventos en los que ella no estaba involucrada». Y añade: «Después de 
que el rey emérito vino a visitar a nuestra cliente, enviamos varias 
cartas de seguimiento, sin hacer demandas, pero nuestras solicitudes 
de buena fe para un diálogo nuevamente quedaron sustancialmente 
sin respuesta». El representante legal de la empresaria insiste en que 
les «sorprende que ciertas personas ahora afirmen que hubo algún tipo 
de chantaje u otro propósito inapropiado. Esto no solo es absurdo, sino 
que las letras hablarán por sí mismas. Nuestra cliente solo ha querido 
poner fin a la campaña de acoso contra ella y salvaguardar la 
seguridad de ella y sus hijos. Nunca se han hecho demandas indebidas 
(financieras o de otro tipo) a la Casa Real. De hecho, nuestra cliente 
quería que la Casa Real tuviera todos los hechos relevantes para hacer 
su propia evaluación de su posición en estos asuntos serios». 

Tras estas manifestaciones, la Casa Real tenía que hablar... y 
habló. Fue el 15 de marzo de 2020: «Ante las informaciones referidas 
a S. M. el Rey Don Juan Carlos aparecidas hasta la fecha en distintos 
medios de comunicación, la Casa de S. M. el Rey quiere hacer 
constar...». El rey Felipe, futuro y pervivencia de la institución en 
España, renunció a la herencia que pudiera corresponderle por la 
fortuna privada de su padre, al que retiró la asignación anual con 
carga a los Presupuestos Generales del Estado. La monarquía española 
se tambaleaba. Villarejo y Corinna habían conseguido su objetivo. 


«Una amante y un policía corrupto han intentado acabar con la 
Corona», señala un empresario reputado que habla en ocasiones con el 
Rey. «Villarejo intentó destrozar un país para no acabar en prisión», 
dicen desde el entorno de Zarzuela. Son las únicas frases de ese 
entorno que hemos podido obtener para La España Inventada. No 
obstante, hay un dato clave: Corinna y Villarejo estaban y están 
coordinados. Como dice un policía que lo conoce desde los años 90: 
«Nadie podía esperar que Pepe Villarejo fuera otra cosa que Pepe 
Villarejo... Ha cumplido con el guion. Ha vivido de las cloacas y en las 
cloacas, es nuestro coronavirus». 

El ataque a la Corona ha sido la mayor apuesta de José Manuel 
Villarejo para salir indemne de su propia vida, de sus propios actos, de 
sus excesos y contradicciones. Bien es cierto que Juan Carlos 1 se 
tambalea en la actualidad por hechos que jamás debería haber 
cometido. El problema para Villarejo es que ni siquiera con eso ha 
conseguido evitar el frío glacial de las noches de Estremera. Un frío 
que va más allá del termómetro, de la estación del año y de la hora 
del día. Un frío que astilla el alma y revienta los huesos. Ese tipo de 
frío que se adhiere a los pensamientos tras caer en la cuenta de que, 
quizá, el resto de su vida se consuma entre rejas. Villarejo sigue en la 
cárcel y ni sus realidades paralelas ni sus medias verdades ni sus 
grandes mentiras han podido con el Estado. El hombre de los trajes 
oscuros es solo la sombra de una sombra a la sombra de una celda. 

Así acababa este libro. Así íbamos a poner punto final a una 
historia de España que ha sucedido entre nosotros sin haberla 
conocido. No obstante, los libros, como la propia vida, transitan por 
caminos que pocas veces acaban como planeas al principio. Cuando 
estaba todo preparado para imprimir La España Inventada, una 
llamada de teléfono paró en seco las máquinas. Pasen la página y 
vengan con nosotros. Descubran los secretos que custodia la Audiencia 
Nacional. Ahí encontrarán el desenlace inédito que guarda esta obra. 
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Epílogo: 
el último proyecto de Villarejo 


¿Sabe cómo me llaman aquí en prisión? El Lego, por todas las piezas [judiciales] 


que tengo abiertas. Fíjese qué malos son y qué cáusticos. Me llaman el Lego. 


Declaración de José Manuel Villarejo 


22 de marzo de 2020. Prisión de Estremera. «Coronavirus» fue una 
palabra a la que José Manuel Villarejo dio poca importancia cuando la 
escuchó por primera vez. «Cosas de chinos», le oyeron decir algunos 
presos. Sin embargo, pasaron los días y la pandemia encerró a casi 
toda España en casa. El excomisario vio en el pretexto de las 
condiciones humanitarias el subterfugio perfecto para abandonar la 
cárcel, pero el juez Manuel García Castellón denegó cualquier 
posibilidad al respecto, ya que consideraba que las palabras con las 
que Villarejo manifestaba su voluntad eran una concatenación de 
argumentos «peregrinos». A medida que aumentaba el número de 
muertos en todo el país, lo hacía también la desesperación del 
expolicía. Su espalda se tensó como un amasijo de cuerdas secas, 
aumentó la presión que se apoderaba de su pecho cuando caía la 
noche y, en general, los días se convirtieron en un agujero negro para 
su ánimo. 

Un par de meses después, Villarejo filtró una carta que puso en pie 
un batallón de ambigiúedades. En ella se aferraba a las hipérboles 
como si fueran su último recurso de defensa. Titulaba: «Tendría más 
garantías en un consejo de guerra». Citaba a Franz Kafka y a Francisco 
de Quevedo y repasaba su historial médico como si enumerara una 
lista de reproches ante su permanencia en prisión: «Dicen para más 
inri que en la prisión más afectada por la Covid-19 no corro ningún 


riesgo de contagio y que no importa que tenga casi 69 años, 
enfermedades cardiacas e hipertensión, respiratorias...». Tras varios 
folios de agravios ajenos y méritos propios, concluía: «Donde hay poca 
justicia es un peligro tener razón». 

Cada nuevo revés judicial aumentaba su nerviosismo. Cada causa 
ahondaba en su desesperación. Algunos de sus compañeros de presidio 
nos contaron cómo intentaba distraerse con la lectura, convencido de 
que así dominaría mejor los recuerdos de una época en la que creyó 
ser invencible. En aquellas jornadas de ansiedad ininterrumpida, 
observaba mucho y hablaba poco. Hacía pequeños favores si se los 
pedían y con el sobrenombre de Breaking Bad su popularidad entre los 
presos se mantenía intacta. Esas fueron las últimas noticias que 
recibimos desde el interior de Estremera, los últimos comentarios que 
nos llegaron desde el entorno de José Manuel Villarejo. Después, 
silencio. Días, semanas, meses... No obstante, al tiempo que las vías 
de comunicación que habíamos mantenido abiertas durante dos años 
parecían selladas, un ex empleado de Villarejo se puso en contacto con 
nosotros. Fue entonces cuando entendimos que el expolicía era un 
prestidigitador con la capacidad de ramificar la realidad hasta los 
confines del infinito. 

—Villarejo está llevando a cabo su último proyecto desde la 
prisión. Ahora es su propio cliente—, nos confesó el antiguo 
trabajador de Cenyt. 


Su último proyecto: salir de prisión 


Elegimos el lado de la mesa que daba a la calle. Nuestro interlocutor 
se colocó justo en frente de nosotros. Éramos tres en una mesa donde 
cabían seis: el detective, el periodista y una «garganta profunda» con 
poco que ganar y mucho que perder. Antes de quitarnos las chaquetas 
y las mascarillas, embadurnamos nuestras manos con el gel 
hidroalcohólico que el restaurante dispensaba a sus clientes. Desde 
nuestra posición, veíamos el ir y venir raquítico de una ciudad donde 
la crisis económica vaticinaba un final de año de negocios cerrados, 
despidos en masa y precariedad. Madrid era un amargo sucedáneo de 


Madrid. 

El confidente permanecía mudo, como si midiera la distancia entre 
nuestra curiosidad y su celo. Le pedimos que hablara. Contestó con el 
silencio de sus ojos y el sonido de un sorbo largo a la cerveza que le 
acababan de traer. Rompimos la incomodidad del momento con un 
par de comentarios triviales y hablamos de lo vacío que estaba todo. 
Entonces, con la copa de cerveza reducida a la nada, nuestra fuente 
arrancó un parlamento que parecía un deshago más que una filtración. 
Hay secretos que abren la puerta a otros secretos y esos secretos, a su 
vez, abren otras puertas que son la entrada a puertas ignotas que no 
dejan de abrirse. Nos fijamos en que llevaba una cruz de plata al 
cuello, quizá buscara expiar sus pecados: 

—Nada de lo que está ocurriendo es casual: ni el ataque a la 
Fiscalía, ni al CNL ni a las fuentes de información. Ni siquiera las 
filtraciones de determinados audios han sido casuales... 

—Es difícil de creer cuando Villarejo lleva tanto tiempo en prisión 
—contestamos—. ¿Qué puede hacer alguien encerrado en Estremera? 

La fuente sonrió con una mezcla de hartazgo y miedo. 

—¿Hacer? Villarejo es capaz de hacer de todo con la información, 
pero sobre todo generar desconcierto y desconfianza. Fijaos que, en 
todos sus proyectos de gestión de crisis, Pepe utilizaba la misma 
fórmula: inoculaba miedo en el cliente y le daba soluciones al mismo 
tiempo. En todos los casos fijaba un objetivo que era atacar con 
información falsa a la persona que le creaba problemas al cliente y, 
además, inventaba un enemigo imaginario, ya fuese el CNI, la prensa 
o una agencia de detectives a la vez que les ponía por escrito que 
«debían crear maniobras de intoxicación informativa» para 
«rentabilizar la información». 

—Sí, tienes razón. En casi todas las investigaciones que ha 
realizado Villarejo utiliza la misma fórmula: «Generar desconcierto y/ 
o desconfianza con su círculo más cercano a través de maniobras de 
intoxicación informativa» —recordamos de memoria. 

—Es lo que anunció que haría a principios de 2017 si se atrevían a 
atacarle. Dijo que primero daría un aviso a navegantes con 
información. Si os fijáis, en varios medios de comunicación 
aparecieron los audios de BBVA. Fue un aviso al IBEX35 en general. 


«Parad esto o saldréis todos salpicados», parece que quiso decir. 
También aparecieron los audios con María Dolores de Cospedal y los 
de la famosa comida con la actual fiscal general del Estado, Dolores 
Delgado. Ese fue su aviso al PP y al PSOE. 

—¿Con qué fin? Porque al final el más afectado es el propio 
Villarejo. 

—El único fin es dejar Estremera. Al ver que las empresas del IBEX 
no salían en su defensa, creyó que los siguientes con más miedo eran 
los partidos políticos. Y hace poco más de un año nos hizo llegar a 
todos que estuviésemos tranquilos que pronto estaría en casa y que 
conseguiría ganar más dinero del que nunca había ganado. Y ha 
estado a punto de conseguirlo—, nos dice. 


Unos días después de este encuentro, personas cercanas a la 
investigación de la causa Tándem nos confirmaron que, como nos 
había dicho nuestro confidente, su plan estuvo a punto de tener éxito. 
La presencia de los audios en todos los medios nacionales provocó 
varias maniobras que buscaban la excarcelación abrupta de Villarejo. 

Volvimos a reunirnos con nuestra fuente y volvió a explicarnos con 
detalle el modus operandi del excomisario. Esta vez no hubo cerveza, 
bastó con una botella de agua con gas, un vaso con hielo y una rodaja 
de limón dentro: 

—Pepe lo dijo, y lo ha hecho. Si vienen a por mí me defenderé con 
las mismas fórmulas que he utilizado con mis clientes. Y así lo ha 
hecho con sus comunicados desde prisión: ha atacado a García 
Castaño cuando empezó a colaborar con la Justicia, ha filtrado 
información contra el CNI, contra el ministro del Interior y, lo último, 
el ataque contra la Fiscalía Anticorrupción. ¿O creéis que Villarejo es 
ajeno a lo que está ocurriendo? Porque desde el principio anunció que 
atacaría a la Corona y así lo ha hecho con Corinna. Luego intentó 
filtrar información que afectaba al CNI. Ahora le toca a la Fiscalía 
Anticorrupción. Y si no le sale bien, irá a por el juez si le es posible. 

—¿Cómo? 

—Sí, es sencillo. Él lanza un comunicado y, a partir de ahí, siempre 
es lo mismo. Si quiere que los medios de Izquierda se hagan eco, 


amenaza al PP o al IBEX35. Si quiere que se hagan eco los de Derecha, 
el órdago lo hace con un «sesgo rojo», como diría él. Es pura maniobra 
de intoxicación informativa. Lo que siempre ha ofertado a sus clientes. 
Lee uno de sus últimos comunicados. Por ejemplo, en el que acusa a 
los fiscales que le investigan de ser un «felpudo de Podemos». Lo hizo 
con el Rey y pronto empezará a sacar informes sobre causas judiciales 
en marcha. Es la única manera que tiene para rentabilizar la 
información. 


The End 


Al final todo pasa y sólo queda la verdad. Suenan los primeros versos 
de la mítica canción de Jim Morrison en un bar de Moncloa donde una 
vez se sentaron las bases de una conspiración que pretendía acabar 
con la democracia en España. This is the end, beautiful friend/This is the 
end, my only friend. Nos reunimos con un policía veterano que ha 
consagrado su carrera a limpiar el búnker policial que dejó en 
herencia Francisco Franco. Conoce bien el material que contiene este 
libro y hace un resumen sobre la figura de Villarejo que suena a 
sentencia: «Villarejo es como un atleta dopado. Ni agente encubierto 
ni nada. Un simple policía que actuaba por libre y ganaba dinero 
como los detectives, pero con dopaje, porque usaba información 
policial para gestionar las crisis de sus clientes». 

Mientras hablamos con la fuente, en la televisión del bar aparece 
la imagen de Corinna y se reproducen frases textuales de la pieza 
Kitchen. Cuando acaban las imágenes, el informante se va. Ha dejado 
un pendrive sobre la mesa y un último mensaje: 

—Estoy seguro de que las próximas filtraciones serán sobre 
Operación Cataluña porque no hay nada que le pueda molestar más al 
país. 

Esa noche escuchamos el audio que contenía el pendrive. Era la 
voz de Villarejo en febrero de 2017, pocos meses antes de ser 
detenido: 

«Estoy deseando hablar. Voy a derrotar... Voy a hablar de temas 
muy nucleares. Soy incombustible. Si viviera de mi imagen me 


molestaría lo que la prensa escribe, pero estoy facturando más porque 
la gente piensa que lo puedo arreglar todo. Me están entrando asuntos 
sorprendentes. Todo el mundo me venía a contar cosas porque creía 
que podía arreglar el mundo». 

Al escucharlo, sonreímos. Villarejo en plena esencia. De repente, 
algo llama nuestra atención: 

«La historia de La Camarga es la historia de unos años antes. Me 
tiré un año y pico para convencer [a Victoria Álvarez] de que 
denunciara. Fui a una cena para convencerla de que aportase ella la 
grabación de La Camarga. Es cierto que cuando a mí Cosidó me llamó 
a la reunión esa de seguridad de crisis [por el caso Método 3] y tal, 
esto vamos a ir con cautela que no vaya a afectar a problemas y tal, a 
la salida Pino me dice: “tira pa'lante pero como te pillen, yo no sé 
nada”. Me toca la polla que me pillen o que no me pillen. Yo voy a 
hacer mi trabajo. Tengo información de la polla de Piqué Vidal, de un 
tipo en Andorra que le manejaba las cuentas a Pujol, de un zorrón de 
gente. A Javier de la Rosa solo lo empleo de maniobra de distracción.» 

Recibimos este material poco antes de imprimir el libro. Somos 
conscientes de que si nuestra fuente está en lo cierto, pronto 
hallaremos más información confidencial sobre las ilegalidades de 
Pino, Villarejo y demás «policía patriótica» en Cataluña. «Es lo único 
que le queda para intentar su excarcelación», nos confiesa un fiscal 
catalán un par de semanas antes de que La España Inventada desgrane 
los capítulos ocultos de nuestra historia reciente. 

Cuando mandamos estas últimas líneas a la editorial, el 
coronavirus y la incertidumbre se unen contra el futuro de los 
españoles. Vislumbrar el horizonte de un nuevo año parece imposible. 
Mientras los ciudadanos sufren, los partidos políticos siguen a la 
gresca por hacer política con la gestión de una pandemia que ha 
devenido en tragedia. Juan Carlos de Borbón lleva varios meses fuera 
de España. Villarejo, sin embargo, lejos de paladear la victoria por el 
mal ajeno, padece la eternidad de una vida que se acorta tras los 
barrotes de Estremera. El hombre que vino de Córdoba vestido con 
colores pastel ha olvidado el tacto de sus trajes oscuros de acaudalado 
policía para habitar en la piel de un pijama carcelario. Al final, ni él ni 
sus cómplices han podido con el Estado. Igual que sucede en las 


grandes tragedias griegas, entre tanta contienda inacabable, entre 
tanta ambición desmedida, entre tanto desafío constante, solo queda 
catarsis, verdad y justicia. 

Un país cimentado sobre los intereses espurios de una minoría es 
un país condenado a la precariedad endémica. España ha vivido 
condicionada por una gran mentira que ahora comienza a ser verdad 
gracias al foco de la justicia. A partir de ahora, que magistrados e 
historiadores interpreten y expliquen el tiempo que nos llevó de la 
dictadura a la democracia y de la democracia al escepticismo radical 
que nos circunda. La responsabilidad descansa en estos momentos en 
el juez Manuel García Castellón, los fiscales Ignacio Stampa y Miguel 
Serrano, los agentes del Centro Nacional de Inteligencia (CND y la 
Brigada de Asuntos Internos de la Policía Nacional. La España 
Inventada acaba aquí. La España real dependerá de la honestidad que 
seamos capaces de reunir entre todos. Hará falta voluntad, pero, sobre 
todo, hará falta mucha suerte. España siempre ha sido ese lugar 
incierto donde dos y dos jamás han sumado cuatro. 


